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Introducción

El medio siglo que transcurre desde la revolución Gloriosa de 1868 hasta la fallida intentona revolucionaria de 1917 representa una etapa fundamental en la historia contemporánea de España. Es en ella cuando se abandonan de un modo definitivo los modos de vida de la sociedad tradicional, se ensayan diversas experiencias de regímenes políticos liberales y democráticos, y cuando la España transoceánica se convierte en el cambio de siglo en una realidad territorial articulada en torno a la península y sus intereses internacionales se circunscriben al norte de Africa. En estos cincuenta años la sociedad española experimentó una gran transformación, abandonó los rasgos más vivos del pasado y se abrió a una modernidad que no estaba exenta de rémoras. La crisis agraria de fin de siglo, la tardía transición demográfica, la lenta alfabetización son algunos de los indicadores de que la modernidad en España fue retardada y dificultosa. La apertura hacia la contemporaneidad plena aparece como un hecho en esas décadas de entre siglos pero, al mismo tiempo, resulta evidente que podemos rastrear en ella vestigios del pasado: una economía muy vinculada a modos de explotación y formas de vida tradicionales, limitaciones significativas para el desarrollo de un mercado interior, modos de representación que oscilan entre las redes clientelares y la barricada revolucionaria junto a lealtades políticas que remiten a la sociedad tradicional, todo ello coexistió en la segunda mitad del siglo XIX con la emergencia de manifestaciones adscritas a la modernidad: desarrollo capitalista, urbanización, individualismo, “civilización” de la vida representativa, etc. A la altura de 1917 esas manifestaciones eran ya comunes y constituían la base de un nuevo modelo de sociedad que definitivamente rompía con los vestigios del pasado y estaba abierta a los desafíos del siglo XX.

La España de 1868 a 1917 aparece como una realidad compleja y multiforme, en la que se distinguen ingredientes combinados de arcaísmo y de modernidad, en la que adquiere sentido la mirada temerosa del campesino manchego o castellano y la arrogancia de una burguesía ascendente que hace negocios al amparo de la protección arancelaria y el nacionalismo económico. Es, además, el territorio de los contrastes entre el analfabetismo que a principios del siglo XX alcanza a tres cuartas partes de la población, y la recepción de la filosofía de Nietzsche, la arquitectura modernista y la física de Einstein que nutren los ambientes intelectuales de Madrid y Barcelona. En ella han hecho aparición, pues, todos los ingredientes que en las dimensiones económica, social, política y cultural definen la época contemporánea: industrialización, la sociedad de masas, los intelectuales, la democracia, pero también la tensión social y política que se deriva del impacto de la Primera Guerra Mundial, la reacción conservadora de fuerte contenido antidemocrático y hasta antiparlamentario, fenómenos unos y otros que enmarcan una crisis liberal que en España no se canaliza dentro del sistema representativo, sino desde la afirmación de vías corporativas que acabarían afectando de un modo directo a la propia monarquía.

La España de entre siglos se nos presenta, pues, como el momento cumbre de la dominación burguesa, del desarrollo capitalista y de los sistemas de representación mediados por la presencia de un clientelismo político que hizo perfectamente compatible la aprobación del sufragio universal con un dominio del fraude y la corrupción electoral que permite caracterizar al sistema como liberal parlamentario sin democracia. Con anterioridad la experiencia del Sexenio Revolucionario había mostrado las dificultades que una experiencia democrática tenía en una España atrasada y lastrada por confrontaciones básicas. Tres regímenes políticos: monarquía democrática, república federal y república unitaria; tres conflictos militares: guerra carlista, guerra cantonal y guerra colonial; aparición y desarrollo de la cuestión social; confrontación entre secularización y confesionalidad, entre una concepción unitaria y otra federal de España; tensión entre los poderes civil y militar, etc., muestran que el período 1868-1874 fue prolijo en conflictos. En realidad fue en ese momento cuando subieron a la superficie los problemas que España había incubado desde la revolución liberal de los años treinta y cuando, de una manera efectiva, el país conoció su incorporación plena al mundo contemporáneo. Es el período en que se superan de un modo definitivo las resistencias que le presentaba la vieja sociedad tradicional, pero cuando todavía no se han logrado encauzar los nuevos horizontes que le ofrecen la economía capitalista, la rivalidad entre los distintos nacionalismos incubados en la cultura romántica y las distintas utopías que cristalizaron desde y contra el universo liberal.

Esa etapa breve, pero extremadamente convulsa, daría paso a una fase de estabilidad, presentado a menudo como el contrapunto del período anterior, cuando la utopía del Sexenio abría camino al realismo positivista de la Restauración y cuando la República, expresión de desorden, de revolución y locura en el imaginario conservador, se ve sustituida por una monarquía liberal que se apoyó en un pacto político entre las burguesías, cuya expresión fue el turno pacífico asentado sobre el bipartidismo de liberales y conservadores, sobre la Constitución de 1876 y el ejercicio de la “prerrogativa regia”. La contraposición radical entre los dos momentos históricos resulta, sin embargo, fácil pero engañosa. Durante el Sexenio explotaron todas y cada una de las contradicciones y aspiraciones de la sociedad española: la de la burguesía reformista, la de la democracia representativa, la de la democracia directa y el impulso particularista, la cuestión social, la nostalgia de una vuelta al pasado preliberal y, finalmente, el nacionalismo antillano. En sus primeros momentos la Restauración pareció resolverlos, por un lado, con la derrota militar del carlismo y la Paz de Manjón y, por otro, con un sistema de componentes duramente centralistas para neutralizar las aspiraciones centrífugas de federales, cantonales y regionalistas, al tiempo que se buscaba solución a la cuestión social mediante fórmulas paternalistas. En el fin de siglo se vio que los límites de la contención eran evidentes. El problema de España enunciado desde diversos registros por los intelectuales se manifestaba no sólo en su dimensión internacional, en la confrontación entre naciones emergentes y moribundas que ilustraba la cultura darwinista del momento, sino en la fuerza con que en el interior resurgieron los problemas social, militar, religioso y de los nacionalismos y regionalismos periféricos.

La España invertebrada que caracterizara Ortega y Gasset en 1920 tenía raíces bastante profundas y muestra las dificultades que el sistema restaurado tenía para encauzar demandas muy plurales y, a su vez, divergentes. El sistema político de la Restauración había nacido por impulso de las burguesías para resolver la inestabilidad y “radicalismo” del Sexenio, pero también para eludir el problema del exclusivismo de partido y la corrupción que había caracterizado la política en la era isabelina. Su sistema de liberalismo sin democracia, por lo demás semejante al desarrollado en los países de la Europa del Sur como el rotativismo portugués y el transformismo italiano, resolvía un problema institucional de representación, pero dejaba al margen una parte significativa de demandas sociales que en modo alguno se sintieron integradas, ni siquiera reconocidas como legítimas. Las demandas de reforma y la apertura hacia la democracia encontraron resistencias considerables, hasta el punto de quebrar el mismo sistema parlamentario. Por otro lado, la reforma social pudo articularse a partir del Instituto de Reformas Sociales, pero a la altura de la Primera Guerra Mundial la institución había tocado su techo sucumbiendo años después bajo los efectos de la política corporativa de Primo de Rivera.

En este medio, las fuerzas de oposición a la Restauración tuvieron frentes y objetivos muy distintos. A la derecha del sistema, el tradicionalismo se dividió entre carlistas e integristas, una disputa que debilitó la causa y obligó al propio Vaticano a hacer equilibrios entre dos corrientes que se definían como católicas. A la izquierda, el republicanismo, vista la pluralidad de registros, ideologías y culturas políticas que albergaba, optó por una división en varias opciones partidarias que pugnaron por representar a las burguesías progresistas y a las clases populares a favor de una democracia que era presentada, a menudo, desde concepciones muy distintas. En todo caso, tanto en el carlismo como en el republicanismo, la paulatina sustitución de la cultura del motín, de la barricada y de la sublevación militar por la vía parlamentaria se fue imponiendo desde fin de siglo. De otro lado, la aparición de un movimiento obrero dividido en dos corrientes -anarquista y socialistamostraba que el problema de la propiedad, de la representación y la injusticia social constituía una realidad cotidiana de la sociedad de su tiempo. La aparición de los nacionalismos periféricos —catalán, vasco y gallego- mostraba, a su vez, que el concepto de España y la articulación del Estado liberal de fuerte componente centralista no respondía a una realidad cultural y social que ya en el Sexenio había dejado constancia de su existencia.

La Restauración ante estos retos actuó fortaleciendo su protección: económica, a través de la política proteccionista; social, desde la aplicación de un código civil y penal que afirmaba el principio de la propiedad como una realidad incuestionable; y, finalmente, territorial, planteando que la unidad de España estaba garantizada por la Constitución y las Fuerzas Armadas. En este marco articulado a partir de culturas, instituciones e imaginarios determinados, cualquier intento de alteración del statu quo fue considerado una agresión. Con todo, la transacción, unas veces, la represión, otras, permitieron al sistema resistir durante varias décadas, ofreciendo, a pesar de la crisis de fin de siglo y la guerra de Marruecos, una imagen de estabilidad que la separaba del “desorden” republicano precedente. No obstante, la naturaleza de los problemas que le presentaba el desarrollo de la sociedad contemporánea reclamaba una reacomodación que fue incapaz de resolver. A la altura de 1917 la realidad española ya no tenía mucho que ver con aquella sociedad agraria, atrasada y analfabeta de 1868. El desarrollo económico, el fortalecimiento de las burguesías vasca y catalana, la fuerza de un nuevo movimiento sindical, mostraron que el sistema ideado en 1876 no podía por sí mismo canalizar las nuevas demandas de una sociedad en camino abierto hacia la modernización. La crisis del verano de 1917, con todas sus contradicciones, constituyó un reto básico para verificar el sentido democrático o antidemocrático que iba a adquirir el régimen. Como es sabido, la salida a la crisis se resolvió por la vía corporativa, liquidando un régimen que, aunque no era democrático, sí que había servido durante un tiempo para canalizar las demandas de la sociedad de su época. Son estos procesos en su conjunto los que son contemplados a lo largo de las páginas de este libro.

El análisis de la evolución política entre 1868 y 1917 se ha llevado a cabo a partir de siete capítulos, en los que se ha tratado de combinar narración, análisis e interpretación histórica. A pesar de que se ha respetado de un modo riguroso la evolución cronológica, la sucesión de regímenes, sistemas y gobiernos, sin embargo, el componente analítico e interpretativo ha facilitado una mayor libertad expositiva que ha permitido explicar cada fenómeno comentado en relación con los procesos de tiempo corto, medio o largo, en el que adquieren relevancia histórica. Los cuatro primeros se ocupan sucesivamente del Sexenio democrático, de la Monarquía de Alfonso XII, de la Regencia de María Cristina y de la Monarquía de Alfonso XIII. El capítulo quinto se detiene en el papel de la oposición política al sistema político de la Restauración —carlismo, republicanismo, nacionalismos periféricos- y el sexto recorre las vicisitudes de la política exterior española desde la Gloriosa revolución hasta la crisis de 1917. Finalmente, el capítulo siete, el más extenso del libro, trata de ofrecer un panorama sintético de la sociedad española de entre siglos a partir de la consideración de cinco registros: la transición demográfica; la naturaleza y rasgos fundamentales de las distintas clases sociales: clases dirigentes, medias y populares; el desarrollo de los movimientos sociales; el papel del Estado y los intentos de reforma social; y la dimensión social y política de dos instituciones básicas en la España de la Restauración: la Iglesia y el Ejército.

En la segunda parte del libro hemos ofrecido un panorama de la historiografía desarrollada en las últimas décadas. En ningún caso se ha pretendido presentar estudios sistemáticos de cada ámbito temático. Para ello se remite a diversos estudios de especialistas que facilitan esa tarea. Con todo, hemos tratado de ofrecer las interpretaciones más importantes que la historiografía actual ofrece sobre la historia española de entre siglos. De algún modo el libro en su conjunto responde a ese cometido: proporcionar al lector una información actualizada sobre los diversos aspectos contenidos en el mismo. Finalmente, se acompaña de una tercera parte de textos y documentos y una bibliografía en la que se recogen las obras consultadas para la redacción del libro.

La escritura de un libro como éste tiene siempre un responsable individual, el autor, pero no por ello deja de ser resultado de las inquietudes, interrogantes y modos de pensar la historia de una generación o de un colectivo de historiadores. En este caso más que en ningún otro, pues la propia naturaleza de la obra exige un reconocimiento explícito a los autores que con su investigación han permitido la escritura final del libro que el lector tiene en sus manos. Soy por ello deudor de todos ellos, pero mucho más de un entorno humano y académico que me ofrecen mis compañeros del área de Historia Contemporánea de la Universidad de Cantabria, con quienes he podido día a día intercambiar ideas, en el seminario, en el aula o el café. Es en este ambiente en el que hemos desarrollado un conjunto de proyectos que bajo el formato de Proyecto de Investigación, de Encuentro o Congreso ha permitido la publicación de una decena de libros sobre la España liberal, en la que han colaborado casi un centenar de historiadores. El diálogo diario con Andrés Hoyo, Aurora Garrido, Fidel Gómez, M. J. González, Julián Hoya, Angeles Barrio y las reuniones del Grupo de Investigación Historia de la Restauración están, sin duda, presentes de un modo u otro en el texto.

Quiero dejar constancia de mi gratitud a Editorial Síntesis por la confianza y paciencia que a lo largo de estos años ha tenido conmigo, pues el texto hace tiempo que debiera estar editado. Debo especial reconocimiento a la directora de la colección Historia de España 3-er Milenio, Elena Hernández Sandoica, cuya amistad se ha mantenido a pesar de los avatares y las dilaciones del libro. Por otro lado, para Ángeles y Carlota tengo mucho más que gratitud, pues sin su afecto, paciencia y tolerancia día tras día no hubiera sido posible concluir este libro ni otros muchos proyectos, más que académicos, vitales.
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El Sexenio democrático (1868-1874)

El destronamiento de Isabel II en septiembre de 1868, como resultado de la “Gloriosa” revolución dio inicio a un proceso de cambio político que iba a modificar de un modo notable los principios y maneras de la política española en los años siguientes. Desde el triunfo de la revolución a la Restauración monárquica en 1874 transcurrieron seis años de intenso cambio político que sucesivamente vio aparecer en el panorama nacional una Monarquía democrática (Amadeo I), una República federal primero (1873) y unitaria (1874) más tarde, y de nuevo una Monarquía restaurada en la persona de Alfonso XII ( hijo de Isabel II). Pero esos cambios de régimen estuvieron asociados a otros problemas fundamentales en la vida social del país. La sublevación cubana inició una guerra que habría de durar diez años (1868-1878); la guerra carlista (1872-1876) puso de nuevo la confrontación civil en el centro de la vida pública; y la revolución cantonalista de 1873, preñada de aspiraciones utópicas, expresaba las enormes dificultades que habrían de ser vencidas para una verdadera democratización y modernización del país.

No obstante, la prioritaria razón política que nutrió el proceso que llevó a la liquidación de la monarquía isabelina, una interpretación de los procesos que llevaron a la revolución de 1868, remite a un conjunto de elementos de naturaleza económica, social y política. La historiografía ha prestado atención diversa a cada uno de estos factores. Unos han hecho hincapié en el carácter económico de la crisis que está en la base de la revolución [Sánchez Albornoz (1968), Fontana (1975)]; otros han prestado atención al carácter social que domina los sucesos del verano del 68, considerando éstos ya como la última revolución burguesa en que intervienen conjuntamente la burguesía y las clases populares (Seco Serrano) o como un fenómeno propio de las clases medias (Artola, 1974). M. Tuñón de Lara (1975) y A. Jutglar (19721973) han visto el 68 como la expresión de una revolución burguesa fallida y desde una perspectiva marxista, E. Sebastiá y J. A. Piqueras (1987) han resaltado cómo los sucesos que llevaron a la crisis del régimen isabelino fueron consecuencia, más que de la crisis económica resultado de la última fase de la revolución liberal. Juan Antonio Lacomba (1993-1994), por su parte, ha puesto de manifiesto el componente poliédrico que domina la vida sociopolítica del período, mientras que De la Fuente Monge (2000) ha centrado su atención en el protagonismo asumido por las diferentes elites dirigentes del país.

De una forma u otra, resulta evidente que la presencia de factores tan diversos en su cristalización, la convergencia transitoria de grupos sociales (alta burguesía, Ejército, clases medias, sectores populares) y la pluralidad de objetivos políticos dotan al proceso revolucionario, primero, y al Sexenio que le sigue, más tarde, de una complejidad más que notable. Una mirada al proceso revolucionario desde una única referencia haría incompresible la naturaleza múltiple de un fenómeno que reclama la consideración de todos y cada uno de los ingredientes que intervienen en su desarrollo. De ese modo, la naturaleza y causas de la revolución remiten tanto a las propias contradicciones internas de la monarquía isabelina como a los problemas económicos, sociales y políticos apuntados.

1.1.La crisis del sistema político isabelino: factores económicos, políticos y sociales

La descomposición del régimen isabelino se hizo palpable desde el mismo momento en que la Unión Liberal dejó de ser el eje de la política monárquica en 1863. Desde entonces el proceso de descomposición del sistema afectó a la propia legitimidad de la Corona, inclinando a amplios sectores sociales a una solución de recambio. La historiografía ha hecho hincapié en tres factores fundamentales en la crisis final del régimen isabelino. En primer término es necesario hacer mención al propio retraimiento del Partido Progresista desde septiembre de 1863, como una respuesta la desnaturalización del sistema electoral practicada por los moderados. Aunque un sector del progresismo representado por Madoz, Ruiz Zorrilla y Prim fuera contrario al retraimiento, se impuso la posición de Olózaga, cuyo manifiesto de 8 de septiembre de 1863 marcó las directrices básicas del partido. Con ello, el progresismo se apartaba de la vida pública, propugnando una regeneración de la política isabelina que le llevó gradualmente del retraimiento a la misma revolución. Aunque los ministerios moderados y unionistas trataron en los dos años siguientes de neutralizar el retraimiento progresista, la tesis de Olózaga se reafirmó en la idea de eliminar los obstáculos tradicionales (actitud de la reina Isabel II y su camarilla) para llevar a cabo una auténtica reforma política.

El segundo aspecto de la crisis política se refiere a la posición del Partido Demócrata, de acusado carácter antidinástico. Nacido en 1849 y consolidado durante el Bienio Progresista, el programa demócrata proclamaba un liberalismo individualista de espíritu exaltado (derechos y libertades individuales, libertad de cultos y de imprenta, supresión de quintas, de la pena de muerte, etc.) que chocaba abiertamente con los principios y prácticas del sistema. De bases sociales abiertamente interclasistas que alcanzaban desde las clases medias a los sectores más humildes de la población, el democratismo conoció un profundo debate teórico desde finales de los años cincuenta. En su interior cohabitaron socialistas e individualistas, así como monárquicos o republicanos y obreristas que vieron en la Monarquía isabelina un sistema de opresión de las clases populares. Sectores tan diversos lograron mantenerse unidos a partir de la afirmación de un conjunto de principios, centrados básicamente en la soberanía popular, expresada en el sufragio universal, y la declaración de derechos individuales.

En tercer lugar, la inestabilidad permanente de los gobiernos isabelinos proporcionó un caldo de cultivo para que las sublevaciones militares y las movilizaciones populares presionaran el cambio político. A partir de 1865 los pronunciamientos se multiplicaron. En 1864 hubo tres intentos frustrados, uno de los cuales lo protagonizó la Guardia Real y pretendía la abdicación de la reina. En abril de 1865 se produjeron los sucesos de la noche'de San Daniel, una algarada estudiantil en respuesta a la separación de Castelar de su puesto en la cátedra de la Universidad de Madrid. El origen de la medida estaba en un artículo (“El Rasgo”) que Castelar había publicado en La Democracia (25-11-1865) en el que criticaba abiertamente la medida de Isabel II de poner en venta el patrimonio real, del que la reina se reservada la cuarta parte de su producto. El resultado de la represión —11 muertos y 193 heridos- debilitó la posición de la reina y obligó a la dimisión de Narváez. Meses más tarde, un intento de Prim fracasó y en enero de 1866 varias guarniciones sublevadas en Villarejo de Salvanés abrieron el paso a la conjura de junio de 1866, donde los artilleros del cuartel de San Gil llevaron a cabo un levantamiento que contaba con la participación popular bajo la dirección de la Junta Revolucionaria madrileña. De nuevo una dura represión -6 6 ejecutados, 500 heridos y más de un millar de prisioneros- mostró las escasas posibilidades de adaptación del sistema. Los líderes civiles —Sagasta, Martos, Becerra, Castelar y César Hidalgo- fueron condenados a garrote vil, pero pudieron escapar. Pi y Margall huyó a Francia. El camino hacia la revolución se abría de ese modo de una forma paulatina (Moliner Prada, 1997).

El sustento del régimen se fue debilitando de un modo progresivo. Cada intentona fue duramente reprimida y los derechos políticos cercenados. Cada vez más los apoyos del sistema - la Corona, el Ejército, las clases altasencontraban más dificultades para buscar una fórmula airosa de resolver el descontento general. La reducción de la base de poder fue evidente en cada crisis y en lugar de reagrupar las fuerzas adictas al sistema con una fórmula integradora, la política oficial se apoyó de un modo palmario en la represión, en la restricción de los derechos y en la defensa de los intereses de una estrecha camarilla en torno a la reina. Desde 1866 esa actitud fue evidente. El último gobierno de Narváez se dedicó básicamente a frenar la revolución en marcha: disolvió las Cortes, reformó el régimen municipal y la administración provincial, y restringió aún más la ley electoral de O’Donnell.

La oposición desde el exilio estaba llevando a cabo los preparativos del acceso al poder. Progresistas y demócratas firmaron en agosto de 1866 el Pacto de Ostende. En el mismo intervinieron por parte progresista los generales Prim, Pierrad, Contreras y Milans del Bosch, y los ex diputados Sagasta y Ruiz Zorrilla; entre los demócratas, Becerra y García Ruiz. Los acuerdos se dirigían a destruir las bases del poder isabelino y al nombramiento de una Asamblea constituyente, elegida por sufragio universal directo, que habría de decidir la suerte del país. Como en ese acuerdo no habían intervenido los sectores más avanzados del democratismo, de carácter abiertamente republicano, en junio de 1867 se llegó a un compromiso con ellos que dejaba en suspenso la forma de Gobierno.

La organización política de la oposición progresista, demócrata y republicana vino acompañada de nuevos pronunciamientos fallidos en el verano de 1867 y de la muerte de O’Donnell en noviembre de ese año. Con la desaparición del general unionista el retraimiento del partido se convirtió en colaboración con los conspiradores de parte del general Serrano. Los apoyos al sistema se estrechaban de un modo rápido, sobre todo tras la muerte de Narváez en abril de 1868. Con ellos desaparecía una forma de hacer política. La dictadura practicada por González Bravo, sucesor de Narváez en el gobierno, no podía dar satisfacción ni a las mismas bases del sistema. El cierre del Parlamento, además de su significado político, impidió la aprobación de empréstitos para las compañías ferroviarias. La proscripción de los unionistas por su aproximación a los partidos de la oposición llevó al destierro a sus principales generales (Serrano, Dulce, Zabala, Córdoba y Echague). Los duques de Montpensier tuvieron que salir para Portugal. La situación era tan dramática que los unionistas no tuvieron otra solución que unirse a la revolución.

De todos modos esta situación política no es del todo comprensible sin la existencia de una fuerte crisis económica y de subsistencias que se dejó sentir con fuerza en el país desde 1864. Ambas crisis dan sentido tanto a la intervención de la elite económica como a la participación de las masas populares en el proceso revolucionario. La crisis económica se vislumbraba con claridad tras el abandono de la Unión Liberal en 1863. El crecimiento económico que acompañaba la primera fase de la industrialización española iniciada en la década de los cuarenta entró en crisis a mediados de la década de los sesenta. La inversión mostraba síntomas de debilidad desde 1865. La historiografía reciente, así como los testimonios de los contemporáneos, atribuyen esta crisis a un conjunto de factores, tanto exógenos como internos, vinculados al desarrollo del capitalismo industrial y financiero del siglo XIX. La respuesta de los distintos gobiernos moderados ante el reto de la economía capitalista se había expresado en unos términos defensivos frente al liberalismo económico y la industrialización, cuya manifestación más clara fue la Ley de Sociedades de 1848. En los años del Bienio Progresista, la legislación económica (ley de Ferrocarriles, ley bancaria y desamortización civil) había tratado de facilitar el desarrollo y los gobiernos ulteriores de la Unión Liberal se aprovecharon de ese proceso en el ciclo de crecimiento. Cuando el ciclo alcanzó su cénit, sin embargo, los problemas de base estaban sin resolver. Más que una estructura productiva bien articulada, el crecimiento se había basado en la especulación en los ferrocarriles y en las finanzas. La coincidencia de la crisis interna con el inicio de la recesión internacional señalaba los vínculos crecientes de la economía española en la evolución internacional. Se podría señalar que en 1864 se produjo de ese modo la primera crisis moderna del sistema económico español.

La secuencia de las crisis apunta a una recesión de la industria textil algodonera consecuencia del estrangulamiento ocasionado por la Guerra de Secesión en EE UU que dificultaba el abastecimiento del algodón. El descenso de importaciones, la carestía del algodón, coincidió con el efecto deflacionista internacional producido por el descubrimiento de yacimientos auríferos en California. El impacto de estos hechos alcanzó la economía monetaria europea, generando una escasez de dinero y su encarecimiento. En respuesta el Banco de España subió el tipo de descuento al 8% a finales de 1863 y al 9% en noviembre de 1864. El efecto sobre la evolución del sector publico con la agudización de la recesión fue muy rápida. Para financiar el déficit crónico, el gobierno tuvo que pagar más caro el acceso al mercado de capitales, con el consiguiente agravamiento del mismo. El déficit, que había sido un problema crónico de las finanzas españolas, se convirtió en la década de los sesenta en un problema central para la política económica.

Esta situación crítica se vio agravada por un fenómeno vinculado a la inversión industrial: la falta de rentabilidad de los ferrocarriles tras la finalización de la primera fase de la construcción de la red. La construcción ferroviaria había sido el motor principal del crecimiento económico. Aunque no fue un caso excepcional, la crisis ferroviaria afectó de un modo frontal a la economía española. La falta de rentabilidad de los ferrocarriles se trasladó al mismo sistema bancario, dado el estrecho vínculo entre compañías ferroviarias y sistema financiero. Los resultados fueron múltiples: quiebras bancarias, falta de liquidez y, de un modo más amplio, un descenso en la producción de hierro y un retraimiento económico general. Nicolás Sánchez Albornoz (1968), Gabriel Tortella (1972) y Antón Costas Comesaña (1988), entre otros, han demostrado el alcance de esa crisis ferroviaria y financiera, su vínculo con la crisis internacional y los efectos directos sobre la economía española. Sardá (1948), en un estudio ya clásico, ha señalado cómo las entradas de capital exterior habían permitido saldar los déficits por cuenta corriente de la Balanza de Pagos. Cuando en 1866 esa entrada se cierra, el déficit solamente podría cubrirse con exportaciones o la salida de reservas. Los precios agrarios a la baja, los problemas comerciales y el déficit creciente acentuaron el aumento de la deflación monetaria interior. De ese modo, a la altura de 1866 el sistema isabelino se encontró con una grave crisis económica, en un medio internacional difícil, cuya naturaleza y circunstancias resultaban casi totalmente desconocidas: crisis industrial, crisis monetaria, ferroviaria, financiera, presupuestaria y comercial.

A ello hubo de sumarse la crisis de subsistencias de 1867-1868. El carácter dual de la economía española que tan bien ilustró Sánchez Albornoz (1968) alcanzó todo su significado con la crisis de subsistencias. Después de dos años de excelentes cosechas, las necesidades de exportación para reducir el déficit acabaron produciendo una subida del precio del trigo en septiembre de 1866. La mala cosecha de 1867 vino a agravar el problema de la escasez, provocando una hambruna al año siguiente. La crisis de subsistencias de 1868 muestra el carácter atrasado de la agricultura española, inserta su naturaleza en la reiterada frecuencia con que el hambre asoló las diversas regiones españolas. La supervivencia de una economía de subsistencia acentúa las semejanzas de la agricultura española con las sociedades mediterráneas, con el Magreb, y la aleja de la Europa del centro y norte. Las consecuencias fueron múltiples y afectaron de un modo distinto a las distintas regiones del país. El mapa de precios peninsular en la crisis de subsistencias establece una división que perfila cinco grandes regiones: zonas de altos precios permanentes (Andalucía), altos precios en tiempos de crisis (Extremadura y Castilla la Nueva), precios relativamente bajos durante la crisis (costa mediterránea desde Gerona a Alicante, de un lado, y el litoral galaico y cantábrico, de otro), y finalmente, cotas bajas en todo momento (Castilla la Vieja, Aragón y el País Vasco). El precio del trigo subió durante el año agrícola de 18671868 un 37% respecto del año anterior, y un 64% en relación con 18651866. El resultado inmediato fue una pauperización del campesinado, la emigración e, incluso, las revueltas esporádicas que dieron a la crisis una dimensión social del imposible soslayo. Después de 1868 el movimiento cíclico de los precios no desapareció. Regiones como Andalucía padecieron nuevas crisis, pero no en la escala de estos años. La supresión de la legislación prohibicionista en materia de granos, así como la integración económica producida por la red ferroviaria, contribuyeron, sin duda, a mitigar el problema.

La crisis económica de 1864 obligó a una redefinición de la política arancelaria al dejar al descubierto la falta de racionalidad del sistema proteccionista, al mostrar el agotamiento que para el desarrollo industrial y el comercio presentaba el sistema. La liberalización de la economía se llevó a cabo de una forma paulatina. En una primera fase, durante el gobierno Narváez de 1864-1865, la crisis se identifica como “un mal transitorio” frente al que se adoptaron medidas, a su vez, transitorias. Más tarde, O’Donnell (1865-1866) reconocía el carácter estructural del problema y se tomaron las primeras medidas arancelarias; finalmente, en una tercera fase, cuando la crisis de subsistencias se ha agudizado, en los gobiernos moderados de Narváez y González Bravo, la prohibición de la importación de granos quiebra por la propia fuerza de los hechos y en la práctica se introduce el librecambismo. En marzo de 1868, un Decreto del gobierno Narváez dejó totalmente libre de derechos la importación de trigos y sus harinas. El librecambismo en materia de granos se convertía en un elemento compensador en una economía agraria, técnicamente atrasada, en la que las malas cosechas generaban escasez, alza de precios y, por derivación, hambre y graves conflictos sociales. Resultaba evidente que la apertura comercial no era una acción de aceptación de la teoría económica liberal, sino la fuerza de los hechos ante el descontento y las revueltas sociales de 1868.

1.2.La revolución septembrina

Las tensiones económicas y sociales, y, sobre todo, el agotamiento político del modelo isabelino llevaron a una aceleración de los trabajos conspirativos en el verano de 1868. Unionistas, progresistas y demócratas, más allá de la diversidad de objetivos, estaban de acuerdo en la necesidad de acabar con el estado de cosas en que se movía la vida oficial: los unionistas porque sus intereses económicos estaban en juego; los progresistas deseaban acabar con la monarquía isabelina y buscar una reincorporación a la verdadera competencia por el poder; y los demócratas reclamaban una verdadera revolución democrática. Tres proyectos muy dispares que, sin embargo, se mantuvieron inicialmente unidos ante el adversario común: la política isabelina y el exclusivismo moderado. Con fuerte base en la oligarquía económica y en el Ejército, los unionistas, con apoyo civil y militar, los progresistas y, con arraigo en las masas urbanas, los demócratas, el camino del pronunciamiento estaba abierto.

El 19 de septiembre de 1868 un grupo de generales desembarcó en Cádiz y sublevó la Marina gaditana bajo el mando del almirante Topete. Inicialmente podría interpretarse como un pronunciamiento más de los muchos que se habían producido a lo largo de todo el siglo XIX. No obstante, por su organización, protagonistas y participación civil, la sublevación de Cádiz tuvo un carácter diferente. En primer término, el levantamiento era resultado de una alianza entre progresistas y unionistas con la aprobación de los demócratas. Contaba con el apoyo de una parte del Ejército pues los militares que intervinieron directamente en él: Prim, Serrano, Nouvillas, Primo de Rivera, Dulce, Caballero de Rodas y el Duque de la Torre eran generales de prestigio que habían sido obligados a emigrar y que habían participado con anterioridad en otros pronunciamientos. De otro lado, la amplitud de la conspiración, el malestar general y, sobre todo, el alcance del pronunciamiento presentaba varias novedades. No se pretendía derribar un gobierno corrompido, sino la misma persona de la reina; la difusión desde la periferia era muy rápida y contaba con el apoyo civil en muchas ciudades; finalmente, la propuesta política que trajo consigo el pronunciamiento estuvo estrechamente vinculada a proyectos de largo alcance: una Asamblea constituyente, elegida por sufragio universal directo, debía decidir el tipo de gobierno del país. Hasta entonces ningún pronunciamiento había nacido con tantas pretensiones.

Desde Cádiz los alzamientos se extendieron a Sevilla, Málaga, Córdoba, Huelva, Ferrol, Valencia, Santander… En unos pocos días desde la periferia se fueron desarrollando sublevaciones militares y civiles. En unos lugares con claro predominio militar, en otros con una sublevación militar seguida de levantamientos civiles, y finalmente, como en Béjar, con un carácter exclusivamente civil. Tras la derrota de las tropas isabelinas en Aleolea bajo el mando del general Novaliches la victoria de los sublevados fue un hecho. Días después Isabel II abandonaba el país para no volver nunca ya como reina. Septiembre de 1868 figura en la historia nacional como el mes de la septembrina, de la Gloriosa revolución, que muchos historiadores han caracterizado como culminación de la revolución. El manifiesto “España con honra” que redactó López de Ayala y firmaron el Duque de la Torre, Juan Prim, Domingo Dulce, Francisco Serrano Bedoya, Ramón Nouvillas, Rafael Primo de Rivera, Antonio Caballero de Rodas y Juan Topete estaba llamado a ser uno de los emblemas básicos de la España liberal y democrática.

¿Puede, con razón, considerarse que los sucesos de Cádiz constituyen una verdadera revolución? La historiografía ha hecho hincapié en los diversos componentes que tanto social como políticamente han caracterizado la Gloriosa. Existe común acuerdo en que los actores, el programa y objetivos finales de la sublevación tenían el cometido de culminar la transición transito hacia una sociedad plenamente burguesa, donde el sistema capitalista funcionara de un modo racional. Ése era el proyecto de la Unión Liberal, cuyo objetivo político no iba más allá de la eliminación de los obstáculos a ese proceso. El entorno de la Corona, la política de camarillas, las decisiones políticas y económicas tomadas desde el poder dificultaban y no favorecían ese proceso. El unionismo, por lo tanto, no deseaba ningún cambio importante, sino retoques, medidas que facilitaran las condiciones de desarrollo económico en un sentido plenamente capitalista. El progresismo, por su parte, en un sentido algo más radical, buscaba junto a la sustitución dinástica, un conjunto de acciones que recuperaran el espíritu del bienio progresista. Pero una alteración real de las relaciones sociopolíticas y una modificación del statu quo eran ajenas a su intervención. Aceptaron el sufragio universal como una medida destinada a acelerar el democratismo, para que las bases populares presionaran en la dirección del cambio. Una vez lograda su meta, la expulsión de Isabel II, su actividad política se dedicó a la búsqueda de un rey, la proclamación de las libertades de prensa, reunión y asociación, pero también a establecer las garantías de que el cambio no iba más allá de esos presupuestos.

La revolución propiamente dicha estuvo en el Partido Demócrata. Fue él el que aportó más savia popular, el que buscaba un cambio real en las condiciones de vida y el que reclamaba, junto a una verdadera democracia asentada sobre el sufragio universal, la liquidación de aquellas medidas que más afectaban a las clases populares: quintas, consumos, una auténtica adhesión a Europa. La revolución democrática era la meta que movilizó a aquellos sectores populares que organizaron las barricadas y sostuvieron con su actitud las Juntas revolucionarias que más tarde el Gobierno provisional se ocupó de desarticular. La pluralidad de bases sociales y de metas políticas aportaba a los sucesos del verano de 1868 un carácter tan heterogéneo que impiden una cualificación única a lo que en sí mismo era múltiple. La revolución burguesa de la Unión Liberal podía compartir algunos elementos con la democrática, pero estaban llamadas a confrontar, como se puso de manifiesto en los dos años siguientes.

Al igual que a principios del siglo, las Juntas constituyeron un elemento fundamental de los procesos revolucionarios. Ellas fueron las que movilizaron el apoyo popular en favor de la sublevación y, hasta la formación del Gobierno Provisional a primeros de octubre, las únicas autoridades legítimas del país. El papel de la Juntas en la España de 1868 es hoy muy bien conocido por los trabajos de Antonio Moliner Prada (1997) y Gregorio de la Fuente (2000), así como a través de un conjunto de investigaciones locales y regionales sobre el Sexenio democrático. Tras la derrota de Alcolea, el presidente del Consejo de Ministros, José Gutiérrez de la Concha, Marqués de la Habana, dispuso todo para que el poder fuera traspasado a las fuerzas revolucionarias, delegó sus poderes en su hermano Manuel, Marqués del Duero, e intentó en vano salir de Madrid hacia San Sebastián para presentar su dimisión a la reina. En Madrid el Marqués del Duero cedió pacíficamente el poder a las autoridades revolucionarias el 29 de septiembre, nombró capitán general de Madrid a Antonio Ros de Olano y resignó el poder en el general unionista Jovellar y en el político progresista Madoz, que pasaron a ser respectivamente Gobernador militar y civil de la provincia. De inmediato la Junta revolucionaria madrileña se instaló en el Gobierno bajo la presidencia de Madoz.

En el resto del país las autoridades recibieron instrucciones para ceder el poder a las diversas Juntas revolucionarias. Aunque el traspaso del poder fue pacífico, en los meses siguientes se planteaba un problema de dualidad de poderes, ya que las Juntas se resistieron a ceder sin más ante el Gobierno provisional. De otro lado, el movimiento juntista expresó aspiraciones múltiples. Allí donde dominaron los progresistas fue posible una reinserción en las instituciones oficiales, pero donde el democratismo fue hegemónico la resistencia a disolverse fue, en ocasiones, muy fuerte, provocando de hecho una doble legitimidad de poder. Una vez más, como se había producido a lo largo de todo el siglo, la confrontación entre poderes, de arriba abajo y de abajo arriba, iba a generar legitimidades confrontadas y problemas en el ejercicio del nuevo poder. En Madrid llegaron a coexistir varias Juntas: la progresista en torno a Madoz, la Junta revolucionaria de Olózaga y Muñiz, la Junta de Amigos del Pueblo y la Junta revolucionaria de Rivero. Junto a ellas actuaron 14 juntas de distrito, de ideología y metas distintas. Todas estuvieron por la revolución, pero entendieron de modo muy distinto su papel en la misma y se nutrieron de legitimidades claramente diferenciadas. Las Juntas provinciales se constituyeron en la capital de cada provincia y extendieron su poder sobre las locales.

Las primeras en constituirse fueron las de Andalucía, sobre todo en Sevilla, Málaga y Córdoba. Su actuación se encaminó a consolidar los logros de la revolución: destronar la dinastía, establecer libertades políticas y civiles, secularizar el Estado, reformar la fiscalidad y establecer la libertad económica. La de Córdoba estuvo representada proporcionalmente por unionistas, progresistas y demócratas, y a ella pertenecieron los miembros de la burguesía más radical tanto urbana como agraria. La de Sevilla consagró las libertades de imprenta, enseñanza y culto, abolió la pena de muerte, las quintas y matrículas del mar, afirmó el sufragio universal y reclamó la celebración de Cortes constituyentes. En Málaga la Junta estuvo dirigida por dos antiguos diputados progresistas y la intervención de las clases trabajadoras dio al movimiento un cariz revolucionario.

En Barcelona, con algo más de retraso, la Junta se formó el 30 de septiembre tras conocerse el cambio político en Madrid. El pronunciamiento oficial se hizo en favor de Prim y de la República. Los emblemas reales fueron destruidos y la confraternización del pueblo con la tropa se producía al mismo tiempo que las autoridades oficiales (el conde Cheste y los generales Turón, Moltó y Villalobos) huían a Francia. Bajo la presidencia de Tomás Fábregas, la Junta acometió la excarcelación de presos políticos, la constitución de las juntas de barrio y la organización de la milicia urbana. Bajo el mando de Bassols se armaron 4.000 ciudadanos para garantizar el normal funcionamiento de la actividad económica y el orden social. El 2 de octubre la Junta constituyó un nuevo Ayuntamiento y una nueva Diputación Provincial y hasta el día 20 que se disolvió llevó a cabo una política de clara confrontación con la precedente: suprimió los mozos de escuadra y comunidades religiosas, expulsó a los jesuítas, derogó la ley de orden público, derribó el fuerte de la Ciudadela y Atarazanas, así como los conventos de San Miguel y Junqueras, y proclamó la libertad de cultos y la supresión de quintas y consumos. Una nueva Junta elegida el 20 de octubre bajo la presidencia de Tomás Fábregas se resistió a la disolución decretada por el Gobierno.

En Valencia, bajo la dirección del progresista José Peris y Valero, la Junta revolucionaria se mantuvo hasta que se disolvió el 23 de octubre al ser nombrado gobernador civil. Alicante, Murcia, Zaragoza, Valladolid, Burgos, Santander, Coruña y Asturias formaron diversas juntas en los primeros días de octubre. En general, la sensatez y la apelación al orden dominaron la actividad juntera. La moderación de las proclamas y el control que ejercieron sobre las demandas populares apuntan a una traslación de poderes bastante ordenada. Pero, al mismo tiempo, la presencia de núcleos demócratas y la participación popular, urbana y rural, dieron al movimiento un componente radical que reapareció en los años siguientes, poniendo de manifiesto que la revolución política del orden dejaba en suspenso las demandas sociales de un auténtico cambio político. Septiembre sólo daba garantías al primero, el segundo quedó frustrado tras la disolución juntera por el Gobierno Provisional.

1.2.1.El Gobierno Provisional

La constitución del Gobierno Provisional se llevó a cabo el día 8 de octubre. Encabezado por el general Serrano, formaron parte de él cinco progresistas (Prim, Guerra; Lorenzana, Estado; Figuerola, Hacienda; Ruiz Zorrilla, Fomento; y Sagasta, Gobernación) y tres miembros de la Unión Liberal (Topete, Marina; Ayala, Ultramar; y Romero Ruiz, Gracia y Justicia). La ausencia de los demócratas ponía de manifiesto la composición moderada y monárquica del gobierno, y también apuntaba a una seria escisión entre los componentes del movimiento revolucionario. En las semanas siguientes esa distancia entre la “revolución” moderada y las ambiciones populares quedaron de manifiesto en la coexistencia de dos poderes en el país: el del Gobierno provisional y el de las Juntas. En éstas muchos demócratas mostraban una inclinación abiertamente republicana y mantuvieron una fuerza de orden propia: los Voluntarios de la Libertad.

La actividad del Gobierno Provisional se centró básicamente en las tareas siguientes: lograr el apoyo efectivo del Ejército, eliminar el poder autónomo de las Juntas y legislar los principios básicos que habían nutrido el pronunciamiento de Cádiz. Al Ejército se le calmó ascendiendo a sus jefes con un grado en la jerarquía. Lo más urgente era neutralizar el poder de las Juntas, cuyas iniciativas habían puesto en cuestión una parte importante de los presupuestos sociales y jurídicos que molestaban abiertamente a la burguesía acomodada. Para ello una circular de 13 de octubre del Ministerio de la Gobernación establecía la creación de Ayuntamientos y Diputaciones, autorizando a los miembros de las juntas su conversión en concejales y diputados provinciales. Tras la autodisolución de la Junta Superior revolucionaria de Madrid el 19 de octubre, al día siguiente el Gobierno decretó la extinción de todas las demás. Neutralizado el poder popular debía ser controlada la milicia armada. El 17 de noviembre Sagasta reorganizó los Voluntarios de la Libertad, para más tarde llevar a cabo su desarme y su ulterior disolución. En Andalucía (Málaga, Puerto de Santa María, Cádiz y otras localidades), el desarme de las milicias provocó motines, pues coincidió con la orden del Gobierno de la devolución de las tierras ocupadas en la revolución. Los motines se vieron agravados por la crisis agrícola y fue necesaria la prohibición de la exportación de cereales y la emigración de los desocupados a las ciudades. En diciembre se prohibió la mendicidad por decreto. El Ejército tuvo que intervenir para someter la resistencia armada. El horizonte social de la revolución en Andalucía mostraba la crudeza de las condiciones de vida y los límites que los revolucionarios gaditanos daban a la Gloriosa. La resistencia al desarme alcanzó a otras ciudades como Valencia, Barcelona, Madrid o Valladolid). En Madrid se ofrecieron 30 reales por cada arma entregada a las autoridades.

La presión juntista obligó a que el Gobierno reconociera los derechos básicos recogidos en sus manifiestos. El 12 de octubre suprimió el impuesto de consumos, el 15 decretó la emancipación de los hijos de esclavos nacidos tras la revolución, el 21 declaró la libertad de enseñanza y derogó la Ley de Instrucción Primaria de Orovio de 2 de junio de 1868, el 23 proclamó la libertad de imprenta y el 25 decretó la reorganización de la segunda enseñanza. Ese mismo día el Manifiesto a la nación recogía los principios básicos del nuevo régimen: el sufragio universal, libertad religiosa, de enseñanza, de imprenta, de asociación y de reunión. El 1 de noviembre sancionó el derecho de reunión pacífica sin más trámite que la comunicación previa a la autoridad; el 21 reconoció el derecho a constituirse en asociación pública y el 9, finalmente, decretó el sufragio universal a mayores de 25 años. Otras medidas de naturaleza económica y social expresaron la ortodoxia liberal que representaba la figura de Laureano Figuerola: las dos primeras fueron la creación de la peseta como moneda nacional y la entrada en la Unión Monetaria Latina. La Ley de Minas de 29 de diciembre y el arancel de julio de 1869 marcaron la pauta del liberalismo económico que traía consigo la revolución septembrina (Costas Comesaña, 1988).

El carácter liberal y democrático del Gobierno Provisional se establecía desde la defensa de un orden social conservador de carácter burgués en el que las aspiraciones de las clases populares no podían desbordar los límites marcados por la alianza progresista y unionista. El Gobierno Provisional era la expresión del triunfo de la revolución de los acomodados y, por lo tanto, dejaba al margen las aspiraciones populares de hacer de la revolución una verdadera fase de avance democrático y, sobre todo, social. En realidad, esa fisonomía de la política liberal expresaba una fuerte contradicción que se dejó sentir en el interior del democratismo. Pocos días después de constituirse el Gobierno Provisional, un importante mitin republicano en Madrid, bajo la presidencia de José María Orense, estableció por aclamación que “la forma de gobierno de la democracia no podía ser otra que la República federal”. Esta propuesta venía avalada por la izquierda democrática, por Pi y Margall, por el sector “cooperativo” del partido representado por Fernando Garrido, y por líderes del obrerismo como Ramón de la Cala, Figueras y Fermín Salvochea. Cuando en noviembre el Manifiesto de los cimbrios (Martos, Rivero, Becerra y otros) se declaró en favor de la Monarquía, la izquierda del partido proclamó de un modo inequívoco su republicanismo y se preparó para defender su proyecto con el apoyo popular. Desde la desaparición de las Juntas este republicanismo fue el referente político de las masas populares y se convirtió en una fuerza claramente revolucionaria que en el área mediterránea y Andalucía constituyó todo un poder social. Para defender sus postulados los federales intentaron levantamientos en Andalucía (5 a 9 de diciembre en Cádiz; el 1 de enero en Málaga), Tarragona, Orense, Badajoz, etc. Su capacidad de movilización se expresó igualmente en las elecciones. Las municipales (18 de diciembre) dieron el triunfo republicano en 20 capitales de provincia, y las elecciones a Cortes Constituyentes (15 de enero) aportaron un tercio de republicanos en la Cámara. Ciudades como Barcelona, Gerona, Lérida, Huesca, Valencia, Zaragoza, Málaga, Sevilla, Santander y Alicante dieron el triunfo a los republicanos. Las Cortes Constituyentes se abrieron el 11 de febrero.

Por otra parte, las promesas revolucionarias de acabar con las quintas fueron desmentidas rápidamente cuando en Cuba la sublevación de Céspedes obligó a formar un Ejército destinado a la guerra. En los diez años siguientes la guerra colonial habría de comprometer todas las propuestas políticas de la Monarquía democrática, de la República y de la Monarquía restaurada.

1.3.La Constitución de 1869

El resultado electoral dio unas Constituyentes muy heterogéneas. Los progresistas obtuvieron 156 actas, 81 los unionistas y 20 los demócratas. La mayoría obtuvo sus mejores resultados en las zonas tradicionalmente conservadoras (Galicia, Asturias, las dos Castillas, Tarragona y la Andalucía interior) y de ámbito generalmente progubernamental. El control electoral establecido por Sagasta desde Gobernación permitió así una cómoda victoria electoral. No obstante, los republicanos llevaron al Parlamento 85 diputados, triunfando de un modo claro en la zona mediterránea. Los carlistas, por su parte, garantizaron su base de apoyo en su feudo tradicional, en el País Vasco y Navarra, así como en puntos aislados de Murcia, Castilla y Cataluña. El Partido Moderado fue el gran derrotado, y aunque en las siguientes elecciones obtuvo algunos diputados, fue gradualmente disolviéndose en el canovismo a partir de la abdicación de Isabel II.

El primer acto político de las Cortes fue la formación del Gobierno, con la denominación de Poder Ejecutivo encomendada al General Serrano, quien con la anuencia de la Cámara reprodujo el anterior gobierno provisional. La tarea fundamental de las Constituyentes fue la de elaborar una Constitución por una comisión que bajo la presidencia de Olózaga, y con la exclusión de los federales, desarrolló sus trabajos hasta el mes de abril. El texto de la Constitución quedó ultimado a finales de mayo; aprobado el día 1 de junio por 214 votos a favor, 5 en contra y algunas abstenciones fue promulgado el 6 de junio de 1869.

De extensión media -112 artículos y dos disposiciones transitorias, frente a los 85 de la de 1845—, la Constitución establecía un procedimiento distinto de las leyes ordinarias para su reforma y estaba influida por las constituciones belga de 1831 y la americana de 1887. De origen popular, el preámbulo se cuidaba de subrayar que la nación española y, en su nombre, las Cortes Constituyentes elegidas por sufragio universal decretaban y sancionaban la nueva Constitución. Proclamaba explícitamente el principio de la soberanía nacional e implícitamente el de la división de poderes. Su rasgo más característico, sin embargo, era la atención prestada a los derechos individuales.

Por su amplitud y contenido la Declaración de Derechos era mucho más larga y completa que las constituciones precedentes. En su preocupación por la garantía y extensión de los mismos los constituyentes redactaron un artículo, el 29, que señalaba que lo establecido en el texto constitucional “no implica la prohibición de cualquier otro no consignado expresamente”. La Constitución regulaba todos y cada uno de los derechos que reconocía. La libertad de cultos (art. 21) garantizaba a los españoles que profesasen una religión distinta de la católica y a los extranjeros residentes en España el ejercicio público y privado de cualquier culto sin más limitaciones que las reglas universales de la moral y el Derecho. La dureza de los debates y la aprobación de la libertad de cultos provocó en la España del momento una fisura muy importante entre los sectores liberales y aquellos otros que exigían la unidad católica de acuerdo con lo establecido en el Concordato de 1851. Desde entonces la religión dejó de ser un elemento de integración nacional para convertirse en uno de los territorios de disputa más enconados.

El sufragio universal constituyó la conquista más preciada de la revolución de 1868. Establecido por el Gobierno Provisional para la elección a Cortes Constituyentes, la Constitución lo consagró en su artículo 16: “Ningún español que se halle en el pleno goce de sus derechos civiles podrá ser privado del derecho a votar en las elecciones de Senadores, Diputados a Cortes, Diputados provinciales y concejales”. Frente a estos planteamientos, Cánovas había combatido sus bases jusnaturalistas señalando que más que un derecho natural el sufragio era una función que, como tal, requería capacidad, y para asegurar esa capacidad había que establecer limitaciones. No obstante, en las Constituyentes la idea de que la soberanía nacional obligaba a una clara defensa del sufragio universal se impuso de un modo inequívoco a las pretensiones del conservadurismo canovista.

La Constitución de 1869 consagró igualmente los derechos de reunión y asociación. El Gobierno Provisional había reconocido mediante el decreto de 1 de noviembre el derecho de reunión. La Constitución lo recogió en los artículos 17, que afirmaba el derecho de todo español a reunirse pacíficamente y el 19, que en términos más concretos disponía que toda reunión pública estaría sujeta a las disposiciones generales de la policía; las reuniones al aire libre y las manifestaciones sólo podrían celebrarse de día. Con estas limitaciones el derecho de reunión quedaba formalizado por vez primera en el constitucionalismo español. El derecho de asociación también había sido contemplado por el Decreto de 20 de noviembre de 1868 como un complemento del anterior. El artículo 17 de la Constitución formalizaba el derecho de asociarse para todos los fines de la vida humana que no fueran contrarios a la moral; y el 19 precisaba, entre otras cosas, que toda asociación cuyo objeto y medios comprometiesen la seguridad del Estado podría ser disuelta por medio de una ley. Para evitar un uso indebido de los derechos y, sobre todo, para rescatar dicha regulación a los gobiernos, los constituyentes establecieron el artículo 31, que preveía la suspensión temporal de las garantías relativas a ciertos derechos: libertad personal, inviolabilidad del domicilio, libertad de residencia, de expresión, de reunión y de asociación. La suspensión habría que hacerse siempre mediante ley, cuando así lo exigiera la seguridad del Estado en circunstancias extraordinarias, y con los límites establecidos en el mismo precepto.

De la parte orgánica la Constitución establecía el bicameralismo. El Senado sería elegido por sufragio universal indirecto a dos grados en el marco de la provincia. En la primera etapa cada distrito municipal elegía un determinado número de compromisarios; éstos más los miembros de la Diputación provincial constituirían la Junta electoral de la provincia. En una segunda etapa, cada una de estas Juntas elegía, a pluralidad absoluta de votos, cuatro Senadores por provincia. Para ser senador se requerían ciertas exigencias de carácter general, pertenecer a alguna de las categorías que recogía el artículo 62: ser o haber sido Presidente del Consejo de Estado, Ministro de la Corona, presidente del Consejo de Estado, del Tribunal Supremo, del Consejo Supremo de Guerra, del Tribunal de Cuentas, Capitán General o Almirante, Embajador, Arzobispo u Obispo, Rector de Universidad. Al mismo tiempo el artículo 63 disponía que serían elegibles como senadores los mayores contribuyentes de cada provincia, lo que convertía el Senado en una Cámara con residuos censitarios. En razón de su naturaleza el Senado presentaba unos rasgos federales, inspirados en la Constitución americana. Con el artículo 60 se establecía que cada provincia tendría cuatro senadores, con independencia de su población. Al mismo tiempo ese “federalismo” latente quedaba sometido por el artículo 40, según el cual los senadores representaban a toda la nación, no a los electores que los designaban.

El tratamiento de las Cortes era sobrio. El artículo 65 establecía que el Congreso se componía de un diputado, al menos, por cada 40.000 almas, elegido con arreglo a la Ley Electoral y de acuerdo con el artículo 16 que establecía el sufragio universal. Las exigencias para ser elegido diputado estaban contempladas por el artículo 66, que establecía como requisitos ser español, mayor de edad y gozar de todos los derechos civiles.

El funcionamiento de las Cortes se establecía con la exigencia de reunión anual, durante al menos cuatro meses al año, y el rey debía convocarlas como fecha límite el 1 de febrero. La renovación del Congreso era cada tres años y el Senado se renovaba por cuartas partes cada tres años.

Con relación al rey la Constitución de 1869 le atribuía unas facultades semejantes a las conferidas en las constituciones precedentes. El artículo 64 declaraba la inviolabilidad del monarca. El 54 le atribuía la iniciativa legislativa y el 34 la sanción de las leyes. Mediante el artículo 42 se establecía el derecho de disolución; ese mismo artículo y el 71 establecían la facultad de suspender, dentro de ciertos límites, las sesiones de las Cortes. El 35 disponía que el Poder Ejecutivo residía en el rey, que lo ejercía por medio de sus ministros. El 68 establecía que el rey nombraba y separaba libremente a sus ministros, y el 69 señalaba que su autoridad se extendía a la conservación del orden público en el interior y a la seguridad en el exterior: Conforme a lo establecido en el artículo 70, el rey declaraba la guerra y firmaba la paz, dando cuenta posterior a las Cortes. Junto a estas consideraciones generales la Constitución de 1869 deseaba diseñar una Monarquía distinta de las precedentes. El artículo 33 establecía que la forma de gobierno de la nación era una Monarquía, pero el 32 disponía que la soberanía residía esencialmente en la nación, de la cual emanaban todos los poderes, incluso los del monarca. Se trataba, en definitiva, de que fuera un hombre de los nuevos tiempos, que respondiera a las exigencias de la época que le tocaba vivir.

A la Constitución se le planteaba un problema complementario: la elección de un nuevo monarca. La revolución de septiembre había planteado el tema de la forma de gobierno de un modo ambiguo, lo que había permitido que republicanos y monárquicos estuvieran al lado de la Gloriosa. Desde el establecimiento del Gobierno Provisional todas las medidas apuntaron a una defensa de la Monarquía, con el consiguiente rechazo de los republicanos. Las Constituyentes establecieron la forma monárquica, pero se planteaba un grave problema. De momento, el 15 de junio de 1869 designaron Regente del Reino, hasta la elección del rey, al General Serrano, Duque de la Torre, hasta entonces presidente del Poder Ejecutivo. Aprobada la Constitución, la búsqueda de un rey se convirtió en una de las tareas fundamentales de los gobiernos presididos por Juan Prim, el hombre fuerte de la política monárquica del momento. Por la Ley de 10 de junio de 1870 se reguló minuciosamente el modo de llevar a cabo la elección del rey.

El Gobierno fue contemplado por la Constitución de un modo frecuente. El artículo 84 mencionaba al Consejo de Ministros, al referirse a la Regencia provisional del Reino; el 95, al regular la separación de jueces y magistrados; el 100 mencionaba al Gobierno al señalar su obligación de presentar anualmente a las Cortes el Presupuesto; el 101, al imponerle la de presentar el balance del último ejercicio; el 103, al decretar que necesitaba estar autorizado por una ley para disponer de las propiedades del Estado y tomar caudales a préstamo sobre el crédito de la nación.

1.3.1.La búsqueda de un rey

Junto a los problemas interiores, la sublevación cubana, la posición de carlistas y republicanos, cada uno buscando presionar al gobierno de Prim en favor de sus pretensiones, lo que más quebraderos de cabeza proporcionaba al Gobierno fue la búsqueda de un rey. La vacante del trono español tuvo un componente interno de primera magnitud, pero fue al mismo tiempo una realidad de primer orden en la geopolítica de su tiempo. En el orden interior ya, durante los debates parlamentarios los partidos extremos del arco parlamentario —carlistas y federales— fueron radicalizando su posición a medida que la Constitución configuraba una Monarquía democrática. Los carlistas, que ya no tomaban parte en la votación de la Constitución el 1 de junio de 1869, habían empezado un par de meses antes a organizar partidas armadas en algunas provincias. Los republicanos, por su parte, no aceptaban el giro monárquico que estaba adoptando la revolución y firmaron el Pacto de Tortosa de 10 de marzo de 1869, y desde el verano provocaron levantamientos armados en Cataluña, Aragón y Valencia. De un lado y de otro, los excluidos plantearon formulaciones políticas y sociales totalmente alternativas a la acción de los gobiernos monárquicos.

De otro lado, los partidos monárquicos, que habían estado unidos en defensa de la forma de Gobierno, encontraban muchas dificultades en ponerse de acuerdo en la persona que había de ostentar la titularidad de la Corona. Además, cuando en mayo de 1869 se planteó el problema de recurrir a un regente para cubrir la interinidad, se pensaba en un breve período de cinco o seis meses. Las circunstancias ampliaron ese plazo hasta año y medio con las consiguientes derivaciones de una interinidad tan larga. Cuando Serrano fue elevado a la Regencia, Prim, el hombre fuerte de la situación, constituyó el 13 de junio su gobierno definitivo, en el que guardó para sí la cartera de Guerra y dio entrada a dos ministros demócratas (Echegaray y Becerra), continuaba con dos unionistas (Silvela y Ardanaz), junto a dos progresistas (Ruiz Zorrilla y Sagasta). Con un gabinete tripartido que controlaba la mayoría de la Cámara la búsqueda de un candidato al trono se presentaba, en principio, sin agobios especiales.

La búsqueda de un rey se convirtió en los meses siguientes en un grave problema nacional con profundas repercusiones internacionales. Cada partido tenía su propio candidato, vinculado al proyecto político y diplomático que le daba sustento. El más recalcitrante y permanente de los candidatos, Antonio de Orleans, duque de Montpensier, era el defendido por la Unión Liberal y un sector del Ejército. Casado con Luisa Fernanda, hermana de Isabel II, había sido conspirador contra su cuñada en numerosas ocasiones. Hombre de inmensa fortuna, con sus recursos financió repetidos golpes, y la revolución de septiembre no hubiera sido factible sin los apoyos financieros del duque. Para sus defensores era la persona indicada, ya que por su matrimonio con la infanta Luisa Fernanda, y dado su carácter de hijo de Luis Felipe de Orleans, rey de Francia, reunía las condiciones idóneas para convertirse en rey de España. A esa tarea dedicó una parte considerable de su fortuna y una tenacidad continua. No obstante, la dinámica de los hechos políticos, un lance de honor que le llevó a matar al infante don Enrique en marzo de 1869, la resistencia de Napoleón III y, sobre todo, la negativa de Prim, hicieron una vez más inviable el proyecto de Montpensier.

Las implicaciones del triunfo de Montpensier hubieran sido muy importantes en el ámbito europeo. Su candidatura beneficiaba a Prusia, pues un Orleans en España debilitaba a Napoleón III, muy enfrentado con la dinastía. En España se le consideraba por ello un candidato idóneo hasta que poco después apareció en el horizonte la posibilidad de un candidato Hohenzollern. Frente a estas maniobras la prensa financiada por el duque sostuvo una campaña permanente tanto en favor de su candidatura, como desprestigiando aquellas otras alternativas. No obstante, el fracaso final de la opción Montpensier estuvo más asociada a los temores de una parte de la política española que vio en él una continuidad con la política precedente.

Otra opción contemplada fue la Fernando de Coburgo, que había sido rey de Portugal, candidato del Partido Progresista y que no fue mal visto por amplios sectores del unionismo. Había mostrado en su reinado portugués ser un rey constitucional y se veía en su candidatura la posibilidad de lograr la anhelada Unión Ibérica, truncada desde los tiempos de Felipe II. Esta idea latía en los cenáculos políticos desde tiempo atrás cuando las logias masónicas de ambos países defendían una unión peninsular, muy en línea con los procesos unificadores de Alemania e Italia. Para favorecer esta propuesta el Gobierno Provisional hizo gestos de buena voluntad: se reconocieron los títulos de enseñanza portuguesa e incluso los derechos de ciudadanía a los portugueses con vecindad en España. La negativa de Fernando de Coburgo a la propuesta española la hizo totalmente inviable, más allá de las resistencias interiores y, sobre todo, portuguesas que pudiera suscitar.

Otras alternativas fueron Leopoldo Hohenzollern-Sigmaringen, el duque de Génova y Espartero. Hohenzollern, católico y casado con una hija de Fernando de Coburgo, parecía una buena solución tras el fracaso con éste. Bajo el mandato de Prim, Salazar y Mazarredo se entrevistó con los príncipes Hohenzollern, pero no fue posible la aceptación del candidato. Por otra parte, en esas mismas fechas estaba en alza la candidatura del duque de Genova. No obstante, las presiones en favor de que Leopoldo se convirtiera en rey de España llegaron hasta Guillermo I, rey de Prusia y jefe de la casa real, por su interés en la política prusiana. Los intentos de Bismarck no dieron su fruto toda vez que Guillermo I no daba su consentimiento por las implicaciones que el hecho tenía en el ámbito internacional. En Francia la reacción ante esta situación fue extremadamente fuerte y en ella estuvo el casus belli que llevó a la guerra franco-prusiana. La posibilidad de convertir en rey de España a Tomás de Saboya, duque de Génova, se llevó a cabo ante la primera negativa de Amadeo de aceptar el trono de España. Las gestiones para conseguir que Tomás de Saboya fuera rey de España tuvieron mucha más importancia de la que tradicionalmente se le ha otorgado. Ocupó los trabajos de Prim en el último trimestre de 1869 y fue una candidatura oficialmente respaldada por el Gobierno. La aceptación italiana inicial establecía dos condiciones no de fácil cumplimiento. La primera era que su candidatura tuviera una amplia aceptación interna; la segunda, que tuviera el asentimiento de las grandes potencias. Para el primer requisito Prim reunió en septiembre una comisión de quince miembros de los tres partidos —Unión Liberal, Progresista y Demócrata- donde se puso de manifiesto la dificultad de lograr un acuerdo respecto del candidato ante la resistencia de los unionistas, favorables de un modo claro a la candidatura de Montpensier. Fue en este marco de negociaciones donde los dos partidos favorables a la candidatura del duque de Génova -progresistas y demócratas- se unieron en un solo partido, el Partido Radical, con el fin de dar más cohesión a su propuesta política. Cuando a finales de octubre se llevó a votación la candidatura, la resistencia de los unionistas fue lo bastante tenaz como para frenar la propuesta. Sin embargo, Prim, en un intento límite por resolver el problema de la interinidad, decidió forzar la propuesta en la que trabajó con ahínco en los meses finales del año. El coste político fue la salida de los unionistas y la formación de un gobierno monocolor, llamado homogéneo. Las negociaciones interiores de Ruiz Zorrilla, y la exterior con la diplomacia italiana, no fueron suficientes para vencer la resistencia de la madre del candidato, la duquesa de Génova. El resultado final fue el fracaso de la candidatura de Tomás de Saboya y una crisis que llevó a principios de enero de 1870 a un nuevo gobierno Prim.

La propuesta de nuevo para que Amadeo de Saboya fuera rey de España se gestó a lo largo del verano de 1870 en medio de unas condiciones interiores y exteriores muy distintas de las del año anterior. La guerra franco-prusiana y el derrumbamiento del Segundo Imperio francés representaban un elemento desestabilizador para la situación española. La tensión interior era muy alta con la oposición frontal de los republicanos y la encubierta de los montpenseristas. El intento de Prim de salir de esta situación llevó a mediados de noviembre a la proclamación del nuevo candidato oficial: el duque de Aosta. Los problemas interiores -presión republicana y negativa de los unionistas—, la situación en Francia —posibilidad de una nueva República— y la ocupación de Roma estuvieron en el eje de una propuesta que Prim intentaba acelerar ante la evolución de los acontecimientos. La aceptación de la Casa de Saboya en octubre, tras la ocupación de Roma y el triunfo republicano en Francia, abrió el camino para la definitiva instalación de Amadeo como rey de España (Oliet Palá, 1989).

La campaña electoral para la elección de Amadeo se extendió desde el 3 de noviembre, cuando Prim lo presentó como candidato oficial ante las Cortes, hasta el 16 de noviembre, día fijado para la elección. En ella el duque de Aosta recibió 191 votos, frente a 27 de Montpensier, 8 de Espartero, 2 de Alfonso de Borbón y 1 de Luisa Fernanda, duquesa de Montpensier. Los republicanos emitieron 63 votos y 19 lo fueron en blanco. Las reacciones contra esta votación por parte de los llamados candidatos naturales resultaba comprensible. Isabel II desde Ginebra protestó por la entrada en el trono español de un extranjero, despojando de los derechos dinásticos a la familia Borbón. En diciembre don Carlos de Borbón firmó en la Tour de Peilz un manifiesto de protesta por haber ofrecido “la corona de Felipe V” a un príncipe de Saboya.

El desarrollo de la vida social y política española durante la Regencia de Serrano y la jefatura de Prim fue muy fértil en movimientos subversivos, protestas y conatos revolucionarios. En octubre de 1869 se produjo un alzamiento federal que delataba la incapacidad del gobierno para someter a un movimiento popular que vio en la federal la alternativa al modelo conservador de revolución. José María Jover (1982) ha destacado el carácter de “la federal” como el “último mito burgués” que fue capaz de movilizar al mismo tiempo las clases populares y un incipiente movimiento obrero que vislumbraba un nuevo horizonte en la historia social del país. A esa adhesión proletaria contribuyó de un modo decisivo la frustración de las masas populares por el incumplimiento de algunas promesas revolucionarias como la supresión de las quintas y los consumos. La sublevación federal abarcó zonas tan extensas como el Ampurdán, Reus, Barbastro, Valencia, Alcira y, sobre todo, Andalucía, donde Salvochea y Paul y Angulo movilizaron a los campesinos andaluces. En torno a 45.000 federales se levantaron contra el modelo moderado de revolución. Si a ello sumamos que en julio de 1869 se habían levantado diversas partidas carlistas, precedente de la próxima guerra civil, y que desde el año anterior se estaba dilucidando una guerra colonial en Cuba, el panorama político y social posrevolucionario no podía estar más en entredicho.

Por el momento, el triunfo revolucionario mostraba su perfil conservador, de acomodados, pero las demandas populares encauzadas por el federalismo fueron tomando forma tanto en la estructuración del Partido Federal y en sus propuestas orgánicas, como en la presión sobre el mismo partido por parte de los sectores más radicales. Mientras el Partido Federal crecía de un modo brusco, en 1869 se llevó a cabo la reorganización interna del partido y la firma de los pactos que apuntaron a una nueva estructuración de España. En mayo de 1869, bajo la iniciativa de Valentín Almirall, se firmó el Pacto de Tortosa que agrupaba los Comités de Aragón, Cataluña, País Valenciano y Baleares. Tras él se sucedieron los de Andalucía, Extremadura, Galicia y Asturias, Castilla y León, País Vasco… El resultado fue una prefiguración del nuevo proyecto de España que llevaba consigo la propuesta del federalismo, cuya culminación fue la firma en Madrid el 30 de junio de 1869 de un Pacto Nacional o General que agrupaba los diversos pactos y creaba el Consejo Federal. Con estas premisas, el Consejo naciente publicó más tarde un manifiesto donde reclamaba una República Democrática Federal, y propugnaba una autonomía para todos los órdenes del Estado, desde el municipal al nacional. La exigencia de una nueva fase de la revolución quedaba así netamente marcada.

Los problemas sociales contribuyeron a generar una confrontación entre el gobierno Prim y los federales de provincias. Para neutralizar las sublevaciones Prim logró amplios poderes mediante los que podía declarar el estado de guerra allí donde lo creyera conveniente. Al mismo tiempo, para frenar el ascenso del bandolerismo en Andalucía, el gobernador Zugasti organizó una especie de policía secreta con un cuerpo, Partida de Seguridad Pública, que llevó a cabo una auténtica “ley de fugas”. Los efectos de la “ley de fugas” se dejaron sentir de inmediato; más de sesenta muertes entre septiembre y octubre llevaron al Parlamento a un debate que terminó en diciembre con la dimisión de Rivero, presidente de las Cortes.

1.4.El reinado de Amadeo I

La tensión social y política del último trimestre de 1870 alcanzó su máxima expresión con el atentado sufrido en Madrid por el general Prim el 27 de diciembre de 1870, poco antes de la llegada a España de Amadeo de Saboya. La historiografía sobre la muerte de Prim ha dejado claras las implicaciones políticas del atentado, la maraña de circunstancias que lo envolvieron y las responsabilidades compartidas entre inductores y autores del atentado. No obstante, más allá de las imputaciones directas sobre el papel de los republicanos, en particular de Paul y Angulo, y los otros beneficiarios de la desaparición de Prim -de un modo evidente, sus adversarios montpenseristas-, después de cien años aún no se ha esclarecido el autor directo de la muerte. En cualquier caso la desaparición del principal protagonista de la política española del momento dejaba en situación precaria la apertura de la nueva monarquía (Anguera, 2003).

El 30 de diciembre de 1870, el mismo día que moría Prim, llegaba a Cartagena Amadeo I. Se iniciaba con él el primer experimento de una monarquía democrática en España. En un ambiente de pesimismo, las calles de Madrid, frías y semivacías, no acogieron al nuevo rey con entusiasmo y su coronación parecía presagiar un futuro conflictivo. Las palabras de Ruiz Zorrilla sobre el porvenir de España como un futuro “más o menos borrascoso” apuntaban a una gran incertidumbre que invadía los ambientes políticos de la capital. Llama la atención no ya la frialdad y desidia de las clases altas con la nueva monarquía, sino el empecinamiento en mostrar al nuevo monarca que no era del gusto de las elites sociales del país. Los desaires, omisiones y permanentes muestras de desidia por parte de la nobleza expresaban la falta de arraigo de una monarquía democrática que había nacido por el apoyo de las clases medias y de un progresismo que tras la muerte de Prim aparecía internamente dividido. Los desaires al nuevo rey fueron múltiples tanto desde las clases bien acomodadas -es famoso el caso de las damas de la “alta sociedad” en la Castellana con la flor de lis, símbolo de la Casa de Borbón—, como del propio republicanismo, a través de Castelar recordando al nuevo rey cómo en el pasado “los duques de Saboya seguían hambrientos el carro de Carlos V y el de Felipe II”.

La Monarquía democrática se inició en este ambiente con un gobierno de concentración de los partidos que habían protagonizado la revolución del 68 bajo la presidencia del general Serrano. La primera medida del Gobierno fue la de exigir al Ejército un juramento particular del nuevo rey, con el propósito de dotar a la monarquía naciente de un sólido respaldo. En la ceremonia, organizada con 26 batallones de infantería, 6 regimientos de caballería, 3 de artillería, 2 tercios de la Guardia Civil y 11 batallones de los Voluntarios de la Libertad, se intentaba dar lustre al acontecimiento. Hubo que aplicar sanciones a los que se negaron a prestar juramento; entre ellos a tres capitanes generales: Novaliches, Cheste y el duque de Montpensier. Pero, ante todo, tenía la obligación de convocar unas elecciones generales para formas las primeras Cortes ordinarias tras la revolución de septiembre. Disueltas las Constituyentes el 3 de enero de 1871, el artículo 72 de la Constitución establecía el plazo de tres meses para la reunión de las siguientes. Fueron convocadas elecciones para el 8 de marzo y el 3 de abril para la presentación de las nuevas Cortes.

Las elecciones se desarrollaron bajo el control directo de Sagasta, ministro de la Gobernación, y reflejaron el dominio total que el Ejecutivo tenía sobre el cuerpo electoral. Ya en enero se había modificado la división territorial, restableciendo los distritos, en cada uno de los cuales se elegía un diputado. En este marco la capacidad de manipulación gubernamental era tan elevada que se dejó sentir en el resultado final de las elecciones. Sobre un censo de cuatro millones de electores, las Cortes quedaron formadas por 235 actas de la coalición gubernamental, mientras que la oposición lograba 128, repartidas en 52 para los republicanos, 51 para los carlistas, 18 los moderados, 9 canovistas y 7 para los montpenseristas. El triunfo de la candidatura oficial dejaba entrever el peso de los progresistas, pero también el fuerte arraigo que tenían carlistas y republicanos. Los primeros en el norte del país y los segundos en el arco mediterráneo y en Andalucía.

Hasta que en febrero de 1873 abandone el trono Amadeo tuvo que desarrollar su reinado en medio de grandes dificultades. La primera de ellas fue la propia debilidad de los partidos que sustentaban su corona. El fraccionamiento primero de los partidos que habían protagonizado la revolución hizo que el sustento básico del proyecto amadeísta recayera sobre los progresistas quienes, a su vez, mostraron claros síntomas de división tras la muerte de Prim. La inestabilidad del Gobierno del duque de la Torre y las sucesivas crisis internas -con la dimisión de Moret en Hacienda- mostraron las diferencias entre los grupos políticos coligados en aquel gobierno. Por otro lado, en el interior del progresismo las diferencias de proyecto político y de cometidos entre Sagasta y Ruiz Zorrilla eran evidentes. El primero, en una posición crecientemente conservadora, deseaba dar garantías a los logros de la revolución, en tanto que Ruiz Zorrilla mostraba un perfil declaradamente reformista. En la práctica estas posiciones eran también reflejo de tensiones por el liderazgo del progresismo y, sobre todo, el resultado de un intento por consolidar en el espacio político un bipartidismo en el que Sagasta se acercaba a las posiciones del unionismo, en tanto que Ruiz Zorrilla buscaba el apoyo de la izquierda demócrata.

Fue en estas primeras Cortes donde se llevó a cabo el debate de mayo sobre la Internacional en España, en un momento en que la Comuna de París provocó un auténtico movimiento de miedo en las burguesías europeas. La represión de las organizaciones obreras barcelonesas fue respaldada por Sagasta ante la eventual llegada a España de más de 300 miembros de la ATE Desde el Ministerio de la Gobernación, primero, y desde la Presidencia de Gobierno al año siguiente, llevó a cabo Sagasta una dura política represiva contra la Internacional, expresada, primero, en la circular de 28 de mayo de 1871 por la que se daban plenos poderes a los gobernadores civiles para prohibir las actividades de los intemacionalistas, y, más tarde, en otra circular de 16 de enero de 1872, prohibiendo cualquier acto público de la organización.

Después de tres meses de gobierno en julio de 1871, la dimisión de Serrano dio paso a un gobierno de Ruiz Zorrilla, en el que la ausencia de Sagasta expresaba las divergencias entre ambos políticos. Gobierno anodino en período de vacaciones parlamentarias, que apenas puede contar en su haber con un viaje de prestigio que el rey hizo por Cataluña, País Valenciano y Aragón. Con la apertura de Cortes en octubre, el enfrentamiento entre zorrillistas y sagastianos por la presidencia de la Cámara llevó a Amadeo a buscar estabilidad política en la figura del general Malcampo, un gobierno de transición que en enero de 1872 dio pasa un nuevo gabinete liderado por Sagasta, con el decreto de disolución de Cortes.

Fue en las elecciones generales de abril de 1872 cuando se confirmó la ruptura del progresismo entre un sector democrático-conservador dirigido por Sagasta y un progresismo intransigente dirigido por Ruiz Zorrilla y formado por radicales, republicanos federales y carlistas. Con un claro control desde el poder, las Cortes tuvieron un claro color gubernamental, con 236 diputados de los 391 escaños. Los republicanos (52), los radicales (42), los carlistas (38) y los moderados (11) formaron la minoría. Era evidente que la manipulación gubernamental y la coacción electoral habían logrado unas Cortes claramente adictas, pero un escándalo en los debates parlamentarios sobre el uso de dos millones de reales de la Caja de Ultramar, transferidos en la campaña electoral a Gobernación, acabó con el efímero Gobierno. La solución, un nuevo gobierno Serrano, mostraba la inestabilidad gubernamental, el fraccionamiento en los apoyos con que contaba Amadeo y, además, el agravamiento de los problemas interiores, tanto en el ámbito hacendístico como social y militar.

Esa sensación de debilidad se acentuó al mes siguiente cuando, tras la firma del convenio de Amoravieta entre Serrano y los carlistas y un agrio debate parlamentario, Ruiz Zorrilla, sintiéndose desautorizado por el apoyo de Amadeo al duque de la Torre y a los conservadores, abandonó el acta de diputado y mantuvo un alejamiento transitorio de la actividad política. Y, más aún, semanas después cuando, a la llegada de Serrano a Madrid y tras explicar en el Parlamento el alcance y circunstancias del Convenio de Amoravieta, se atrevió el duque de la Torre a reclamar una suspensión de las garantías constitucionales que la pulcritud constitucional de Amadeo denegó. Nueva crisis y vuelta de nuevo de Ruiz Zorrilla a la escena política que, pese a su resistencia a hacerse cargo de la situación, formó Gobierno el 13 de junio de 1872. El 28 obtenía el decreto de disolución, el 24 de agosto se fijaban las elecciones y el 15 de septiembre se hacía la convocatoria de la nueva Cámara.

Con un marcado interés por evitar un fraude electoral masivo, las elecciones dieron una Cámara formada por 274 radicales, 77 republicanos federales, 2 republicanos unitarios, 14 sagastianos, 9 alfonsinos y tres independientes. El dominio radical y el peso considerable del republicanismo apuntaba a una clara consecuencia. De fracasar el radicalismo ya no quedaba otra opciónque una República. Y los retos del momento no eran fáciles. El primero y más urgente era resolver el militar de dar solución a los problemas carlistas y a los brotes del republicanismo con un ejército suficiente, en un momento en que se reclamaba la sustitución del sistema de quintas por otro más acorde con los principios de la revolución democrática. El Gobierno lo abordó con un proyecto de ley presentado a las Cortes en septiembre en el que se abolían las quintas y se sustituían por un servicio militar obligatorio desde los veinte a los veintisiete años, tres de ellos en servicio activo y el resto en la reserva. Las urgencias del momento, sin embargo, obligaron a un llamamiento urgente de 40.000 hombres, según el sistema vigente, que permitía la redención a metálico y, en consecuencia, librarse a los más poderosos económicamente. La contradicción entre ambas medidas por un mismo Gobierno fue tan flagrante que la denuncia parlamentaria y la movilización callejera por los republicanos no se hizo esperar.

De no menor interés fue el proyecto de ley para la abolición de la esclavitud en Puerto Rico, primer intento de encauzar las reformas antillanas y paso previo para abordar la medida en Cuba. La resistencia la encabezaron los sectores proesclavistas de la Liga Nacional de carácter conservador y el bloque colonial bajo la dirección del marqués de Manzanedo, represente del lobby colonial en Madrid. La política antirreformista facilitó el reagrupamiento de las fuerzas de la derecha en torno al general Serrano que en aquellos momentos marcó claras distancias con la Casa de Saboya. Todo apuntaba a un giro político significativo en el que la política amadeísta aparecía cada vez más carente de apoyos: el carlismo en armas, el alfonsismo organizándose de un modo progresivo, los grupos de presión económicos del interior y coloniales enfrentados con las reformas radicales… Todo apuntaba, como así fue, a un agotamiento del proyecto reformista de Amadeo. Un asunto de carácter menor en el cuerpo de Artillería, poco más tarde, provocó una nueva crisis que acabó llevando a una nueva tensión entre el Cuerpo de Artillería, el Gobierno, el Parlamento y la Corona. La presión corporativa, de un lado, la actitud del Gobierno de llevar a las Cortes la votación para imponer la solución de su gusto y el abandono de los conservadores adversarios de la posición de Ruiz Zorrilla, de otro, pusieron a Amadeo en una situación de debilidad tan extrema que, cumplido el deber constitucional de sancionar el decreto de división del Cuerpo de Artillería que le presentaba el Gobierno, abdicó.

Seis gabinetes ministeriales y tres elecciones generales a Cortes marcan la vida política de los dos años aproximados de monarquía amadeísta. Con su abdicación fracasaba en España el experimento de una Monarquía democrática, de clases medias, que intentaba dar contenido a los componentes reformistas de la revolución de 1868. Tras la muerte de Prim, las dificultades del progresismo, el apoyo que debía sustentar la monarquía, marcaron la debilidad creciente de un régimen que en su propia moderación democrática se aislaba de los grandes grupos de presión de la política española. El rechazo de las elites nobiliarias, de los salones de Madrid, fue aprovechado por Cánovas para ir desarrollando el partido alfonsino; la otra rama familiar, la carlista, se sublevó en armas, y los federales más radicales se movilizaron para imponer una República federal que, finalmente, iba a llegar por el propio agotamiento del sistema democrático amadeísta. Sin el apoyo de la Iglesia, ni de la más alta burguesía, con división interna entre sus apoyos y la presión de un conflicto colonial en las Antillas, con partidas carlistas en el Norte, los federales intransigentes en el arco mediterráneo, y la Internacional apuntando horizontes revolucionarios, el proyecto de gobiernos radicales mostraba toda su fragilidad. Con la abdicación de Amadeo de Saboya se derrumbaba el sueño de un mundo armónico gobernado de modo democrático por las clases medias. Una fase fundamental de la revolución se concluía y quedaba abierta la apuesta por la República, un régimen de bases sociales, presupuestos doctrinales y objetivos políticos claramente distintos de la revolución acomodada que acababa de fenecer.

1.5.La República federal de 1873

La implantación de la República de 1873 debe su origen al fracaso de la Monarquía democrática, una vez que Amadeo de Saboya, tras dos años de reinado observó su incapacidad para hacerse con el control efectivo del país. Como resaltó el principal de sus protagonistas, Francisco Pi y Margall: “La República vino por donde menos esperábamos. De la noche a la mañana Amadeo de Saboya que en dos años de mando no había logrado hacer simpático al país ni dominar el creciente oleaje de los partidos, resuelve abdicar por sí y por sus hijos a la corona de España” (Pi y Margall, 1970). En efecto, el origen de la República de 1873 hay que buscarlo en el fracaso doble que representó la monarquía de Amadeo de Saboya, de un lado, respecto de la población, tanto de las clases altas, estrechamente asociadas al proyecto alfonsino, como a las populares, más identificadas con el conservadurismo eclesiástico o con la utopía federal que avanzó decididamente a lo largo de 1873; de otro lado, respecto de su capacidad para canalizar la estructura de partidos hacia una identificación efectiva entre monarquía y democracia. Una vez que se observaba esa dificultad de asimilar la institución monárquica a la democracia, los radicales, los protagonistas del giro republicano, vieron que, tras la abdicación del rey, no quedaba otra vía que su conversión al republicanismo. Nacía así el 11 de febrero de 1873 la Primera República española como resultado de una conversión del radicalismo, izquierda de la monarquía democrática, a la República una vez que, como resaltó Cristino Martos, sólo el régimen republicano podía en aquellas circunstancias salvaguardar la libertad y la democracia.

La unión de los radicales a los republicanos fue lo que permitió la fusión de las dos Cámaras en Asamblea Nacional, en la que residía la soberanía y a ella se presentó una proposición escrita por Pi y Margall en la que se declaraba que aquélla asumía todos los poderes y declaraba como forma de gobierno de la nación la República, dejando a las Cortes Constituyentes la organización de esta forma de gobierno. Firmaban la declaración Pi y Margall, Nicolás y Francisco Salmerón, Figueras, Molini y Fernández de las Cuevas. La proposición fue votada por 258 sufragios contra 32. Si se compara con los sesenta y tres votos que obtuvo la República en noviembre de 1870, cuando se aprobó la aceptación de Amadeo, se puede observar que una parte considerable de los nuevos apoyos republicanos provenía del sector radical, un grupo que se nutrían de una cultura política bien distinta de los republicanos viejos. Esta distinción entre nuevos y viejos republicanos, entre culturas políticas declaradamente distintas, habría de dejarse notar muy pronto. La República nacía, pues, con apoyos desiguales y sin una definición de su naturaleza que habría de quedar en manos de unas Constituyentes, cuya convocatoria se dilató varios meses por razones de la propia dinámica política republicana. La República, como tal, tuvo una duración de apenas once meses, pues, el golpe de Pavía el 3 de enero de 1874 modificó radicalmente la línea política del momento, instaurando un sistema de corte macmahonista que nada tenía que ver con el proyecto que a lo largo de 1873 trataron de desarrollar los federales. En ese tiempo, la República se caracterizó por una densidad de acontecimientos considerable: cuatro presidencias distintas (Figueras, Pi, Salmerón y Castelar), seis gobiernos, una fuerte agitación social, guerra carlista y cantonal en la península y colonial en ultramar; en fin, una fase de total inestabilidad que ha marcado la imagen de la Primera República española con el desorden, la revolución y la idea de fracaso. Sin duda, todo ello es cierto, pero su proclamación contribuye muy poco a explicar la verdadera naturaleza del proyecto republicano y las dificultades con las que hubo de enfrentarse.

En primer término, conviene señalar los elementos centrales de ese proyecto. La República de 1873 constituye un esfuerzo por desarrollar en España un nuevo Estado que planteaba varias rupturas con la historia contemporánea española. José María Jover (1982) ha resaltado que, en lo que se refiere a las formas de Estado, 1873 presenta tres cambios radicales respecto de lo que había sido hasta entonces la trayectoria del Estado liberal: la sustitución de la Monarquía por la República, la eliminación del Estado confesional y su defensa de un Estado neutro en las relaciones de la Iglesia con el Estado, y finalmente la sustitución de un Estado centralizado y unitario por uno de carácter descentralizado, de estructura federal. De otro lado, en lo relativo a los fundamentos sociales de la política conviene resaltar el horizonte utópico que conlleva la entrada en el juego político de las aspiraciones de las clases populares, lo que representaba una puesta en cuestión del modelo social construido por la revolución liberal. Esta confrontación entre el pasado liberal y el momento republicano ha permitido al propio Jover resaltar la presencia de siete planos de ruptura en 1873: República frente a Monarquía, federalismo frente a centralismo, Estado neutro en materia religiosa frente a Estado confesional o tutelar, “régimen de intelectuales” frente a “régimen de generales”, desorden y utopía frente a orden identificado con eficacia administrativa al servicio de un poder concebido de la alianza entre nobleza y burguesía, religación entre ética y política frente al pragmatismo del moderantismo. Estas novedades de la política española se llevaron a cabo, a su vez, en medio de un profundo aislamiento internacional, con la vivencia de una guerra civil interior y en medio de una afirmación centrífuga de imposible gestión para los gobiernos republicanos.

La República de 1873 constituye, pues, un cambio total con el modelo sociopolítico ensayado por la revolución liberal y llevó a su extremo las consecuencias que podían derivarse del ensayo democrático. Con el aislamiento internacional, la confrontación de clases en el interior y en medio de tres guerras coetáneas no es de extrañar que las dificultades acabaran en poco tiempo con un experimento de ese alcance. La primera adversidad que hubo de enfrentar el nuevo régimen fue aquella que se derivaba del propio origen de la República; la segunda remitía a la distinta cultura política y la diversidad de proyectos de república que sostuvieron, de un lado, radicales y federales, y de otro, las distintas ramas del federalismo.

El problema del origen ilegal de la República derivaba del carácter no constitucional de la fusión de las dos Cámaras que está en el inicio de la misma. Ese carácter ilegal fue reconocido por los propios republicanos como Figueras o Pi y Margall. Como señalaba este último, la República no había nacido ni de combates ni de tumultos, pero no lo era menos que tampoco debía a la ley su origen. Como les acusaba la oposición monárquica a través de su portavoz, el diputado conservador Alvarez Bugallal, el origen ilegal de la República se asentaba sobre una Asamblea que no tenía mandato para ello y que -consideraron siempre los monárquicos- debió disolverse después de aceptada la renuncia de Amadeo. Nacía pues la República sin definir su naturaleza, unitaria o federal, sin un amplio consenso, y sin base legal firme.

La necesidad de definir de definir la República, federal o unitaria, constituyó uno de los problemas centrales entre los nuevos republicanos, de cultura política radical, y los viejos federales, que siempre consideraron que la República debía ser descentralizada, por más que no hubiera entre ellos plena identidad en el modelo exacto de federalismo que debía aplicarse. En sus primeros momentos la República se asentaba sobre la Constitución de 1869, derogando los elementos relativos a la forma de gobierno, como el artículo 33 y los que tenían conexión con él, por hacer referencia a las funciones otorgadas al rey y a la Corona. La Constitución de 1869 quedaba, pues, vigente en todo lo que no se refería a la forma monárquica. El acuerdo entre radicales y republicanos era que esa cuestión debía ser establecida por unas Cortes Constituyentes. Este planteamiento habría de tener consecuencias muy importantes para la posterior evolución de la República, pues marcaba una potencial confrontación entre los dos grupos sobre los que se había apoyado el nacimiento del régimen; al mismo tiempo, llevaba a Pi y Margall a sostener un acuerdo que impedía atender las demandas permanentes de las masas federales de desarrollar la República de abajo arriba, como habría de verse desde el verano con la revolución cantonal. Entre tanto, lo que marcó el día a día de la República fue esa pugna de radicales y federales por definir el nuevo orden en medio de una presión permanente de las provincias por radicalizar el sistema. Pi y Margall, desde el Ministerio de la Gobernación, pudo frenar estas iniciativas y se mantuvo firme en el cumplimiento de sus compromisos del 11 de febrero. La República se definiría en unas Constituyentes y su desarrollo se establecería de arriba abajo. Juan Ferrando Badía (1973, 1981) ha resaltado la contradicción que esto representaba entre el Pi y Margall ideólogo y el político. Si en el primer caso las masas federales no habían hecho otra cosa que aplicar los principios que habían aprendido de la doctrina federal, Pi, sin embargo, actuó como un hombre de Estado, manteniendo unos compromisos en los que se asentaba la existencia misma de la República. Era consciente de que fueron los radicales los que posibilitaron la llegada de la República, y éstos sostenían una idea de República de corte liberal y democrático y de contenido declaradamente unitario.

Bajo la presidencia de Estanislao Figueras, el primer gobierno de la República estaba formado por los radicales (Echegaray, Córdoba, Beránguer, Becerra y Francisco Salmerón) y cuatro figuras simbólicas del republicanismo (Estanislao Figueras, Nicolas Salmerón, Emilio Castelar y Francisco Pi y Margall). Unos y otros estuvieron unidos por las circunstancias, pero discreparon respecto de casi todos los problemas centrales a que se enfrentaba la República: el modelo unitario, la elección de los mandos del Ejército, el tratamiento del problema de las juntas revolucionarias surgidas tras el 11 de febrero, etc. Los radicales fueron siempre conscientes de que su república debía sentarse sobre los principios de la cultura liberal democrática de base burguesa, mientras que los federales eran la expresión de un conjunto de valores y de una cultura política de corte popular que, a su vez, mostraba perfiles bien distintos, entre aquellos sectores liberal-democráticos de tinte más conservador, como Castelar, los de carácter “centrista”, como los krausistas representados por Nicolás Salmerón, o los federales que mostraban, por su parte, orientaciones no necesariamente coincidentes entre los demócrata socialistas (Pi y Margall) y los jacobino socialistas (Roque Barcia, Paul y Angulo) que presionaban para desarrollar la federal desde abajo.

Ese doble eje de tensión (radicalismo/federalismo y federalismo desde arriba/desde abajo) iba a marcar los primeros meses de la República. El peso de los radicales se mostró con la provisión del mando militar del Ejército del Norte en la figura de Manuel Pavía; la presión de los federales de provincias, la llamada “burguesía de agitación”, intentó desde marzo imponer la federación desde abajo. El compromiso radical/ federal llevaba a la aceptación de la República por los radicales, pero también la renuncia a imponer la federación desde abajo para Pi y Margall.

Esa cohabitación entre radicales y federales en el Gobierno fue compatible con una pugna entre ellos por definir en su provecho la política republicana. Los beneficiarios de esa confrontación poco leal entre ambos sectores habrían de ser los federales, tras el intento de Cristino Martos desde su puesto como presidente de la Asamblea de un golpe de fuerza para eliminar del gobierno a sus socios. Su objetivo era constituir una República unitaria bajo la presidencia del general Serrano. Para ello Martos nombró a Domingo Morlones general en jefe y autoridad superior del ejército de Castila la Nueva y al mismo tiempo se aseguró la colaboración del gobernador civil de Madrid y de algunos comandantes de las fuerzas de la milicia ciudadana. Pero ya para entonces el Partido Federal contaba con una estructura compacta y unas masas adictas que permitió a Pi y Margall neutralizar el proyecto radical a partir de la acción del general Nouvilas, adicto al federalismo, que movilizó las tropas republicanas. Con el fracaso radical el 25 de febrero, Martos quedó políticamente inhabilitado y se dio paso a un ministerio homogéneo federal formado por E. Figueras como presidente, Castelar en Estado, Pi en Gobernación, Tutau en Hacienda, N. Salmerón en Gracia y Justicia, Acosta en Guerra, Chao en Fomento, Creiro en Marina y Sorní en Ultramar. Salvo Creiro y Acosta, el resto eran federales y mostraba un giro a la izquierda que no iba a frenarse hasta el mes de julio. Aunque formalmente se mantenía el pacto entre radicales y federales, en términos prácticos el avance federal era incuestionable, como se percibe en la sustitución de Pavía por Nouvilas en el mando del Ejército del Norte. Dentro del Gobierno solamente Castelar, la derecha republicana, se mostraba a favor de una verdadera conciliación.

El segundo acto de la disputa entre radicales y federales fue con ocasión del proyecto de disolución de la Asamblea Nacional para dar paso a unas Constituyentes que definieran la naturaleza definitiva del régimen republicano. Para el Gobierno era necesario avanzar en ese sentido, pero a la vez eran conscientes de que desaparecida la Asamblea Nacional, el Ejecutivo quedaba a merced del radicalismo popular. La pretensión del Gobierno de señalar para el primero de mayo las Constituyentes se encontró con una negativa radical en un momento que desde Barcelona se hacía presión a favor de la proclamación del Estado catalán, mostrando que la revolución se estaba organizando en algunas zonas del país. En este ambiente el 22 de marzo, tras abolir la esclavitud en Puerto Rico y la matrícula de mar y organizar cincuenta batallones de cuerpos francos, se disolvió la Asamblea. Días antes, el 19, tras la dimisión de Marios se elegía a Francisco Salmerón. Mientras se diera forma a una nueva Asamblea, se creó una Comisión permanente desde la cual los radicales fiscalizaron la acción del gobierno y trataron de impedir la instauración de una República federal. En medio de esa confrontación Gobierno/Comisión, ésta trató de convocar de nuevo la Asamblea y los radicales, por segunda vez, intentaron proclamar la República unitaria, con la colaboración del capitán general de Madrid (Manuel Parra), la del alcalde (Juan Pablo Marina) y nueve batallones de milicianos que se congregaron en la plaza de toros. Pi, ya advertido, pudo neutralizar el intento y con ello los radicales desaparecieron de la primera línea de la política republicana.

Tras el 25 de abril se abre una nueva etapa de la República, aquella que se inclina hacia la izquierda cuando, desaparecida la presión radical, quedaba, sin embargo, la situación de una masa federal que pugnaba por forzar al gobierno a la federación de abajo/arriba. Los centros republicanos se transformaron en clubes revolucionarios y se observaba que el verdadero problema lo tenía ahora el gobierno en la izquierda de su partido. En las elecciones de mayo, y en medio de un retraimiento radical, fueron elegidas unas Cortes de abrumadora mayoría federal que darían el Gobierno a Pi y Margall, y que tuvo como principal cometido contener las exigencias del sector jacobino socialista que reclamaba la federación desde abajo.

1.5.1.La revolución cantonal

Antes del acceso de Pi y Margall a la presidencia de la República, el régimen republicano tuvo que superar varias crisis en menos de tres meses: dos intentos radicales de imponer la República unitaria y una sublevación en Barcelona que trataba de forzar una federación desde abajo y proclamar el Estado catalán. Las rápidas negociaciones de Pi, la visita de Figueras y una hábil maniobra de aislamiento permitieron el control de la situación. El día 1 de junio se inauguraron las Cortes Constituyentes de la República, el día 8 fue aprobada casi por unanimidad la República federal. Se daba inicio entonces a una forcejeo permanente con la izquierda del partido que hizo extremadamente compleja la labor gubernamental y que, en medio de una nueva crisis, llevó a Pi y Margall a formar un gobierno con representantes de la derecha de la Cámara en la que solamente Pérez Costales y Suñer y Capdevila eran afines a los planteamientos del presidente. Convencido de la necesidad de acabar con la guerra carlista, Pi solicitó a las Cortes poderes extraordinarios, que le fueron concedidos, contra la opinión del sector intransigente ante el temor de éstos de que fueran utilizados para someter los movimientos que la masa federal estaba iniciando en el Sur. El 29 de junio se formó también en Madrid el Comité de Salud Pública bajo la presidencia de Roque Barcia, el director de la Justicia Federal. En los meses siguientes, además de la guerra carlista, el Gobierno tuvo que hacer frente a un movimiento heterogéneo en lo social e ideológico que trataba de formar una federación desde abajo, a través de la cual se impusiera la doctrina federal en sus términos más extremos. Una movilización que se extendió por el este y sur de España y que adoptó en cada lugar cometidos distintos, fue sostenida por culturas políticas diversas y se encontró, muy a menudo, con un auténtico proyecto de revolución social: la cantonal.

La aparición del movimiento cantonal dividió al gobierno entre aquellos seguidores de Pi, Pérez Costales y Suñer y Capdevila, que deseaban practicar una política transigente, de conciliación, y el resto que mostraba la necesidad de reprimir con fuerza un movimiento que ponía en cuestión la misma naturaleza de la República federal en un momento que se estaba elaborando la Constitución. El desarrollo del cantonalismo se llevó a cabo en medio de un conjunto de medidas a través de las cuales Pi y Margall trataba de desarrollar una política de reformas que diera sustancia al proyecto republicano: las más significativas fueron la Ley Benot, regulando el trabajo de los niños aprobada el 24 de julio, e igualmente se intentó abolir la esclavitud en Cuba y un proyecto de reorganización del Ejército en cumplimiento del programa de Gobierno expuesto por Pi y Margall el 13 de junio. Sin embargo, la misma existencia de la cantonal, la división en el interior del Gobierno y la comprobación de que en el Partido Federal cohabitaban y confrontaban corrientes declaradamente antagónicas llevó a la dimisión de Pi el 18 de julio y su sustitución por Nicolás Salmerón. El mismo Pi describió la naturaleza de la crisis que le llevó semanas después a la renuncia. “No sólo tenemos la guerra civil que entonces teníamos, sino que nos amenazan nuevas conspiraciones. Antes, los conspiradores habían enarbolado una bandera gastada y raída, la bandera monárquica, y no temíamos que pudiesen prosperar sus maquinaciones. Mas hoy, la reacción ha cambiado de conducta; hoy trata de agotar al país con la misma bandera de la República, oponiendo la República unitaria a la República federal” (DSC, 21-VI-1873). La comisión constitucional que debía ser nombrada el 13 de junio lo hizo hasta el 20 y el proyecto constitucional fue presentado el día 17 de julio cuando ya estaba sublevada Cartagena y en ebullición varias provincias. El verano se movió entre el intento de los cantonales de forzar una nueva concepción de la República y el del Gobierno por gestionar un régimen que se movía entre dos movimientos insurreccionales claramente antagónicos: el carlista en el norte, y el cantonal en el sur y este de España. Entre una y otra se empezó el 11 de agosto a discutir en las Cortes el texto constitucional. Los debates duraron poco tiempo, ya que fueron abandonados después de algunos días.

La historiografía del movimiento cantonal ha mostrado que, en primer término, su desarrollo se debió en gran parte a una especie de reacción defensiva ante la dimisión de Pi y Margall como jefe del Ejecutivo, anuncio de una derechización de la República en manos de Salmerón y, en segundo término, a una propuesta ofensiva de implantación definitiva del sistema federal. Si la proclamación del Cantón de Cartagena el 12 de julio y el conocimiento de unos preparativos insurreccionales maduros por parte del núcleo jacobino-socialista de la Justicia Federal, avalan esta hipótesis, la incorporación a partir del 18 de julio del grueso de las adhesiones cantonales fortalecen las razones señaladas en primer lugar (Espigado, 2002).

Como movimiento social, el cantonalismo no tuvo una expresión uniforme, antes bien respondió a demandas sociales y propuestas políticas bien distintas, aunque el común denominador de todas ellas fuera una presión sobre el poder central para desarrollar los principios del federalismo hasta sus últimas consecuencias. Sus promotores se preciaban de sustentar el ideario federal y de defenderlo desde la acción de las barricadas y de las instituciones creadas para su articulación: los cantones. El federalismo cantonalista expresaba de este modo una cultura política radical democrática, que postulaba un modelo de democracia directa, a partir de un comunalismo municipalista que aspiraba a defender los intereses de las clases populares y medias. Sus ideales meritocráticos y armoniscistas pudieron así extenderse entre la clase obrera del país a partir de un conjunto de prácticas programáticas que contemplaban la autonomía administrativa y económica del municipio, de la provincia y del cantón. Esta afirmación de autonomía y organización de abajo arriba iba a ser un común denominador del movimiento cantonal que en cada lugar iba a responder a situaciones e intereses sociales y políticos específicos. En unos lugares ese cantonalismo se iba a afirmar en su dimensión regional, en otros a nivel provincial, finalmente, en algunos casos la dimensión municipal iba a ser dominante. Esa misma percepción de los modos diversos de concebir la federación que, en realidad, era una manifestación más de las diversas culturas políticas e intereses sociales que integraba el federalismo, estaba en los diversos proyectos constitucionales presentados en la Cámara republicana. Así como Castelar intentaba defender la articulación de la federación a partir de sus entidades regionales, el sector centrista, que tenía por portavoces a Cala y Díaz Quintero, buscaba una federación de base provincial. Más adelante se hará mención más detallada a los diversos proyectos constitucionales que sostuvieron las distintas culturas políticas del federalismo.

De todos modos, parece que la inoperancia de la Cámara central para establecer el sistema federativo desde arriba es lo que impulsa a las masas federales a buscar la federación desde abajo, mostrando no una lejanía de los planteamientos de Pi, sino, sobre todo, un temor a la posición de la derecha del partido, a la línea salmeroniana y a Castelar. De otro lado, el fermento se había desarrollado desde el momento en que Pi y Margall, en su defensa de la legalidad, no había aprovechado aquellas ocasiones, como el fracasado golpe de los radicales de finales de abril para imponer la federación. La historiografía ha interpretado la sublevación cantonal ya desde su supuesto carácter confederal (Ferrando Badía), ya como una manifestación de separatismo, pero en ningún momento los distintos cantones pusieron en cuestión la unidad de España.

Aunque el cantonalismo fue un movimiento que se extendió por gran parte del país, desde ciudades de la meseta como Soria o Salamanca, su geografía dominante se corresponde con el arco mediterráneo y la costa atlántica gaditana. En otros lugares, como la Castilla estudiada por Rafael Serrano (1986) o en Aragón y Barcelona, los intentos quedaron bloqueados en sus primeras manifestaciones. El cantonalismo parece haber encontrado graves dificultades allí donde la presencia carlista era notable o donde la presencia del Ejército hacía inviable la insurrección cantonal. El caso catalán parece mostrar esa relación entre amenaza carlista y freno del cantonalismo en una región que ya había proclamado de un modo infructuoso el Estado catalán a comienzos del régimen republicano. En el caso de Jerez de la Frontera, la fidelidad del Ejército impidió el triunfo del cantón, mostrando cómo las posibilidades efectivas de triunfo del cantonalismo derivaban de la posición de los jefes militares de la zona.

La secuencia temporal del movimiento cantonal se inicia con la proclamación del Cantón de Cartagena el 12 de julio, al que siguieron entre el 18 y el 22 otros 17, reconocidos como la experiencia básica del cantonalismo en el verano de 1873: Valencia, Alicante, Almansa, Murcia, Sevilla, Cádiz, Castellón, Torrevieja, Granada, Salamanca, Málaga, Ávila, Jaén, Andújar, Algeciras, Bailén y Tarifa. Aunque en ningún caso estas iniciativas agotan la geografía del cantonalismo, fue en ellas donde se ha identificado de una manera preferente el alcance del movimiento cantonal.

En su dimensión social y en el repertorio de manifestaciones el cantonalismo fue una realidad muy plural. La presencia de las masas populares fue una constante, pero el control de las instituciones estuvo en manos de las clases medias y de una burguesía de agitación que intentó dar satisfacción a las demandas sociales más acuciantes: unas veces los ayuntamientos ofrecieron trabajo a los parados, otras las demandas iban en la dirección de facilitar el acceso a la tierra, una vez que se podía en cuestión la enajenación de propios y comunales llevada a cabo por la desamortización de Madoz. La federación desde abajo representaba también acabar definitivamente con quintas y consumos, cuando no una movilización anticlerical que identificaba Iglesia con tradición, centralismo y represión. El motín fue frecuente, pero, sobre todo, la generalización de la huelga muestra un intento de acomodar los repertorios reivindicativos a concepciones de lucha social más moderna. A pesar de las tesis que apuntan a una escisión entre republicanismo y movimiento obrero autónomo, la experiencia cantonal indica un alto grado de colaboración entre internacionales y federales intransigentes cuya cultura jacobino-socialista se acomoda perfectamente a los programas cantonales. El uso de símbolos republicanos como el gorro frigio, el repertorio de lucha republicana como la barricada y la expedición militar, constituyen ingredientes básicos de la experiencia cantonal. Con todo resulta necesario deslindar aquellas iniciativas como la valenciana, de claro contenido regional, donde las ideas de orden y la alianza de las fuerzas burguesas fue clara por la presencia de hombres moderados como el marqués de Cáceres, el rector de la Universidad Pérez Pujol y la explícita defensa de la propiedad, la industria y el comercio de aquellas otras donde los componentes intemacionalistas eran evidentes. En unos casos, como en Málaga, fueron las propias autoridades legales las que se pusieron al frente del movimiento, mientras que en la mayoría de los casos fue la formación de juntas revolucionarias lo que dio forma inicial al nuevo poder.

Frente al movimiento cantonal, el gobierno de Nicolás Salmerón, formado el 20 de julio, inició una fuerte represión que al mismo tiempo fortaleció la posición de determinados militares que apostaban ya deliberadamente por la causa alfonsina. El 21 declaraba piratas los barcos anclados en Cartagena, días antes de que el Gobierno del Cantón proclamara, bajo la presidencia del general Contreras, el Gobierno Provisional de la Federación Española. Salvo en Murcia, donde fue posible organizar tina larga resistencia, y se evitó cuidadosamente cualquier conexión con el internacionalismo, la represión ulterior lo hizo en el sentido de acabar con dos procesos que se presentaron como coetáneos, cuando no como idénticos: el separatismo y la revolución social. En Alcoy, de claro contenido intemacionalista, el cantonalismo llevó a cabo una huelga revolucionaria de largo alcance. Para derrotar el movimiento, Salmerón se vio obligado a incrementar la Guardia Civil y a acentuar el tono conservador de su discurso, resaltando que no era posible la supervivencia de la República sin la participación de las clases conservadoras. La acusación de una tentación separatista, sin embargo, carecía de sentido, más allá de la deslegitimación que los militares quisieron hacer del fenómeno cantonal en su conjunto. Entre finales de julio y mediados de agosto cayeron los principales cantones andaluces y levantinos. El de Málaga resistió hasta el 19 de septiembre y el de Cartagena no fue sometido hasta enero del año siguiente.

En este ambiente de guerra carlista en el norte, de represión militar en el sur y este y de las dificultades internas para llevar adelante la aprobación de una Constitución, Salmerón acabaría dimitiendo de su puesto como presidente el 5 de septiembre. La razón inmediata de esa decisión estaba en el veto del ministro Palanca a un asalto militar en Málaga que exigía el general Pavía y su propio rechazo a la firma de unas sentencias de muerte propuestas por la autoridad militar. Si la dimisión de Pi representaba ceder al centro republicano el control del poder, la de Salmerón equivalía a dejar la salvación de la República en manos de la derecha republicana. Ese era el sentido que tenía la elección de Emilio Castelar como presidente de la República el 6 de septiembre.

1.5.2.Los proyectos constitucionales del federalismo español

La tarea de las Cortes Constituyentes se llevó a cabo en medio de una grave crisis nacional tratando de dar respuesta a tres conflictos fundamentales: las guerras carlista, cantonal y colonial, junto a una fuerte indisciplina del Ejército y una división interna por parte de los diputados que puso de manifiesto la diversidad y contradicción entre las corrientes internas del Partido Federal. La elaboración de la Constitución republicana, más allá de los avatares internos de la Comisión redactora y de los propios debates parlamentarios, ponía de manifiesto la existencia de culturas políticas antagónicas en el federalismo que habría de dar lugar a la gestación de varios proyectos constitucionales, algunos de ellos previos al nacimiento de la República. La Comisión fue elegida el 20 de junio, y bajo la presidencia de Emilio Castelar estuvo formada por los diputados siguientes: Orense, Díaz Quintero, Palanca, Soler y Pía, Cala, Chao, Gil Bergés, Pedregal, Cañedo, Malo de Molina, Guerrero, Labra, De Andrés Montalvo, Maissonave, Rebullida, Del Río, Paz, Cervera, Figueras, Olías, Moreno Rodríguez, Manera, Canalejas, Castellano y Gómez Martín. Aunque de ella formaban todas las ramas del federalismo , la línea intransigente sólo lo estaba por Cala y Díaz Quintero, que poco despues la abandonaron. Una división que acabaría llevando a la redacción de dos proyectos distintos, aunque en el mes de agosto, a partir del día 11 que se iniciaron los debates hasta el 14 que se abandonaron, sólo fue discutido el texto de la Comisión.

La pugna por el concepto de federación ya había producido importantes debates en el interior del Partido Federal desde 1870. Y de esa pugna iban a salir planteamientos muy diferentes de cómo organizar el país. Antes de la propia existencia de la República, bajo la monarquía de Amadeo de Saboya, el partido ya había debatido en su interior la organización que debía tener una futura república en España. De inspiración krausista en la Tercera Asamblea Federal celebrada en 1872. Eduardo Chao y Nicolás Salmerón presentaron un proyecto de Constitución que contemplaba el Municipio, el Cantón o Estado regional y el Estado nacional como los organismos políticos de la nación. Constaba el proyecto de 62 bases distribuidas en cinco títulos relativos a: derechos naturales de la personalidad humana; determinación, constitución y organización de Estados; origen, determinación y organización de los poderes; colonias; y, finalmente, reforma constitucional. Sus planteamientos no eran exactamente los correspondientes al federalismo que Pi y Margall iba a desarrollar, ya que la teoría del pacto inherente a su filosofía política era ajena a los presupuestos historicistas del pensamiento krausista. Con todo, el proyecto de Chao y Salmerón no era centralista, ya que se asociaba a lo que más tarde se entenderá por un estado regional o autonómico (Trujillo, 1967; Suárez Cortina, 2002).

En los trabajos de la Comisión constitucional de 1873 fueron presentados dos proyectos. El primero, Proyecto de Constitución Federal de la República Española, elaborado en su mayor parte por Emilio Castelar y presentado a las Cortes Constituyentes el 17 de julio de 1873; el segundo, escrito por Francisco Díaz Quintero, Ramón de la Cala y Eduardo Benot, Proyecto de Constitución Democrática Federal de la República Española. Uno y otro expresaban las diferencias que separaban a aquel sector mayoritario de la Cámara y a la minoría intransigente. Cuando se votaron en Comisión, el de Castelar resultó elegido por 25 votos frente 17. Desde entonces se convirtió en el proyecto a debatir en agosto y que se conoce como Proyecto de Constitución federal non nata de 1873. Una breve descripción de su estructura por títulos da una idea sinóptica de su contenido, así como de la ordenación poco sistemática de los mismos.

El Título Preliminar, influido por el pensamiento iusnaturalista, reconocía y aseguraba los derechos naturales de toda persona, anteriores y superiores a cualquier legislación positiva, sin que ningún poder pudiera cohibirlos o mermarlos. Se componía de dieciocho derechos y libertades enunciados de forma sintética.

El Título I configuraba constitucionalmente la “Nación española”, unidad territorial mayor compuesta por diecisiete Estados, que no cantones, ya que el texto no mencionaba ni una sola vez esta expresión: trece peninsulares (Andalucía alta, Andalucía baja, Aragón, Asturias, Castilla la Nueva, Castilla la Vieja, Cataluña, Extremadura, Galicia, Murcia, Navarra, Valencia y Regiones Vascongadas), dos insulares (Baleares y Canarias) y dos americanos (Cuba y Puerto Rico). Por el contrario, no integraban la nación española ni Filipinas, ni Fernando Póo, Annobon, Coriseo y los establecimientos de África, a los que se les reconocía la condición menor de territorios y, sólo en la media de sus progresos, se contemplaba la posibilidad de su futura elevación a la categoría de Estados por los poderes públicos.

El Título II recogía en treinta y seis artículos los aspectos relativos a la nacionalidad española (art. 3) y a los derechos y libertades de los españoles (arts. 4 a 38) referidos a los derechos conexos con la libertad, la seguridad individual, la igualdad ante la ley y la propiedad, y los relacionados con las libertades políticas.

El Título III, bajo la denominación de “los poderes públicos”, declaraba la República federal como la forma de gobierno de la Nación española (art. 39). Asimismo, atribuía en su artículo 42 la titularidad de la soberanía a todos los ciudadanos (soberanía popular), aunque el ejercicio de esa soberanía se le encomendaba a la propia República, con lo que se enmarcaba la unidad del Estado. Es en este título donde se organizaba territorialmente el Estado en tres niveles, a los que se les atribuía una “soberanía” específica: a) en el nivel nacional, cuya competencia se asignaba al Estado federal o Nación; b) el nivel regional, cuya competencia se dejaba en manos de los Estados regionales; y c) el nivel municipal, cuya gestión era competencia de los municipios. Cada organismo inferior debía tener como límites los derechos y competencias del superior (municipio-Estado región-Estado federal) y todos debían respetar, a su vez, los derechos de la personalidad humana (art. 43).

En el Título IV quedaba perfectamente reflejado el principio de separación de poderes legislativo, ejecutivo y judicial, al que se le añadía otro más, el poder de relación entre los anteriores, ejercido por el presidente de la República (arts. 44 y 49). El poder legislativo de la Federación se encomendaba exclusivamente a las Cortes (art. 46), el ejecutivo se dejaba a los ministros (art. 47) y el judicial se ejercería por jurados de origen democrático y jueces.

El Título V, denominado “de las facultades correspondientes a los poderes públicos de la Federación” relacionaba las veintitrés competencias del Estado central.

Los Títulos VI, VII y VIII se ocupaban del poder legislativo. El primero establecía la organización bicameral de las Cortes, organizadas en dos cuerpos colegisladores: el Congreso y el Senado (art. 50), que se renovarían en su totalidad cada dos años. El Congreso se componía de diputados, a razón de uno por cada 50.000 almas, elegidos por sufragio universal directo, debiendo ser españoles y mayores de veinticinco años. El Senado se compondría de senadores que nombrarían los Estados; cada Estado enviaría cuatro representantes con independencia de sus dimensiones y población. Para ser senador se le exigía ser español y tener más de cuarenta años de edad. El Título VII establecía la forma de celebración y las facultades de las Cortes. El Título VIII recogía las facultades del Senado, partiendo de que este cuerpo colegislador no tenía iniciativa legislativa, pero reconociéndole una facultad de control constitucional.

El Título IX organizaba el poder ejecutivo. Este poder se ejercía por el Consejo de Ministros, bajo la dirección del presidente nombrado por el Presidente de la República (art. 71). El art. 72 establecía un listado de diez funciones o competencias del poder ejecutivo, que lo convertían en el auténtico gobierno de la Nación.

El Título X organizaba el poder judicial, mientras que los Títulos XI y XII se ocupaban de esbozar la figura y funciones del Presidente de la República. El presidente debía ser un ciudadano español, mayor de treinta años y elegido por un mandato de cuatro años, no siendo inmediatamente reelegible, por lo que no se impediría su nueva reelección pasado un mandato. La elección se verificaría mediante sufragio universal indirecto, siguiendo un complejo procedimiento inspirado en el modelo norteamericano. Conjuntamente con el presidente se elegiría un vicepresidente, encargado de sustituirle cuando se le inhabilitara, por muerte, larga enfermedad o en virtud de una sentencia judicial.

Eran funciones del Presidente de la República (art. 82): a) promulgar las leyes; b) hacer observaciones a las leyes en caso de divergencia entre el Congreso y el Senado; c) convocar reuniones extraordinarias de las Cortes cuando lo estimara necesario; d) dirigir mensajes a los poderes públicos recordándoles el cumplimiento de los deberes legales; e) nombrar y separar al presidente del poder ejecutivo; f) nombrar y recibir ministros, embajadores y diplomáticos; g) sostener las relaciones internacionales; h) conceder indultos, i) garantizar el cumplimiento de las constituciones particulares de los Estados; y j) personificar el poder supremo y la dignidad suprema de la Nación.

Los Títulos XIII y XIV se ocupaban de la organización territorial de la República Federal. El primero se ocupaba de los Estados regionales; el segundo, de los municipios.

El proyecto de Constitución reconocía a los Estados regionales en que se pretendía articular la nueva organización federal una completa autonomía económica-administrativa y toda la autonomía política compatible con la Nación (arts. 92 y 96). Esto quedaba perfectamente reflejado en varias facultades y potestades: en primer lugar, en la facultad de los Estados de darse su propia y respectiva constitución política, si bien ésta no podía contradecir la Constitución federal (art. 93). No obstante, esas constituciones regionales deberían someterse al control previo de las Cortes federales. En segundo lugar, en el diseño de la organización política de sus instituciones, con un gobierno y una asamblea legislativa , elegidos por sufragio universal, sin intervención directa e indirecta del poder federal. Ahora bien, estos Estados deberían constituir sus poderes con analogía al tipo federal, manteniendo la división de poderes en legislativo, ejecutivo y judicial; en tercer lugar, en la titularidad y ejercicio de una amplia potestad legislativa, únicamente limitada por el respeto a los derechos individuales, la forma republicana, la unidad e integridad de la patria y la Constitución federal (art. 99), así como por el respeto al poder municipal; en cuarto lugar, en la potestad de organizar interiormente un territorio del modo que consideraran más oportuno, sin otra limitación que la no invasión del territorio o jurisdicción de otro Estado. Por último, en la amplísima profundidad en sus competencias tanto legislativas y administrativas como materiales, que se extendían a todos los asuntos que la Constitución federal no reservaba a los Estados.

Se preveía incluso la posibilidad de uniones o asociaciones entre dos o más Estados si así lo autorizaban las asambleas legislativas de los Estados y las Cortes federales (art. 105).

Los municipios gozaban de autonomía administrativa, económica y política en todo lo relativo a su jurisdicción. En los entes municipales predominaba el principio de elección democrática de sus principales órganos rectores, y como tales organismos asumían unas competencias expresas y mínimas en virtud de la propia Constitución federal.

Los Títulos XV y XVI se ocupaban del Ejército , incluida la Armada. El último de los Títulos, el XVII, preveía la reforma de la Constitución. La iniciativa constitucional recaía exclusivamente en las Cortes (art. 115). El acuerdo de reforma constitucional daba lugar a la disolución de la dos cámaras y a la convocatoria de unas nuevas Cortes con el carácter de constituyentes tan sólo para deliberar acerca de la reforma, continuando después con el carácter de Cortes ordinarias.

El proyecto constitucional republicano se presenta como una experiencia progresista que configuraba un Estado Democrático de Derecho, con fuertes componentes iusnaturalistas, que reconocía una amplia gama de derechos y el pluralismo político y territorial, vinculado con el derecho de asociación y la organización federal y municipalista, respectivamente; de otro lado, contemplaba la participación de los ciudadanos a través del sufragio universal, masculino y femenino, en las elecciones a Cortes, asambleas legislativas de los Estados y municipios, así como el jurado en la Administración de Justicia.

Contemplaba igualmente la soberanía popular, aunque esa proclamación no era absoluta y se veía mediatizada y equilibrada por dos conceptos más: de un lado, porque esa soberanía se concedía a los organismos públicos de la República federal, quienes debían actuar en el marco de los poderes y competencias que les asignaba la Constitución; de otro lado, porque remitía a un sujeto “nación española” que se utilizaba de un modo diverso, con algún grado de confusión.

Al mismo tiempo el texto reconocía una amplísima gama de derechos y libertades, que eran una fiel reproducción de los contemplados en la del 69, a la que se le añadieron tres adiciones más: las relativas a la libertad de cultos y la separación entre la Iglesia y el Estado, la no regulación de la suspensión de las garantías de los derechos y libertades, y la abolición de los títulos nobiliarios. Destaca de un modo claro el lugar que el proyecto otorgaba al reconocimiento de los derechos inherentes a la personas y aquellos otros relativos a la condición de ciudadanos. Establecía igualmente la separación de poderes y la República como forma de gobierno que se movía a medio camino entre su carácter parlamentario y presidencialista. Su articulación territorial del Estado representaba una abierta ruptura con la tradición española y, finalmente, mostraba una incipiente preocupación por las cuestiones sociales, al tiempo que declaraba la aconfesionalidad del Estado (Enériz Olaechea, 2004).

1.5.3.El golpe de Pavía y el fin de la experiencia federal

Los efectos de la cantonal fueron inmediatos para el proceso de constitucionalización de la República. Tras la llegada de Castelar a la presidencia en septiembre se vislumbró la dificultad de seguir con los trabajos constituyentes en aquella situación. Lo prioritario era acabar con los cantones, de un lado, y con la guerra carlista, de otro. En septiembre se acordó dar por concluido el trabajo de las Constituyentes y se abrió una fase de gobierno del Ejecutivo que habría de abordar los problemas más inmediatos a que se enfrentaba la República. Castelar dio inicio a una reorganización del Ejército, en medio de una clara falta de sintonía con Nicolás Salmerónen la presidencia de las Cortes. Castelar encontraba apoyo en los sectores más conservadores del arco político, sobre todo un sector de los radicales y en las filas del Ejército, ya que sus proclamas de república y orden parecían satisfacer a los sectores más conservadores que vieron con temor la alianza que en las Cortes desarrollaba Salmerón con el sector intransigente. Todavía en los aledaños de 1874 quedaba sin control el cantonalismo de Cartagena y para Castelar esta meta solo podía ser lograda a partir de un notable recorte de las libertades. Por otra parte, en las antípodas del ideario cantonal, Castelar formulaba sus ideas de una República nacional, abierta a todas las clases sociales y creencias, pero reformadora y progresista.

Cuando el 2 de enero de 1874 se abrieron de nuevo las Cortes suspendidas desde mediados de septiembre y en los debates Castelar expresó su voluntad de olvidarse de la Constitución federal y tomar la de 1869 como base de todas las Constituciones futuras, se produjo un intenso debate que duró hasta altas horas de la madrugada del día 3. Una vez expuestas todas las posiciones, la votación, que fue nominal, arrojó los resultados siguientes: 119 contra Castelar y 101 a favor. Perdida la votación y dimitido el Gobierno de Castelar se procedió a la votación de un nuevo Gobierno. En el transcurso de la nueva votación se produjo la irrupción violenta en la sesión de Cortes de la fuerza armada que realizó algunos disparos, y los diputados tuvieron que desalojar. Con el golpe de Estado del general Pavía termina de hecho la República federal y se da paso a un nuevo momento histórico, bajo la presidencia del general Serrano.

1.6.La República unitaria del general Serrano

El período que va desde enero a diciembre de 1874 es generalmente conocido como el de la República unitaria, macmahonista, del general Serrano, comprendida entre dos golpes de Estado militares: el del general Pavía de 3 de enero y el de Martínez Campos en Sagunto el 29 de diciembre. Bajo su presidencia es posible distinguir varias etapas: la primera, hasta finales de febrero, cuando se concentran funciones de gobierno y de Estado en la figura de Serrano, que presidía un gobierno de coalición; la segunda, paralela con el último “sitio de Bilbao”, ya presente Serrano como general en jefe -y en la que queda únicamente con funciones de jefe del Estado con título de Presidente del Poder Ejecutivo de la República, y asume las tareas de jefe del Consejo de Ministros el general Zavala—. Tras la caída del sitio de Bilbao y a finales de mayo, la vuelta de Serrano da comienzo a una tercera etapa caracterizada por el fin del gobierno de coalición y la formación de uno monocolor bajo la presidencia del mismo Zavala. Finalmente, la cuarta y última etapa se iniciaba en septiembre con un gobierno civil presidido por Sagasta y que duraría hasta el golpe de Martínez Campos (Toro, 2002).

La situación creada a partir de enero y hasta la implantación de la restauración monárquica en la figura de Alfonso, el hijo de Isabell II, quedaba sometida a la figura de los generales y a una afirmación republicana que rehuíaal mismo tiempo una vuelta a la monarquía, por lo que no fue apoyada por Cánovas, pero también desestimaba los proyectos de convertir aquélla en una República federal. En realidad, Pavía resaltó que su intervención no iba dirigida contra la República, como tal, sino contra los que habían derrotado en el Parlamento a Castelar e intentaban reabrir el proceso constituyente a favor de un federalismo que las clases de orden y el Ejército ya no consideraban acomodado a los tiempos. Desde esta perspectiva, desde el verano la dinámica insurreccional había escindido el republicanismo en dos líneas claramente antagónicas, al de los intransigentes cantonales y un republicanismo conservador que veía el mantenimiento del régimen republicano sólo a través del apoyo de los sectores de orden. Entre unos y otros, Pi y Margall y el federalismo más centrado quedan superados por los extremos. En estas circunstancias, ante la necesidad de ganar la guerra, los núcleos de orden se vieron fortalecidos, toda vez que a la cantonal se le atribuyó la responsabilidad del giro declaradamente conservador del sistema republicano. La reacción ante el golpe de Pavía no fue de rechazo, sino de una acomodación al nuevo sentido que debía adquirir la República. Ni siquiera Castelar mostró su oposición, protestó por el mismo y rechazó intervenir en el gobierno de coalición, pero no mostró una actitud enemiga ante la nueva situación. De hecho, el entorno de Castelar que, más adelante, iba a formar el núcleo del Partido Posibilista —con Maissonave y Carbajal- expresó una actitud benévola ante el nuevo gobierno. Así, los sesenta diputados que seguían a Castelar decidieron mantener una actitud expectante ante el gobierno de Serrano mientras no liquidara la República y mantuviera el orden.

Los distintos gobiernos del año 1874 siempre tuvieron la idea de que habría de volverse a la normalidad constitucional. El decreto de disolución de las Cortes Constituyentes de 1873 se señalaba en su artículo segundo que el Gobierno de la República convocará Cortes ordinarias tan pronto como, satisfechas las necesidades del orden, pueda funcionar libremente el sufragio universal. Como prueba de ello se resaltaba que la Constitución de 1869 seguía en vigor como se desprende del primer decreto del gobierno Serrano de 5 de enero de 1874.

¿Cómo se puede evaluar el sentido de la República del general Serrano de 1874? Parece claro que no era intención del general y su entorno liquidar la República, pero sí eludir una formulación intransigente de la misma. El régimen de 1874 buscó unas bases sociales conservadoras que se nutrieran de los principios de la liberaldemocracia. En su conjunto, sus protagonistas aceptaban los principios de la Constitución de 1869, y el papel que en el mismo iba a desarrollar Sagasta muestra que se trataba de afirmar la República sobre la base de unos principios liberales y democráticos. Práxedes Sagasta deviene así en figura clave de la nueva situación política, como el hombre fuerte de la política civil que colabora con los militares ante la necesidad de resolver la situación de la guerra carlista, pero siempre como eje de los diversos gobiernos. Se mantuvo en el primer gobierno de coalición hasta mayo como ministro de Estado, pasó más tarde a la cartera de Gobernación y asumió la presidencia interina del Consejo de Ministros, tras la desaparición del marqués del Duero y la asunción del mando del Ejército del Norte por el general Zavala. A partir de septiembre dirigió el Gobierno, una vez desbancadas las dos figuras más proclives al alfonsismo, el propio general Zavala y Manuel Alonso Martínez, figura clave en el proceso restaurador que dirigió Cánovas del Castillo.

De todos modos, en el período macmahonista de 1874 la realidad mostraba que en el marco de los distintos gobiernos hubo muchos modos de interpretar la República. Aunque el carácter republicano del sistema político no desaparece en ningún momento, los gobiernos de coalición estuvieron integrados por figuras provenientes de la monarquía, radicales y la figura representativa del republicanismo unitario, García Ruiz. La provisionalidad del nuevo orden estaba su misma raíz, ya que la producción legal por él desarrollada siempre expresó su necesidad de revalidación ante las futuras Cortes. Aunque en el orden internacional logró superar el aislamiento de la República federal, pues fue obteniendo el reconocimiento internacional a la revolución de 1868 y presentaron sus credenciales las cancillerías más relevantes, excepto el imperio ruso, en el interior los problemas derivaban de la reorganización del alfonsismo y de la inclinación hacia éste de gran parte de los mandos militares. El Manifiesto de Sandhurst, primero, y el golpe de Martínez Campos, después, se ocuparon de recordarlo.

1.7.La cuestión social. La aparición del movimiento obrero (1868-1874)

Es un hecho plenamente integrado en la historiografía de las últimas décadas que como movimiento social autónomo el obrerismo se constituyó en los años del Sexenio democrático. Con anterioridad, como han mostrado Maluquer de Motes (1977) Elorza y Trías Vejarano (1975) y Jenis Barnosell (1999), entre otros, podemos constatar experiencias diversas de asociacionismo en el marco de un socialismo utópico que se manifestó desde diversas formulaciones, santsimonismo, fourierismo, cabetismo, etc., que sirvieron como escuela de educación cívica, de solidaridad y de un mutualismo que poco a poco fue gestando, en el marco de las sociedades obreras y cooperativas, una cultura del trabajo y de la asociación que durante décadas mantuvo su primigenia vinculación al republicanismo. Este nexo entre cultura republicana y asociacionismo obrero habría de permitir una duradera relación que sólo de un modo parcial se quebró a lo largo del Sexenio democrático cuando, como ha mostrado José María Jover (1951) en un texto ya clásico (Conciencia burguesa y conciencia obrera), el obrerismo se constituye como una propuesta autónoma independiente y, a menudo, claramente confrontada con los planteamientos del republicanismo popular.

En una sociedad mayoritariamente agraria, donde la revolución industrial fue tardía, la aparición de un movimiento obrero habría de mantener durante décadas esos rasgos característicos de sus primeras fases. La presencia del socialismo utópico en su versión santsimoniana en Cataluña, del fourierismo en Cádiz y Madrid, del cabetismo en Barcelona o de la influencia de Proudhom en Ramón de la Sagra expresan la línea múltiple que el pensamiento socialista adoptó en el momento de la difusión y consolidación del régimen liberal en España. Ideas federales, antiestatismo y la concepción del pueblo como clase trabajadora estuvieron muy presentes en la obra de Pi, y Margall y el federalismo jacobino se presentó como el portavoz de los derechos de una república que para alcanzar su sentido global debía definirse como social. “Cuando las revoluciones entrañen un carácter social -escribió Paul y Angulo en 1870- y resuelvan eficazmente el problema de la miseria, podrá decirse que los hombres han conquistado la libertad y establecido la igualdad y la fraternidad en las sociedades modernas” (De la Fuente Monge y Serrano García, 2005). A las libertades políticas que había logrado la revolución de septiembre le quedaba un complemento social que estaba implícito en gran parte de las sublevaciones populares del verano de 1873 cuando al viejo componente popular del republicanismo se sumó la iniciativa de los grupos internacionalistas que exigían un paso más allá del modelo republicano federal.

Ese tránsito entre un republicanismo popular que encontraba en las clases trabajadoras un fuerte sustento y la aparición en los años del Sexenio de un movimiento obrero fuertemente influido por los dictados de la Primera Internacional es perceptible en España desde 1869 a través de la recepción de los ideales de igualitarismo económico, de la abolición de la propiedad privada, del antiestatismo y la defensa de la igualdad social sostenidos en el programa de la Alianza de la Democracia Socialista. Fueron estas ideas del programa aliancista las que sirvieron para agrupar a un grupo bakuninista dirigente de la Internacional en España a partir de 1869 que, junto a las aportaciones de los congresos internacionales de la Asociación Internacional de Trabajadores (AIT), sentaron las bases de la nueva fase en que entraba el movimiento obrero español. Ya por ese impacto aliancista, ya por la fuerza que en España presentaba la influencia proudhoniana, sobre todo a través de Pi y Margall, el incipiente movimiento obrero español se inclinó abiertamente por los postulados anarquistas, inherentes a la filosofía política bakuninista. Como ha señalado Gabriel (1979), el bakuninismo presentó una concreción ideológica, una estrategia revolucionaria determinada, una “manera” de enfrentarse con el problema obrero, la revolución, pero no aportó antes de 1874 una interpretación acabada del funcionamiento del capitalismo y de la alternativa socialista a plantear, a pesar de la aceptación entusiasta del colectivismo por el propio Bakunin.

Los primeros pasos del internacionalismo en España se dieron poco después de la propia revolución de septiembre cuando Giuseppe Fanelli, en compañía de Eliseo Reclus, Aristide Rey, Fernando Garrido y José María Orense participaron en una excursión de propaganda republicana por Cataluña y Valencia. Los trabajos de Fanelli entre los trabajadores madrileños permitieron la formación de un núcleo provisional de la AIT en 1869, con la participación, entre otros, de Anselmo Lorenzo, y poco después en Barcelona se formaría el primer núcleo internacionalista catalán con Farga Pellicer y Gaspar Sentiñón crearon al mismo tiempo una sección de la AIT y una Alianza de la Democracia Socialista. Estas primeras fases del internacionalismo se pusieron de manifiesto no sólo las dificultades que en España presentaba la distinción entre la Alianza de la Democracia Socialista y la AIT, sino también el fuerte peso que en su interior mantuvieron los republicanos federales que, a la postre, habría de acentuar los ideales cooperativos y la instrucción de las masas como los principales medios de emancipación de los trabajadores. Sólo una posterior relación directa con Bakunin por parte de Farga Pellicer y Sentiñón y, sobre todo, a través del ingeniero Cels Gomís, exiliado temporalmente en Ginebra, permitió a los primeros internacionalistas establecer algunas diferencias entre la AIT y la Alianza, que facilitaron la primera difusión del bakuninismo (Gabriel, 1979).

Es un elemento representativo del primer movimiento obrero español esa inclinación hacia el anarquismo, la difícil asimilación de los principios del marxismo, en parte por el propio proceso de conformación de un movimiento popular que, como se ha señalado, encontraba fuerza y sustento en el interior del propio republicanismo, en una cultura política popular profundamente marcada por los componentes ilustrados, tan arraigados en el federalismo español del Sexenio. En buena medida el ideario de este primer anarquismo es una conjunción de la concepción democrático-racional heredada de la burguesía más progresista y de la crítica al capitalismo desde la perspectiva de la clase trabajadora, del pueblo como clase trabajadora que ya había desarrollado en sus elaboraciones teóricas Pi y Margall. Es mucho lo que el anarquismo español comparte con el liberalismo democrático radical español —soberanía popular, antiteísmo y anticlericalismo, fe en el progreso, cosmopolitismo, etc.-. En algunos aspectos como la fe en la ciencia y en la idea de progreso esa filiación se va a mantener hasta principios del siglo XX. En es este marco que encuentra todo su significado la presencia de José María Orense haciendo propaganda con los primeros internacionalistas, o que en la Barcelona de fin de siglo se mantengan intensas relaciones entre los líderes republicanos y anarquistas, unidos a través de espacios de sociabilidad cultural compartidos desde las logias masónicas, las sociedades de librepensamiento o espiritistas.

Cuando los historiadores han indagado en las razones que explican la fuerza del anarquismo en España, y lo contrasten con la debilidad de la recepción del marxismo, no dejan de hacer hincapié en factores de tipo socioeconómico, religioso y políticosocial. En la dimensión socioeconómica se ha resaltado el desarrollo económico irregular, que facilitaba la coexistencia de modos de vida tardofeudales, artesanales y agrícolas con sistemas de explotación modernos y, por lo mismo, modos de percibir la realidad y de ideologías muy contrastados. En estos medios de mayor atraso, de pobreza y analfabetismo, encontró eco el discurso del bakuninismo que supo acomodarse a las necesidades de una sociedad con reivindicaciones tradicionales, con fuertes componentes preindustriales y precapitalistas, muy comunes en marcos sociales de fuerte carácter comunitario. Esta línea interpretativa que muestra una filiación marxista (Pierre Vilar, 1963; Elorza y Ralle, 1982) está hoy en regresión ante una historiografía que presta más atención a la dimensión cultural de los procesos políticos y sociales. Entre otras limitaciones esta perspectiva deja sin explicación convincente el hecho de que en la Barcelona industrial, el peso del anarquismo, bien es cierto que en su dimensión bakuninista, es tan fuerte como entre los campesinos andaluces, donde prendió con fuerza el pensamiento o programa kropokiniano.

Otro elemento de interés para explicar su arraigo en España se centra en su papel en el acelerado proceso de secularización que experimenta España a lo largo del siglo XIX y que fortalece las afinidades entre republicanismo y anarquismo. Fue éste un elemento que resaltaron los analistas del anarquismo andaluz, desde Díaz del Moral (1929) y Gerard Brenan (1943), y que José Álvarez Junco (1977) no ha dejado de resaltar, pero al tiempo que alejaba la interpretación del anarquismo como un movimiento milenarista. Finalmente, no ha dejado de resaltarse la experiencia frustrante que para el primer obrerismo constituye la experiencia del Sexenio democrático y muy especialmente el fracaso de la Primera República, donde quedarían bien expresadas las diferencias entre el proyecto sociopolítico republicano y el propiamente obrerista. Si la República federal que representaba las antípodas del monarquismo isabelino no era capaz de dar satisfacción a las demandas y necesidades de las clases populares, no es de sorprender que éstas se mostraran proclives al universo de emancipación que les ofrecía la ideología anarquista. Dado el fuerte centralismo y la confesionalidad del Estado liberal, el anarquismo, en consecuencia, se afirmaba por sus contrarios: el antiestatismo y un declarado anticlericalismo.

Cuando en junio de 1870 se celebró en Barcelona el primer congreso obrero español se constituyó la Federación Regional Española dentro de la AIT. Para entonces, aunque no habían desarrollado con claridad sus postulados doctrinales, era claro que el dominio del bakuninismo iba a caracterizar los primeros pasos del movimiento obrero español. A pesar de que la mayoría de los delegados del congreso eran catalanes (79 de 84), la nueva FRE de la AIT pasó a ser dirigida por un comité federal formado por la delegación madrileña. Los bakuninistas dominaron igualmente los principales órganos de prensa internacionalista. En Barcelona, La Federación (1869-1874) era redactada por Farga Pellicer, Santiñón y García Viñas; en Madrid, La Solidaridad (1870-1871), por Anselmo Lorenzo, Mora y González Morago; igualmente bakuninista lo fueron en diversos momentos La Emancipación (18711873) y El Condenado (1872-1873), de Tomás González Morago, que hubo de enfrentarse a las posiciones filomarxistas de La Emancipación. Por último, El Obrero (1869-1871), de Palma de Mallorca, era dirigido por otro bakuninista, Francesc Tomás.

No es posible desarrollar aquí en detalle la evolución de la FRE de la AIT bien conocida desde los trabajos de Josep Termes (1977), pero resulta oportuno recordar, algunos de sus hitos más importantes antes del golpe militar que llevó a la Restauración. En primer término, debemos señalar el impacto negativo que para el incipiente movimiento obrero tuvo la represión que siguió a la Comuna de París y que llevó a parte del comité federal de la FRE a huir a Lisboa en el verano de 1871. Entre la huida y la clandestinidad la vida de la FRE discurrió llena de sobresaltos, teniendo que sustituirse el congreso previsto por una conferencia clandestina celebrada en Valencia. Fue allí donde se reafirmó Madrid como lugar de residencia del Comité Federal bajo la dirección de un grupo formado por los hermanos Mora, V. Pagés, P. Iglesias, J. Mesa, V. Sanz y A. Lorenzo, entre otros. Fue este último el que en la Conferencia Internacional de Londres, celebrada en septiembre de 1871, vio en directo el triunfo de las tesis políticas marxistas, contestadas en noviembre por el congreso de la Federación del Jura en Sonvillier. El movimiento obrero español, en el pleito entre politicistas (marxistas) y antipoliticistas (anarquistas), acabaría mayoritariamente apoyando la segunda. Con todo, la presencia en España del yerno de Marx, Paul Lafarge, habría de favorecer una continua conexión por parte del grupo internacionalista madrileño con Engels que, a la larga, constituiría una minoría marxista alrededor de Francisco Mora, José Mesa y Pablo Iglesias. Desde sus inicios la asociación del movimiento obrero con el anarquismo, en su versión bakuninista, fue mayoritaria, y habrían de pasar varios años hasta que en 1879 un grupo en el entorno de Pablo Iglesias formaran el Partido Socialista Obrero Español. Entre tanto, el anarquismo bakuninista, con sus ideales colectivistas, antiestatistas, y su defensa del comunitarismo y de un acusado individualismo, parecía asociarse mejor a una sociedad agraria como la española.

La dirección bakuninista de la FRE se confirmó en el Congreso de Zaragoza de abril de 1872, y su triunfo les permitió formar parte de la delegación española en el Congreso Internacional de La Haya, para poco más tarde formar parte de la Internacional antiautoritaria, bajo las directrices teóricas de Bakunin, Malatesta, Kropotkin y otros, dando fuerza a los planteamientos insurreccionales, a la actividad revolucionaria y a un cierto alejamiento de la vía sindical. En el congreso, celebrado en los últimos días de 1872 y primeros de 1873, se reafirmó la dirección anarquista con la aprobación del Pacto de Saint-Imier estimulando una línea revolucionaria que habría de dejarse sentir en el verano de 1873 en pleno levantamiento cantonalista. Fue así en Alcoy y en Madrid; en Barcelona, por su parte, la división en el interior del movimiento obrero ya vislumbró las tensiones entre la vía estrictamente anarquista y la sindical, ajena ésta a las tentaciones revolucionarias de la dirección de la FRE. Apareció ya entonces una división que habría de permanecer en el interior del primer movimiento obrero español, entre una dirección anarquista, defensora de la revolución como método de lucha, y unas organizaciones obreras defensoras de la vía sindical, reconocibles sobre todo en Cataluña, la zona más industrializada del país. Resulta ilustrativo de ello que en Barcelona sólo hubiera algunos defensores del insurreccionalismo, y no fueran catalanes y tampoco estrictamente obreros. Sus líderes fueron revolucionarios llegados del exilio tras la Comuna de París, como el químico Charles Alerini o el médico Paul Brousse, ajenos al proletariado catalán, más proclives a la defensa de la táctica sindicalista de la huelga.

Esta defensa del método revolucionario se asociaba mejor a la cultura política del republicanismo popular, inserto en unas concepciones jacobinosocialistas que encontraron su eco en las masas cantonales, dirigidas por unos líderes que a menudo fundieron sus ideales republicanos con una defensa del colectivismo agrario, sosteniendo una doble militancia republicana y anarquista muy común en amplios sectores de la FTR en Andalucía (López Estudillo, 2001). Desde la derrota de la cantonal y la posterior liquidación del régimen republicano en enero de 1874 se encontró en la clandestinidad y acentuó su discurso radical, alejándose de las posiciones más reformistas de las bases sindicales y a favor de una nueva articulación orgánica a partir de grupos de acción que conformaron en los primeros años de la Restauración el formato básico del anarquismo español. La confrontación interna entre una mayoría insurreccional y nihilista, de afirmación de un anarquismo puro-García Viñas, Soriano, González Morago, Anselmo Lorenzo-, y los dirigentes proclives al reformismo sindical -Fabra Pellicer, F. Tomás, etc.- que eran minoría, se acentuó hasta llevar tras la desaparición de la AIT a una clara división en la FRE. Habría que esperar a la década de los ochenta para que se produjera una nueva etapa de convergencia entre los ideales del anarquismo y del movimiento sindical (Gabriel, 1979).

1.8.La Segunda Guerra Carlista

La situación del carlismo en los años del Sexenio democrático vino marcada por un proceso de revitalización que arranca del mismo momento en que fue triunfante la revolución. En los años anteriores el carlismo había pasado por un período de desconcierto, una vez que la guerra de los motiners fue concluida en 1849. Desde entonces hasta septiembre de 1868 el carlismo pasó por una fase de crisis interna y reorganización. La atonía del partido se percibía en su escasa capacidad de movilización, en la división interna y en la inexistencia de proyectos de futuro. La dirección del partido, instalada en París, corría a cargo de una Comisión Regia, creada en 1849 y bajo la presidencia del marqués de Labrador; los asuntos militares estaban bajo la dirección del general Cabrera. Derrotados militarmente, políticamente sin horizonte y divididos en su interior, los carlistas no fueron en la década de los cincuenta y sesenta un problema real para el sistema isabelino. Las intentonas de golpe de fuerza fueron escasas y mal organizadas. La más importante, el desembarco en San Carlos de la Rábida en 1860, constituyó un rotundo fracaso y al año siguiente la muerte del conde de Montemolín abrió un período de interinidad que transitoriamente ocupó su hermano don Juan. La inclinación liberal de don Juan provocó una fuerte crisis interna que el entorno de la princesa de Beira acometió preparando la sucesión en la persona del hijo de don Juan: Carlos de Borbón y Absburgo, Carlos VII.

Con el triunfo de la revolución de septiembre y la renuncia de don Juan en favor de su hijo, el carlismo inicia una etapa de reorganización política, rearme militar y redefinición ideológica. Desde el punto de vista numérico experimentó un notable crecimiento por la recuperación de los sectores tradicionalistas, la entrada de un núcleo moderado y, sobre todo, por la incorporación de los neocatólicos. La presencia neocatólica dotó al partido de unos nuevos registros, bajo la dirección de Aparisi y Guijarro, Navarro Villoslada y Cándido Nocedal, entre otros. Partidarios de la lucha legal y del acceso pacífico al poder, su estrategia y, sobre todo, sus planteamientos ideológicos chocaron con el núcleo más transigente y moderno del carlismo, que deseaba -y a por vía parlamentaria o por la insurreccional— dotar al partido de un programa menos cerrado e intransigente. Este sector, identificado con la figura casi mítica del general Cabrera, Díaz de Rada y otros militares, era considerado como heterodoxo y masonizante por los puros, aquellos baluartes del integrismo que se apoyaron de un modo decidido en la figura de la princesa de Beira, de doña Beatriz, madre de don Carlos, y en los modos y principios que inspiraban la corte de Módena, la más reaccionaria de Europa, y donde se formó el joven pretendiente carlista. Al lado de estos dos sectores estaba el grupo formado por aquellos veteranos de la guerra civil, leales a la figura del pretendiente, que Román Oyarzun consideraba en el terreno ideológico equidistantes de neocatólicos y cabreristas (Oyarzun, 1969).

La confrontación entre Cabrera y el neocatolicismo se resolvió con la salida de aquél del partido tras la Asamblea de Vevey en 1871. Residente en Inglaterra, casado con una protestante, Cabrera a finales de los años sesenta distaba del militar que había dirigido los ejércitos carlistas y, tras su dimisión en marzo de 1870, quedaba apartado de toda intervención oficial en la marcha del carlismo. Cuando Alfonso XII ocupó el trono, el general carlista lo reconoció como rey de España en un documento firmado en París. Como muestra de reconocimiento y gratitud, Alfonso XII lo confirmó en todos sus honores y cargos de conde de Morelia, marqués del Ter y capitán general de los ejércitos españoles.

La confrontación interna mantuvo al partido en un cierta desorientación. Los partidarios de la acción legal se movían a través de la Junta Central, bajo la dirección del marqués de Villaradias, constituyendo Juntas locales y provinciales en toda España. A partir del apoyo de una importante campaña de propaganda, con la edición de folletos, periódicos (160) y revistas difundieron el ideario neocatólico por todo el país. Los partidarios de la acción militar realizaron varios intentos de insurrección que se saldaron con un estrepitoso fracaso. El coronel Balanzategui en León, el general Polo, en La Mancha, Sabariegos y el cura de Alcorcón, la fallida intentona de Pamplona y Figueras…, marcan los fracasos insurreccionales del carlismo tras la septembrina. El fracaso militar expresaba los límites de la organización militar carlista, así como la ausencia en su interior de auténticos hombres de Estado.

Bajo el creciente influjo de los neos, Carlos VII se inclinó por la lucha legal y nombró jefe del partido a Cándido Nocedal tras la reunión de Vevey en agosto de 1871. Esta posición venía avalada por la presencia de una veintena de diputados carlistas en las Constituyentes y por el incremento de diputados (57) y senadores (27) obtenido tras la alianza electoral con los republicanos en las elecciones de marzo. La presencia de Nocedal, Estrada, Villoslada, Barrio y Mier, Ortiz de Zárate y el conde de Orgaz en el Parlamento, y de Navarro Villoslada, Tejado, conde de Montenegro, y los doctores Caixal y Monescillo en el Senado, dio al carlismo un protagonismo impensable unas décadas antes. El retroceso electoral del carlismo en las elecciones del año siguiente (35 diputados y algunos senadores) mostró, sin embargo, que la vía legal tenía unos límites muy precisos. Ante esta situación fue poco a poco recuperándose la idea de una acción militar que contaba con el apoyo del general Díaz de Rada, los cabreristas y el propio don Carlos.

En abril de 1872, tres días después de abrirse las Cortes amadeístas, se produjo un primer intento fallido del general Castells en Barcelona, Dorregaray en Valencia, Savalls en Gerona y Ferrer en el Maestrazgo. El fracaso de la sublevación en el País Vasco, donde debía concentrarse el mayor apoyo a la entrada de don Carlos, dio por concluida la primera intentona carlista. Con todo, don Carlos penetró en el país donde apenas encontró un contingente de 1.500 hombres. Dos días después las tropas gubernamentales, dirigidas por el general Moriones, lograron una fácil victoria en Oroquieta. El fin de las hostilidades se saldó con la firma del convenio de Amoravieta en el que Serrano, con un espíritu de transacción, ofreció unas condiciones muy favorables a la reincorporación de los sublevados. En el convenio se concedía un indulto general a los insurrectos que se presentasen, con armas o sin ellas, a las autoridades liberales, se daban garantías a los emigrados políticos para su vuelta a España, se permitía el reingreso en el Ejército con los mismos cargos a aquellos que lo habían abandonado en favor de la causa carlista y, finalmente, Serrano se comprometía a pedir al Gobierno que las Juntas vascas se pudieran reunir según fuero.

El efecto del convenio fue una gradual deserción de las partidas carlistas, a pesar de que tanto don Carlos como varios líderes significativos del carlismo -Valdespina, Careagas, Cubillas, el cura Santa Cruz…- no aceptaron el Convenio de Amoravieta. La lucha seguía en Cataluña, donde el infante Alfonso, hermano de don Carlos, se había convertido en el jefe militar de Cataluña y Aragón. La permanencia de estos núcleos carlistas llevó a don Carlos a firmar un documento en junio de 1872 en el que reconocía a catalanes, aragoneses y valencianos los fueros que habían sido derogados por Felipe V el siglo anterior.

Los efectos del desastre de Oroquieta fueron notables para la dirección carlista. Se disolvió la Junta Militar vasconavarra y cesó el secretario de don Carlos, el capitán de Estado Mayor Emilio Arjona. En octubre de 1872 fue nombrado comandante general de Navarra y el País Vasco Antonio Dorregaray, iniciando desde ese mismo momento una reorganización militar en todo el norte de España. Olio se convirtió en comandante general de Navarra; Martínez Velasco, de Vizcaya; Eustagui Llorente, de Alava, y Valdespina se convirtió en jefe del Estado Mayor. Para diciembre estaban en condiciones de iniciar de nuevo la lucha armada. La presencia de numerosas partidas, entre ellas la dirigida por el cura Santa Cruz, mantuvo abierto un conflicto que se generalizó en 1873. Paulatinamente los carlistas ocupan diversos territorios en el País Vasco, Navarra y Aragón. La entrada de don Carlos en España en julio estimuló el avance carlista que en agosto tomaba Estella y en noviembre derrotaba en Montejurra al general Moriones. En los meses siguientes los carlistas consolidaron posiciones en el territorio vasco. Toda Vizcaya, excepto Bilbao y Portugalete, gran parte de Guipúzcoa, Navarra entera menos Pamplona y la Ribera eran carlistas, y en Alava sólo Vitoria y La Guardia se escaparon a su control. En menor escala Cataluña también vio el avance de los carlistas, y en Valencia, Cucala venció en Játiva y Santés en Albacete y Cuenca.

La guerra una vez más puso de manifiesto la extrema virulencia con que cada ejército trataba las poblaciones sometidas. El guerrillero Santa Cruz, el cura de Hernialde, protagonista central de la obra de Valle Inclán Gerifaltes de antaño (1909), constituyó una pesadilla no sólo para las tropas liberales, sino para el propio ejército carlista, ya que su muestra de autonomía y sus decisiones militares no se ajustaban a las reglas dictadas por el Estado Mayor carlista. Su enfrentamiento con el general Lizarraga y la violencia y represión que ejercía sobre los territorios ocupados dificultaron el reconocimiento internacional de la causa carlista. Las tensiones entre el cura guerrillero y los generales fueron tan fuertes que se vio obligado a abandonar la lucha en medio de duras críticas por el procedimiento y estrategias militares de los oficiales. Para el cura la guerra contra los liberales debía llevarse a cabo mediante una estrategia de guerrillas y no por procedimientos arcaicos, caducos e inadecuados como, según el cura de Hernialde, desarrollaron los generales. Para julio de 1873 ya había abandonado la guerrilla y se exilió en el País Vasco francés, y aunque intentó volver a movilizar guerrillas meses más tarde, el fracaso le llevó al definitivo abandono de las armas. El cura Santa Cruz, mito irredento de la Segunda Guerra Carlista, acabó ingresando en la Compañía de Jesús, dedicándose a tareas de evangelizadon hasta su muerte en el Seminario de Pasto, Colombia, en 1926.

De toda la guerra, el sitio de Bilbao constituye el momento más firme de la presión carlista. Desde enero de 1874 la toma de Portugalete, y tras él Luchana, Deusto, Banderas y otros lugares del entorno urbano, dejó la ciudad sitiada durante varios meses. El sitio de Bilbao, que Miguel de Unamuno recreó en Paz en la guerra (1897), representa el momento épico más destacado de la confrontación militar entre carlistas y liberales. Desde el verano las posiciones carlistas empezaron a ceder, mostrando su incapacidad para volcar en su favor el dominio que conservaban sobre el territorio rural y las masas campesinas. En julio de 1874 don Carlos lanzó el famoso Manifiesto de Morentin, donde mostraba su transigencia con el mundo moderno y prometía respeto a los compradores de bienes desamortizados, lo que años más tarde sería utilizado en su contra por los integristas. Hasta febrero de 1876 los carlistas mantuvieron una guerra que se asentaba sobre unos principios abiertamente confrontados con la modernidad y que les permitió, si bien de un modo incompleto, el establecimiento de un aparato estatal propio en el norte del país.

Las circunstancias de la guerra permitieron, aunque con muchas dificultades, el establecimiento de un auténtico Estado alternativo en el norte del país. El Estado carlista, que ha estudiado con detalle Julio Montero (1992), pone de manifiesto tanto las ambiciones como las posibilidades de la Monarquía católica. Integraban el Estado carlista las tres provincias vascas y Navarra, con ligeras oscilaciones derivadas de los avatares bélicos. Fueron establecidos derechos arancelarios y aduanas, bajo el permanente Estado de guerra. La base de este Estado fueron las Diputaciones, que se ocuparon de todo tipo de actividades: levas, enseñanza, pero también del orden público y de la dirección económica. La elección de las diputaciones, hecha generalmente desde arriba, pasó a las manos de las Juntas Generales -los “cuerpos universales” de la provincia-, reunidas en 1874 en Alava y al año siguiente en Guipúzcoa y Vizcaya. La defensa de la foralidad pasó a ocupar un lugar central en la definición ideológica de la monarquía católica. Dentro de un acusado romanticismo, de ambiente y raíz tradicional, la ideología carlista desde el Sexenio se impregnó de valores fuertemente dominados por el catolicismo más intenso, por este componente fuerista, y un acusado autoritarismo monárquico en el ejercicio del poder.

La corte de don Carlos tuvo un carácter itinerante, ubicándose preferentemente en Estella y Durango. Desde abril de 1874 el “despacho universal” del pretendiente quedó dividido en tres secretarías de Estado, una especie de gobierno que atendía a las exigencias de todo Estado. Una primera secretaría de Guerra fue ocupada por el general Elio. La segunda, de negocios Extranjeros y Estado, la ocupó el marino Romualdo Martínez Viñalet; por último, la de Gracia y Justicia, Hacienda y Gobierno político quedó en manos de Luis Mon y Velasco, conde del Pinar. Poco después, la división de este macroministerio permitió a Pablo Díaz del Río ocuparse de Gracia y Justicia. En 1875 cesó Martínez Viñalet y Estado quedó en manos del conde del Pinar. Negocios Extranjeros pasó a Ceferino Suárez Bravo. Poco a poco los carlistas fueron estableciendo diversas tareas administrativas. Con sede en Oñate, en agosto de 1874 se constituyó el Tribunal Superior de Justicia, concebido como una continuación del que funcionó en Estella durante la Primera Guerra Carlista. Su presidente fue el magistrado Salvador Elío. Igualmente, el Estado carlista estableció un servicio de correos y emitió moneda. Hubo un periódico oficial, El Cuartel Real, desde agosto de 1873, y las diputaciones dispusieron de boletines oficiales. En el resto del país la prensa carlista proliferó hasta que, al igual que la cantonalista, fue suspendida en enero de 1874. Como una muestra de la significación que se daba a la educación, en febrero de 1874 se restableció la Real y Pontificia Universidad de Oñate, siendo nombrado rector el deán de Pamplona, Luis Elío. La Universidad de Oñate culminaba así una estructura educativa que venía acompañada por el Real Seminario Vasco-Navarro de Vergara y los colegios de Orduña y Tolosa, regidos por jesuítas y franciscanos, respectivamente.

La capacidad de supervivencia de esta estructura estatal estuvo vinculada a la limitación de recursos materiales, a la propia evolución de la guerra y, no menos, a las peculiaridades propias de los dirigentes carlistas. Se ha dicho que un problema importante de la causa legitimista fue la ausencia de auténticos hombres de Estado. Las disensiones en el interior del carlismo fueron constantes y ello hubo de contribuir a debilitar la causa. Aunque se vituperaba la falta de disciplina e ilusión del ejército liberal, no es menos cierto que sus recursos y equipamiento superaban abiertamente, los carlistas en una proporción de cuatro a uno. Tras la primera fase de la guerra, de la pacificación del centro hasta que Dorregaray fue batido, la ocupación total de Cataluña se logró en el verano de 1875, después de la conquista de Olot y Seo de Urgel; finalmente, la última etapa se ocupó de neutralizar la fuerza en el País Vasco y Navarra y culminó con la salida de don Carlos hacia Francia en febrero de 1876.

Más allá de la causa legitimista, ¿cuáles fueron los factores explicativos de la persistencia del carlismo como fenómeno sociopolítico e ideológico? La historiografía reciente se ha centrado en la confluencia de tres determinantes históricos bien diferenciados: la resistencia campesina a la penetración del capitalismo en el mundo rural, la resistencia autonómica al centralismo liberal, y la persistencia de formas de religiosidad tradicionales, afines a una doctrina de carácter integrista que hizo del proceso secularizador un campo de batalla central a la “cultura” tradicional. Cada una de estas esferas habría de experimentar en los años siguientes una mutación considerable. La industrialización y la penetración de relaciones económicas capitalistas en el mundo rural habría de descomponer la sociedad tradicional y convertir al campesino tradicional en un proletariado agrario en el sur o en un aparcero o pequeño arrendatario en el centro y norte del país. La centralización, forzada por los decretos de Cánovas del Castillo en julio de 1876, acabó con los restos del sistema foral vasco y facilitó la conversión del viejo fuerismo en un nacionalismo vasco de base étnica, católica y xenófoba. Finalmente, la secularización de la nueva sociedad liberal puso de manifiesto la confrontación creciente entre católicos y anticlericales, protagonistas de fórmulas de movilización y confrontación desconocidas hasta entonces.

1.9.La cuestión antillana

Desde mediados del siglo XIX en España se reprodujo un espíritu colonizador que estaba en línea con lo practicado en la Europa del momento y a través del cual se expresaba el espíritu de una nueva generación que no había sido protagonista de la crisis final del Antiguo Régimen y que iniciaba una fase de expansión capitalista. Fue cuando España se vio envuelta en un conjunto de empresas coloniales que acabaron de un modo desfavorable y la llevaron a varios conflictos en el ámbito internacional. Fueron éstos la expedición hispano-francesa a la Conchinchina (1858-1862), la guerra con Marruecos (18591860), la anexión y posterior guerra en la República Dominicana (1860-1865), la invasión de México por la fuerza tripartita franco-anglo-española (18601863) y, finalmente, la llamada guerra del Pacífico (1865-1866). De todas esas empresas la que presentaba un mayor empeño era la reconquista de Santo Domingo, antigua Española, que formaba parte del meollo territorial de España en las Antillas y que tenía un alto interés estratégico, en un momento en que EE UU estaba promoviendo un fuerte movimiento para anexionarse Cuba y la República Dominicana. Aunque la anexión fue pacífica, en parte por la presencia de la guerra civil norteamericana, la guerra posterior habría de tener notables repercusiones en todo el área.

Fue en la guerra dominicana donde se formaron algunos de los militares más importantes de ña década siguiente y donde, peleando por la causa española, estuvieron los dominicanos Máximo Gómez Báez, Modesto Díaz y los hermanos Marcano, quienes se refugiaron en Cuba y en 1868 se incorporaron al Ejército cubano independentista. Como ha señalado Manuel Moreno Fraginals (1998), la guerra en Santo Domingo definió en parte la situación cubana, y en 1868, cuando se proclamó la Gloriosa revolución, el universo antillano estaba en condiciones de buscar nuevos horizontes al margen de la metrópoli distante que era España. Un factor decisivo de esta situación provenía de la cercanía de EE UU con quien mantenía Cuba una intensa actividad comercial, seguía con interés su experiencia democrática y veía con asombro su intenso desarrollo económico. Esa relación intensa estaba estimulando el intervencionismo y un ambiente anexionista que venía impulsado por intereses materiales muy concretos. Tras el triunfo de los antiesclavistas, la situación cubana, con una base económica esclavista, una rígida estructura de clases y la ausencia de instituciones representativas, llevó a EE UU a un anexionismo que se concretó en la oferta de compra de Cuba.

En este ambiente en 1868 y en sólo 17 días se produjeron tres rebeliones que habrían de tener hondas repercusiones: el Grito de Lares (23 de septiembre) que dio inicio a la lucha independentista de Puerto Rico, la revolución Gloriosa en España el 29 de septiembre y la sublevación de Manuel de Céspedes en La Damajagua, el 10 de octubre, comienzo de la primera guerra de la independencia cubana, conocida como la Guerra de los diez años y que terminó tras la Paz de Zanjón en 1878. Todo apuntaba a una conexión entre las diversas vías de reforma/revolución a los dos lados del Atlántico, pues era notoria la relación de amistad que había entre el general Prim y Manuel de Céspedes, que durante su juventud había estudiado en Cataluña. Resultaba evidente el espíritu reformista que se acogía bajo las tres iniciativas, pero la evolución de unas y otras iba a ir por derroteros distintos. De un modo u otro, ambos eran reflejo de la oposición entre el viejo ambiente moderado que había controlado la política isabelina y la vía antirreformista desarrollada en las Antillas. La revolución apuntaba a una nueva situación que, sin embargo, la dinámica de los hechos no siempre iba a confirmar.

En 1868, sin embargo, la situación política, en su propia confusión, apuntaba a que esa simultaneidad podía responder a determinadas conexiones entre ellas, ya que el gobierno español resultante de la revolución, por sus intereses económicos, nexos familiares y filiación política, apoyaba la línea reformista criolla. No obstante, cada una de las tres rebeliones definieron sus campos. Para los políticos y generales isabelinos quedaba claro que las tres eran igualmente enemigas, de modo que se plantearon dos objetivos: acabar con la insurrección en Cuba y derrotar la revolución en España, restaurando la monarquía isabelina.

La rebelión de Céspedes comenzó en un pequeño ingenio azucacero, técnicamente atrasado y trabajado por esclavos. Dadas las dificultades internas de España, con la inestabilidad gubernamental, el breve reinado de Amadeo y las guerras carlista y cantonal, la atención al problema cubano fue menor y permitió a los sublevados organizarse militarmente y estructurar un gobierno republicano en armas y un cuerpo jurídico ad hoc que incluía la petición de anexionar Cuba a EE UU. Pronto desapareció esta tendencia anexionista, a pesar de que una parte de sus jefes eran americanos que habían combatido en la guerra de secesión contra el sur. Con la incorporación de Máximo Gómez y Modesto Díaz y los hermanos Marcano, experimentados en la guerra dominicana, se dio un nuevo paso en las operaciones militares, perfectamente acomodadas a las condiciones de la isla, con armamento pobre y escasa experiencia de los combatientes. En ellas se fueron forjando combatientes llamados a ocupar un lugar de privilegio en el Ejército cubano como Ignacio Agromonte y Loinaz o los hermanos Maceo.

La mayor dificultad encontrada por los españoles fue la capacidad destructiva del verano antillano, con un insoportable calor tropical, lluvia, fango, mosquitos y unas condiciones que facilitaban el desarrollo de la fiebre amarilla, el paludismo y otras enfermedades que resultaron más efectivas que un ejército bien organizado. Durante los primeros años la guerra estuvo ubicada en el oriente de la isla, pero desde 1875 se trató de llevar la guerra al occidente, la parte más rica, pero el Ejército español logró frenar su avance en el centro. Las fuerzas españolas establecidas en Cienfuegos destinaron soldados a proteger los principales ingenios azucareros. Tras la llegada de Martínez Campos, la campaña militar resultó larga y penosa, pero mostró la incapacidad de los sublevados de avanzar en el plano militar y logró avances en el terreno político. En la zona central de Cuba, donde se estableció el Estado mayor del Ejército español, se llegó al acuerdo con las autoridades municipales de que los soldados destacados en los ingenios azucareros recivieran unos haberes mensuales de quince pesos o equivalente y que la manutención fuera proporcionada por los hacendados. En estas circunstancias el Ejército acabó constituyendo un instrumento de fomento de la emigración y los soldados una sustitución de la mano esclava que fue ubicada en los campos de caña. Como resalta Moreno Fraginals (1998), se quebró por vez primera el prejuicio de que fabricar azúcar era cosa de negros. De hecho, nacía otra realidad: que el trabajo de los ingenios era cosa de blancos y el corte de la caña de los negros.

Hacia 1877 la guerra había disminuido de un modo evidente en un momento en que la industria del refino americana estaba amenazada por la competencia del azúcar de remolacha europeo. En esas circunstancias se apunta a un potencial acuerdo entre los líderes del exilio y los hacendados que acabó llevando a la Paz de Zanjón. En sus líneas maestras, se planteaba en la misma que Cuba pasase a figurar como provincia española con representación en el Senado y las Cortes, libertad de imprenta, nueva división territorial, y los esclavos que hubieran peleado por cualquiera de los dos bandos serían declarados libres. Al margen de esos acuerdos quedó Maceo, que no aceptaba que en el mismo no figurara la abolición de la esclavitud ni la independencia de la isla.

Aunque resulta difícil evaluar los costes humanos de la Guerra de los diez años, las bajas se evalúan entre 65.000 y 80.000 soldados. Las cifras oficiales dadas por las autoridades españolas fueron de 58.414 más 6.248 desertores, extraviados y en presidio. La paz se logró una vez derribada la República y con Cánovas en el poder. Tofo indicaba que la cuestión antillana había sido un problema irresoluble para la democracia española. Pero, más allá de su dimensión militar, ¿cuáles fueron las repercusiones de la experiencia democrática en las islas?

Una de las principales tareas que se propusieron los revolucionarios en España fue la de dar una solución a la cuestión social, la de liquidar la esclavitud y para ello analizar la situación en las Antillas. La realidad mostraba que la estructura productiva de las dos islas era muy distinta y que, así como en Puerto Rico era viable la abolición, como se llevó a cabo en 1872, sin embargo, en Cuba el sistema productivo no podía prescindir de la misma. No obstante, la abolición era una exigencia básica de los revolucionarios independentistas y, por su parte, Francia e Inglaterra reclamaban una ley de abolición. EE UU, a su vez, no sólo la exigía, sino que amenazaba con reconocer a los beligerantes si no se decretaba la suspensión del sistema. Como la propia revolución del 68 se alimentaba de los principios de libertad y sus líderes representaban al abolicionismo, la solución fue la llamada Ley Moret, que declaraba libres a los que nacieran de madre esclava, a los menores de cierta edad y a los mayores de determinado límite. De este modo, la Ley Moret no liberó a los esclavos, pero aflojó la presión que existía sobre el gobierno revolucionario. Poco más tarde, durante la breve experiencia republicana se dictó la plena abolición para Puerto Rico. Cuba habría de esperar hasta 1886.

Más allá de la percepción que desde España y su historia presenta esta guerra, conviene resaltar que fue durante ella cuando se llevó a cabo la gestación del nacionalismo cubano. Si España no venció en el campo de batalla, sino que logró un acuerdo para liquidar la guerra, no es menos cierto que en términos de futuro salió derrotada, pues los temas centrales de la exigencia revolucionaria -independencia y abolición- habrían de llevarse a cabo en las décadas siguientes, en medio de una dura crisis nacional en la península. No obstante, ese proceso será desarrollado en el capítulo 4.
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El reinado de Alfonso XII (1875-1885)

2.1.Cánovas, el alfonsismo y los orígenes de la Restauración

Cuando la historiografía explica los elementos que facilitaron el proceso restaurador y la entronización de Alfonso XII tras la experiencia del Sexenio, fija su atención tanto en factores de carácter social, como políticos y de relaciones internacionales. Resultaría imposible interpretar de un modo adecuado el tránsito de la República federal y unitaria al sistema canovista si no se hiciera referencia a ese componente múltiple que está en la base del triunfo restaurador. José María Jover (1981) ha insistido en que el tránsito al nuevo orden se operaba en una sociedad preparada, inducida por sus grupos dirigentes a la Restauración y a lo que ésta conllevaba. La identificación entre revolución y democracia, el temor irradiado por la Comuna parisina y el hecho decisivo de que el Sexenio no había alterado sustancialmente los fundamentos del poder habían estimulado la reorganización de los sectores más proclives a liquidar la experiencia democrática. Así, Ejército, Iglesia y las clases medias y altas vieron en la figura de Alfonso XII y la Restauración de la monarquía un nuevo orden, más adecuado a la nueva realidad internacional y las expectativas de las clases conservadoras.

Naturalmente, la Restauración no apareció en el horizonte político español de un modo repentino y fueron múltiples los impulsos y los medios en los que se fomentó la monarquía en la figura del hijo de Isabel II ya desde el mismo momento en que la reina había ido al exilio. No obstante, el proceso que llevó a Alfonso a ocupar el trono fue el producto de largos trabajos diplomáticos entre los que no fue menor convencer a la reina para que abdicase en su hijo, dada la inviabilidad de que la otra restauradora se hiciera en su persona. Los motores del cambio están tanto en los trabajos del alfonsismo, como en el mundo de los negocios y los grandes intereses económicos y en un sector del Ejército cada vez más proclive a un nuevo orden político, acorde con valores más ajustados a la mentalidad tradicional. Es indudable que el protagonista principal de ese proceso fue Antonio Cánovas, que en pocos años supo convertir un minúsculo grupo parlamentario en una fuerza política sólida, capaz de neutralizar el peso de los sectores republicanos, de un lado, y del tradicionalismo carlista, de otro. Para ello tuvo que neutralizar la influencia de los moderados ante la reina, una condición imprescindible para poder restaurar la monarquía en España. Con todo, la obra de Cánovas no podía llevarse a efecto con los recursos internos; debía, a su vez, aprovechar el ambiente conservador que daba al contexto internacional la Alemania bismarckiana y las dos sedes principales del legitimismo monárquico: Viena y San Petersburgo.

El principal motor de la obra restauradora se encuentra en la fundación del alfonsismo. Su punto de partida hay que buscarlo en un pequeño núcleo que en torno a Cánovas se formó en las Cortes Constituyentes de 1868, formado por Luis Estrada, José Elduayen, Francisco Silvela, Saturnino Alvarez Bugallal, Joaquín Vázquez de Puga, Manuel Quiroga Vázquez y el propio Cánovas. Con el tiempo, en su trabajo de oposición este reducido grupo de orientación liberal conservadora habría de gestar en su entorno una fuerza política que se caracterizaba tanto por su oposición al republicanismo como por la idea que debía nutrirse de todas aquellas tendencias que buscaban al príncipe Alfonso y a la monarquía liberal como horizonte de futuro. A diferencia del viejo moderantismo, asentado sobre el exclusivismo de partido y la reintegración al trono de Isabel II, los canovistas consideraron inviable una marcha atrás del tiempo histórico y la necesidad de aglutinar a todos los descontentos de la Monarquía democrática y la República. Para ello crearon multitud de círculos alfonsinos, unos de tendencia moderada y otros de carácter más liberal, tratando de que el viejo moderantismo no fuera la base exclusiva del proyecto. Así, en Madrid se formaron tres círculos alfonsinos, el liberal, el conservador y el popular, con la idea de hacer de ellos el centro de una movilización general que los convirtiera en un movimiento, mucho más que en un partido.

Con ese modelo, los círculos alfonsinos, liberales, conservadores y moderados, se fueron extendiendo por todo el país. Junto a ellos, banquetes, tertulias y salones se convirtieron en un medio de difusión del proyecto restaurador, sobre todo entre las clases medias y altas, pero también entre las populares. Como resaltaba La Época en abril de 1874, la idea de que la obra restauradora fuera de un solo partido debía ser abandonada. Se trataba de un movimiento abierto, de un proyecto destinado a convencer de que la restauración de Alfonso XII era algo superior a los intereses de todos los partidos, y que en ese proyecto podían concurrir, sin renunciar por ello a su doctrina y a su porvenir, todas las agrupaciones liberales. Las fronteras ideológicas del alfonsismo se situaron en el republicanismo, de un lado, y en el carlismo, de otro. Como ha recordado Manuel Espadas (2000), dos afirmaciones exigía el alfonsismo: fidelidad al liberalismo, encarnado en la forma de Monarquía constitucional, y lealtad al príncipe Alfonso, símbolo del equilibrio entre autoridad y libertad. “Mi propósito —había escrito Cánovas al conde de Torres Cabrera- es que nadie deje de ser alfonsino por antecedentes y escrúpulo político, y para esto hacen falta dos centros, cuando menos, en cada pueblo; uno más conservador donde quepan hasta los que la impaciencia ha hecho carlistas cuando vean que el carlismo es la más lenta y difícil de las soluciones; y otro más liberal donde puedan acogerse todos los desengañados de la revolución. Sólo de esta manera puede formarse el ancho molde que una dinastía necesita para hacer sólida y fecunda la institución monárquica” (Sánchez Férriz, 1984).

Como movimiento político el alfonsismo no tuvo, pues, un cuerpo de doctrina, y su desarrollo se caracterizó por su desorientación hasta que se hizo con su control Antonio Cánovas. Con anterioridad se había movido ya en los aledaños del Partido Moderado, ya en el entorno de Montpensier. Sólo tras la abdicación de Isabel II en junio de 1870 parece reorientarse el trabajo del alfonsismo, pero habrían de pasar aún muchos meses, hasta octubre de 1872, para que Cánovas se decidiera a encabezar el proyecto, a pesar de que en la práctica lo liderara desde principios de año. Para que ese proceso se cumpliera fueron necesarias la ruptura de Isabel II con Montpensier y una falta de colaboración del general Serrano. Desde agosto de 1873 se concedieron a Cánovas plenos poderes y desde entonces sería el líder indiscutible de un proceso restaurador que concibió a medio plazo, y siempre bajo control de su persona. El traspaso de poderes a Cánovas era fundamental para el propio diseño de la restauración. Las manipulaciones de la reina exiliada, los contactos con el pretendiente carlista, o la idea de una refundación de las dos ramas de la familia Borbón tuvieron eco en el ambiente parisino. Nada más alejado de la idea de Cánovas que convertir el movimiento alfonsino en un nuevo universo de acomodación de aquellas opciones anejas a los dominios del moderantismo. Lo que buscaba como fundamento de la monarquía era la asimilación de la mayor parte de los desengañados de la revolución, quebrando así el dominio del moderantismo.

Con ese planteamiento, resultaba fundamental superar todo tipo de venganzas y extender el proyecto entre aquellas capas de la sociedad que deseaban paz y orden, que veían en el republicanismo un universo utópico peligroso para el orden social. Su trabajo se hizo efectivo entre las capas acomodadas de las ciudades donde las clases medias fueron receptivas al discurso liberal conservador. Apoyado por una amplia prensa en la capital y en provincias, pronto estuvo de moda ser alfonsino: el clero, las mujeres de la alta sociedad y la burguesía, y amplios sectores del Ejército difundieron el ideal restaurador de un modo especialmente efectivo. Como había señalado el embajador inglés, The Ladies Revolution, la presencia de las mujeres de clase media y alta, y el trabajo de las tertulias y salones fueron fundamentales en la difusión y triunfo del movimiento alfonsino.

Pero también fue central el papel del Ejército, a pesar de que Cánovas lo viera como un elemento de apoyo y no como el protagonista único y principal de la tarea restauradora. La atracción a su campo de los mandos del Ejército fue una de las preocupaciones prioritarias del alfonsismo. Se trataba de articular los dos movimientos, el civil y el militar, para que en el momento oportuno cayera como fruta madura. Por ello Cánovas se preocupó de ir fortaleciendo posiciones en los mandos, y la propia campaña frente al carlismo iba dando frutos: primero los mandos declaradamente moderados, después aquellos generales que habían apoyado la revolución, pero que denostaban el desorden, y finalmente todos los que observaban con inquietud la propia “desintegración” del Ejército. Poco a poco fueron alfonsinos no sólo aquellos moderados como Cheste, Lersundi, Caballero de Rodas, Balmaseda, Soria, Santa Cruz o Riquelme, sino generales que habían sido leales a la revolución y que en su pertenencia al unionismo participaban de la estrategia de Cánovas, como Jovellar, Primo de Rivera y Concha, a través del cual preparó el político malagueño la vuelta de Alfonso. El papel del Ejército en la labor restauradora ha sido objeto de debate en la historiografía reciente, porque el carácter civilista de los trabajos políticos no podía prescindir del Ejército, y Cánovas hiló un tejido militar preparado para complementar la estrategia civil. Es por ello que la presencia del Ejército ha sido valorada de modo distinto, ya como un apoyo y complemento de la acción política (Seco Serrano, 1984; Espadas Burgos, 2000), ya como un sujeto activo fundamental en el proyecto, sin el cual no era posible cumplir los cometidos diseñados (Rubio, 2001).

La reconstrucción de los hechos históricos muestra que los trabajos de Cánovas en el Ejército fueron tempranos, pero que galvanizaron las diversas tentativas de golpe de algunos generales moderados que presionaban a favor de un pronunciamiento clásico. Es por eso que frenó los intentos de un sector del alfonsismo de aprovechar el golpe de Pavía en enero de 1874 y que, más tarde, considerara inoportuna la sublevación de Martínez Campos que habría de llevar a la Restauración. Cánovas entendía que la monarquía no podía sobrevenir únicamente por la acción militar, sino que debía madurar por la acción política, y sólo subsidiariamente debía intervenir el Ejército, cuando los trabajos políticos estuvieran ya desarrollados. Así, la acción militar no sería otra cosa que la culminación de un proceso, pero no el punto de partida; un régimen estable no podía partir de un pronunciamiento, como había dominado el cambio político en el período isabelino.

La negativa a aprovechar el golpe de Pavía, a pesar de la fuerte presión a que fue sometido por el entorno militar moderado, descansaba en opinión de Cánovas en dos factores. El primero, que la República unitaria salida del golpe de Pavía tenía como eje la persona del general Serrano que, tras la aceptación de la jefatura radical, a condición de mantener el régimen, se mostraba reacio a favorecer la proclamación de Alfonso. El segundo, de carácter político, resaltaba la coexistencia en el gobierno de posiciones y fuerzas muy dispares, tanto entre los militares y civiles, como entre cada uno de ellos, de ahí que Cánovas percibiera un futuro deterioro de la situación política que facilitaría la obra restauradora. Esta posición, sin embargo, se encontró con la incomprensión de los moderados, que no podían aceptar la oportunidad perdida. El hecho es que el líder conservador marcó una estrategia gradual que contemplaba una acción coordinada en la difusión del alfonsismo por toda España junto a la acción militar de uno de sus hombres de confianza, sobre todo del general Concha.

La elección de Concha, como de Jovellar y Primo de Rivera, como los referentes canovistas dentro del Ejército, responde además a una estrategia de alto alcance, ya que su carácter unionista se oponía al moderantismo de Balmaseda y Martínez Campos. Entre unos y otros mediaba una concepción muy distinta de lo que debía ser el nuevo régimen. Para el moderantismo se trataba de una restauración de lo anterior a la Gloriosa, y Cánovas en ningún momento contemplaba esa posibilidad. Si el triunfo del alfonsismo se desarrollaba por un golpe militar de carácter moderado, el proyecto político canovista corría peligro. Por el contrario, una operación sujeta al control de Cánovas con el apoyo de los generales que habían participado en la revolución constituía una garantía de que el horizonte político representaba una nueva etapa de síntesis, de “reconciliación” del monarquismo, más allá de las disputas que llevaron a unos y a otros a confrontar por las prácticas exclusivistas del Partido Moderado. Ello no quiere decir que Cánovas no tuviera necesidad el Ejército para esa tarea, pero siempre que se desarrollara bajo sus designios y con el cometido de crear un régimen muy distinto del anterior.

Ni los complots provocados por el moderantismo a lo largo del Sexenio, ni el del general Pavía respondían a ese criterio. El designio de Cánovas estaba en una victoria militar de Concha en el frente norte que facilitara una proclamación de Alfonso tras derrotar a los carlistas. La liberación de Bilbao en mayo de 1874 apuntaba en esa dirección, pero la muerte del general cuando realizaba una inspección para ocupar Estella, la capital del carlismo, truncó ese proyecto. Para entonces la tarea de ir poco a poco ocupando el espacio del poder había dado sus resultados. La separación de la jefatura del Estado y la presidencia del gobierno en la primavera de 1874 había permitido a Zavala ocupar la presidencia del gabinete y la cartera de Guerra, a Concha se le había encargado la dirección del Ejército del Norte y Alonso Martínez entraba en Gracia y Justicia. El objetivo de fortalecer su posición política y desbancar gradualmente a los moderados estaba dando sus frutos, ya que se interpretaba que la presencia de Concha y Alonso Martínez respondía a un pacto con el canovismo. La idea de Cánovas, participada por Concha, de proclamar a Alfonso tras la victoria en el Norte frente a los carlistas quedó frustrada por la muerte del general y obligó a un retraso de la operación, pese a las protestas y resistencia de los moderados.

En estas disputas encuentra su acomodo el papel de los intereses antillanos que Espadas, Piqueras y otros historiadores sitúan como factor decisivo del proceso restaurador. La organización del movimiento restaurador en las colonias se encuentra asociado a la propia resistencia de los propietarios esclavistas, de condición preferentemente moderada, a cualquier modificación del statu quo de la isla. Tras la sublevación en Cuba, el lobby esclavista, reaccionario y vinculado a la explotación de mano de obra esclava, presionó con toda su fuerza a los distintos gobernadores para que no aplicaran medidas reformistas y para que sometieran la sublevación por cualquier procedimiento. Ellos fueron los que convirtieron a los gobernadores moderados en peligrosos reformistas y que exigían la sustitución de aquellos que, como el general Dulce, estaban dispuestos a modificar el gobierno colonial. Todas sus acciones estuvieron dirigidas a derrotar la sublevación a partir de la formación de los voluntarios de Cuba, en la isla, y la organización de los Círculos Hispano-Ultramarinos en España, destinados unos a luchar contra los insurgentes, y el otro para defender en la metrópoli todas las medidas que contengan política de reformas. Para el lobby esclavista la asociación entre revolución política, independencia colonial y emancipación de esclavos era un hecho inevitable y frenarlo reclamaba todos los procedimientos. En esta tesitura no es de sorprender la asociación entre fracaso reformista y obra restauradora que ocupó de un modo decisivo a los propietarios de ingenios.

La red de intereses y el protagonismo del alfonsismo ultramarino tenía protagonistas redes visibles tanto en Cuba como en España. Su gestación se había producido con anterioridad a la revolución septembrina y encontró en la defensa del comercio de esclavos, y la tolerancia de algunos gobernadores militares, como el Marqués de la Habana, su definición. En ella se encontraban, como protagonistas principales, propietarios como Julián Zulueta, suegro de Romero Robledo, y la reina madre, María Cristina, propietaria del primer ingenio azucarero de la isla: “La Gran Azucarera”. En España los representantes de los intereses cubanos, bajo la dirección del marqués de Manzanedo, fueron protagonistas de la resistencia a la política librecambista y, más tarde, de la formación de decenas de círculos cubanos en los que intervinieron relevantes personajes de las finanzas y de la política, con filiaciones que iban desde la causa carlista hasta los sectores conservadores de la revolución: Caballero de Rodas, Cánovas y Pero Salaverría (Unión Liberal); Topete, López de Ayala, Balaguer y Romero Robledo (constitucionales); To reno y Fernández de San Román (moderados); Echevarría, Vildósola y el conde de Canga Argüelles (carlistas). Una mezcla de patriotismo extremo y defensa de los intereses materiales asoció Restauración y fin de las reformas, mostrando que el camino más seguro para garantizar el statu quo era restaurar a los borbones en la persona de Alfonso. La organización del movimiento llevó a la formación de la Liga Nacional, que hizo de la unidad y la monarquía un cimiento que facilitaba la incorporación de amplios sectores sociales en todo el país (Espadas Burgos, 1990).

Así pues hay un camino del movimiento restaurador que arranca de Cuba y a lo largo de todo el Sexenio alcanza al pronunciamiento de Martínez Campos. Gran parte de los generales moderados que estaban detrás de Sagunto habían sido gobernadores militares o civiles en La Habana y mantenían fuertes lazos políticos y económicos con la isla: Cheste, Balmaseda, Caballero de Rodas, Zavala, el mismo Martínez Campos, todos asociaron la monarquía con el hecho de garantizar la españolidad de la isla y el mantenimiento de la mano de obra esclavista, base de la economía cubana. Junto a él encontramos también la red política de aquellos sectores comerciales que, en relación directa con la economía antillana, hicieron de la liga de propietarios valenciana un elemento central de la trama colonialista que se hace presente en Sagunto. No es casualidad que fuera en Valencia donde se reclama la presencia de Martínez Campos, donde la relación entre militares y burguesía ultramarina encuentra su mejor expresión a través de los círculos alfonsinos presididos por los marqueses de Cáceres y de Casa-Ramos, ambos de conocidos vínculos económicos y familiares con Cuba (Piqueras, 1992).

El camino hacia Sagunto se fue abriendo paso en medio de esa incorporación de recursos humanos y materiales felizmente tejida por Cánovas, en la que tuvo que pugnar con el moderantismo a medida que se descomponía la alianza republicana. Un paso significativo en esta dirección fue la redacción y difusión del Manifiesto de Sandhust, firmado por el príncipe Alfonso en diciembre de 1874 y redactado cuidadosamente por el político malagueño. El sentido y oportunidad del manifiesto fue minuciosamente elaborado, en medio de una situación difícil para el proyecto restaurador. Cumplidos los 17 años, y en un momento en que candidaturas monárquicas como la prusiana o la montpenserista estaban reapareciendo, junto a la posición tibia de Serrano, aconsejaban un impulso a la figura de Alfonso, sobre todo para evitar que el moderantismo asumiera un protagonismo incómodo al proyecto de Cánovas. El Manifiesto fue una obra de delicado tacto para poner en boca de Alfonso las ideas básicas de la Restauración. Desde el punto de vista de su contenido expresaba el afán de reconciliación que debe tener el nuevo reinado, el carácter tradicional, pero también abierto e integrador de la Monarquía constitucional y la necesidad de superar tanto el marco político de la Constitución de 1845, como el de la de 1869. “Si de hecho se halla abolida la Constitución de 1845, hállase también abolida la que en 1869 se formó sobre la base inexistente de la monarquía.” También mostraba la necesidad de hacer compatible la tradición católica con la libertad, abriendo un territorio intermedio entre la confesionalidad defendida por la Iglesia y el Partido Moderado, y la libertad religiosa que dominó la escena política del Sexenio. “Sea la que quiera mi propia suerte -concluía-, ni dejaré de ser buen español ni, como todos mis antepasados, buen católico, ni, como hombre del siglo, verdaderamente liberal.”

Ese tono conciliador, ecléctico, era el que mejor expresaba el proyecto de futuro que representaba el alfonsismo, y el clima político propiciador constituyó todo un revulsivo para los militares, que llevaban meses preparando el golpe de fuerza. El protagonista fue Martínez Campos, que en la madrugada del día 29 de diciembre reunía las tropas mandadas por el brigadier Luis Dabán en Sagunto para proclamar a Alfonso XII. Al iniciar el pronunciamiento, Martínez Campos no disponía de muchas fuerzas, pues solamente contaba con el apoyo abierto del conde de Balmaseda. En dos días, sin embargo, la actitud de Jovellar y el Ejército del Centro, de un lado, y la “neutralidad activa” del capitán general de Madrid, Primo de Rivera, obligaron al gobierno de Sagasta a reconsiderar la intención de resistir el golpe. El general Serrano, que se encontraba al frente de las tropas en el Ejército del Norte, intentó resistir, pero la evidencia mostraba que no había garantías de que las tropas le secundaran. Sin el Ejército del Centro, ni la confianza del capitán general de Madrid, la opción de Serrano fue desistir y asumir el fin de la etapa abierta con el golpe de Pavía el 3 de enero. “El patriotismo —señaló entonces- me veda que se hagan tres gobiernos en España.” El golpe de Sagunto triunfaba en dos días, sin necesidad de llevar a cabo enfrentamientos de relieve ni en el Ejército ni en la población, ajena a los sucesos desarrollados en los cuarteles.

Curiosa situación la de Cánovas, que consideraba una calaverada la actuación de Martínez Campos, y que se había negado con reiteración a secundar sus trabajos conspirativos por impremeditados y prematuros, y que al día siguiente se encontraba al frente de un Ministerio Regencia. La victoria alfonsina llegaba, pues, por el ímpetu de los moderados, pero Cánovas no ofreció la cartera de Guerra ni a Balmaseda ni a Martínez Campos, sino a Jovellar, poniendo de manifiesto que su intención era tomar como base de su acción política los hombres de la Unión Liberal, incluso si habían participado en la revolución de 1868. Balmaseda fue nombrado meses después capitán general de Cuba, y Martínez Campos fue ascendido a teniente general y nombrado capitán general de Cataluña, dos acciones que aparentemente reconocían los méritos de ambos, pero que en la práctica eran una muestra de la táctica de Cánovas de desviarlos del ejercicio directo del poder. Los recelos entre el político malagueño y el general se mantuvieron durante años, protagonizando un conocido debate en el Senado en 1880, donde uno y otro disputaban la preeminencia de la acción militar y la civil en el triunfo de la monarquía restaurada (Varela Ortega, 1977).

2.2.Los fundamentos doctrinales de la Restauración. La Constitución de 1876

El proceso sociopolítico que se abre en Sagunto estuvo presidido por las ideas y el proyecto que Cánovas del Castillo había madurado durante una década. Hombre de la Unión Liberal, sus principios doctrinales no fueron del todo ajenos al moderantismo, pero discrepaba abiertamente en el modo en que debían aplicarse. Sus planteamientos, de carácter ecléctico, se desarrollaron a partir de influencias externas (Guizot, Constant, Burke) y de la tradición española, que desde Jovellanos a Pacheco, Balmes y Donoso Cortés se ocuparon de teorizar la constitución interna. Hombre dado a la transacción, a afirmar que la política era el arte de lo posible, tiene, sin embargo, un conjunto de ideas que consideraba fundamentales con las cuales no se podía transigir, un conjunto de principios básicos, de verdades madre, que configuraban el ser nacional donde se contenían las costumbres y creencias de la nación española, que debían ser respetadas por encima de todo debate político. Originada en la noción de constitución histórica que Jovellanos enfrentó en las Cortes de Cádiz al concepto racional-normativo de constitución, heredero este último tanto del liberalismo como de la Ilustración, la noción de constitución interna se basó en un conjunto de ideas que Cánovas planteó como elementos fundamentales el nuevo régimen: soberanía compartida entre el rey y las Cortes; la constitución histórica, parámetro de toda la legalidad estatal; compatibilidad de la tradición histórica con las nuevas exigencias sociopolíticas; cohonestación de la constitución histórica con la existencia de un texto constitucional escrito, elaborado desde el acuerdo entre las dos instituciones históricas: Rey y Cortes; y confesionalidad del Estado, conciliada con una limitada tolerancia religiosa (Varela Ortega, 1977).

Esta constitución interna constituye una reacción frente a la tradición francesa donde el constitucionalismo nacido de la revolución sitúa el punto de partida del concepto de constitución en la teoría del poder constituyente. Para Cánovas, por encima de este poder constituyente, está la tradición, la constitución interna de los pueblos, que configura la estructura profunda del orden jurídico-político que se nutre y adquiere sentido únicamente desde la historia. En este sentido, la constitución interna se convierte en el fundamento de la constitución escrita, la cual recibe su legitimidad del acuerdo entre las dos instituciones que materializan aquélla: las Cortes y la representación popular. El proceso constituyente formal, pues, ha de ser la expresión de este orden de ideas, de modo que no se produzcan contradicciones entre constitución interna y constitución escrita. Como puede observarse, esta concepción y diseño del proceso político pone en cuestión el principio de soberanía nacional, para descansar en la soberanía compartida, uno de los elementos centrales del nuevo orden político, como quedó reflejado en la Constitución de 1876.

La teoría de la soberanía compartida está teñida de elementos providencialistas de la historia, de una concepción de la nación que se enfrentaba con la de Renán, y era concebida como obra de Dios o de la naturaleza, como sostuvo en el Discurso sobre la nación de 1882. En este marco el problema de la compatibilidad entre constitución interna y soberanía nacional se resuelve otorgando la titularidad de ésta a la nación, pero reconociendo a la Corona su ejercicio, una vez que se la considera la esencia y médula misma del Estado. Queda de este modo sellada la compatibilidad entre constitución interna/prin-cipio hereditario, de un lado, y constitución escrita/soberanía nacional, de otro. Ésta será la línea de Cánovas y Alonso Martínez en el desarrollo de la nueva constitución, cuyos trabajos se iniciaron con la formación de la Comisión de Notables en mayo de 1875 (Aguiar de Luque, 2000).

Hasta ese momento Cánovas había llevado a cabo una política extremadamente hábil para desplazar al moderantismo, al tiempo que iba incorporando a aquellos sectores el partido de Sagasta que, como Alonso Martínez un grupo de ex parlamentarios constitucionales, estaban dispuestos a colaborar en la consolidación del nuevo régimen. El diseño del nuevo sistema político, cuya piedra angular era la figura del rey, se inició desde los primeros momentos y se plasmó en la idea del rey-soldado, para evitar la tradicional fórmula del pronunciamiento militar, en la eliminación del exclusivismo de partido que había caracterizado la política de la era isabelina, y en la necesaria compatibilidad entre catolicismo y libertad, que ya se había apuntado en el manifiesto de Sandhurst. Para esta tarea Cánovas debía desarrollar el nuevo Partido Liberal Conservador, destruyendo paulatinamente al Moderado e incorporando a sus filas aquellos sectores conservadores del unionismo y del constitucionalismo del sexenio. Como señala Varela Ortega, entre eliminar el Partido Moderado y domesticar al Partido Constitucional se movió la política canovista entre 1875 y 1879.

El tránsito se llevó cabo, pues, en medio de una clara confrontación entre moderados y canovistas. Tres elementos básicos separaron a unos y otros: la política religiosa, el restablecimiento de la Constitución de 1845 y el retorno de Isabel II. Como ha resaltado Varela Ortega (1977), esos tres objetivos apuntaban a una misma política: el exclusivismo de partido y la revancha, y perseguían el cometido de rechazar abiertamente los políticos que habían colaborado en el Sexenio democrático; en definitiva, a colocar extramuros del nuevo sistema a una amplia gama que abarcaba desde el unionismo a los federales. Era el suyo un programa que, de triunfar, aseguraba el monopolio del partido y eliminaba la competencia canovista, asentada sobre un sector del moderantismo, pero sobre todo de unionistas y constitucionales. El tema de la unidad católica y la restauración de la Constitución de 1845 representaba dos elementos de fricción que se dejaron sentir de inmediato. El mismo Martínez Campos presionó en esa dirección, señalando que si el gobierno no restablecía la unidad católica sería necesario otro pronunciamiento para derribarlo. La intervención del rey y la promesa de enviarlo a Cuba contuvieron su apoyo al moderantismo, pero otros generales como Cheste y Balmaseda seguían buscando la vuelta de Isabel, una medida que el Gobierno Regencia no estaba dispuesto a permitir.

Pero el problema religioso no podía dejar de ser un tema básico de la nueva época. Para los moderados y para los carlistas la unidad católica era un tema innegociable, y contaban con el apoyo del entorno parisino de la reina, del Vaticano, de la Iglesia española y de un amplio sector de la población. Las relaciones con el Vaticano fueron especialmente tensas en los primeros meses de la Restauración, y la diplomacia vaticana presionó de un modo firme para que fuera restablecida la unidad católica. Hábil uso de la diplomacia, presión en los medios cercanos a la Iglesia y negativa a enviar un nuevo nuncio fueron métodos que chocaron con la firme voluntad de Cánovas de compatibilizar el catolicismo con el nuevo orden liberal (Robles Muñoz, 1988; Rubio, 1998). Pero necesitaba el concurso de los católicos, y la enemistad con el clero podía poner en riesgo su estrategia. Para lograrlo desarrolló durante algún tiempo una política de corte claramente derechista y con un movimiento táctico se acercó a las posiciones del moderantismo, no para apoyarlo, sino todo lo contrario, para destruirlo. Con un hábil acercamiento a algunas figuras moderadas a las que incorporó a su proyecto fue poco a poco haciéndose con las bases moderadas y con ello estrechando el campo de maniobra del moderantismo. Cuando lo había logrado y ya el Partido Conservador era una formación política sólida, sobre todo una vez aprobada la Constitución, destrozó los restos del moderantismo y lo hizo desaparecer del panorama político. El método de incorporar políticos moderados (Orovio) al tiempo que rechazaba enérgicamente a otros (Claudio Moyano, Fernández Álvarez) y la integración de sectores del unionismo y del constitucionalismo, catalizaban la situación generando un nuevo Partido Conservador que se nutrió tanto de ex ministos de Isabel como de políticos que habían participado gobiernos durante el Sexenio. La presencia de Jovellar, Ayala y Romero Robledo era muy expresiva. El tiempo histórico iba contra los moderados, pero también el nuevo monarca, Alfonso, parecía pensar de otro modo. En su telegrama del 5 de enero desde París había prometido un reinado de “verdadera libertad”, y tras su entrada en España ante el Arzobispo de Valencia, que reclamaba del nuevo monarca una recuperación de Recaredo y Fernando el Católico, resaltó su voluntad de formar el nuevo régimen sobre los principios de justicia y libertad, y su deseo de ser el rey de todos los españoles. Poco después, en uno de sus primeros Consejos declaró con firmeza que no se decretaría la unidad católica.

Al propio Cánovas la unidad católica le parecía inconveniente por varias razones. En primer término, porque era el santo y seña que podía llevar al Partido Moderado al poder. De otro lado, porque ese planteamiento era inviable en una Europa liberal, que podía provocar el aislamiento internacional del nuevo régimen. Además, en el terrero interior era necesario hacer concesiones al amplio sector indiferentista, y, por último, resultaba imprescindible para garantizar la incorporación de los sectores más afines del sesenta y ocho. La indiferencia que mostraba el nuevo monarca parecía un buen referente para eludir cualquier pretensión de unidad católica como pretendieron los carlistas, los moderados y el Vaticano (Varela Ortega, 1977). Si la pretensión del canovismo era integradora, no podían hacer bandera de un tema que imposibilitaba la incorporación de la derecha del antiguo Partido Progresista, imprescindible para dar al nuevo régimen un sostén sólido.

La atracción de los sectores a su izquierda pasaba por la anexión de los constitucionales, como planteó desde 1875, aprovechando las disputas por el liderazgo del partido y produciendo una escisión de un sector de disidentes, cuya connivencia sirvió al mismo tiempo para doblegar las pretensiones del moderantismo. Las conversaciones con Serrano a través de la Duquesa de la Torre, y de Romero Robledo con Sagasta, mostraron que el Partido Constitucional estaba dispuesto a aceptar la monarquía restaurada pero, como señaló Sagasta, con algunas condiciones que, en términos prácticos, dificultaban el acuerdo con Cánovas: la exigencia de que Jovellar y Primo de Rivera fueran separados del servicio activo y que la monarquía respondiera a los principios que el Partido Constitucional había defendido siempre: la Constitución de 1869. El resultado fue que el político riojano aceptaba la monarquía, pero le ponía impedimentos considerables, tratando de lograr un beneficio político que pasaba por la reestructuración y consolidación de su liderazgo dentro de las filas constitucionales. De otro lado, la confrontación y colaboración entre canovismo y constitucionalismo pasaba por redefinir el sentido que se le daba a la propia monarquía: la electiva, inherente a la posición de los constitucionales, y la hereditaria, de filiación canovista. El triunfo de la posición de Cánovas se percibió en los trabajos de la Comisión de Notables que desde mayo de 1875 redactó el proyecto constitucional, con el apoyo inestimable de un grupo de notables del constitucionalismo.

El origen de la Comisión se sitúa en la asamblea de notables reunida el 20 de mayo en el Senado. La participación de 341 ex diputados y ex senadores y el acuerdo de que allí no se discutía ni la Corona ni la dinastía, sino que se trataba de establecer las bases de una legalidad común, de afianzar el trono y la dinastía y restablecer el régimen constitucional, abrió un nuevo momento político: el de elaborar la Constitución. De esas reuniones saldría la Comisión de 39 miembros que tenía el cometido de redactar, de acuerdo con el gobierno, las bases de la nueva Constitución. Los primeros trabajos se desarrollaron en los meses de mayo a julio por una subcomisión de nueve miembros que hizo la primera redacción de las bases, donde ya se pusieron de manifiesto las divergencias que en algunos temas había entre moderados, conservadores y constitucionales, de un modo especial en el tema religioso, pero también el de las Cortes y los derechos contenidos en el proyecto. La mayoría de los historiadores ha hecho hincapié en el hecho de que fue en la Comisión y no en el Parlamento donde se dirimieron los aspectos básicos del texto constitucional (Sánchez Férriz, 1984). Cuando el texto llegó al Parlamento, las Cortes se encontraron con el proyecto y con el hecho de que su labor no era propiamente constituyente. Se limitaron a aceptar el texto de la Comisión y a aprobar su contenido sin debatir los títulos concernientes a la Monarquía. Durante los meses de marzo a mayo de 1876 se desarrollaron las deliberaciones y votaciones del Congreso, en junio las del Senado y las de una Comisión mixta de ambas cámaras. El último día de junio la Constitución estaba lista para su promulgación.

2.2.1.Constitución de 1876

La Constitución de 1876 fue la de más larga vigencia en nuestra historia constitucional, pues se mantuvo hasta que en 1923 la sublevación de Primo de Rivera la dejó en suspenso. Al igual que otros textos constitucionales de la Europa de la época -Italia, Suiza, Francia o Alemania-, la estabilidad constitucional sería una de sus características más apreciadas, constituyendo un período de garantía de las libertades. Como ha señalado Martínez Sospedra, si una Constitución debe juzgarse en función de su capacidad para regir el proceso político, resulta indudable que la de 1876 fue el producto “más brillante del constitucionalismo liberal hispano” (Martínez Sospedra, 1981).

La Constitución es un texto breve (89 artículos más uno adicional, en la línea del constitucionalismo isabelino y marcada por una fuerte impronta británica) que se presenta como una síntesis desigual de las de 1845 y 1869. Desde el punto de vista de su naturaleza la Constitución no hace mención al problema de la soberanía; la fórmula de promulgación no fue discutida en las Cortes y se agregó más tarde. Aparece, pues, como una Constitución doctrinaria, pactada entre el rey y las Cortes. Queda de este modo eliminada la soberanía nacional y se establece la soberanía conjunta entre el rey y las Cortes, siendo así una continuación de la de 1845; la potestad real y la representación nacional, lejos de contraponerse, se conjugan y completan entre sí. Es al mismo tiempo una Constitución flexible que, a semejanza del Estatuto Real y la de 1845, podía modificarse mediante el simple acuerdo de las Cortes con el rey. “La Constitución —advirtió Cánovas en el Congreso- no es entre nosotros, sino una ley como otra cualquiera que puede interpretarse y aun modificarse, por otra ley, porque ninguno más que los atributos de las leyes ordinarias tiene la que es hoy Constitución del Estado.” Es finalmente, desde el punto de vista de su naturaleza, una Constitución completa y ordenada que, mediante una serie de silencios y ambigüedades, presentaba una amplia elasticidad para que pudiera servir de base a acciones gubernamentales muy distintas.

En su parte dogmática era más restrictiva que la de 1869, ya que proclamaba derechos cuya regulación era remitida a leyes ordinarias y, sobre todo, limitaba y recortaba su ejercicio. En relación con la libertad religiosa, se suprimía la libertad de cultos y, como establecía el artículo 11, se proclamaba la confesionalidad del Estado, no permitiendo otras ceremonias externas de culto que las de la religión católica; con relación al sufragio guardaba silencio sobre el tema, remitiendo a leyes ordinarias, que en la práctica significaba la supresión del sufragio universal. El reconocimiento de un conjunto de derechos muestra el carácter transaccional que presenta con la Constitución de 1869. Quedan recogidos los referentes a la libertad y seguridad personales (legalidad de delitos y penas, habeas corpus, inviolabilidad de domicilio y correo, libertad de circulación), el derecho de igualdad ante la ley y de igualdad de oportunidades para la consecución de empleos y cargos públicos “según su mérito y capacidad”, y los derechos de propiedad, de expresión sin censura previa, de asociarse “para los fines de la vida humana”, y el derecho de petición, individual y colectiva. En su conjunto, se presenta como una acomodación a las realidades del momento que no representa una ruptura con la Constitución de 1869. Como han mostrado Jover (1981), Pérez Prendes (1981), Martínez Sospedra (1981) y Solozábal Echevarría (1997), entre otros muchos historiadores generales y constitucionalistas, la Constitución de 1876 mantuvo muchos de los derechos contenidos en la de 1869

Desde el punto de vista de cómo regulaba los órganos constitucionales, la Constitución de 1876, en línea con lo establecido desde el Estatuto Real, contempló la existencia de dos cuerpos colegisladores iguales en facultades: el Senado y el Congreso de los Diputados. En 1876 no se quiso un Senado de designación regia, condición vitalicia y composición ilimitada, como en de 1845; tampoco uno enteramente electivo como en 1869. De este modo se optó por un nuevo marco, establecido por el artículo 20, que contemplaba tres tipos de senadores: por derecho propio, vitalicios nombrados por la Corona y senadores elegidos por las corporaciones del Estado y mayores contribuyentes. El número de senadores por derechos propio y vitalicios no podía exceder de 180, igual número que el de senadores electivos.

La Constitución era muy escueta a la hora de regular la organización del Congreso y la condición de los diputados. De un lado, el artículo 30 disponía que los diputados serían elegidos por cinco años. En la práctica, la dinámica política mostró que la duración efectiva de las legislaturas era menor, pero el Parlamento largo liberal (1885-1890) estuvo a punto de agotar el mandato. De otro lado, el artículo 31 hacía compatibles los cargos de ministro y la condición de diputado. Finalmente, el artículo 28 disponía que los diputados serían elegidos por el método que determinase la ley. Bajo su vigencia la Constitución conoció tanto el sufragio restringido (ley de 1878) como el universal masculino, cuando el gobierno Sagasta lo aprobó por ley de 30 de junio de 1890. Aunque Cánovas se había preocupado de realizar las primeras elecciones de la Restauración mediante sufragio universal masculino, la ley de 28 de diciembre de 1878 restringió el voto a los mayores de 25 años que pagasen al Tesoro una cuota mínima de 25 pesetas anuales por contribución territorial o 50 por subsidio industrial; al mismo tiempo, se concedía el voto a una lista de capacidades que comprendía desde los miembros de las Reales Academias hasta los maestros de primera y segunda enseñanza que tuvieran el correspondiente título. Con esta ley el cuerpo electoral quedó formado por unos 850.000 electores, en contraste con los 4.500.000 o 5.000.000 que representó la aprobación de la ley electoral de 1890. Con una u otra ley los historiadores de la política han mostrado que el fraude fue lo más característico del comportamiento electoral de la Restauración.

Con relación a su funcionamiento, el artículo 32 establecía que las Cortes debían reunirse todos los años, y por el 85 disponía que el Gobierno debía presentar a las Cortes el presupuesto del año siguiente. No contemplaba, sin embargo, su duración, lo que habría de producir una interferencia considerable como se mostró durante el reinado de Alfonso XIII, cuando los gobiernos suspendieron con frecuencia, y arbitrariamente, las sesiones. De acuerdo con el artículo 32, el rey podía disolver simultánea o separadamente la parte electiva del Senado y el Congreso de los Diputados, con la obligación, en este caso, de convocar y reunir el cuerpo o cuerpos disueltos en el plazo de tres meses. Como ha resaltado Tomás Villarroya (1983), la disolución de las Cortes se produjo con una frecuencia superior a la que debía reputarse normal: entre 1876 y 1923 las Cortes fueron disueltas una veintena de veces, con una duración media de poco más de dos años.

Sin duda, la Constitución de 1876 encuentra su mejor caracterización en cómo contemplaba el papel del rey y la concepción que de la Monarquía tuvo su mentor: Cánovas del Castillo. Partiendo de sus planteamientos, los redactores de la Constitución consideraron que la Monarquía no era en España una mera forma de gobierno, sino la médula misma del Estado español. Es por eso que Cánovas sugirió a la Comisión de Notables que en su dictamen propusiera la exclusión de los títulos y artículos referentes a la Monarquía del examen y debate de las Cortes. La Monarquía quedaba así por encima de las determinaciones legislativas, tanto de carácter ordinario como constitucional. Como ha señalado Bartolomé Clavero, en la Constitución de 1876 la Monarquía es el Estado y no su representación. Del rey se ha evitado incluso la expresión directa de irresponsabilidad; su condición es la “sagrada” (Bartolomé Clavero, 1989).

La Constitución de 1876 recogió los atributos esenciales de la Monarquía de un modo semejante a como la habían venido consagrando las constituciones anteriores: inviolabilidad del rey, potestad legislativa compartida con las Cortes, sanción y promulgación de leyes, la de hacerlas ejecutar en todo el Reino, mando supremo de las Fuerzas Armadas, designación de ministros responsables, nombramiento de funcionarios públicos, declaraciones de guerra, tratados de paz, acuñación de moneda y todos los inherentes a la autoridad real.

Quedaban así dibujadas las líneas maestras de una Monarquía más constitucional que propiamente parlamentaria, donde las facultades normalmente atribuidas al rey eran ejercidas, de hecho, por sus ministros responsables. En el ánimo de los legisladores no pudo dejar de tener su peso la experiencia precedente, cuando la intervención del monarca en los asuntos de la política cotidiana afectó de un modo evidente a la Monarquía, provocando un desgaste innecesario a la Corona, hasta el punto de provocar su destierro. Con todo, al convertirse la Corona en el eje del sistema político, al ser el rey el árbitro de la tensión entre los dos partidos del sistema y disponer de la prerrogativa regia, a lo largo del período de vigencia de la Constitución fueron muy diversas las actitudes del rey ante la acción gubernamental. Durante los reinados de Alfonso XII y la Regencia de María Cristina la Corona siguió escrupulosamente lo dictado en la Constitución. Con el reinado de Alfonso XIII, más implicado en la política activa, con el sistema de partidos resquebrajado, éste no se sustrajo a intervenir en la política activa, con importantes consecuencias para el sistema político y para la propia Monarquía.

El Gobierno quedaba regulado en la Constitución de 1876 por el Título VI que, bajo el epígrafe Del Rey y sus Ministros, estaba dedicado en casi su totalidad a la condición del monarca. Los artículos dedicados a los ministros eran escasos y muy breves. Por el artículo 54.9 el rey nombraba y separaba libremente a los ministros. En la práctica fueron quienes confeccionaban las listas ministeriales los encargados de formar gobierno, por más que fuera siempre el rey el que supervisaba y acordaba con el presidente del gobierno este tema. De acuerdo con el artículo 49 ningún mandato del rey podía llevarse a cabo sin refrendo de un ministro. Cuando el rey discrepaba de sus ministros no cabía otra fórmula que despedir al Gobierno o transigir y someterse al criterio de éste.

Aunque la Constitución de 1876 en el Título VI contemplaba únicamente la existencia de ministros, en otros lugares reconocía la existencia constitucional del Gobierno. En el artículo 70 confiaba la Regencia provisional del reino al Consejo de Ministros y el 85 disponía que todos los años el Gobierno presentarían ante las Cortes el correspondiente presupuesto de ingresos y gastos. De uno u otro modo a lo largo de los años se produjo un afianzamiento progresivo de la figura del Jefe de Gobierno, y del Gobierno como centro del poder político y rector de la vida nacional.

¿Cómo hemos de valorar en su conjunto el texto constitucional de 1876? Si se estima su duración es de reconocer que representó un elemento fundamental en la estabilidad política a lo largo de medio siglo. Con sus limitaciones, y restricciones de derechos tan importantes como la libertad religiosa, o el carácter electivo del Senado que constituyó uno de los caballos de batalla de las luchas por la reforma constitucional en la Europa de entre siglos, llama aquí la atención un elemento primordial: el de la naturaleza parlamentaria del sistema. Si entendemos por régimen parlamentario una forma política democrática en la que se atribuye una posición central al Parlamento y en la que las relaciones entre Gobierno y legislativo son equilibradas, la Constitución de 1876 no conforma un verdadero régimen parlamentario, sino una Monarquía constitucional, ya que es el rey, y no el Parlamento, el verdadero eje de la vida política (Solozábal Echevarría, 1997). Esa crítica al peso de la Corona en el desarrollo político fue objeto de un intenso debate, sobre todo entre los institucionistas que entendieron que el régimen nacido de Sagunto no era verdaderamente representativo. Los escritos políticos y jurídicos de Azcárate, Moya y Posada insistieron en este planteamiento y desde entonces los historiadores del constitucionalismo español han debatido sobre la naturaleza constitucional o parlamentaria que un régimen que hizo de la Corona el eje de la vida política, dejando al Parlamento en una posición de declarada debilidad frente al ejecutivo (Suárez Cortina, 2000).

Este desequilibrio de fuerzas entre Ejecutivo, Corona y Parlamento habría de ser la causa del posterior fracaso del régimen parlamentario, no por languidez del mismo, sino por la incapacidad del sistema de integrar a los sectores más dinámicos de la sociedad española resultado del cambio social experimentado en las décadas interseculares, cuyo reconocimiento reclamaba la conversión del rey en un rol representativo y relacional que el propio monarca se negó a desarrollar. El fracaso de ese tránsito de una Monarquía constitucional a una parlamentaria es uno de los elementos centrales de las limitaciones del texto constitucional de 1876 y, sobre todo, de la incapacidad del sistema para acomodarse a las nuevas demandas que le exigía la España del siglo XX. Soberanía compartida, prerrogativa regia, libertad de conciencia, descentralización y vigorización del Parlamento aparecen en la escena política como tareas imprescindibles de esa reforma constitucional que se frustró en las décadas iniciales del siglo XX (García Canales, 1981).

2.2.2.La Monarquía, eje político del sistema canovista

Dentro del edificio canovista resulta indudable que la monarquía constituía un elemento esencial como institución que expresaba la continuidad histórica, como garantía de los valores que dominaban el orden social burgués conservador, como factor neutralizador de las veleidades militares, a través de la figura del “rey soldado”, como instrumento de acomodación de las necesidades de gobierno a la dinámica del turno, ante la falta de un sistema de partidos consolidado. En una u otra dirección la superación del desorden republicano fue seguida por una concepción de la vida política que hacía de la monarquía, de la figura del rey y del funcionamiento de la Corona, los ejes básicos del nuevo sistema. Ella era la que daba garantías de continuidad con el pasado (la constitución interna), la que sometía al Ejército, dando garantías de que era en el poder civil donde residía la verdadera legitimidad y fuerza del régimen, la que se ocupaba de distribuir el poder a los partidos, la que estaba legitimada por la Constitución para convertirse en el centro y clave del sistema. Como han mostrado José Varela Ortega (2000), Carlos Dardé (2002) y, sobre todo, Angeles Lario (1999), ello no significaba una omisión del Parlamento ni de la opinión, pero dados los componentes exiguos de ésta y la escasa o nula vertebración de los partidos, la Corona se convirtió en el verdadero árbitro de la vida política. Ello descansaba en la propia Constitución y era necesario que se cumpliera escrupulosamente la letra y el espíritu de la misma, porque la prerrogativa regia, la capacidad reconocida constitucionalmente para que el rey ejerciera de árbitro de la vida política, hacía pivotar sobre la Corona todo el funcionamiento del sistema. Al quedar establecido en la Constitución, Cánovas logró un viejo propósito, que la Monarquía fuera una fuera real y efectiva, moderadora y directora de la vida política en tanto no hubiera un cuerpo electoral estable y maduro para determinar los cauces por donde debía ir la acción del Gobierno.

En el imaginario de Cánovas, la soberanía compartida no representaba una afirmación de monarquía patrimonial con derechos propios e independientes de la nación. No discutía el principio de la soberanía nacional, pero establecía una distinción clara entre principio y ejercicio de esa soberanía. La cuestión, se planteaba Cánovas, era quién debe y puede con derecho legítimo representarla y ejercerla. Al sustentar que era la Monarquía, junto a las Cortes, la que debía representar y ejercer dicha soberanía, estaba sosteniendo la inmadurez del pueblo español y, por consiguiente, de sus legítimos representantes en las Cámaras. En el pensamiento de Cánovas, la Monarquía era la representación por excelencia de la soberanía, pero también el símbolo de la legalidad y de lo permanente, por encima de la lucha de los partidos. La práctica política, lejos de neutralizar estos planteamientos, los reforzó, ya que los constitucionales primero, y el fusionismo más tarde, en lugar de debilitar la posición de la Corona la fortalecieron, ya que accedieron al poder mediante el procedimiento diseñado por Cánovas y, una vez en el mismo, en vez de buscar alternativas mostraron un acomodo perfecto a la situación. Como señalaba Alonso Martínez en el Parlamento, es preciso “que el poder Moderador supla alguna de las funciones que en un régimen representativo normal y perfecto debería desempeñar el cuerpo electoral” (Dardé, 1997). La prerrogativa regia al permitir -al margen del cuerpo electoral-, la sucesión en el poder, daba garantías al nuevo partido fusionista de que su participación no requería el pronunciamiento militar, la voluntad del rey sustituía a aquél. El Ejército, a pesar de permanecer en múltiples resortes del poder, quedaba al margen de la confrontación política de los partidos. El precio de esa política era el fraude permanente con que se desarrollaron las elecciones en la España de la Restauración, del que se beneficiaron, más allá de sus críticas, todos los sectores insertos en el sistema, incluso algunos grupos de la oposición republicana para los que el poder siempre reservó algunos sitios en el parlamento. La vida política representaba una ficción, donde los actores verdaderos, los electores, eran sustituidos por la regia voluntad, propiciando un turno político que daba estabilidad al sistema, pero que a su vez se hacía de espaldas a la voluntad nacional. Era el medio de que se sirvieron las burguesías conservadoras, tras el marasmo político que había representado el Sexenio democrático. Al horizonte de utopía que destiló la política del Sexenio, tras la experiencia de la Comuna parisina y la revolución cantonal, los principios de orden, centralización y cosoberanía marcaron la vida política española tras Sagunto.

La historiografía reciente ha valorado de un modo diverso esa realidad: del peso de la Monarquía como eje del sistema y el fraude como método para formar mayorías parlamentarias. Algunos autores, reconociendo que el fraude era el elemento central del funcionamiento del sistema, han llegado a la conclusión de que ello no constituía una excepción en el funcionamiento de los diversos sistemas políticos de su tiempo y que, en todo caso, respondía a la manera peculiar que en España tuvo el difícil tránsito a la democracia, que venía, eso sí, a resolver el problema del exclusivismo de partido que había dominado la política isabelina. En definitiva, como resalta Varela Ortega (2000), se trataba de la culminación de un proceso político que buscaba recomponer el Estado, recogiendo y centralizando el poder, tras largos años de guerras y anarquía. Como en la Inglaterra del setecientos, era el Gobierno el que hacía las elecciones valiéndose de los efectivos instrumentos de poder que ofrecía la Administración. El árbitro que determinaba cuándo y cómo, cumpliendo ciertas reglas que ha estudiado con detalle Angeles Lario (1999), era el rey. La Corona se convirtió, en la teoría y en la práctica, en la clave del edificio canovista.

Otros autores han hecho hincapié en los costes que para el sistema tuvo este diseño político. Frente a la idea de que la intervención del rey devenía de la inexistencia de un cuerpo electoral estable, esta interpretación resaltaba, al contrario, que era esa la intervención - la capacidad decisoria del monarca en el juego político- lo que obligaba y tenía como consecuencia necesaria la adulteración del régimen electoral. Situar al monarca en la cúspide de la decisión política del sistema, más allá de las normas de funcionamiento del sistema electoral y de los partidos, representaba sustituir la voluntad nacional, sea cual sea lo que esto en la práctica signifique, por la voluntad de la Corona. Esto convertiría al canovismo en un sistema de francas pervivencias del Antiguo Régimen, con más rasgos de autocracia que de democracia. En este sentido, más que responder a la lógica de la necesidad nacional, el comportamiento del rey se orientaba a su propia seguridad. El turnismo, esencia del sistema desde la muerte de Alfonso XII, habría sido concebido no por sentido de la justicia y de la equidad, sino principalmente para la seguridad de la Corona, al propio tiempo que reforzaba políticamente el papel del monarca, al convertirlo en sustento de la naturaleza y existencia de los partidos (Carasa, 2000).

2.3.Fundamentos sociales y políticos de la Restauración. El caciquismo

Una larga e influyente tradición historiográfica, que arrancando del regeneracionismo finisecular se ha prolongado hasta nuestros días, ha caracterizado el sistema político de la Restauración como oligárquico y caciquil. Participaron de esa concepción no sólo sus primeros protagonistas, Costa, Azcárate y los críticos del sistema, que consideraron que el funcionamiento político de la Restauración era una especie de nuevo feudalismo, donde se usurpaba la voluntad política de los ciudadanos en beneficio de los detentadores del poder: una oligarquía que violaba la verdadera voluntad nacional mediante el fraude y la corrupción electoral. Hacía hincapié esta interpretación en una divisioria clara entre la “España oficial”, la del sistema político y los intereses de la oligarquía, y la “España real”, la verdadera España situada al margen y contra los designios de las clases dominantes. En mayor o menor grado esta línea interpretativa fue consolidándose en la historiografía española tanto marxista como liberal bajo formulaciones diversas, ya como “bloque de poder”, en la interpretación de Tuñón de Lara (1975), ya como un “sistema de dominación de clase” como planteó Alfonso Ortí (1975), fundiendo la perspectiva marxista con la psicoanalítica de la aristocracia financiera (alianza de propietarios agrarios y banqueros) (Moya, 1975), o de simbiosis activa entre burguesía emergente y nobleza, en todos ellos el régimen liberal aparecía como la expresión o el instrumento de poder de los intereses económicos y sociales dominantes. Una interpretación que, en línea con lo planteado a principios del siglo XX por Joaquín Costa, insistía en la consideración del régimen liberal como oligárquico, caciquil, corrupto y nada representativo, y, sobre todo, incapaz de acomodarse y abrirse a las demandas de democratización de la sociedad de su tiempo. Las diversas modificaciones del sistema electoral, sobre todo la de 1890 que implantaba el sufragio universal masculino, no fueron otra cosa que una acomodación formal que sirvió a los intereses de liderazgo de Sagasta y no a una verdadera democratización del régimen (Dardé, 1985; Carnero, 2003).

Frente a esta tradición académica, que en mayor o menor grado alcanzó también la reflexión sobre el sistema político de la Restauración de José María Jover (1981), surgió desde la década de los sesenta y primeros setenta del siglo pasado la consideración del caciquismo desde dos perspectivas complementarias. De un lado, desde una interpretación económica, vinculada a la teoría de la modernización, se ha hecho hincapié desde los trabajos de Richard Herr (1978) en los desajustes entre la modernización económica y la política, resaltando los componentes arcaicos del sistema político y los límites que éste presenta en su incapacidad para evolucionar hacia un sistema democrático, tal y como vendría marcado por el conjunto de transformaciones económicas y sociales que se suceden desde principios de siglo. El resultado sería así una asimetría entre cambio social y representación que ha llevado a mostrar la incapacidad de la élite para llevar adelante la democratización del sistema que, apoyándose en el desarrollo económico y social, reclamaban desde finales del siglo XIX amplios sectores sociales (Carnero, 1997).

Desde otra perspectiva, que hace hincapié en los elementos estrictamente políticos, se ha desarrollado una interpretación, hoy dominante entre nosotros, del caciquismo como resultado de las relaciones patrón/cliente. Sus planteamientos básicos se alejan tanto de la interpretación del caciquismo como un sistema de dominación de clase, adscrito básicamente a la interpretación marxista, como al de carácter económico que domina la interpretación del caciquismo desde la teoría de la modernización (Garrido, 1990). Los trabajos de Joaquín Romero Maura (1972, 1981), José Varela Ortega (1972, 1977) y Javier Tusell (1972, 1978) son los que han abierto esta línea interpretativa que domina hasta hoy de un modo más o menos directo los estudios sobre elecciones y caciquismo de la España restaurada. Los elementos más característicos de esta interpretación resaltan el carácter extraeconómico de la relación patrón/cliente, la desmovilización general del electorado, el peso de los componentes rurales frente a los urbanos, la diversidad de la naturaleza de las relaciones y los intercambios entre patrones y clientes, según los distintos momentos y lugares; en definitiva, los rasgos más significativos que dominan las relaciones de patronazgo.

¿Cuáles son los referentes teóricos y las experiencias políticas que presiden la caracterización de las relaciones patrón/cliente, y en qué medida la España de la Restauración es un buen ejemplo de relaciones de patronazgo? Hay que resaltar, en primer término, que aunque la Restauración constituye un exponente magnífico para mostrar la naturaleza y alcance de las relaciones políticas clientelares, éstas ya estaban firmemente instaladas en la vida política española desde mediados del siglo XIX. José Álvarez Junco (1996), Manuel Zafra (1996) y Manuel Estrada (1999), entre otros, han ilustrado el proceso de conformación de las redes clientelares en la España isabelina, y lo han asociado al proceso paralelo de articulación del Estado en las primeras décadas del siglo XIX. Hace hincapié Zafra en la clara distinción desarrollada por los legisladores doceañistas, en su deseo de crear una nueva identidad colectiva, un nuevo sujeto titular de la soberanía, de la posterior actitud del moderantismo administrativista que desde la década de los cuarenta establece un nuevo sistema de control político asentado en la práctica electoral y el manejo de las elecciones, mediante procedimientos clientelares.

Una primera aproximación podría alimentar la idea de que el Sexenio democrático barrió esas prácticas políticas y que el sufragio universal representó entonces una verdadera democracia. Nada más lejos de la realidad. En los años del Sexenio ningún gobierno perdió las elecciones y Sagasta pudo desarrollar prácticas caciquiles con la misma impunidad que antes lo había hecho Posada Herrera o que más tarde desarrollaría Romero Robledo. Como ha mostrado Gregorio de la Fuente (2000), el período 1868-1874 conoció modos de reclutamiento y lucha política asociados al patronazgo, y el triunfo de la revolución no representó una ruptura con las élites del período isabelino, sino que pueden encontrarse persistencias y continuidades entre ambos grupos de poder, entre unas y otras élites sociales y políticas, como habría de perpetuarse tras Sagunto, una vez que el Partido Liberal se integró en el sistema restaurado. En este sentido, De la Fuente ha resaltado el componente escasamente democrático de las instituciones políticas del llamado Sexenio democrático, sobre todo si se presta atención a fenómenos tales como la intervención autoritaria de los gobiernos en las instituciones locales, al disolver de un modo selectivo aquellas corporaciones que estaban bajo el control de los republicanos, el origen manifiestamente no democrático que tuvieron algunas corporaciones durante ciertos períodos, el elevado fraude electoral, la modificación de padrones y la coerción para el ejercicio del voto… Todos ellos fueron seguramente tan comunes en el Sexenio como lo habían sido previamente. Así pues, en la España del siglo XIX el Estado liberal se conformó sobre vínculos clientelares, a los cuales estuvieron ligados tanto el desarrollo de los partidos políticos de notables, como la acción de las instituciones estatales sobre la población (Moreno Luzon, 1996). Cuando se establece el sistema político de la Restauración, el desarrollo del clientelismo en España tiene ya un largo recorrido.

En primer término, el sistema clientelar parece que se instala en una relación duradera entre patronazgo y poder. Weingrod (1986) ha resaltado el papel que en el estudio del patronazgo han desarrollado los antropólogos, los científicos políticos y los sociólogos, mostrando el modo de organización de los sistemas de clientela y su “articulación” con otras dimensiones del sistema social. El patronazgo aparece como un modo de organización política dominante en numerosos países del Mediterráneo, de una manera especial en Italia, España, el norte de Africa y Oriente Medio, pero también lo encontramos en la Inglaterra del siglo XVIII y la Francia de mediados del siglo XIX.

Lo más característico de este tipo de relación clientelar es su naturaleza “libre”, en donde dos personas de desigual autoridad o estatus, aunque vinculadas a través de lazos de amistad o interés, manejan su relación en el sentido de lograr sus fines. El clientelismo político puede considerarse, pues, como una relación más o menos personalizada, afectiva y recíproca entre agentes, o grupos de agentes, que coordinan su actividad en beneficio propio y frente a las aspiraciones de otros grupos organizados o no. James Scott ha señalado la relación patrón/cliente como de intercambio entre desiguales (diádica), que incorpora una amplia amistad instrumental en la cual un individuo de mayor estatus (patrón) utiliza sus recursos e influencias para proveer protección o beneficios a una persona de menor estatus (cliente) quien, por su parte, recíprocamente, le ofrece apoyo general y asistencia, incluyendo los servicios personales al patrón. Como se puede observar, en este tipo de relaciones los elementos clave de cambio y desigualdad constituyen el centro de la relación. La desigualdad conlleva algo más que la simple existencia de dos individuos de diferente bienestar y estatus. Requiere que ambos sean llevados conjuntamente en el interior de un conjunto de interacciones que definen la superioridad del patrón sobre el cliente. El cambio apunta a una satisfacción de una necesidad que, sin embargo, requiere algún grado de voluntariedad por parte del cliente. Las relaciones patron/cliente no son, en sí mismas, relaciones de fuerza, por más que resulta indudable la presencia de una multitud de circunstancias que obligan al cliente a ponerse en manos del patrón. La relación se asienta sobre la idea del beneficio mutuo y la exclusión de otros en el acceso a los recursos manejados por el sistema clientelar.

Muchas de las características del clientelismo son producto de algunas exigencias básicas, como la regularidad y persistencia en las relaciones de cambio. Si un cambio tiene éxito es probable que se repita y se consolide en un modelo de comportamiento estable, facilitando la cristalización de una relación duradera, en la que los intercambios no tienen por qué ser inmediatos, sino que su estabilidad da garantías y flexibilidad a la relación, asentada en la confianza y la reciprocidad. En términos prácticos, esa relación, inicialmente simple entre patrón y cliente, tiende a articularse en una red clientelar que conforma en conjunto un sistema clientelar.

Los antropólogos, los científicos sociales y los historiadores han estudiado los elementos característicos de los sistemas clientelares y han observado un conjunto de reglas básicas para su funcionamiento y persistencia. Son varias las condiciones necesarias para el establecimiento y consistencia de un sistema clientelar. La primera reside en que los recursos que maneja el sistema han de estar controlados por un grupo particular en el interior de la sociedad, ya que la dificultad de acceso a los mismos incrementa la vulnerabilidad e inseguridad de otros grupos sociales. Puede tratarse de recursos económicos, de acceso a las decisiones administrativas, etc. La segunda hace referencia al hecho de que los patronos deben desear o requerir servicios a sus clientes (lealtad, votos, etc.), mientras obtienen para ellos los recursos sobre los que se asienta la relación. De otro lado, en tercer lugar, el grupo de clientes, tomados como un todo, debe inhibirse de tener acceso a los recursos controlados por el patrón a través de estrategias de colaboración que unan el grupo de clientes como un todo -para enfrentarse por la fuerza o el convenio-, al patrón. Este elemento representa la exclusión de la acción de clase, con independencia de que los grupos de patrones o clientes puedan o no constituir distintas clases socioeconómicas. Finalmente, la cuarta condición alude a la ausencia de una ética efectiva de los intereses públicos; de un sistema por el cual la valoración y cambio de los recursos responde a consideraciones de carácter universal, antes que a criterios de interés privado y personal (Clapham, 1982).

Las relaciones patrón/cliente remiten, pues, a un sistema de relaciones personales en las que la política está al servicio de unos pocos, en detrimento del resto de la sociedad, lo que estimula en su desarrollo la formación de redes clientelares en confrontación ante el hecho evidente de que los recursos a distribuir son escasos. En su propia naturaleza, las relaciones clientelares muestran que no son privativas de una época o sistema político determinado, sino que se encuentran en una diversidad de sistemas y momentos históricos. Los historiadores han caracterizado relaciones de patronazgo tanto en las sociedades antiguas, como en los regímenes liberales y hasta en las modernas democracias. No obstante, el período donde han dominado los sistemas políticos, donde entre el marco legislativo y el discurso político ha confrontado más abiertamente con la práctica social, ha sido en los sistemas liberales sin democracia, de los cuales la Restauración constituye un buen ejemplo.

Las relaciones clientelares, junto con las manifestaciones populistas, representarían así dos modos específicos de incorporación de las masas a la política. Dos realidades que, lejos de oponerse, se complementan. Como ha resaltado Nikos Mouzelis (1985), clientelismo y populismo constituyen dos modos de incorporar las masas a la política en sociedades donde cohabita un sistema parlamentario con una sociedad y economía atrasadas. En contraste con los teóricos de la modernización, de filiación teórica neoevolucionista, Mouzelis resalta que las relaciones clientelares no desaparecen con la modernización económica, sino que se adaptan y evolucionan para dar paso del clientelismo tradicional a un clientelismo burocrático que, junto al populismo, constituyen dos formas distintas de minar la política oligárquica y avanzar en la consolidación de la participación política. En este marco resulta evidente que, aunque clientelismo y populismo representen dos modos de incorporar las masas al sistema representativo, constituyen, a su vez, dos realidades bien diferenciadas en sus dimensiones organizativas, ideológicas y políticas. La más clara de esas diferencias proviene de los temas ideológicos del populismo, cuyo discurso se ocupa predominantemente de la oposición entre el pueblo, la “gente”, y el “establisment”, los pobres y los ricos, según la afortunada dicotomía que ha resaltado Manuel Pérez Ledesma (1991) para el republicanismo español. Pensado para la movilización de las masas, el populismo provoca la entrada abrupta de éstas en el sistema político y defiende antes un liderazgo plebiscitario que redes clientelares para proveer el armazón básico de la incorporación política. Por otra parte, como regla, los líderes populistas son hostiles a la existencia de niveles intermedios fuertemente institucionalizados, ya sean clientelares o burocráticos. Finalmente, el énfasis en el carisma del líder, en la necesidad de una apelación directa entre el líder y sus seguidores ha dado lugar a modelos demagógicos de relación, como ha mostrado Álvarez Junco (1990) para el caso de Alejandro Lerroux en la España de principios del siglo XX.

Las relaciones patrón/cliente y la consolidación de movilizaciones populistas aparecen como realidades coetáneas y compatibles en el desarrollo de los sistemas políticos parlamentarios sin democracia. En la España de la Restauración ambas fórmulas caracterizaron la vida política de fin de siglo y mostraron la inclinación de los partidos del sistema a la fórmula clientelar, al tiempo que la movilización populista fue un recurso al que apeló con frecuencia la oposición republicana.

A pesar del peso que en la historia política de la Restauración ha tenido la relación patrón/cliente desde la perspectiva del evolucionismo, no es menos cierto que desde los ochenta se ha ido abriendo un planteamiento distinto. Frente a la dicotomía entre élites/pueblo, rural/urbano, movilización/desmovilización que preside el estudio del caciquismo desde la perspectiva clientelar de Romero Maura o Varela Ortega, se ha resaltado recientemente la conveniencia de los estudios interdisciplinares para mostrar el carácter difuso, opaco y poliédrico, en la penumbra de la legalidad, de las relaciones clientelares (Robles Egea, 1996) y, de un modo especial, la inversión de esas dicotomías en beneficio de una lectura más social del fenómeno, incorporando la relación entre redes locales, lealtades tradicionales y nuevas identidades colectivas como la nación (Alvarez Junco, 1996). Autores como Carlos Forcadell (1996), Borja de Riquer (1995), Manuel Martí (1985), María Sierra (1996), María Antonia Peña (1998) o Salvador Cruz Artacho (1993), entre otros, desde estudios locales, regionales o sectoriales, han mostrado los componentes sociales que nutren el clientelismo político de la Restauración.

Este acercamiento a la naturaleza social del clientelismo político ha recogido las elaboraciones teóricas de la antropología social, de la teoría política y de la historia social crítica con los planteamientos funcionalistas y neoevolucionistas, y ha tenido repercusión en aquellos estudios donde la relación clientelar mostraba su arraigo en sociedades agrarias, bajo el dominio de las comunidades rurales. Su acercamiento a los métodos de un neomarxismo de filiación heterodoxa ha producido resultados bien distintos de aquellos proporcionados por el modelo funcionalista de relación patrón/cliente. En su versión más acabada, Salvador Cruz Artacho se aleja del evolucionismo para abogar por un modelo explicativo en el que la dirección del análisis sea invertida, es decir, ascendente, de abajo arriba, que partiendo de ámbitos locales estudie el modo de articulación clientelar que se produce en el seno de la comunidad local para, desde esa fase, explicar posteriormente las manifestaciones y articulación de dicha estructura clientelar en espacios geográficos e institucionales de mayor amplitud, como la provincia o el Estado. En esta perspectiva, el caciquismo, en lugar de concebirse como un mero exponente de las deficiencias formales del sistema político restauracionista, habría de interpretarse como un fenómeno de “mentalidad”, característico de una realidad española en donde los espacios rurales predominantes imponen sus universos conceptuales, y donde los espacios urbanos constituyen auténticas islas en el entramado social. La realidad clientelar no sería así una muestra de determinadas deficiencias formales motivadas por la aplicación de un sistema político de corte parlamentario en ámbitos rurales, sino más una clara prueba de la concreción de determinadas y conscientes estrategias de poder y dominación al servicio de las oligarquías agrarias de determinados espacios sociales y geográficos, como la Granada estudiada por Salvador Cruz Artacho (1994). La intervención del cacique en las instituciones locales, provinciales y estatales no vendría a representar un déficit de representación, o a cubrir una necesidad del sistema, sino que la participación representaba una estrategia destinada a garantizar su propio interés, su dominio de la estructura social del medio rural. En consecuencia, el caciquismo, el clientelismo político, no sería así el resultado de un conjunto de factores: desconocimiento político, analfabetismo, o la pasividad o el desinterés de los electores, sino el producto de la articulación concreta que se establece en la comunidad rural en torno al disfrute de los recursos, el de la tierra, en primer término, pero también el control de las instituciones locales. Como ha resaltado J. Maurice (1990), el estudio de las elecciones municipales constituye aquí un elemento primordial del estudio de las relaciones clientelares y de los procedimientos coercitivos o de cooptación en el ámbito local. Con todo, la imagen de una Andalucía agraria y con retraso de industrialización, dominante en la tradición historiográfica, ha venido a ser corregida por la investigación de la última década. Los estudios sobre Sevilla, Huelva, y otras provincias muestran que ni Andalucía fue más caciquil que otras regiones, ni su atraso económico tan determinante. En los estudios recientes sobre la relación entre élites políticas y propiedad (agraria o industrial) se ha mostrado que se confirma esta confluencia entre riqueza e influencia que hace del caciquismo una estructura de poder, de un modo claro en los ámbitos rurales (Sierra y Peña, 2003).

Resulta evidente que la larga duración del sistema restaurado y la transformación económica y social de la España de entre siglos no podía dejar inalterado el funcionamiento del sistema, y que lo que en 1890 actuaba de un modo seguro empezó a mostrar fisuras en los años de la Primera Guerra Mundial. La España agraria fue dando paso a una sociedad más urbana, movilizada, donde el movimiento obrero, de un lado, y grupos de interés, de otro, dieron salida a un conjunto de demandas que el sistema no podía asumir sin llevar a cabo un conjunto de reformas. El reconocimiento de esa realidad y el estudio del comportamiento de los grupos de interés ha llevado a Mercedes Cabrera y Fernando del Rey (2003) a elaborar una reinterpretación de la Restauración como sistema político. Sus concepciones no se alejan de esa tradición historiográfica de carácter progresista, pero reformula algunos de sus planteamientos. En sus esquemas básicos la interpretación de Cabrera y Del Rey hace hincapié en algunas proposiciones. La primera se refiere a la inadecuación de teorizar la Restauración bajo el criterio de clase, en la idea de que este planteamiento mutila la complejidad política presentada por el régimen. Los intereses económicos representados socialmente por el dominio de las burguesías -vasca, catalana, agraria, etc.- conformaron una de las manifestaciones que influyeron en la toma de decisiones, pero del mismo modo que lo hicieron otros factores. Desde su perspectiva no cabe establecer una relación mecánica ni directa entre intereses económicos y decisión política. La segunda proposición insiste en la imposibilidad de reconocer la oligarquía como un actor político definido, mesurable y con una identidad política espacífica. La tercera, en abierta oposición a las interpretaciones más críticas del sistema político de la Restauración, insiste en la reconsideración del sistema político como un régimen representativo que sin ser una democracia, sin embargo, sirvió para canalizar las demandas y los intereses que provenían de la sociedad civil. Por último, la cuarta proposición hace referencia a su capacidad adaptativa en el tiempo, en la acomodación que supo desarrollar ante los cambios sociales y la aparición de nuevas demandas. Frente a la imagen de cierre y rechazo de las novedades, el sistema político aparecería aquí como dotado de capacidad para asumir los requerimientos de sectores sociales o grupos de interés antes ajenos al sistema. Apoyándose en los estudios sobre los grupos de interés —Fernando del Rey (1992), Soledad Bengoechea (1994), Luis Arana (1988)- y en las relaciones entre política e intereses económicos, Cabrera y Del Rey (2003) resaltan la complejidad que caracteriza las relaciones entre bases sociales, intereses económicos y sistema representativo. Una buena muestra de todo ello es el papel que estos grupos de interés y sus demandas políticas tuvieron para la configuración y desenvolvimiento del Parlamento en la crisis de la Restauración (Cabrera, 1998).

Estas líneas interpretativas no se desvían, sin embargo, de un hecho esenciajl, que frente al sistema político del Sexenio democrático, donde los intereses de la burguesía librecambista y los de las clases populares dieron forma a una democracia inestable, el sistema de la Restauración respondía a las exigencias de orden y libertad que reclamaban los diversos sectores de la burguesía. Hace unos años, Borja de Riquer (1995) ya hizo hincapié en la Restauración como un sistema político lugar de encuentro de las burguesías, un sistema que, frente al Sexenio, configurase un ejemplo de orden y de autoridad frente a las aspiraciones revolucionarias de las clases subalternas. Para los sectores acomodados que se aliaron a la ladies revolution de 1874 estaba claro que la consolidación de la sociedad de los propietarios pasaba por la creación de un sistema estable que permitiera la participación de todas las facciones de la burguesía, que creara un consenso mínimo, mediante el establecimiento de un juego político reservado exclusivamente a los conservadores y a los sectores más “respetables” de la revolución de 1868. Como se ha demostrado por los estudios más recientes en historia social, política e institucional de la época restaurada, el desajuste entre el sistema creado en los años setenta del siglo XIX y el cambio social español de las primeras décadas del XX no podía dejar de producir desarticulaciones que se expresaron en la propia crisis del sistema parlamentario tras la crisis de 1917. La mirada comparada con los procesos políticos, las legislaciones electorales y el cambio social producido en la Europa de su tiempo (Forner, 1997), de un modo especial la Europa del Sur en la que el caso español encuentra más semejanzas y réplica, permite una comprensión más ajustada de la naturaleza del sistema político español de la Restauración. Como el rotativismo portugués y el trasformismo italiano, el turnismo español fue la manifestación específica de un fenómeno generalizado de su tiempo: el dominio de las políticas clientelares, de los sistemas parlamentarios sin democracia (Casmirri y Suárez Cortina, 1998; Gutiérrez, Zurita y Camurri, 2003).

2.4.La formación de los partidos Conservador y Liberal y la “dictadura” canovista (1875-1881)

Si el diseño final de Cánovas pasaba por fortalecer una Monarquía liberal que garantizara el turno de los partidos, que eliminara de la vida política el exclusivismo de partido -que había dominando la política en tiempos de Isabel II— y la intervención del Ejército, era imprescindible la formación de unos nuevos partidos que rompieran con la trayectoria del viejo moderantismo y del progresismo en sus diversas variantes. Necesitaba, pues, aliados en la empresa y, sobre todo, consolidar el nuevo Partido Conservador, a costa del Partido Moderado, de un lado, y la acomodación de una izquierda, formada por constitucionales y progresistas, de otro. La tarea era compleja y a ello dedicó los primeros años del nuevo régimen, al tiempo que se aprobaba la Constitución y marcaba el tempo del nuevo sistema político con una política de restricciones que ha sido conocida como el de la “dictadura” cañovista. La política educativa desarrollada por Oro vio, la legislación electoral y la de imprenta fueron sólo algunas de esas medidas destinadas a marcar las reglas del juego político. La finalización de la guerra carlista y su efecto básico, la eliminación del sistema foral (1876) y la Paz de Zanjón (1878) por la que se daba fin a la guerra de los Diez Años, contribuyeron a generar la imagen de que la Monarquía representaba la garantía de la paz y la unidad de España.

Esas medidas de limitación de libertades, de permitir al moderado Orovio el desarrollo de una política educativa extremadamente conservadora, no sólo respondían a la necesaria búsqueda de garantías para el nuevo sistema, sino a una estrategia canovista destinada tanto a destruir al Partido Moderado, como a integrar en el sistema de un modo paulatino a la izquierda liberal. La tarea de llevar a cabo la fusión conservadora, de liquidar al Partido Moderado e incorporar sus huestes al nuevo Partido Conservador, fue compleja y obligó a Cánovas a una auténtica filigrana política. Tras la proclamación de Alfonso XII, los moderados mostraron una doble dirección. Unos se acomodaron a la línea establecida por Cánovas y se incorporaron al sistema, como Orovio, Cárdenas y Castro, en la idea de que así podían facilitar la realización del grueso del Partido Moderado; a ese criterio respondió su entrada en el Ministerio-Regencia. Otros, por el contrario, se mostraron reacios, una vez que percibieron que el proyecto canovista no era ni la puesta en vigor de la Constitución de 1845, ni la inmediata proclamación de la unidad católica, exigencias imprescindibles del moderantismo histórico. Entre aquellos moderados que habían aceptado la entrada en el nuevo gobierno y los que la rechazaron no había oposición en los principios, sino más bien una forma distinta de abordar con pragmatismo la nueva situación. De hecho, entre canovistas y moderados era muy difícil la fusión, de modo que hubo de transcurrir más de un año para que un sector del moderantismo se uniera a los canovistas, de procedencia mayoritaria de la vieja Unión Liberal y otras familias monárquicas conservadoras que habían participado en la política del Sexenio. Frente a la pretensión del moderantismo, Cánovas formó su primer gobierno a partes iguales entre isabelismos y septembrinos, con la presencia de Romero Robledo, Salaverría y López de Ayala al lado de Orovio, To reno y otros moderados. Cuando en mayo de 1875 se reunió en el Senado a ex parlamentarios de las dos monarquías - la de Isabel II y la de Amadeo- para dar apoyo al nuevo régimen e institucionalizar la Monarquía, se estaba dando nacimiento al nuevo Partido Liberal Conservador. Como señaló el conde Toreno, moderado asimilado al canovismo, los 356 asistentes —la mayor parte de ellos moderados- se afirmaron como ministeriales y no rechazaron la idea de “constituir una gran agrupación política de todos los partidos, de todas las fracciones”. Muy pocos insistieron en seguir defendiendo el programa y nombre del viejo Partido Moderado. Para facilitar su ingreso en el nuevo orden, Cánovas no dudó en facilitar una política extremadamente reaccionaria, donde los moderados como Orovio pudieron desarrollar una política educativa que rompía por completo con los ideales de libertad de ciencia y de cátedra provocando una segunda cuestión universitaria, que acabó con la separación de la cátedra de figuras tan significativas como Giner, Azcárate y Salmerón, entre otros. Para dar confianza a los sectores moderados y neutralizar cualquier intento de acabar con el régimen buscó el restablecimiento de relaciones con el Vaticano, repuso el presupuesto de culto y clero e implantó de nuevo la obligatoriedad del matrimonio canónico, junto a otras medias destinadas a limitar la libertad de imprenta, de reunión y de asociación.

A pesar de que un sector del moderantismo optaba por asimilarse al nuevo proyecto, el grueso del partido se mostraba inflexible ante la política de Cánovas y no estaba dispuesto a aceptar la coexistencia con el alfonsismo más liberal, como mostraron Moyano y el joven Pidal. Frente a este sector intransigente, Orovio y un grupo de moderados optaron por renunciar a algunos puntos de su programa para mantenerse en el poder y así acomodar la política gubernamental lo máximo posible a sus intereses. Para doblegar la resistencia del moderantismo, Cánovas utilizó las elecciones y su maquinaria electoral para reducir el grupo moderado a una docena de diputados. Sólo de esta manera podía abordar la elaboración de una Constitución que respondiera a sus necesidades. El apoyo de un sector del Partido Constitucional mostraba que su política no dependía exclusivamente de los moderados, al tiempo que presionaba a Sagasta para que incorporara de un modo definitivo su partido al nuevo régimen. La consumación de la fusión se llevó a cabo en medio de los debates en torno al artículo 11 de la Constitución, cuando el 29 de abril Cánovas hizo de la cuestión religiosa cuestión de gabinete, cercenando la libertad de voto de los ministeriales. La iniciativa obligaba a los moderados a optar por aceptarla posición de Toreno y Cánovas o ir a la oposición, como reclamaban los puros de Moyano, Pidal y Mariscal. La apuesta de Orovio por la posición canovista representó un varapalo para las aspiraciones del moderantismo y en la práctica representó el principio del fin del partido. El afianzamiento del Partido Conservador se efectuó dentro de una política extremadamente conservadora, en la que Cánovas no sólo veía el afianzamiento del nuevo régimen, sino también la gradual descomposición del viejo Partido Moderado cuya agonía, sin embargo, se prolongó hasta 1882. La absorción total del moderantismo por el Partido Liberal Conservador sólo fue culminada cuando en 1884 la Unión Católica, fundada por Pidal en 1881, ingresó en el partido, casi una década después de aprobada la Constitución contra la cual el político asturiano había mantenido un claro antagonismo, dada la solución constitucional a la cuestión religiosa (Gómez Ochoa, 2003).

Aunque dista de ser sencilla la formación del Partido Conservador, más dificultades, sin embargo, presenta la articulación del Partido Liberal. Surgido en el reinado de Amadeo I en torno al general Serrano y a Sagasta, el Partido Constitucional agrupó a progresistas de derecha y a la izquierda de la Unión Liberal bajo la bandera de la Constitución de 1869. Su protagonismo en la República de 1874 fue considerable, pues Sagasta era presidente del Gobierno cuando Martínez Campos proclamó a Alfonso, siendo sustituido por el mismo Cánovas al frente del mismo. Conocer, pues, la reacción de Sagasta y su posición ante el nuevo régimen resulta un elemento primordial para su propia consolidación. Ante los hechos consumados, La Iberia y el Partido Constitucional señalaron a principios de enero su voluntad de defender la Constitución del 69 al tiempo que manifestaban su intención de colaborar con la monarquía alfonsina. Desde ese momento el Partido Constitucional representa un elemento decisivo en la consolidación de la Restauración, proponiéndose ya como una alternativa de izquierda que ocasionalmente colaboraba con Cánovas en la redacción del texto constitucional y que dirime un proceso de redefinición interna que acabaría cristalizando en 1880 en la formación del Partido Liberal Fusionista, bajo la dirección de Sagasta.

El proceso, no obstante, estuvo lejos de ser sencillo y tuvo que combinar la colaboración con el retraimiento, en la necesidad de dotar al nuevo sistema de un conjunto de derechos compatible con la aceptación de la soberanía compartida, una renuncia que representaba una acomodación a los tiempos del canovismo. En este tránsito podemos distinguir tres períodos bien definidos, en los que Sagasta logró la aceptación de un conjunto de derechos que fueron incorporados de un modo directo o indirecto a la Constitución, primero; el reagrupamiento del Partido Constitucional en un único partido bajo su dirección, más tarde; y la aceptación del ofrecimiento de la Corona de asumir responsabilidades de gobierno desde 1881, finalmente.

El primer momento estuvo dominado por el hecho de la aceptación del nuevo régimen y la necesidad de Sagasta de que fueran reconocidos los derechos proclamados en la Constitución de 1869. Esta posición acabaría generando la escisión de un grupo encabezado por Alonso Martínez y el veterano Francisco Santa Cruz, que frente a la posición expectante de Sagasta reclamaba una inmediata aceptación del trono de Alfonso XII y la colaboración de los constitucionales en el diseño del nuevo marco legal. Los “disidentes”, como hemos visto, colaboraron con Cánovas y formaron poco despues un grupo, denominado “Centro Constitucional”, uno de los sectores que dio forma al nuevo Partido Liberal años después.

La segunda fase de la acomodación sagastina al régimen se vincula a las cesiones que Cánovas realizó para integrar a los constitucionales, como el sufragio universal para varones mayores de 25 años en las primeras elecciones, en una convocatoria que, controlada por Romero Robledo, podía excluirlos del reparto de escaños. Así, en noviembre de 1875 Sagasta introdujo definitivamente a su partido en la Monarquía alfonsina con ocasión de la Asamblea general celebrada en Madrid, donde resaltó su pretensión de “ser hoy el partido del Gobierno más liberal dentro de la Monarquía constitucional de Alfonso XII”, lo que equivalía a aceptar el régimen y el ordenamiento legal vigente (Milán, 2001). La recompensa no se hizo esperar y el partido obtuvo en las nuevas Cortes cerca de cuarenta actas, garantizando para Sagasta un escaño “encasillado” en Zamora, que disfrutaría desde entonces de un modo casi permanente. Desde ese momento Sagasta tuvo que mediatizar entre los diversos sectores del partido para evitar una división que incapacitaría al partido para gobernar. Tras la aprobación del texto constitucional Sagasta tuvo que llevar a cabo una contención de los sectores más radicales del partido, a la vez que trataba de convencer al monarca de la necesidad de llamar al poder a los liberales. El retraso en esa llamada mostró la complejidad de la estrategia y la propia limitación que presentaba la situación interna del partido, mientras constitucionales y Centro Parlamentario no fueran capaces de formar un partido unido, capaz de suceder en el poder al gobierno canovista. La integración del Centro Constitucional en el partido era fundamental para la ubicación en el sistema canovista, ya que su componente conservador podía disipar toda inquietud en Palacio. El problema era, sin embargo, si Alonso Martínez y su grupo estaban dispuestos a acometer la formación de un partido liberal unido. No es casualidad que en aquellos momentos surgiera la posibilidad de agrupar al liberalismo en torno a la figura de Posada Herrera, oscilante entre la mayoría gubernamental y el Centro, y que en 1879 recibió el encargo de formar gobierno por parte del monarca. Las maniobras de Sagasta neutralizaron esa situación.

El proceso de reunificación tuvo un estímulo básico en un hombre proveniente del moderantismo, el general Martínez Campos que, enemistado con Cánovas, reclamó en el Senado la formación de un gran partido liberal, paso imprescindible para aspirar al Gobierno. Sagasta recogió la necesidad de reagrupamiento que había en el interior del partido y selló una alianza con la fracción de Martínez Campos, en la que poco más tarde entraron también los centralistas, los fieles de Posada Herrera y un sector de disidentes del Partido Moderado. Liderando esta unión, Sagasta se aseguraba una posición sólida para asumir la jefatura del partido, frente a la candidatura de hombres como Serrano y el mismo Posada Herrera. Al ser designado para pronunciar el discurso con el que quedó sellada la fusión, Sagasta aparecía ante el propio partido y la opinión como el líder del nuevo Partido Liberal Fusionista.

En su discurso parlamentario Sagasta presentó a la Cámara el nuevo partido el 14 de junio de 1880 y señaló el papel que le correspondía como oposición monárquico-liberal resaltando los tres cometidos básicos con que partía: la regeneración del sistema representativo, la garantía que su presencia ofrecía de convertir la Monarquía en verdaderamente liberal, ante la ausencia de un cuerpo electoral auténtico, y la petición a la Corona del uso de la prerrogativa regia para llevar a cabo las reformas que contenía el programa liberal. Esto es, con la aceptación sincera de la Constitución de 1876 desarrollarla en la dirección de asimilar los principios que dominaron la de 1869: libertad de imprenta, de asociación y reunión, etc. “Este partido —señaló en el Parlamento el 14 de junio-, el más liberal dentro de la Monarquía, se propone ajustar sus principios políticos y amoldar sus procedimientos de gobierno a la interpretación más lata, más expansiva y más liberal de la Constitución del Estado.” La llamada al poder en febrero de 1881 abrió una nueva fase en la Restauración, rompiendo con los planteamientos restrictivos que habían dominado el quinquenio canovista.

En efecto, la política canovista entre 1876 y 1881 había estado presidida por un fuerte componente autoritario. La mano de hierro con que el líder conservador manejó la política de los primeros años de la Restauración estuvo presidida por un deseo de garantizar la vida de la Monarquía desde una perspectiva centralista, y donde la idea de orden presidía los tímidos intentos de conciliar libertad y Monarquía. Entre enero de 1875 y marzo de 1879 los conservadores se mantuvieron en el poder de un modo ininterrumpido, casi siempre bajo la presidencia efectiva de Cánovas. Entre marzo y diciembre de 1879 un gobierno de Martínez Campos, todavía en el Partido Conservador, y desde entonces hasta la formación del Partido Liberal Fusionista y su llamada al gobierno en febrero de 1881 se dio una nueva etapa canovista. En un momento histórico en que la oposición aparece fragmentada y donde no queda perfectamente deslindable el golpismo militar de Ruiz Zorrilla de las posiciones conspiradoras del general Serrano, o entre éste y Sagasta, no siempre se percibe del todo la aceptación de la nueva legalidad. Es el momento en que, junto al texto constitucional, se promulga una legislación complementaria que perfila la imagen del nuevo orden político, siempre bajo los designios de una concepción claramente conservadora, que facilita la contraposición con el “desorden” y la libertad precedentes, por más que muchas libertades quedaran contenidas en el nuevo texto constitucional. Varios territorios delimitan de un modo suficiente los caracteres de esta etapa política: la legislación sobre el disfrute de determinados derechos (expresión, cátedra, imprenta, reunión), la pacificación interior y las relaciones Iglesia-Estado, y, por último, la política europea del conservadurismo.

La restricción de libertades quedó bien establecida a partir de medidas represivas y controles rígidos de la libertad de expresión, sobre todo a partir de un control férreo de la prensa, con multas y suspensiones permanentes, especialmente de la prensa republicana, casi desaparecida en estos años. La libertad de cátedra conoció una clara restricción con la legislación de Orovio de febrero de 1875 en la línea de eliminar la libertad de enseñanza heredada del Sexenio y convertir al Ministerio de Fomento en el eje central de la política educativa. La estatalización de la instrucción pública se caracterizó por un control severo que alcanzó a textos y programas, donde se exigía el acatamiento a las verdades del catolicismo y a la Monarquía restaurada. (Capellán de Miguel, 1999); la política de imprenta se asentó sobre la censura previa, el control gubernativo, suspensión y supresión, y en la actividad de los tribunales de imprenta. Tras la aprobación de la Constitución, la Ley de Imprenta de 1879 trató de establecer un control jerarquizado, distinguiendo entre publicaciones como libros y aquellas otras destinadas a la movilización política: folletos, carteles, etc. El objetivo de la ley era la permisividad con aquellas publicaciones minoritarias, como los libros, pero ejercer un fuerte control sobre toda información que pudiera ser objeto de utilización política. Como las leyes anteriores, la política de imprenta tenía como destinatarios últimos la oposición carlista y republicana (Suárez Cortina, 2000). La aprobación de una ley de reunión en junio de 1880 no dejaba de ser una manifestación más del deseo de control gubernativo, en medio de una división de partidos en legales e ilegales que se mantuvo con todo rigor hasta 1881, mostrando así el componente autoritario, casi dictatorial, que movió gran parte de la legislación y la acción política del canovismo en esta primera etapa.

La Ley Electoral de 1878, sustituyendo la anterior legislación del Sexenio, marca igualmente esa política restrictiva en derechos políticos, dejando el voto en manos de unos 800.000 españoles, sobre todo de aquellos ciudadanos que pagaran al Tesoro 25 pesetas anuales por contribución territorial, o 50 de subsidio industrial, así como a determinadas élites intelectuales, eclesiásticas, burocráticas, profesionales, artísticas y docentes. En términos prácticos, la nueva ley privaba del derecho al voto a cinco de cada seis de los ciudadanos españoles mayores de 25 años.

La conclusión de los conflictos militares pendientes constituye un elemento básico de esta primera etapa canovista. La pacificación alcanzó a los tres conflictos centrales a que se había enfrentado el Sexenio democrático: la revolución cantonal, la guerra carlista y la guerra de Cuba. La primera, la cantonal, ya había sido resuelta por la República de 1874, pero quedaban la guerra civil con el carlismo y la sublevación cubana. La finalización dela guerra carlista, más allá de sus dimensiones militares, hace referencia a problemas tan significativos como la resistencia campesina a la penetración el capitalismo, a la resistencia autonomista frente a un Estado liberal que era interpretado en términos extremadamente centralizadores, y a la tensión entre religiosidad tradicional y secularización, como se percibe en la defensa de la Unidad Católica por parte del carlismo. Sobre estos ejes principales de la confrontación entre Estado liberal y carlismo aparece el conflicto dinástico de tanto alcance en el origen y evolución de la Monarquía alfonsina. Sin analizar ahora la evolución de la oposición carlista tras su derrota militar en 1876, se percibe que la primera consecuencia de esa situación habría de ser la aprobación de la Ley de 21 de julio de 1876, por la que se abolían los fueros de las Provincias Vascas. La política centralizadora de Cánovas no era nueva y venía a completar una trayectoria del liberalismo español tras la revolución, pero fue en ella donde se expresaban los rasgos más fuertes de esa tradición, cuyas consecuencias no fueron ajenas a la radicalizadon del fuerismo y al nacimiento del nacionalismo vasco como se han ocupado de resaltar Javier Corcuera (1979) y José Luis de la Granja (2000), entre otros. La aprobación dos años más tarde de los Conciertos Económicos, no dejaba de ser una recomposición de esta política centralizadora (Castells, 1980).

Tras el fin de la guerra carlista parece llegado el momento de lograr la pacificación de Cuba. Con un esfuerzo financiero y militar considerable, Martínez Campos desembarca en Cuba en noviembre de 1876. Tras diez años de guerra, casi cien mil muertos, de los cuales más del 90% lo fueron de enfermedades, las acciones militares de Jovellar y Martínez Campos, y la diplomacia lograron alcanzar en febrero de 1878 la llamada Paz de Zanjón. En ella se establecieron un conjunto de estipulaciones que acercaba a Cuba a la situación política y administrativa que disfrutaba la isla de Puerto Rico, la concesión de una amplia amnistía y la libertad de colonos y esclavos asiáticos que se encontraban entre las tropas insurrectas. Por el contrario, dos peticiones centrales de los sublevados, la propuesta de asimilación de Cuba a las provincias españolas bajo la Constitución vigente de 1876 y la permanencia de Martínez Campos en Cuba como garantía de que se mantenía lo pactado, no se cumplieron. Sólo dos años después, en la llamada guerra chica, se mostró que el acuerdo había sido efímero.

Aunque más adelante se analizará con más detalle, conviene resaltar ahora el cambio que experimentó la política europea de Cánovas del Castillo. El giro de política exterior que trajo consigo la Restauración debe integrarse, a su vez, en el conjunto de cambios que experimentó la situación internacional desde 1870: la victoria prusiana, el hundimiento del Segundo Imperio francés, la Comuna de París, la proclamación del Imperio alemán, la culminación de la unificación italiana tras la ocupación de los Estados pontificios, el inicio de la depresión económica de 1873, primeros pasos de la expansión imperial, con sus derivados diplomáticos, económicos y militares… En fin, un conjunto de situaciones nuevas que indicaba a Cánovas la necesidad de revisar la posición española en el orden internacional. Lo prioritario era, pues, consolidar el régimen, y para ello nada mejor que iniciar una etapa de recogimiento (Salom, 1967), en un momento que se estaba llevando a cabo un debate en torno al problema de la decadencia de las naciones latinas. La conciencia de la decadencia de España, intensamente sentida por el líder conservador, no vino a hacer otra cosa que intensificar la prioridad por el orden y seguridad interior, por la consolidación de la nueva Monarquía.

La buena acogida por parte de las potencias europeas respondía a su deseo de superar los traumas de 1870, de buscar un orden internacional estable en el que España aportaba una nueva Monarquía, de perfil conservador, en línea con los deseos de estabilidad bajo la protección bismarckiana. El acuerdo hispano-alemán de 31 de diciembre de 1877 vino a confirmar esa línea de colaboración, de protección ejercida por el Imperio alemán en un momento en que las relaciones entre París y Berlín aún no habían encontrado su normalización. La Francia de Mac Mahon no recibió mal la nueva Monarquía, pero seguía ofreciendo su apoyo a los carlistas y se temía la injerencia de Alemania en los asuntos españoles. Inglaterra, por su parte, veía con desconfianza la situación, pues temía una política ultramontana, una mayor actividad exterior, sobre todo en Marruecos, y una desviación de la política librecambista que había dominado desde la Gloriosa. Capítulo aparte merece la relación con el Vaticano, cuya respuesta a la negativa a imponer la unidad católica fue duramente criticada desde el papado, por más que, finalmente, constituyera un apoyo importante para la propia Monarquía.

Establecida la base de lograr la aceptación por parte de las grandes potencias a Cánovas, hombre realista y movido por un sentido pragmático y pesimista, de filiación positivista, le parecía que, en la coyuntura internacional de los setenta, la posición española debía acomodarse a esa situación de debilidad que presentaba España en el orden internacional. Bajo el paraguas protector de Bismarck la política canovista pasó, no obstante, por etapas diversas. Una primera, de aislamiento real hasta 1876, donde lo prioritario fue obtener el reconocimiento internacional de la Monarquía española. A ese período le siguió otro, entre 1877 y 1878, donde se elaboró una política exterior mediatizada por Francia, y temerosa de las consecuencias que para España podía traer la tensión anglofrancesa por la cuestión marroquí. Desde 1878 la política exterior adquirió un carácter defensivo frente a Francia y el problema de Marruecos y de mayor acercamiento a Inglaterra. Esta política exterior de cautela, de “recogimiento” y de equilibrios entre Francia e Inglaterra, daría paso a otra nueva fase en 1885 con la llegada al Ministerio de Estado de Segismundo Moret, comenzando una nueva fase de la política exterior española (Pereira Castañares, 1998).

2.5.Sagasta y la consolidación liberal del sistema político (1881-1885)

Si los primeros años de la Restauración estuvieron marcados por la impronta canovista, por la construcción del sistema y la cristalización de los partidos políticos dentro de un marco claramente restrictivo de libertades, la década de los ochenta va a representar una redefinición en el sentido de incorporar un conjunto de derechos que habían sido básicos en el Sexenio y que el Partido Liberal llevará a la Gaceta desde febrero de 1881, cuando fue llamado por el rey a formar gobierno.

El acceso de los liberales se produjo después de un intenso debate parlamentario el 19 de enero cuando Sagasta reclamó de la prerrogativa regia el derecho de su partido a gobernar, la necesidad de que la Monarquía se ampliara con la participación liberal para garantizar un modelo plural que consolidara el sistema. Pero, al mismo tiempo, señaló que de no llevarse a cabo esa confianza de la Corona, como liberal siempre estaría del lado de las libertades, resaltando con ello que quedaba en manos del monarca la decisión (y la responsabilidad) de que el Partido Liberal pudiera formar o no gobierno. Como era evidente que las elecciones se hacían desde el poder, sólo la Corona podía garantizar la alternancia política. La recepción en Palacio de la plana mayor del Partido Liberal y la dimisión de Cánovas tras la negativa del rey a firmar un proyecto del Gobierno, facilitaron la formación del primer gabinete liberal.

La llegada al poder de los liberales en febrero de 1881 daba paso al primero de los tres momentos o fases en los que el Partido Liberal va a gobernar hasta final de siglo. El primero, bajo el reinado de Alfonso XII, cubre los tres años que van de febrero de 1881 a enero de 1884, bajo sucesivas presidencias de Sagasta y de Posada Herrera. En ellos el Partido Liberal, a medida que se consolida como fuerza política, desarrolla una conjunto de medidas legislativas destinadas a romper con el rígido conservadurismo de la política canovista, dando un sesgo progresista a la acción gubernamental, sobre todo en educación y en libertades públicas. El segundo período liberal, tras la muerte del rey y el Pacto de El Pardo, se desarrolla en el llamado Parlamento Largo, entre 1885 y 1890, y en él se llevó a cabo una intensa actividad legislativa que determinó el carácter liberal del sistema a partir de iniciativas legislativas como el Código Civil, el derecho de Asociación, el establecimiento del juicio por jurados, la reforma militar o la implantación del sufragio universal masculino. El tercer período, ya en la década de los noventa, se caracterizó por la sucesión más o menos estable de gobiernos liberales y conservadores, en un momento en que el sistema parecía muy consolidado, pero con significativos problemas a resolver: la cuestión social, el problema antillano y la emergencia de los nacionalismos periféricos.

2.5.1.El Gobierno liberal

La presencia de los liberales al frente del ejecutivo en 1881 no deja de ser un elemento central en la propia vida de la Monarquía restaurada. Con ella se rompía con el exclusivismo de partido que había dominado desde Sagunto y se llevaba a cabo una apertura a la integración de gran parte de los principios que habían sido enseña del liberalismo democrático. Aunque hoy percibimos la presencia liberal como el resultado de ese pacto de turnos, en su momento, para las clases conservadoras Sagasta y los suyos no eran otra cosa que aquel sector que había hecho la revolución, que mantenía contactos con la barricada y que permanentemente señalaba su lealtad a los ideales liberales antes que a la Corona. Sin embargo, el Gobierno liberal estaba lejos de ser radical, la presencia de Alonso Martínez en Gracia y Justicia y de Martínez Campos en Guerra mostraba el fuerte anclaje que tenía con el nacimiento del régimen y la elaboración del texto constitucional.

Las líneas directrices del gobierno fueron desarrolladas en el Discurso de la Corona en la apertura de las Cortes en septiembre de 1881. Allí el monarca expuso unas concepciones que ya había desarrollado Sagasta en su debate parlamentario en enero, y donde quedaba bien definido el territorio del juego político: la idea de reunir a la opinión pública en torno a dos grandes propuestas con un consenso básico en torno a los principios de la soberanía compartida, defendido por los conservadores, y el respeto a las libertades, bandera de los sectores progresistas. A partir de este consenso básico el nuevo gobierno anunciaba una política de reformas que afectaba a varias áreas: Ejército y Marina (leyes sobre bases de reemplazo y reservas, el Estado Mayor del Ejército y las ordenanzas), Hacienda (nivelación del presupuesto, organización económicoadministrativa y sus procedimientos, bases de los tributos, deuda pública), Administración local (reconstrucción económica de los municipios y provincias), Instrucción, Obras Públicas y Agricultura, Ultramar (conciliación de intereses y armonización de relaciones comerciales (Aguiar de Luque, 2000).

Esta política liberalizadora, que representaba tanto una ruptura con las líneas maestras de la política canovista como una recuperación de una parte considerable de los principios del 68, tuvo que desarrollarse en un proceso de consolidación interna del nuevo partido, y de decantación con aquellas fuerzas a su izquierda, sobre todo respecto de los sectores progresistas y democráticos que reclamaban la Constitución de 1869 frente a los cuales Sagasta defendía la capacidad del texto constitucional de 1876 como adecuado para incorporar todos aquellos derechos. A ese cometido respondió en líneas maestras su acción gubernamental, pero también, la contraposición abierta con el canovismo, sobre todo en la proscripción de la teoría conservadora de los partidos legales e ilegales, en la restauración de la libertad de cátedra y la reposición de los profesores expulsados por la política del ministro Orovio, nunca revisada por los gobiernos conservadores posteriores; amplia libertad para el desenvolvimiento de los partidos; establecimiento en la ley provincial de un censo electoral en la línea de acercarlo al sufragio universal; regeneración de la Hacienda con la conversión de la deuda; reformas económicas en Filipinas, Cuba y Puerto Rico; y, por último, fomento de las obras públicas. El territorio del Gobierno liberal quedaba así delimitado de su izquierda, donde demócratas progresistas y progresistas democráticos pugnaban por ampliar el territorio de las reformas, y de su derecha, para decantar de un modo definitivo los dos horizontes, conservador y liberal, que debían presidir la vida política del sistema. Allí donde Cánovas debían ir integrando los sectores más recalcitrantes de su derecha, como ocurrió con Pidal y la Unión Católica, Sagasta haría lo mismo con estos demócratas, radicales y progresistas. Un proceso de acomodación complejo, con avances y retrocesos, que mostraba las dificultades de un partido formado por tradiciones y familias liberales de difícil ajuste. El liderazgo de Sagasta, disputado por los jefes de estos sectores, hubo de afirmarse permanentemente, en medio de la presión extrasistema del carlismo y del tradicionalismo, por la derecha, y del republicanismo y el incipiente movimiento obrero, por la izquierda.

De la amplia cartera de reformas que Sagasta pensaba desarrollar desde el Gobierno, no todas tuvieron la fortuna de convertirse en leyes. Algunas, como la reposición de los profesores krausistas que habían sido expulsados de sus cátedras, tuvieron un alcance simbólico de enorme resonancia, pero no modificaron de un modo sustancial la situación de la escuela pública, y Sagasta no llevó, ni entonces ni más tarde, una política educativa que frenase el papel de la enseñanza católica en el sistema educativo. No obstante, la política de Albareda en Educación no sólo representó la reinstalación de los institucionistas en el sistema educativo público, sino que abrió un período de aplicación de sus ideas y varios colaboradores de Giner pasaron a ocupar puestos clave en el Ministerio: Juan Facundo Riaño, en la Dirección de Enseñanza, Manuel Bartolomé Cossio, director del Museo Pedagógico. Una reformulación de las relaciones con el liberalismo educativo que encuentra su mejor expresión en la presencia de Albareda en la colocación de la primeras piedra del edificio de la Institución Libre de Enseñanza, o en el inicio de los Congresos pedagógicos, donde el institucionismo tuvo un protagonismo relevante. Se crean cátedras de pedagogía froebeliana, se inician jardines de infancia, se empieza a hablar de enseñanza primaria obligatoria y se legisla para que los municipios atiendan las necesidades escolares.

Entre sus logros cabe señalar la gestión de Juan Francisco Camacho al frente del Ministerio de Hacienda con su ley sobre conversión de la deuda (mayo de 1882), que representó una estabilización del presupuesto. Las medidas hacendísticas de Camacho y otras iniciativas permitieron la recuperación del crédito público en los mercados internacionales, facilitaron la transformación del sistema monetario español: abandono del patrón oro, aumento de la circulación fiduciaria y depreciación de la peseta. Sus reformas tuvieron que enfrentarse a la resistencia de determinados grupos que vieron en la aplicación librecambista una ruptura con el proteccionismo creciente que había dominado la política económica de Cánovas. La ley orgánica provincial de julio de 1882, que representa una notable ampliación del sufragio, la ley de reclutamiento y reemplazo del Ejército de mayo de 1883 y, sobre todo, la ley de imprenta, de julio de 1883, conocida como Ley Gullón, complementan esa nueva fase de la política liberal en el Gobierno.

La llegada de los liberales al poder representó un cambio brusco de las concepciones y prácticas de la política de imprenta que habían desarrollado los conservadores. De un lado, recuperaron los principios que habían nutrido la libertad de prensa del Sexenio, rompiendo con el principio de censura previa y de los tribunales especiales. Rechazaron así por autoritaria la ley conservadora de 7 de enero de 1879 y legislaron una libertad de imprenta que tuvo una repercusión enorme en la posterior legislación, ya que en muchos de sus aspectos se mantuvo vigente hasta la Ley Fraga de 1966. Llamada Ley de Policía de Imprenta de 26 de julio de 1883, la Ley Gullón es un reflejo perfecto del ideario liberal. Su característica más importante fue su pretensión de liberar a la prensa de cualquier legislación especial, para devolverla al terreno de la jurisdicción común, remitiendo a los tribunales ordinarios y al Código Penal cualquier litigio de opinión. La ley desarrollaba la distinción entre los diferentes impresos: libros, folletos, hojas sueltas, carteles y periódicos; determinaba sus características formales y asimilaba a los impresos los dibujos, litografías, fotografías y otros soportes y técnicas que permitían una integración de las novedades técnicas en el futuro. Rompía con el control e intervencionismo en la prensa y daba garantías a las empresas periodísticas al distinguir al propietario y al director, toda vez que sería este último el responsable de la publicación. La representación de todo el periódico ante los Tribunales y las Autoridades correspondía al director, una medida que habría de facilitar la distinción entre el gerente o director real del periódico y el director responsable, ficticio, hombre de paja, que en caso de vulneración de la ley era el responsable último de lo publicado. Esta figura, de especial relevancia en la prensa republicana de final de siglo, hizo de Alejandro Lerroux una figura representativa del periodismo republicano —El País, El Progresodespués de pasar por la cárcel como director ficticio (Suárez Cortina, 2000).

La ley de imprenta configura un nuevo marco legal que vino a favorecer de un modo evidente el ejercicio legal de la libertad de expresión e información, representando, de este modo, un eslabón básico en la conformación del Estado liberal, por más que habría de conocer restricciones y formulaciones diversas en las décadas siguientes, ante legislaciones restrictivas como la ley de jurisdicciones de 1906, que señalando un fuero especial para el ámbito castrense, limitaba la libertad de imprenta en los delitos de rebelión militar (Núñez Florencio, 1990).

A pesar de que la labor gubernamental hubo de desarrollarse en medio de disputas internas y con el surgimiento en 1883 de una disidencia, Izquierda Dinástica, la caída del gobierno Sagasta vino marcada por factores externos a la vida del partido, sobre todo por la sublevación militar republicana y por el incidente diplomático con Francia con ocasión de un viaje de Alfonso XII por varios países europeos. Aunque más adelante se hará una semblanza de la situación del republicanismo tras el triunfo de la Restauración, hay que señalar ahora que de las distintas iniciativas revolucionarias del republicanismo, todas ellas fracasadas, sobresalieron la del verano de 1883 y la de Villacampa, años después. Resultado de la colaboración del republicanismo en el exilio, sobre todo de las tareas revolucionarias de Ruiz Zorrilla desde Francia, y de la organización republicana Asociación Republicana Militar (ARM) se planteó un gran movimiento revolucionario que debía extenderse por Barcelona, Valencia, Zaragoza, Logroño y Badajoz. A pesar de que se intentó parar el movimiento, las tropas de Badajoz y Santo Domingo de la Calzada se sublevaron y proclamaron la República. La represión del movimiento no se hizo esperar. Otra naturaleza presenta el conflicto diplomático con Francia, con ocasión del viaje del rey a Alemania donde aceptó el uniforme de coronel de un regimiento que servía en Alsacia. La respuesta de la prensa francesa no se hizo esperar y a su vuelta por París tuvo que soportar una tumultuosa manifestación hostil. La respuesta en España fue igualmente chauvinista, con manifestaciones y gritos contra los franceses. El resultado del viaje fue, en definitiva, una crisis diplomática que estuvo a punto de agudizarse cuando Vega de Armijo propuso una ruptura de relaciones diplomáticas con Francia. La prudencia del rey, de los conservadores y de la Izquierda Dinástica lo impidió. No obstante, en esa situación parecía aconsejable un cambio de gobierno. Nació así el gobierno de Posada Herrera. Sagasta pasó a ocupar la presidencia del Congreso de los Diputados.

Una valoración de los logros de este primer período liberal remite a la apertura del sistema en la línea de asumir una parte importante del espíritudel 68, pero por esa misma razón las demandas internas en el campo liberal obligaron a Sagasta a hacer verdaderos equilibrios entre las exigencias y ambiciones de los diversos sectores del partido. La presencia de Alonso Martínez y de Martínez Campos era una garantía para la Corona y mostraba la moderación con que se abordarían las reformas, pero a su vez dejaba al descubierto su incapacidad para atender las demandas de las izquierdas liberales, cuya asimilación al régimen en ocasiones distaba de ser completa. A pesar de la tarea legislativa liberal eran múltiples las demandas que reclamaban la aplicación completa de los principios del 68. Algunos sectores estaban en el campo republicano, pero mantenían una relación fluida con el Partido Fusionista; otros, por el contrario, ya habían dado el paso, siempre que se cumpliera la promesa de legislar en un sentido verdaderamente liberal y democrático. Tras la incapacidad del republicanismo de articular propuestas unitarias eficaces, un sector de sus fuerzas fue acomodándose a la nueva situación, rechazando la vía revolucionaria para buscar su reubicación como una izquierda liberaldemócrata como hicieron los seguidores de Martos (progresistas democráticos), los demócratas progresistas de Montero Ríos y el grupo que en torno a Moret formó el Partido Monárquico Democrático. Después de múltiples reuniones en otoño de 1882 formaron Izquierda Dinástica, bajo la presidencia del general Serrano, en el que figuraron Martos, Moret y Montero Ríos, entre otros reconocidos líderes de la liberaldemocracia. La presión de este sector sobre el liderazgo de Sagasta estuvo en la base del nuevo gobierno formado por Posada Herrera.

Su programa de sufragio universal masculino y reforma constitucional estaba en la base del “gobierno de la izquierda”, y la inviabilidad de ponerlo en el programa de gobierno abrió una crisis interna en el partido y propició la vuelta al poder del Partido Conservador. La tensión de tendencias y el intento de la izquierda de obligar a Sagasta a asumir su programa o, en su defecto, a ser sustituido al frente del partido, acabó llevando a un amplio sector del fusionismo a defender sin complejos la Constitución de 1876. Sagasta no recuperó el poder, pero al menos pudo demostrar a su izquierda que sólo la unión con el Partido Fusionista, cuyo líder inevitablemente era el político riojano, podía llevarles a desbancar a los conservadores. De esta convicción saldría el nuevo Partido Liberal, que protagonizó el Gobierno Largo tras la muerte de Alfonso XII en noviembre de 1885 (Milán García, 2001).

2.5.2.Cánovas y la integración de la Unión Católica

Entre tanto Antonio Cánovas formó el último gobierno conservador de la Monarquía de Alfonso XII, con el hecho especialmente relevante de la incorporación de Alejandro Pidal y Mon en el Ministerio de Fomento. Con la presencia de Pidal se daba por culminado el proceso de integración de un sector del catolicismo español que había formado en 1881 la Unión Católica. Para Cánovas representaba una ampliación del partido por su derecha y la asimilación de un sector del electorado carlista. Para un sector del catolicismo, que se había enfrentado con Cánovas por el tratamiento constitucional de la religión, suponía poner en práctica la táctica posibilista del mal menor. A pesar del triunfo que significaba ampliar el espectro del sistema por la derecha, la incorporación de Pidal al gobierno ocasionó varios problemas políticos y diplomáticos, al suscitar las presiones encontradas de los integristas, de un lado, y de los liberales y republicanos, de otro. El gobierno Cánovas tuvo que neutralizar las consecuencias negativas de una valoración que hizo Pidal en el Parlamento sobre el reino de Italia y el poder temporal de los papas, primero, y la tensión que el mismo ministro tuvo con Morayta, en el discurso inaugural de la Universidad Central, cuando puso en cuestión la libertad de cátedra, más tarde. El conflicto mostraba las dificultades que tenía un sector del catolicismo para asumir las líneas básicas del liberalismo, como se puso de manifiesto cuando la prensa católica y el mismo obispo de Plasencia, continuando la polémica, apoyaban la tesis integrista y ponían en cuestión no sólo la presencia de Pidal en el gobierno, sino la legitimidad, desde la ortodoxia católica del régimen. El gobierno, ante esta situación, se vio obligado a obtener por vía diplomática la rectificación desde el Vaticano de los criterios planteados por el obispo de Plasencia (Montero, 1999).

La situación del gobierno tampoco fue mejor en el orden internacional toda vez que la política expansiva del imperialismo tras la Conferencia de Berlín habría de producir un conflicto diplomático con Alemania en agosto de 1885, al impugnar el imperio central la soberanía española sobre las islas Carolinas. La reclamación alemana acabaría produciendo una fuerte reacción popular de carácter patriótico y sólo pudo ser corregida cuando el arbitraje del Vaticano logró que Bismarck reconociera la soberanía de España, al precio de que ésta hiciera efectiva dicha soberanía mediante la ocupación militar y administrativa, garantizando a Alemania la libertad de comercio y de explotación agrícola. Como ha mostrado José María Jover (1979), las nuevas reglas del darwinismo en las relaciones internacionales se iniciaron de una manera inmediata a los acuerdos de Berlín. España, en su condición de fuerza declinante, no podía sino acomodarse a la posición que el nuevo orden internacional le imponía.

Más allá de la propia esfera gubernamental, lo más reseñable de la situación española de aquellos momentos era la situación social, con una fuerte tensión en el campo y, sobre todo, la epidemia de cólera que se extendió de un modo especial por el sur y este del país en verano de 1885. En este ambiente propiciado por la tragedia, en una acción ministerial errónea, al hacer frente a la epidemia casi exclusivamente en el aislamiento y la cuarentena, quedaron al descubierto los límites y las contradicciones sociales del momento. La creación de la Comisión de Reformas Sociales en diciembre de 1883, estando Moret en el Ministerio de la Gobernación, sólo había dado inicio a sus consultas sobre la cuestión social, las condiciones de vida de las clases trabajadoras y los remedios para su superación. La epidemia vino a poner en evidencia que los modelos paternalistas y la caridad no eran medidas adecuadas para dar solución a un problema sanitario que, sobre todo, era social. El clima pesimista aumentó cuando se supo la enfermedad del rey que el 25 de noviembre de 1885 moría en Madrid, abriendo un nuevo período de la política española: la Regencia de María Cristina de Habsburgo Lorena.
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La Regencia de María Cristina (1885-1902)

Habiéndose diseñado un sistema político que tuvo por eje la figura del monarca que a través de la prerrogativa regia intervenía de un modo decisivo en el desenvolvimiento de la vida política, la enfermedad del rey, primero, y su muerte, más tarde, habría de constituir un escollo importante en el desarrollo político de la España de final de siglo. La incorporación de los liberales en 1881 ya había mostrado la flexibilidad del sistema y permitía pensar en una garantía de continuidad, a pesar de que en 1885 aún no había tenido el rey una descendencia masculina. En enero de 1878 había contraído matrimonio Alfonso con su prima María de las Mercedes de Orleans y Borbón, hija de Antonio de Orleans, duque de Montpensier, un enlace de breve duración pues la reina murió en junio de ese mismo año de una enfermedad gástrica. La necesidad de un nuevo enlace llevó a un segundo matrimonio con la archiduquesa María Cristina de Austria el 29 de noviembre de 1879. Boda de Estado, al fin y al cabo, Alfonso mantenía una relación afectiva estable con Elena Sanz, una cantante de ópera que le dio dos hijos extramaritales: Alfonso, nacido en París en enero de 1880, y Fernando, que lo hizo en Madrid en febrero de 1881. Aunque la reina María Cristina había intentado que Elena Sanz estuviera lejos de la Corte y pidió al gobierno que la expulsara de España, la voluntad del rey se impuso y la reina terminó cediendo (Dardé, 2001).

Con la muerte del rey en noviembre de 1885 se planteaba, pues, un doble problema. De un lado, el de la sucesión, ante la inexistencia de un heredero varón; de otro, el de dar estabilidad al régimen en un momento especialmente delicado. El primero se resolvió aplicando la Constitución de 1876, que en sus artículos 67 y 72 daba respuesta a la situación ahora planteada.

El segundo, llevando a cabo una inmediata vuelta al poder de los liberales que tras el llamado Pacto de El Pardo, estableció el sistema de turno como el instrumento más idóneo para dotar de estabilidad al régimen. Entre 1885 y 1902, momento en que Alfonso, el hijo que nació en mayo de 1886, adquiría su mayoría de edad, se extiende el período conocido como la Regencia de María Cristina.

La Regencia fue un período especialmente significativo de la historia de España, pues en esos años de final de siglo el sistema conoció su estabilización, el desarrollo de las políticas liberales, pero también la aparición de grandes fisuras que en el terreno internacional se plasmaron con la guerra colonial, primero, y con EE UU, más tarde, provocando la derrota militar y diplomática que llevó a la pérdida de las colonias tras el Tratado de París de 1898. En el terreno interior la sociedad española conoció una mutación considerable, con la aparición de realidades políticas tan significativas como la emergencia de los regionalismos y nacionalismos periféricos, el fortalecimiento de un movimiento obrero de doble filiación, socialista y anarquista, y la sostenida persistencia, aunque decreciente, de las oposiciones republicana y carlista.

3.1.El Gobierno Largo liberal (1885-1890)

Tras la muerte de Alfonso XII se da inicio al período más fecundo de la Restauración, al momento en que el “Gobierno Largo” de Sagasta lleva a cabo un conjunto de reformas que configuran de un modo definitivo el perfil social y político de la Restauración como época histórica. Sagasta había aprovechado el paréntesis del gobierno de Cánovas para consolidar su liderato en el partido, atrayéndose a las figuras más representativas de la Izquierda Dinástica, llevando a cabo una refundación del Partido Liberal con la incorporación de hombres como Moret y Montero Ríos, tras acordar con ellos un conjunto de medidas que debían ser abordadas por el próximo gobierno liberal. En ese acuerdo de junio de 1885, conocido como ley de garantías, se establecía la aceptación definitiva de la Constitución de 1876 y la soberanía compartida entre rey y Cortes, pero al mismo tiempo se adquiría el compromiso de introducir los principios básicos de la Constitución de 1869 en la política liberal desde el gobierno. Se trataba de una transacción entre la Restauración y sus principios, con las premisas centrales de la Constitución de 1869, pero aplicadas desde la legalidad de la de 1876, como base de convivencia y fundamento de poder (Aguiar de Duque, 2000).

El fortalecimiento del Partido Liberal coincidió, sin embargo, con un primer problema en el Partido Conservador donde Romero Robledo, enfrentado a Francisco Silvela, se apartó del liderazgo de Cánovas para formar su propia fuerza política, el Partido Liberal-Reformista, un intento transitorio por el que un sector del conservadurismo y los restos de la Izquierda Dinástica, bajo la dirección de López Domínguez, trataron de abrir un espacio intermedio entre los dos partidos del sistema.

La incorporación del sector liberaldemocrático iba a proporcionar al Partido Liberal una fuerza considerable, conformando un gobierno con la presencia de Alonso Martínez y Gamazo, representantes de la derecha liberal, con fieles a Sagasta como Venancio González y los recién incorporados Moret y Montero Ríos. Con una mayoría sólida tras las elecciones de abril de 1886, el partido estuvo en condiciones de abordar un amplio conjunto de reformas que marcaban la superación, al menos en el orden legal, de gran parte de las conquistas del Sexenio democrático, ahora incorporadas a la Monarquía restaurada en un sentido más moderado. El programa de gobierno que expuso Sagasta acometía reformas electorales, con la aprobación del sufragio universal masculino, responsabilidad de las autoridades gubernativas ante el poder judicial, establecimiento de juicio por jurados, la ley reguladora del derecho de asociación, reforma del Ejército, del Código de Comercio, del Código Civil, liquidación de los restos del sistema esclavista en Cuba, y un conjunto de medidas destinadas a mejorar la administración, la reorganización de Fomento y otras acciones de carácter secundario. Hubo de enfrentarse también a la sublevación republicana del brigadier Villacampa, la última intentona militar del republicanismo histórico, de considerables consecuencias en el interior del republicanismo, ya que motivó la definitiva separación del krausoinstitucionismo, abocado de un modo definitivo hacia la lucha electoral y la acción parlamentaria.

La aprobación de la Ley de Asociaciones en junio de 1887 representaba un paso importante en el derecho de asociación, suponía la legalización de la acción colectiva a través de formas organizadas y significaba libertad de acción para las organizaciones obreras, un elemento fundamental en la consolidación de un movimiento obrero que en los años siguientes experimentó transformaciones significativas. Debatido en el Parlamento desde finales de febrero, elaborado y definido por una Comisión de la que formaban parte Calvo Muñóz, Mellado, Ferreras y Santa María de Paredes, bajo la presidencia de Garijo Lara, la ley regulaba el derecho de asociación “para los fines de la vida humana” que reconocía la Constitución en su artículo 13. El texto aprobado era un reflejo de la fe iusnaturalista de los liberales en contraste con el espíritu ecléctico del doctrinarismo conservador, mucho más inclinado hacia la imposición de medidas preventivas. La Ley de Asociaciones por la que se reconocía la libertad sindical, entre otras libertades de asociación, fue considerada desde los primeros momentos como una ley progresista, innovadora y democrática, tanto por los defensores liberales como por sus antagonistas conservadores. Para la oposición conservadora, además de la distancia ideológica que los separaba, la aprobación de la ley era prematura y aunque reconocían la necesidad de regular el derecho de asociación, justificaban políticamente el aplazamiento por la necesidad de aprobar previamente una reforma del Código Penal.

Para la oposición republicana el proyecto presentaba limitaciones graves, sobre todo por el carácter restrictivo de algunos de sus artículos. Las intervenciones de Azcárate, Labra y Pedregal indicaban, sin embargo, que las distancias con los liberales no eran grandes, pero en ellos se reflejaban los distintos horizontes que impulsaban a aquellos que se movían en el espíritu del 68 y quienes no mostraban ningún problema en acomodarse al de 1876. Uno de los elementos de la prevención de los conservadores ante la ley era el temor a que impulsase a la Internacional. El mismo temor tuvieron los liberales, pero confiaban en que la ley fuera un instrumento verdaderamente regulador en todo lo referente a la intervención de la Administración en las asociaciones. La Ley de Asociaciones, que era sustancialmente liberal, fue considerada por los especialistas europeos como una ley innovadora, como un ejemplo a imitar, una conquista del derecho moderno por la que se reconocía legalmente lo que era una consecuencia de la libertad de trabajo. A pesar de las críticas a que fue sometida en diversos momentos por lo dificultoso de su desarrollo normativo, la Ley de Asociaciones fue el espaldarazo para la formación de organizaciones sindicales, como la Unión General de Trabajadores, que se constituyó poco después. Sin el marco de amparo legal que proporcionaba, probablemente no hubieran experimentado crecimientos visibles las sociedades de oficios y de resistencia que convirtieron el movimiento societario en el antecedente del movimiento sindical (Barrio Alonso, 2001).

Otro de los territorios donde el Partido Liberal deseaba llevar a cabo una reforma era en el Ejército. La situación de la institución militar en los inicios de la Restauración era, en su conjunto, muy deficiente en comparación con otros ejércitos nacionales. El francés estaba compuesto por unidades coloniales y un núcleo metropolitano, encuadrado por una oficialidad de carrera y una numerosa escala de reserva burguesa; el inglés estaba profesionalizado y había sido concebido como expedicionario; el alemán contaba con una oficialidad de nobles y estaba organizado para la movilización nacional orientada hacia una guerra total y rápida. Entre ellos, el ejército español, más que como una institución pensada para la guerra, estaba organizado para tareas de guarnición y orden público, con tropas mal dotadas, reclutas forzados, con un exceso de mandos y con una estructura organizativa poco adecuada. La situación era que las Fuerzas Armadas presentaban una situación de casi inutilidad para la guerra y estaban necesitadas de una reforma profunda que los poderes públicos debían abordar.

Esa realidad corporativa era un elemento de especial sensibilidad, dada la posición efectiva de las Fuerzas Armadas en el nuevo orden político, de su participación en el origen de la Restauración y de las propuestas civilistas que latían bajo la fórmula del rey-soldado con que Cánovas deseaba regular la posición del Ejército desde 1875. El sometimiento al poder civil se había hecho al precio de garantizar la autonomía interna del Ejército. Cualquier reforma debía abordarse, pues, con la aquiescencia de los mandos. Una tarea extremadamente delicada, toda vez que la situación de hipertrofia, el exceso de oficiales, el mal equipamiento y un espíritu de cuerpo, asentado sobre una fuerte tradición de autorreclutamiento, había hecho de las Fuerzas Armadas una realidad poco permeable a demandas y controles externos. Con el paso del tiempo se fue convirtiendo en un grupo de presión independiente de los partidos políticos, empeñado en defender el peculiar modelo del Ejército español. En su pacto con las Fuerzas Armadas, Cánovas había marginado a éstas de las tareas de gobierno, pero al precio de una autonomía militar que hacía complejas las iniciativas reformadoras (Cardona, 1991).

La política militar de Cánovas había quedado bien reflejada en la Ley Constitutiva del Ejército de 1877, que lo define como “institución especial a la órdenes del Rey”. La ley, muy valorada por Julio Busquéis (1971), se proponía dar desarrollo legal a lo establecido en la Constitución dos años antes. En ella, de acuerdo con el artículo 22, se afirmó la Guardia Civil “como un cuerpo más del Ejército” y no como uno de los “cuerpos auxiliares del Ejército”. Tras la Paz de Zanjón, Martínez Campos abordó una primera reforma que, sin alterar la forma de reclutamiento, se centraba en una necesaria reducción del cuadro de generales, a través de una reorganización del Estado Mayor General. Estableció en él la llamada “escala de reserva”, dejando límites de edad para el acceso a ella que iban desde los sesenta y seis años, en el caso de los generales de brigada, a los setenta y dos en el caso de los tenientes generales; también introdujo una pausa en la creación de nuevos generales. El resultado de estas medidas fue una reducción de la plantilla, que para 1885 alcanzaba 456 generales, pero de ellos sólo 285 se hallaban en la escala activa.

Años después, en 1882, siendo Ministro de la Guerra, Martínez Campos aportó dos nuevas reformas. La primera fue la creación de la Academia Militar General, cuyo cometido era facilitar la solidaridad en el seno del Ejército evitando los distanciamientos entre los Cuerpos Facultativos (Artillería, Ingenieros) y las Armas Generales (Infantería, Caballería). La segunda medida fue la creación de la Escala de Reserva Retribuida”, que tenía como cometido facultar a los suboficiales para ascender a oficiales sin pasar por la Academia, hasta un cierto nivel de empleo. Aunque la idea de Martínez Campos i era estimular el espíritu de profesionalización en el Ejército, los resultados no siempre fueron positivos; los oficiales “de Academia” miraron con desdén y recelo a los llamados despectivamente “de cuchara”, y éstos, a su vez, se sintieron discriminados al no poder sobrepasar el grado de comandante (Seco Serrano, 1984).

En este marco de reformas de las Fuerzas Armadas se ponía de manifiesto no ya su estructura arcaica, sino también las resistencias que se ponían a cualquier planteamiento reformista. La política liberal quedó bien definida a través de los intentos de modernizar las estructuras y funcionamiento de la institución militar. Las reformas militares emprendidas por Cassola tenían un cometido doble. De un lado, trataba de crear un organismo autónomo y efectivo mediante la promulgación de una Ley Constitutiva del Ejército que definiera con claridad la esencia del mismo y estableciera su articulación orgánica de un modo definitivo; de otro, buscaba la solución del problema humano, social y familiar que afectaba a sus miembros, al eliminar las retenciones sobre los sueldos de los jefes, oficiales y clases asimiladas del Ejército, así como la creación de un banco militar de préstamos.

Militar que admiraba profundamente el modelo del Ejército prusiano, Cassola con la Ley Constitutiva del Ejército quiso acomodar las Fuerzas Armadas a las exigencias de su tiempo. El proyecto se ocupaba de regular todos los elementos de la institución militar: reclutamiento, sistemas de acceso a los cuerpos, organización militar de la nación, derechos y deberes de los profesionales de la milicia, organización de la escala de reserva de los oficiales generales, recompensas y bases para la organización territorial militar de la península. En sus concepciones básicas pueden destacarse tres puntos fundamentales: la proclamación efectiva de la obligatoriedad del servicio militar, la creación del servicio de Estado Mayor y la supresión de la dualidad en el sistema de ascensos del cuerpo de oficiales. Pero, sobre ellos, destaca el propósito de dar al Ejército principios definidos y soluciones concretas que fijen en un cuerpo de doctrina cuanto de fundamental y constitutivo corresponda a la institución armada. El proyecto de ley denunciaba los problemas principales del Ejército: la ineficaz distribución de las demarcaciones militares, la injusticias del sistema de reclutamiento vigente, la necesidad de separar lo judicial de lo gubernativo, los problemas de equipamiento, la justicia y equidad en los ascensos y, entre otros, el reconocimiento legal de la institución de los tribunales de honor, a los que se asigna la misión de salvaguardar el prestigio y la honra de la institución militar. En su diseño la ley recogía gran parte de los elementos de debate de los ejércitos de su tiempo, muy inspirado en el modelo prusiano que Cassola admiraba de un modo especial.

Llevada al Parlamento en junio de 1887, la ley fue objeto de intensos debates, y los detractores fueron más numerosos que los defensores, a pesar de contar con el apoyo político de Sagasta, y la defensa parlamentaria del joven Canalejas, de García Alix, y los miembros del gabinete liberal Moret y López-Puigcerver. Frente a ella tuvo al propio Cánovas, muy poco amigo de llevar al Parlamento los temas de la fuerza armada, y sobre todo una amplia gama de militares desde los conservadores a fusionistas que como López Domínguez no aceptaban la reforma de la institución en la línea diseñada por Cassola. De los temas más polémicos fue, sin duda, el de la implantación del servicio militar obligatorio sin posibilidad de redención o sustitución. Con esa propuesta se daba cumplimiento a uno de los principios fundamentales del pensamiento liberaldemocrático, la igualdad ante el servicio de armas, y la meta de que el Ejército encarne de verdad el sentimiento de la patria. “Se establece el servicio militar obligatorio -señaló Canalejas- como principio democrático del que se excluye por salud, religión o administración, pero hay que desechar la exclusión por sustitución o redención” (Puell de la Villa, 1986). Habrían de pasar más de dos décadas para que el mismo Canalejas como presidente del Gobierno diera por cumplida esa aspiración en 1912.

El debate parlamentario se prolongó a lo largo de la legislatura y los temas militares ocuparon las primeras páginas de los periódicos y las tertulias de café a lo largo de la primavera de 1887 y el invierno de 1888. En el Congreso se pronunciaron más de doscientos discursos, pero en la mayoría de ellos se debatieron temas básicamente técnicos, y no de calado político. La resistencia a las reformas fue tan fuerte que llevó al abandono del general Cassola, que en junio de 1888 dejaba el ministerio. Su sucesor, Tomás O’Ryan y Vázquez, mantuvo la ley en el Parlamento, pero en la seguridad de que el proyecto habría de salir mutilado. El fracaso de las reformas de Cassola mostraban que los generales, muchos de ellos parlamentarios, no aceptaban la injerencia del gobierno en sus asuntos internos. Para salvar los restos del naufragio el Gobierno liberal, con O’Ryan en Guerra y Canalejas en Fomento, decidió impulsar algunas de las reformas e impuso por decreto la parte que no había sido impugnada por las Cortes: suprimió los grados honoríficos, los empleos superiores al efectivo, la movilidad entre armas con excepción de algunos cuerpos especiales; estableció el ascenso por antigüedad hasta el grado de coronel en tiempo de paz y la posibilidad en tiempos de guerra de permutar voluntariamente un ascenso por méritos con una medalla.

Años después, en el gobierno liberal de 1892-1895, López Domínguez llevó a cabo algunas reformas; en 1893 suprimió la Academia General Militar, modificó la organización territorial militar e introdujo el “presupuesto de paz”. Reformó la escala de reserva y creó la Escala de Reserva redistributiva que, sin modificar los privilegios de casta de los oficiales, concedió a los sargentos ascensos limitados. A partir de entonces existieron dos escalas separadas: los oficiales de carrera y los procedentes de las filas, que serían unificadas en 1931 y separadas, de nuevo, en 1941 (Cardona, 1991).

Los intentos, pues, de llevar a cabo una modernización de las Fuerzas Armadas y una democratización que avanzara de un modo claro hacia el servicio militar obligatorio fue un fracaso. Los militares cedieron en su intervención en política, pero al precio de exigir una autonomía de lo militar que acabaría reclamando un fuero especial. Es cierto que la figura del rey-soldado había acentuado los componentes civilistas del sistema canovista, pero no lo es menos que los militares intervinieron muy a menudo en política: ya como parlamentarios, ya como miembros del gobierno, pues a ellos correspondió la cartera de Guerra. Mantuvieron una prensa militar que representaba un modo de intervención en la política, y ante la opinión pública se consideraban garantes del orden social y de la unidad de España, enfrentándose con virulencia al naciente movimiento obrero y a los nacionalismos periféricos. La España de finales de siglo conoció una nueva forma de confrontación: el militarismo y el antimilitarismo, que fue más allá de la guerra colonial para adentrarse en los debates políticos del interior. La estricta separación de las esferas civil y militar y la modernización del Ejército iban a ser dos cuestiones centrales en la España del siglo XX. Como han mostrado Manuel Ballbé (1983), Francisco Vanaclocha (1981), R. Núñez Florencio (1990a, 1990b), y J. Lleixá (1986), la pretendida naturaleza civilista de la Restauración debiera quedar matizada. Ballbé ha mostrado la pluralidad de situaciones (estado de guerra, de sitio, suspensión de garantías constitucionales) y el comportamiento tanto del Ejército como de la Guardia Civil para suavizar esa afirmación civilista del régimen. Vanaclocha y Núñez Florencio, por su parte, han destacado el papel de la prensa militar y cómo la institución armada presionó a favor de su autonomía y no abandonó la tentación intervencionista.

Una dimensión central de la política de reformas del Gobierno Largo del Partido Liberal fue la definitiva configuración de un nuevo orden burgués con la culminación del proceso codificador. La historiografía ha venido resaltando el componente racionalizador -jurídico y social- que caracteriza su desarrollo. Declaración de Derechos, Constitución y Códigos se presentan como elementos sustanciales de un proceso que genéricamente conocemos como “revolución liberal” y cuya articulación tuvo en España unos ritmos muy diferenciados. El proceso de culminación de la labor codificadora había encontrado un impulso con la aprobación del Código Penal en 1870. El viejo Código de Comercio de 1829 necesitaba de una clara revisión para acomodarlo a las necesidades de una sociedad burguesa, y las vicisitudes históricas habían impedido la aprobación de un Código Civil. Esta tarea se llevó a cabo en la década de los ochenta con la aprobación del Código de Comerció en 1885, con el cual se superaban las viejas concepciones mercantilistas para fijar los supuestos de un derecho sustantivo, más acorde con las necesidades de una sociedad capitalista (Gacto Fernández). La culminación de ese proceso se llevó a cabo con la aprobación del Código Civil de 1889.

El proceso de tramitación del Código había sido anterior al Gobierno liberal; antes de la muerte del rey ya había superado el trámite parlamentario en el Senado y se encontraba dictaminado en el Congreso por la Comisión que había desarrollado los trabajos preliminares, bajo la presidencia de Alonso Martínez. Al llegar al Ministerio de Gracia y Justicia recuperó el proyecto de ley de la etapa conservadora y del dictamen de la Comisión, aunque incorporando algunos retoques. A partir de ese momento se inicia un proceso que llevará a la aprobación del Código, mostrando una actitud conciliadora y de respeto del régimen jurídico de las provincias forales con la necesaria unidad de derecho, en el marco de una evolución pautada hacia la integración de los distintos ordenamientos existentes. Se lleva a cabo en un sentido liberal la atención a distintas formulaciones de ordenamientos civiles en matrimonio, donde se restablece la tradicional armonía entre la legislación civil y la canónica, y se regulan los elementos que afectan a una pluralidad de situaciones referentes a cuestiones forales y sucesorias. Tras una compleja tramitación y debate en el Senado y el Congreso, la ley fue aprobada en mayo de 1889 y publicada con algunos retoques en julio de ese mismo año.

La aprobación del Código Civil daba cumplimiento a una tarea que se había iniciado ya en 1851 y que, en sus términos básicos, se correspondía con el Código napoleónico, en el que se inspiraba. La principal innovación fue que hacía tabla rasa del derecho civil vigente hasta ese momento, sustituyéndolo por sus normas, ordenadas según un sistema racional, que eran elevadas a la categoría de Derecho común, supletorias de todas las demás leyes, que eran especiales frente al Código (Sánchez Saudinós, 1990). Es de resaltar el componente integrador que caracterizó su aprobación, pues en él quedaron incorporados los vigentes ordenamientos forales y, sobre todo, el rico derecho civil catalán que Durán y Bás defendió como un ordenamiento vivo y activo. Su aprobación en la década de los ochenta se efectúa en un momento en que la burguesía ha dejado atrás sus perfiles revolucionarios y se presenta como un complemento de la Constitución de 1876 y un procedimiento muy eficaz para consolidar un orden burgués construido, como ha resaltado Francisco Tomás y Valiente, sobre los pilares del liberalismo individualista. El Código Civil de 1889 vino así a culminar el edificio jurídico del nuevo orden burgués: fundamentación del orden social sobre una concepción individualista de la sociedad, y regulación del matrimonio y de la familia de acuerdo con los postulados de la jerarquía eclesiástica y de la burguesía acomodada (Tomás y Valiente, 1989). Sellaba en el ámbito privado lo que la Constitución había establecido en lo público. No en vano, Declaración de Derechos, Constitución y Códigos constituyen los elementos básicos que vertebran el mundo liberal-burgués (Baró Pazos, 1992). Cabe resaltar, no obstante, que esta unificación del derecho civil hubo de llevarse a efecto respetando e integrando los ordenamientos forales, produciendo un híbrido entre una constitución centralizadora y un sistema codificador que respetaba los ordenamientos jurídicos preexistentes, en una llamativa síntesis del Código y el Fuero (Suárez Cortina, 1997).

También fue obra de Alonso Martínez la presentación al Parlamento del proyecto de ley sobre establecimiento del juicio por jurado para determinados delitos. La introducción del jurado en la administración de justicia había formado parte de una vieja reivindicación de carácter progresista, a la que siempre se había resistido el conservadurismo. Ya en los años del Sexenio, Montero Ríos había implantado el jurado y de nuevo en 1883 el ministro liberal Romero Girón llevaba a las Cortes el proyecto que llegó a ser aprobado en el Senado. La presentación de nuevo por el Gobierno Largo marca una continuidad con este principio liberal de hacer del jurado un elemento decisivo de la justicia en ámbitos específicos. El territorio de su actuación incluía aquellos delitos que más conmueven el orden social o que afectan a los derechos individuales proclamados por la Constitución y sancionados en el Código Penal. Tras largos debates, y después de acomodarla a lo establecido en el procedimiento de enjuiciamiento criminal introducido por la ley de 1882, fue aprobada en abril de 1888. Llena de cautelas y dejando al margen los delitos electorales, la ley fue una apuesta decidida por una línea clásica del jurado, aquella que disociaba hechos y derecho. El jurado se ocupaba de juzgar los hechos, mientras que los integrantes del poder judicial determinaban su calificación jurídica (Aguiar de Luque y Sánchez Saudinós, 2000). Aunque ese mismo año la mayoría liberal llevó al Parlamento la ley de lo contencioso-administrativo, una medida fundamental para dirimir los conflictos entre la Administración y los ciudadanos, aprobaba en septiembre de 1888, el proyecto político más llamativo de la gestión liberal fue la implantación del sufragio universal masculino en junio de 1890.

La aprobación del sufragio universal, dando así cumplida atención a una vieja demanda de la izquierda liberal que deseaba completar el ciclo revolucionario y sellar en el nuevo sistema las conquistas que había traído el Sexenio democrático, constituyó todo un acontecimiento político. Aunque formalmente equivalía a la implantación de la democracia, en términos prácticos poco o nada cambió, pues los gobiernos de turno siguieron ganando las elecciones y fue la corrupción y el fraude lo que habría de caracterizar la vida política, antes y después de la ley. En realidad, ni Cánovas, acérrimo adversario de la universalización del sufragio, ni el mismo Sagasta fueron defensores del mismo, pero las necesidades estratégicas del Partido Liberal —asumir el máximo posible de las metas del Sexenio- y las del mismo Sagasta, para fortalecer su liderazgo dentro del partido, aconsejaron su aprobación. Cuando se aprobó el 30 de junio de 1890 los españoles varones, mayores de veinticinco años, obtuvieron el derecho al voto, con independencia de su situación económica. Con esa medida España se situó en una avanzada de los derechos políticos, pues solamente Francia y Suiza, las dos repúblicas europeas del momento, y Grecia tenían legislaciones semejantes. Gran Bretaña, que poco antes había desarrollado una nueva legislación electoral no había llegado a aprobar el sufragio universal (Dardé, 2003).

Podría pensarse que con ella quedaba instaurada en España una verdadera democracia. Nada más lejos de la realidad. La Constitución no fue reformada y, en consecuencia, se mantenía la soberanía compartida y la prerrogativa regia, un tercio del Senado seguía siendo de nominación real y otro tercio lo era por derecho propio, y la libertad de conciencia y de cultos no estaba contemplada en la misma. La ampliación del sufragio no respondió, pues, a una verdadera vocación democrática. Los partidos del régimen, el liberal y el conservador, siguieron fabricando mayorías, y el aumento hasta casi cinco millones de votantes no representó una mayor transparencia del cuerpo electoral.

Como ha señalado Teresa Carnero, la aprobación del sufragio universal, al mantener el parlamentarismo fraudulento, no desemboca en el desarrollo político, en la democracia. Que ése no era el cometido de los legisladores queda reflejado en el propio texto de la Ley ya que en ella no se adoptan las garantías necesarias para la limpieza del sufragio, no contempla la previa actualización del censo de electores, la tipificación del delito del fraude ni la acreditación de la personalidad del votante para la emisión del sufragio. Con insuficiencias garantistas, con cortapisas en el ejercicio del control del proceso electoral y en manos del Ministerio de la Gobernación, la aprobación del sufragio universal representó una pista falsa en el camino de la democratización de las instituciones. Las denuncias permanentes que frente a ello hicieron republicanos y socialistas no estuvo exenta de fundamento. El contenido de la ley constituyó un poderoso acicate para perpetuar y generalizar el parlamentarismo fraudulento. En primer término, por la voluntad de mantenerlo de la élite gobernante, tanto liberal como conservadora, al no establecer garantías para la transparencia del sufragio; en segundo lugar, por la reiterada utilización partidista del fraude por el poder ejecutivo y sus delegados locales, monopolizando los beneficios electorales directos, a través del control del proceso electoral y la negativa sistemática a las impugnaciones de sus resultados hechas por la oposición (Carnero Arbat, 2003). El turnismo, que invariablemente se mantuvo hasta 1913, expresaba la verdadera fuerza del sistema. El hecho de que en algunos núcleos urbanos la oposición pudo invertir esa realidad, no deja de ser un hecho casi testimonial. El control político desde arriba, la práctica del turno mediante el fraude electoral es lo que constituye la esencia de las prácticas políticas de la España de final de siglo.

3.2.La crisis de final de siglo (1890-1898)

La aprobación del sufragio universal en junio de 1890 marca un punto de inflexión claro en la España restaurada. Con el Gobierno Largo de Sagasta se ha ampliado el espectro del sistema por su izquierda, en tanto que a su derecha la incorporación de los pidalinos permite que el sistema de turno se estabilice dejando fuera a carlistas y republicanos. La presencia en la izquierda más extrema de anarquistas y socialistas se ve todavía como un horizonte de radicalismo social ajeno a la naturaleza del sistema canovista. Los primeros noventa, pues, aparecen como un período de relativa estabilidad, de práctica del turno en el que pronto se dejarán sentir las contradicciones de un régimen que habría de enfrentarse en los años siguientes a varios retos que inicialmente no estaban en su agenda política: el problema obrero, la cristalización de un nacionalismo periférico y, finalmente, la propia cuestión colonial que llevó a la guerra de emancipación cubana, primero, y a la guerra hispanonorteamericana, cuya derrota marca la crisis de final de siglo más tarde. Mientras esos problemas cubrían el horizonte político, el sistema ensayaba de un modo confiado su propio ejercicio de turno en un momento en que no eran sólo los partidos políticos los que representaban la opinión, sino también unas variopintas agrupaciones sociales y económicas, que iban desde las Cámaras de Comercio hasta los sindicatos obreros, que crecieron al amparo de la Ley de Asociaciones de 1887.

3.2.1.La “plenitud” del sistema canovista ( 1890-1895)

Resulta evidente que la década de los noventa estuvo marcada por la guerra colonial y por la derrota militar que caracteriza la profunda crisis nacional de final de siglo. No obstante, sus inicios fueron testigos de la normalización del turno, de aquel sistema por el que conservadores y liberales se fueron sucediendo en el disfrute del poder. Cumplido el programa liberal los conservadores, sin la presencia de los pidalinos, accedieron al gobierno en julio de 1890. Formado por canovistas de siempre, junto a algunos disidentes del Partido Liberal como Tetuán, el nuevo gobierno mostró su aceptación de la legislación aprobada por el Gobierno Largo. Quedaba así sellada una nota básica del sistema canovista: los avances liberales eran respetados por el conservadurismo, de modo que el régimen se consolidaba a partir de un equilibrio entre la conservación y el progreso. Esta fórmula ponía a prueba el propio sistema, ya que en las elecciones de 1891, las primeras desarrolladas con el sufragio universal masculino, los republicanos obtuvieron 31 actas, que contrastaban con las 74 del fusionismo y las 253 de la mayoría gubernamental. La ampliación del sufragio no representaba un reto fundamental al sistema toda vez que desde el Ministerio de la Gobernación se pudieron controlar los comicios como se observó una y otra vez a lo largo de las dos décadas siguientes, antes y después de la crisis militar y diplomática de 1898. Para ello fue necesaria la reincorporación al Partido Conservador de Romero Robledo, tras una disidencia que le mantuvo alejado del partido entre 1885 y 1891. La tentación regeneradora de Silvela habría de contrastar con el estilo del “gran elector” que era Romero Robledo, representantes ambos de dos tendencias bien definidas en el interior del conservadurismo. La preferencia por este último significó el dominio de las prácticas clientelares, de la manipulación electoral y del triunfo del pragmatismo más crudo, de la lógica de la estabilidad frente al reformismo conservador que representaba Silvela. Sólo después de la muerte de Cánovas y la derrota de 1898 pudo ensayar un gobierno regenerador, mientras que la lógica del sistema llevaba al dominio el pragmatismo clientelar, del que fueron artífices tanto los conservadores como los liberales. Entre tanto, la reorganización del gabinete conservador en noviembre de 1891 se llevó a cabo con la ausencia de Silvela y la presencia de Romero Robledo en Ultramar, especialmente significativa dados sus fuertes vínculos con los intereses de los hacendados antillanos.

La inclinación de Cánovas al pragmatismo robledista, en detrimento del regeneracionismo silvelista, tal vez fuera inevitable, pero permitió una mayor estabilidad a un sistema que acentuaba sus defectos, de lo cual sus adversarios, sin embargo, no fueron capaces de sacar partido. Las críticas al falseamiento de la voluntad nacional no sólo provinieron de la oposición republicana; ya en 1885 varias asociaciones catalanas habían enviado a María Cristina un Memorial de Greuges, a favor de las instituciones históricas catalanas y de un giro proteccionista que el mismo Cánovas habría de asumir desde 1888. Dentro del sistema, el propio obispo de Calahorra, Antonio María de Cascajares, elevó a la Regente un Memorándum en 1891 donde vaticinaba la crisis del régimen si de nuevo los liberales ocupaban el poder por un espacio largo de tiempo. De todas las medias prometidas en julio de 1890 los conservadores dieron prioridad a la demanda de protección, derogando la famosa base quinta del Arancel Figuerola de 1869, dando paso así a una política que desde entonces no dejaría de fortalecer el proteccionismo arancelario (1891, 1906), fundamento dela llamada vía nacionalista del capitalismo español. Efecto directo de la reclamación de varios sectores económicos del país, la política proteccionista no dejaba de ser una acomodación a las tendencias internacionales en un momento de proteccionismo generalizado y de pactos bilaterales que marcaron la agenda internacional en la década final del siglo XIX (Serrano, 1987).

El arancel de 1891, junto a la ley de 1882 que había protegido el mercado antillano, representó una ayuda considerable para sectores como el textil catalán que pasaban por una situación de crisis endémica. No fue ajena a esa lucha proteccionista de amplios sectores de la sociedad catalana la tentación nacionalista que desde 1891 conoció un nuevo impulso con la formación de la Unió Catalanista y la aprobación al año siguiente de las famosas Bases de Manresa. En medio de ese proceso de acomodación a un nuevo momento histórico, un asunto de corrupción municipal en Madrid llevó a una crisis de gobierno que llevó a Silvela a una nueva disidencia, y a Sagasta al poder desde diciembre de 1892 hasta marzo de 1895.

La formación de este nuevo gobierno liberal se llevaba a cabo tras un breve paso por la oposición, pero sobre todo tras haber tenido una larga experiencia gubernamental en la que el liberalismo había cumplido todo su programa. De ahí que el Partido Liberal debía abrirse a los dos retos que le presentaba la España finisecular: el problema económico que traía la gran depresión de final de siglo, con su impacto en la crisis agraria y la revisión proteccionista, de un lado, y la cuestión colonial que, más allá de la cuestión de Melilla de 1893, habría de centrarse en reformas administrativas en Cuba y Filipinas. Formado por los notables del partido, el nuevo gobierno organizó las elecciones de marzo de 1893, en las que obtuvo 281 actas, frente a las 44 del canovismo, 17 los silvelistas, 7 tradicionalistas ( de ellos dos integristas), 14 posibilistas y 33 republicanos de la Unión Republicana formada poco antes (Martínez Cuadrado, 1979).

Con Germán Gamazo en Hacienda y Antonio Maura en Ultramar el gobierno hubo de abordar el equilibrio presupuestario, como se venía reclamando desde hacía tiempo, pero el ataque moro a las obras del fuerte Sidi-Guariach el 3 de octubre de 1893 llevó a una breve guerra que rompió cualquier intento de equilibrio presupuestario. Tras años de paz, poco después de los fastos del cuarto centenario del descubrimiento de América, la apertura de un conflicto en el norte de Marruecos abría las puertas del militarismo y ensombrecía el horizonte de tranquilidad internacional e interior de los años anteriores. La campaña de Melilla abría un período de incertidumbre que un regeneracionista como Luis Morote calificó del modo siguiente:

      Fue para España la campaña de Melilla perjudicial en doble concepto. Por una parte: dislocó, desbarató la obra de muchos años detranquilidad nacional, de sosiego y reposo, los esfuerzos de todos los partidos políticos para proscribir los pronunciamientos y anatemizar la plaga de la guerra civil crónica, y desterrar de nuestras costumbres la afición inveterada al pretorianismo. Sucumbimos otra vez al humor guerrero y éste es el que prevaleció en adelante hasta llevarnos a un Santiago de Cuba. Se disiparon como el humo economías y libertades (Luis Morote, 1997: 50).

Esta campaña de Melilla representaba el punto de partida que habría de conducir poco más tarde a una grave crisis que se centró en el Caribe. Ese mismo año los liberales, bajo la dirección de Maura en Ultramar, llevaron a cabo un conjunto de reformas en la Administración filipina y ensayaron una solución al problema cubano con un intento de descentralización que no pudo ser aprobado en las Cortes.

En las Islas Filipinas el problema político adquirió un tono grave cuando el gobernador general, Eulogio Despujol, se indispuso con los grupos dominantes y las órdenes religiosas, poniendo en pie de guerra a todos los regimientos del país en un momento de agitación nacionalista, con la fundación de la Liga Filipina, bajo la dirección de José Rizal. El intento de Maura de introducir reformas en la Administración y la reducción del presupuesto chocó con las pretensiones de Despujol y provocó su destitución en febrero de 1893. La designación del general Blanco como gobernador permitió a Maura desarrollar su política reformista, que incluía el Consejo de Administración, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Manila, se establecían dos audiencias y se modificaban algunos gobiernos de provincias y distritos, al tiempo que se simplificaba la intendencia de Hacienda. La legislación más importante se llevó a cabo con una reforma del régimen municipal de las provincias de Luzón y de Visayas, el núcleo central del dominio español en las Filipinas. La reforma afectaba a la organización, administración y hacienda de los pueblos. Para inspeccionar la Administración se creaba en cada capital de provincia una Junta Provincial, presidida por el gobernador de la provincia. Al margen de la reforma quedaban los archipiélagos que poseía España en el Pacífico (Marianas y Carolinas), el archipiélago de Joló y la isla de Mindanao, entre otros territorios. Estas medidas recibieron el apoyo de la Asociación Hispano-Filipina, que vio en ellas un principio de regeneración de la vid del archipiélago. En su contra se manifestaron los miembros más extremistas del españolismo y del clero que las interpretaron como una concesión de autonomía a una población indígena que no las había pedido (Marimón Riutort, 1996).

La reforma en Cuba siguió, sin embargo, un rumbo distinto, ya que por su especial significación para España y por la propia naturaleza del sistema colonial en las Antillas, tras dos guerras y un fuerte impulso del nacionalismo cubano, la cuestión de Cuba constituía el verdadero reto para el sistema de la Restauración, al margen del partido que estuviera en el poder. La política de reformas iniciada por Maura trataba de dar respuesta a un conjunto de problemas que no habían encontrado solución en las dos décadas precedentes. En su propuesta de reforma colonial para Cuba, Maura se planteaba una amplia reforma administrativa, con la supresión de las direcciones generales, y tímidas reformas políticas que incluían una reforma electoral para ampliar el censo, lo que agravió a los miembros de la Unión Constitucional y dejó insatisfechos a los autonomistas. En el debate parlamentario, en junio de 1893, fueron rechazadas y acusadas de antipatrióticas, y Maura tildado de “filibustero”, “beodo” y “energúmeno”, provocando su dimisión y la de Gamazo y, con ellas, una grave crisis de gobierno (González Hernández, 1997). Aunque ya llegaba tarde, su compresión, así como los límites dentro de los que se desenvolvía, reclama, sin embargo, una atención a la política española en Cuba durante el período que se extiende desde el final de la guerra chica (1879-1881) a la llegada de Maura a Ultramar.

3.2.2.La política colonial, el fracaso del autonomismo y la emergencia de los nacionalismos antillano y tagalo

La apertura hacia una política de reformas en Cuba era una necesidad que se convirtió en obligación tras los acuerdos de Martínez Campos con los insurrectos tras la Paz de Zanjón de 1878. A pesar de que desde entonces se combinó la aceptación formal de las mismas con su dilación efectiva, el problema antillano debía ser abordado por los dos partidos, más allá de su distinto programa, de la conexión fuerte de los conservadores con el lobby españole ta y de las distintas actitudes que ante la propuesta autonomista hubiera en el interior de la península. La ambigüedad constituyó un factor decisivo de la política española en la isla, en un momento en que en Cuba se estaban produciendo notables cambios en el orden político con la aparición de dos fórmulas independentista y autonomista, respectivamente, y no menos en el económico, donde los sectores vinculados con la producción azucarera y la esclavitud fueron perdiendo peso frente al de los grupos vinculados al crédito, las contratas y el transporte ultramarino, tal y como nos ha mostrado Piqueras (2002).

La situación difería en las dos islas antillanas. Así como en Puerto Rico, con su autonomía desde 1872 y su economía saneada, parecía no plantear graves problemas, en Cuba, por el contrario, la confrontación política mostraba un perfil muy distinto ante la posición duramente españolista de un sector, enfrentado doblemente al autonomismo y, de un modo especial, al independentismo de los nacionalistas cubanos. Tras las investigaciones de C. Naranjo, M. A. Puig-Samper y J. L. García Mora (1996), de A. Elorza y E. Hernández Sandoica (1998), de M. Bizcarrondo y A. Elorza (2001) y de I. Roldán de Montaud (2000), entre otros, la naturaleza de la política colonial española, de un lado, y las propuestas políticas del autonomismo y del independentismo, de otro, han quedado bien configuradas en la historiografía más reciente (Roldán de Montaud, 2004).

Esa relación colonial se vio afectada al mismo tiempo por la situación que el Caribe tenía en el plano internacional, quedando afectada por el conjunto de las relaciones comerciales de las islas en un momento de transformaciones y cambios en la geopolítica internacional, sobre todo de Estados Unidos, pero también de Inglaterra, en función de cambiantes intereses financieros, comerciales y geoestratégicos. Junto a esas variantes internacionales que habrían de pesar de un modo decisivo en el desenvolvimiento ulterior, no deben olvidarse factores de política interna, de carácter económico y social: la debilidad del mercado interior y las necesidades de diversos grupos de interés que hicieron del mercado colonial el destino básico de sus productos. La convergencia de esas dos dimensiones, interior y exterior, marcó el destino final de una relación colonial que se había caracterizado por su miopía y por la incapacidad de acomodarse a las nuevas realidades tanto de la política interior cubana como de la internacional.

A pesar de los esfuerzos de la política internacional de los liberales para situar a España en una posición adecuada a su carácter de potencia media, con el fin de evitar la descomposición endógena del antiguo sistema colonial español, la propia evolución de los acontecimientos llevó a una obsesión por no retroceder, tratando de combinar una política de reformas, que llegaba tarde y se mostraba insuficiente, con la represión militar y civil y un duro control político que impedía cualquier tentativa de liberalización política y comercial. Una actitud que resultaba muy propicia para estimular en las islas una opción nacionalista, a través de la afirmación de la cultura propia y de la pertenencia a una comunidad ajena y distante de las oligarquías dominantes, bien es cierto que de un modo bien distinto en Cuba y en Puerto Rico, pero también en las Islas Filipinas. En cada caso, los componentes españoletas, autonomistas e independendistas adquirieron un significado político y militar diferente. En cualquier caso las afirmaciones autonomistas, sobre todo en el Caribe, encontraron serias dificultades ante la presión doble de dos nacionalismos enfrentados, el español y el cubano.

En Cuba el autonomismo constituyó una fuerza intermedia entre el españolismo conservador, representado por la Unión Constitucional, cercano a los intereses de los grandes propietarios y comerciantes que vieron en la isla un territorio de expansión y colonización , y, de otro lado, lejano también a los nacionalistas independentistas, que desde la década de los ochenta sólo concibieron una Cuba libre, ajena por igual al imperialismo yankee y al dominio colonial español. El autonomismo fue una fórmula que defendía, al mismo tiempo, la españolidad como una idea de una Cuba con personalidad propia, vinculada a España por lazos de solidaridad, no por el dominio colonial tal y como estaba establecido por el sistema de la Restauración. Formado en 1878, el Partido Liberal, más tarde denominado Partido Liberal Autonomista, estuvo formado por aquellos sectores que a ambos lados del Atlántico deseaban desarrollar una política que no se estableciera sobre la base del sistema esclavista y la protección del mercado, los dos ejes de la política colonial conservadora. Al mismo pertenecieron figuras como Rafael Montoro y Rafael María de Labra, cuyas posiciones de una Cuba española, pero libre, autodeterminada y regulada por leyes propias, quedó constreñida entre los conservadores y los independentistas.

Su referente estaba en el modelo colonial que unía a Canadá o Australia con su metrópoli. Se asentaba sobre la defensa de la ciudadanía y un conjunto de medidas destinadas a la liberalización de la política colonial conservadora. Los problemas del autonomismo estuvieron siempre en la descalificación que recibieron tanto de los sectores de la Unión Constitucional, de un lado, y del nacionalismo independentista, de otro. Autonomía era para éstos una especie de herejía que ocultaba a separatistas, acentuando las dificultades de desarrollar una política a favor de una vía autonómica para Cuba que cuando se aplicó en 1897 en plena guerra era demasiado tarde, pues ya no descansaba sobre soluciones militares y políticas internas, sino de la estrategia desarrollada por EE UU inmerso en la contienda de un modo cada vez más directo.

La cuestión en Puerto Rico se llevó a cabo de una manera distinta, dada la diferencia de sistema productivo, con un peso escaso de la caña de azuzar y una economía sustentada sobre el café y el tabaco. Por consiguiente el modelo económico, el sistema comercial y el vínculo con la metrópoli adquiría rasgos específicos bien distintos del caso cubano. La relación con Madrid fue más fluida al tiempo que mayor el temor al peso norteamericano y a la aplicación de la doctrina Monroe. El resultado fue un sistema comercial más estrecho con España, un sistema social donde la esclavitud tenía un peso muy inferior a Cuba, como mostraba su abolición en 1872, sin graves traumas para la economía de la isla. Los lazos comerciales con la metrópoli se desarrollaron de un modo más intenso, al tiempo que se diversificaba entre España, Europa y Cuba. No se daba, pues, la estrecha dependencia económica de Cuba con EE UU, permitiendo a su vez una vía propia en el orden político. Tras la restauración monárquica Puerto Rico pudo conservar alguno de los logros de la etapa liberal, como la representación en Cortes y la Diputación Provincial, limitada por una ley electoral que daba derecho al voto sólo a grandes y medianos contribuyentes.

Un ingrediente de la política desarrollada en la isla fue la formación del Partido Liberal Reformista, un frente heterogéneo de intereses, encabezado por terratenientes y profesionales que, en términos prácticos, toleró mal la Restauración, pues una parte quedó fuera del censo electoral, mientras que otra fue perseguida por sus orientaciones autonomistas. En esta situación el autonomismo acabó generando dos corrientes, una de carácter más españolista, vinculada al Partido Liberal, y otra, de orientación más radical, de base social popular, que fue gestando el nacionalismo antillano, como en el caso de Betanzos y Hostos. Los dos sectores formaron en 1887 el Partido Autonomista, que años después volvería a separarse cuando ya en plena guerra civil con España los liberales concedieron la autonomía con la condición de convertir el Partido Autonomista en el Partido Liberal de la Isla. Estos núcleos más radicales bajo la dirección del Dr. Barbosa acentuaron su radicalización.

Separaban a ambos grupos tanto la base social como el concepto de autonomía que les movía. Los sectores más moderados encabezados por Luis Muñoz Rivera eran partidarios de una descentralización administrativa y económica y de la asimilación política, de modo que la representación de la isla se desarrollara en las mismas condiciones que los diputados que el resto de España. Por su parte, los núcleos más radicales, formados por las clases profesionales urbanas, defendieron una reforma del modelo colonial en línea una verdadera autonomía, tanto administrativa como política y económica. Al componente liberal de los primeros se oponía la afirmación claramente republicana de los segundos. En la década de los noventa sus posiciones fueron débiles y la política española pudo frenar el movimiento independentista, al tiempo que ignoró las aspiraciones autonomistas. A diferencia de Cuba España dominaba en Puerto Rico a través de una élite económica integrada y era capaz de controlar de un modo eficaz los movimientos populares y de los disidentes.

La situación de las Islas Filipinas era bien distinta, ya que el mismo modelo colonial se alejaba del antillano. De un lado, porque en las islas del Pacífico la base demográfica española era muy reducida, con poca incidencia en la economía filipina, a pesar de lo cual se empezaron a producir tensiones entre las élites nativas y la administración colonial. De otro lado, la ocupación efectiva del territorio era muy limitada, ya que a excepción de Manila y su entorno, España apenas controlaba la mayor parte del archipiélago, facilitando una gran autonomía a los movimientos de la oposición. Finalmente, la colonización se llevó a cabo bajo el dominio de las órdenes religiosas, de un modo especial de los agustinos, dando al dominio español un tono clerical, muy ajeno de la explotación económica que dominaba en el Caribe.

A lo largo del siglo XIX las Islas Filipinas experimentaron importantes transformaciones económicas y conocieron el auge de una clase de hacendados e intelectuales mestizos seguros de sus propios intereses y muy relacionados con las redes comerciales controladas por los británicos, estadounidenses y chinos, donde negociaban el azúcar, el cáñamo y otros productos de exportación. Con una economía bastante autónoma y con una administración colonial ineficaz y racista, que llevó al alejamiento de intelectuales mestizos como José Rizal, la demanda de reformas políticas y económicas de orientación nacionalista se mezcló con la afirmación de movimientos milenaristas, expresión de un modo de entender la religión mezcla de formulaciones sincréticas paganas y de las órdenes religiosas. Como ha resaltado C. Schmidt-Novara (1998), una lectura particular del mensaje evangélico, la pasyon, adquirió un tono declaradamente subversivo, ya que nutría la adhesión a un relato de redención y resurrección que prometía el cielo en la tierra. Era desde las cofradías y hermandades desde donde se vislumbraba un mayor riesgo para el viejo orden colonial, ya que esa pasyon proporcionaba el lenguaje e imágenes que los líderes nativos —Bonifacio y el katipunan— utilizaron para las sublevaciones anticoloniales.

En la década de los noventa España se enfrentaba el Filipinas a un conjunto heterogéneo de adversarios: campesinos milenaristas, clero disidente, nacionalistas mestizos y terratenientes. Hacendados e intelectuales mestizos y el clero nativo chocaban con la ausencia de una política de reformas y con lo que consideraban como una rémora al cambio por la presencia de los frailes. La oposición también se gestaba en la sociedad campesina, bajo dominio de unas concepciones religiosas milenaristas que habrían de influir en el estallido revolucionario inicial. Este movimiento popular se enfrentaba tanto al dominio colonial como a unas élites locales que tuvieron que decidir que les convenía más, si la independencia o la lealtad a la potencia colonizadora, ya fuera España o Estados Unidos.

Es en este medio y ambiente colonial donde se sitúa el intento de Maura de reforma colonial limitada que, como se ha visto, constituyó un fracaso. Al año siguiente el nuevo ministro de Ultramar, Abarzuza, presentó a las Cortes un nuevo programa reformista que contó incluso con el apoyo de Antonio Cánovas. A través de la mediación de Romero Robledo ante la Unión Constitucional se intentó la aceptación de los sectores más recalcitrantes, pero ya era tarde. El camino hacia la emancipación cubana había iniciado su camino.

3.2.3.La última guerra hispanocubana ( 1895-1898)

A la altura de la década de los noventa resultaba evidente que el problema antillano se encontraba en una situación especialmente delicada, sobre todo desde el momento en que en el interior de la isla la posibilidad autonomista chocaba tanto con las posiciones del españolismo intransigente como con el Partido Revolucionario Cubano, una creación de José Martí en 1892. Cuando en 1895 se da por concluida la larga tregua abierta por Zanjón y se produce la insurrección nacionalista, se abre un período bélico que presenta al menos dos momentos y dimensiones diferentes; en primer término, la guerra hispanocubana, entre 1895 y 1898, y, en segundo lugar, la intervención directa de EE UU que culminó en una guerra resultado de la cual se llevó a cabo la liquidación de los restos del imperio colonial español.

En un marco internacional, y dentro de una política exterior que ha sido descrita en otro capítulo de esta obra, la guerra de la independencia cubana era el resultado de la convergencia de una situación interior en la isla y de la movilización de recursos que en el área caribeña, y sobre todo desde EE UU, habían desarrollado José Martí, el cerebro de la rebelión, y su brazo armado Máximo Gómez. La guerra hispanocubana presenta cuatro momentos o fases. La primera se inicia con el levantamiento en febrero de 1895 y conoce el primer momento relevante de la guerra con la muerte de su líder intelectual, José Martí, el 19 de mayo. La segunda, entre octubre de 1895 y enero de 1896, en el momento de mayor empuje del ejército insurrecto, cuando las fuerzas nacionalistas avanzan victoriosas desde el Este de la isla hacia el Oeste y cuando Martínez Campos trata de frenar su avance a través de un cordón sanitario en el centro de la isla, de Norte a Sur (la conocida “trocha” Júcaro-Morón) y de impedir los desembarcos de guerrilleros fletados desde EE UU. Es el momento en que Martínez Campos reorganiza el Cuerpo de Voluntarios en La Habana, que con el tiempo constituirá una fuerza muy valiosa para el mantenimiento del orden público en las ciudades y cuando informa a Cánovas de la naturaleza distinta que presenta esta guerra respecto de las precedentes, por su violencia y respaldo popular.

La tercera se corresponde con el momento en que se decide cambiar a Martínez Campos por el general Weyler, cuando se reconoce la gran dificultad de sacar adelante la campaña militar con procedimientos clásicos y se decide llevar la guerra hasta el final, “hasta el último hombre y la última peseta”. Si la dureza de Weyler no da resultados, la posición española se agrava, además cuando EE UU modifica su posición de estimular la búsqueda de un régimen autonómico para Cuba y obliga a España a buscar la mediación en la Triple Alianza y en Gran Bretaña. Ni una ni otra dan resultados positivos y la posición española en Cuba no avanza ni en su dimensión militar, ni en la política, ni en la diplomática. Cuando en agosto de 1897 Angiolillo, un anarquista, asesina a Cánovas, se produce un vuelco político en España que lleva de nuevo a los liberales al poder, modificando la estrategia militar y la política desde finales de 1897. En el plano militar los liberales sustituyen a Weyler, cuya dureza no había proporcionado avances claros, por el general Blanco; en el político, se decreta la autonomía para Cuba y Puerto Rico, en un intento límite por resolver la confrontación.

La campaña del general Blanco se desarrolla en una coyuntura especialmente adversa para la causa española, ya que la intervención americana, estimulada por una gran campaña mediática de la prensa amarilla, daba un giro en sus posiciones ante la relación con España y entraba en guerra tras el conocido episodio del acorazado Maine. Con la apertura de la guerra hispanonorteamericana, la suerte de la isla estaba echada, pero sobre todo se abría un horizonte especialmente sombrío para España, ya que la derrota militar habría de modificar no ya el estatus colonial de Cuba, sino la propia situación internacional de España, como se vio en el Tratado de París de diciembre de 1898 cuando se certificó el fin de una época.

3.2.4.El fracaso de la autonomía. La guerra con Estados Unidos

No resulta sencillo determinar las causas de la intervención de Estados Unidos en el conflicto hispanocubano. Resulta evidente que por razones geopolíticas y estratégicas el interés por Cuba y Puerto Rico ya se había demostrado desde las primeras décadas del siglo XIX. En 1823 John Quincy Adams, secretario de Estado bajo la presidencia de Monroe, había señalado que ambas islas eran apéndices naturales del continente americano y que con el tiempo inevitablemente debían incorporarse a la Unión. Durante décadas buscaron un acuerdo con España para comprar Cuba, en la línea de lo acordado con la Florida occidental, adquirida a España mediante compensación económica. Hubo intentos de compra conocidos durante las presidencias de Polk, Pierce, Buchanan y Grant, y todas recibieron la misma respuesta negativa. Para España Cuba era un ingrediente fundamental mucho más fuerte de lo que indicaba su interés económico o estratégico. Gran parte de la población española lo sentía como algo propio, como un territorio más del país, sobre todo aquellos sectores de la burguesía que habían situado en la isla una parte fundamental de sus intereses. Cuando estalló la sublevación cubana en 1895, EE UU se había convertido en una gran potencia, y la guerra estimuló el carácter intervencionista y la doctrina expansionista defendida por Albert J. Beveridge y sustentada conceptualmente por las elaboraciones del estratega militar Alfred T. Mohan.

Bajo la administración demócrata de Cleveland se pudo comprobar el impacto enorme que la guerra tuvo en el interior del país y, sobre todo, el apoyo que los insurrectos recibieron tanto en campañas de prensa como en dinero, armas, suministros y hombres. La Junta Cubana, desde sus locales en Nueva York y Washington, se ocupó de coordinar esta ayuda. Fue su presidente Juan Tomás Estrada Palma, delegado de la revolución en EE UU y más tarde primer presidente de la Cuba independiente. El apoyo norteamericano en armas y pertrechos fue central en la lucha de los nacionalistas cubanos, y según datos del Tesoro americano, entre junio de 1895 y noviembre de 1897 se contabilizaron 60 salidas desde las costas de Norteamérica. En relación estrecha con la Junta operaba la Liga Cubana, formada por ciudadanos norteamericanos identificados con la insurrección. La acción combinada de las campañas de prensa, de la Junta y de la Liga, así como las acciones de los agentes de la insurgencia, fue decisiva para impedir el sometimiento de las guerrillas cubanas. Mientras se mantuvo la administración demócrata, la posición oficial de EE UU fue la neutralidad, y la petición a España era la concesión a Cuba de un sistema autonómico que garantizara, a su vez, los intereses americanos en la isla. A ese cometido respondió la oferta ofrecida al gobierno español de mediar a favor del fin de la guerra, buscando un sistema que, dejando a España sus derechos de soberanía, concediera a la población cubana una amplia autonomía. La respuesta canovista fue un rechazo cortés y la defensa del criterio que era necesario primero acabar con la rebelión y, sólo más tarde, llevar a cabo reformas, pero en la línea de una descentralización administrativa, no de una autonomía, que no encajaba en los planteamientos de Cánovas ni en el del Partido Conservador.

En el mensaje de fin de año, el 7 de diciembre de 1896, Cleveland ofrecía tres posibles soluciones al problema antillano: una amplia autonomía, rechazada por los nacionalistas cubanos; la posible venta de la isla, sugerida de un modo indirecto, pero suficientemente explícita, y en tercer lugar, la eventual intervención norteamericana. Con su intervención todo apuntaba a que finalmente España no podría mantener en su poder la isla. Con todo, la posición demócrata no era tan radical como la republicana, ya que contemplaba la posibilidad de una autonomía que no estuvo más tarde en el programa de McKinley, tras su victoria electoral.

Tras el traspaso de poderes, la llegada a España del nuevo embajador Woodford, la coyuntura de la muerte de Cánovas y la formación del gabinete liberal que se aprestó a cambios rápidos en las Antillas, con la aprobación de la autonomía, no parecieron satisfacer las demandas de EE UU. El horizonte del Gobierno republicano no era ya la intervención en una Cuba autónoma, sino la compra o la anexión. Cuando en marzo de 1898 Woodford presentó a Moret, ministro de Ultramar, un meditado plan de compra, no quedaba duda de las verdaderas intenciones de la Administración republicana. “La bandera española —señalaba— no puede proporcionar la paz. La enseña rebelde tampoco. Hay sólo una potencia y una bandera que pueden imponer y asegurar la paz. Esa potencia son los Estados Unidos, y la bandera, la nuestra” (Companys, 1998).

En medio de estas propuestas, la explosión del Maine en la bahía de Santiago no fue sino el pretexto perfecto para ir a una guerra que tenía como propósito desplazar a España de la isla, y ni los intentos del gobierno español, ni la diplomacia internacional, incluido el Papa, pudieron evitarlo. Con esta presión americana, y en medio de la guerra, las posibilidades de la autonomía en Cuba y Puerto Rico eran declaradamente nulas. El plan diseñado contemplaba la formación de un gobierno provisional, bajo la dirección de José María Gálvez, que debía ocuparse de proceder a la realización de elecciones y de él formaron partes tres autonomistas: Govín, Montoro y el abogado Zayas, además de los reformistas Dolz y Rodríguez. Frente a la amenaza que para la revolución tenía el proyecto autonómico, los nacionalistas habían aprobado una nueva Constitución el 29 de octubre que reforzaba la concentración de poderes y preveía cómo organizar la paz en una Cuba libre que se esperaba próxima.

La Constitución autonómica establecía un nuevo sistema de gobierno, presidido por un representante de la península, el Gobernador general, con un ministerio formado por figuras locales, el llamado Consejo de Secretarios, elegido por aquél, y un Parlamento, también insular, compuesto por dos Cámaras, además de un Consejo de Administración y una Cámara de Representantes. Contra las pretensiones de los autonomistas cubanos, la figura del gobernador general mantenía el mando militar y un conjunto de atribuciones, como publicar, sancionar y ejecutar las disposiciones tanto de los órganos legislativos y ejecutivos de la península como las emanadas de los órganos propiamente coloniales.

El Parlamento insular abordaría todos los asuntos no expresamente reservados a las Cortes españolas y gobierno de la metrópoli. Las disposiciones legislativas producidas por ese parlamento, así como las del gobernador, a través de los secretarios de despacho, irían coleccionándose y editándose en forma de Estatutos coloniales. Hasta que no fueran publicándose esos textos legales, la legislación española cubriría el vacío. Para la formación del Parlamento se adaptó a las colonias la legislación electoral de 1890 (Elorza y Hernández Sandoica, 1998).

Ni por la situación de la guerra, y menos aún por la nueva posición de EE UU, tenía viabilidad la autonomía antillana, la primera experiencia de régimen autonómico en la España contemporánea. Aunque el pretexto de la guerra lo brindó la explosión del Maine, lo cierto es que desde finales del añoanterior la presión de la prensa se hizo muy intensa con la publicación por New York Journal de una carta de Dupuy de Lome, el representante español en EE UU, y José Canalejas, donde aquél llamaba al presidente McKinley “politicastro” y “débil y populachero”. La tensión entre ambos países era ya evidente y la guerra se declaró el 25 de abril, una vez que McKinley había obtenido en el Congreso una resolución en la que se planteaba que Cuba debía ser libre e independiente, y se exigía al gobierno español la renuncia al gobierno y autoridad en Cuba. Los esfuerzos diplomáticos de la reina regente ante el emperador Francisco José, la reina Victoria de Inglaterra, el embajador de Rusia, permitieron la presentación de una Nota colectiva de las principales potencias europeas -Gran Bretaña, Alemania, Francia, Austria-Hungría, Rusia e Italia- ante Mckinley, pero no evitaron la guerra. En definitiva, para los presidentes Cleveland y Mckinley los ingredientes políticos determinantes fueron la posición de la opinión pública norteamericana favorable a la liberación de Cuba, la competencia entre los dos partidos, el demócrata y el republicano, las acciones del Congreso y las elecciones nacionales, en un momento de fomento de la doctrina expansionista (Offner, 1997).

Como no podía ser de otro modo, la guerra fue corta, dada la enorme diferencia de potencial militar entre ambos países. El telón de fondo de los escenarios bélicos lo constituyeron Cuba y Filipinas, con unas batallas navales decisivas: Cavite y Santiago de Cuba. Entre abril y diciembre de 1898 se desarrollaron la declaración de guerra, los enfrentamientos militares, las negociaciones preliminares de la paz y la firma del Tratado de París. Calificada como absurda e inútil por gran parte de la historiografía, la guerra contra EE UU se sostuvo por una lógica interna, en la idea de que no era posible mantener el régimen monárquico si no era a partir de una derrota militar más que previsible.

En el Pacífico la insurrección tagala se había hecho evidente desde 1896 al extenderse por la provincia de Manila. Para neutralizarla se envió al general Polavieja, que en contacto con las ordenes religiosas y el arzobispo de Manila, Monseñor Nozaleda, desarrolló una enérgica acción militar hasta acabar con el levantamiento. Tras la condena a muerte de su líder, José Rizal, Polavieja vuelve a España como un militar victorioso que le habría de servir para gestionar la política nacional tras el desastre. Con todo, la insurrección no quedó neutralizada, alentada ahora por el líder independentista Emilio Aguinaldo, al tiempo que se enviaba al general Fernando Primo de Rivera como sustituto de Polavieja. La acción militar y la negociación llevaron a la firma del Pacto de Bial-Na-Bató en diciembre de 1897. Con la entrada en guerra de Estados Unidos al año siguiente, la situación adquirió un nuevo sentido, y la derrota española ante Dewey en Cavite puso el archipiélago en manos de Estados Unidos. Los esfuerzos posteriores para recuperar la isla con el envío del almirante Cámara constituyeron un fracaso ante la negativa inglesa de permitir su paso por el Canal de Suez. El ataque del general Wesley Merrit sobre Manila y su rendición el 14 de agosto daba por concluida la presencia española en las Islas Filipinas.

De otro lado, la escuadra enviada al Atlántico, al mando de Cervera, con rumbo a Puerto Rico tuvo que entrar en Santiago de Cuba a aprovisionarse de carbón, donde fue bloqueada y derrotada por una fuerza naval americana muy superior el 19 de mayo y los días siguientes. A mediados de junio, el control norteamericano del entorno de Santiago era un hecho, concluyendo el control definitivo tras derrotar el 3 de julio a la escuadra española al mando del almirante Cervera. Tras la capitulación de Santiago, en las semanas siguientes, se llevó a cabo el desembarco norteamericano en Puerto Rico, seguido de una rápida ocupación de la isla; la capitulación de Manila se llevaría a cabo el 14 de agosto. Sólo quedaba determinar las condiciones de la derrota.

Como ha resaltado la historiografía reciente, sería un error contemplar la guerra de 1898 y sus consecuencias inmediatas como una especie de juego entre tres protagonistas exclusivos, España, Cuba y los Estados Unidos. Ni siquiera una referencia a la actitud expectante del “concierto europeo” sirve para contextualizar de un modo suficiente la situación. Su explicación remite al conjunto de factores internacionales que en el fin de siglo llevó a la redistribución de los restos del imperio español en beneficio de las tres principales potencias mundiales: Gran Bretaña, Alemania y EE UU. Esta internacionalización se hizo aún más evidente cuando España, para acabar con la guerra necesitó de la mediación del embajador francés ante las autoridades americanas que llevaron al protocolo de Washington el 12 de agosto, que establecía el fin de la lucha y la apertura de negociaciones en París a partir del 1 de octubre (Jover, Gómez-Ferrer y Fusi, 2001).

Bajo la presidencia de Eugenio Montero Ríos, presidente del Senado, la legación española negoció unas condiciones que ya estaban prefijadas en gran parte en el protocolo que había dado fin a la guerra, en virtud de lo cual España reconocía la independencia de Cuba, cediendo a EE UU Puerto Rico, Filipinas y Guam -en las Marianas-, recibiendo como indemnización 20 millones de dólares por la cesión del imperio filipino, una cesión que no había sido explícitamente acordada en Washington, pero que impuso París. Más tarde, en febrero de 1899, España entregó al imperio alemán las islas Carolinas, las Marianas -excepto Guam, ya en poder de Estados Unidos- y las Palaos, contra el pago de 25 millones de dólares. Con el nuevo orden mundial, tras la crisis de fin de siglo, España experimentó una clara reubicación en el concierto mundial, centrando su atención al ámbito peninsular y, como ha mostrando José María Jover (1999), buscando en el futuro una línea de seguridad en el eje del Estrecho, dentro de una política colonial menor que hizo de Marruecos el territorio donde restañar sus heridas tras la guerra. Como había señalado Montero Ríos a la vuelta de París: “Todo se ha perdido, menos la Monarquía”.

3.2.5.La política interior durante la guerra

Si hasta aquí nos hemos ocupado de un modo preferente de la dimensión antillana e internacional de la crisis de fin de siglo en sus aspectos militares y diplomáticos, es necesario hacer referencia a la situación interior, a la recepción del conflicto en España y las diversas reacciones que el mismo produjo en la sociedad y en el sistema político. Dado el carácter inequívoco de la superioridad norteamericana cabe preguntarse cuál fue la lógica que llevó a España a enfrentarse militarmente. Por equipamiento, por la propia capacidad del Ejército español, formado por unos soldados mal formados, con una Marina maltrecha, el enfrentamiento militar constituía una propuesta absurda desde el punto de vista militar. La razón de esa política estaba, pues, en otro lugar, en la supervivencia del régimen monárquico que llevó a liberales y a conservadores a optar por la derrota como garantía de que de ese modo era posible salvaguardar la Corona. Así lo pusieron de manifiesto en su momento diversos políticos del sistema. Sagasta era consciente cuando asumió el poder de la disyuntiva de reconocer la independencia de Cuba o la guerra con Estados Unidos. Según Woodford, los ministros de la Regencia preferían “las probabilidades de una guerra, con la seguridad de perder Cuba, al destronamiento de la dinastía” (Serrano, 1984). Ese mismo cometido llevó Montero Ríos a París tras la derrota. La lógica de la guerra estuvo, pues, sometida a un cometido básico: preservar la integridad del patrimonio heredado y salvaguardar el trono del rey-niño. Esos fueron los objetivos primarios de la Regente y de los prohombres de la Restauración.

El lenguaje patriótico que se desarrolló en aquellos años no era la expresión de un verdadero sentimiento patriótico o nacional, sino la plasmación de las aspiraciones e intereses de aquellos sectores económicos o grupos sociales vinculados a la monarquía y a los negocios coloniales. ¿Cuáles eran éstos? En primer termino, el lobby colonial en sentido estricto, aquel grupo que estaba directamente implicado en la explotación colonial y que era el más amenazado por la insurrección: comerciantes y hacendados que disfrutaban de la legislación monopolista o que mantenían sus emporios a cubierto bajo la legislación metropolitana y el control social y político que ofrecía el Ejército. Su imagen viene representada por la figura del indiano que en la cúspide de la estructura social disponía de fuertes vínculos con el poder político y el militar. Fueron magníficos representantes los Zulueta, Comillas o Manzanedo. El primero poseía varios ingenios azucareros (La Habana, Vizcaya y Alava, éste con más de 600 esclavos), y estaba directamente vinculado con el poder político a través de su yerno, Romero Robledo, “el Pollo de Antequera” (Espadas Burgos, 1975). Comillas, por su parte, ejemplificaba perfectamente la simbiosis entre los intereses metropolitanos y los coloniales, a través del comercio transatlántico, del transporte de tropas, pero igualmente del negocio de los seguros para la redención del servicio militar. Y junto a ellos la Iglesia, cuyo poder en Filipinas era inmenso y su pacto con el sistema se afirmaba a través del Concordato de 1851 y la Constitución de 1876, como permanentemente se preocupaba de recordar el Vaticano ante la radicalización antiliberal de una parte de los católicos españoles.

No menos significativa fue la posición de algunos grupos de interés, como el representado por los industriales catalanes y su órgano de expresión corporativa, el Fomento de Trabajo Nacional, siempre adverso a cualquier política de reformas. La posición de este grupo se orientaba a salvaguardar unas buenas condiciones de intercambio, a garantizar el monopolio comercial con Cuba y, sobre todo, a evitar la aplicación de cualquier cambio que permitiera a los criollos desarrollar sus propias estrategias, ya en sentido de una autonomía política, ya en la posibilidad de lograr capacidad de control sobre la política arancelaria. La llamada “representación nacional”, fundamento de su discurso político, encubría esa protección a sus intereses. De otra naturaleza se presentaba la posición de los cerealistas castellanos estudiados por Varela Ortega (Varela Ortega, 1977). Dada su tradición liberal se mostraron abiertos a eventuales reformas en las Antillas, como demostraron sus portavoces en el Gobierno, Gamazo y Maura. Con fuertes vínculos con la burguesía criolla se alejaron del extremismo antiautonomista de los conservadores, pero al mismo tiempo necesitaban de una política de protección que los hizo buscar una solución negociada al conflicto antillano. Más que con la burguesía catalana, su posición se asociaba a la sostenida por la burguesía vasca, en un momento en que ésta estaba buscando un reordenamiento del mercado, una vez perdida su capacidad de exportar a Europa sus productos siderometalúrgicos. Su representante, Pablo de Alzola, a través de la Liga Nacional de Productores, se mostraba favorable a una reforma administrativa del mismo modo que se oponía a una política librecambista. Partidario de unas relaciones de intercambio equilibradas, siempre que no constituyeran un coste para la metrópoli, Alzola no apoyó la guerra con Estados Unidos, pero sí años después la expansión por África.

En los años de la guerra colonial la oposición provino, naturalmente, de los sectores populares, de aquellos núcleos que soportaron el peso de la misma: los que padecieron hambre, pobreza y quienes tuvieron que someterse a las levas, a unas quintas que eran evitables por las clases medias y altas. Los intereses económicos eran sustentados por las burguesías, pero la defensa de la españolidad de las colonias descansaba sobre el soldado, débil, malnutrido y escasamente equipado que, en su mayor parte, falleció por el efecto de enfermedades tropicales y no por la acción directa en combate. No obstante, los portavoces de esos intereses no siempre reaccionaron en la misma dirección. En el terreno del carlismo, un partido que intentaba articularse como un movimiento político moderno en el fin de siglo, se mostraban dos posiciones contradictorias. De un lado, sus líderes eran muy belicistas y expresaban un fuerte espíritu patriótico; de otro, esperaban la oportunidad de un fracaso militar y político para acceder al poder, y para ello volvieron a presentar un programa renovado en el Acta de Loredán, donde conjugaron el elogio del Ejército con la apertura hacia los regionalismos y a una acción social en la línea de lo establecido en la Encíclica Rerum Novarum en 1891 (Canal, 2000).

A la izquierda del sistema, los republicanos estaban pasando por una situación compleja en el fin de siglo. Divididos por razones doctrinales y políticas estaban al mismo tiempo experimentando una mutación que llevaría poco más tarde a una liquidación del viejo republicanismo. Dirigidos todavía por los líderes de la I República, y en la esperanza de lograr el triunfo de su régimen, tuvieron que mantener posiciones complejas que, de un lado, mostrasen su abierta oposición al mismo, al tiempo que expresaran su sentido patriótico, sobre todo tras la entrada en guerra con EE UU. Defensores, en general, de un modelo colonial distinto del desarrollado por la Monarquía, siempre sostuvieron la necesidad de un sistema autonómico para las colonias, pero ante el hecho de la guerra mostraron una abierta proclividad al recurso nacionalista y patriótico, buscando el apoyo del propio Ejército para cambiar el régimen. Salmerón, Blasco Ibáñez, Nakens y González Serrano, una vez avanzada la guerra, reclamaban que un sable les llevase al poder, en la creencia de que ello permitía recuperar el diálogo y con él, una nueva oportunidad para mantener las colonias. “Cuba —señalaba El País- debe ser autónoma, pero sin dejar de ser española.” Algunos periódicos como El Progreso se inflamaron de artículos patrióticos, de tono populista y visceral, que contrastaban con el planteamiento racionalista y flemático de El Nuevo Régimen, el semanario federal en el que Pi y Margall había defendido una posición abiertamente anticolonialista (Núñez Florencio, 1990b).

Pi y Margall mantuvo una oposición permanente ante los diversos proyectos de reforma que desarrollaron sucesivamente Sagasta, Cánovas y, de nuevo, Sagasta, acusándolos de insuficientes, de no otorgar más que una caricatura de autonomía. Denunció asimismo los métodos empleados en la guerra tanto en Cuba como en Filipinas por su crueldad y la incompetencia militar. “Lo patriótico -escribió en julio de 1896— es tener valor de afrontar el problema y poner fin por cualquier medio a esa maldita guerra que consume nuestra juventud y nuestros tesoros. Si no, vamos a morir de un empacho de patriotismo” (Trías Vejarano, 1999). Nuevo modelo colonial, regeneración nacional y defensa de los derechos de los pueblos y de los individuos constituían el referente doctrinal que apoyaba el anticolonialismo de Pi y Margall. Su posición fue, sin duda, minoritaria y sólo fue seguida por un sector del movimiento obrero que se opuso declaradamente a la guerra. Republicanos y socialistas denunciaban además las condiciones a que estaban sometidos los doscientos mil soldados que fueron enviados a sofocar la rebelión, según La Época (6-V-1897), pero pronto quedaron en 150.000. Mal alimentados y equipados caían víctimas de las enfermedades y no de una confrontación militar con el adversario. Según las estadísticas oficiales, sólo un poco más del 4 por 100 de las muertes registradas en julio de 1897 resultaron del combate; el resto se debió a enfermedades, de las que casi el 49 por 100 fueron causadas por la fiebre amarilla (Balfour, 1997). El pobre rayadito constituye toda una imagen de la naturaleza del desastre, como reprodujeron numerosos periódicos y revistas gráficas del fin de siglo.

Por convicción ideológica el movimiento obrero de aquel período se mantuvo opuesto a la guerra, ya que se mantenía ajeno a cualquier idea de patria, de nación, al fin y al cabo una creación de la burguesía, su adversario de clase. La clase trabajadora era, sobre todo, internacionalista y con el triunfo de su revolución se abolían al mismo tiempo la burguesía y la nación. Si la burguesía provocaba la guerra, el socialismo, por el contrario, se mostraba aliado de la paz. Esta posición de partida fue, sin embargo, experimentando algunas matizaciones, sobre todo a partir de un momento en que la rebelión cubana empezó a ser analizada desde la perspectiva de la explotación colonial que experimentaban los insulares. A partir de ahí, desde el pacifismo inicial se fue dando paso a una posición anticolonialista que quedaría reflejada en numerosos artículos de Jaime Vera y Pablo Iglesias en El Socialista. La asistencia de Pablo Iglesias al congreso de la Internacional celebrado en Londres en el verano de 1896, marcó un hito en la forma de plantearse la cuestión colonial por parte de los socialistas españoles.

Tras la muerte de Cánovas, el Partido Socialista llevó a cabo una dura campaña contra la guerra, denunciando las condiciones extremas en que vivían los soldados desplazados a Cuba, reclamando que fueran a la guerra los hijos de los ricos, bajo la consigna de “O todos o ninguno”, y desarrollando una amplia movilización a lo largo del país, con manifestaciones en Gijón, Almería, Santander, Madrid, y otras ciudades a lo largo de los meses de octubre y noviembre de 1897. Un total de 38 mítines socialistas contra la guerra muestra que de la pasividad inicial se pasó a una clara confrontación con lo que representaba la guerra como vehículo de interés de los grupos económicos que se beneficiaban de ella, en duro contraste con el sacrificio de la clase obrera (Serrano, 2000).

Distinta fue la posición de los anarquistas, aunque no fuera nada más que por la situación extraordinariamente difícil que atravesaron a raíz del atentado de la calle Canvis Nous el 7 de junio de 1896. Una articulación societaria muy variada que iba desde los “grupos de afinidad” a las sociedades de resistencia era la característica del anarquismo del cambio de siglo, con una estructura y un funcionamiento muy diferentes respecto de las primeras agrupaciones socialistas. En estas circunstancias, más que de anarquismo habría que referirse a actitudes anarquistas, en las que muchos individuos compatibilizaron el sentimiento libertario con una militancia en el federalismo (Morales Muñoz, 2002). El inicio de la guerra sirvió para fortalecer la tesis de la necesaria superación de las patrias y para otorgar a éstas el componente burgués que se estaba denunciando desde la clase trabajadora. Fueron años los del fin de siglo de un esfuerzo teórico considerable, a través de una red de revistas como Ciencia Social o El Corsario, donde autores como Unamuno, Dorado Montero o Pere Corominas colaboraron con los líderes de un anarquismo que estaba muy influido por los postulados del evolucionismo (Girón Sierra, 1996). Al mismo tiempo, dado el componente patriótico que desarrollaron algunos sectores del republicanismo histórico, los anarquistas utilizaron la guerra para afirmarse como una alternativa propia, antibelicista y antinacionalista. Es desde ahí desde donde desarrolló una movilización pacifista, de componentes abiertamente antimilitaristas y anticolonialistas, en medio de una disgregación y decaimiento notable de la organización.

Favorables en un principio a la fórmula autonomista, la percepción del componente social que latía tras la posición del patriotismo cubano llevó a los anarquistas españoles a una clara posición anticolonialista y antimilitarista que representaba, al mismo tiempo, una defensa de la legitimidad de la reivindicación independentista. La confrontación con el orden establecido se llevaba en la doble dirección de sustentar los derechos de los cubanos a su independencia, al tiempo que se denunciaban las torturas a que eran sometidos sus miembros en la cárcel de Montjuïc, y se movilizaba una campaña a favor de la revisión de todo el proceso.

Montjuïc constituye un símbolo de las luchas obreras del fin de siglo. Su origen reside en la bomba que una mano desconocida arrojó en la festividad del Corpus en la calle Canvis Nous de Barcelona. Desorientada sobre la autoría del atentado, la policía llevó a cabo una represión implacable, deteniendo a 400 miembros de la izquierda: maestros anticlericales, dirigentes de las sociedades obreras, ideólogos anarquistas como José Llunas, escritores modernistas como Pere Coraminas y, en definitiva, cualquier sospechoso de asociación a los círculos libertarios. Trasladados al castillo de Montjuïc les aplicaron métodos de tortura terribles: uñas arrancadas, pies aplastados por máquinas prensoras, cascos eléctricos, puros habanos apagados en la piel… Tras la represión se desarrollaron unos juicios donde se solicitaron 28 penas de muerte, más 59 demandas de cadena perpetua a los considerados cómplices, que así denominaban a los que habían asistido a reuniones públicas mantenidas en el Círculo de Carreteros donde, según la acusación, se había fraguado el atentado. Dado el estado de excepción, y tal vez por la psicosis de terror y connivencia con las autoridades que se vivió en Barcelona, sólo algunos periódicos madrileños se atrevieron a acoger las cartas de denuncias salidas clandestinamente de la fortaleza e insertaron protestas contra la actuación gubernamental. Aunque la tensión pasó relativamente inadvertida en España, fue en Francia donde se levantó el escándalo, una vez que Tárrida del Mármol, un ingeniero que estuvo entre los detenidos, aprovechó los sucesos para, en compañía de Charles Malato y Henry de Rochefort, el director del famoso Llntransigent, reanimar la campaña del Affaire Dreyfus. Más tarde, Federico Urales y otros activistas libertarios aprovecharon la campaña de revisión de los procesos iniciada por un joven Alejandro Lerroux, entonces director del diario republicano El País. Con el título de Las infamias de Montjuíc, durante meses se publicaron una y otra vez los relatos de los torturados, y a la altura de 1898 se fueron sumando a la campaña periódicos de signo liberal como El Liberal, El Imparcial y El Heraldo, de Madrid, y junto a ellos, La Campana de Gracia y El Globo, de Barcelona. Se celebraron mítines en Gijón, Barcelona, La Coruña y Zaragoza, y en febrero Lerroux emprendió una gira de propaganda por La Mancha y Andalucía. Se trataba del primero de una veintena de viajes que iba a llevar a cabo en los dos años siguientes. Esta atmósfera exaltada indujo al activista italiano Angiolillo a trasladarse a España para poner en práctica ciertos planes terroristas. Así, se instaló finalmente sin dificultad en el balneario de Santa Águeda y el 8 de agosto de 1897 disparó tres tiros sobre Antonio Cánovas (Álvarez Junco, 1998).

Los procesos de Montjuic -terminados en 1900 con un indulto-, la confrontación en las calles y los debates periodísticos del momento fueron el telón de fondo de la política interior en el que se gestó la derrota militar ante Estados Unidos y donde apareció una nueva marca de los tiempos modernos: la aparición de los intelectuales. A imagen y semejanza de lo que ocurría en Francia, con el affaire Dreyfus, la aparición del intelectual en España pone de manifiesto la sintonía que nuestro país tenía con los procesos sociales y políticos que generaba el cambio de siglo en la Europa del Sur. El intelectual nace como grupo, como sujeto político, enfrentándose a una instancia de poder muy representativa de la situación política anterior: los tribunales militares. Son los representantes de un nuevo orden cultural y político en el nacimiento de la sociedad de masas, de la formación de un espacio público de debate que en España se precipitó en el fin de siglo, con la aparición de nuevos mercados de lectores y cuando la opinión de ese nuevo “gurú”, el intelectual, iba a constituirse en un referente de modernidad. A las viejas élites de la sociedad liberal se enfrentó un nuevo estilo, una nueva generación que pugnó por el control y dirección de la opinión, sin la cual ya no era posible desarrollar políticas de ningún tipo. No fueron ni Clarín, ni Giner, ni Azcárate los protagonistas de esas campañas, sino una nueva generación de periodistas, escritores y filósofos que como Maeztu, Azorín, Blasco Ibáñez o Baroja entraron en política en el cambio de siglo, en su doble condición de autores y ciudadanos comprometidos contra el viejo orden. Los términos de regeneración, republicanismo, anticlericalismo y antimilitarismo fueron desde este momento un elemento asociado a este nuevo grupo social que en la primera década del siglo adquirirá todo su significado. Su función de acoso al viejo orden fue un elemento central en la transición a una sociedad de masas, una vez que resultaba imprescindible incorporar éstas a la política, como reflejaron los movimientos lerrouxista en Barcelona (Alvarez Junco, 1990) y blasquista en Valencia (Reig, 1982) en la primera década del siglo XX.

3.3.El regeneracionismo finisecular (1898-1902)

Los cauces de la vida política española tras la crisis de fin de siglo discurrieron por el camino de lo que generalmente se conoce con el nombre de regeneracionismo. El reconocimiento del fracaso no llevó a la oposición al poder, ni siquiera a poner en riesgo el régimen político (la Monarquía liberal), ni alteró el funcionamiento del sistema de un modo notable. Propició, eso sí, algunos ensayos gubernamentales y un sentido general de regeneración que alcanzó, aunque en distinto grado, a todas las fuerzas políticas. En París nuestros representantes trataron de reducir al mínimo las pérdidas territoriales y las obligaciones económicas del Estado. Pero la posición española era extremadamente débil no sólo por la derrota militar, sino porque carecía de argumentos sólidos. Se trató de conservar Puerto Rico aduciendo que la población boricua no se había levantado contra España; también se mantuvo la negociación sobre la soberanía en Filipinas, en términos prácticos insostenible. Conscientes de su debilidad política y diplomática, los representantes españoles trataron, sobre todo, de garantizar el régimen monárquico y de salvar la salud financiera del Estado. Para ello, el Gobierno pretendió alcanzar de la parte contraria el reconocimiento y el compromiso de pago de la deuda de Cuba, un cometido imposible que se saldó con la posición americana, generosa, al renunciar a imponer a España una indemnización de guerra. Por el contrario, se entregaron a España unos 120 millones de pesetas por la parte aún no ocupada de las Islas Filipinas. Una vez cerrado el Tratado de París, España afrontaba una situación financiera muy difícil. Los gastos de las guerras se habían pagado en gran parte por medio de obligaciones a corto plazo que debían ser consolidadas. Al mismo tiempo, las deudas de Cuba y Filipinas debían ser reconocidas como propias, con lo que el endeudamiento total del Estado produciría una carga sobre el gasto público de cada año perfectamente insoportable. Eran tiempos de humildad y de regeneración en una España que Silvela se atrevió a caracterizar como un país “sin pulso”.

Al igual que la guerra de Crimea en Rusia, la humillación de la derrota obligó a los españoles a un examen de conciencia, con la ventaja de que la Monarquía no experimentó riesgos serios y ni siquiera el sistema de turno alteró su funcionamiento. Expresión de los debates darwinistas en torno a la degeneración de las razas y, sobre todo, en tiempos de declive de la raza latina, los intelectuales y políticos de la España de fin de siglo hicieron de la regeneración el tema central de los debates periodísticos y parlamentarios y de los ensayos del momento. Cada uno a su modo y desde perspectivas ideológicas muy distintas, fueron regeneradores los católicos, los republicanos y hasta los políticos del sistema, como mostraron en el terreno del Partido Conservador Maura y Silvela. Dentro de un catolicismo profundamente sentido, ambos políticos eran muy críticos con el clientelismo político y denostaban las elecciones fraudulentas, defendiendo una “revolución desde arriba” y tratando de aplicar políticas que llevaran a cabo el “descuaje del caciquismo” para lograr una mayor proximidad entre el sistema político y la población. Sus medidas de reforma electoral y de la administración local estaban destinadas a esa liquidación de la vieja política que consideraban producto de un viejo orden que era necesario superar. Tanto Silvela como Maura entendieron la regeneración como una dignificación de la política, más que como una verdadera modernización de la sociedad. En cualquier caso, a la altura de 1899 Maura aún pertenecía al Partido Liberal, dentro de la corriente gamacista que poco más tarde se incorporaría al campo conservador; por su parte, Silvela estaba embarcado en un proyecto político junto con el general Polavieja, una fórmula de regeneración conservadora que trataba de salvaguardar los valores patrios en un momento de crisis nacional, bajo los principios de un catolicismo tradicional y la asimilación de algunas reivindicaciones de la burguesía catalana, tras la pérdida del mercado colonial.

El gobierno Silvela-Polavieja se formó en marzo de 1899 con el fin de regenerar al país sin alterar el funcionamiento del sistema, ni el papel de la Corona, de los partidos, ni del Ejército. Crítico con la política desarrollada en Cuba, general afortunado en Filipinas, popular en la Corte y estrechamente relacionado con la fracción clerical, Polavieja representó el ideal de regeneración buscado por la burguesía conservadora, incluso para la catalana ante una eventual política descentralizadora que se veía demandando desde Barcelona. Como ministro de la guerra en aquel gobierno presidido por Silvela, Polavieja representaba la garantía del viejo orden, y ante el intento de Silvela de aplicar una política de regeneración nacional, que reclamaba la dotación de un Ejército renovado, se oponía la necesidad de austeridad que Fernández Villaverde, como ministro de Hacienda, reclamaba para sanear las cuentas del Estado. Regenerador a su modo Fernández Villaverde buscaba una economía sana que permitiera una moneda fuerte. Para ello llevó a cabo un plan de estabilización actuando simultáneamente en tres direcciones: control monetario, reforma fiscal y reducción del gasto público. En unos tres meses presentó al Parlamento más de cincuenta proyectos de ley. En el terreno monetario redujo el límite de emisión de 2.500 a 2.000 millones de pesetas por ley de 2 de agosto de 1899; en el ámbito fiscal instauró la contribución sobre las utilidades de la riqueza mobiliaria por ley de 27 de marzo de 1900. Este impuesto refundía y ampliaba algunos impuestos anteriores y sumaba una nueva contribución del 20 por 100 sobre los intereses de la deuda pública. Ello permitió una mayor recaudación, sobre todo a través de los ingresos sobre rendimientos del capital. Fernández Villaverde llevó a cabo la reducción del gasto público mediante la disminución de la carga que suponía el servicio de la deuda. Para ello se sirvió del impuesto del 20 por 100 sobre los intereses ya señalados, y de la suspensión de las amortizaciones de los títulos. El Gobierno admitió su responsabilidad con las deudas coloniales, de las que aceptó pagar los intereses, aunque reducidos al mismo tipo que la deuda interior. Del mismo modo suprimió temporalmente su amortización por ley de 2 de agosto de 1899. La deuda interior fue sometida igualmente a una operación de cirugía (Maluquer de Motes, 1999).

Con estos planteamientos no es de sorprender que la crisis del gobierno provino más desde su propio interior que fuera del mismo. Los intentos de modernizar el Ejército que defendía Polavieja chocaban abiertamente con la política de gasto de Fernández Villaverde. Resultaba imposible dar satisfacción al mismo tiempo a las pretensiones descentralizadoras de la burguesía catalana, a la demanda de regeneración que propiciaban los harineros castellanos y la política de control presupuestario de Fernández Villaverde. En esta situación el deterioro del Gobierno fue rápido, en medio de una huelga de contribuyentes en Barcelona y varias iniciativas regeneradoras en Castilla y Aragón que pusieron en cuestión la política del gobierno de Silvela. En estas circunstancias, después de diecinueve meses, el fracaso del Gobierno mostraba que la regeneración desde el interior del sistema se había estrellado contra un intrincado conjunto de intereses.

De otra naturaleza se presentaban los regeneracionismos ajenos al sistema, sobre todo aquel representado por la figura de Joaquín Costa. El regeneracionismo para entonces ya gozaba de una literatura considerable, caracterizada en su conjunto por un profundo pesimismo que ponía en cuestión las capacidades de España: de su potencial geográfico y económico, de la naturaleza del español como ciudadano y del sistema político como el instrumento adecuado para la auténtica regeneración nacional. La literatura regeneracionista abordaba así un montón de registros: geografía, economía, demografía, naturaleza psicológica de la raza, el problema de la educación nacional, de los vicios morales y de la incapacidad de España como colectivo nacional. Autores de distinto signo propusieron fórmulas de regeneración nacional que muchas veces no pasaban de una descripción de los males de la patria. Macías Picavea -El Problema Nacional (1899)- trataba de buscar soluciones desde la perspectiva de la filosofía positivista. Rafael Altamira publicó unos artículos en la revista La España Moderna donde resaltaba los problemas del carácter nacional y el sentido que para la regeneración española debía tener la reforma del sistema educativo y el triunfo de la democracia. Ya con anterioridad, Miguel de Unamuno había sostenido en 1895 el peso de los componentes castizos y la necesidad de europeizar España en En torno al casticismo. Cuando Joaquín Costa publica en 1901 Oligarquía y caciquismo tenía ya tras de sí una cierta tradición regeneradora que ponía en cuestión no sólo los fundamentos del sistema político, sino también las capacidades y limitaciones el pueblo español, esto es, de la raza, para su efectiva renovación. Por su parte, Costa ya tenía una cierta experiencia política, pues había creado la Liga Nacional de Productores, donde fomentaba programas de reforma agrarias, municipales, económicas y administrativas. A ella se había llegado tras un conjunto de asambleas agrarias, del movimiento de las Cámaras de Comercio y de un sinfín de asambleas de productores que mostraban el descontento de las llamadas clases medias en la España posdesastre.

Tanto la Asamblea de Productores, como la de las Cámaras de Comercio, fue seguida con gran interés por toda España y hasta con cierto nerviosismo por parte de los partidos dinásticos, pero en realidad nacían más como un grupo de presión que como un movimiento político destinado a disputar el control del Estado. Lejos de tratar de movilizar a todas las clases sociales, la Liga parecía excluir la participación de obreros y campesinos, y el programa hacía referencia a “las clases productivas intelectuales” como el instrumento de cambio; se trataba, en definitiva, de una variante de “revolución desde arriba”, de una movilización limitada a los industriales y a una pequeña burguesía que encontró estímulos en la política fiscal de Fernández Villaverde, pero que era incapaz de representar un verdadero reto político al sistema del turno. Ante la política del gobierno Silvela, en una quiebra sin precedentes con la legalidad, las Cámaras de Comercio invitaron a sus miembros a retener los pagos de impuestos e incluso lograron el cierre de muchos comercios como manifestación de protesta. No obstante, sin el apoyo de los sectores populares, de los campesinos y de los obreros, todo quedó en una medida de presión de un colectivo que carecía de homogeneidad y que, desde sus supuestos sociales e ideológicos, era enemigo de las movilizaciones populares.

Asamblea de Productores y Cámaras de Comercio estaban imbuidas de las mismas ansias de redención, pero adolecieron ambas de objetivos definidos, estaban preñadas de elementos retóricos y divididas internamente: por otra parte, la falta de sincronización entre ambos movimientos ocultaba una división más profunda, ya que a medida que se ampliaba la movilización se ponían de manifiesto los recelos entre los sectores catalanes y el núcleo castellano, temeroso de los componentes descentralizadores de los nacionalistas. Esto no sólo expresaba una mentalidad centralista, sino también una desconfianza ante la posible negociación entre el Gobierno y las regiones ricas de Cataluña y el País Vasco. El recelo entre los distintos sectores acabaría pasando factura, al extremo de que en la segunda asamblea de las Cámaras de Comercio, celebrada en Valladolid en enero de 1900, Basilio Paraíso, en su discurso inaugural, reclamó el abandono de los intereses de clase o región, para defender una idea de España sin regionalismos, muy alejada de las directrices que en ella tenían los representantes catalanes. Otros desacuerdos, como el creciente tono político, motivaron discrepancias, hasta el punto de que cuando se trató de formar una mal definida Unión Nacional, los representantes de las grandes empresas vascas, encabezados por Pablo de Alzola, le retiraron su apoyo. Poco después, el mismo Alzola se incorporaba a un gabinete de Silvela, considerando que la “revolución desde arriba” era más prometedora que el movimiento regeneracionista. Junto al abandono de la burguesía vasca, la catalana haría lo propio para crear su propio movimiento, la Lliga Regionalista, en 1901 (Balfour, 1997).

La Unión Nacional, tras el abandono de las burguesías vasca y catalana quedó reducida a los seguidores de Alba, Paraíso y Costa, que se incorporó a la misma tras su transformación en fuerza política después de haber visto el abandono de las Cámaras Agrícolas Andaluzas. Organización con recursos escasos, estuvo a su vez dominada por le existencia de proyectos antagónicos por parte de sus dirigentes y por la limitación de no querer asociarse a las fuerzas antidinásticas. Tampoco estableció ninguna relación con los socialistas, condenando al movimiento a un limitado espectro burgués que se encontraba atrincherado entre su opción regeneradora de clases medias y el temor a que el movimiento se radicalizase y perdiera respetabilidad.

Una vez que el sistema se reacomodó tras el desastre y se mostró la incapacidad de las oposiciones carlista y republicana para beneficiarse de la crisis, la propuesta regeneradora se mantuvo como un referente político y cultural, pero dejó de representar un riesgo para el sistema político. Desde entonces se vincularon al ambiente regenerador los conservadores -Maura, Silvela—, los liberales —Canalejas, Alba—, y los republicanos —Costa, Madrazo—, e incluso el joven rey Alfonso XIII se proclamó como un regenerador. “Yo puedo ser un rey que se llene de gloria regenerando la patria -escribió Alfonso XIII en su diario en 1902-; cuyo nombre pase a la Historia como recuerdo imperecedero de su reinado; pero también puedo ser un rey que no gobierne, que sea gobernado por sus ministros, y, por fin, puesto en la frontera […]. Yo espero reinar en España como rey justo. Espero, al mismo tiempo, regenerar a la patria, y hacerla, si no poderosa, al menos buscada, o sea, que la busquen como aliada. Si Dios quiere, para bien de España.” Este afán regenerador que preside el ánimo de Alfonso XIII habría de constituir uno de los elementos básicos del comportamiento del joven monarca, una vez que desde mayo de 1902 acceda al trono como rey, cuando cumplía los 16 años de edad.

Para entonces ya estaba de nuevo en el poder el Partido Liberal, que había sucedido a un gobierno Azcárraga, pensado para facilitar la boda de la infanta María de las Mercedes con Carlos de Borbón y Borbón, hijo del conde de Casería, de filiación carlista. En esa boda, celebrada con la protección de las bayonetas y bajo un estado de guerra, así como en la llegada a España de los religiosos expulsados por la Ley Waldeck Rousseau en Francia, se asienta la línea anticlerical que el Partido Liberal había dado a su oposición desde 1900. En julio, en un famoso debate parlamentario, José Canalejas caracterizó la política conservadora como resultado de los “cinco ismos”: el reaccionarismo, el clericalismo, el militarismo, el regionalismo y el capitalismo, generando un nuevo momento histórico en el que la política anticlerical y la reforma social parecieron estimular el programa de un liberalismo que había agotado su viejo programa en el Gobierno Largo de Sagasta, hacía ya más de una década. La política anticlerical nacía con el nuevo siglo y habría de convertirse en una seña de identidad del Partido Liberal, en contraste con el componente católico que adquiría el Partido Conservador, cuya política de las décadas anteriores había estimulado una fuerte recuperación de la Iglesia, con la proliferación de las órdenes religiosas, que los liberales trataban ahora de someter a la Ley de Jurisdicciones de 1887.

De otro lado, el intento de aplicar los principios del nuevo liberalismo llevó a Canalejas a estudiar la solución al problema social con el intento de crear un Instituto del Trabajo de cuya planificación se encargaron dos reconocidos republicanos: Adolfo Álvarez-Buylla y Adolfo González y Posada. Aunque el Instituto no llegó a su culminación, en los estudios y memoria preparados se percibe el nuevo componente social que caracterizaba el liberalismo español de 1900. Habría de ser bajo un gobierno conservador que se creara el Instituto de Reformas Sociales, bajo la presidencia de Gumersindo de Azcárate, que recogiera el nuevo liberalismo social que reclamaba el nuevo siglo. En medio de esta política liberal, de la que se había escindido el grupo en torno a la figura de Germán Gamazo, de la que era su representante Antonio Maura, ahora en camino hacia las filas conservadoras, se terminó la Regencia de María Cristina cuando el 17 de mayo de 1902 Alfonso XIII juró la Constitución.

A Sagasta sólo le quedaban unos meses de vida. Con su muerte, como antes la de Cánovas (1897), la de Castelar (1899) y la de Pi y Margall (1901), se daba por concluida una etapa de la vida política española, marcada por la restauración de la Monarquía constitucional y parlamentaria, por la política clientelar y por la derrota colonial. Con el nuevo reinado una nueva generación ha de asumir la gestión de gobierno de un país que ha experimentado una profunda mutación, territorial, social y hasta cultural, ya que a la emergencia de los nacionalismos periféricos, con la formación del Partido Nacionalista Vasco en 1895 y de la Lliga Regionalista en 1901 (Anguera, Beramendi y Granja, 2001), se sumó un nacionalismo español que se revitalizó tras el desastre en los debates sobre el problema de España (Álvarez Junco, 1998). Los retos del nuevo movimiento obrero, con su doble filiación anarquista y socialista, exigían una reformulación del modo de analizar la “cuestión social”, y a la anterior política represiva debía suceder una reforma social desde el Estado de carácter preventivo, acorde con los presupuestos de las nuevas ciencias sociales, nacidas bajo el dominio de la filosofía positivista, la doctrina que dominó el universo burgués de la Europa de fin de siglo.
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La Monarquía de Alfonso XIII (1902-1917)

4.1.Alfonso XIII, la política desde el trono

El 17 de mayo de 1902, el rey Alfonso XIII accedió a la Corona a la edad de 16 años, previo juramento de la Constitución de 1876. Su acceso al poder, tras la derrota colonial y la revisión de la posición internacional de España, se va a desarrollar en medio de un conjunto de fórmulas regeneradoras a las que el monarca no quiso ser ajeno. En los años que estuvo al frente de los destinos del Estado, Alfonso XIII pudo observar un cambio notable en la sociedad española: la consolidación de un movimiento obrero autónomo, la afirmación de los regionalismos y nacionalismos periféricos, la formación de un sistema económico de acusados rasgos proteccionistas y varios intentos de modernizar el sistema político, que parecieron inviables desde mediados de la segunda década del siglo. Entre 1902 y 1917 el sistema político español tuvo que acometer su acomodación a los retos de la sociedad de masas en una situación de crisis potencial que pasó por fases delicadas, derivadas unas de la propia dificultad del propio sistema para llevar a cabo su efectiva modernización o del impulso externo que la propia Guerra Mundial tuvo sobre una sociedad, economía y sistema político poco capaces de adaptarse a los cambios derivados del proceso de modernización política y social.

En este marco de cambios, Alfonso XIII fue crecientemente intervencionista, propio de un rey joven que era proclive a la participación activa en la política, con tendencia a afirmar las prerrogativas que le concedía la Constitución de 1876, sobre todo aquellas contenidas en los artículos 52 y 53, relativas a la jefatura suprema del Ejército. El “rey político”, el “político en el trono”, fue así una pieza decisiva en la evolución del sistema. A menudo olvidando el refrendo ministerial en importantes decisiones, sobre todo en los nombramientos de los ministros, del Ejército y de la Marina o manteniendo relaciones extragubernamentales con los jefes militares, del mismo modo que los jefes de Gobierno acuden al rey para solucionar sus disidencias personales. Ya por la debilidad interna de los partidos y de los problemas de liderazgo dentro de ellos, ya por la posterior quiebra del sistema de turno o por la inclinación real a participar en la política activa, lo cierto es que la Corona tuvo un papel decisivo en la dinámica política.

La percepción de las razones de esta intervención del monarca en la vida pública y de sus resultados ha sido objeto de una diversa interpretación por parte de la historiografía hasta nuestros días (Moreno Luzon, 2003). Desde aquellas que han hecho hincapié en los elementos educativos y en el carácter personal del rey como un factor decisivo en su intervencionismo político, a aquellas otras que han resaltado que fue una parte de la propia clase política la que alentaba en el monarca esa línea regeneradora, participativa en el juego político. La mirada sobre los actos del rey y sus consecuencias políticas han sido constantes desde el primer momento. La juventud del monarca y las secuelas de una educación dirigida por clérigos y militares con concepciones providencialistas y voluntaristas hubieron de condicionar su relación con unos políticos curtidos en una cultura política clientelar y caciquil, pero también civilistas e impregnados de una retórica constitucionalista; unos políticos que tendían a exigirle mucho y a ofrecerle resultados muy limitados. Como resaltó Churchill, Alfonso XIII tendió a actuar como un “político resuelto y frío”, como estadista y gobernante, más que como monarca constitucional (González Hernández, 2002).

A ese intervencionismo hubo de contribuir el ambiente regenerador de principios de siglo que afectó tanto a miembros del sistema como de la oposición. “La actividad provechosa del monarca-había escrito en 1901 José Canalejas— consiste en participar del Gobierno, sentando a su diestra a la Nación. Es preciso que los que encarnen la Monarquía […] inquieran por sí mismos lo que el pueblo pide y necesita; miren más a la responsabilidad de la historia que a la irresponsabilidad de la Constitución” (Nuestro Tiempo, diciembre de 1901). La petición de que el nuevo rey fuera regenerador, se alejara de aquella función de “poder moderador” que le adscribía la Constitución de 1876 no fue infrecuente en los políticos de principios el siglo XX. Se trataba de convertir al rey más que en un símbolo en un agente (Hall, 1999).

La intervención del rey en los asuntos directamente políticos aparece, pues, como uno de los ingredientes básicos de este período. Se hizo mucho más acusada en los momentos en que los partidos mostraban poca cohesión interna y la opinión no se decantaba por un líder de un modo claro. En estas circunstancias, la decisión del monarca de entregar el poder a uno u otro líder político constituía una participación decisiva en la política interna de los partidos, como ocurrió en los primeros años de su reinado. Fueron los años de las crisis orientales, de acusaciones de intriga palatina y de dimisiones abruptas de ministros y gabinetes. Para interpretar la línea seguida por el rey basta observar cuál fue su interés por los diversos temas políticos, militares o religiosos. En las disputas entre sus ministros y el Ejército, siempre optó por apoyar las posiciones de los militares, sobre todo en aquellos momentos en que los partidos parecían menos fuertes. Así ocurriría con la Ley de Jurisdicciones (1906), con las Juntas de Defensa (1917) o con el golpe militar de Primo de Rivera en 1923. Con relación a la Iglesia se mostró igualmente proclive a sus demandas. En plena política reformista de Canalejas, cuando la Ley del Candado, el rey advirtió al político liberal de los peligros que acarreaba provocar a la opinión católica y, con su participación en el Congreso Eucarístico de 1911, pareció mostrar a su público el desacuerdo con la política reformista de su primer ministro. El carácter de “rey católico” se acentuó cuando en 1919 consagró España al Sagrado Corazón de Jesús y, años después, al frenar los intentos de los reformistas de modificar el artículo 11 de la Constitución a comienzos de 1923, dentro del gobierno de concentración liberal presidido por García Prieto.

Se escapa de la cronología de este volumen una valoración del papel del rey en los años finales del régimen parlamentario, sobre todo en lo relativo a su intervención , activa o pasiva, en el golpe de Primo de Rivera, al que han dedicado atención preferente historiadores como Javier Tusell y G. Queipo de Llano, C. P. Boyd, J. L. Gómez Navarro., S. Ben-Ami, R. Carr, González Calvet y Seco Serrano, entre otros. Aunque no ha existido acuerdo a la hora de evaluar el papel del monarca en el fin del sistema parlamentario, resulta sin embargo, evidente que su intervención en la política fue más allá de lo que era recomendable. Su vínculo al Ejército como máxima autoridad militar le llevó siempre a su lado frente a los políticos, de los que siempre resaltaba los límites que imponían a la voluntad real. Con ello, el monarca, al inclinarse a los cuarteles en los contenciosos más importantes, socavó la autoridad de sus gobiernos, debilitó al Parlamento y frenó el avance de las ideas civilistas. En cierto modo, se trataba de una interpretación excesiva del concepto constitucional de “rey-soldado”, que fue diseñado por Cánovas como un instrumento para frenar la autonomía y fuerza pretoriana y no como un instrumento de componente militarista (Boyd, 1990; Cardona, 1983).

4.2.La política española a principios del siglo XX ( 1902-1909)

Los primeros años de la monarquía de Alfonso XIII estuvieron marcados tanto por el peso del regeneracionismo como por la necesidad de encontrar en los partidos del sistema un recambio generacional y unos nuevos programas de gobierno que respondieran a las exigencias de la nueva situación económica, social e internacional que asumió España tras el desastre.

Relevo generacional y fraccionamiento de los partidos parecieron dos elementos decisivos de estos primeros años de la monarquía de Alfonso XIII. A la muerte de Cánovas en 1897 sucedió la de Sagasta en enero de 1903. La pérdida de quienes habían dirigido los dos partidos dinásticos en las décadas anteriores ocasionó una crisis de liderazgo entre los conservadores y los liberales. En el Partido Conservador se trató de resolver a partir de la Unión Conservadora y de la figura de Francisco Silvela. En los primeros años del siglo XX esta situación se resolvió a favor de Antonio Maura, recién incorporado al partido cuando en 1901 ingresó en el mismo la fracción gamacista, frente a las aspiraciones de Fernández Villaverde. El acceso de Antonio Maura se vio favorecido por el apoyo de Silvela y, sobre todo, del grupo que lideraba Pidal, un sector del conservadurismo muy vinculado a los intereses de la Iglesia Católica.

En el interior del Partido Liberal los problemas producidos por el relevo generacional fueron mayores. Los primeros pasos del nuevo reinado se dieron con un gobierno Sagasta ya muy cansado, dejando un grave problema de liderazgo en el partido tras su muerte. De un lado, los líderes tradicionales: Montero Ríos, López Domínguez y Francisco Romero Robledo; de otro, Segismundo Moret, partidario de una reforma constitucional y de una aproximación a los sectores más moderados del republicanismo, desde 1903 ubicados en la Unión Republicana bajo la dirección de Nicolás Salmerón. Por último, Canalejas, líder de una fracción liberal demócrata que poco después formó su propio partido (Forner Muñoz, 1993).

El resultado de estas disputas internas fue un debilitamiento efectivo de los dos partidos, debido muy a menudo más que a diferencias irresolubles de tipo ideológico a la persistencia de clientelas particulares o de enfrentamientos personales. Con todo, el sistema de turno no se alteró y, tras la muerte de Sagasta, los conservadores gobernaron hasta 1905; los liberales entre 1905 y 1907 y de nuevo los conservadores entre 1907 y 1909. Con todo, una cierta inestabilidad gubernamental es perceptible por la brevedad de esos turnos, excepción hecha del llamado “Gobierno Largo” de Antonio Maura, uno de los períodos de más actividad legislativa de las primeras décadas del siglo XX.

Si el ambiente regenerador presidía toda la política posdesastre, no es menos cierto que entre liberales y conservadores se desarrolló un elemento de pugna que iba a marcar la confrontación entre ambos partidos: la cuestión religiosa. Aunque los dos partidos fueron receptores de los planteamientos del nuevo liberalismo europeo de la época, ante la ausencia de un programa de auténtica renovación, habría de ser un factor ideológico lo que marcara la agenda política y el elemento más diferenciador entre los dos partidos del sistema. En su diseño “regenerador”, conservadores y liberales trataron de abrir la Monarquía a las clases populares, como se observa en los programas de visitas por todo el país que Maura y Canalejas hicieron para Alfonso XIII. Los conservadores, por su parte, trataron de garantizar el apoyo de las clases medias a través de una “revolución desde arriba” que habría de materializarse durante el gobierno largo de Maura a través de la defensa de un sufragio corporativo y de la búsqueda de una autonomía administrativa de las instituciones locales. Los liberales, a su vez, formularon la idea de una nacionalización de la monarquía que Canalejas desarrolló desde sus supuestos liberal-democráticos, sin promover una reforma constitucional que siempre fue contraria a los deseos del monarca. Aunque de tradición republicana, Canalejas llevó a la Monarquía un ambiente reformista que buscaba la identificación de la monarquía con democracia y nación. Su concepción intervencionista del Estado, la búsqueda de un nuevo modelo de relaciones laborales y la necesidad del diálogo social, como modo de superar la confrontación de clases, marcaron su agenda política en los primeros años del siglo.

Sin embargo, fue la cuestión religiosa la que indicó de un modo más intenso la separación entre ambos partidos y la que en sus grandes rasgos vino a caracterizar los primeros años de la monarquía de Alfonso XIII. Mientras que los liberales acentuaron su perfil anticlerical al fomentar al control de las órdenes religiosas por el Estado y su sometimiento a la Ley de Asociaciones de 1887, los conservadores declaradamente favorables a las posiciones de la Iglesia se convirtieron en el baluarte de un “clericalismo” que de un modo simbólico quedó representado por Antonio Maura. No fue la confrontación clericalismo/anticlericalismo una realidad circunscrita a estrategias de partido. Desde 1900 la confrontación entre secularización y confesionalidad adquirió un protagonismo desconocido hasta entonces. En el parlamento, en la prensa y en la calle se enfrentaron de un modo abierto dos culturas (la católica y la secularizadora) que trataban de modelar la sociedad, la cultura y la dinámica legislativa desde sus presupuestos e intereses. El anticlericalismo ya había rebrotado con fuerza en el momento de la boda de la infanta con Casería y, más tarde, se vio alimentada por la recepción de los religiosos que habían llegado a España como resultado de la legislación anticlerical francesa. La novedad ahora fue que esa confrontación se desarrolló en la calle, a través de fuertes manifestaciones y de una acción colectiva que representaba un salto cualitativo y un nuevo horizonte de movilización anticlerical desconocido hasta entonces en España. La agitación anticlerical se estimuló tanto por la propia política de Canalejas como por la movilización que los radicales, federales y anarquistas desarrollaron desde 1900. Basta recordar la capacidad movilizadora de los jóvenes intelectuales —Baroja, Maeztu, etc.— en el momento en que se estrenaba en Madrid el drama galdosiano Electra, que se convirtió en un difusor de los ideales anticlericales en su estreno en las principales ciudades del país (De la Cueva, 1997; Suárez Cortina, 1998).

No resulta fácilmente comprensible esa conversión del conflicto clerical/ anticlerical en centro de la confrontación política sin mención al fuerte proceso secularizador de la sociedad española, en un momento, además, en el que la Iglesia ensayaba nuevos modos de sociabilidad con un movimiento católico activo y cuando se estaban desarrollando estrategias de organización sindical competitivas de los sindicatos de clase bajo la protección y apoyo de los empresarios. La centralidad del conflicto expresaba, pues, una magnitud mayor que la que podían mostrar dos partidos en pugna por el poder dentro del sistema. De hecho, en las movilizaciones anticlericales fueron protagonistas preferentes los republicanos radicales y los federales que llevaron a la calle la confrontación, una vez que la tradición eclesiástica había hecho de la procesión y de las peregrinaciones un instrumento de difusión de la catolicidad. La tensión entre ambas corrientes alcanzó en algunos momentos una virulencia especial, sobre todo cuando se producía algún hecho que avivaba la confrontación. El más conocido fue el intento de Antonio Maura de situar a Nozaleda en la diócesis de Valencia, un feudo del blasquismo. El padre Nozaleda, dominico, arzobispo de Manila, representaba a los ojos de la izquierda la imagen más viva del clericalismo. Tras la derrota colonial había permanecido en Manila durante dos años, lo que era interpretado como un servicio al Vaticano y una manifestación de poco afecto a la patria. Dado el carácter combativo del republicanismo valenciano, el nombramiento fue interpretado como una provocación de un Antonio Maura que, ya para entonces, aparecía como el portavoz de los sectores más vinculados a la Iglesia dentro del Partido Conservador.

Junto con Silvela, Maura representaba la línea regeneradora del conservadurismo de principios de siglo. Su planteamiento se situaba en una movilización de las clases medias, más o menos identificadas con la burguesía, a las que apelaba a favor de una “revolución desde arriba”. Su proyecto político de una “socialización conservadora” se establecía sobre una cosmogonía liberal y en la pretensión de ahondar en las potencialidades del liberalismo (institucionales, legales, gradualistas, armonizado ras) para cimentarlo como base sólida y, al tiempo, cultura de transición a la democracia. Todo ello era compatible, al mismo tiempo, con un fortalecimiento de dos ingredientes básicos de su pensamiento: la monarquía y la religión, que ralentizarían y conservarían ese proceso hacia una plena democracia. Entre tanto, era necesario llevar a cabo una dignificación de la política, una reforma de la desvencijada y corrupta Administración que debía empezar por las elecciones. En primer término, la limpieza electoral y el abandono de los tradicionales usos caciquiles los ensayó en 1903 con resultados favorables a la oposición, que permitió la obtención de 35 diputados al nuevo partido de Unión Republicana bajo la dirección de Nicolás Salmerón. En el terreno de la reforma administrativa trató de desarrollar una administración independiente, con un funcionariado de carrera, meritocrático, que acabara con la confusión entre política y Administración. Desde 1904 fue avanzando ministerio a ministerio. Comenzó por Hacienda y luego se extendió a Gobernación, Gracia y Justicia, y Fomento. Se aplicó igualmente a Correos, al cuerpo de inspección médica y a la policía. Se quiso reforzar con una Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y con la reforma del Consejo de Estado. Unas medidas antecedentes de la amplia tarea legislativa que llevaría a cabo el líder conservador dos años después cuando ocupara el poder bajo el denominado Gobierno Largo de Maura (González Hernández, 1997).

En su intento de fomentar el monarquismo, Maura diseñó en 1904 un viaje de Alfonso XIII a Barcelona. Con él se afianzó una relación visible con los sectores burgueses de la ciudad, que desde entonces iban a facilitar una permanente relación de concordia entre la Lliga y el líder conservador, unidos por la idea de que la regeneración nacional era urgente, pero sin alterar los fundamentos sociales del país, como pretendieron otras propuestas más radicales. La regeneración maurista se presenta como una obra de voluntad, de fe y de esperanza, se impregna de una sinceridad y de una fuerza insólitas, aunque no aporte ninguna singularidad programática: “Ahora más que nunca es menester que la nación sienta que el poder público asiste a sus necesidades y emprenda siquiera el camino de aquella regeneración tan vanamente cantada en todas las lenguas. Ya no hay tiempo ni para el orden ni para el método, no se puede ir con parsimonia a la realización de la obra, hay que hacer la revolución desde el Gobierno, porque si no, se hará desde abajo y será desoladora, ineficaz y vergonzosa, y probablemente la disolución de la nación española. Llevar al pueblo esa revolución es instantáneamente devolver al pueblo la confianza en sí mismo, es sacarle de ese marasmo mortal, es curar la enfermedad moral más grave, aquella que os decía cuando os pintaba cómo se siente morir un Estado a quien nadie acomete…” (Seco Serrano, 1995).

Frente a esa fórmula de regeneración moral y cívica que propugnaba Maura se presentaba en los primeros años de siglo la “regeneración democrática” de Canalejas. Siguiendo los pasos de Castelar, la propuesta canalejista se asentaba sobre una nacionalización completa de la monarquía, en línea con las experiencias inglesa o italiana. De su tradición republicana y de la concepción accidentalista de las formas de gobierno que heredó del institucionismo, Canalejas trataba de fundir en un mismo molde las dos herencias del liberalismo del siglo pasado: la oficial, de corte pragmático, que había llevado a la política restauradora, y la que portaba la revolución, la de la España real, multiforme y dispersa, que debía ser la protagonista de la fusión de monarquía y revolución: esto es, la nacionalización a través de un auténtico programa democrático.

4.2.1.La Ley de Jurisdicciones ( 1906)

El problema de determinar los líderes en ambos partidos dinásticos fue compatible que ese intento general de regeneración nacional y con la dinámica turnista. Al final del gobierno conservador de 1903-1904 los liberales iniciaron un turno de dos años, con varios gobiernos dirigidos por Montero Ríos, Moret, López Domínguez, Moret de nuevo y, finalmente, Antonio Aguilar, marqués de la Vega de Armijo. Su gestión estuvo marcada de tensiones, la más seria de ellas fue la que enfrentó a catalanistas y militares que llevó a la Ley de Jurisdicciones de marzo de 1906. El origen estuvo en el conflicto que en Barcelona ocasionó la publicación de unas viñetas que ridiculizaban a unos oficiales del Ejército. La respuesta de su parte fue que un conjunto de oficiales atacó los periódicos Cu-Cut y La Veu de Catalunya, y como resultado se generó una fuerte tensión entre el gobierno liberal de Montero Ríos y los militares que provocaron su caída. El siguiente de Moret, con el general Luque en el Ministerio de la Guerra, tuvo que hacer frente a una amenaza de golpe militar, pero su presencia en el Gobierno liberal era más como representante de los intereses militares que para defender el poder civil. La aseveración de Moret el 2 de diciembre de 1905 de que “la significación del partido es la supremacía del poder civil sobre todos los otros” no dejaba de reflejar la grave crisis que se cernía sobre ese pretendido principio de soberanía del poder civil. Cuando el 15 de febrero se debatió en las Cortes el proyecto de Ley para la Represión de los Delitos contra la Patria y el Ejército, el Gobierno propugnó su adopción, afirmando que la ley era una “obra de transacción”, una “obra de paz”. Pero ni siquiera quienes la patrocinaban querían decir que fuera un proyecto progresista.

Una vez aprobada en el Congreso, la ley, denominada desde entonces Ley de Jurisdicciones, habría de ser un elemento de confrontación política, pues impulsó el rechazo generalizado de los parlamentarios catalanes y el de otros sectores como el de Nicolás Salmerón y algunos carlistas y federales. Acababa de nacer Solidaridad Catalana, una fuerza parlamentaria que en los años siguientes representó una novedad considerable en la política catalana. La ley apareció en la Gaceta el 24 de abril de 1905 aunque con un preámbulo donde se afirmaba que en ningún caso se pretendía perseguir el regionalismo, sino tan sólo protegerse de ofensas concretas recogidas en los tres primeros artículos. Moret recordaba, además, a los encargados de aplicar la ley: “nuestra sociedad política está fundada en la libertad de imprenta y en el respeto a los derechos de la conciencia”, y advertía que no debían confundirse “las habituales licencias de estilo y de pensamiento que, por desgracia, aparecen en la prensa periódica” con ataques deliberados a la patria o a la disciplina militar. Pese a sus palabras, la ley iba a representar en las décadas siguientes un instrumento decisivo para acallar cualquier crítica civil al Ejército no sólo en Cataluña, sino en todo el país. Su derogación se iba a convertir en uno de los objetivos políticos más fuertes entre republicanos y catalanistas. La aprobación de la Ley de Jurisdicciones mostraba hasta qué punto la Restauración dependía del Ejército, que en los años siguientes desempeñará un papel cada vez mayor en la defensa del régimen frente a las amenazas interiores y exteriores (Boyd, 1990; Núñez Florencio, 1990a).

Tal vez por compensación a la ley y atendiendo las reclamaciones de la burguesía catalana, Moret, adscrito por tradición a las filas del librecambio, llevó al Parlamento la Ley de Bases Arancelarias. Con la aprobación de la Ley de Bases de 1906, la política económica fortalecía la tendencia a la protección que reclamaban insistentemente los sectores industriales del país a través de sus corporaciones (Sabaté Sort, 1996); así, el Fomento del Trabajo Nacional, la Liga de Productores y otras corporaciones que deseaban un mayor grado de protección arancelaria. La situación de Moret no dejaba de ser paradójica en quien había sido tradicionalmente un representante del liberalismo civilista y librecambista. Contra esa tradición e ideas, cuando ocupó la jefatura del Gobierno le tocó establecer el fuero militar y la protección arancelaria. Moret pudo comprobar que la política no sólo se hacía desde la afirmación de las ideas, sino desde la representación de los intereses que, al fin y al cabo, eran los constitutivos más firmes de la acción de gobierno.

Más agradable le resultó a Moret la firma del Tratado de Cartagena, por el que se reconocía a España una zona de influencia en Marruecos, y, sobre todo, el anuncio de la boda de Alfonso XIII con Victoria Eugenia de Battemberg, sobrina de Jorge III y nieta de la reina Victoria de Inglaterra. Celebrada el 31 de mayo de 1906; la boda del rey resultó ensangrentada por el atentado de Mateo Morral contra la joven pareja. Aunque ésta salió ilesa de la misma, el gobierno Moret llevó a una crisis de Gobierno en la que el líder liberal trató de sacar partido propiciando una reforma constitucional que encontró una clara oposición no sólo en su propio partido, sino en el resto del arco político y en la persona de Alfonso XIII (Ferrera, 2002).

El gobierno liberal que le siguió, bajo la dirección del general López Domínguez, se propuso fortalecer el liberalismo mediante una propuesta de matrimonio civil y una nueva Ley de Asociaciones que diera respuesta a las demandas liberales de control de las órdenes religiosas. En ese proceso se recrudecieron los enfrentamientos entre clericales y anticlericales, y ante el debate social producido generó una nueva crisis que acabó con el ciclo liberal para dar paso en enero de 1907 a un gobierno conservador bajo la presidencia de Antonio Maura. Había nacido el “Gobierno Largo” de Maura, que se extendió hasta octubre de 1909.

4.3.El Gobierno Largo de Antonio Maura (1907-1909)

La llegada de Maura al poder en enero de 1907 marca un punto clave de la evolución política de la primera década del siglo XX. Con un estilo personal muy definido, seguro de sí mismo, arrogante a veces, Maura abordó tanto la dirección indiscutible de su partido como la acción de Gobierno. “Hasta 1907 -escriben el duque de Maura y Fernández Almagro- no se borró por completo el matiz feudal que el Partido Conservador compartía con el otro turnante, no menos histórico… Fallecido Robledo, poco más de medio año después que Villaverde, no hubo ya en la derecha gubernamental ista alguno. Quienes no quisieron acatar la jefatura de Maura, o no fueron por él aceptados, en vez de constituir grupos cismáticos se adscribieron a otros partidos. El Conservador se asemejó entonces más a un ejército moderno que no a una grey de fonsaderos medievales” (Seco Serrano, 1995). Aunque un poco excesivo el comentario, no dejaba de ser cierto que la dirección de Maura dotó de unidad y liderazgo al partido y permitió que durante un tiempo funcionara con una sincronía hasta entonces desconocida. Más importante fue, sin embargo, la propia labor legislativa que imprimió en los dos años siguientes. De entrada, Maura trató de lograr el apoyo de los solidarios, brindando una apertura hacia Cambó y la Lliga que parecía integrar a éstos en el sistema bipartidista.

Tras la reapertura de Cortes en octubre de 1907, Maura va a iniciar una activa labor legislativa en la que trataba de cumplir con su revolución desde arriba, donde se dibujaban los rasgos más firmes de su gobierno: en primer término, frente a las pretensiones de un sector del partido, señalaba su intención de no “poner mano” a la política religiosa. Era partidario de que la moral católica impregnara a la sociedad, pero una sociedad liberal y democrática debía atender a todas las propagandas hasta el límite de las leyes penales. Por otro lado, como ya había mostrado, trataba de abrir el abanico del sistema con el acercamiento a los solidarios; finalmente, mostró una vocación decidida de acabar con todo aquello que se suponía que defendía. Se refería a la estructura clientelar y caquicil que permitía una y otra vez obtener triunfos electorales a los partidos que disfrutaban del ejercicio del poder.

Las primeras medidas parecían poco oportunas para un gobierno conservador ya que se dirigieron a la reforma de la Justicia Municipal y la Ley de Reforma Electoral. Ambas tenían poco sentido por sí mismas, aunque su aplicación sólo tendría efectividad si se acompañaba de una reforma administrativa que implicaba una Ley de Administración Local. La reforma de la Justicia Municipal tenía como cometido modificar el papel de los jueces municipales quienes, dependientes de los presidentes de las Audiencias Territoriales, estrechamente conectadas con los partidos en el poder, eran una pieza clave para el triunfo electoral. Para evitar esto, Maura deseaba que en adelante fueran las “salas de gobierno” —entidades colectivas sin vínculos políticos— quienes, asesoradas por los decanos de los colegios de abogados y notarios, elegirían a los jueces. No se trataba de una reforma general de la justicia municipal, pero sí de establecer un primer escalón en la distinción entre lo judicial y lo político, para evitar el fraude electoral sistemático.

Una pretensión pedagógica similar tenía la reforma electoral propuesta por el gobierno conservador. Aprobada en el Parlamento y en el Senado de una manera meteórica, la Ley Electoral (agosto de 1907) trataba de superar las limitaciones prácticas de la ley de 1890. Entre sus aspectos reformistas destacaba el traspaso de la elaboración del censo electoral de los ayuntamientos al Instituto Geográfico y Estadístico, la prohibición de sustituir cargos y empleados municipales antes de las elecciones y el desarrollo del proceso electoral, que pasaba de las corporaciones locales y provinciales a la Junta Central del Censo. A ellas se sumó la tipificación del delito electoral y los casos de fraude pasaban a ser competencia del Tribunal Supremo. Todas estas medidas tenían como objetivo central garantizar la limpieza del proceso electoral.

La ley también aportó otras novedades que fueron objeto de disputa en aquellos momentos y que aún hoy constituyen objeto de debate entre los historiadores. El artículo 2 introdujo el voto obligatorio, cuyo incumplimiento era sancionado económica y administrativamente. Su objetivo era incentivar la participación de los ciudadanos en las luchas electorales y evitar la apatía que se mostraba en un cuerpo electoral acostumbrado al fraude masivo. Defendido entre sus seguidores como una obra de ciudadanía, como la necesidad de superar el abstencionismo de las clases medias, el voto obligatorio fue combatido, sin embargo, por la izquierda política. El artículo 29, por su parte, fue una propuesta de Gumersindo de Azcárate y contemplaba la posibilidad de que en aquellos distritos donde no hubiera competencia electoral fuera proclamado diputado el único candidato. Este artículo tuvo una repercusión considerable en la vida electoral posterior ya que en algunas elecciones llegó a haber un tercio del Parlamento proclamado por este procedimiento. Así ocurrió en las elecciones de 1910 y en las siguientes; mientras se mantuvo en vigor el sistema parlamentario, más de un centenar de diputados lo fueron por el artículo 29. Cabría señalar aquí que el resultado, lejos de clarificar el panorama político, constituyó una vía por la que se reforzó la endogamia de la élite política y dificultó la competencia electoral y la apertura hacia nuevas fuerzas sociales y políticas, una vez que el saneamiento correlativo que se pretendía se llevó a cabo con fuertes limitaciones. En su visión optimista, Maura no pensaba que el artículo 29 pudiera derivar en algo contrario a lo que había pretendido. No se le ocultaba el riesgo de que, por atonía del civismo, abundaran las actas sin elecciones, pero deseaba poner ante el pueblo un espejo en el que se reflejara su propia fealdad al hacer dejación de sus deberes de ciudadanía.

Sin duda, el proyecto cumbre del bienio 1907-1909 lo constituyó el proyecto de Ley de Administración Local. Preocupado desde hacía tiempo por el problema de la buena gestión municipal, siempre vio en ella una vía de fusión entre la tradición y la democracia. La descentralización administrativa y el corporativismo eran para Maura los instrumentos que permitirían asumir la tradición organicista y corporativa de Azcárate, Pérez Pujol o Posada, al tiempo que representaba una especie de primer escalón en las aspiraciones autonomistas del catalanismo de la Lliga. El proyecto -nunca llegó a ser ley después de un duro y prolongado debate parlamentario- tenía como objetivo principal conceder a los municipios personalidad política independiente; librándoles de la injerencia del poder ministerial (sobre todo en elecciones), les otorgaba, al mismo tiempo, personalidad jurídica para poseer, adquirir o enajenar bienes y servicios antes dependientes del Gobierno. Les concedía competencias en materias de seguridad, obras públicas, sanidad, beneficencia y enseñanza, y se abría un cauce a una futura municipalización de los servicios. Estimulaba la actividad política de la población con la recuperación de una institución histórica, el concejo abierto, y regulaba igualmente el recurso (excepcional) al referendum. Dada la complejidad de la propuesta y la dificultad de armonizar los intereses de las diversas fuerzas del Parlamento -liberales, republicanos y catalanistas- tras largas y muy duras jornadas de debate, el proyecto no fue aprobado por el Parlamento (González Hernández, 1997).

Quedaban, sin embargo, otras muchas medidas que fueron convertidas en ley: de ellas conviene hacer mención a la Ley de Construcción de la Escuadra (noviembre de 1907), la Ley de Colonización interior, la legalización de la huelga, la creación del Instituto Nacional de Previsión y de Tribunales Industriales (1908), y otras numerosas medidas que afectaron a ámbitos tan distintos como la justicia municipal, la marina mercante, las comunicaciones marítimas o el sindicalismo agrario. Maura, sin embargo, iba a fracasar en su intento de desarrollar una Ley de Represión del Terrorismo que fue duramente combatida por la oposición republicana y socialista, bajo la acusación de tratarse de una amenaza a las libertades. La ley fue rechazada desde la primavera de 1908 por el Trust, sociedad editorial de España que agrupaba a algunos de los más importantes diarios de Madrid -El Imparcial, El Heraldo- y que buscaba la formación de un Bloque de Izquierdas -de monárquicos y republicanospara frenar la política maurista. Inicialmente aprobada en el Senado el 9 de mayo de 1908, la ley soportó la oposición en la calle y en el Parlamento. Maura, que deseaba preservar la aprobación de la Ley de Administración Local, prefirió aplazar la discusión sobre la del Terrorismo y, de este modo, quedó en suspenso. La movilización de las izquierdas que habían convocado un gran mitin en Madrid, el 28 de mayo, obtenía así un triunfo considerable.

En septiembre, con ocasión del aniversario de la revolución Gloriosa de 1868, liberales, demócratas y republicanos sellaron su oposición a Maura y dieron forma más firme al Bloque de las Izquierdas. En un famoso discurso pronunciado en el Casino de Zaragoza, Moret reafirmó el carácter doble monárquico y republicano de aquella alianza, resaltando que allí no se discutía la forma de Gobierno, sino una oposición abierta a la política conservadora. A finales de 1908 el horizonte antimaurista ya disponía de un frente activo que hacía de la confrontación con el líder conservador su máxima identidad. Frente a ellos, Maura, defensor de las esencias monárquicas, no podía admitir que Moret y su entorno se asociaran a los republicanos para derribar el Partido Conservador. No debemos olvidar, sin embargo, que el Bloque constituía una apertura hacia las fuerzas sociales externas al sistema político y ello era especialmente importante porque en aquellos momentos, y como reacción a Solidaridad Catalana, había nacido en el interior de las organizaciones obreras de Barcelona otro frente social, Solidaridad Obrera, formada por sectores socialistas, radicales y aun anarquistas, un antecedente de lo que un tiempo más tarde daría forma a la Confederación Nacional del Trabajo. La reacción republicana habría de conocer su momento de recuperación cuando en las elecciones municipales de mayo de 1909 obtuvo un considerable triunfo en Madrid, Barcelona, Valencia, Zaragoza, La Coruña y otras ciudades. El trabajo del Bloque de Izquierdas y la campaña contra la Ley de Represión del Terrorismo habían producido sus beneficios electorales. En este ambiente de confrontación con la campaña del Rif, el envío de tropas y la fuerte campaña socialista contra la guerra en Marruecos, se produjo la convocatoria de una huelga con que se abrió la famosa Semana Trágica de Barcelona, la ultima semana de julio de 1909.

4.4.La Semana Trágica y la formación de la Conjunción Republicano-Socialista

Después de dos años de acción gubernamental y parlamentaria intensa, no fue una derrota parlamentaria lo que más quebraderos de cabeza le trajo a Maura, sino un conflicto urbano que en pocos meses acabaría con su gobierno y abriría un proceso de grandes repercusiones para su futuro político, el del Partido Conservador, e, incluso, para la posterior evolución del sistema parlamentario: la Semana Trágica. Este es el nombre con el que de un modo genérico se conoce el movimiento insurreccional que estalló en Barcelona el 25 de julio de 1909 contra la movilización de soldados para la guerra de Marruecos.

Aunque nacida inicialmente como una protesta contra la guerra en el momento del embarque de tropas, rápidamente se convirtió en un motín popular, en una huelga revolucionaria bajo la dirección de los sindicatos anarquistas y del republicanismo más radical, en el que la violencia adquirió un carácter declaradamente anticlerical y antimilitarista. En pocas horas la huelga se extendió por toda Cataluña y si no lo hizo por el resto del país fue debido a una artimaña desarrollada por el ministro de Gobernación, La Cierva, que la presentó ante la opinión como una movilización social de carácter separatista.

No resulta comprensible la movilización anticlerical y antimilitarista si no es a partir de la cultura de movilización que las izquierdas habían desarrollado desde principios de siglo. Sobre todo a partir de la presencia de Alejandro Lerroux en Barcelona, adonde acudió con el apoyo de los recursos del Ministerio de la Gobernación, con el cometido de neutralizar el avance del nacionalismo catalán y, al mismo tiempo, dividir a la clase obrera. Para ello el político radical se sirvió de diferentes recursos para atraer a los distintos sectores que integraban su compleja clientela política. En primer término, utilizó una demagogia populista que constituía un fuerte reclamo entre las masas obreras barcelonesas. Por otro lado, buscó el apoyo de los sectores populares ajenos al catalanismo, sobre todo de las masas de inmigrantes que llegaron a Barcelona del sur y este del país. Finalmente, su discurso a favor de una vaga promesa de una revolución social mantuvo a las masas obreras en una fiebre “revolucionaria” que, singularmente, se hizo al margen de las organizaciones obreras. Sus mítines y las meriendas fraternales constituyeron un buen modelo de movilización populista que a la altura de 1906 ya había mostrado tanto su potencial como sus limitaciones efectivas.

Un buen ejemplo de la compleja posición de la política barcelonesa en la primera década viene determinada por la confrontación múltiple entre política burguesa (Solidaridad Catalana), obrerismo radical (Lerroux) y organización obrera (Solidaridad Obrera desde 1908). La formación de Solidaridad Obrera se debió a la unión entre trabajadores socialistas, anarquistas, republicanos y de otras tendencias, inclinados a formar una organización alternativa a la Solidaridad de los catalanistas. El fin perseguido era muy claro: la unión de todos los trabajadores y, como programa, revitalizar las sociedades obreras y dotarlas de un cometido común, la emancipación económica de los trabajadores, “la sustitución del régimen capitalista por otro de carácter social, fundado sobre la base racional del trabajo por la solidaridad humana”. Lo que originariamente había sido una federación de carácter local se convirtió en poco más de un año en una organización regional en cuya base se sitúa la posterior formación de la Confederación Nacional del Trabajo (Cuadrat, 1976).

Es este el ambiente social y político en el que se lleva a cabo la sublevación popular de julio de 1909: confrontación patronal/obrera, enfrentamiento entre Solidaridad Obrera y el radicalismo, y tensión social derivada de la política colonial de Maura. La política militar en Marruecos ya había sido objeto de una fuerte campaña dirigida por el Partido Socialista desde 1907, acusando al Gobierno de llevar a cabo un bandidaje colonialista. El antimilitarismo implícito en su programa, sin embargo, se convirtió en una especie de antibelicismo que se extendió con fuerza en el interior de las sociedades obreras. Cuando en 1907 se constituyeron la Compañía del Norte Africano y, al año siguiente, la Sociedad Española de Minas del Rif, la campaña colonial adquirió un contenido especial en beneficio de un grupo social y económico vinculado al poder y no una acción colonizadora de corte civilizador. La aprobación por el Consejo de Estado en junio de 1909 de un crédito extraordinario destinado a intervenir en Marruecos llevó a la movilización de varias unidades que se hallaban en Cataluña. La campaña de la prensa radical (El Progreso), nacionalista (El Diari Catalá) y socialista (El Socialista) no se hizo esperar. Cuando se llevó a cabo el embarque, el clima estaba maduro para una sublevación popular.

El lunes 26 de julio empezó en Barcelona y otras ciudades catalanas una huelga general de protesta contra la guerra y contra la actuación del Gobierno. La responsabilidad del movimiento huelguístico fue asumida de manera directa por la confederación sindical Solidaridad Obrera, a pesar de no haberla declarado oficialmente. El acuerdo de no patrocinar formalmente la huelga lo adoptó Solidaridad Obrera el 24 de julio. Entonces formó un Comité que intentó asumir la dirección y coordinación del movimiento de protesta, ya que rehusaron hacerlo Solidaridad Obrera, el Partido Radical -Lerroux se hallaba en América del Sur y su lugarteniente, Emiliano Iglesias, no quiso comprometerse- y también los dirigentes de la denominada Esquerra Catalana (CNR). Sin embargo, los acontecimientos pronto escaparon al control del comité de huelga.

Ya en la tarde del día 26 se iniciaron los enfrentamientos entre los piquetes de huelguistas y las fuerzas del orden. Por la noche la huelga general era ya un éxito, extendiéndose por Barcelona y otras localidades como Sabadell, Tarrasa, Badalona, Mataró, Granollers, Sitges, etc. En algunos lugares los huelguistas tomaron prácticamente las ciudades. En Sabadell fue proclamada la República. De este modo, la huelga general se convirtió en una rebelión popular carente de dirección y en un movimiento caótico. En ella parece que los radicales tuvieron una participación importante, pero, con ellos, núcleos de anarquistas que llevaron a cabo una auténtica piromanía. A partir del día 27 la revuelta se caracterizaba por la presencia de dos ingredientes: la antirreligiosidad y la revolución social, con fuertes enfrentamientos con la Guardia Civil, con el Ejército y la Policía. El miércoles 28 de julio, carente de dirección y objetivos, la huelga inició su declive. El jueves 29 llegaron tropas de refuerzo de Valencia, Zaragoza, Burgos y Pamplona que dominaron los últimos focos de la rebelión en los dos días siguientes.

La insurrección pudo haberse extendido al resto de España, pero la calificación del ministro La Cierva como separatista influyó en el mantenimiento de la normalidad en el resto de país. Aunque el PSOE convocó una huelga general de protesta contra la guerra de Marruecos para el día 2 de agosto, ésta fracasó abiertamente ante la propia represión ejercida por el gobierno Maura, que llevó a cabo la detención de los principales dirigentes socialistas. Durante los sucesos hubo tres muertos entre la tropa y setenta y cinco entre los paisanos. Los heridos superaron el medio millar. Fueron incendiados 112 edificios, de los que 80 eran religiosos o tenían alguna vinculación con el clero. En la necesidad de encontrar un símbolo responsable de la sublevación, el Gobierno intentó demostrar que Francisco Ferrer y Guardia -el pedagogo racionalista fundador de La Escuela Moderna- había sido el responsable de la rebelión. Aunque la causa que le instruyó la Jurisdicción Militar, en aplicación de la Ley de Jurisdicciones, no llegó a demostrarlo en ningún momento, Ferrer fue declarado responsable en concepto de autor y como jefe de la rebelión. El proceso se redujo a una simple y burda acumulación de cargos y fue condenado a muerte.

Para el proletariado catalán, la Semana Trágica tuvo consecuencias muy negativas: condenas a muerte, algunas ejecuciones, destierros, exilios, clausura de sindicatos, de escuelas laicas, etc. El balance final señala 5 personas ejecutadas, 59 condenadas a cadena perpetua y 175 sufrieron destierro. Joan Connelly Ullman ha señalado que fueron encarcelados 990 individuos y otros muchos huyeron a Francia, en parte para evitar su incorporación al Ejército (Ullman, 1972).

Las consecuencias políticas de la Semana Trágica tuvieron un largo alcance. En primer término, para las organizaciones obreras y las escuelas laicas la represión significó un duro golpe. La respuesta del Partido Socialista fue un giro estratégico de Pablo Iglesias que le llevó en los meses siguientes a la formación de la Conjunción Republicano-socialista. Por otro lado, el asunto Ferrer pasó a ser un tema central de la política española, una vez que el republicanismo, y con él la masonería y el librepensamiento, llevaron a cabo una durísima campaña internacional contra el presidente de Gobierno bajo el lema “Maura no”. Dada la dureza de esa campaña, el rey Alfonso XIII, temeroso de que pudiera dañar la propia Monarquía, decidió cambiar a Maura por Moret en un Gobierno de apenas cuatro meses para dar paso a otro liberal bajo la presidencia de José Canalejas. Finalmente, como una reacción ante la propia orientación reformista de los socialistas, en el interior del movimiento sindical de orientación anarquista se acordó formar una nueva central sindical bajo el nombre de Confederación Nacional del Trabajo (CNT). Nacía así una organización sindical llamada a ser un representante básico de la cultura anarquista y anarcosindicalista hasta los años de la guerra civil.

La formación de la Conjunción Republicano-socialista constituye un elemento de primer orden en la evolución programática y estratégica del PSOE. Durante décadas Pablo Iglesias había sostenido una posición de total antagonismo entre el Partido Socialistas y los partidos republicanos, considerados como expresión de los intereses de la burguesía, la clase a derrotar por la revolución socialista. Tras la Semana Trágica, sin elaboración doctrinal previa, Pablo Iglesias da un giro a sus posiciones y se muestra dispuesto a una alianza con los republicanos. El 7 de noviembre de 1909 en el frontón Jai-Alai de Madrid, en un mitin de republicanos y socialistas, se daba carta de nacimiento a una alianza que reunía las izquierdas españolas para protestar contra la política de Maura y “afirmar solemnemente ante el mundo civilizado que las izquierdas españolas combatirán unidas en todos los terrenos que juzguen necesarios por el triunfo y afianzamiento en España del progreso y la libertad” {El País, 6-VI-1909). Este pacto facilitaba la unión de los republicanos y los socialistas en torno a la idea de una República garante de las libertades democráticas y de las reformas sociales. La Conjunción constituye desde ese momento la experiencia política e ideológica que mejor expresa el acercamiento del liberalismo y del socialismo, sobre la base de la común aceptación de la democracia. En este sentido, para los socialistas la anterior confrontación entre socialismo y capitalismo, entre proletariado y burguesía se tornó, en sus fines inmediatos, en aquella otra que enfrentaba República con Monarquía. A esa fórmula ya habían llegado otros partidos socialistas europeos que habían establecido pactos o alianzas con diversas fuerzas políticas burguesas, pero en España, a pesar de la presión de algunos sectores del partido, Pablo Iglesias se había mostrado contrario a la fórmula. La nueva alianza buscaba la consolidación de un sistema político democrático, laico e intervensionista en la economía que mejorase la situación social de las clases trabajadoras y medias, especialmente de sus condiciones laborales y calidad de vida material, pero también el fomento de la educación con el fin de garantizar una sociedad más abierta en claro benéfico de las clases populares (Robles Egea, 2004).

Con la formación de la Conjunción el Partido Socialista se abrió a nuevas experiencias. Por un lado, en las elecciones de 1910 pudo situar a Pablo Iglesias en el Parlamento, lo que habría de producir un efecto simbólico de especial importancia para las derechas españolas y de potencial regeneración del Parlamento. Al mismo tiempo, la alianza con el republicanismo facilitó la socialismo español la asimilación de algunos planteamientos culturales que había soslayado con anterioridad, el más llamativo fue la incorporación del discurso anticlerical que aparece en los mítines y en la prensa socialista como un nuevo estilo de hacer política. Por otro lado, con la Conjunción, los socialistas se abrieron al mundo de la cultura y de los intelectuales. Desde su formación, la ausencia de intelectuales en el PSOE era un rasgo típico español, pues, con la excepción de la militancia transitoria de Unamuno, la presencia de hombres de ciencia y cultura era una carencia que chocaba con la experiencia alemana, francesa o italiana. Todavía en 1908 resaltaba Ortega y Gasset que no conocía intelectuales en el socialismo. Con la conjunción llegaron Núñez de Arenas, Araquistáin, Fabra Ribas, Torralba Bed, Besteiro y Oscar Pérez Solís, entre otros. Aunque la mayoría no eran marxistas, su creciente integración en la estructura de poder del partido contribuyó a modificar la línea política. Con la formación de la Escuela Nueva en 1910, el Partido Socialista dispuso de un instrumento de acercamiento al mundo de la cultura y de la ciencia.

Para los republicanos, sumidos en un proceso de transformación notable, con la división reciente de los radicales y diversas agrupaciones autónomas en muchas regiones, con un profundo proceso de reacomodación a las necesidades de una sociedad más moderna y la recepción de los principios del nuevo liberalismo, la Conjunción constituyó un instrumento de afirmación social notable. Con todo, la acomodación a la alianza con los socialistas nunca fue fácil en el interior del republicanismo. Lerroux, que no se había unido con ilusión a la misma, la abandonó tras un escándalo de corrupción en Barcelona. Años después, los republicanos gubernamentales, que en 1912 formaron el Partido Reformista, también acabaron separándose. En unos años la Conjunción pasó de ser una fuerza con capacidad de integración y renovación de las izquierdas a mostrar sus más claras limitaciones. Ante esa situación, los distintos congresos del PSOE debatieron la conveniencia o no de permanecer en una alianza que había modificado su agenda política y que no proporcionaba los resultados esperados. A partir de 1913 la Conjunción quebró la tendencia expansionista que había iniciado en 1909 y en las elecciones de 1914 y 1915 las candidaturas republicano-socialistas no alcanzaron los resultados de 1910. Las campañas apenas existieron y el aumento de seguidores quedó paralizado. Aunque en 1917 se intentó una renovación con la formación de una alianza que unía a radicales, reformistas y conjuncionistas, su capacidad de movilizar las masas republicanas había pasado. En estas circunstancias desde 1918, en el interior del PSOE se apostaba por su disolución. Al año siguiente se firmó el acta de defunción (Robles Egea, 2004; Suárez Cortina, 1986).

4.5.El gobierno Canalejas y la crisis del sistema de turno (1910-1913)

Con la oposición a Maura dentro y fuera de España y el temor de Alfonso XIII a que afectara a su reinado, la entrada en el otoño de 1909 se hizo con el fusilamiento de Ferrer, declarado el responsable moral de la rebelión y después de que el Consejo de Ministros no considerara oportuno solicitar un indulto al rey. La campaña antimaurista desencadenada por socialistas y republicanos se dejó sentir poco después cuando Alfonso XIII optó por entregar el poder a los liberales. No provenía el problema de la debilidad del Partido Conservador en el Parlamento —250 diputados de una Cámara de 406—, sino de la presión contra Maura a la que no fue ajeno un sector del partido, poco afín a la política desarrollada por su líder. Uno de los temas que le separaban de algunos sectores conservadores era la relación de Maura con Cambó y la Lliga, de la que incluso se diseñó algún que otro plan de unión, bajo la atenta mirada de un hombre de confianza de Maura, Alfonso Ossorio y Gallardo, gobernador civil de Barcelona.

La entrega del poder a los liberales tuvo repercusiones considerables, pues, en primer término, estimulaba un alejamiento entre ambos partidos, el Liberal y el Conservador, al tiempo que distanciaba a Maura del rey. Aunque esas relaciones siempre se mantuvieron en el marco de un gran respeto, incluso de una exquisita cordialidad, en el futuro la “tensión” entre Maura y la Corona sería evidente en numerosas ocasiones. “Yo suscribí entonces el "¡Maura no!', -escribió décadas después Alfonso XIII- y lo mantuve luego porque estaba convencido de que no podría prevalecer contra media España y más de media Europa. Le habrían quitado de en medio, como lo procuraron antes y lo hicieron después con Canalejas y Dato, que estorbaban menos, dejando a la Monarquía sin defensor y embarcada en la aventura”. La posición de Maura se relacionaba también con el rechazo que tenía frente al significado político del Bloque de las Izquierdas, cuya alianza con los republicanos era todo un atentado a los principios monárquicos del político mallorquín. De ahí que su postura fuera tan rígida, al extremo de colisionar con los propios intereses de la Corona. La conveniencia de oxigenar el régimen aconsejaba prescindir de Maura; Moret primero y, sobre todo, Canalejas más tarde abrieron el nuevo turno liberal.

La experiencia del gobierno Moret fue breve, dada la fuerte oposición de Maura y, sobre todo, de su interés por desarrollar una reforma constitucional que ya había propuesto en 1906, generando de nuevo la oposición de un sector del partido y del propio rey. El resultado fue una apertura hacia Canalejas, cuya línea de reformas se planteaba siempre en el marco de la Constitución vigente, sin poner en cuestión el papel de la Monarquía. A diferencia de Moret, Canalejas sostuvo siempre que la revitalización del sistema era viable sin necesidad de acudir a la reforma constitucional y que debía llevarse a cabo a partir de un estímulo de las fuerzas nacionales, con un amplio programa social y una política de Estado en la cuestión religiosa. Por otro lado, debía volverse a la “reconstrucción” del turno tras la experiencia de 1909. A esos cometidos se dedicó hasta que fue víctima de un atentado que acabó con su vida en noviembre de 1912. En estos años Canalejas se confirmó como un hombre de Estado que trató de desarrollar en España los principios del nuevo liberalismo y que obtuvo resultados considerables en su política marroquí, en las reformas sociales y en la apertura de un sistema descentralizador con la creación de la Mancomunitat. Sin embargo, tuvo grandes dificultades para normalizar las relaciones entre los partidos del sistema, toda vez que Antonio Maura mostraba una fuerte resistencia mientras el Partido Liberal no rehabilitara su figura.

El programa de gobierno de Canalejas contemplaba una revisión muy amplia de los principales problemas del momento: la superación de los presupuestos abstencionistas del Estado ante la cuestión social, una revisión de las relaciones Iglesia-Estado, una modificación de la interpretación del artículo 11 de la Constitución, la aprobación de un nuevo sistema de reclutamiento para convertirlo en universal, la supresión del impuesto de consumos, el fortalecimiento de la posición ante Marruecos y, por último, la política descentralizadora que se concretó en la Ley de Mancomunidades. El desarrollo de este programa tuvo que llevarse a cabo en medio de una fuerte presión, por un lado, de la oposición republicano-socialista, que reclamaba la reforma del Código de Justicia Militar y de una dura campaña a favor de la revisión del “caso Ferrer”; y, por otro, del Partido Conservador que, además de la actitud de Maura, hizo de la cuestión religiosa y del proyecto de Canalejas de la llamada Ley del Candado el centro de su confrontación con el gobierno liberal.

La Ley del Candado y el proyecto de Ley de Asociaciones fueron los instrumentos pensados por Canalejas para fortalecer la posición del Estado y neutralizar el peso de las órdenes religiosas en la vida social y política nacional. Su pretensión de desarrollar una política de reformas sin la aquiescencia del Vaticano le valió una dura oposición de los sectores católicos y la denuncia de ser enemigo de la religión, una acusación inaudita en quien era un católico convencido y disponía de una capilla privada para el culto. El problema se planteaba porque Canalejas deseaba elaborar con acuerdo del Vaticano -o sin él- una nueva Ley de Asociaciones y la necesidad de que las congregaciones y órdenes religiosas no contenidas en el Concordato de 1851 se acogieran a ella, al igual que el resto de las asociaciones del país. Mientras el Parlamento no elaborara esa ley, el Gobierno diseñó restricciones para el establecimiento de nuevas congregaciones en un momento de especial sensibilidad por la revolución portuguesa que trajo la República en 1910. En sus intentos por dar una solución al problema y facilitar el acuerdo con el Vaticano, supeditó la aprobación de la ley a la previa aprobación de la de Asociaciones, para lo que se dio un plazo de dos años. Transcurrido ese tiempo y ante la imposibilidad de aprobar la Ley de Asociaciones, la restricción perdió sentido, pero ya para entonces Canalejas había pasado a ser en el imaginario conservador el enemigo de la religión.

Más eficiente resultó su labor en el terreno de las reformas sociales. Receptor de los principios del nuevo liberalismo y siempre convencido de que los problemas laborales debían ser abordados a través el arbitraje y la negociación entre las partes, Canalejas se negó a resolver los problemas laborales a través de soluciones represivas, instando a empresarios y a trabajadores a obtener acuerdos mediante la negociación colectiva, sometiendo sus confrontaciones a través de los dictámenes del Instituto de Reformas Sociales. El programa económico y social se establecía a través de la defensa del contrato colectivo de trabajo y la necesidad de mejorar las condiciones de vida de la clase trabajadora: habitaciones obreras, cooperativas de producción y consumo, seguridad e higiene, tribunales industriales, ley de accidentes de trabajo y descanso dominical, fomento del ahorro y Cajas de Pensiones y Retiros; esto es, un nuevo marco de relaciones laborales y de garantías en la vida del trabajador que hicieron de Canalejas un ilustre representante del nuevo liberalismo en la España de principios del siglo XX.

En otros dos territorios se mostró Canalejas como un hombre de Estado. El primero fue el tratamiento que dio a las demandas de descentralización que le venían del catalanismo de la Lliga. A pesar de que en el interior del Partido Liberal había un sector representado por Moret y Alcalá-Zamora que se oponía por completo a las aspiraciones catalanas, Canalejas dio paso a un proyecto gestionado por Prat de la Riba para que las obras públicas, la beneficencia y la cultura fueran gestionadas por una nueva instancia regional: la Mancomunidad de Cataluña. No se trataba de una medida semejante a la reforma de la administración local propuesta por Maura, pero la resistencia parlamentaria la retrasó hasta que fue aprobada in extremis el 5 de junio de 1912 y las tensiones internas hicieron que no fuera puesta en vigor hasta finales del año siguiente.

La cuestión colonial fue otro de los ámbitos donde el gobierno Canalejas obtuvo mejores resultados. La situación en Marruecos representaba un serio inconveniente tras los sucesos del Barranco del Lobo, de la Semana Trágica y de la Campaña de Melilla de 1909. A la presión interior de socialistas y republicanos, la intervención en Marruecos tuvo que sobreponerse a las propias dificultades de la ocupación colonial en un territorio adverso al dominio militar y a las dificultades que planteaba la política francesa, que ponía en cuestión la dominación efectiva de la zona establecida en los acuerdos de Algeciras. Con una posición firme en los terrenos diplomático y militar, Canalejas consiguió avances notables. Primero, con la ocupación de Larache y Alcazarquivir; después, con la campaña de Kert se pudo restablecer el dominio militar, preparando las condiciones para la firma de un acuerdo definitivo con Francia, una vez que ésta había logrado libertad de movimiento en Africa tras su acuerdo con Alemania. El asesinato del político liberal no le permitió firmar el acuerdo que poco después, Alvaro de Figueroa, conde de Romanones, haría como presidente del Gobierno. Desde entonces Marruecos iba a ocupar un lugar preferente en la agenda política, con un impacto considerable en la evolución de las instituciones representativas, de los partidos y, sobre todo, de la propia Monarquía, una vez que tras el desastre de Annual, la petición de responsabilidades políticas alcanzaron al propio rey.

Con el asesinato de Canalejas en noviembre de 1912 se daba por concluido un período de la Restauración caracterizado por el turno entre liberales y conservadores. Desde entonces y hasta 1923, el sistema parlamentario entró en una nueva fase de crisis derivada de la propia crisis de los partidos del turno, pero, al mismo tiempo, en una renovación creciente que, por vez primera planteó serios problemas a los gobiernos para manejar las mayorías parlamentarias. No obstante, a la altura de 1913 la crisis del turnismo se puso de manifiesto en el momento en que Alfonso XIII encargó al conde de Romanones la formación de un nuevo gobierno liberal. Antonio Maura manifestó su desacuerdo, planteando un grave problema en el partido que acabó con una división interna entre aquellos que estaban favor de seguir las directrices del líder del partido -los mauristas— y aquellos que, por el contrario, se opusieron —los denominados idóneos—, encabezados por Eduardo Dato.

La crisis del Partido Conservador no fue breve. Se inició con el rechazo al gobierno de Romanones. Cuando en mayo de 1913 se abrieron las Cortes, Maura sostuvo un fuerte enfrentamiento con los republicanos y recriminó a los liberales de tal modo que parecía un ultimátum, siquiera indirecto, a las posiciones de la Corona. Por otro lado, por indicación de Romanones, el rey había invitado a palacio a algunos ilustres representantes de la Institución Libre de Enseñanza -Azcárate, Cossío y Ramón y Cajal-, lo que interpretó el líder conservador como un grave error y acentuó las diferencias de opinión dentro de su propio partido. El problema en el Partido Conservador no era que la mayoría o una parte importante del mismo pensara distinto de Maura, pero otros líderes tradicionales del partido interpretaban que esa postura era, a afectos prácticos, inoportuna y deseaban un restablecimiento de las reglas del sistema sobre la base de dos partidos -Liberal y Conservador— leales a la Monarquía y a la Constitución.

Por otro lado, los idóneos, aquellos que en palabras de Maura se consideraban en condiciones de reproducir el juego político, siguieron los pasos de Eduardo Dato, y las diversas familias tradicionales del partido se acomodaron a la nueva situación: canovistas, silvelistas como Dato, pidalistas como el marqués de Vadillo, romeristas como Francisco Bergamín, villaveristas como González Besada y algunos miembros del entorno de Maura como Sánchez Guerra, se mostraron contrarios a seguirle y apoyaron al sistema con sus respectivas clientelas.

El resultado de este fraccionamiento en el Partido Conservador fue el nacimiento de un nuevo movimiento político, el maurismo, que seguía sus directrices, pero que, singularmente, no fue dirigido por Maura, ni siquiera se incorporó al nuevo grupo, quedando en una situación extremadamente ambigua. Por un lado se aislaba del juego político y mantenía una posición altiva y crítica con la Corona; por otro, pasaba a convertirse en una opción de reserva que en el futuro habría de ser importante cuando, tras la crisis de 1917, el rey lo llamó a formar un gobierno de concentración nacional.

A diferencia de los partidos del turno, el maurismo fue una fuerza política de tentación y carácter radical, que preconizaba la formación de una fuerza católica y nacionalista, y que en ocasiones se manifestó en una dirección claramente protofascista. Su evolución mostraba una doble faz, pues mientras un sector de las juventudes mauristas se inclinaba hacia la movilización y estilo fascista bajo la dirección de Antonio Goicoechea, el resto, proclive a un estilo democristiano, siguió las directrices de Ossorio y Gallardo. El maurismo tuvo éxito en aquellos ambientes urbanos , de clase media, donde las proclamas de Maura contra el caciquismo oligárquico y el fomento del espíritu de ciudadanía chocaban tanto con el estilo rancio de la vieja política como con las ambiciones del movimiento obrero organizado (González Hernández, 1990).

Tampoco el Partido Liberal estuvo exento de fraccionamientos internos. La concesión del poder a Romanones estimuló la crítica de García Prieto, sobre todo cuando el conde interpretó que la confianza del rey representaba indirectamente el reconocimiento del liderazgo sobre el partido, en un momento que acababa de fallecer Segismundo Moret en enero de 1913. La pugna por el liderazgo acabó en pocos meses generando una división interna entre aquellos sectores que seguían a García Prieto -un grupo de 125 senadores y diputados-, que formaron un ala liberal democrática dentro del partido. Con independencia del nombre, este sector no apostaba por una efectiva democratización del régimen, y sus diferencias con el resto del partido no eran ni ideológicas ni programáticas, sino que se orientaban a afirmar su propia clientela, que actuaba en el sistema con autonomía.

El fraccionamiento de los partidos dinásticos era, pues, un hecho. Más que partidos bien estructurados para cumplir con el cometido turnista que habían diseñado Cánovas y Sagasta, a la altura de 1914 ambos, liberales y conservadores, eran un conjunto de fracciones que dificultaban la rotación política. El turno, tal y como había funcionado ininterrumpidamente desde 1885, se había acabado. Tampoco era sorprendente ya que las propias transformaciones de la sociedad española en las tres últimas décadas habían proporcionado novedades considerables en el espectro político, permitiendo la incorporación de nuevos grupos a la política del régimen. Los dos más representativos fueron el nacionalismo catalán, que se movió siempre entre una oposición contenida y una colaboración restringida, y el sector gubernamental de la Unión Republicana, los institucionistas, que desde 1912 habían formado un nuevo partido, el Reformista, bajo la dirección de Gumersindo de Azcárate y Melquíades Alvarez.

Originariamente republicano, el Partido Reformista llegó a la arena política con el fin de ofrecerse como una nueva alternativa. Defensor de los postulados liberal y democráticos dentro de la tradición republicana, a la altura de 1913 los reformistas consideraron que debían postularse como una alternativa de izquierdas dentro de la Monarquía. Es por ello que proclamaron la accidentalidad de las formas de gobierno y diseñaron un programa de amplias reformas que estaba destinado a modernizar el sistema político y a facilitar una transición hacia una monarquía democrática, en la que los reformistas serían la izquierda del sistema. Si el rey aceptaba el reto, los reformistas olvidarían el problema de las formas de gobierno y se brindaban como un conjunto de especialistas en diversas disciplinas muy capacitados para gobernar el país. Si por el contrario, no era posible esa opción, fomentarían desde la República una democratización a la que se negaba el régimen monárquico. Para llevar a cabo su tarea, el Partido Reformista contaba con un cuadro de intelectuales, de clases medias, unas bases sociales, y el apoyo de algunas redes clientelares que se reflejaron mejor que en ningún otro lugar en Asturias. La presencia en el interior o en los aledaños del Partido Reformista de los hombres de la ILE y de figuras como José Ortega y Gasset representaba una oferta especialmente interesante para un sistema político agotado y sin reservas de cambio. Sus planteamientos se vieron reflejados en la formación de la Liga de Educación Política y en la conferencia “Vieja y nueva política” que el filósofo madrileño pronunció en marzo de 1914. La llegada de los intelectuales a la política restauracionista fue durante algún tiempo una bocanada de esperanza que, sin embargo, acabó disolviéndose en los años siguientes (Julia, 2004; Suárez Cortina, 1986, 2001).

Para el sistema, que pasaba por un momento crítico, la oferta reformista constituía tanto una posibilidad de reestructuración sin traumas, ampliando su espectro por la izquierda y facilitando un proceso gradual de apertura hacia una democratización efectiva del régimen, como una nueva fórmula del turno, si se sostenía la posición del Partido Conservador de mantenerse ajeno al juego político. No obstante, la resolución del conflicto dentro del conservadurismo con la aparición del sector idóneo a lo largo de 1913 permitió una solución dentro del sistema e hizo innecesaria la oferta de los reformistas.

4.6.El impacto sociopolítico de la Primera Guerra Mundial en España. La crisis de 1917

Se ha resaltado repetidamente que España no entró en la Primera Guerra Mundial, pero que ésta sí que entró en España. En efecto, el conflicto iniciado en 1914 constituyó un punto de inflexión en la historia de Europa por su carácter devastador, que produjo una alteración generalizada de la economía, así como la desolación y el descontento social en todo el continente. Hasta aquel momento las élites gobernantes habían mantenido el control político a través de una variedad de sistemas liberales cuyo resultado era en realidad una manera de disfrazar el monopolio del poder que disfrutaban las clases sociales más acomodadas. España, como hemos visto, no era una excepción y los efectos sociales y políticos de la guerra representaron un factor decisivo en la crisis definitiva del sistema parlamentario tal y como venía funcionando desde 1875. La escasez de alimentos, el dislocamiento económico, la miseria social, la precariedad y la inflación estimularon el despertar político y la militancia ideológica de las masas. Bajo estas condiciones, la modalidad clientelar y caciquil de la política española se descompuso. Tras la guerra ya no fue posible restaurar el viejo orden. Es evidente que España pudo evitar la barbarie y mortalidad de la guerra, pero fue imposible evitar sus repercusiones.

El mismo día de la ruptura de hostilidades, el Gobierno de Eduardo Dato proclamó la neutralidad española, con al apoyo casi generalizado de la clase política. Era reconocido por todos aquellos sectores informados que España no estaba en condiciones de asumir una participación activa en el conflicto que se iniciaba. Entre los principales motivos que se adujeron figuraban el reconocimiento de su aislamiento político y diplomático, así como la debilidad económica y la desorganización militar del país. Por otro lado, no se consideraba que la disputa en la que estaba inmersa Europa afectara a los intereses españoles, mientras que siempre había esperanza de que, manteniendo una posición imparcial, España pudiera desempeñar algún papel preponderante en la organización de una cumbre por la paz y de ese modo obtuviera en el campo diplomático lo que no podía lograr en la batalla. La consideración de que España no estaba en condiciones de participar en una guerra moderna y, por consiguiente, no debía implicarse en el conflicto fue compartida por casi todos los españoles durante el verano de 1914, incluso por aquellos que por razones ideológicas o políticas estaban declaradamente a favor de los aliados. En consecuencia, cuando el 30 de octubre de 1914 las Cortes se reunieron tras el paréntesis estival, la declaración de neutralidad recibió el apoyo declarado de todos los partidos políticos (Romero Salvado, 2002).

Ello no significaba que entre la población, en la clase política o entre los sectores empresariales no hubiera una posición más o menos clara a favor de alguno de los contendientes. En la derecha más radical, entre los carlistas, liderados por Vázquez de Mella, se postularon abiertamente a favor de las potencias centrales. Por el contrario, en el republicanismo, Alejandro Lerroux mostró de inmediato su adhesión a los aliados. Esas posiciones no sorprendieron; sin embargo, sí lo hizo la actitud mostrada por el conde de Romanones que en un famoso artículo, “neutralidades que matan”, publicado en El Diario Universal el 19 de agosto de 1914, mostró su proclividad a favor de los aliados y, aunque no reclamaba el abandono de la neutralidad oficial, sí albergaba la esperanza de que no significara al mismo tiempo aislamiento, ya que sería contradictorio con las condiciones e intereses de España, un país que mantenía con Francia e Inglaterra acuerdos diplomáticos sobre el norte de Africa y, además, eran sus principales socios comerciales (Meaker, 1978).

Para la mayoría de la población española que vivía en el campo, apenas informada de los acontecimientos internacionales y ajena a la naturaleza ideológica y política del conflicto, los efectos los sintió a partir de 1915 cuando las tensiones sociales, la carestía y la confrontación social se hizo evidente. Para los sectores más informados, la guerra generó dos bandos bien delimitados: los germanófilos y los aliadófilos. Una “guerra de palabras” los mantuvo divididos más allá de la fórmula de neutralidad formal proclamada por el gobierno Dato y mantenida más tarde por el de Romanones (1915-1917), el de García Prieto (1917) y el de Dato (1917) de nuevo. Fueron partidarios de los aliados, la izquierda en general, los socialistas y los republicanos, pero también una parte importante del Partido Liberal, con Romanones a la cabeza. Por razones políticas más que ideológicas, aquellos que se oponían al liderazgo del conde y apoyaban a García Prieto se consideraron más afines a las potencias centrales. En el Partido Conservador también se dio una división entre ambos contendientes. Se consideraba que Sánchez Guerra y el general Ramón Echague eran proalemanes, mientras que el mismo Dato y su ministro de Estado, el marqués de Lema, eran amigos de la causa aliada. Aunque resulta muy difícil conseguir una definición precisa, en términos ideológicos, políticos y sociales, se podría decir que la España más conservadora era germanófila y la izquierda, en general, aliadófila.

Las principales voces germanófilas del país eran las del clero, el ejército, la aristocracia, las élites terratenientes, la alta burguesía, la corte, los carlistas y los mauristas. Por el contrario, los partidarios de los aliados eran los regionalistas, los republicanos, los socialistas, los profesionales de clase media y los intelectuales, que vieron en la guerra un instrumento para forzar en España una transición hacia una verdadera democracia. La corte constituyó un baluarte firme a favor de la germanofilia bajo la dirección de la archiduquesa austríaca María Cristina, pero el rey Alfonso XIII, casado con una inglesa, María Eugenia, nunca alteró su posición neutral. Su objetivo principal fue consolidar su posición personal tanto en el interior como en el exterior. Su actividad más reconocida fue la tarea humanitaria que realizó para mejorar la condiciones de los prisioneros, las deportaciones, la información general sobre ciudadanos y soldados desaparecidos de los dos bandos. Al final de la contienda el balance indicaba que su acción había sido clave para obtener 50 indultos y 5.000 repatriaciones, ocuparse de 25.000 casos de parientes en países ocupados o investigar las circunstancias de más de 250.000 desaparecidos o prisioneros de guerra. Tras la revolución de marzo en Rusia y la entrada de EE UU en la guerra, Alfonso XIII adoptó una posición más germanófila que intentó disimular tras el pretexto de defender la neutralidad de España.

En el transcurso de la guerra los dos contendientes desplegaron todas sus fuerzas para inclinar la balanza en su favor. Los aliados podían contar con importantes ventajas económicas y geográficas. No parecía que España pudiera inclinarse a favor de las potencias centrales. Unos y otros, sin embargo, desplegaron una importante actividad diplomática y financiera para garantizar el apoyo español a sus intereses. El Public Record Office financió muchos periódicos liberales y republicanos como la revista España o El País, mientras que Alemania lo hacía con ABC, La Correspondencia Militar o El Debate. La oferta de concesiones territoriales, la financiación de periódicos y una fuerte campaña publicitaria y diplomática, por ambas partes, se mantuvo a lo largo de toda la guerra. A medida que avanzaba ésta se comprobaba que España solamente podría romper la neutralidad a favor de los aliados, lo que llevó a Alemania a garantizar la neutralidad como un modo indirecto de apoyo a su causa. La izquierda, por su parte, consciente de que alterar el estatu quo no era posible, propugnaba una fórmula de neutralidad activa en favor de la causa aliada. A lo largo de 1916 y 1917 la confrontación entre estos dos sectores fue especialmente dura, sobre todo en el momento en que Alemania inició su campaña de desestabilización, infiltración y sabotaje.

4.6.1.Cambio económico y crisis social

El impacto socioeconómico de la guerra en España se dejó sentir a los pocos meses. Las circunstancias excepcionales de la economía de guerra en los países beligerantes modificaron temporalmente las condiciones de producción e intercambio en España. De un modo sintético se observan en la economía tres efectos fundamentales; el primero apunta a una expansión de las exportaciones de ciertas mercancías de las que antes los países en guerra se abastecían en el interior. De hecho, el aumento se produjo en productos que tradicionalmente no encontraban mercado fuera del país, como textiles, lana, algodón y yute, de metales y manufacturas, de cueros y calzados, de productos químicos y alimenticios, etc., que ahora eran demandados por las excepcionales circunstancias de la guerra.

Ahora bien, dadas esas circunstancias, los efectos sobre la economía y sociedad españolas fueron notables. El alza de las exportaciones produjo un considerable aumento de los precios de los productos exportados, un incremento de los beneficios económicos en los agentes que disfrutan de esa coyuntura favorable, la creación de nuevas empresas productoras o la ampliación de otras ya existentes; en fin, un fuerte incremento de acumulación de capital. Se asiste, pues, a un desplazamiento de la demanda exterior hacia sectores, actividades y productos que hasta entonces estaban vinculados a la existencia del mercado interior. Al mismo tiempo la guerra contó el flujo de intercambios previamente establecidos, con una brusca caída de exportaciones de productos agrícolas (crisis de exportación de agrios) y minerales, debido, por una parte, a la propia naturaleza de la demanda de algunos de estos productos y, por otra, a las dificultades del transporte tanto interior como especialmente el exterior, como resultado de la política de bloqueos.

El segundo efecto sobre la economía y sociedad española fue el de la disminución de las importaciones debido tanto al control que sobre determinados productos básicos ejerciern los propios países productores, como a las dificultades y al encarecimiento del transporte marítimo. Es así especialmente significativo el descenso experimentado en la importación de bienes de equipo, maquinaria, productos químicos de base, pasta de papel, carbones minerales, algunos productos alimenticios, etc. Ello iba a generar un aumento notable de los precios de estos productos y a facilitar la creación de nuevas empresas o la ampliación de otras para dar satisfacción a una demanda que antes se satisfacía desde el exterior.

El resultado combinado de la expansión de las exportaciones y la disminución de las importaciones fue un saldo favorable de la balanza de pagos. En efecto, desde 1915 y hasta 1919 se registraron saldos muy favorables en la Balanza comercial española que en su conjunto representaron un saldo comercial favorable de 2.131 millones de pesetas, lo que constituía una situación excepcional en la balanza comercial española de los siglos XIX y XX.

Todos estos factores ejercieron una fuerte presión sobre las condiciones y características de las importaciones y la especulación en torno a determinadas exportaciones, dando lugar a un importante proceso inflacionista que no deja de agudizarse hasta 1919. Los efectos fueron, pues, muy fuertes en España en su dimensión social y económica, pues al tiempo que los precios crecían de un modo desmesurado, la acumulación de capital en algunos sectores acentuaba las ya de por sí grandes diferencias sociales de la época. Desde la perspectiva política también los efectos fueron muy elevados: por un lado, con una ampliación de los centros de poder y, por otro, con un fuerte avance del movimiento obrero, de tal modo que es posible subrayar una estrecha correspondencia entre el fortalecimiento del proceso de acumulación de capital en el entorno de la coyuntura inflacionista y la agudización de las tensiones sociales en el interior de la sociedad española.

La inflación y las tensiones sociales fueron producto de esas excepcionales condiciones de vida durante la guerra. La subida de precios, tanto al por mayor como al por menor, revelan unos fuertes incrementos desde el inicio de la guerra, pero especialmente desde la segunda mitad de 1917 y durante 1918 y no se detienen hasta 1920. El origen de las alzas se conecta, por una parte, con las dificultades de todo tipo a las que no son ajenas determinados intereses y grupos de presión. El salto de la demanda no se ve compensado con el aumento de las disponibilidades reales, pues aunque exista un aumento de la producción real de bienes y servicios, disminuye la oferta por el mantenimiento de las exportaciones. Ello da lugar a un “gap inflacionista” entre la demanda creciente y un nivel de disponibilidades limitado. En cualquier caso, los beneficios obtenidos en la mayor parte de actividades y sectores económicos es muy alto entre 1915 y 1920. Si las alzas de beneficios son considerables, también, aunque con retraso, se observa un alza de los salarios que se deja sentir, sobre todo, a partir de 1917-1918.

Ahora bien, la evolución de los salarios presenta una gran heterogeneidad territorial y sectorial. Con todas sus reservas, José Luis García Delgado ha señalado una efectiva redistribución de la Renta Nacional, favorable especialmente a los trabajadores de algunas zonas más industrializadas, allí donde se han fortalecido nuevas relaciones de producción, con concentración de mano de obra de capital, con fuerte demanda de trabajo, como en Asturias o Vizcaya, donde la minería y la siderurgia conocieron un fuerte impulso. Por el contrario, en zonas agrícolas el proceso de acumulación -que se genera por el alza de los precios y la extensión de la superficie cultivada- tiende a agravar las condiciones de vida del campesinado, asistiendo a un transvase de rentas hacia las zonas industriales y registrándose alzas de salarios muy inferiores a los precios. El resultado final fue múltiple: redistribución de rentas a escala nacional, agravación progresiva de las tensiones campo/ciudad, emigración forzada de la población campesina, gran contraste entre industria y agricultura, producto de la división social del trabajo y, finalmente, una agudización de las relaciones centro/periferia que también caracterizaron la formación de la sociedad industrial en España.

A su vez, en esta coyuntura “alcista”, los empresarios estuvieron dispuestos a tolerar alzas de salarios que podían repercutir sobre los precios. De este modo se produjo un incremento en el número de conflictos promovidos por cuestiones salariales y los resultados apuntan a una tendencia al incremento de las huelgas ganadas o transigidas por los empresarios. El cambio de tendencia desde 1920 iba a dar lugar a un decrecimiento de los beneficios empresariales por el descenso de la demanda y un endurecimiento de la política laboral.

Los gobiernos españoles de estos años trataron de corregir esas deficiencias a través de los instrumentos a su alcance; el principal fue el de la política monetaria, que contribuyó a agudizar el proceso inflacionista a través de una sistemática ampliación del tope de emisión del Banco de España; por otro lado, a través de la ampliación y monetización de la deuda pública, resultado de la agravación del déficit presupuestario. A través de todo este proceso se comprende la existencia de un conjunto de estrangulamientos del sistema productivo y el agravamiento de las tensiones sociales. En estas circunstancias, la política de subsistencias de los distintos gobiernos desde 1917 se orientó en varias direcciones: hacia el control y gravamen de las exportaciones de bienes de equipo considerados de primera necesidad (carbón, etc.), como complemento de lo anterior y tratando de asegurar el suministro del mercado interior hacia la rebaja o supresión de los derechos arancelarios a la importación y hacia un determinado control de los medios de transporte marítimo; finalmente, la política económica intentó hacer frente a los precios de subsistencias mediante determinados expedientes y medidas encaminadas a la tasación de precios y a la organización de la producción y distribución de bienes de primera necesidad.

Un balance de estas medidas apunta a una valoración global en la que destaca su falta de operatividad, reflejada en primer término en la política de tasas, totalmente ineficaz ante la ausencia de información estadística adecuada sobre el consumo, producción y precios; ineficaz ante la posibilidad de controlar las exportaciones fraudulentas, ante la insuficiencia y encarecimiento de los medios de transporte y, finalmente, por la resistencia de los distintos grupos patronales navieros a facilitar los medios materiales. En definitiva, ante la incapacidad ejecutiva y de medios coactivos para llevarla a cabo. La misma falta de operatividad se encuentra en la política fiscal con fracasos del proyecto Alba (1916), de Bugallal por establecer un impuesto general sobre el patrimonio (1915), un impuesto general sobre la renta de tipo progresivo (1919) o un impuesto extraordinario sobre los aumentos de fortuna (1919) (García Delgado, 1984).

Aunque el conjunto de medidas desarrolladas por el gobierno fue, en general, ineficaz, el programa de reformas más ambicioso provino de Santiago Alba, ministro de Hacienda desde 1916 en el gobierno Romanones. En junio de ese año presentó un programa económico y financiero que contemplaba dos intervenciones. Una primera buscaba una mayor recaudación hacendística a partir de una reforma fiscal de carácter progresivo que gravara a los sectores económicos beneficiados por la guerra. Contemplaba, además, otras medidas, como la creación de un Instituto de Crédito, propuestas de crédito agrario, impuesto de plusvalía, régimen de funcionarios de Hacienda y la reforma de una ley de inquilinato. La segunda, que debía ser desarrollada más adelante, establecía las pautas de un nuevo presupuesto y un conjunto de leyes complementarias imprescindibles para la transformación económica del país. Cuando fueron llevadas al Parlamento estas medidas, la oposición frontal de los diversos grupos patronales y de los diputados conservadores, mauristas y nacionalistas las hicieron inviables. La principal oposición provino de Cambó y la Lliga, que llevaba a cabo una confrontación abierta con las ideas de Alba, un liberal formado en los ambientes del regeneracionismo castellano. El jefe de la Lliga se erigió en representante del capitalismo industrial y financiero, con múltiples conexiones con los principales grupos patronales —Asociación de Navieros de Bilbao, Fomento del Trabajo Nacional de Barcelona, Círculo de la Unión Mercantil e Industrial de Madrid, Unión Gremial de Valencia, Cámaras de Comercio…- a diferencia de Alba, que se convirtió en portavoz de los intereses agrarios y defensor de una política progresista en el terreno fiscal conforme a su ideario liberal y reformista.

La crisis social determinó una fuerte actividad sindical orientada, sobre todo, a buscar mejoras salariales para vencer la inflación producida por la guerra. Las condiciones de trabajo cambiaron de un modo muy rápido. En Valencia, Barcelona, Vizcaya, Asturias y Santander, los salarios aumentaron durante estos años más del cien por cien, pero en Extremadura y Andalucía sólo subieron la mitad. El regreso forzoso de españoles que trabajaban en el extranjero, la migración interna del sur agrícola a las ciudades industriales del Norte o a Madrid para sobrevivir contrataba con la acumulación rápida de riqueza de algunos grupos sociales y económicos. A principios de 1916 la crisis de subsistencias se había convertido en una realidad. En sólo dos años los precios de los productos básicos se habían incrementado de una manera alarmante según el Instituto de Reformas Sociales: 1 kilo de pan se había encarecido en un 24,3 %, el de carne de vacuno en un 33,5 %, el de bacalao en un 57,8 %, el de garbanzos en un 20,2 %, un litro de leche en un 13,8 % y una docena de huevos el 30,9 % . Como los salarios lo hicieron en un ritmo mucho más suave, el problema social se agudizó de una manera asombrosa.

La acción sindical, que experimentó un notable crecimiento, buscó un entendimiento entre la UGT y la CNT a partir del XII Congreso de la UGT, celebrado en mayo de 1916. Aunque los socialistas estaban preocupados por la disciplina y la centralización del movimiento, y se mostraban muy distantes de la falta de coordinación y los métodos violentos de algunos sectores de la CNT, no pudieron desatender las demandas de sus afiliados, que reclamaban, al menos, una acción conjunta de ambos sindicatos. El momento parecía oportuno, pues la CNT estaba celebrando su congreso en Valencia y había expresado su deseo de colaborar con los socialistas. El 11 de mayo los anarcosindicalistas afirmaron ese objetivo y fueron invitados a enviar una delegación a Madrid. Al mes siguiente, bajo el impulso de Angel Lacort, se organizó en Zaragoza una reunión de delegados de la UGT (Largo Caballero, Besteiro, V. Barrio) y de la CNT (Seguí y Pestaña). El 17 de julio ambas organizaciones firmaron el histórico Pacto de Zaragoza con el fin de formar un frente común para forzar al gobierno a frenar la crisis socioeconómica. Romanones, impresionado por el acto de unión sindical, ordenó el arresto de los firmantes. La conflictividad laboral en todo el país sólo estaba empezando, con triunfos y fracasos sindicales que, sin embargo, pusieron de manifiesto la fuerza del movimiento obrero. El 26 de noviembre CNT y UGT firmaban un acuerdo por el que se comprometían a convocar una huelga para el 18 de diciembre en protesta contra la escasez y el alza de los precios. Cuando la acción sindical se vio acompaña de una alianza de izquierdas, formada por radicales, reformistas y conjucionistas, el frente sindical contaba a su lado con uno político que movilizó en la primavera de 1917 a una parte muy importante de la izquierda. Los frentes se le multiplicaban al gobierno liberal en un momento en que el rey decidió cambiar a Romanones por García Prieto en abril, en medio de una fuerte presión alemana y la movilización aliadófila de los republicanos y socialistas.

4.7.La crisis del verano de 1917

La situación más crítica del sistema político español se vivió en la primavera y verano de 1917. Tras el triunfo de la revolución de febrero en Rusia, la entrada de EE UU en la guerra y en un momento de presión muy fuerte de Alemania, con una movilización socialista y republicana y un creciente malestar en el interior del Ejército, con la formación de las llamadas Juntas de Defensa, la tensión social, política y corporativa puso en cuestión los fundamentos del sistema de la restauración. Tres conflictos, uno de naturaleza política, la Asamblea de Parlamentarios, otro de carácter corporativo, las Juntas de Defensa y, finalmente, otro de contenido social, la Huelga de Agosto, pusieron de manifiesto las diversas líneas de fractura de un régimen que no pudo evitar los efectos directos e indirectos de la Guerra Mundial. Cada uno de estos problemas —social, político y corporativo— tuvo génesis, ritmo, objetivos y soluciones diferentes, pero al producirse simultáneamente se puso de manifiesto la necesidad de hacer retoques al funcionamiento y a la representatividad del sistema.

4.7.1.Las Juntas de Defensa

De los tres problemas que se manifiestan con toda su fuerza en el verano de 1917, el primero es el de las Juntas de Defensa. En el mismo se unieron viejas reivindicaciones corporativas junto a una situación económica duramente deteriorada en los años de la guerra. Como el resto de funcionarios, los militares vieron que con la inflación sus recursos se desvanecían rápidamente. A diferencia de otros colectivos que mediante la huelga o la presión podían mejorar sus condiciones económicas, los militares, por el contrario, se encontraban limitados por sus especiales características. Quienes podían obtener unas mejores condiciones fueron aquellos destinados en Marruecos, que a través de los servicios podían mejorar en el escalafón. Esa doble situación de regresión económica y diferente trato respecto de los ascensos entre los militares destinados en Marruecos y los de las guarniciones interiores, sin apenas posibilidad de mejorar su situación, habría de generar una división entre peninsulares y africanistas (Cardona, 1983).

El problema de los ascensos y recompensas ya había creado problemas en torno a la liquidación de la guerra de Melilla durante el último gobierno Moret en 1910. En 1917 el problema se había agravado por la acumulación de varios motivos de insatisfacción. Los intentos de reforma militar del general Echagüe en noviembre de 1915 y del general Luque al año siguiente no contribuyeron a serenar el ánimo en las Fuerzas Armadas. Echagüe presentó un plan que contemplaba retiros anticipados y recortes de personal, así como la reimplantación de dos órganos de planificación militar: el Estado Mayor Central y la Junta de Defensa Nacional, abolidas por el general Luque en 1912. Sin embargo, cuando el ministro dimitió, sólo habían sido aprobadas estas dos últimas medidas administrativas. El ministro de la Guerra del nuevo gobierno, otra vez el general Luque, anunció inmediatamente la amortización del 50% de las vacantes. En los meses siguientes preparó un nuevo proyecto de reforma militar que presentó al Senado en septiembre de 1916. el núcleo del proyecto consistía en aumentar los efectivos del ejército permanente hasta 180.000 hombres, para financiarlo a través de una considerable reducción de oficiales. La propuesta incluía también la consolidación de un ejército de primera línea con diez divisiones en lugar de catorce. Al mismo tiempo se creaba un cuadro de otras ocho divisiones más, lo que suponía un número de puestos de mando mayor que nunca. Luque calculaba que con estas medidas quedarían unos 4.800 oficiales en las escalas activa y de reserva retribuida, en su mayoría capitanes o empleos superiores, sin destino. Las medidas presumiblemente iban a permitir un ahorro al Estado de unos once millones de pesetas al año.

El proyecto contemplaba el asunto delicado de los ascensos. Luque era un defensor acérrimo de los ascensos por méritos, pero tampoco deseaba intranquilizar a los sectores acuartelados en la península, sin tantas posibilidades de acceso por mérito. Como fórmula de compromiso propuso dar por sentada la validez teórica del principio de elección en todos los empleos, con representación proporcional de todas las armas y cuerpos en los empleos de general, pero que sólo se pondría en práctica en un futuro sin especificar. Entre tanto, se mantenía el sistema de ascensos por antigüedad en tiempos de paz. Para eliminar abusos, los ascensos por méritos de guerra requerirían un expediente contradictorio encomendado al Consejo Supremo de Guerra y Marina. Para intentar recuperar su popularidad en el interior del Ejército, Luque propuso la reapertura de la escala de reserva retribuida para los suboficiales que él mismo había cerrado en 1912.

El proyecto de ley era un ejercicio de diplomacia. Se reducía el número de divisiones, pero se eliminaban muy pocos destinos de mando. Las pruebas de aptitud socavaban la idea de que los puestos eran una propiedad inalienable. Luque abrió la escala de reserva retribuida a la clase de tropa, pero sin llegar a cuestionar la separación tradicional de las dos escalas. Los oficiales se retirarían muy pronto, pero por etapas. La reforma afectaba de un modo desigual a las distintas capas del Ejército. El peso de las medidas descansaba sobre el grado inferior a coronel y fue en ese cuerpo desde donde va a manifestarse el descontento corporativo. En 1916, ya en Barcelona, se había formado una junta de defensa de ingenieros para oponerse a la aplicación de las reformas y defender a los miembros del cuerpo la práctica civil de la profesión. En el otoño los oficiales de infantería de Barcelona crearon también su propia junta para protestar por razones salariales, por el método de ascensos, el favoritismo del rey o de los partidos y, en definitiva, por el proyecto de reforma del general Luque. La dirección del movimiento fue asumida por el coronel del regimiento de Vergara, Benito Márquez Martínez.

El reglamento para el gobierno de la junta reflejaba un orientación sindical; tanto la estructura como los procedimientos estaban pensados para proteger la seguridad en el empleo y la promoción profesional de las clases medias del Ejército. Los objetivos económicos y profesionales defendidos reflejaban, a su vez, un comprensible deseo de autonomía corporativa frente al favoritismo político. La estructura de la junta mostraba un entramado jerárquico de juntas locales y regionales que culminaba en una Junta Central de Defensa, con sede en Barcelona. Entre noviembre de 1916 y marzo de 1917 la Junta pasó de convertirse en un instrumento corporativo a un problema político que enfrentaba al ministro de la Guerra, Luque, con las juntas, con el apoyo del general Alfaro. En medio, el rey analizaba el conflicto y buscaba una solución que no le restara prestigio en el interior del Ejército. En abril, con el cambio de gobierno que llevó a García Prieto al poder con Aguilera en Guerra, la confrontación ya fue inevitable. Ni las negociaciones políticas ni la orden de disolución de las juntas frenaron un conflicto que se agudizó la semana final de mayo. El pulso entre juntismo, rey y gobierno se saldó con una derrota de los dos últimos ante el temor de una revolución social y política. El gobierno de García Prieto tuvo que ser sustituido por uno presidido por Eduardo Dato, ante la inminente amenaza de un golpe de Estado (Boyd, 1990).

En la historia española del siglo XX, el triunfo de las Juntas de Defensa representaba la segunda oportunidad en que el Ejército se imponía al poder civil, recordando aquella otra de 1906, que llevó a la Ley de Jurisdicciones. La situación en mayo-junio de 1917 adquiría un significado especial en un momento en que su acción se llevó a cabo cuando acababa de ser derrocado el zar Nicolás II de Rusia y el bloqueo alemán situaba a España al límite de su neutralidad, con la presión de la izquierda exigiendo en la calle una posición proaliada y la apertura del Parlamento.

La necesidad de mantener unido al Ejército inclinó a la Corona a apoyar sus demandas, aunque para ello tuviera que desautorizar a su ministro de Defensa y cambiar el gobierno liberal por uno conservador, en un último intento de normalizar la situación. La fisura, sin embargo, fue profunda. En los meses siguientes, el Ejército, como árbitro de la política española, sofocó una huelga revolucionaria, impuso a De la Cierva como ministro de la Guerra y ordenó la clausura de las Cámaras. Por otro lado, la división que en 1913 había conocido entre idóneos y mauristas, ahora se reproducía en el Partido Liberal, entre garciaprietistas y romanonistas. Los viejos partidos de la Restauración mostraban su resquebrajamiento en un momento en que reformistas, catalanistas y republicanos se disponían a abrir otro frente político: la Asamblea de Parlamentarios.

4.7.2.La Asamblea de Parlamentarios

La rebelión militar de junio marcó un momento decisivo en la historia de la monarquía constitucional, pero el verano de 1917 aún no había exprimido todas las novedades y problemas con que debía enfrentarse el sistema político de la Restauración. Desde la primavera varios frentes críticos que encuentran su nexo en el mes de junio estuvieron presionando al Gobierno para llevar a cabo unas reformas que los partidos de turno se resistían a poner en práctica. Por un lado se encontraban el rey y las clases gobernantes. El primero buscaba mantener su autoridad y, sobre todo, el trono; los segundos trataban de garantizar el control del poder. Frente a ellos, además de un movimiento obrero muy activo desde el año anterior, unas fuerzas políticas heterogéneas: los mauristas como grupo más significativo de la derecha del sistema. que representaba las clases medias católicas y conservadoras; la Lliga Regionalista, el partido de la burguesía catalana; varios grupos de republicanos -conjuncionistas, radicales y reformistas- que tenían la representación de aquellos núcleos de la clase media progresistas y defensores de un laicismo activo, junto a los sectores más activos de la clase trabajadora, ahora con la experiencia unitaria de UGT y CNT .

Desde abril, cuando Alemania endureció su bloqueo y Romanones, primero, y García Prieto, más tarde, no parecían ofrecer una solución al conflicto, los reformistas y los republicanos iniciaron una fuerte campaña con actos y conferencias destinados a inclinar a la opinión pública a favor de los aliados. La primera manifestación contra la censura de prensa, la suspensión de las sesiones parlamentarias y la neutralidad estricta fue la publicación por el Partido Reformista de una nota en la que se responsabilizaba al gobierno liberal de las consecuencias políticas de forzar a la izquierda a una acción antigubernamental. “Piénsese -decía la nota- si es conveniente para la Patria proseguir una política cuyo primer resultado era lanzar contra el Gobierno a todas las izquierdas y aun a toda la opinión independiente y sana del país, perturbando así la paz pública y comprometiendo aquellas altas representaciones que en nuestros días no pueden mantenerse, según confirman los hechos, sino recibiendo de la conciencia democrática su única consagración verdadera” (El País, 3-IV-1917). Esa nota, y la moderación expresada, ponían de manifiesto que a su izquierda se estaban llevando a cabo tareas de mayor envergadura. En el mes de mayo, mauristas, por un lado, y republicanos y socialistas, por otro, pugnaron por movilizar a las masas; los primeros a favor de la neutralidad estricta, los segundos para inclinar al país del lado aliado. La mayor de estas convocatorias fue el mitin aliado filo del 27 de mayo en la Plaza de Toros de Madrid, con la intervención de Alvaro de Albornoz, Andrés Ovejero, Roberto Castrovido, Menéndez Pallarés, Unamuno, Lerroux y Melquíades Alvarez. Los socialistas días antes habían mostrado su apoyo al mitin, pero desestimaron su intervención en el acto. Cuando días después las Juntas dieron su golpe de fuerza, las izquierdas, aunque quedaba de manifiesto la dificultad de lograr una unión, se abrieron a una acción concertada que adquirió forma desde los primeros días de junio, logrando el día 14 un acuerdo que unió a reformistas, republicanos y socialistas frente al sistema. El cometido de esta alianza estaba en la convocatoria de unas Cortes constituyentes que debían reformar el sistema en una dirección abiertamente democrática. La condición establecida por Melquíades Alvarez era que aquel proceso debía llevarse a cabo de forma pacífica, conteniendo a las masas y proclamando inmediatamente la huelga pacífica de producirse la implantación de una dictadura militar. Resultaba evidente que los líderes republicanos y socialistas consideraban muy difícil el apoyo de las Juntas de Defensa, aunque en aquellas fechas se las adulase como portadoras de un verdadero regeneracionismo (Suárez Cortina, 1986).

En este ambiente de reconstrucción de la oposición, Cambó, representando los intereses de la burguesía catalana, surgió como un elemento capaz de organizar la respuesta al sistema y viajó a Madrid con la idea de evitar una radicalización del conflicto. Su objetivo no era llevar a cabo una revolución política, sino frenar con su participación cualquier posibilidad de que la crisis fuera mucho más lejos. En aquellos momentos convertirse en revolucionario era la cosa más conservadora que se podía hacer. En realidad, sus ideales se encontraban a medio camino entre la propuesta de Maura de una “revolución desde arriba” o la de Melquíades Alvarez de una democratización sin revolución. La ofensiva catalanista, que obtuvo rápidamente el respaldo de los republicanos y los socialistas, comenzó el 14 de junio en Barcelona con un manifiesto firmado por todos los diputados y senadores de la Lliga. En él se afirmaba que España no estaba gobernada por verdaderos políticos, que las elecciones eran una ficción y que, tras la actuación de las Juntas, la crisis sólo podía ser superada mediante una reforma constitucional completa, basada en criterios federalistas. Emprendió entonces una campaña de movilización, viajó a Madrid reuniéndose con los líderes de casi todos los partidos políticos y cuando el ministro de la Gobernación se negó a abrir las Cortes, su lugarteniente Abadal convocó una reunión de todos los senadores y diputados catalanes en el Ayuntamiento de Barcelona el 5 de julio, con el fin de discutir las medidas urgentes que debían adoptarse para superar la situación caótica del país. Los republicanos y los socialistas dieron su respaldo a la iniciativa de la Lliga, una vez que habían ratificado el 16 de junio su voluntad de colaborar en un derrocamiento del sistema gobernante.

La reunión del 5 de julio supuso una victoria para la Lliga, ya que logró reunir a 59 diputados, aunque de ellos 13 monárquicos no tardaron en abandonarla. En ella se afirmó la voluntad de Cataluña de obtener una autonomía que podía ser extendida a otras regiones. Concluía exigiendo la apertura inmediata de unas Cortes de forma de una asamblea constituyente que trataría sobre la organización del Estado y de cuestiones socioeconómicas. Ante la eventual negativa del Gobierno, se convocó a todos los parlamentarios españoles a una asamblea en Barcelona el 19 de julio. A pesar de sus esfuerzos, sin embargo, Cambó y sus socios no lograron el apoyo de las Juntas. Tampoco la de Maura y de sus seguidores, a pesar de los esfuerzos realizados para evitar que el movimiento tuviera un sesgo excesivamente radical. Aunque el político conservador entendía la posición de quienes deseaban un cambio político y ante el cierre de las vías legales abonaran fórmulas alternativas, por su historial y filosofía política, no estaba dispuesto a participar en aquella aventura. La oposición de Maura a la Asamblea contribuyó a que la iniciativa quedara aislada con respecto a las Juntas y constituyó un elemento claramente favorable al gobierno de Eduardo Dato. Días más tarde los junteros confirmaban su negativa a intervenir y su decisión de obedecer las órdenes del Gobierno.

La atmósfera general que se respiró en la reunión del 5 de julio y en la asamblea de diputados celebrada en Barcelona dos semanas más tarde fue frenética. El Gobierno recurrió a todas las malas artes para impedir su desarrollo. Para desprestigiarla ante España salió de Madrid la consigna de que era un movimiento separatista, de que se trataba de una revolución, y la prensa conservadora dio una noticia referente a un pacto entre Cambó y Lerroux en el que, por un lado, se apoyaba la República Federal aliadófila y, por otro, la independencia de Cataluña, menos en lo económico. Para dar respuesta a estas acusaciones, Cambó publicó el 15 de julio en la Fulla el artículo “La iniciativa catalana”, donde negaba el carácter separatista de la convocatoria.

El 19 de julio la Lliga trató de evitar por todos los medios cualquier tentación revolucionaria y que se produjeran alteraciones del orden que permitieran al Gobierno intervenir violentamente y tergiversar el sentido de la actuación regionalista. Deseaban unas Constituyentes, no una toma de la Bastilla. En la reunión estuvieron representados Cambó y la Lliga; los reformistas, los radicales y los republicanos, y Pablo Iglesias acudía representando a los socialistas. En la misma se tomaron los acuerdos siguientes: primero, insistencia en la convocatoria de Cortes Constituyentes y, segundo, la Asamblea se distribuiría en tres secciones que estudiarían: a) la reforma constitucional y la autonomía municipal; b) la defensa nacional, la organización de la enseñanza y la administración de justicia; y c) los problemas económicos y sociales; finalmente, en tercer lugar, se establecía que aquellos acuerdos fueran comunicados a todos los senadores y diputados y se difundieran por toda España. La Asamblea fue disuelta “oficialmente” por el gobernador Leopoldo Matos, que utilizó, como muestra de fuerza, el poner la mano sobre cada uno de los parlamentarios, lo que significaba su detención. Naturalmente, al salir fueron puestos en libertad (Lacomba, 1970). Para proseguir con sus trabajos e informar sobre sus conclusiones se convocó una nueva reunión en Oviedo el 16 de agosto. Nunca se llevó a cabo, pues en el camino surgió el tercer conflicto del verano de 1917: la huelga de agosto.

4.7.3.La huelga general de agosto

El tercer frente crítico del verano de 1917 lo constituyó la huelga general de agosto, con el objetivo político de forzar una república democrática. La dirección principal del movimiento la llevaron los socialistas, que desde la primavera habían buscado el nexo con los sectores aliadófilos para forzar un cambio político. Las motivaciones de la huelga fueron varias: el descontento económico, con sus secuelas sobre la inflación y el paro; la exigencia de una verdadera democracia política, cada vez más improbable en los márgenes de la Monarquía parlamentaria; y la percepción de que el sistema político pasaba por una graves crisis tras la insubordinación militar. La huelga de agosto era, al menos para los líderes socialistas, un movimiento con objetivos políticos concretos: el derrocamiento de la Monarquía, la creación de un gobierno provisional y la convocatoria de unas Cortes Constituyentes.

El origen del movimiento de agosto se remontaba al Pacto de Zaragoza de julio de 1916, cuando la UGT y la CNT se coaligaron por vez primera tras la huelga ferroviaria; se continuó más tarde en la huelga de diciembre de 1916 y en marzo de 1917, en una reunión conjunta de los dos sindicatos en busca de un acuerdo de largo alcance. La sucesión de acontecimientos movió a los socialistas al pacto con los republicanos y los reformistas, de modo que en junio, a pesar de la colaboración de Seguí, Quintanilla, Pestaña y otros anarquistas, la CNT se mantuvo al margen del proyecto político democratizador. El horizonte reinvindicativo mostraba que el Partido Socialista y los anarquistas tenían diferencias considerables. En julio, el PSOE y la UGT acordaron la participación de Iglesias en la segunda Asamblea de Parlamentarios y su aceptación de una cartera en el gobierno provisional. Los anarquistas, por su parte, desplazaron sus objetivos hacia exigencias más amplias: jornada de siete horas, semana inglesa, salario mínimo; a ello se sumaron otras demandas de contenido utópico en aquellas circunstancias: disolución del ejército regular y su sustitución por milicias, abolición de la diplomacia, creación de una federación europea, abolición de aranceles, supresión del Senado, separación Iglesia-Estado, aprobación de la ley del divorcio, nacionalización del suelo…

En este ambiente, el gobierno Dato se encontraba entre la espada y la pared. Consciente de las diferencias de objetivos de los núcleos de oposición, apostó por una maniobra arriesgada. El plan consistió en provocar al movimiento obrero para que fuera a una huelga intempestiva que asustara a las clases de orden y utilizar el Ejército para reprimir los disturbios. Así, el Gobierno podía proclamarse salvador de España y garantía de la ley y el orden. Una huelga del transporte, que comenzó el 19 de julio en Valencia y coincidió con la Asamblea de Parlamentarios de Barcelona, proporcionó al Gobierno el instrumento adecuado para romper la fuerte alianza que se había organizado en su contra. La confrontación entre trabajadores ferroviarios y la Compañía del Norte ya se había producido en 1917 y en julio paralizó el 70% del transporte en Valencia, donde los trabajadores portuarios hicieron también huelga por solidaridad. En este ambiente, el 21 de julio el general Tovar declaró el estado de excepción. Cuando la empresa se negó a readmitir a 36 trabajadores, la Federación Nacional de Ferroviarios anunció que, a menos que se les permitiera reingresar a sus puestos, todos sus miembros irían a la huelga el 10 de agosto. La empresa se negó a dar marcha atrás y el sindicato tuvo que cumplir su amenaza. Es el momento en que los dirigentes de UGT y PSOE decidieron vincular esa ofensiva a la huelga general que se había planteado desde marzo.

Iniciada el 13 de agosto, la huelga fue un desastre desde el principio. El paro sólo triunfó en los centros industriales de Madrid, Barcelona, Valencia, Vizcaya, Guipúzcoa y Asturias. Tuvo poco o ningún impacto en las regiones del oeste, centro y sur de España, con la excepción de algunas explotaciones mineras como Ríotinto, Cartagena, Peñarroya y Linares-La Carolina. De este modo, la huelga quedó en una revuelta meramente urbana confinada a Madrid y a unos pocos centros industriales y mineros del Norte. No tuvo prácticamente respuesta en las dos Castillas o en Extremadura, con la excepción de Santander, y en Andalucía se limitó básicamente a ciertas zonas de Granada, Huelva, Córdoba y Sevilla. El fracaso en la movilización campesina habría de ser decisivo para que las autoridades pudieran sofocar de un modo eficaz la revuelta. Los socialistas fueron conscientes de ello, pues al año siguiente desarrollaron por vez primera un programa agrario en el partido. Por otro lado, los sindicatos católicos, muy a menudo descaradamente amarillos, publicaron un documento condenando el movimiento y expresaron su disposición a continuar trabajando, mientras que los jóvenes monárquicos se ofrecieron como voluntarios para ayudar a mantener el funcionamiento de los servicios públicos.

El movimiento huelguístico tuvo un alcance, a su vez, distinto allí donde inicialmente triunfó. En Madrid, en pocos días fue controlado y el 16 de agosto ya había sido sofocado. La noche del 14 de agosto la policía había XIII detenido al Comité de huelga y un motín producido en la cárcel modelo fue reprimido sin contemplaciones, con siete destacados militantes socialistas entre los muertos. En Cataluña, donde había sido organizada de manera efectiva por los anarcosindicalistas, hubo 37 muertos. En Barcelona fueron necesarios varios días de lucha callejera y tiroteos para tomar algunos barrios de la ciudad de Barcelona; y en lugares como Sabadell, las sedes de los trabajadores fueron reducidas a escombros mediante el fuego de la artillería. En las minas de Ríotinto las tropas mataron a tiros a 10 trabajadores. Hubo también choques violentos y bajas en Alicante, Valencia, Guipúzcoa y Zaragoza. Para el 18 de agosto el Gobierno podía decir que la revolución había sido aplastada (Romero Salvado, 2002). Quedaba solamente el frente asturiano, que se prolongó algo más y donde la represión militar, bajo las ordenes del general Burguete, alcanzó toda su fuerza en la cuenca minera. En el plan estratégico previsto por la Alianza de Izquierdas, la zona de Asturias y León fue adjudicada al líder reformista Melquíades Alvarez, a Manuel Llaneza, a Teodomiro Menéndez y a Eleuterio Quintanilla, mostrando un frente común entre reformistas, republicanos, socialistas y anarquistas (Barrio Alonso, 1988). El balance oficial de la represión en todo el país dejaba un total de 71 muertos, 200 heridos y 2.000 detenidos.

A lo largo de septiembre y octubre se llevaron a cabo múltiples consejos de guerra, el más importante el celebrado el 28 de septiembre contra el Comité de Huelga formado dos miembros del PSOE (Julian Besteiro y Andrés Saborit) y dos de la UGT (Francisco Largo Caballero y Daniel Anguiano). Aunque defendidos con ardor por dos jóvenes capitanes de Artillería, Ramón Arrote Girón y Julio Mangada -éste sufrió un arresto de quince días por “exceso de celo”—, fueron hallados culpables de rebelión y se les impuso la cadena perpetua. Al año siguiente serían elegidos diputados en las elecciones legislativas. Entre tanto, el 18 de octubre, ya liquidadas las últimas consecuencias de la huelga general revolucionaria, el Gobierno restableció las garantías constitucionales.

El verano de 1917 representó, pues, un reto total para la Monarquía y para el sistema político de la Restauración. El fracaso huelguístico de agosto se acentuaba por el rechazo que a sus cometidos mostraron la Lliga y por la diversidad de objetivos que mostraron republicanos, socialistas y anarquistas. Pero en el futuro ya nada volvería a ser igual. El gobierno Dato salió triunfante de momento, pero en términos prácticos tenía los días contados. Los tiempos del bipartidismo, de la rotación tranquila, se habían terminado. Las distintas fuerzas políticas, extraordinariamente fragmentadas, mantenían dos posiciones claras: por un lado, la de renuncia al bipartidismo, y, por otro, la de los gobiernos de unidad o de fracción, que habría de ser la que finalmente se impuso. El rey llamó a consultas a Maura, Romanones, García Prieto, González Besada y Sánchez de Toca, y todos coincidieron en sus dificultades para formar un gobierno en aquellos momentos. La salida fue un gobierno llamado de concentración bajo la presidencia de García Prieto, el jefe de la facción más numerosa de los liberales. Eran necesarias nuevas elecciones que se llevaron a cabo al año siguiente. Se abría desde entonces un nuevo proceso que acabó pocos años después con la liquidación del régimen parlamentario. El proceso modernizador español, en cuanto a sus dimensiones políticas se refiere, estaba llamado a experimentar todavía serios quebrantos.
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La oposición al sistema canonista (1874-1917)

Aunque el sistema canovista encontró un fuerte apoyo en amplios sectores sociales, la consolidación del régimen distó de ser sencilla, y la amenaza de la oposición tanto carlista, a su derecha, como republicana, a su izquierda, constituyó un motivo de inquietud permanente para los dirigentes liberales. Combinando según los casos la amenaza revolucionaria, desde el exilio francés, y desde el interior, otras veces intentando movilizar a sus leales, los republicanos y los carlistas constituyeron una realidad vida de la España restaurada. A pesar de que sus intentonas fueron reprimidas sin grave riesgo para el sistema, el arraigo social de carlistas y republicanos fue muy superior del que podían testimoniar sus resultados electorales, dado el control gubernamental sobre el proceso. El establecimiento de una fuerte base territorial en el Norte hizo del carlismo un elemento significativo de la vida política en Navarra y el País Vasco. Por otra parte, la lealtad de un sector significativo de las clases populares y aun de las burguesías peninsulares hizo del republicanismo algo más que un recuerdo de viejas utopías. Mostrando un vigor considerable en algunas ciudades del arco mediterráneo (Valencia, Barcelona) y en la capital, Madrid, donde llegaron a obtener un fuerte apoyo electoral.

Más allá de su oposición al liberalismo restauracionista, y a pesar de que ocasionalmente llevaron a cabo alianzas estratégicas frente al régimen, carlistas y republicanos defendieron postulados antagónicos, expresión de una clara diferencia de bases sociales, ámbitos territoriales y de cultura política. Ambos compartieron la necesidad de llevar a cabo una reestructuración organizativa y remoción doctrinal tras su fracaso. Los republicanos, tras la experiencia de 1873; los carlistas, tras la derrota militar de 1876. Con una pérdida creciente de apoyos sociales los republicanos y los carlistas conocieron su propio vía crucis, viendo cómo cada momento crítico del sistema -1885, 1898, 1909, 1917- se superaba en contra de sus expectativas. La Restauración mostró síntomas de agotamiento, pero esas crisis se resolvieron en una dirección distante de la esperada por ambos movimientos. En las décadas que separan el fin de la República y la crisis del verano de 1917, republicanismo y carlismo conformaron dos experiencias básicas de la política española de entre siglos, acomodándose en el terreno doctrinal y en el organizativo a las mutaciones que experimentó la sociedad y a las demandas de nuevas generaciones de españoles. Si en 1874 ambos conformaron estructuras de partido y programas agotados por la derrota con los años se revitalizaron con nuevas propuestas, coherentes cada una con una tradición y cultura política que les era propia.

En el fin de siglo, a la ya tradicional posición antisistema de los carlistas y de los republicanos se sumó la aparición de los regionalismos y nacionalismos, cuya emergencia puso en entredicho tanto el sistema caciquil y clientelar del canovismo, como la tendencia centralizadora. Desde fuentes doctrinales tan distintas como el tradicionalismo y el federalismo los nacionalismos vasco, catalán y gallego fueron la punta de lanza de unas formulaciones descentralizado ras que expresaban tanto la variedad de registros culturales, lingüísticos y políticos, como los nuevos modos de interpretar la política de sus clases dirigentes. Junto a ellos, en grado menor, valencianos, andaluces y aragoneses también ensayaron formulaciones regionalistas perfectamente compatibles, en este caso, con la misma idea de España como nación.

De otra naturaleza se presenta la oposición política que desde el movimiento socialista ponía en cuestión no ya el sistema político de la Restauración, sino los fundamentos sociales y económicos de la España liberal. Dada su naturaleza esta oposición que vino marcada, a su vez, por la coexistencia de dos movimientos sociales de profundo calado —el anarquismo y el socialism o- serán abordados en el capítulo 7.

5.1.La contrarrevolución carlista. El integrismo

La derrota militar del carlismo en 1876 abre un nuevo período para las aspiraciones del pretendiente y cierra de un modo definitivo un período central de la historia de España; aquel que se definía por la confrontación de dos modelos de Estado y de sociedad que habían estado en pugna desde 1833. La contrarrevolución entra así en un nuevo momento histórico de desintegración orgánica y redefinición ideológica bajo la presión de un sector vinculado al catolicismo intransigente que acabaría en 1888 por propiciar la escisión integrista. El carlismo vivió desde entonces un proceso de reorganización y revisión doctrinal que no le impidió mantener una base social reconocible en algunos territorios del país, sobre todo en el País Vasco y Navarra. Con estos apoyos el carlismo llevó al Parlamento un centenar de diputados entre 1890 y 1923, mostrando que el viejo tradicionalismo contaba con una red social sostenida en aquellas zonas donde la tradición foral o viejas estructuras sociales daban sustento a una causa ya casi centenaria.

El nuevo ciclo se inició en el mismo momento en que el pretendiente Carlos VII cruzó la frontera hispanofrancesa a finales de febrero de 1876 y con él una parte considerable de sus leales más directos. A pesar del apoyo que las autoridades francesas brindaron a los exiliados, su situación fue muy precaria y favoreció que una parte importante de ellos se acogiera a los indultos ofrecidos por la Restauración y volviesen a España. El resto se mantuvo en el exilio, junto a progresistas, federales y cantonalistas, y participó en diversos motines, en ocasiones al lado del exilio republicano que, como el carlismo, mantuvo durante años la aspiración a un cambio político forzado por vías revolucionarias. La denuncia de que la amenaza carlista y republicana se asentaba con firmeza en Francia contribuyó a exagerar el peligro de los adversarios por parte de las autoridades españolas, pero, en términos prácticos, ni el republicanismo ni el carlismo estaban en condiciones de socavar la estabilidad del nuevo régimen. La muerte de Alfonso XII en 1885 mostró la incapacidad de republicanos y carlistas para decantar en su favor los problemas dinásticos de la Restauración.

Tras la derrota militar las estructuras política y militar quedaron totalmente desarticuladas. El 30 de marzo de 1876 don Carlos nombró una Junta, presidida por el marqués de Valdespina, que debía asumir los poderes repartidos previamente entre comités, juntas y círculos. De corta vida, la Junta fue disuelta por su inoperancia y por la necesidad de llevar a cabo una reorganización total del partido. Fue así elegido Cándido Nocedal como representante de don Carlos en España, pues por su control de las masas carlistas a través del periódico El Siglo Futuro representaba uno de los apoyos más fuertes de la causa carlista. Durante un tiempo la dirección de Cándido Nocedal llevó al carlismo a una relación especialmente intensa con la causa del catolicismo más intransigente. La identificación entre carlismo y catolicismo, impuesta de un modo dogmático por Nocedal, provocó incomodidades tanto entre las autoridades católicas, en buena lid con el sistema canovista, como entre los carlistas, abriendo un debate interno al que no fueron ajenas las bases sociales del partido.

La dirección de Nocedal acabó incomodando al propio pretendiente, pues si bien aquél había llevado a cabo una reorganización del partido, con el apoyo de una prensa católica, la defección de destacados miembros de la Comunión, la confrontación entre periódicos del partido, especialmente La Fe y El Siglo Futuro, el alejamiento creciente de la jerarquía eclesiástica y la ausencia de resultados tangibles deterioró su posición. La presión de otros sectores del partido, como el controlado por el marqués de Cerralbo, mostraban la existencia de corrientes muy distintas en la Comunión Tradicionalista, pero el apoyo del pretendiente mantuvo a Nocedal hasta su muerte en julio de 1885. Su posición, sin embargo, no había sido cómoda, como muestra su renuncia al cargo por evidentes discrepancias con el pretendiente.

Con la muerte de Alfonso XII en noviembre de ese año parecía abrirse un período de esperanza para la causa legitimista, pero la propia seguridad del sistema, los apoyos internos y externos, así como el nacimiento postumo del futuro rey Alfonso XIII, bloquearon cualquier posibilidad de un horizonte realista. Esta experiencia motivó un viraje en la política del partido y la tensión entre los sectores más intransigentes del entorno de Nocedal y otros grupos del carlismo, dirigidos por el marqués de Cerralbo, poniendo al descubierto una confrontación que acabó produciendo la separación del núcleo vinculado a El Siglo Futuro, dirigido por Ramón Nocedal. La discrepancia por los métodos, la concepción de que carlismo significada catolicismo integrista, abrió un abismo entre las concepciones moderadas del Duque de Madrid y el sector más radical del partido, que se separaba de la doctrina papal y rechazaba por tibia la posición de la Iglesia española, en buena armonía con la Monarquía liberal. El resultado de esa tensión largamente larvada fue la escisión integrista en 1888. A ella contribuyeron sin duda factores de carácter personal, pero expresaba la existencia de dos concepciones muy distintas del lugar del carlismo en el universo católico y versiones también divergentes sobre los proyectos de modernización de la oferta carlista. El integrismo religioso de los seguidores de Nocedal, cuyo planteamiento más elaborado pudo ser la obra de Sardá y Salvany, El liberalismo es pecado (1888), chocaba con la versión más suave que de la religión católica tuvieron los carlistas como tuvo ocasión de mostrar el pretendiente en el Manifiesto de Morentín{ 1874).

Esa intransigencia religiosa, la identificación del tradicionalismo con la causa de la religión integrista, habría de producir una crítica abierta de las autoridades eclesiásticas y una pérdida de apoyo social entre los tradicionalistas. Más allá de las confrontaciones doctrinales, integristas y carlistas disputaron un espacio político muy competido en la derecha radical. El Partido Integrista se organizó con una estructura estable a partir de una Junta Central y Juntas regionales, provinciales, de distrito y municipales. Ramón Nocedal presidió la Junta Central de la que también formaron parte Juan M. Ortí y Lara como vicepresidente y Liborio Ramery como secretario. En las elecciones de 1891 resultaron elegidos diputados Nocedal y Ramey. Aunquenunca logró una base social sólida, el Partido Integrista encontró eco allí donde el carlismo tenía sus apoyos más firmes: en el País Vasco, en Navarra y en algunas zonas de Castilla. Con todo, el integrismo pronto inició su descomposición. Sin el apoyo de las autoridades eclesiásticas y en competición directa con un carlismo renovado, hacia 1893 cuando fue reelegido Ramón Nocedal como jefe, Ortí y Lara abandonó el partido y con él poco después, lo harían varios miembros, como el director del periódico navarro El tradicionalista, Francisco María de las Rivas. A ellos se añadiría en 1896 el más conocido de sus seguidores, Sardá y Salvany. Desde entonces el integrismo representó una posición marginal en el escenario político de la restauración (Canal, 2000). Allí donde subsistió, como en el País Vasco, lo hizo como un grupo minoritario y elitista, incapaz de actualizar sus ideas y programas y necesitado de ir en alianza con los carlistas, lo que contribuyó a diluir su personalidad. Por estas razones su organización como partido independiente fue mínima y de escasa significación política (Real Cuesta, 1991).

Tras la escisión integrista el carlismo llevó a cabo una reestructuración, con la formación de un nuevo portavoz, El Correo Español, y el inicio de un nuevo ciclo donde la modernización política se convirtió en la meta más inmediata. Un motivo de estímulo fue la conmemoración del decimotercer centenario de la conversión de Recaredo y de la unidad católica de España a cuya iniciativa contribuyeron de un modo especial los carlistas, aprovechando la formación de Juntas del Centenario para su ulterior reconversión en Juntas Tradicionalistas. Los esfuerzos del marqués de Cerralbo en la reorganización del partido serían compensados con su nombramiento como representante en España del pretendiente Carlos VII. Las tareas de Cerralbo -la reorganización del partido y la revisión del ideario- constituyeron elementos centrales en la reacomodación del carlismo a las necesidades del nuevo sistema político tras la implantación del sufragio universal. El abandono del retraimiento, de un lado, y la reestructuración del partido hicieron del carlismo una realidad jerarquizada y centralizada, en cuya cúspide estaba el pretendiente, residente en Venecia desde 1882, y junto a él se mantenía el secretario particular, Francisco Martín de Melgar. La máxima autoridad en el interior era el jefe delegado que hasta fin de siglo fue ostentada por el marqués de Cerralbo, bajo cuya dirección se extendían las diferentes Juntas Tradicionalistas: regionales, provinciales, de distrito, locales, y a mediados de la década de los noventa, en las grandes ciudades con arraigo carlista, de barrio y auxiliares. A las Juntas correspondía desempeñar funciones diversas, como la coordinación y propaganda, la organización de actos y celebraciones y, sobre todo, la preparación y coordinación de los trabajos electorales, pues el partido se había reorganizado para conquistar el poder mediante la movilización electoral.

En la base de su estructura, como verdaderos núcleos de encuadramiento de las bases carlistas, se situaban los círculos tradicionalistas, considerados por Jordi Canal (2000) como la verdadera pieza maestra de la experiencia modernizadora de fin de siglo. Como en otro sentido los círculos republicanos, los tradicionalistas constituyeron el elemento de socialización tradicionalista más importante, ya que en ellos se desarrollaron funciones múltiples: políticas (desde ellos se dirigía efectivamente el partido), de formación, instrucción y asistencia, y, finalmente, de cohesión y recreo. En la España de 1900 los círculos tradicionalistas representaron un elemento declaradamente modernizador del proyecto carlista, conformando eficaces espacios de sociabilidad. A mediados de la década de los noventa se calculan en treinta mil los efectivos de los círculos y, frente a la imagen de un carlismo seguido por curas y campesinos, en ellos se daba cobijo a un conglomerado social muy heterogéneo, con muchos jóvenes y una variedad de profesiones: artesanos, jornaleros, comerciantes y pequeños agricultores. En palabras de Manuel Polo y Peyrolón, uno de los líderes del legitimismo valenciano, los círculos tradicionalistas eran entidades que respondían a la perfección “a las exigencias de los tiempos y las necesidades sociales y políticas de la moderna nación española”. Con todo, los cargos directivos y los responsables del partido fueron casi siempre pertenecientes a grupos sociales acomodados, como propietarios y hacendados, unas veces, y abogados, comerciantes e industriales, muy frecuentes en las directivas de las Juntas Tradicionalistas. Como el resto de los partidos de la época, el tradicionalismo se acercó y encontró eco en diversos sectores de la sociedad. Desde el punto de vista geográfico, al igual que en el medio siglo precedente, el carlismo encontró su base social más firme en el País Vasco y Navarra y, en menor grado, en la España mediterránea.

Aunque resulta difícil hablar del carlismo como un partido de masas, resulta indudable que su presencia en la vida social y política de la España de entre siglos fue considerable. En 1892 el partido contaba con 13 Juntas regionales, 37 provinciales, 533 distrito y locales, 80 círculos, 726 alcaldes y regidores, 2 senadores, 4 diputados a Cortes y 15 diputados provinciales. Años más tarde, en 1896, existían ya 2.453 juntas y 307 círculos tradicionalistas, y salían a la calle 33 periódicos que se identificaban en mayor o menor grado con el partido. La formación de las Juventudes tradicionalistas, y a partir de 1897 las Juventudes escolares, muestra la voluntad y también la capacidad del movimiento de ampliar su radio de acción y la fortaleza que presenta en la vida política de fin de siglo, más allá de su capacidad para enviar representantes al Parlamento. Si en 1891 había conseguido cinco diputados, fueron siete en 1893, diez en 1896, seis en 1898 y sólo dos en 1899, en una convocatoria marcada por la crisis de fin de siglo (Canal, 2003).

Esta expansión orgánica fue acompañada en los años finales del siglo XIX por un intento de renovación ideológica cuando se dio a conocer el Acta de Loredán. Concebida como un intento de revisión de los principios sobre los que se asentaba el “nuevo” carlismo, el Acta no tuvo muchas repercusiones, pues expresó notables limitaciones ante los problemas más acuciantes del momento, sobre todo la cuestión social y el problema de la organización del Estado, ante la emergencia de los nacionalismos periféricos. El Acta de Loredán fue un texto pensado para hacer frente a los problemas de la España del momento, en plena crisis de fin de siglo y con el objetivo de situar al partido ante las cuestiones de la guerra de Cuba, el papel del Ejército en aquella coyuntura, la realidad de los regionalismos y el alcance del problema social. Se trataba de un texto de propaganda en el que quedaban al descubierto las limitaciones del proyecto carlista. Sobre la cuestión social se limitaba a aplicar las concepciones presentes en el Rerum Novarum, y ante el problema de la descentralización del Estado y la cuestión regional confrontaba los nacionalismos emergentes con la tradición foral defendida por la causa carlista.

      Las tradiciones veneradas que constituyen la Patria -señalaba el Acta—, porque son la expresión de la vida nacional organizada por los siglos, se resumen en estas tres grandiosas afirmaciones: La Unidad Católica, que es la tradición en el orden religioso y social; la monarquía, tradición fundamental en el orden político, y la libertad fuerista y regional, que es la tradición democrática de nuestro pueblo. Esta es la constitución interna de España (Alférez, 1995).

Esa concepción de España como producto de la tradición, personificada por la Monarquía tradicional y adversaria de cualquier postulado centralista, “burocrático y despótico”, era el eje de una organización social que vio en el foralismo descentralizador el equilibrio entre las tendencias liberales centralizadoras y las nacionalistas periféricas que en su afirmación nacional disolvían a su vez la España tradicional. “No hay catalanismo -señaló en 1900 Polo y Peyrolón— ni regionalismo que pueda competir con las libertades tradicionales, esto es, con los fueros, y los carlistas todos, con nuestro augusto jefe a la cabeza, somos fueristas a macha martillo. Más de 30 años hace que lo venimos predicando a los cuatro vientos” (Canal, 2000).

La concepción tradicional foral se alejaba de la nueva línea regionalista y nacionalista que se estaba gestando en la década final del siglo, lo que habría de producir deserciones ente sus filas como la de la escritora Mariá Vayreda en Cataluña o Daniel Irujo en el País Vasco. La fortaleza de las propuestas nacionalistas en el País Vasco y en Cataluña habría de socavar las bases del carlismo hasta el punto de constituir una fuente de recursos humanos para los nuevos proyectos políticos. El fuerismo, o el regionalismo moderado del carlismo, ya no resultaba atractivo a las nuevas generaciones que, pese a sus rasgos modernizadores, representaba una herencia romántica de un pasado que ya no era recuperable. Una muestra de ello fueron los intentos de golpe militar que protagonizaron los carlistas desde 1897, 1898, tras la pérdida de la guerra de Cuba, y 1899. En los últimos años, junto a la reestructuración del partido, los carlistas habían desarrollado una nueva estructura militar que se mostró insuficiente para combatir con eficacia al sistema restaurado. El acto más llamativo, el intento de una partida carlista de sesenta hombres de tomar el cuartel de la Guardia Civil de Badalona en octubre de 1900, constituyó un fracaso absoluto y marcó una nueva etapa de la historia carlista, acentuada tras la sustitución de Cerralbo por el palentino Barrio y Mier, diputado por Cervera del Pisuerga.

Años de desconcierto y de redefinición de objetivos, los comienzos del siglo XX marcan una nueva etapa para el proyecto político tradicionalista. La tensión entre la estrategia militar, de un lado, y la acción electoral, por otro, provocó una atomización interna que se notó en los resultados electorales, pero también mostró la necesidad de reacomodar de nuevo los planteamientos políticos y militares del carlismo. A pesar de ese desconcierto, el carlismo pudo mantener su arraigo en zonas como Navarra, el País Vasco, Cataluña y Valencia. Y lo hizo a pesar de que los nacionalismos vasco y catalán se nutrieron de las bases sociales de un carlismo y un tradicionalismo que vio con simpatía la aspiración autonómica de esas regiones. Entre 1891 y 1923 los carlistas enviaron al Parlamento un centenar de representantes, de los que 41 correspondieron a Navarra, 22 a Cataluña, 12 a Guipúzcoa, 8 a Palencia (explicable por la presencia de Barrio y Mier, delegado de don Carlos) y 6 a Alava. El resto se repartieron entre Valencia, Palma de Mallorca, Asturias, Burgos y Vizcaya.

Los carlistas mantuvieron un proyecto político establecido sobre bases tradicionalistas, y a pesar de su abandono de la insurrección no representó un desdén definitivo hacia la organización militar propia que modernizó cuando desde 1907 formó el Requeté. Desde entonces, el viejo modelo de las partidas fue marginado en beneficio de la nueva estructura y lo que era inicialmente una agrupación juvenil, tras la muerte de Carlos VII en 1909, el pretendiente don Jaime la convirtió en una organización paramilitar, de base urbana, al estilo de los Camelot du Roi de Acción Francesa. De su organización y dirección se ocupó el diputado Joaquín Llorens, experto en temas militares, y su actividad se centró en una confrontación abierta con republicanos, anarquistas y anticlericales, conformándose como una instancia de oposición a todo fenómeno revolucionario. En este proceso el Requeté devino en una fuerza paramilitar de carácter abiertamente contrarrevolucionario como habría de verse en la participación de los carlistas en las luchas callejeras, en la oposición a las movilizaciones socialistas y anarquistas y en la militancia expresa de sectores del carlismo en los Sindicatos Libres.

Esta acomodación a la contrarrevolución no se llevó sin tensiones internas y sin que dentro del proyecto carlista se desenvolvieran alternativas distintas. A la escisión integrista de la década de los ochenta sucedió un intento de renovación de la doctrina. El Acta de Loredán (1897) había suavizado los planteamientos originales del carlismo decimonónico e intentó acercarse a la situación española de un modo más realista, pero a la altura de la Primera Guerra Mundial había quedado desfasado tanto en sus dimensiones internacionales como sociales. La adaptación a las nuevas circunstancias no se llevó a cabo sin dificultades dada la diferente posición que los distintos sectores del carlismo desarrollaron ante los retos de la modernidad y las diferentes fuerzas políticas. Mientras que unos sectores combatían en la calle a republicanos, liberales y bizcaitarras, otros, bajo la inspiración de Salvador Minguijón, propugnaban una unión de las derechas que incorporaba decididamente el movimiento al Régimen. De otro lado, aunque mayoritariamente el carlismo apostó en la guerra por la germanofilia, era conocida la adscripción aliadófila del pretendiente, un problema significativo que se unía a su pertinaz soltería, que ponía en serias dificultades la línea dinástica.

La única propuesta de actualización de la doctrina provino de Juan Vázquez de Mella, cuya fórmula de Monarquía representativa se fundamentaba no sobre la base de partidos políticos, que eran considerados disolventes de la sociedad, sino sobre sus elementos constitutivos “naturales”, seis “órdenes” que elegirían sus representantes: la Agricultura, la Industria y el Comercio, el Clero, las Fuerzas Armadas, la aristocracia y los intelectuales. Su propuesta fortalecía el papel de los organismos regionales, provinciales y locales, de modo que se convertían en centros de la vida social y política. El “regionalismo” carlista era para Vázquez de Mella un factor integrador que facilitaba la relación entre la nación española y sus partes constitutivas. La producción y la organización social seguían esquemas corporativos de raíz católica. La industria sería organizada según principios corporativos y serían restaurados los antiguos gremios.

La proyección futura del tradicionalismo se llevaba a cabo, en consecuencia, por métodos ajenos a las reglas del sistema industrial y del mercado. No obstante, la propuesta mellista, aunque contribuyó a dar cierta coherencia a un movimiento que intentaba armonizar presente y pasado, habría de ser un intento frustrado. El mismo Mella se vio envuelto en la polémica que recorrió al carlismo cuando en 19 1 8 y 1919 se debatió el problema de la autonomía vasca y catalana. Como otros muchos carlistas, Mella defendió un regionalismo compatible con la afirmación nacional española, por lo que se mostró poco proclive a las tentaciones autonómicas de los nacionalismos vasco y catalán. La relación entre nacionalismos periféricos y carlismo ya había producido graves tensiones en tiempos de Carlos VII, cuando unos sectores apoyaron Solidaridad Catalana frente a quienes vieron en la Lliga a un enemigo del proyecto tradicionalista. Tras la Primera Guerra Mundial, la cuestión autonómica provocó serios problemas en el País Vasco y en Navarra, acentuando la división entre los partidarios y los enemigos de la autonomía. La situación se agravó cuando en 1919 el entendimiento entre don Jaime y Vázquez de Mella se rompió. La separación entre ambos ya era previa y había sido acelerada por la posición de Mella a favor de la causa germánica frente a la aliadofilia de don Jaime. Tras el final de la guerra don Jaime se decidió a recuperar el control del carlismo, en manos de Mella, para reorientar la acción del partido. El resultado fue una separación de Mella y sus seguidores, con propuestas distintas respecto de los derechos dinásticos, de la relación con el alfonsismo de derechas y el futuro de la causa tradicionalista (Andrés, 2000). La escisión mellista de ese año situaba al carlismo en una difícil posición, ya que ni articulaba un movimiento unitario, ni lograba una efectiva modernización doctrinal y la tradición foral, que podría haber constituido una vía para acomodar el nuevo carlismo con las crecientes demandas regionalistas, no hacía otra cosa que fraccionar y debilitar un movimiento que hacía décadas estaba carente de una alternativa eficaz a la Monarquía liberal.

Los intentos de actualizar la doctrina carlista, la reacomodación del pensamiento tradicionalista a la nueva sociedad industrial, se mostraban abiertamente anacrónicos. La aportación de Vázquez de Mella de dotar al proyecto de un programa más coherente fue notable, pero insuficiente para convertir la oferta carlista en una propuesta moderna, como muestra su incapacidad de atraer tanto a los sectores conservadores, más afines al conservadurismo liberal canovista, o a los obreros cuya afinidad a proyectos socialistas o anarquistas ponía en evidencia las insuficiencias de la “retropía” del carlismo en una sociedad en el camino de su modernización.

5.2.La oposición republicana

El fracaso de la Primera República tuvo unas consecuencias considerables para el republicanismo español. En primer lugar, vista la imposibilidad de continuar formando un bloque unitario, el federalismo español se dividió en varias ramas que acabaron constituyendo partidos políticos bien diferenciados que expresaban las distintas culturas políticas que albergaba el anterior proyecto republicano. En segundo lugar, más allá de sus divisiones, el movimiento republicano fue receptor de las nuevas ideas y principios que conformaron el nuevo liberalismo europeo de entre siglos, de la Tercera República francesa, del socialismo de cátedra alemán y del nuevo liberalismo inglés. En tercer lugar, tras la derrota colonial de 1898, los republicanos ensayaron nuevas fórmulas de unión (Unión Republicana de 1903, Conjunción Republicano-socialista) y nuevos partidos (Radical, 1908; Reformista, 1912) destinados a presentar una alternativa a la Monarquía alfonsina.

5.2.1.Los partidos republicanos de la Restauración (1875-1902)

Aunque tradicionalmente se ha resaltado que la aparición de varios partidos en el interior del republicanismo restauracionista era la expresión de las rivalidades entre sus líderes, resulta más acomodado a la realidad que éstos respondieron a la necesidad de expresar las diferentes culturas y proyectos políticos que albergaba el republicanismo histórico. Es cierto que la rivalidad y falta de entendimiento entre Pi y Margall, Samerón, Castelar y Ruiz Zorrilla no fue siempre la más adecuada, pero fueron sobre todo los horizontes políticos, las bases sociales y la filosofía que nutría su ideario lo que separó irremediablemente a las diversas familias republicanas. Cada uno de ellos fue cabeza visible de unos grupos sociales y de unos proyectos políticos claramente distintos que podían compartir su animadversión a la naturaleza social y política de la Monarquía alfonsina, pero que más allá de esa oposición pugnaron por conformar modelos de República bien distintos. Esos modelos estaban inspirados en proyectos sociales declaradamente antagónicos como también lo eran sus filosofías de legitimación y la percepción de que la República debía ser conseguida por procedimientos diferentes. De este modo el republicanismo de la Restauración fue esclareciendo sus diferencias, articulándose de un modo partidario a la vez que experimentaba una renovación generacional y teórica que habría de ser visible en el cambio de siglo.

El viejo tronco del republicanismo vio nacer así varias propuestas políticas distintas: el posibilismo castelarino, el republicanismo progresista, el centralismo del institucionismo y el federalismo pimargalliano. Estas corrientes conformaron partidos distintos, y entre ellas se puede encontrar tanto la competencia como la colaboración, ya que sus divergencias trataron de neutralizarlas con sucesivos intentos aliancistas bajo las fórmulas de unión o fusión, las más notables las de 1893 y 1903, esta última el esfuerzo unitario más importante del republicanismo restauracionista.

El Partido Posibilista o Republicano histórico fue el más moderado de los partidos republicanos y, en sus líneas generales, no se apartaba mucho de la naturaleza de partido de cuadros que caracterizaba los partidos del sistema. Estaba dirigido por Emilio Castelar e integraba en su interior un sector de las burguesías que habían apostado en 1868 por la revolución Gloriosa. Encontramos arraigo posibilista en Andalucía, Aragón y Cataluña, así como cierto eco en Levante, Asturias y Santander, en contraste con la inexistencia de un aparato de partido en Madrid. Sus dirigentes eran hombres de clase media, abogados, y en algún caso, como Tomás de la Calzada, Adolfo Calzado y Juan Anglada, banqueros. El líder indiscutible, Emilio Castelar, era un político de raza, historiador, que vivía de sus colaboraciones periodísticas y de sus libros. Su programa político contemplaba un tránsito suave hacia la República, y en su acomadación al sistema de la Restauración acabó integrándose en él tras la implantación del sufragio universal masculino en 1890.

El Partido Posibilista representaba aquellas fracciones de las clases medias y de la burguesía que deseaban conciliar democracia y orden social. Expresaba los planteamientos de la cultura republicana democrática conservadora que sostenía que era necesario defender los principios que habían llevado a la sublevación de septiembre de 1868, gobernar con ellos, añadiéndoles las libertades individuales proclamadas en los Códigos y dotándolos de una estabilidad gubernamental que conciliara a un tiempo una verdadera autoridad y espíritu del progreso (Dardé, 1974). Tras 1890, un sector del posibilismo entendió que ya se había restaurado el espíritu democrático del 69 y se incorporó al sistema canovista generando en su interior una división tripartita. Un sector representado por Abárzuza y Almagro se hizo monárquico y pasó a engrosar las filas del Partido Liberal en 1893, y los otros dos, manteniendo la filiación republicana, formaron la Unión Constitucional Republicana (Carbajal), y bajo la dirección de Morayta nacería más tarde el Partido Republicano Nacional junto a un sector del progresismo.

La incorporación de un sector del republicanismo al sistema canovista ya había sido ensayada con anterioridad por un sector del republicanismo progresista en torno a las figuras de Martos, Moret y Montero Ríos que, una vez rechazado el retraimiento, se acomodaron a la izquierda del Partido Liberal desde principios de los ochenta. El resto del progresismo, sin embargo, bajo la dirección de Ruiz Zorrilla, en el exilio francés desde 1875, y de Nicolás Salmerón, reunieron en su interior los elementos más firmes en su oposición al nuevo orden político. Durante más de una década defendieron el retraimiento electoral y apoyaron el triunfo de la República a partir del motín popular y la sublevación militar. Los progresistas en la década de los ochenta experimentaron fuertes tensiones internas, al expresar dos maneras distintas de entender la oposición republicana. Allí donde Ruiz Zorrilla veía en el Ejército el instrumento capaz de lograr la derrota de la Monarquía, Salmerón, portavoz de las concepciones del krausoinstitucionismo, planteabala victoria republicana desde la defensa de los procedimientos legales y el fortalecimiento del régimen parlamentario. La tensión entre ambas corrientes habría de generar la división del partido en dos corrientes bien distintas: la puramente progresista, que siguió a Ruiz Zorrilla, y la institucionista, que con Salmerón, Azcárate y el sector inspirado en la Institución Libre de Enseñanza formó desde 1891 el Partido Centralista.

Hasta la Unión Republicana de 1903 ambos partidos actuaron por separado, mostrando que sus ideales y programas contaban con tantos puntos de afinidad como de discordancia. El resultado habría de ser que en 1908, los progresistas de izquierda formarían el Partido Radical bajo la dirección de Alejandro Lerroux, mientras que el sector de inspiración institucionista, los “gubernamentales” acabaron formando el Partido Reformista en 1912, bajo la dirección de Gumersindo de Azcárate y Melquíades Alvarez.

El partido mejor caracterizado del panorama republicano, el que expresó de un modo más completo las aspiraciones de la Primera República, fue el Partido Federal, que bajo la dirección de Francisco Pi y Margall llevó a cabo una reelaboración doctrinal y organizativa. En el terreno doctrinal Pi elaboró una amplia reflexión sobre la naturaleza de las naciones (Las nacionalidades, 1876), bajo la teoría del pacto sinalagmático y conmutativo, y en el organizativo llevó a cabo desde 1880 una intensa tarea de reorganización del partido a lo largo de todo el país. La culminación de este doble proceso encontró su expresión en el proyecto de constitución federal de 1883, en la elección por acumulación de votos como diputado en 1886 y en la aprobación y difusión del programa federal de 1894. Aunque el federalismo español de la Restauración mantuvo hasta la muerte de Estanislao Figueras en 1883 un núcleo no pactista —el federalismo orgánico—, en sus manifestaciones sociales más claras el federalismo de Pi fue el auténtico representante de las aspiraciones populares del Sexenio democrático. A lo largo de la Restauración agrupó a aquellos sectores que habían promovido la revolución cantonal de 1873, los sectores del obrerismo que no se inclinaron al anarquismo y durante décadas fueron la expresión de la revolución social adscrita al proyecto republicano. Más allá de sus crisis internas y de la muerte de su indiscutible líder Pi y Margall en 1901, el Partido Federal fue el único partido republicano que se mantuyo unido orgánicamente a lo largo de las cinco décadas que van de 1880 a la llegada de la Segunda República en 1931.

De base fundamentalmente urbana (Madrid, Barcelona, Málaga, Santander, Gijón…), pero también rural (Cataluña, Andalucía), el republicanismo de la Restauración fue un movimiento social y político que, más allá de su división en partidos, sostuvo un ideario alternativo a la Monarquía restaurada. Si ésta se afirmaba en sus componentes unitarios y católicos, los republicanos sostuvieron una defensa de la secularización, en ocasiones de un claro tinte laicista, y la defensa de España como una realidad plural que unas veces se articulaba en su dimensión federal y otras, sin embargo, en la idea de su carácter regional. En el terreno religioso mostró una gran variedad de registros que alcanzaban desde la idea de libertad religiosa a postulados que estaban vinculados al agnosticismo y al ateísmo materialista. Fueron los promotores de una política secularizadora y, en sus manifestaciones más radicales, los protagonistas de las movilizaciones anticlericales de la España de entre siglos. En relación con el nacionalismo y la articulación del Estado, los republicanos fueron declaradamente descentralizadores, pero esa idea de descentralización respondió a conceptos muy distintos de lo que se entendía por España, tanto en su dimensión nacional como estatal. Los sectores más moderados del republicanismo, los de tradición institucionista, defendieron la idea de una patria, España, como nación, articulada a través de la historia, con tradiciones, cultura e instituciones diversas. En su reconocimiento de los derechos históricos de los distintos pueblos de España los institucionistas declararon la plena compatibilidad de la tradición foral vasca con la nacionalidad española, y su concepción de la nación-estado respondía a lo que hoy entiende la ciencia política como Estado regional. Los federales, por su parte, en línea con una tradición bien construida, mantuvieron la compatibilidad de la nación española con una fuerte descentralización y siempre declararon su apuesta por el federalismo. Esa posición les facilitó la asimilación de cuantas propuestas descentralizado ras fueran compatibles con su ideario social y laico, lo que explicaría la formulación de diversas propuestas afines con los llamados nacionalismos subestatales (Núñez Seixas, 2002).

La fuerza del republicanismo en la sociedad de fin de siglo fue mucho más importante de lo que apuntan los resultados electorales, pues la manipulación electoral, el caciquismo y el peso de las clientelas políticas mantuvieron sometido un movimiento que contaba con fuertes apoyos sociales. Sostuvo a lo largo de décadas una fuerte red de casinos y clubes, representó una amplia franja de las clases populares, y hasta avanzado el siglo XX fue, tanto o más que el anarquismo y el socialismo, el portavoz de las aspiraciones de las clases trabajadoras (Gabriel). En el ámbito rural los republicanos fueron promotores de numerosos sindicatos agrarios que en algunos casos constituyeron una verdadera alternativa a la UGT y la CNT. En Andalucía, la separación entre republicanismo popular y anarquismo no siempre fue fácil de delimitar (López Estudillo, 2001), y en la Cataluña republicana dio lugar a una de las mayores experiencias sindicales del mundo agrario, la Unió de Rabbasaires (Pomés Vives, 2000).

Con todo, habría de ser en el terreno cultural donde mejor se percibe la fuerza del republicanismo histórico: centenares de periódicos y una amplia red de casinos permitió al republicanismo mantener su presencia social y cultural más allá del fracaso político. La formación de las escuelas laicas, esa experiencia educativa republicana de oposición al universo católico de la escuela oficial, representó la apuesta por un modelo aconfesional de escuela. Según las diversas tradiciones, esas escuelas se configuraron como neutras (institucionismo), propiamente laicas (radicalismo y federalismo) o incluso racionalistas, como muestra la experiencia de las escuelas racionalistas que siguieron los dictados de la Escuela Moderna formada por Francisco Ferrer en Barcelona y cuyo ejemplo fue secundado en otras ciudades del Mediterráneo. Ese laicismo republicano dispuso del apoyo de una amplia red de logias masónicas y sociedades de librepensamiento que, en línea con el movimiento internacional, ponían de manifiesto el peso de la red antimonárquica que caracterizó la España de entre siglos (Alvarez Lázaro, 1985).

A la altura de 1900 el republicanismo, sin embargo, pasó una fuerte crisis interna. Tras varias décadas de oposición el régimen no se resentía, ni siquiera la derrota colonial y el Tratado de París, que llevó a la pérdida de las colonias, pusieron en graves aprietos al régimen monárquico. Desde la década de los noventa los republicanos ensayaron diversas alianzas, uniones y fusiones que le permitieran oponerse con eficacia a la Monarquía. Nuevos ensayos de partidos, nuevas estrategias y una acomodación a los principios de la cultura política del nuevo liberalismo fueron los factores más llamativos del republicanismo a principios del siglo XX. El resultado más llamativo fue la formación de la Unión Republicana en 1903, bajo la dirección de Nicolás Salmerón. En ella se integraron los centralistas, la mayor parte de los progresistas y un sector del federalismo, así como diversos partidos republicanos autónomos de carácter local o provincial que se habían fusionado ante la propia debilidad del movimiento republicano en su territorio. Lo más significativo de la Unión Republicana, junto al impulso unificador y regenerador que la caracterizó, fue la apuesta por el parlamentarismo, el abandono definitivo por el método revolucionario y la asimilación de los nuevos registros que, provenientes de Francia y de Inglaterra, habrían de mostrar la aparición de un nuevo republicanismo.

La Unión Republicana representaba tanto el fin del republicanismo histórico, como la apertura hacia un nuevo tiempo que, sin embargo, no acababa de fructificar. En su interior coexistieron culturas políticas que con dificultad podían subsistir bajo un mismo proyecto político. De un lado, la izquierda del partido, de filiación radical, se asentaba en el viejo progresismo popular, era claramente obrerista y su imaginario denotaba un fuerte sentimiento nacionalista y patriótico que le enfrentó al nacionalismo catalán. Su mejor representante fue Alejandro Lerroux y con él un grupo de jóvenes republicanos que accedieron a la política tomando como modelo el republicanismo francés de izquierdas en su formulación radical y radicalsocialista.De otro lado, a la derecha de la Unión, el sector institucionista, los denominados “gubernamentales” formados en los principios del organicismo krausista, mantenían una apuesta por el entendimiento con el nacionalismo catalán y su tentación accidentalista y regionalista contrastaba con el republicanismo municipalista de los radicales, que en Barcelona y en Valencia habían construido unos baluartes firmes de su política. En poco tiempo la convivencia de ambos sectores mostró sus fisuras, ante la propia incapacidad electoral y, sobre todo, por el apoyo brindado por Salmerón a los regionalistas catalanes cuando se debatió la Ley de Jurisdicciones en el Parlamento en 1906. Desde este momento la tensión entre los sectores solidaristas y antisolidaristas en el interior de la Unión se hizo muy crítico, al punto de general la escisión de los lerrouxistas en 1907 y formar éstos el Partido Radical en 1908 (Romero Maura, 1990; Culla i Clara, 1986; Suárez Cortina, 2000).

5.2.2.Entre el viejo y el nuevo republicanismo: radicalismo y reformismo ( 1903-1917)

El republicanismo español de las primeras décadas del siglo XX experimentó una mutación considerable, porque a la generación de los líderes históricos sucedió otra nueva que se nutría de ideas y proyectos ya plenamente comprometidos con los retos de una sociedad de masas, en plena transformación donde el viejo orden liberal hacía aguas por todas partes. La muerte de Castelar, primero, de Pi, más tarde, y de Salmerón, finalmente, dejó los núcleos republicanos en manos de jóvenes políticos que habían crecido en el ambiente del republicanismo de fin de siglo, pero que ya respondían a la cultura política europea del momento.

El Partido Federal se mantenía como un partido autónomo, orgulloso de la herencia de Pi y, sobre todo, en apertura hacia los retos del movimiento obrero, de un lado -preferentemente del anarquismo-, y hacia los nacionalismos periféricos, de otro. Siguiendo unas líneas marcadas por la relación intensa entre federalismo y regionalismo en las décadas finales del siglo XIX, los federales acentuaron su recepción del catalanismo, como se comprueba con la formación de la Unión Nacional Federal Republicana (UNFR), una propuesta que trataba de combinar la tradición federal del republicanismo catalán con el naciente catalanismo de izquierdas, laico y progresista, en relación no exenta de tensiones con la Lliga Regionalista, de la que se escindió en 1904. Ese federalismo, cercano a menudo a las aspiraciones de los nacionalismos periféricos, comprometido con la causa de las clases populares, se mantuvo como una entidad política independiente, orgullosa de su tradición, hasta la Segunda República, con relaciones de afinidad y distancia con el resto de las fuerzas republicanas, ajena tanto a las organizaciones unitarias fomentadas por Salmerón, primero, como a la Conjunción Republicanosocialista, más tarde.

La novedad más significativa de este republicanismo regenerador, parcialmente renovado en los comienzos del siglo XX, fueron los dos partidos en que se acabó escindiendo la Unión Republicana de 1903: el Partido Radical y el Partido Reformista. La formación del Partido Radical encuentra su sustento en la propia base popular del progresismo, en los sectores obreros y menestrales de algunas grandes ciudades, como Valencia y Barcelona, donde bajo la dirección de Blasco Ibáñez y Alejandro Lerroux establecieron una fuerte batalla contra la burguesía conservadora y católica de ambas ciudades. Tomando como modelo y programas los del radicalismo francés, los radicales españoles trataron de oponerse al liberalismo dinástico con el mismo ímpetu que al catalanismo conservador que Alejandro Lerroux venía combatiendo desde 1901. Bajo un componente populista y demagógico a menudo desmesurado, lerrouxismo y blasquismo lograron una amplia movilización de las masas urbanas frente al control clientelar de los partidos del sistema y la nueva fisonomía que presentaba el nacionalismo periférico (Alvarez Junco, 1990; Reig, 1986).

En otra dirección, más en línea con las aspiraciones de las clases medias urbanas y rurales, el institucionismo impulsó la creación de un nuevo partido que pudiera ser bisagra entre Monarquía y República, entre el sistema oligárquico y caciquil de la Restauración y los nuevos horizontes de democracia que se vislumbraban en Europa. Su resultado fue la formación en 1912 del Partido Reformista, una propuesta de renovación, de acomodación a la cultura liberaldemócrata, que podía ser alternativa tanto desde la izquierda del régimen monárquico, como formando una derecha de una futura república. Por su tradición cultural -la herencia del institucionismo-, por las bases sociales -intelectuales y clases medias— y por su programa -la democracia representativa— el reformismo constituyó una novedad en el panorama político que siguió a la Semana Trágica de Barcelona. A la altura de 1913, tras la muerte de Canalejas y la crisis del Partido Conservador, el Partido Reformista consideraba que llegaba el momento de presentar su candidatura a la dirección de la política española. Para ello proclamó la accidentalidad de las formas de Gobierno, y cuando Cajal, Cossio y Azcárate fueron recibidos en Palacio por Alfonso XIII parecía que se superaba la vieja cuestión de los “obstáculos tradicionales”, que por fin la democracia española sería posible con el régimen monárquico, que ya no resultaba imprescindible afirmarse republicano (Suárez Cortina, 1986). El terreno para democratizar la Monarquía no dependía, sin embargo, de la generosa oferta de los institucionistas, sino de la propia capacidad de la Corona de encauzar las demandas de cambio en una sociedad y sistema político corroídos por el mal del clientelismo político. Y como ha mostrado la historiografía más reciente, la actitud del Rey, lejos de avanzar en una apertura hacia la democracia, mostró una cara abiertamente recelosa, sobre todo tras la crisis de 1917 y la Revolución rusa (Moreno, 2002). La salida no iba a ser, como ya se sabe, hacia una democratización que intentaron en 1917 catalanistas, republicanos y socialistas, sino una deslegitimación del régimen parlamentario que llevó a su liquidación en 1923

Más allá de esta división en los partidos Federal, Radical o Reformista, el republicanismo español de principios del siglo XX experimentó una notable mutación de carácter múltiple. Si en el terreno social perdió una parte de los viejos nichos de las clases populares, cada vez más inclinados hacia las propuestas socialista y anarquista, desde el ideológico conoció una clara renovación doctrinal al integrar los postulados de la cultura política que en Europa desarrolló el nuevo liberalismo. Así como los radicales se acomodaron a las líneas maestras del radicalismo y radicalsocialismo francés, los reformistas, por su parte, fueron portavoces de los ideales del nuevo liberalismo inglés. Como resaltó Adolfo Posada en 1913, el tiempo del siglo XX era el tiempo del liberalismo social. No es de sorprender por ello que, más allá de sus divisiones de partido, de la mayor o menor sensibilidad que unos y otros tuvieran con la cuestión social, la autonómica o el laicismo, conjuntamente participaron en la defensa de una España democrática, de reformas sociales, como testimonia su participación activa en el Instituto de Reformas Sociales desde 1904. A esa apertura social respondió la alianza con el obrerismo socialista tras la Semana Trágica cuando se formó la Conjunción Republicano-socialista, una relación necesaria a ambas partes pero que no dejó de presentar serias dificultades internas y externas (Robles Egea, 2004).

Este republicanismo de transición, sin embargo, se acomodó de un modo incompleto a las nuevas realidades sociales y políticas del siglo XX. Lo que en 1900 se presentaba como una promesa de modernización de la oferta republicana, poco a poco fue cayendo en la atonía. Los reformistas desde 1915 ya no parecían tan capaces de modernizar y democratizar el régimen monárquico. La presencia en su interior de intelectuales como Ortega y Gasset pronto inició una crítica a la política de partido impuesta por Melquíades Alvarez, y los radicales, por su parte, creyeron cada vez más en la pasividad y en un conservadurismo social que habría de llevar a finales de la década de los veinte a a la escisión del sector radicalsocialista dirigido por Marcelino Domingo y Alvaro de Albornoz. La esperanza republicana, a la que ha hecho referencia Ángel Duarte (1997), queda disuelta en términos prácticos tras el fracaso de la revolución del verano de 1917. El republicanismo necesitaba un nuevo impulso y éste provino de la propia situación política española en la década de los veinte, cuando nacía un nuevo republicanismo en la oposición a la dictadura de Primo de Rivera.

5.3.La cuestión nacional. La aparición de los regionalismos y nacionalismos periféricos

La cuestión nacional en la España contemporánea ha constituido uno de los temas preferidos de debate entre políticos e historiadores. El papel del nacionalismo español, de su fuerza o debilidad, la presencia en la España liberal de persistencias descentralizadoras alimentadas por tradiciones culturales, lingüísticas y jurídicas que dificultaron la adecuada nacionalización de la población, la escasa vertebración territorial y económica, la ausencia de un sistema verdaderamente representativo fueron otros tantos campos que han sido considerados como factores relevantes en la aparición y desarrollo de los nacionalismos centrífugos en la España de fin de siglo.

Algunos autores han resaltado las circunstancias especiales en que se construyó en España el Estado nación a lo largo del siglo XIX, las dificultades del proceso de Nation building ante el peso dominante de un tradicionalismo y catolicismo poco afecto a la idea nacional (Álvarez Junco, 1996; Fusi, 1999; Riquer, 2001). A pesar de que históricamente ha sido el nacionalismo español el primero en gestarse, la persistencia de elementos sociales y doctrinales vinculados al Antiguo Régimen fueron elementos que contribuyeron a debilitar un nacionalismo español liberal, en la línea de lo conocido en otros países europeos del momento. La falta de acuerdo sobre el modelo de Estado, la persistencia de estructuras sociales y productivas muy atrasadas, la misma confrontación entre proyectos sociopolíticos tan distintos como el carlista, el liberal y el republicano federal no contribuyeron a gestar un nacionalismo liberal vigoroso en las décadas centrales del siglo XIX. Las consecuencias que de ello se derivaron fueron múltiples. De un lado, la escisión sociopolítica respecto del modelo de Estado no permitió la asimilación colectiva de elementos simbólicos nacionalizadores (bandera, himno, escudo, efemérides). A diferencia de Francia con el 14 de julio o Estados Unidos con el 4 de julio, España ni siquiera dispone de una fecha asumida por todos. No en vano recientemente Pere Anguera (2001, 2003) ha podido prestar atención a los mitos, símbolos y días de España, mostrando la variedad de registros y la simbología política que cada uno de ellos tiene para su particular proyecto sociopolítico e identitario. La pugna entre tradicionalistas, moderados, progresistas y demócratas afecta, por lo tanto, no sólo a cómo organizar políticamente la nación, sino al acuerdo básico sobre una definición nacional común (Beramendi, 2001).

Por otra parte, la persistencia de unas bases etnoculturales de partida, muy diferenciadas de la castellana, que parece haberse convertido en la esencia de la nacionalidad española, son utilizadas ideológicamente durante el período isabelino para fortalecer unas tradiciones y recursos lingüísticos, literarios y jurídicos (Renaixenxa, Rexurdimento), muy apropiados para fortalecer identidades alternativas y, sobre todo, para facilitar la cohesión de élites intelectuales alternativas a las desarrolladas por el sistema liberal centralizado. Durante décadas esta realidad permitió el nacimiento y consolidación de unos provincialismos que fueron ampliando su marco de referencia hasta su conversión inicial en regionalismos y, finalmente, en algunos casos, en nacionalismos alternativos, declaradamente enfrentados con el Estado nación español decimonónico, caciquil, ineficiente y poco capaz de avanzar en la efectiva nacionalización de la sociedad española. La persistencia de instituciones y privilegios heredados del Antiguo Régimen -los Fueros- expresan, a su vez, el componente historicista y moderado del proceso revolucionario español, sobre todo en aquellos territorios donde la fuerza del carlismo dificultaba la acción uniformizadora.

Con todo, en la mayor parte del siglo XIX el único nacionalismo existente fue el español, pero, eso sí, en muchos sentidos débil y timorato, cuando no plural y abiertamente contradictorio. ¿Cómo caracterizar como nacionalismo español proyectos tan diferenciados como el tradicionalista, el liberal unitario o el democrático federal? Cada uno de ellos se enfrentó a los otros en el terreno militar, en el político y filosóficamente, contribuyendo a imposibilitar la construcción de un nacionalismo español unitario, coherente y asimilable por la mayor parte de la sociedad. Aunque esta diversidad de proyectos nacionales no fue una particularidad española, lo cierto es que desde mediados del siglo XIX, mostrada la ineficiencia nacionalizadora del Estado liberal, las diversas estructuras productivas del país, y la persistencia de elementos particularistas, se dieron las condiciones para que las élites regionales fueran construyendo elementos culturales destinados a fortalecer proyectos alternativos de construcción nacional. Este fenómeno se llevó a cabo a lo largo de varias décadas y dentro de un proceso en el que podemos distinguir con claridad sus diversas etapas, alimentadas cada una de ellas por los propios procesos históricos de confrontación entre tradicionalismo, liberalismo y democracia. Para su efectiva consolidación como nacionalismos alternativos fue necesaria, sin embargo, la derrota de los proyectos nacionales en competición durante la primera mitad del siglo XIX: el tradicionalista, con la derrota carlista en 1876, el federal, tras la derrota de la Primera República, y décadas después, en el fin de siglo, la crisis de conciencia nacional que siguió a la guerra hispanonorteamericana y la pérdida de las colonias, que facilitaría la eclosión de unos nacionalismos de carácter centrífugo en Cataluña y el País Vasco.

Tras 1898 la construcción de un nuevo nacionalismo español, de filiación regeneracionista, ya compitió con una pluralidad de formulaciones regionalistas y nacionalistas que lograron la adhesión de partes significativas de la sociedad de su época (Fox, 1997). Su gestación se llevó a cabo con la incorporación de una parte significativa de la herencia tradicionalista y federal, que fueron derrotadas durante el Sexenio democrático, y la consolidación de la Monarquía restaurada, facilitando la conformación de proyectos nacionales alternativos al español, a su vez, plurales, como muestran los casos catalán o gallego.

Hagamos hincapié en unos u otros elementos, resulta evidente que la penetración del Estado en la sociedad española del siglo XIX fue escasa, y cuando lo hizo fue para recabar recursos fiscales y militares, y no para distribuir servicios. A una carencia de representatividad del Estado liberal español se sumó un componente centralista y una incapacidad considerable en la labor nacionalizadora de las masas (Aróstegui, 1998). Ni el Ejército, ni la escuela ni siquiera el universo de los símbolos y mitos constituyeron instrumentos eficientes en la identificación de España como nación en una sociedad, mayoritariamente campesina, que se mantenía apegada a sus tradiciones, costumbres y lenguas. En la España del siglo XIX la progresiva uniformización cultural del país pugnó en todo momento con la pervivencia en comarcas, regiones y provincias de estructuras distintas de costumbres, tradiciones y formas de vida (Fusi, 1994).

Si el Estado no fue un factor de integración y de asimilación patriótica eficiente para la sociedad española, menos aún lo iba a ser la Iglesia, mucho más ocupada en instruir en los principios del catolicismo que en formar patriotas, y cuando lo hizo fue a través de un nacionalcatolicismo que excluía de la nacionalidad a una gran parte de la sociedad española comprometida en el proceso secularizador que caracteriza la contemporaneidad. De otro lado, el papel de Madrid, como capital de la nación, estuvo lejos de cumplir un papel nacionalizador semejante al que cumpliera París en la vecina Francia. En este marco de restricciones, la cultura romántica tuvo un papel decisivo en el redescubrimiento de las culturas regionales, en la afirmación de la diversidad de la península y la afirmación de unos nacionalismos que en pocas décadas acabarían rivalizando con el fácil nacionalismo español. Originariamente culturales, y sin un contenido político definido durante décadas, estos sentimientos nacionales cristalizaron en su formulación política cuando se acentuaron los desequilibrios económicos, cuando a la variedad lingüística, cultural y jurídica existente se sumó el desarrollo desigual que alcanzó su expresión más fuerte en las décadas finales del siglo, cuando ya la ineficiencia del Estado y la corrupción política alcanzaron su mejor expresión (Alvarez Junco, 2001). En Cataluña esa realidad fue palpable desde la década delos ochenta, pero la formación de la cultura moderna ya se venía gestando desde los treinta y cuarenta del siglo XIX a partir de un patriotismo doble, español y catalán (Fradera, 2003). En el País Vasco, tras el fracaso del carlismo y el cambio social que siguió el acelerado proceso de industrialización, se fue conformando una reacción antimoderna que cristalizó en la formación del Partido Nacionalista Vasco en 1895. En abierto contraste con Cataluña y el País Vasco, Galicia, por su parte, desarrolló una lectura particularista del atraso económico, afirmando su lengua, cultura y tradiciones y gestando un regionalismo a final de siglo que acabó configurándose como nacionalismo tras las Irmandades do Fala (1916). Valencia, Aragón y Andalucía, con distintos ritmos y objetivos, también mostraron su particular manera de interpretar España, su historia y los modos específicos en que buscaban su inserción en ella.

5,3.1. El nacionalismo catalán

La construcción de un proyecto nacional catalán a lo largo del siglo XIX se llevó a cabo a partir de un largo proceso que arranca de las primeras décadas del siglo XIX, cuando el triunfo de la revolución liberal se desarrolló tomando modelos externos, sobre todo del doctrinarismo francés. El triunfo de las tesis centralistas, en las que no tomaron una parte muy activa las élites industriales catalanas, muestra una débil adscripción de un grupo social que durante décadas pugnó por lograr una política proteccionista, en beneficio de sus estrategias industrialistas, y que se encontró reiteradamente marginado de las políticas oficiales dictadas desde Madrid. Como nos han recordado algunos historiadores, eso no significaba una exclusión del proyecto liberal por parte de las élites catalanas, sino una mirada distinta sobre ese mismo proceso, ya que Barcelona intervino reiteradamente para establecer otras líneas directrices a ese proceso a través de continuas intentonas revolucionarias de carácter progresista (Fontana, 1990).

Durante décadas el doble patriotismo constituyó en elemento de identidad en Cataluña, pero la contradicción de fondo no era la que oponía la cultura de la Renaixensa a la cultura española, aquella que venía canalizada por el Estado y que en sus líneas maestras mostraba una clara displicencia por las características específicas de cada provincia o región. La mayor confrontación se desarrolló entre esa cultura patricia y renacentista de la Renaixensa y otras culturas igualmente catalanas de tradición popular revitalizadas por la industrialización. La primera era apta para expresar una visión del mundo que eludía con precisión el conflicto social y moral como fuente de inspiración, en paralelo o en superposición a otras de rango inferior que reflejaban la pervivencia de las culturas tradicionales heredadas de la época moderna o las necesidades del consumo burgués convencional. Entre cultura burguesa “elitista” y cultura popular se desarrolló una confrontación que representaba, a su vez, los propios conflictos de la sociedad a lo largo del siglo XIX, entre los mundos rural e industrial y no menos en las maneras de confrontar dos cosmovisiones tan distintas. En ese marco se definió una cultura patricia muy distanciada de valores que sirviesen como vehículo de contraste con la realidad social. Para su consolidación habría de resultar muy importante la interrelación entre los fundamentos de una cultura de la deferencia social, paternalista y profundamente masculina, de mitificación del pasado, y de lo que se consideraban sus restos preservados y un catolicismo que se cerró de nuevo sobre sí mismo y negó con virulencia los modos de pensar, los conceptos y categorías de la modernidad (Fradera, 2003). En contraposición la cultura popular, incubada de radicalismo y un fuerte componente laicista, iba a configurar un proyecto sociopolítico de corte federal que no por ello se mostró como menos catalán pero, eso sí, con modelos identitarios diferentes y, a medio plazo, con una propuesta para el conjunto de España muy distinta de la anterior.

Ese proceso de consolidación y confrontación doble -interno (ante las dos culturas catalanas) y externo (frente al Estado liberal español)—, se realizó sobre unas bases anteriores, sobre unas identidades heredadas que constituyeron puntos de partida y de referencia. De un lado, en Cataluña, pese a la acción uniformizadora del régimen centralista de los Borbones, persistía una cierta identidad comunitaria que se manifestaba en múltiples aspectos culturales, lingüísticos y en la pervivencia de una memoria histórica de las antiguas instituciones de autogobierno. De otro lado, desde finales del siglo XVIII Cataluña era el territorio donde mayores transformaciones socioeconómicas se habían conocido. Una vez que este proceso fue lento, no brusco como en Vizcaya, la articulación económica, social y política de Cataluña tuvo un carácter uniforme que la diferenciaba claramente del resto de España. Ese desajuste y la manera en que las élites catalanas interpretaron su papel en la España isabelina y el Sexenio democrático iba a representar la experiencia nutriente sobre la que nacería un fuerte sentido particularista que se vertebró como un nacionalismo catalán ya maduro en las décadas ochenta y noventa. Sin embargo, la experiencia de la era isabelina y la del Sexenio merecen algunas consideraciones.

Resultan evidentes los desajustes entre los intereses y proyectos de la burguesía catalana y las prácticas políticas y la conformación ideológica del moderantismo isabelino. A diferencia del País Vasco donde las élites autóctonas conservadoras y fueristas buscaron su acomodo en el Estado liberal insistiendo en mantener formas de poder propio en las diputaciones forales (Agirreazcuénaga, 2000), en Cataluña sus representantes denostaron por igual el componente centralizador y militarista como el problema de la crisis social interior estimulada por el proceso industrializador. De este modo, como ha señalado Borja de Riquer (2000, 2001), en Cataluña, con toda probabilidad más que en cualquiera otra parte de España, se produjo entre 1843 y 1868 una triple frustración: la quiebra del civilismo, ante la prepotencia autoritaria de los capitanes generales y el proceso de militarización del orden público, la falta de consenso político, provocada por la oligarquización del sistemas y la exclusión política de buena parte de los propios liberales, y el ahogamiento del poder municipal y provincial causado por la jerarquización impuesta por la centralización uniformista.

Al margen de los poderes del Estado y con una sociedad fragmentada y con crecientes tensiones sociales, las élites políticas y culturales catalanas de signo conservador, con una clara frustración política, optaron por el retraimiento, por la recuperación nostálgica del pasado, por una visión histórica de exaltación y defensa de las libertades recuperadas tras siglos de despotismo de los Austrias y los Borbones. La aceptación de un único Estado liberal no implicaba, a su vez, que la identidad cultural debía ser también única. Así los liberales catalanes, si bien estaban identificados con lo español en términos políticos integradores, concebían la España liberal como la suma de particularidades, lo que no obligaba a la negación de su propia historia. De ahí que siempre rechazasen por igual la acusación de separatistas y la exigencia de que renunciaran a la catalanidad.

En las décadas de los cincuenta y sesenta algunos intelectuales y profesionales ubicados en el sector más moderado del liberalismo catalán comenzaron a configurar lo que hoy genéricamente se conoce como Renaixensa. Su objetivo fue conformar una cultura liberal, pero moderada y católica, opuesta al radicalismo democrático y arraigada en Cataluña, que fuera, al mismo tiempo, burguesa y genuinamente catalana y que se acomodara a la realidad de un país cargado de tensiones y conflictos. Estos intelectuales se sintieron presionados desde un frente triple, el del carlismo, el del centralismo gubernamental y el del radicalismo popular. No partía de una idea de identidad opuesta y enfrentada a la española, sino que afirmaba explícitamente que si “España es la nación”, “Cataluña es la patria”. Así, la nueva España estaba compuesta por diferentes patrias, por sus tradiciones, sus historias, sus lenguas y sus culturas, fundidas en el crisol del liberalismo (Riquer, 2001). Una posición ésta no muy distinta de aquella que estaba conformando el primer krausismo español, donde España, como Estado nación, se había forjado a través de la aportación histórica de sus pueblos, lenguas y costumbres (Suárez Cortina, 2002).

Como vemos, la España descentralizada cristalizaba al unísono desde diversas aportaciones sociales, territoriales y culturales. En Cataluña estos proyectos identitarios adoptaron básicamente dos formulaciones. Por un lado, el basado en la catalanidad mitificada por el discurso romántico y ruralizante de la Renaixensa. Con base en una cultura patricia que era el resultado de una cosmovisión conservadora, romántica y provincialista, ya en los años sesenta empezó a poner su énfasis en los contenidos catalanes (lengua, historia, costumbres, etc.). De otro lado, aquel otro proyecto catalanista construido desde la idea de una España plural y democrática que encontró acogida en la cultura republicana, con apego a los valores progresistas y la lucha por las libertades individuales, por la igualdad y que construyó sus propios espacios de sociabilidad y cultura. Los dos proyectos identitarios se radicalizarán como reacción ante la visión excluyente de la imagen oficial de España, de su historia y de su cultura. Se trataba, en fin, de reacciones provocadas por la propia negativa del nacionalismo español dominante a aceptar una lectura nacional distinta a la suya, una identidad que fue haciendo hincapié en la identificación creciente entre la tradición castellana, sus mitos y valores con la españolidad.

El Sexenio democrático habría de ser la etapa en la cual estos proyectos pudieron madurar y ser sometidos a debate público. Tras la revolución fue posible dar inicio a un debate sobre la posición de Cataluña en la España liberal y democrática, donde se iban a conocer actitudes bien distintas entre los carlistas, los liberales y los republicanos. A las reticencias de los conservadores burgueses por el rechazo del marco democrático, se unió el desdén carlista, y el bloque gubernamental progresista-democrático que, si bien hacía hincapié en la soberanía popular, sin embargo, no se planteaba una reforma descentralizadora del Estado, ante el temor de un avance de los carlistas y de los republicanos. Todo ello impidió la formación de un frente común catalán. Sólo los federales y algunos núcleos de intelectuales catalanes (la Jove Catalunya) parecían estar interesados en una formulación de tipo claramente descentralizador y desde posiciones, a su vez, muy distintas. El fracaso del Sexenio iba a representar también la posibilidad de una reforma descentralizadora del Estado y el avance hacia el reconocimiento de una España plural. El federalismo constituyó así una base significativa para que años más tarde, un sector del mismo, bajo la dirección de Valentín Almirall, decidiera dar el paso a una opción política exclusivamente catalana, desvinculada del federalismo español.

Desde el punto de vista identitario la Restauración representa una nueva etapa. Centralizadora, regresiva y temerosa de todo lo que significa democracia, la idea de nación que defiende Cánovas del Castillo, asentada sobre principios esencialistas y providencialistas, rompe con aquellas otras formulaciones que se generaron en Europa desde los años cincuenta del siglo XIX. Desde 1875 se difundiría oficialmente una identidad nacional centrada en la épica católica, en la tradición y mítica que arranca de la Reconquista, desde Covadonga a la conversión de Recaredo. En su formulación más desarrollada, tal y como la concibió Marcelino Menéndez y Pelayo, España era identificada con la religión, de tal modo que fueron convertidas en antiespañolas aquellas otras tradiciones o concepciones de la nacionalidad que chocaban con la tradición católica, con la confesionalidad del Estado y con la identificación entre patria y religión. La nación española devino así en católica, tradicional y castellana, una versión del nacionalismo que rompía con el viejo patriotismo liberal de carácter cívico y democrático, y aunque Cánovas no llegó a hacer totalmente suyo el concepto de nación tradicional de Menéndez Pelayo, sus planteamientos estuvieron mucho más cercanos a los del pensador santanderino que de los modelos inspirados en la ILE y en la liberaldemocracia. Para Cánovas España era una nación permanente, una realidad indisoluble, era la obra de Dios, y por ello no resultaba posible una idea de España plural, que acogiera la posibilidad de una articulación estatal descentralizada. Era, en definitiva, una negación de aquellas tradiciones que habían sustentado a lo largo de todo el siglo XIX los provincialistas, regionalistas, federales e iberistas. Esta idea metahistórica de nación resulta plenamente congruente con los componentes “oligárquicos” y antidemocráticos de Cánovas. Frente a este planteamiento nacional canovista la política catalana en la década de los ochenta produjo dos modelos alternativos de catalanidad, aquel que desarrollaba Almirall desde sus orígenes republicanos, y aquel otro de componente conservador y corporativo que acabó cristalizando en las Bases de Manresa.

En el interior del republicanismo catalán no fue la posición de Valenti Almirall la única formulación catalanista. Debemos recordar que la defensa de una catalanidad cívica y cultural fue un ingrediente básico de un federalismo catalán que en 1883 llegó a elaborar un Projecte de Constitució de l'Estat Catald, que reivindicaba el ejercicio de la soberanía por los catalanes y configuraba unas instituciones políticas con amplias competencias (Gabriel, 1995). Tampoco el catalanismo conservador tuvo una única fuente, pues en él confluyeron posiciones regionalistas de carácter social e ideológico muy diverso. Unos como Mañe i Flaquer {El regionalismo, 1887) defendieron una España regionalizada dentro de la Monarquía. Otros quisieron ir un poco más lejos y desde las páginas de La España Regional pretendían destacar la singularidad cultural catalana dentro de una España plural. Un grupo de ellos acabaría ingresando en la Lliga de Catalunya (1887) y en la Unión Catalanista (1891). Finalmente, otros sectores como los “vigatans” y Torrás i Bagés hicieron hincapié en un discurso católico, ruralizante y antidemocrático, y trataban de vincular estrechamente patria, tradición y religión.

Si durante la década de los ochenta predominó el universo catalanista de Almirall, de base progresista, desde comienzos de los noventa fue el sector más conservador el que se fue imponiendo. Las Bases de Manresa (1892) marcan un período de inflexión que habría de hacer del catalanismo hasta final de siglo una manifestación cultural y política de fuertes componentes tradicionalistas. La década anterior pudo desarrollar un catalanismo de carácter abierto. Almirall creó en 1879 el Diari Catald, y al año siguiente bajo su dirección se celebró el I Congreso Catalanista. Así en los años siguientes se fueron configurando los distintos planos ideológico, organizativo y de movilización de un nacionalismo catalán que en la década siguiente logró su madurez política. Fueron primero la formación del Centre Catalá (1882), la presentación al rey Alfonso XII del Memorial de Greuges (1885), la publicación de Lo catalanisme (1886) y la fundación de la Lliga de Catalunya, ya citada. En 1891, con la formación de la Unió Catalanista se dio un impulso que llevó a la reunión del 25 de marzo de 1892 que dio acta de nacimiento del nacionalismo catalán en las Bases de Manresa. Frente al carácter abierto y progresista del catalanismo de Almirall, las Bases representaron ya un programa teórico de carácter abiertamente conservador, con perfiles antiliberales y con una defensa del sufragio corporativo, muy alejado de los cometidos del sistema parlamentario democrático de la izquierda republicana catalanista. Ajeno a los intereses de la gran burguesía catalana y a los núcleos de la democracia federal, las Bases no fueron ya representativas de todo el catalanismo, sino más bien de los sectores católicos y tradicionalistas.

La publicación por Torrás i Bagés de La tradició catalana en 1892, como una réplica a la obra de Almirall, muestra el desarrollo de un catalanismo establecido sobre las bases de la tradición y la religión católica como principios articulado res. Hasta que a finales de siglo la burguesía catalana se incorpore al proyecto nacionalista, el catalanismo político fue cosa de núcleos sociales de extracción burguesa, propietarios rurales, profesiones liberales, eclesiásticos, menestrales, ajenos a los ideales democráticos y, sobre todo, defensores de los principios de religión, orden y propiedad. Con las Bases de Manresa puede darse por finalizado el período popular y progresista del catalanismo. El cambio de una fase a otra se articuló sobre el doble eje de la sustitución de Almirall por las nuevas generaciones de intelectuales (Prat de la Riba) y por la incorporación definitiva del tradicionalismo a la causa del catalanismo político.

Hasta la pérdida del mercado colonial tras la guerra hispanonorteamericana no se concretó la apertura y compromiso definitivos de la burguesía catalana hacia el catalanismo político. Desde el mismo 1898 la burguesía reclamó una amplia gama de reformas, se incorporó poco después al gobierno Polavieja y, finalmente, proclamó su orientación regionalista. Con este giro de la burguesía el catalanismo político dispuso entonces de dos líneas complementarias: una moderada, posibilista, liderada por Prat de la Riba, con base en La Veu de Catalunya, y otra de carácter más radical, que tuvo por referencia las Bases de Manresa y se articuló en torno a la Renaixensa. Los dos convergieron a principios de siglo en la formación de la Higa Regionalista, primer gran partido del nacionalismo catalán.

No obstante la formulación directamente política del catalanismo no sería comprensible sin la dimensión cultural que lo caracterizó. El nacionalismo catalán fue tanto una reacción cultural como política. Sin el conjunto de instancias que desarrollaron un movimiento cívico-cultural de ámbito local o comarcal -orfeones, centros excursionistas, asociaciones nacionalistas de diverso sentido, grupos sardanistas, etc.-, la dimensión política del catalanismo pierde gran parte de su sentido más genuino. Aunque algunas iniciativas tuvieron una duración limitada, otras, sin embargo, constituyeron la base permanente del movimiento nacionalista. Es éste el caso de la Asociado de Protectors de l’Ensenyança Catalana (1889), del Centre Excursionista de Catalunya (1890), del Ateneu Enciclopédic Popular (1909) o del Centre Autonomista de Dependents del Cornerç i de la Industria (CADCI) (1903), o de asociaciones nacionalistas independientes como la Joventut Nacionalista La Falç (1918) o, más tarde, Palestra (1930). El CADCI, entidad obrera, formó una asociación de masas afectas al catalanismo promoviendo durante décadas una opción de carácter autonomista. Inspiradas generalmente en un sentido unitario del movimiento catalanista, las entidades cívico-culturales fueron un factor fundamental en la difusión de los valores nacionalistas entre las masas y constituyeron la mejor defensa del ideal catalanista.

A)La Lliga Regionalista y la monarquía de Alfonso XIII

La maduración del catalanismo político encontró su expresión en la formación de la Lliga Regionalista de Catalunya en 1901. Con La Veu de Catalunya como portavoz fue la Lliga un partido político de carácter interclasista que paulatinamente fue recibiendo el apoyo de la burguesía catalana. Como tal fuerza política se consolidó tras las elecciones de 1901 cuando salió vencedora en Barcelona la candidatura formada por Bartomeu Robert, Albert Rusiñol, Doménech i Montaner y Sebastiá Torres. A pesar de que en el resto de Cataluña los partidos monárquicos resultaron vencedores, el triunfo en la capital, donde la autenticidad del sufragio era muy superior a los distritos rurales, representó un giro decisivo en la política catalana. Desde entonces el nacionalismo catalán mantuvo una enconada confrontación tanto con los partidos dinásticos, derrotados en poco tiempo, como con el radicalismo obrero, que bajo la dirección de Alejandro Lerroux, el “Rey del Paralelo”, mantuvo el control del obrerismo barcelonés hasta los años de la Semana Trágica.

El proyecto de la Lliga de consolidar una propuesta específicamente catalana al margen de las directrices básicas de la política de turno hubo de experimentar no pocas dificultades. De un lado, el propio componente social conservador de sus propuestas y el carácter moderado de su nacionalismo -de hecho nunca se denominó partido nacionalista para eludir los riesgos que ello conllevaba entre sus electores— habrían de producir pronto escisiones, como la producida en 1904 con ocasión de la visita del rey Alfonso XIII a Barcelona.

La separación del sector izquierdista de la Lliga fue la respuesta de un grupo de nacionalistas liberales y republicanos a la derechización que Cambó y su entorno imprimió a la Lliga desde 1901, cuando estableció una alianza con el Centro de Defensa Social y más tarde con el acercamiento a Maura. Bajo la dirección de Jaume Carner, J. Lluhí i Riserch, Doménech i Montaner e Ildefons Sunyol la izquierda nacionalista fundó un diario, El Poblé Catalá, y formó el Centre Nacionalista República, un partido que trababa de sintonizar el catalanismo con las ideas de República y reforma social.

Con el nacimiento del nuevo partido el catalanismo político tuvo desde entonces dos corrientes bien diferenciadas, una derecha, de base burguesa, de carácter reformista moderado, accidentalista en las formas de gobierno, pero pactista con el régimen. Su líder Cambó mantuvo buenas relaciones con Maura y su entorno y trató de compatibilizar los intereses de una burguesía reformista que, a su vez, necesitaba de la fuerza coactiva del Estado para contener las demandas sociales de la clase obrera. El ideólogo de la Lliga habría de ser Enric Prat de la Riba, autor de La Nacionalitat Catalana (1906), presidente de la Diputación de Barcelona, primero, y de la Mancomunitat, instancia administrativa que representó el mejor instrumento para el fortalecimiento del catalanismo, más tarde. Desde entonces ambos sectores, derecha e izquierda respectivamente del catalanismo, pugnaron por encontrar un hueco en el panorama político catalán y español y por definir en beneficio propio la hegemonía en el interior del catalanismo. Esta, sin duda, la tuvo la Lliga, ya que la izquierda catalanista, al igual que el republicanismo español, tuvo que llevar a cabo notables mutaciones para desarrollar su carácter catalanista, obrerista y republicano.

La relación entre ambos sectores hubo de ajustarse a la propia evolución del sistema político. Unas veces convergiendo en beneficio de la causa catalana, como entre 1906 y 1909 a través de Solidaridad Catalana, otras, definiéndose en favor de propuestas antagónicas, como habría de hacer la Unión Nacional Federalista Republicana (UNFR) (partido que acogía las corrientes nacionalistas, federales y republicanas de la izquierda) en su integración en la Conjunción Republicano-socialista o, más tarde, en tiempos de la Primera Guerra Mundial al buscar horizontes alejados de las propuestas de la Lliga, ya para entonces hegemónica en la política catalana.

Solidaridad Catalana nació en 1906 como respuesta a la Ley de Jurisdicciones aprobaba por el Parlamento en Madrid. Su origen se remonta a los sucesos de noviembre de 1905 por los que un conjunto de oficiales asaltó las redacciones de los periódicos catalanistas Cu-Cut y La Veu de Catalunya. Solidaridad fue la respuesta que a la ley tuvieron la Lliga, los republicanos salmeronianos, los carlistas, el republicanismo catalanista de izquierdas y un sector del federalismo que seguía a Valles y Ribot. Defensora de los derechos civiles y de la libertad de expresión, representó durante dos años un movimiento especialmente activo que permitió la actuación conjunta de fuerzas por lo demás extremadamente heterogéneas. En el republicanismo propició la escisión de Lerroux y el nacimiento del Partido Radical, y entre los componentes de la Solidaridad mantuvo unidas fuerzas que, como los republicanos salmeronianos y los carlistas, habían sido hasta entonces enemigos enconados. Por lo pronto, hasta las elecciones de 1909 el catalanismo se convirtió en un movimiento de masas, obteniendo en las elecciones generales de abril de 1907 un total de 41 de los 44 escaños correspondientes a los distritos catalanes. De ellos 21 correspondieron a los republicanos.

Por sus contradicciones internas la Solidaridad no pudo resistir más allá de 1909, pero para entonces ya había dado un impulso al catalanismo político que se vería confirmado desde la Mancomunitat. Su origen se sitúa en la propuesta realizada por la Diputación Provincial de Barcelona en mayo de 1911. Aprobada en el Congreso en octubre de 1912 se estancó tras la muerte de Canalejas, siendo finalmente aprobada por decreto a finales de 1913. Constituida en abril de 1914 bajo la presidencia de Prat de la Riba, hasta su muerte en 1917, y tras él por Puig i Cadafalch, la Mancomunidad representó el mejor instrumento para la política de la Lliga. En primer lugar, porque a pesar de tener un carácter exclusivamente administrativo, representó un primer paso para el reconocimiento efectivo de la personalidad de Cataluña. En segundo lugar, permitió el acercamiento al partido de núcleos de intelectuales, profesionales y grupos ajenos a la política de partido y, sobre todo, porque su actividad, a pesar de las limitaciones presupuestas se dejó sentir en orden público, obras públicas y en cultura. La ampliación y mejora de la administración pública, el fomento del catalán como idioma de carácter público, la mejora efectiva de la escuela y la preservación del patrimonio histórico-artístico constituyen el activo de una institución que se sitúa en los antecedentes de la Generalidad.

Cuando el impacto de la Primera Guerra Mundial alteró las circunstancias sociopolíticas del país, la Lliga, convertida en fuerza hegemónica en el catalanismo, intentó forzar una reforma del Estado y la concesión de un régimen autonómico para Cataluña. A ese fin respondió su participación junto con las izquierdas en la Asamblea de Parlamentario en el verano de 1917. La ausencia de Maura, que se negó a intervenir en un proyecto de alto riesgo, dejó sin contrapeso de derechas a una Asamblea, bajo dominio de las izquierdas. Con ello, Cambó y la Lliga -sobre todo tras la huelga de agostó- apostaron por una crítica simbólica y la petición de reformas, lo que no impidió su incorporación meses más tarde al gobierno nacional presidido por Antonio Maura.

La presencia de la Lliga en el gobierno madrileño a través de Cambó y Ventosa coincidió con un renovado ambiente en favor de la autonomía, al calor del impulso proporcionado por la victoria aliada, y la defensa de la autodeterminación contemplada en el programa del presidente norteamericano Wilson. El consejo de la Mancomunitat y una asamblea de parlamentarios redactó unas bases para el Estatuto que Puig i Cadafalch presentó al jefe de Gobierno, el liberal García Prieto. La negativa de los partidos monárquicos impidió, sin embargo, los objetivos autonómicos del catalanismo. “Su señoría —dijo Alcalá-Zamora a Cambó- pretende ser a la vez Bolívar en Cataluña y Bismarck en España. Son pretensiones contradictorias y es preciso que su señoría escoja entre una y otra.” La respuesta no se hizo esperar, sobre todo tras la retirada de la minoría catalana de las Cortes. Cambó planteó entonces la prioridad de la autonomía sobre consideraciones del régimen, manifestando que lo prioritario no era ni la Monarquía ni la República, sino Cataluña. “Nosotros -afirmó en Barcelona el 16 de diciembre de 1 9 18 - no hipotecamos la autonomía a la República, pero no detendremos nuestro paso hacia la autonomía porque pueda caer la Monarquía.”

El problema de un partido conservador, reformista y de derechas, enfrentado con el régimen, debía ser superado y así lo hizo Romanones al crear una Comisión extraparlamentaria para elaborar un proyecto de Estatuto. La ausencia de la Lliga, de la izquierda nacionalista y de los datistas restó fuerza a una Comisión cuyos objetivos estaban cuestionados por los propios beneficiarios. Por otra parte, en el interior del catalanismo se estaban produciendo mutaciones muy notables en los últimos años. El impacto de la guerra, con sus secuelas sociales, el desarrollo de la revolución bolchevique y la dinámica obrerista en Cataluña facilitaron una renovación y “especialización” de la oferta catalanista. En abril de 1917 se había constituido el Partit Republic^ catalá, fusionando al Bloc Republicá Autonomista ( Marcelino Domingo, Francesc Layret, Gabriel Alomar y Lluis Companys), la Joventud Republicana de Lleida (Pereyra y Torres) y sectores diversos de republicanos federales, reformistas, así como de la estinta UNFR. Bajo el peso de las nuevas circunstancias internacionales, el nuevo partido elaboró un programa de fuerte contenido social y mayor afán nacionalista.

Las tensiones sociales y la misma ambigüedad de la Lliga acentuaron el desarrollo de nuevas propuestas catalanistas, más vinculadas a proyectos sociales alternativos, en sintonía con el sindicalismo organizado y en clara confrontación con el catalanismo conservador de la Lliga, que poco más tarde conoció una escisión de la que nacería Acció Catalana en 1922. Para entonces el nacionalismo catalán no sólo se había desarrollado como una fuerza que expulsó a los partidos monárquicos del panorama político catalán, sino que en su interior vio cómo las propuestas nacionalistas desbordaban el horizonte de la autonomía dentro del régimen monárquico. En 1919 Francesc Maciá había formado la Federado Democrática Nacionalista, de carácter independentista, antecedente directo de Estat Catalá, fórmula a través de la cual intentaba agrupar a todos los sectores nacionalistas opuestos a la Lliga.

En los aledaños de la Dictadura de Primo de Rivera el nacionalismo catalán aparecía, por lo tanto, como una realidad plural, con disparidad de frentes ideológicos y bases sociales. De un lado, la izquierda catalanista trataba de conjugar las aspiraciones autonomistas con las demandas sociales de una izquierda revolucionaria, cercana a los postulados de la Internacional, en algunos casos; se acercaba, en ocasiones, a las demandas de un socialismo reformista, tras la formación de la Unió Socialista de Catalunya, bajo la dirección de Gabriel Alomar. El nacionalismo de Maciá trataba de compatibilizar la independencia de Cataluña con un programa socialista, que contrastaba abiertamente con el carácter autonomista, burgués y conservador de la Lliga.

5.3.2.El nacionalismo vasco

El proceso de construcción y desarrollo, tanto ideológico como político, del nacionalismo vasco discurrió por unos derroteros muy distintos del nacionalismo catalán. En el País Vasco a lo largo del siglo XIX podemos encontrar tres fuentes o corrientes que explican la aparición del movimiento nacionalista. El fuerismo literario y político, las guerras carlistas y las aboliciones forales subsiguientes y, sobre todo, la revolución industrial de Vizcaya y sus consecuencias sociales.

La cuestión foral constituyó, sin duda, uno de los grandes temas que afectaron a la posición del País Vasco en el Estado liberal. Al ser el único territorio de la Monarquía española donde subsistieron las instituciones forales desde la derogación de los Fueros de la Corona de Aragón por Felipe V a comienzos del siglo XVIII, la cuestión vascongada fue un factor de singularidad —y de inestabilidad- a lo largo de todo el siglo XIX. La cuestión foral no sólo fue debatida en los escenarios político, jurídico e incluso el militar, si por ello entendemos uno de los marcos de referencia en que se desenvolvieron las guerras carlistas, sino también en el literario. Durante el reinado de Isabel II y la primera fase de la Restauración, los escritores fueristas, a menudo cronistas e historiadores, elaboraron una prolija literatura romántica que supuso una vuelta a la Antigüedad y al Medievo y vino a desvirtuar la historia vasca, suplantada por una tradición inventada. Esta literatura fuerista, caracterizada por un romanticismo tardío, no tuvo un gran valor literario, pero fue un factor decisivo en el resurgir cultural vasquista, sobre todo a partir de 1876, hasta convertirse en un antecedente ideológico del nacionalismo de Arana.

Dentro de esta literatura fuerista podemos distinguir dos corrientes. Una de carácter costumbrista y ruralista, que ofrece una imagen idílica y bucólica de la Vasconia tradicional y campesina anterior a la industrialización, siendo su máximo representante Antonio Trueba, cronista de Vizcaya y autor de cuentos y cantares vascos muy idealizados. La otra corriente es de carácter histórico-legendario y en ella los escritores fueristas llevaron a cabo una reconstrucción histórica a partir de mitos, leyendas y novelas históricas. Autores como Juan Venancio Araquistáin, Vicente Arana (primo de Sabino), los euskaros navarros y, sobre todo, Francisco Navarro Villoslada, con su novela Amaya o los vascos en el siglo VIII {1879), aportaron un amplio bagaje de información histórica y legendaria que nutrió los primeros pasos del nacionalismo vasco. Herederos de ambas corrientes lo fueron una lista amplia de escritores de segunda fila entre los que podemos señalar a J. E. Demás, R De Sagarmínaga y J. Jamar entre los vizcaínos, R. Ortiz de Zárate y R. Becerro de Bengoa entre los alaveses, y a los navarros A. Campion, A. Cayuela y J. Iturralde. El joven Unamuno no estuvo lejos en su primera época de estas posiciones. El vascoiberismo, el vascocantabrismo y el monoteísmo primitivo estuvieron entre los temas favoritos de esta cultura fuerista que habría de conformar el basamento del primer nacionalismo vasco (Granja, 2000; Heiberg, 1990).

¿Qué representaron los fueros en la sociedad tradicional? Según los fueristas y sus herederos, los nacionalistas, suponían la plasmación jurídica de un pacto entre dos entes soberanos: las provincias vascas y la Corona de Castilla. Los fueros habrían equivalido, así a un régimen de casiindependencia, a un grado considerable de independencia nacional. Con el influjo de la cultura alemana romántica de la Escuela Histórica esta interpretación de los privilegios forales como constituciones privativas y expresión jurídica del Volkgeist se convirtió en un instrumento político a favor de una lectura singular de la tradición foral. La realidad histórica muestra, sin embargo, que la condición necesaria para la existencia de un régimen foral es, precisamente, la inexistencia de una soberanía nacional. Los fueros vascos y navarros, como todos los demás fueros españoles que se habían ido extinguiendo a lo largo del Antiguo Régimen, emanaban del poder real. Con todo resulta evidente que éstos presentaban aspectos ventajosos para toda la sociedad vasca y durante mucho tiempo la nobleza rural fue el sector más beneficiado por ellos. El régimen foral le permitía controlar las Juntas provinciales (en Navarra, las Cortes) y distribuir desde ellas las cargas fiscales que llevaban aparejado el donativo que habría de hacerse a la Corona.

Los sectores sociales que nutrieron las filas del primer liberalismo -comerciantes vascongados y terratenientes navarros- cambiaron de actitud ante la cuestión foral después de 1841. Con el traslado de las aduanas a la costa se aseguraba su participación en el mercado nacional en términos equiparables a los del resto del sector mercantil español, un mercando en cuya participación hasta entonces debían pagar derechos de extranjería. Satisfechos con esta medida, transigieron con la permanencia de los fueros, a pesar de que ello representaba la consolidación de la hegemonía provincial de sus antiguos adversarios: los notables rurales o Jauntxos. Para las clases subalternas (campesinos, pescadores, menestrales) los fueros significaban sobre todo, al menos, exención de quintas y -hasta 1841- un mercado de bienes de consumo relativamente barato. De otro lado, el principio de hidalguía universal de vizcaínos y guipuzcoanos, recogido en los fueros, pudo alimentar una ideología igualitarista teñida de milenarismo. Todavía perceptible en las revueltas ludistas de los ferrones vizcaínos a comienzos de la década de 1840-1850 e incluso en el carlismo popular. Es necesario considerar esta diversidad de actitudes ante los fueros para entender las reacciones que suscitó su abolición con la ley canovista de 21 de julio de 1876 (Juaristi, 1987).

Tras la derrota carlista y la ley abolicionista una parte del fuerismo liberal se radicalizó por considerar roto el pacto foral por el régimen canovista y se organizó en dos grupos políticos conocidos como euskaros navarros y euskalerríacos vizcaínos, cuyo origen estuvo en la campaña en defensa de los fueros durante los años 1876-1878. Los euskaros propugnaron la unión vasconavarra para recuperar los fueros, esto es, la formación de bloque fuerista superador de la confrontación entre liberales y carlistas, adoptando el lema “Dios y fueros”. Su estrategia se vio frustrada cuando los carlistas se presentaron a las elecciones en la década de los ochenta. Junto a su aportación cultural, el interés histórico de los euskaros estriba en que algunos de sus miembros más destacados, como Estanislao Aranzadi y el propio Campion, acabaron integrándose en el nacionalismo vasco, a pesar de discrepar de los dogmas de Sabino Arana, respecto de la raza y de la interpretación histórica de los fueros en un sentido independentista.

Por su parte, la Sociedad Euskalerría de Bilbao, nacida en 1880, fue dirigida por el abogado e historiador Fidel de Sagarmínaga, el último diputado general de Vizcaya, y cabeza de la resistencia a la aplicación de la ley de 1876 y a los Conciertos económicos. Sagarmínaga y Campion, máximos representantes del fuerismo intransigente, tuvieron en común su evolución ideológica desde el liberalismo moderado hacia el integrismo y su claro rechazo del carlismo. La Sociedad Euskalerría coincidió con la Sociedad Euskara en el lema “Dios y fueros” y en la defensa de la política de La Unión Vasco-Navarra (título de su periódico) con el objetivo fundamental de derogar la ley de 1876 y restaurar los fueros. Su importancia política estriba en que un sector de la misma, bajo la dirección del naviero Ramón de la Sota, ingresó en el Partido Nacionalista Vasco en 1898 y dentro de él configuró una corriente moderada y autonomista, los euskalerríacos, con su órgano de expresión Euskalduna.

Fue, sin embargo, del interior del carlismo donde obtuvo el nacionalismo vasco sus mayores apoyos. De él provinieron las principales familias y líderes del nacionalismo vasco en sus primeros momentos. Sabino Arana, el líder y mito del nacionalismo vasco, era de familia carlista y en él militó en su juventud. Sus discípulos más relevantes tuvieron, a su vez, una procedencia integrista, como Angel Zabala (Kondaño), su sucesor en la dirección del PNV, y Engracio Aranzadi (Kizkitza), su heredero ideológico hasta la guerra civil. Sin duda, el clero, mayoritariamente carlista, habría de ser un instrumento decisivo en esta orientación hacia el nacionalismo vasco de una parte de sus reservas políticas. Carlistas e integristas fueron los primeros propagandistas del nacionalismo vasco, como el capuchino Navarro Evangelista de Ibero, autor del folleto Ami Vasco (1906), catecismo de la doctrina nacionalista.

Esta emergencia del nacionalismo vasco no sería comprensible sin las profundas transformaciones experimentadas por la sociedad vasca como resultado de la rápida industrialización conocida por el país desde la década de los setenta. En la nueva sociedad capitalista la clase dominante ya no sería la formada por los jauntxos, sino la burguesía industrial, enriquecida con la explotación intensiva de las minas de hierro y con la creación de altos hornos, astilleros, navieras y bancos. Sus principales miembros se incorporaron al nuevo sistema canovista, a través del cual controlaron la política proteccionista, tras la aprobación del Concierto económico en 1878. Su representante político fue el empresario Víctor Chávarri y el ideólogo el ingeniero Pablo de Alzola, teórico del proteccionismo económico y presidente de la Liga Vizcaína de Productores.

El producto social de la industrialización fue el nacimiento y desarrollo de una clase obrera, proletarizada, que marcó una importante escisión en la sociedad vasca, con una ideología y una organización política, de carácter socialista, abiertamente enfrentada al universo simbólico, a la cultura y modos de vida de la sociedad tradicional vasca (Fusi, 1975; Castells, 1993). Burguesía industrial y obreros socialistas constituyeron dos de los principales adversarios de las doctrinas y objetivos políticos del nacionalismo vasco, y fue frente a ambos que Sabino Arana elaboró una doctrina de fuertes componentes antiburgueses y antiproletarios, desde un catolicismo integrista y con la idea de raza como base de su elaboración doctrinal.

A)Sabino Arana y el Partido Nacionalista Vasco.

Con estas bases de partida, en medio de una reelaboración de la historia vasca, Sabino Arana dio forma al primer nacionalismo vasco. En julio de 1894 fundó y presidió Euskaldun Batzokiza, una sociedad católica, muy cerrada, que contó con un centenar de jóvenes y que constituyó el Partido Nacionalista Vasco formado en la clandestinidad el 31 de julio de 1895, festividad de San Ignacio de Loyola

Con una ideología de base tradicionalista Arana exaltó el pasado vasco, mitificó e inventó escenas y hechos históricos haciendo de la raza, la lengua y las costumbres tradicionales el punto de partida de una doctrina nacionalista de carácter xenófobo y racista, poco dúctil ante los nuevos fenómenos económicos, sociales e ideológicos de la modernidad. En el terreno religioso, su acendrado integrismo hizo incompatible catolicismo y libertad de conciencia; en el político, su defensa de la independencia no impidió transacciones con aquellos sectores defensores de la autonomía -el grupo Euskal Herría, que seguía a Sota- que abrían el partido a la burguesía vasca; en el social, su exaltación del mundo rural, sus valores y tradiciones le opusieron con violencia al universo del movimiento obrero y sus derivados ideológicos -el socialismo- y sociales, el trabajador inmigrante, denostado como Maketo, en la simbología nacionalista.

El dominio de estos valores nacionalistas, de riguroso componente etnicista; la identificación de nacionalismo con catolicismo y tradicionalismo -“Dios y Ley vieja”- hacía imposible una transacción del nuevo movimiento político con otras corrientes de pensamiento -republicanismo, liberalismo monárquico, etc.- que podían facilitar una versión más moderna del nacionalismo vasco. A diferencia de Cataluña, donde la tradición republicana y federal generó el desarrollo de un catalanismo de izquierdas, reformista y secularizador, el aranismo, con sus proclamas racistas, xenófobas y tradicionalistas, dificultó una lectura nacionalista por parte de las izquierdas vascas. Ni los intentos de los federales de proyectar una lectura propia de la tradición foral (Francisco Gascue), ni la idea de una versión liberal del fuero de Vizcaya (Balparda), cristalizaron en un nacionalismo alternativo al propuesto por Arana y el PNV.

Con todo, estos planteamientos de integrismo radical, independentismo y antimaketismo inherentes a la doctrina de Arana se vieron complementados desde 1898 con el ingreso de un sector reformista, los euskalerriacos, que postularon una vía autonómica, alejados de cualquier pretensión independentista y que vieron el proyecto nacionalista en línea con alguna forma de regionalismo, estatutismo o federalismo que garantizara unas relaciones estables y sostenidas con España. El mismo Arana en los últimos años de su vida suavizó sus pretensiones independentistas, que se vieron matizadas tras el ingreso de Ramón de la Sota y el grupo de euskalerriacos en el PNV. Con su apoyo Arana salió elegido diputado provincial por Bilbao en septiembre de 1898. En 1901 empezó a sentir el influjo del catalanismo de la Lliga y al año siguiente formuló su “evolución españolista”, que suponía el abandono de los planteamientos independentistas y la asunción del autonomismo.

La coexistencia desde entonces entre los dos sectores, la aberriana, que seguía los postulados independentistas, y la autonomista, dotó al nacionalismo vasco de una capacidad de adaptación superior a la de los primeros momentos y facilitó la conversión del nacionalismo vasco en un movimiento de masas. Al mismo tiempo, la tensión entre ambas formulaciones llevó al partido a crisis internas que en algún momento acabó produciendo su escisión. En cualquier caso, la emergencia del nacionalismo representó una mutación notable de la vida política en el País Vasco. Como ha mostrado Juan Pablo Fusi, desde principios de siglo aportó a la política local vasca, al menos, tres novedades: por un lado, facilitó la definición de una conciencia vasca, lo que suponía la afirmación del derecho al reconocimiento jurídico y constitucional de la personalidad política del País Vasco, entendido éste como unidad política; por otro, ayudó a la movilización de amplios sectores de la opinión pública por cauces electorales y parlamentarios, contribuyendo al fortalecimiento de la educación cívica, a la erradicación del caciquismo y la democratización de la política local, y finalmente, a una labor de saneamiento de la Administración local, ya que los representantes nacionalistas fueron los auténticos representantes de la voluntad popular (Fusi, 1979).

La evolución histórica del nacionalismo vasco desde 1900 hasta 1931 habría de desarrollarse en medio de fuertes tensiones con el resto de las fuerzas políticas, y en su propia definición se fueron decantando las dos corrientes —independentista y autonomista— en su interior. Tras la muerte de Arana en 1903 el dominio del sector aberriano -independentista- fue notable hasta los años de la Primera Guerra Mundial, pero en los años siguientes, dadas las transformaciones sociales y económicas del País Vasco por efecto de la guerra, el sector autonomista creció de un modo evidente. Vino éste presentado por la Comunión Nacionalista Vasca (nombre oficial del PNV desde 1916), de Sota, Kizkitza y Elizalde, quienes junto a la doctrina aranista incorporaron el pragmatismo autonomista. En estos años el nacionalismo vasco conoció su mayor expansión electoral y se dotó de un discurso más flexible, bajo el influjo de los sectores más heterodoxos, con los trabajos de Jesús de Sarria y Eduardo de Landeta, y la revista Hermes. Landeta, antiguo euskalerríaco y consejero de Sota, rechazaba la política radical y se inclinaba a una acción política en favor de la autonomía para la obtención de ventajas concretas en educación, hacienda, obras públicas, justicia, etc.

Se corresponden estos planeamientos cuando el nacionalismo vasco ha obtenido sus mejores resultados electorales, expresados en la formación de una minoría nacionalista en las Cortes de 1918 y por la presentación en ellas por las Diputaciones vascas de una demanda de Estatuto. El retroceso electoral al año siguiente acentuó las tensiones internas que culminó con la expulsión de los aberrianos en 1921, provocando la existencia en los años veinte de dos partidos aranistas: los aberrianos, de carácter independentista, que siguieron los planteamientos del primer Arana y los de la Comunión, asentados sobre el último Arana y la defensa de los postulados autonomistas. La reunificación de ambos sectores en los aledaños de la II República se llevó a efecto en medio de una reestructuración notable del movimiento nacionalista que trajo consigo el nacimiento de un nuevo partido: Acción Nacionalista Vasca.

5.3.3.El nacionalismo gallego

Aunque con un carácter distinto y más tardío, Galicia también conoció el desarrollo de un movimiento regionalista que acabó configurándose como un nacionalismo en la segunda década del siglo XX. La Galicia del Antiguo Régimen también presentaba un conjunto de caracteres que condicionaron las posibilidades de desarrollo de un movimiento sociopolítico de referente prenacional o nacional diferente del español. Algunos de esos condicionantes fueron decisivos para el entendimiento de la naturaleza y ritmos evolutivos del galleguismo político.

En primer término, a diferencia del País Vasco o Navarra, Galicia no formaba en el Antiguo Régimen una unidad política institucionalizada diferenciada dentro de la Corona de Castilla. De otro lado, mostraba una especificidad en su estructura socioeconómica. La Iglesia era con mucho el mayor titular del dominio eminente sobre las tierras, y su fuerza económica, institucional e ideológica, era enorme. La hidalguía intermedia, beneficiaria del sistema de cesión del dominio útil a largo plazo (foros), y el pequeño campesino constituían los dos grupos básicos de la sociedad. El peso determinante de las actividades primarias dejaba poco espacio al desarrollo de las actividades industriales y comerciales. En este medio la escasa burguesía, débil, mostraba una clara subordinación a la nobleza y a la Iglesia, y aquel sector burgués que tenía unos componentes más modernos provenía del exterior, se ocupaba de impulsar nuevos negocios y se mostraba fragmentada, con lo que difícilmente podía articularse como una auténtica clase social gallega. De ahí que la sociedad gallega no dispusiera de condiciones positivas para generar un movimiento nacionalista alternativo al español como en Cataluña. Por otro lado, aunque Galicia presentaba unos rasgos culturales y lingüísticos distintos de los del resto de España, dada la debilidad de los otros factores apuntados, no pudo constituir un instrumento lo bastante sólido como para encauzar o potenciar un movimiento de base étnica o cultural alternativo. Dado que entre el mundo urbano y el rural se produjo una fuerte escisión, la castellanización general de los grupos superiores y en particular de la jerarquía eclesiástica, la conversión de estos rasgos particulares sirvió para fortalecer en negativo los elementos étnicos gallegos.

En la era isabelina el panorama político gallego se sometió al ciclo moderado y progresista y fue en este medio que entre 1840 y 1846 se produjo una experiencia provincialista, que dentro del progresismo iba a facilitar una sensibilización particularista. Dentro de este progresismo gallego fue donde se dio la primera manifestación provincialista, sobre todo a través de la prensa, y sus promotores participaron activamente en la trama civil del pronunciamiento progresista de Solís (abril de 1846). Su fracaso y represión representaron la descomposición del grupo. Pero fue a partir de ese momento cuando observamos la aparición de un provincialismo que acentúa su participación a través de la prensa periódica e impulsa el rexurdimento lingüístico y literario, así como el nacimiento de la historiografía galleguísta. Hasta el año 1868 este movimiento cultural facilitaría la gestación de una ideología, de base todavía liberal-progresista, pero con componentes orgánico-historicistas de peso creciente que preparan el cambio ulterior de referente nacional. En los años del Sexenio democrático esta situación experimentó un freno, en un momento en que el federalismo queda postulado como una de las posibles vías políticas del galleguismo en el futuro.

Tras el Sexenio rebrotó de nuevo el provincialismo. Al igual que una parte de los tradicionalistas y de los federales, los provincialistas gravitaron hacia la conjunción con las aportaciones de la historiografía galleguísta y el rexurdimento literario-cultural iniciado en la década de los cincuenta y la irrupción de varios escritores en lengua gallega como Rosalía de Castro y Curros Enriquez. En este ambiente de recuperación de la cultura gallega, el provincialismo en las dos décadas siguientes se transforma en un auténtico regionalismo, diversificándose ideológicamente e incorporando las aportaciones del renacimiento literario. Hacia mediados de los ochenta el regionalismo gallego se concreta ideológica y políticamente en tres tendencias.

Una primera de carácter liberal, heredera del provincialismo y la más importante, que aspira a la modernización del país, su democratización y galleguización cultural, y que lleva la afirmación de la personalidad diferenciada de Galicia al umbral de la definición de Galicia en clave orgánico-historicista. En la línea de los trabajos de M. Murguía {El regionalismo gallego, 1889) este galleguismo defendía la existencia de un espíritu nacional y reafirmaba el peso de los componentes étnicos, de un modo especial el papel del idioma como un elemento definidor de la personalidad de Galicia.

Una segunda corriente de filiación tradicionalista era el resultado de las aportaciones del carlismo y del integrismo, y su mensaje se orientaba a una reactualización de los antiguos fueros y privilegios corporativos, junto a una demanda de autonomía regional como la mejor manera de preservar la sociedad tradicional y combatir el Estado liberal, como se expresaba en la obra El regionalismo (1889) de su líder Alfredo Brabas.

Por último, en el interior del republicanismo federal que trataba de incorporar al campesinado y a la pequeña burguesía artesanal al proyecto galleguista, el sector lucense dirigido por A. J. Pereira, Castro López y Leiras Pulpeiro buscaba una asimilación de sus ideales federales con un regionalismo político de carácter laico y progresista.

Estos tres sectores fueron los protagonistas de lo que podríamos denominar la fase regionalista del galleguismo político. Las tres tendencias ideológicas se dieron cita en la Asociación Regionalista gallega de Santiago (18901893), en la que participaron Murguía, Brañas y otros, y que llegaría a tener comités en cinco ciudades gallegas, aunque el número de militantes no alcanzaba la centena. En su afiliación, al igual que en el total de los 557 militantes galleguistas identificados entre 1888 y 1916, predominaron profesiones liberales, profesores, funcionaros e intelectuales (Beramendi, 1997). La actividad política de la Asociación fue reducida, pero obtuvo dos concejales en Santiago, y organizó los Xogos Floráis de Tuy. En 1897 el grupo coruñés, bajo la dirección de Manuel Murguía y de tendencia liberal, fundó la Liga Gallega, en tanto que al año siguiente el núcleo tradicionalista compostelano, con Brañas al frente, fundaba la Liga Gallega de Santiago. Con la marcha de A. J. Pereira a Madrid, el núcleo federal se diluye y no vuelve a florecer hasta que en la segunda década del siglo XX los republicanos se interesen de nuevo por el galleguismo.

En su dimensión política este regionalismo gallego no logró superar su marginalidad y se mantuvo básicamente circunscrito a las actividades culturales y periodísticas, creándose en 1906, con el apoyo de núcleos galleguistas actuantes en Cuba, la Real Academia Gallega. Es el momento en que como resultado de la política parlamentaria en Madrid, con la aprobación de la Ley de Jurisdicciones y el nacimiento de Solidaridad Catalana, la emulación en Galicia permite un acercamiento entre tradicionalistas y republicanos para formar Solidaridad Gallega, con el fin de estimular el sentimiento autonomista y llevar a cabo una regeneración nacional. A pesar de su fracaso electoral, Solidaridad Gallega representó un buen ensayo permitiéndose entrar en contacto con el mundo rural gracias a la confluencia entre Solidaridad Gallega y el movimiento agrarista. Resultado de esta experiencia iba a ser la penetración en algunas villas intermedias y el nacimiento de una nueva generación de líderes que engarzará con el nuevo nacionalismo que surgirá en 1916 en torno a las Irmandades do Fala.

El galleguismo dio a partir de 1916 un paso declarado hacia una definición nacionalista con las Irmandades do Fala que en un principio tuvieron un cometido estrictamente cultural y lingüístico, pero que bajo la dirección del republicano Antón Villar Ponte se extendieron por varias ciudades y villas gallegas, alcanzando una afiliación máxima de 800 miembros, estimulados por la aparición de varias publicaciones, sobre todo de la revistad Nosa Terra. En 1918 la primera Asamblea de las Irmandades elaboró una síntesis político-ideológica entre su sector conservador y el progresista, dando como resultado un programa de carácter abiertamente nacionalista que abandonaba las viejas definiciones regionalistas, se mostraba moderadamente reformista en lo social, partidario de la profundización democrática en lo político con un claro componente anticaciquil y se inclinaba por una solución federal en lo relativo a la estructuración del Estado, si bien se declaraba accidentalista en cuanto a las formas de gobierno, con el fin de asegurar la convivencia de tradicionalistas y demócratas. Pese a su impulso inicial, el movimiento galleguista encontró un eco social limitado en sus inicios a sectores de intelectuales y la pequeña burguesía, fracasando en sus intentos de atraerse el pequeño campesinado parcelario organizado en el movimiento agrario.

El teórico de este nuevo momento del nacionalismo gallego fue Vicente Risco, cuya Teoría do nacionalismo galego (1920) formuló la definición de la nación gallega apelando a elementos objetivos de naturaleza cultural e historicista. Según Risco, la nación gallega sería un hecho natural y biológico independiente de la voluntad humana, formado por la interacción de una raza celta en el territorio gallego y la generación de un espíritu nacional expresado en la lengua propia, concepto base que fue aceptado por todos los sectores ideológicos del galleguismo. Con todo, en su interior coexistieron dos tendencias políticas principales, unidas solamente por la definición nacionalista. Una, de carácter democrático-progresista con implantación sobre todo en La Coruña y Ferrol (Villar Ponte, Peña Novo, L. Portero…), que era favorable a la autonomía de Galicia dentro de un Estado republicano federal y reformista en lo social, partidario del cooperativismo agrario y la generalización de la pequeña propiedad. Otra, un sector católico-tradicionalista, con peso en Orense y Pontevedra (Losada Diéguez, Risco, Otero Pedrayo, Cuevillas, Pedret, etc.), que era abiertamente antirrepublicano y opuesto a la democracia liberal, consideraba al catolicismo consustancial con la tradición gallega, y era partidario de una Galicia rural regida por hidalgos y la Iglesia, pero con una política cooperativista para mejorar la condiciones de vida del campesinado, y mostraba más atención a las labores culturales como un paso previo para incrementar la conciencia nacionalista del pueblo gallego.

A pesar del equilibrio programático acordado en Lugo en las II y III asambleas de las Irmandades de Fala, las diferencias entre ambos sectores ideológicos no desaparecieron. En los años siguientes vieron aparecer en el terreno del nacionalismo gallego otras dos tendencias minoritarias. Una de carácter socializante, representada hasta la década de los treinta por algunas personalidades a título individual, y otra de carácter independendista, reducida a algunos grupos que actuaron en las colectividades emigrantes de La Habana y Buenos Aires. La ejecutoria política de las Irmandades hasta 1923 fue muy modesta y se limitó a obtener algunos concejales en La Coruña y Vigo, a desarrollar actividades publicísticas y propagandísticas y presentar mociones en los Ayuntamientos a favor de la autonomía y del uso del idioma gallego.

5.3.4.Nacionalismos menores y regionalismos

El impulso regionalista no fue una experiencia exclusiva de Cataluña, País Vasco y Galicia. En otras regiones el sentimiento particularista, la confrontación con los modelos y prácticas políticas de Madrid permitió la cristalización de unos movimientos regionalistas de diversa orientación política. En algunos casos se trataba de evolucionar a partir del carlismo, en otros, de una tradición descentralizadora que había protagonizado el federalismo que, tras su disgregación en 1875, facilitó la proliferación de núcleos locales que acentuaron sus tentaciones autonomistas. Paralelamente a ellos se situaron movimientos literarios de recuperación de idiomas o dialectos regionales, de la historia y, en conjunto, de la restauración de las culturas provinciales o regionales. Así, en Valencia la fundación de la sociedad literaria Lo rat penat en 1878, o en Asturias la rehabilitación del bable. En casi todas las regiones esa restauración de la cultura tradicional trajo consigo la formación de entidades culturales y, sobre todo, historio gráficas que llevaron a un conocimiento más detallado de la historia regional -también de los mitos- a partir de las diferentes Comisiones Provinciales de Monumentos Históricos desde 1844. A estas iniciativas vino a sumarse la literatura costumbrista, primero, y la novela regional más tarde, cuyo mejor representante fue, sin duda, José María de Pereda, inspirador y difusor a su vez de un particularismo centrípeto en Cantabria que desarrolló junto a Marcelino Menéndez y Pelayo desde la década de los setenta (Suárez Cortina, 1994). Junto a la novela, la recuperación del folclore, de las tradiciones y costumbres populares desarrollada por el romanticismo tardío y por el krausismo dejaron ejemplos como los desarrollados en Andalucía por Antonio Machado y en Asturias a través de la Academia Demológica Asturiana (1881). Junto a estas manifestaciones, la recuperación de los Juegos Florales constituyó un factor decisivo en la recuperación y rehabilitación de las culturas locales y regionales, un ingrediente decisivo en la posterior politización de los componentes particularistas de las diversas regiones españolas. En muchas partes esa recuperación no se tradujo en la formación de un movimiento nacionalista, e incluso apenas regionalista, pero en general sentaron las condiciones para establecer una diferencia entre la patria chica y la patria grande, que en ocasiones derivó en un regionalismo político no siempre centrífugo (Núñez Seixas, 1999).

La mayor parte de estos movimientos tuvo una fuerza débil y sus protagonistas fueron unas élites intelectuales que crecieron al ritmo de sus respectivos mercados de consumo, en la capital de la provincia o en un entorno más amplio. La crítica al centralismo y la base regeneracionista de estos movimientos fue lo que permitió una lectura regionalista que expresaba tanto ese diferencial con los patrones nacionales como la necesidad de crear espacios propios que no fueran absorbidos por el poder de Madrid.

En Andalucía la formación de una identidad diferenciada de carácter nacional o regional no se desarrolló de una manera temprana. Algunos historiadores han resaltado que habría de ser en torno a la Asamblea Federal de Antequera de 1883 cuando se pueden encontrar los primeros signos de un regionalismo andaluz. En octubre de ese año se aprueba un proyecto de constitución federal para Andalucía redactado por Carlos Saornil que debía ser revisado y aprobado en una nueva Asamblea, que nunca se llevó a cabo. El proyecto antequerano planteaba la necesidad de una Andalucía soberana, constituida en democracia republicana, dentro de una estructura nacional de corte confederal, en línea con algunas de las propuestas desarrolladas por los federales en su intento de reconstrucción de 1883. Con todo, resulta muy difícil aceptar que los republicanos andaluces en Antequera fueran una variante de regionalismo.

Aunque ajeno a los avatares del federalismo, simultáneamente se desarrolló en Andalucía una primera aproximación a los estudios antropológicos y folcloristas que ya había llevado a la formación de la revista Filosofía, literaturay ciencias, dirigida por Antonio Machado desde 1869, a la que siguió la fundación de la Sociedad Antropológica Sevillana en 1871. Diez años después aparecía la Sociedad Folclore Andaluz, con el cometido de buscar las raíces de lo andaluz y desde ellas favorecer la creación de una conciencia regional. Fue, en esta demótica, de inspiración institucionista, que los intelectuales andaluces, seguidores en gran medida de las ideas del krausismo, trataron de reivindicar los valores de la cultura del pueblo andaluz. Ni los federales de un lado, ni los intelectuales krausistas de otro, dieron el salto hacia un regionalismo político maduro en Andalucía (Arias Castañón y Cordero Olivero, 1998).

Habría de ser ya entrado el siglo XX cuando podemos observar el desarrollo de una fase cultural en el entorno del republicanismo que se dieron los primeros pasos, con la formación de la Solidaridad Republicana de la Región Andaluza, primero, y con la convocatoria de los Juegos Florales (1907), más tarde, lo cual daba inicio a un debate sobre la naturaleza y las bases de un regionalismo en Andalucía. Con la publicación del Ideal Andaluz de Blas Infante se culmina este proceso preparatorio de una ideología específicamente andalucista. Para entonces ya habían quedado en el olvido las aportaciones de los intelectuales sevillanos que desde la demótica habían indagado en la naturaleza de la cultura popular.

Dentro de unos componentes abiertamente regeneracionistas, el nuevo andalucismo concentró sus esfuerzos en la definición del ser andaluz y de su historia desde una perspectiva esencialista y metafísica, muy alejada de los métodos de la ciencia que habían inspirado a la antropología de Manuel Sales y Ferré o Antonio Machado décadas antes. En este sentido, Blas Infante elaboró una “teoría” de Andalucía que en síntesis se basaba en los factores siguientes: una delimitación del territorio de acuerdo con los supuestos ratzelianos, la existencia de un mismo pueblo a lo largo de la historia, y la existencia de una personalidad y una psicología propias, definidoras de lo andaluz. Para Blas Infante ese elemento diferencial de lo andaluz se mostraba en la existencia de un fondo psicológico, presente ya en la civilización tartésica, y desde entonces se había ido enriqueciendo por las influencias de los griegos, romanos y árabes. Junto a estos factores “permanentes” habría que hacer mención al problema agrario, la obra base de la teoría de Infante, en la consideración de que Andalucía era “un país de jornaleros”, estableciendo como meta social la solución del problema de la tierra, como se observa en los primeros manifiestos de los regionalistas: Manifiesto del Centro Andaluz de Sevilla (1916), el llamamiento de la Asamblea Regionalista de Ronda (1918) y finalmente el Manifiesto de Córdoba (1919) (González de Molina, 1994).

Aragón y Valencia conocieron también un impulso regionalista que, en todo caso, no llegó a constituirse como un nacionalismo político. En Aragón se produjo una confluencia entre derecha conservadora local, regeneracionismo costista e intereses agrarios reformistas, y de estas dos últimas tendencias con el republicanismo local. Este ambiente reformista junto a la influencia de un activo grupo aragonesista residente en Barcelona, muy influido por el catalanismo, estimuló la inclinación regionalista de varias propuestas que se fueron configurando en las primeras décadas del siglo XX. Vemos nacer así tres corrientes políticas y culturales que expresaron una clara orientación regionalista. La primera, liderada por Jiménez Soler, de carácter regeneracionista y de perfil intelectual, dio lugar en 1914 a la Unión Aragonesa. Poco más tarde, en 1917, bajo la influencia de la Lliga, nacía la Unión Regionalista Aragonesa {Unión Aragonesista desde 1919), con un programa que contemplaba la formación de una Mancomunidad Aragonesa, una profundización de la autonomía municipal y la promoción de obras públicas, hidráulicas y la reforma de la agricultura. También en 1914 en el federalismo aragonés se desarrolló una línea autonomista que adquirió forma a través del Partido Republicano Autónomo Aragonés que fundamentaba su reivindicación en intereses económicos y en la aspiración a una Mancomunidad del Ebro como paso previo a la supresión de las provincias. El alcance social y político de estas propuestas regionalistas fue limitado. Su campo de acción se desarrolló tras la crisis de 1917, pero la dictadura de Primo de Rivera las hizo desaparecer, para recobrar su identidad en tiempos de la Segunda República. La Unión Aragonesista dispuso desde 1917 de una revista, El Ebro, en la que intentó, de una manera ambigua y confusa, estructurar un concepto de nación aragonesa que oscilaba entre el acatamiento de la Constitución de 1931 y el sueño federal, y en la que se llevó a cabo una labor significativa de recuperación histórica y de invención de una tradición cultural (Forcadell, 1994).

En el País Valenciano, por su parte, el republicanismo blasquista local valenciano se acomodó con facilidad al regionalismo cultural de sabor populista que partía de una lectura en clave folclorista de la Renaixença valenciana. Por otra parte, otros grupos, a partir de la adscripción de C. Llombart al federalismo de Valentín Almirall y, de un modo particular, desde la fundación de Valencia Nova en 1904, como una escisión de Lo Rat Penat, se vincularon de un modo más estrecho a las tesis del catalanismo, considerando que Valencia sería una nación y parte integrante más o menos definida de los Países Catalanes. Este ambiente regionalista se desarrolló bajo los influjos del regeneracionismo estimulado por el republicanismo e intentó formar una Solidaridad Valenciana que constituyó un claro fracaso. En 1908 el sector más nacionalista formó la Juventut Valencianista, de escasa influencia. La aparición de un regionalismo más articulado no fue posible hasta 1918 cuando se formó la Unió Valencianista, a imagen y semejanza de la Lliga. El año anterior en el interior del republicanismo surgió el Partido Republicano Regional como una escisión del conjuncionismo valenciano (Núñez Seixas, 1999; Blasco, 1994).

Vemos así que en las primeras décadas del siglo XX, por el influjo de las experiencias catalana y vasca, o por el impacto de los ideales regeneradores, el regionalismo estimuló la formación de los particularismos provinciales y regionales, pero su horizonte no pasaba por disputar al nacionalismo español su identidad como nación, sino la expresión de unas tradiciones culturales y las necesidades de unas élites que buscaban otros horizontes políticos para su tierra. A ella no escaparon ni Castilla, ni Cantabria o Asturias, cuya identidad regional se ubicaba en el mismo centro de la configuración de un nacionalismo español que hacía compatible la doble lealtad entre la patria chica y la patria grande que elogiara Marcelino Menéndez y Pelayo. Al fin y al cabo, la construcción histórica de la nación española, en su variante nacional-católica, se había nutrido de las tradiciones, símbolos y experiencias de esas regiones.
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La política exterior (1868-1917)

En un texto reciente nos recuerda Manuel Espadas (2000) que el diseño y la práctica de una determinada política exterior dependen de un modo preferente de un conjunto de elementos que desempeñan un papel singular en su desarrollo: el conocimiento del propio país, de su historia y su posición geográfica, el contexto internacional en que deba desarrollarse esa política, el código de valores e intereses que rija el comportamiento internacional, la capacidad del propio país para asumir responsabilidades y desafíos del mundo circundante, y, a partir de ellos, el nivel de cumplimiento de las fidelidades o las solidaridades asumidas. La política exterior española desde la Gloriosa hasta los años de la Primera Guerra Mundial va a conocer mutaciones considerables, derivadas unas de la propia evolución de la política interna, pero, sobre todo, por la dinámica general de las relaciones internacionales, de un mundo en mutación en el que además España fue corrigiendo su posición internacional en función de la nueva acomodación que hubo de asumir desde fin de siglo: la aceptación de que se trataba de una potencia de rango menor, que debía dar prioridad a los asuntos europeos y africanos, una vez que la pérdida de los restos coloniales reubicaron la posición internacional de España a su ámbito geográfico más cercano

En ese medio siglo que separa el fin de la era isabelina y la crisis de 1917, además, la mutación de la sociedad contemporánea y las reglas de sus relaciones internacionales se alteraron sustancialmente por la dinámica del darwinismo político y por la consolidación de un imperialismo que redefinió el papel y capacidad de cada país en el nuevo orden internacional. Como ha mostrado José María Jover (1999), la España del siglo XIX, a pesar de su inestabilidad interior y de los cambios profundos que se produjeron en el plano internacional, no alteró de un modo sustancial un hecho central de su política exterior en la época contemporánea, marcada por la persistencia estructural del cuadrilátero político esbozado en la Alianza de 1834: Londres, París, Lisboa y Madrid. Naturalmente se producen momentos de relativo eclipse cuando en la Primera República se acentúa el aislamiento, o cuando en tiempos de la Restauración España busque el apoyo de la Alemania y en la Triple Alianza bismarckiana. También en la crisis de fin de siglo, cuando los intereses franceses y británicos se muestran contrapuestos, o durante la guerra con EE UU, cuando los británicos pongan de manifiesto una neutralidad poco amistosa. El reajuste de esas relaciones a principios del siglo XX con la entente franco-británica y la posterior integración de España, con la firma de los Acuerdos de Cartagena, vuelve a situar a España en el orden europeo, en el marco de esas relaciones francobritánicas y el papel que en ellas corresponde a España, como una potencia media menor en el flanco sur de Europa. La neutralidad española durante la Primera Guerra Mundial estuvo obligada por la situación interior de España, pero también por el peso de una determinada trayectoria histórica a la que no fueron ajenos ni conservadores como Dato ni liberales como Romanones que, más allá de la transitoria defensa de una intervención española, fueron conscientes de la verdadera posición internacional de España.

En este marco global de la posición española en el orden internacional hay que resaltar el peso del condicionante geográfico que, más allá de las fuerzas que ocuparon el poder en el período isabelino, en la Monarquía saboyana y la República, o la posterior Restauración, tuvo en su conjunto una marcada tendencia al aislamiento, en parte alimentado por una tradición histórica, pero también por el peso del pensamiento internacional del moderantismo, de las cautelas que en política exterior mostraron hombres como Jaime Balmes o Juan Donoso Cortés, este último portavoz de un europeísmo catastrófica en los años finales de su vida. “La España —había escrito Jaime Balmes-, si bien debe procurar alzarse de nuevo al rango que le corresponde entre las grandes naciones, ha de guardarse con cuidado de tomar parte en los negocios que no le interesan, aun cuando el recobro de su antiguo poderío le brindase con oportunidades halagüeñas” (Jover, 1981). Es perceptible en nuestros hombres de Estado, moderados y progresistas, una tendencia de los primeros a la cultura francesa y de los segundos a la inglesa, pero ello no podía alterar el criterio común que ante los conflictos internacionales la posición española debía ser la de neutralidad, lo que no debe indicar que España no tuviera participación más o menos intensa en conflictos, decisiones y momentos determinados: la candidatura a la Corona española marcó, como sabemos, la propia agenda de las relaciones en los años del Sexenio, situando a España en un primer orden europeo, pero los acontecimientos de 1870 y 1871 devolvieron la orientación de nuestra política europea a perspectivas de aislamiento y de neutralidad respecto a las luchas del continente.

Con todo resulta evidente que en este panorama de conjunto moderados, progresistas y, más tarde, demócratas y conservadores tuvieron una distinta percepción de las relaciones internacionales y que el pragmatismo y cautela moderados se vieron desbordados por el entusiasmo y utopía del pensamiento internacional de la democracia española. María Victoria López Cordón ha prestado atención a las instituciones, hombres e ideas de la política exterior y ha caracterizado la contraposición entre los universos moderado y democrático, la relación entre pensamiento político y relaciones internacionales. La escasa brillantez de la política exterior española del siglo XIX se corresponde con la poca atención doctrinal que políticos y pensadores concedieron a este tipo de problemas. El pensamiento doctrinario de los moderados se atuvo a las líneas de sus homólogos franceses, Guizot, Royer-Collard fundamentalmente, y a los principios a los que intentan ajustar sus concepciones sobre política exterior: la idea de Europa, la defensa de un equilibrio entre las naciones y la necesidad de un orden internacional, compatible todo ello con un creciente nacionalismo, expresión, a su vez, del ambiente general y de la creciente marginación española. Frente a la idea de solidaridad, apoyada en los intereses dinásticos y en la razón de Estado del período absolutista, los liberales intentaron despertar la conciencia de una comunidad europea, entendida como un sentimiento de amistad que debía encauzar los móviles de la política y propugnar un acercamiento entre los pueblos y no sólo entre los gobiernos. Los pacifistas, más por realismo que por convicción, desconfiaban de cualquier cambio territorial producido por la fuerza y postulan abiertamente el mantenimiento del statu quo como la mejor garantía para neutralizar conflictos tanto internos como externos (López Cordón, 1981).

En el universo del progresismo no se desarrollaron conceptos totalmente antagónicos a esta línea moderada, pero su aplicación a la política práctica derivó en un acercamiento a Inglaterra, donde la tradicional relación del progresismo con el liberalismo inglés acentuaba la defensa de unos componentes más políticos que culturales, identificándose con el triunfo del progreso y la libertad, y sintiéndose más solidarios de los pueblos que de los gobiernos. Muy sensibles a los temas de las nacionalidades apoyaron abiertamente la unificación italiana, libres de los compromisos del moderantismo con el papado, e, hicieron de la unidad ibérica una de las premisas más firmes de su ideario. Carecieron, sin embargo, de una línea coherente en política exterior, ya que oscilaron entre el aislamiento o la intervención, según el interés y la circunstancia, y fue la falta de rigor y las indecisiones lo que marcó el rumbo del pensamiento exterior del progresismo.

Tras la división del grupo demócrata en 1849, la afirmación del pensamiento internacional del nuevo partido se afirmó a partir de dos principios: la independencia y la soberanía de todas las naciones, y la unión íntima de aquellos países cuyos intereses y tendencias mostraran afinidad. Para la democracia española Europa era un proyecto de futuro, un espíritu de revolución, de cambio y de progreso. El horizonte no era sólo de solidaridad, sino de unidad, y no sólo se estimularon fórmulas como la federación o el arbitraje, sino que la formación de una sociedad internacional bien organizada, en la que tenía su pleno sentido la formación unos Estados Unidos de Europa. El pensamiento de Castelar, de Pi y Margall o de Fernando Garrido se orientaba, con sus matices particulares, hacia el horizonte “utópico” de una federación de los pueblos de Europa. Para los demócratas, imbuidos de un pensamiento claramente pacifista, el orden internacional debía crearse a partir de principios éticos, de los sentimientos de los pueblos y no desde los intereses de los gobiernos. La paz constituía una premisa fundamental para la posterior reforma de los estados, pero no podía asentarse sobre un orden social e internacional injusto; de ahí que las revoluciones no fueran interpretadas como ruptura de la paz, sino como un reajuste previo necesario para su asentamiento. Bajo la influencia del pensamiento de Mazzini (Pascual Sastre, 2001), del radicalismo francés y del krausismo (Querol Fernández, 2000), el moralismo se acentúa y proyectan un orden internacional cargado de idealismo y utopía, bajo las premisas de igualdad, respeto y justicia. De la influencia británica que había dominado el pensamiento progresista, los demócratas orientaron sus preferencias a las naciones pequeñas como Suiza o las repúblicas progresistas como la norteamericana. Con el Sexenio democrático se abre un nuevo tiempo de la política exterior, breve pero intenso, marcado por una sólida base doctrinal y por su decidida voluntad de salir del aislamiento. Tras el triunfo de Sagunto, este breve período de apertura y de idealismo en las relaciones internacionales se invierte para dar paso al recogimiento que caracterizó la política exterior de Cánovas.

6.1.La política exterior del Sexenio democrático

El triunfo de la Gloriosa de septiembre abrió un breve pero intenso momento en las relaciones internacionales de España. La noticia del destronamiento de Isabel II tuvo un impacto inmediato en la opinión pública europea y las repercusiones no tardaron en plasmarse en una rápida acogida del nuevo régimen por parte de algunos países que aparecieron como baluartes o amparo de la revolución. La reacción positiva de la Bolsa de París, donde las obligaciones de los ferrocarriles españoles subieron de un modo inmediato, mostraba que el mundo del dinero estaba a favor del cambio experimentado en España. La incertidumbre inicial pronto dejó paso a un reconocimiento que inició EE UU seguido por Italia y Francia. A éstos siguieron el resto de los países excepto Inglaterra y la Santa Sede. La primera mostraba una vez más su cautela y la contrariedad que le causaba la rápida aceptación de Napoleón III, cuya actitud representaba un giro avalado en gran medida por la presencia de Serrano entre los revolucionarios. El papado, con relaciones muy intensas con la monarquía isabelina, vio además con recelo el programa religioso de la revolución y las relaciones con la Santa Sede fueron un elemento de incertidumbre a lo largo de los seis años siguientes. Cuando a comienzos de 1869 Inglaterra aceptó iniciar relaciones diplomáticas con el Gobierno provisional, la aceptación internacional del nuevo régimen era un hecho consolidado.

La revolución iniciaba sus pasos internacionales con buen pie, pero por poco tiempo, pues la búsqueda del rey requería no sólo la aprobación interior, sino la aceptación y el respaldo europeo. Las vicisitudes de esa aventura, los fracasos y tensiones que produjo en el orden internacional son hechos bien documentados en los trabajos de Javier Rubio (1989) y Manuel Espadas. Las filigranas y equilibrios entre Alemania, Inglaterra y Francia estuvieron en el centro de las relaciones diplomáticas que Prim y los revolucionarios del 68 tuvieron que manejar para encontrar un rey adecuado a las exigencias de la política internacional. El apoyo de los unionistas a Montpensier chocaba con el veto de Napoleón III, que no aceptaba la presencia de un Orleans en el trono español. La aspiración progresista de convertir a Fernando de Coburgo en un rey que facilitara la ansiada Unión Ibérica chocó con la oposición de Francia, Inglaterra y el propio rey. La candidatura de Leopoldo de Hohenzollern, con el apoyo de Bismarck y la recomendación de Guillermo I, representaba un golpe para Napoleón III y aceleró el enfrentamiento entre Francia y Prusia, provocando o haciendo inevitable la guerra de 1870. Ante esta situación, España, interesada en quitar todo pretexto para la guerra, retiró la candidatura y se inclinó por Amadeo de Aosta, cuya aceptación del trono español tuvo que vencer su resistencia inicial. Una vez elegido oficialmente en 1870, la Monarquía democrática fue rápidamente reconocida por la gran mayoría de las potencias, a excepción de la Santa Sede.

Durante el breve período de la Monarquía democrática, España se encontró con un conflicto internacional en cuyo origen había participado siquiera de una forma indirecta: la guerra franco-prusiana. Sumida España en una guerra colonial por la sublevación cubana de 1868, la única fórmula posible era la neutralidad y a ella se adhirió en abril de 1870 siguiendo la propuesta británica, y para mantenerla tuvo que neutralizar los intentos de ambos contendientes para que se sumara a su causa. Bismarck lo intentó enviando al Mayor von Versen; Francia, por su parte, al conde de Kératry, buscando una alianza ofensivo-defensiva. La neutralidad era algo más que un deseo. Se presentaba como una necesidad compartida por todas las fuerzas políticas: la guerra colonial y la necesidad de consolidar la situación interna aparecieron como factores prioritarios para no romper lo que ya era una tradición en la política exterior española: la pasividad internacional.

Lejos de alimentar una posición de fuerza, la neutralidad española representó un debilitamiento, pues Francia, a pesar de la derrota, era un país de importancia decisiva en el equilibrio europeo y su frialdad respecto de España arrastró la británica, decidida a garantizar una línea de confianza diplomática con los franceses. Para neutralizar esta situación España intentó un acercamiento a Italia y después a Prusia, pero sin resultados efectivos. En esta situación el aislamiento español era un hecho fácilmente reconocible. Dos elementos mostraron el alcance de esa situación: por un lado, la propuesta española para declarar ilegal a la Internacional y, por otro, la indiferencia ante la sublevación carlista de 1872. La primera respondió a la declaración de ilegalidad del gobierno español en otoño de 1871 y el intento de que fuera combatida por otros países europeos. La propuesta fue acogida favorablemente por Rusia, Austria y Prusia, con algunas reticencias por Italia, pero rechazada por Inglaterra. Tampoco encontró la Monarquía saboyana un apoyo claro de las potencias frente a la sublevación carlista. Si bien es cierto que solamente el zar acogió con simpatía la causa carlista, pero sin apoyarla de un modo decidido, la República francesa, pese a las órdenes de Thiers, constituyó un refugio seguro para un carlismo que se movió por la zona fronteriza con entera libertad. Como ha señalado María Victoria López Cordón (1981), la radicalizadon que la cuestión romana provocó en muchos sectores conservadores no dejó de repercutir en algunos gobiernos que años antes no hubieran dudado en expresar sus simpatías por el carlismo, del mismo modo que el temor a que la península se constituyera en un foco desestabilizador condicionaría, poco después, el respaldo europeo a la Restauración.

6.1.1.La Primera República en el orden internacional

La posición internacional de España quedó aún más debilitada tras la implantación de la Primera República, pues la desconfianza ante la situación interior se extendió hasta el punto de que solamente EE UU y Suiza reconocieron el nuevo régimen. La vida internacional de la República española fue de un claro aislamiento en el plano internacional y de una inestabilidad y desorden en el interior, que ya han sido reseñados. Pasado más de un año y con Serrano al frente de la República, poco a poco fueron normalizándose las relaciones, pero más por necesidad de neutralizar la influencia de otros países en España que por un apoyo decidido al régimen. La normalización diplomática no supuso un deshielo real, pues se evitó toda manifestación que facilitara un fortalecimiento del régimen republicano.

La mejor expresión de esta situación la presenta la actitud de las dos potencias tutelares de la política española: Gran Bretaña y Francia. La república vecina no mantuvo hacia la joven república ninguna deferencia; antes bien, dejó de manifiesto la distancia ideológica que las separaba y la frontera siguió siendo un territorio de paso y garantía para los carlistas. En Gran Bretaña la opinión pública se mantenía dividida ante el caso español y sus actuaciones estuvieron en gran parte guiadas por sus intereses económicos en la dirección de obtener un tratado de comercio, que finalmente no se firmó o concesiones mineras. Con todo, intervino siempre que vio en peligro sus intereses o para establecer alguna mediación internacional, como en el caso de los incidentes hispanoamericanos del Caribe, o a través de reclamaciones directas. Esta pasividad francesa e inglesa facilitó una mayor intervención de Bismarck que, sin intervenir de un modo directo, mantuvo una mediación interesada en sus relaciones con otras potencias.

La debilidad de la posición internacional de España se vio acentuada por el temor constante a una intervención extranjera, sobre todo en momentos de extrema debilidad interna, cuando a la guerra carlista y el conflicto colonial se sumaba la cantonal, con algunos incidentes que alimentaron la sospecha de una intervención alemana. De esos incidentes, el más grave, sin duda, fue la llamada “cuestión del Virginius”, un conflicto ocasional con EE UU, precisamente, junto con Suiza, el único país que había reconocido desde el principio la República. El conflicto se ubica en el terreno de la guerra antillana y reflejaba una situación de riesgo permanente por las expediciones llevadas a cabo sobre Cuba, organizadas desde territorio norteamericano. La participación conjunta de ciudadanos americanos junto a cubanos había dado lugar a detenciones que generaban tensiones entre Washington y Madrid. En una de esas expediciones, el vapor Virginius fue interceptado el 31 de octubre de 1873 por el vapor de guerra Tornado, fuera de las aguas internacionales de Cuba. A bordo se encontraron armas y varios dirigentes cubanos. Se hicieron 163 prisioneros y en consejo de guerra fueron pronunciadas varias sentencias de muerte. El cumplimiento de las condenas con los insurrectos cubanos fue inmediato y, días después, lo fueron el capitán del barco, 36 tripulantes y 16 hombres del pasaje. Aparentemente se trataba de un triunfo de las autoridades cubanas, que desarrollaron su política sin demasiado control desde Madrid. La reacción norteamericana fue inmediata, acudiendo a la fórmula del ultimátum. Aunque los EE UU aún no era una potencia naval, reunió efectivos en Cayo Hueso, en la costa de Florida, a sólo ocho horas de navegación de La Habana, en una manifestación abierta de intimidación.

La reacción española, sobre todo Castelar, fue ágil y pudo mediante una rápida negociación neutralizar un conflicto para el que España no estaba preparada. El 27 de noviembre le escribía Castelar a Polo, embajador en Washington, con el carácter de “importantísimo y urgentísismo”: “Estados Unidos resuelto a una guerra que sería nuestra ruina y la pérdida de las Antillas. Nuestro estado es precario. Ochenta mil hombres tienen los carlistas. El Norte, formidable, casi inaccesible. Pamplona y Bilbao, sitiados; San Sebastián, aislado; Santander, amenazado. El Alto Aragón, invadido; el Bajo Aragón, también. Cataluña, cada día más molestada. El Maestrazgo, un diluvio de facciones. Cartagena, a pesar del horrible bombardeo, todavía se sostiene y parece decidida a sostenerse mucho tiempo. Las fragatas sitiadas y sitiadoras componen nuestra escuadra entera. El patriotismo es palabra tan vana para los partidos españoles que las dificultades internacionales aumentarán su brío y su odio al gobierno. Los cien mil hombres del ejército que tenemos no bastan para las necesidades más urgentes. El transporte de soldados filipinos a Cuba es una utopía”. Ante esa terrible imagen de desorden y debilidad, la firma de un protocolo por el que España se comprometía a devolver el buque, liberar a los supervivientes del pasaje y de la tripulación, y hacer un desagravio público a la bandera norteamericana era casi un mal menor (Espadas, 1981).

En este estado de aislamiento y debilidad, las relaciones internacionales de la España del Sexenio tuvieron siempre un punto central que afectaba tanto a su dimensión interior como al mundo antillano y la cuestión peninsular. Portugal y las colonias fueron dos constantes en el pensamiento y en la acción exterior de los políticos españoles de todo el siglo XIX: dos objetivos permanentes y, sin duda, dos problemas cuya solución nunca se logró.

A)La Unión Ibérica y las relaciones hispano-portuguesas

La historia de las relaciones hispano-portuguesas estuvo a lo largo del siglo XIX llena de encuentros y desencuentros. El temor de una asimilación por parte del más fuerte siempre mantuvo a Portugal con recelos comprensibles ante su vecino. Al mismo tiempo, ambos países estaban insertos en un conjunto de relaciones exteriores donde formaban parte de un mismo sistema y compartían territorio, debilidad y subordinación a los pares más potentes de las relaciones exteriores: Inglaterra y Francia. La oposición ocasional y la intervención española en los asuntos del país vecino no impidieron, sin embargo, que en el clima de construcción de las nuevas naciones en el siglo XIX se viera con agrado la gestación de una Unión Ibérica, correlato latino de la unificación alemana e italiana. Este sentimiento unitario tuvo grandes defensores y no menos detractores, pero constituye una realidad básica de la vida política de los dos pueblos en la mitad del siglo XIX. María Victoria López Cordón (1975) lo ha mostrado con precisión al reconstruir los hilos culturales, políticos y diplomáticos de la cultura iberista portuguesa del medio siglo, y José Antonio Rocamora (1994) ha recorrido los diversos universos culturales y políticos del nacionalismo ibérico. En los años del Sexenio democrático este iberismo constituyó un proyecto de unión dinástica en el que la defensa de Fernando de Coburgo como rey de España contó con el apoyo de sectores progresistas de ambos países.

Pero el iberismo no tuvo solamente proyectos de unión dinástica, constituyó una corriente de pensamiento que señalaba la cultura como el elemento más firme en la unión peninsular. En un momento en que el tema de la decadencia latina estaba de moda en los cenáculos culturales y en los departamentos diplomáticos, la unión peninsular fue presentada como un proyecto de futuro, como una especie de utopía no exenta de intereses económicos y estratégicos, a la que, naturalmente, se opusieron la mayoría de las potencias, empezando por Inglaterra y Francia. En España, aparte de los intentos de Ángel Fernández de los Ríos para convencer a Fernando de Coburgo de que aceptase la Corona española, el iberismo formaba parte de los ideales democráticos de formar una nación ibérica fuerte. Se creó una Asociación Peninsular, autodefinida como apolítica, orientada a fomentar y canalizar el interés por Portugal. Aunque su objetivo no era la unión política, en ella trabajaron muchos efectivos que la deseaban. Su presidente, Francisco Salmerón, hermano de Nicolás, muestra el compromiso de una parte del republicanismo por el proyecto iberista. El horizonte nacional del krausismo nutría esta idea de una nación en permanente construcción y la base histórica y cultural de ambos países alimentaba esa utopía que fue, a su vez, tan temida en el país vecino. La presencia de las logias masónicas y un sector del republicanismo portugués también la alimentaban, pero en su conjunto constituyó un proyecto de élites y nunca fue un movimiento de masas lo bastante fuerte como para tener alguna viabilidad. Fracasada la vía diplomática y la unión dinástica, la unión peninsular desde abajo y en su versión republicana careció de viabilidad. No obstante, el iberismo representa una parte significativa de la cultura y la política españolas del siglo XIX, y en los años del Sexenio y primera fase de la Restauración constituyó una más de las muchas posibilidades de alterar el statu quo de España como Estado y nación. El fracaso del iberismo entre nosotros, lo fue del mismo modo que cayeron los proyectos políticos de sus portavoces: Castelar, Garrido, Orense y el mismo Salmerón. La Unión Ibérica por medio de la fusión dinástica tenía muchos adversarios, dentro y fuera del país, pero la unión de los pueblos, bajo una república peninsular de corte regeneracionista, discurso predominante del iberismo tras el Sexenio, no pasó de ser otra utopía, por más que ésta se prolongara hasta los años treinta (Rocamora, 1994).

No mejor suerte conoció el iberismo desde el plano portugués. Allí fue defendido por unas élites intelectuales progresistas en el medio siglo, pero pronto desapareció como un horizonte de la política práctica. Como ha resaltado Fernando Catroga ya desde la década de los sesenta, se observa una conversión hacia el patriotismo lusitano, hacia un nacionalismo que mostraba la debilidad y falta de arraigo del iberismo en el cuerpo social portugués. En el ultimo cuarto del siglo XIX el proyecto iberista se marchita en Portugal de un modo definitivo. La crisis de identidad portuguesa, acentuada en el fin de siglo, se resuelve en la proyección movilizadora nacionalista que suscita el proyecto del Tercer Imperio, ahora en Africa. En suma, el fin del ciclo liberal-revolucionario y el reencuentro ultramarino de la identidad portuguesa liquidan la vía ibérica de regeneración (De la Torre, 1998).

B)El problema antillano en su dimensión internacional

Aunque a principios del siglo XIX España había perdido el grueso de sus colonias, aún seguía manteniendo un conjunto de territorios heterogéneo repartido por todo el mundo, de ahí que se viera implicada a menudo en conflictos o tensiones muy diversos dada la variedad de ubicaciones por Africa, el Pacífico o las Antillas. Para gestionar esta singular situación en 1863 se creó el Ministerio de Ultramar, pero las continuas reformas, la inexistencia de una política colonial coherente, la falta de presupuesto y la brevísima duración de los distintos ministros -en el Sexenio hubo 18 titulares- apuntan a un claro fracaso en la gestión de los asuntos coloniales. La ineficacia del Ministerio de Ultramar era el resultado de la inexistencia de una política colonial coherente y del desconocimiento de las condiciones reales de las diversas zonas donde se ubicaban las colonias. En algunos casos esos territorios eran absolutamente ajenos a la realidad española y, de hecho, como en Filipinas, apenas se había llevado a cabo una acción colonial digna de tal nombre. Tal vez la excepción a esta realidad fueran las colonias antillanas, y de un modo preferente, Cuba. Con todo, en los ambientes políticos y periodísticos españoles se daba una importancia considerable, ya por razones estratégicas o sentimentales. Gran parte de los políticos consideraban esos territorios como un aparte de la patria y pocos fueron los que consideraron que era necesario desarrollar una reforma de las relaciones coloniales. La opción autonómica o abandonista no se presentó como una posibilidad real hasta los años del Sexenio, aunque voces anteriores ya hubieran señalado la necesidad de replantear la situación de las colonias.

La redefinición de las colonias en el siglo XIX había ocupado algún tiempo en momentos de conflicto nacional o escasez de recursos. Mendizábal ya había intentado hipotecar en Londres las rentas de Cuba, para conseguir un préstamo, pero Palmerston no deseaba desafiar a EE UU y declinó el ofrecimiento; en 1839 Miraflores gestionó en París un proyecto de cesión en usufructo de las Filipinas, con el fin de solucionar el problema de la deuda pública. También se hicieron gestiones semejantes para la cesión de Fernando Poo y Annobom. Esta situación habría de producir en el ambiente internacional la sensación de que las colonias españolas estaban a disposición del mejor postor. Estados Unidos hizo ofertas de comprar Cuba desde 1845, pero la perla de las Antillas no fue nunca una moneda de intercambio para las autoridades españolas. Hasta 1868, dejando a un lado la posición de los anexionistas cubanos, la posición española se mantuvo firme y fueron insignificantes las voces que defendieron la venta de la isla. La situación cambió, sin embargo, cuando el embajador norteamericano en Madrid, el general Sickles, propuso en nombre de su gobierno el reconocimiento de la independencia de la isla previo pago de una indemnización; en aquellas circunstancias, tanto Prim como el ministro Becerra no pudieron aceptar, sobre todo por la presión de la opinión pública. La realidad de la guerra y las dificultades de mantener la autoridad española en la isla planteaban un conjunto de problemas que desbordaban la misma realidad colonial, situando España en medio de un conflicto que tenía fuertes repercusiones internacionales. El hecho de la guerra durante el Sexenio abrió la posibilidad de una nueva relación con la colonia e, incluso, la idea abandonista alcanzó a una pequeña parte de la élite política y de la opinión pública. El ambiente mayoritario, sin embargo, fue el de la defensa a ultranza de las colonias (López Cordón, 1981).

6.2.La política exterior durante la Restauración (1874-1902)

Una imagen consolidada en la historiografía de la política exterior de Cánovas es aquella que resalta el carácter introvertido, de “recogimiento”, que el político malagueño dio a nuestros asuntos exteriores. De un modo genérico, se ha visto este “recogimiento” como producto del talante pesimista y realista de Cánovas, que, consciente de la debilidad del país y de la “decadencia”, obligaba a prestar atención a los problemas internos para consolidar el nuevo régimen y, sobre todo, no aventurarse en cometidos que estaban por encima de la capacidad española. Esta imagen vino a fortalecer la idea de una política exterior muy diferenciada entre los conservadores y los liberales, según lo cual, a la primera etapa de recogimiento habría de suceder una de mayor extroversion bajo la dirección liberal. A ello hubo de contribuir no sólo el giro en política exterior dado por Moret tras su acceso a la Cartera de Estado, sino sus mismas palabras cuando escribió su Memoria sobre política internacional (1888) dirigida a la reina María Cristina: “A la muerte del rey don Alfonso XII -señalaba Moret-, España no tenía política internacional; más aún, puede decirse, sin temor a equivocarse, que la Restauración no lo había tenido”. Se apuntaba así a una política exterior diferenciada entre conservadores y liberales, de aislamiento de los primeros y de extroversión o mayor implicación de los liberales tras su acceso al poder. Venía alimentada, además, esta percepción por el distinto tono que unos y otros dieron al problema de España. Allí donde Cánovas sugería que la decadencia obligaba al realismo del recogimiento, el optimismo liberal inclinaba a Moret a una mayor implicación en la política internacional. Si Cánovas dedicaba su atención, sobre todo, a la consolidación del régimen, a establecer una relación coherente entre la debilidad nacional y la prudencia en el exterior de modo que no se viera obligada a gastar recursos en aventuras para la que no estaba preparada, esto es, aplicaba una “política de prudencia”, los liberales, ya consolidado el régimen y en una fase histórica ya distinta, apostaban por una “política de ejecución”, por más que en sus términos prácticos las diferencias entre una y otras no lo fueran tanto como señalaban sus promotores.

Esta imagen contrapuesta de la política exterior de conservadores y liberales, sin embargo, no debe ser exagerada. Ya se han resaltado las líneas maestras de la política exterior española a largo plazo como de tendencia al aislamiento, esto es, de protección interior. Y si liberales y conservadores mostraban estilos y espíritus distintos, la política desarrollada por unos y otros tampoco difería de un modo sustancial. Hubo coincidencia en el análisis de los principales intereses de España en el mundo: el Mediterráneo, el norte de África y las colonias ultramarinas constituyeron para unos y otros el punto central de su política. A ello se orientaron los esfuerzos diplomáticos y la reconversión, donde fue posible, de las Fuerzas Armadas. El Mediterráneo, las Islas Canarias y las Baleares, colonias antillanas y en el Pacífico representaban los intereses internacionales de la España de la Restauración. La valoración de los problemas ultramarinos tampoco permitía demasiadas gradaciones respecto de su gravedad y a la búsqueda de soluciones. Sí existían, sin embargo, divergencias en el modo de abordarlos. Manuel Espadas (2000) ha resaltado el carácter básicamente interno que los conservadores le atribuían, frente al carácter internacional que, en su percepción y resolución, advertían los liberales. Allí donde Moret interpretaba que la seguridad de las colonias descansaba tanto en una buena relación con EE UU como en la posición que internacionalmente ocupase España, con predominio de acciones políticas y diplomáticas, Cánovas lo percibió más como una cuestión de orden interior, de acción militar.

La distancia entre una y otra política tampoco podía ser excesiva, toda vez que los intereses nacionales marcaban las pautas generales de la política internacional y ésta vino determinada por el contexto general de la emergencia de las grandes potencias imperiales, con el “declive” de las naciones latinas tras el triunfo alemán en Sedán. El ambiente internacional vino marcado por la personalidad de Bismarck y la Realpolitik, un período de exaltación nacionalista y que hizo de la guerra el instrumento a su servicio en medio de una expansión imperial desconocida hasta entonces. El sistema de garantías que se dio a sí mismo Bismarck, además de la amenaza de la guerra, fue un juego de alianzas que se materializó en el Dreikaiserbund, el acuerdo de los tres emperadores dejando a un lado a la vencida Francia que, derrotada y perdidas Alsacia y Lorena, quedaba aislada y era incapaz de constituir un peligro para el nuevo orden continental. Este marco que sigue a la victoria prusiana de Sedán, que propicia el aislamiento de Francia y la empuja a la acción colonial, conforma el primer sistema bismarckiano. En la década de los ochenta el segundo sistema bismarckiano se tipifica en la llamada Triple Alianza (mayo de 1882) entre Alemania, Austria-Fíungría e Italia. El acuerdo entre alemanes y austríacos llegaría hasta 1818. Italia se mantuvo sola hasta 1915.

6.2.1.La política exterior de Cánovas

La lógica inmediata de la acción exterior de Cánovas estuvo orientada al reconocimiento internacional de la monarquía de Alfonso XII. Lo contenido en el Manifiesto de Sanshurst, la imagen de una nueva era de orden y tranquilidad frente al desorden de la República Federal, fue puesto como un elemento central en la necesidad de revisar la situación interior. La respuesta internacional fue rápida, favorable y, en ocasiones, matizada. Países como Portugal y Rusia reconocieron de inmediato al régimen, pero otros fueron más renuentes, como Italia o Inglaterra. No obstante, en los primeros meses de 1875 la monarquía de Alfonso XII había sido reconocida por las principales potencias. Las reticencias provenían, en todo caso, de la presencia del pronunciamiento militar y del carácter confesional que marcaba los primeros pasos del nuevo régimen. No obstante, como ha reiterado Manuel Espadas (2000), el reconocimiento de la monarquía alfonsina supone una breve mirada retrospectiva a la posición de las potencias europeas durante su proceso de gestación. Por razón de su influencia conviene reseñar la posición de Alemania, Francia y la Santa Sede.

La actitud alemana hacia la monarquía alfonsina fue favorable y contrastaba con la desconfianza y recelos que habían dominado las relaciones hispano-alemanas durante la etapa republicana. La presencia del conde Hatzfeld, amigo personal de Bismarck, como embajador en Madrid abría un mejor entendimiento con el gobierno español. Los temores apuntados por la prensa francesa a que se produjera una entente contra el país vecino mostraban su percepción de que el nuevo régimen alimentaba una relación cercana con Alemania. El viaje de Alfonso a Berlín y los rumores de un posible matrimonio del rey con una princesa alemana situaron las relaciones con el régimen prusiano en una línea de cooperación. El reconocimiento del rey fue muy rápido e incluso se propuso desde Alemania un reconocimiento simultáneo por parte de los tres emperadores.

La posición francesa se sitúa en otra dirección. La tradicional relación de la política moderada con los gobiernos franceses se había roto en los años el Sexenio. Ni la Monarquía amadeísta, primero, ni la República, más tarde, habían gozado del apoyo francés. Tampoco la República de Serrano gozó de los favores del país vecino. La relación de las autoridades francesas con el entorno de Isabel II no fue mala, pero estaba distante de representar un apoyo a su causa. Cuando se planteó la candidatura de Alfonso Mac Mahón visitó a Isabel II y le expresó la simpatía por la causa de su hijo. A pesar del apoyo que recibieron de un modo continuo los carlistas en suelo francés, Cánovas siempre había hecho esfuerzos por atraerse a los medios políticos franceses, ya a través de hombres de su confianza, ya con su presencia en París el verano de 1874. La proclamación de Alfonso no fue, pues, una sorpresa para el gobierno francés, pero tampoco fue recibida con entusiasmo y tuvo más preocupación por la reacción del resto de los gobiernos. La voluntad de obtener ese reconocimiento quedó clara cuando Cánovas envió a París al conde de Molins, que llegaba a la capital francesa el mismo día que Alfonso hacía su entrada en Madrid. La respuesta francesa fue también rápida, ya que el 17 de febrero el conde de Chaudordy presentaba las credenciales al rey Alfonso XII (Espadas, 2000).

Más compleja resulta la posición del Vaticano ante el nuevo régimen. A pesar de las diferencias planteadas en el Sexenio democrático, las relaciones diplomáticas entre los distintos gobiernos -tanto de la Monarquía de Amadeo como de la República- y el Vaticano no se interrumpieron. En estos años la Santa Sede fue requerida por las dos opciones dinásticas que pretendían restaurar el trono. Los carlistas, apoyados con fuerza por los sectores eclesiásticos, se consideraban los verdaderos defensores de la Iglesia, y los sectores isabelinos, firmantes del Concordato, se sentían legítimamente como los portavoces de sus intereses. La misma Isabel II llegó a ofrecer a Pío IX la renuncia a sus derechos a favor de la causa carlista. En esas circunstancias y, a pesar de que el componente católico de la monarquía alfonsina era evidente, el reconocimiento del Vaticano se iba dilatando. Las razones de esa dilación estaban en la presión que se estaba ejerciendo sobre el gobierno de Cánovas para que éste declarara la unidad católica. Por un lado, la presión del carlismo para evitar el reconocimiento pontificio fue muy fuerte y la prensa vaticana, muy favorable a la causa del pretendiente, presentaba el cambio político como una maniobra de Bismarck, en un momento de fuerte tensión entre la Iglesia católica y el Kulturkampf. Por otro lado, el Vaticano exigía el cumplimiento riguroso del Concordato de 1851 y desde este planteamiento llevó a cabo una presión intensa, consciente, a su vez, de la importancia que para Cánovas tenía su reconocimiento. La búsqueda de desagravios y el mantenimiento de viejos privilegios parecen ser la política dominante del papado en esta primera fase de la Restauración (Rubio, 1998).

La Restauración necesitaba desde sus primeros pasos la garantía de una aprobación exterior, en un momento delicado, con cambios significativos en las relaciones internacionales y con problemas internos tan importantes como la guerra carlista que, como ya se ha señalado, constituía, en mayor medida que el republicanismo, un problema de fuertes componentes internacionales.

Para la obtención de esa garantía Cánovas diseñó una política exterior que encontró fundamento en sus planteamientos pesimistas, en el conocimiento de las claves darwinistas de las relaciones internacionales y en la convicción de que los tiempos de España eran de decadencia y, en correspondencia, de “recogimiento”. Como ha resaltado Julio Salom (1967), no debe identificarse recogimiento con una época de aislamiento, pero sí con una convicción de que la acción internacional de España debía rehuir los compromisos excesivos, es decir, alianzas que implicasen obligaciones gravosas o difícilmente realizables para el país. Así, frente a la política de alianzas, un “lujo de los poderosos” señalaba Cánovas, era más conveniente acomodarse al logro de acuerdos puntuales. Ese pesimismo respecto de las alianzas y de las obligaciones que éstas representaban para España lo mantuvo durante décadas en el poder y en la oposición. “No se alian; no tienen aliados los que quieren; tienen aliados los que pueden, los que tienen qué dar a cambio de lo que a ellos se les ofrezca”, señaló en el Parlamento en agosto de 1896 (Elizalde, 1998).

Esta posición de Cánovas se vio alimentada también por otros elementos que hacen referencia a la situación de los círculos políticos, poco interesados y no siempre bien formados en política internacional, y con una nociva tendencia a subordinar ésta a las disputas domésticas y, junto a ello, la propia tendencia de la opinión pública, enemiga de complicaciones exteriores e inclinada al neutralismo, como habrían de mostrar las reacciones de rechazo casi unánime ante los rumores -fundados- sobre pactos secretos con la Triple Alianza.

Su constante defensa del recogimiento, en línea con las inclinaciones de las élites políticas y la opinión pública, no fue obstáculo para llevar a cabo gestiones secretas a favor de compromisos sobre problemas determinados y acuerdos temporales con otras naciones respecto de problemas claves para España. De esas gestiones sobresalen aquellas destinadas a la consolidación del régimen; de un modo directo, el intento de pacto con Alemania ante el riesgo que representaba la llegada al poder de los partidos republicanos en Francia (1877). Los intentos de Cánovas de llegar a un acuerdo que ofreciese garantías de apoyo militar mutuo fueron desestimadas por Bismarck, del que logró una declaración de eventuales contactos futuros de valor muy limitado. La imposibilidad de un acuerdo de alto alcance con Alemania se vio seguido de otro fracaso en la cuestión de Marruecos, que desde la década de los ochenta fue una pieza significativa de las relaciones entre Alemania, Francia e Inglaterra (Salom, 1999).

Con todo, a medida que se producían cambios en el orden internacional, con el cambio de posición de las potencias latinas y la apertura de Francia e Italia a una intervención en el norte de África, Cánovas estuvo tentado a una proyección exterior. El protagonismo fue asumido por el propio rey Alfonso XII en 1883 con su viaje a Alemania, pasando por París y Viena. En Homburg, el emperador Guillermo nombró al rey coronel honorario del regimiento Huíanos de Schleswig-Holstein, n.° 15, uno de los más distinguidos en la guerra francoprusiana, por entonces en guarnición en Estrasburgo, que agravaría la hostilidad con que fue recibido por la opinión pública francesa. De mayor trascendencia fue el acuerdo verbal, expresado por Alfonso XII al embajador alemán, Hatzfeld, de comprometerse personalmente con el emperador para apoyar al ejército alemán en caso de guerra con Francia. La visita fue correspondida por el viaje del kronprinz Federico Guillermo a España, como una ratificación del acuerdo, del que ni Cánovas ni Sagasta tuvieron conocimiento. El acuerdo verbal entre ambos monarcas, y con el respaldo de Bismarck, constituye un precedente de la posterior vinculación de España a la Triple Alianza, aunque entre uno y otro momento debieron soportar la tensión entre ambos países originada por la crisis de las Carolinas, superada gracias a la mediación del Vaticano (Espadas, 2000). Esta situación de apertura leve, debida a la propia acción del monarca, sin embargo, no modificó la tesis canovista del retraimiento y del neutralismo, reafirmada en momentos de crisis -1887, 1890—, aun cuando él mismo renovase el pacto secreto con la Triple Alianza en 1891.

6.2.2.La política exterior de los liberales

La llegada de los liberales al poder tras la muerte de Alfonso XII les brindó la oportunidad de llevar a cabo sus planteamientos de política exterior, modificando los supuestos que habían movido la acción canovista. La política exterior liberal, caracterizada como activa, o como pomposamente se denominó “política de ejecución”, se tradujo como aportación principal en la coyuntural vinculación a la política de la Triple Alianza. En mayo de 1887, mediante un intercambio de notas, España firmaba un pacto secreto con Italia, al que se adhirieron Alemania y Austria-Hungría, del que se dio conocimiento a Gran Bretaña. El acuerdo fue renovado en 1891 con algunas variaciones a favor de España y quedó extinguido en 1895, cuando España se enfrentaba a la guerra colonial que acabó llevando a la guerra con EE UU y la pérdida de las colonias. 

Este acto internacional se inscribe en las concepciones que Moret dio a la política exterior en su intento de romper con la estrategia conservadora de “recogimiento”, en la idea de que España debía iniciar una etapa de mayor compromiso con el exterior con el fin de dar garantía a dos elementos fundamentales para nuestro país: por un lado, la consolidación de la Monarquía y, por otro, una seguridad para los intereses coloniales de España, centrados en los territorios ultramarinos y en el Mediterráneo, específicamente en Marruecos. La búsqueda de esta nueva situación internacional para España no fue fácil y los resultados, como se conocen, muy limitados, pues no sirvieron para salvaguardar las colonias ni dieron garantías a las aspiraciones españolas en el norte de Africa.

Para salir del aislamiento, Moret intentó primero una apertura hacia Inglaterra en la idea de que el antagonismo colonial con Francia podría facilitar un acuerdo basado en ventajas comerciales. El conocimiento de la política inglesa y la amistad personal con Lord Granville, jefe la diplomacia de las islas durante mucho tiempo, alimentaron esa esperanza. Con todo, las resistencias interiores, dado el peso de los sectores profranceses, parecen haber frustrado esa tarea (Ferrera, 2002). Es por ello que los liberales se inclinaron hacia un acuerdo con Alemania e Italia. La alianza con Alemania resultaba difícil dado el precedente del conflicto de las Carolinas en julio de 1884 y, ante la recomendación de Bismarck, se optó por la vía italiana, con apoyo en los intereses mutuos en el Mediterráneo occidental. El imperio alemán no deseaba un acuerdo directo, pero estaba interesado en incorporar a España a través de Italia, pues incluso el canciller redactó directamente la parte fundamental del texto reformando otras propuestas.

Los acuerdos respondían a las necesidades expresadas por Moret de defensa de la Monarquía y asegurar la paz general, y se centraba en la seguridad de España en el Mediterráneo. De los tres artículos que componían el Pacto Secreto, el primero establecía el compromiso de España a no suscribir con Francia en lo relativo a los territorios del norte de África ningún tratado que fuese directa o indirectamente perjudicial para Italia, Alemania o Austria; el segundo comprometía a España a abstenerse de cualquier ataque no provocado; finalmente, por el tercero, España e Italia se comprometían, con la finalidad de mantener el statu quo en el Mediterráneo, a comunicarse en este sentido y a intercambiar toda la información sobre las intenciones respectivas, así como las de otras potencias. Como se puede observar, ni por su contenido ni por la posterior evolución de los acontecimientos se puede decir que el tratado representara un paraguas para los intereses de la política española, aunque sí estaba concebido como el inicio de una nueva política exterior, en el intento de superar el anterior aislamiento.

En 1891 se produjo la primera y única renovación del tratado, con variaciones de contenido a favor de España ya que logró que se admitiese una reserva en cuanto a que el mantenimiento del statu quo se entendiese de derecho y no de hecho, es decir, que se contemplaran los derechos adquiridos y no ejercidos por España en virtud del Tratado de Tetuán y la toma de Wad-Ras (1860), y que, finalmente, España obtuviera libertad de acción para garantizar la defensa de sus posiciones en el norte de África. Como ha mostrado Federico Curato (1961) en su clásico estudio de las relaciones entre España e Italia, el acuerdo no evitó las tensiones y los incidentes entre los firmantes y fue sometido a duras pruebas durante la crisis portuguesa de 1890 y, de un modo especial, en la guerra de Melilla de 1893. Pese a todo, cumplió los objetivos básicos que se habían propuesto sin alterarse ante las propuestas tanto españolas (Vega de Armijo) como italianas (Crispí) que, en un momento de tensión en las relaciones italo-francesas, planteaban convertir los acuerdos en la base de un mayor compromiso, para convertir la Triple Alianza en un arma ofensiva de los intereses de sus aliados

No obstante, la firma del acuerdo estaba bien dirigida a los problemas con que se podría encontrar España en el norte de África. La crisis de Melilla de 1893, cuando se llevó a cabo un enfrentamiento entre las tropas españolas y las tribus rifeñas, por trabajos de fortificación que situaba un fortín en terrenos considerados como sagrados, provocó cuarenta muertos y un grave conflicto de repercusiones internacionales. Tras una ardua labor diplomática se llegó a un acuerdo con Muley Hassan en el Tratado de Marraquech, que establecía una zona neutral en torno al territorio de Melilla, el sultán se comprometía a controlar a los líderes rifeños y a pagar una indemnización. Pasado un año no se había cumplido ninguna de las cláusulas del Tratado, con considerable menoscabo del prestigio español. Cuando en febrero de 1895 estalló la sublevación cubana, estaba prevista una renovación del Pacto Secreto para mayo, pero nunca se renovó. Desde 1891 había cambiado el panorama internacional, del mismo modo que lo habían hecho las relaciones de España con sus socios y, sobre todo, con Alemania e Italia (García Sanz, 2002).

6.2.3.España y el orden internacional en la crisis de fin de siglo

La década de los noventa marcó un giro importante en la vida política internacional. Para una pequeña potencia y de carácter periférico, la búsqueda de garantías para el mantenimiento de sus colonias se convirtió en un elemento de primer orden, en un medio regido por las reglas del darwinismo social (Jover, 1979). El sistema de Bismarck, de aislar a Francia y neutralizar a Rusia se mantuvo hasta finales de la década de los ochenta, pero varió tras la caída del canciller en marzo de 1890, provocando un cambio de la política exterior alemana que habría de afectar a las condiciones generales de la política exterior española. El alejamiento de la Triple Alianza y la existencia de un acercamiento a la República francesa iban a marcar el cambio de rumbo de la política exterior precedente.

Rosario de la Torre (1997) ha señalado los siete elementos que dominaron la política exterior española de la década de los noventa. El primero se refiere al viraje proteccionista, resultado de la imbricación decisiva que adquirió el intercambio comercial en los designios de la política exterior. Se insertaba en el cambio de política económica que desde 1891 fue suprimiendo las franquicias arancelarias que habrían de llevar a la ley proteccionista de 1906. En el terreno de la política internacional, el viraje defensivo no sólo ha de ser interpretado como un reflejo defensivo de la economía nacional, sino como la consecuencia de la relación de España con un contexto internacional de despegue y concurrencia de las grandes potencias industriales y la marcha del imperialismo. Ese viraje proteccionista, y el peso que adquiere en la definición de la política exterior, fue un fenómeno propio de las relaciones internacionales de la década que se tradujo para España en la negociación de un nuevo tratado comercial con Francia y en la denuncia de los acuerdos comerciales vigentes con Alemania, Austria-Hungría, Bélgica, Reino Unido, Italia, Países Bajos, Rusia, Suecia-Noruega y Suiza. Este marco de negociación bilateral, segundo elemento, alteró las condiciones de interés de España en la Triple Alianza, cuya renovación se había desarrollado bajo gobierno conservador en 1891, bajo el principio de garantizar el régimen monárquico, tras la crisis portuguesa del Ultimátum, que debilitaba la posición de las monarquías de la Península Ibérica. En 1895, en medio de una mejora de las relaciones con Francia y con la búsqueda de una garantía para la posición española en las Colonias, España buscó desligarse de la Triple Alianza sin brusquedades, reiterando su amistad y garantizando que no entraba en otra coalición internacional (García Sanz, 1994).

El tercer elemento que caracterizó la política exterior española encuentra su ámbito en las relaciones hispano-británicas y en el Peñón de Gibraltar, cuando un proyecto de construir unas fortificaciones en Sierra Carbonera alertó a las autoridades británicas ante el riesgo que conllevaban para la seguridad e intereses de la colonia, sobre todo en un eventual enfrentamiento con Francia. El cuarto se orienta hacia los intereses españoles en el Pacífico, tras la eclosión de Japón como fuerza dominante de la zona. El temor de España a un apoyo a los insurrectos llevó a la búsqueda de garantías de que en los territorios bajo control japonés o desde las colonias británicas no encontraba base la sublevación filipina.

El quinto y más acuciante problema de las relaciones exteriores españolas en la década final del siglo XIX tiene su centro en Cuba, tras la sublevación de febrero de 1895 que dio inicio a la guerra. La búsqueda de garantías para que el gobierno controlara el conflicto sin que entrasen en liza otros intereses, muy especialmente los americanos, constituyó el centro de la diplomacia española, ya fuera un gobierno de Cánovas o de Sagasta. La demanda americana de que España resolviera el problema mediante una solución militar y, sobre todo, a partir de reformas en la isla se convirtió en una amenaza permanente que la diplomacia española quiso neutralizar con el apoyo internacional. Una vez que se vio la imposibilidad de que España encontrara apoyo de las grandes potencias para una acción colectiva a favor de la soberanía española, se trataba de evitar la intervención norteamericana, primero, y los costes de la guerra, después. Es, en este marco, donde se hizo inviable la renovación de los acuerdos mediterráneos, pues la demanda de apoyo reclamada por España no podía ser atendida por las otras potencias. Lo máximo que pudo lograr España en aquellos momentos fue la declaración de simpatía de Inglaterra y los deseos de Lord Salisbury de que una política autonómica en Cuba contribuyera a evitar la guerra.

El sexto elemento se refiere a la negociación del memorándum de 1896 y el fracaso de la iniciativa canovista para neutralizar la intervención norteamericana. En él se buscaba una acción coordinada de las grandes potencias para evitar la intervención norteamericana y salvaguardar el trono, bajo el supuesto de que una guerra acabaría con la Monarquía en España. Tras los contactos previos con la diplomacia austriaca e inglesa, el gobierno español reclamaba que las potencias instasen al gobierno norteamericano que asumiera que desde su territorio no se proporcionaba ayuda a la sublevación cubana y el apoyo de esos países en las gestiones de las autoridades españolas en este asunto ante el gobierno americano. Los buenos propósitos se convirtieron en indiferencia cuando en julio de 1896 el gobierno Cleveland proclamó formalmente la neutralidad en el conflicto hispano-cubano. La posterior intervención americana señalando que consideraría inamistoso la presentación del memorándum por parte española y la falta de interés de las potencias mostraron que la simpatía y el reconocimiento de los derechos españoles no llevaron en ningún caso a una garantía que reclamara intervención ante un eventual conflicto hispano-norteamericano.

Por último, el séptimo elemento señalado por De la Torre se refiere a la negociación emprendida por España entre las potencias para evitar el conflicto con EE UU. Se inserta en la propia dinámica interior de los gobiernos americanos, en la sustitución de Cleveland por McKinley y la presión de la opinión pública norteamericana que está detrás del intervencionismo yanqui en la isla. Como ha mostrado John L. Offner (1997), lo que dirigía las acciones de los presidentes americanos era la opinión pública favorable a la liberación de Cuba, la competencia de los partidos políticos por el gobierno y cómo en esa lucha el Partido Republicano abanderó la causa de terminar con el dominio español en Cuba. Tras la explosión del Maine, amenazado con perder el control del poder legislativo y el del partido, McKinley cedió a las presiones de los congresistas republicanos. Con ello, se observa el peso de los componentes internos en la acción exterior de EE UU. Ante ella, la diplomacia española, los intentos de la reina para obtener el apoyo de las monarquías europeas y la diplomacia vaticana se mostraron impotentes.

El marco global en el que se inserta el “desastre” en 1898 apunta de este modo a la consideración de tres variables: una guerra colonial con su epicentro en Cuba, una guerra con EE UU que comporta la pérdida de Cuba, Puerto Rico y Filipinas y una inhibición de las potencias frente a la desigual confrontación de España y EE UU, como apéndice, la venta a Alemania de los tres archipiélagos del Pacífico: Carolinas, Marianas y Palaos. En este proceso han quedado establecidas las reglas que dominan las relaciones internacionales, el darwinismo que las nutre y el proceso de sustitución de los viejos imperios —el español y el portugués, de un modo especial— por las nuevas potencias industriales en tiempos de imperialismo. Es en este marco internacional donde encuentra su razón de ser la derrota colonial y, posteriormente, la diplomática que llevó a la firma del Tratado de París, donde se plasmaron los acuerdos que daban cobertura a la derrota colonial española (Jover, 1999).

El desenvolvimiento de la crisis de fin de siglo en sus dimensiones internacionales constituye una plasmación declarada de los principios del darwinismo social, de la pugna entre living nations frente a dying nations, que señalara Lord Salisbury en su famoso discurso de 4 de mayo de 1898 en la Pinrose League londinense (De la Torre, 1988) y frente al cual se levantó Rafael Altamira al escribir El problema actual del patriotismo, publicado en La España Moderna en octubre de 1898. El texto de Altamira, más tarde publicado como capítulo primero de su Psicología del pueblo español, constituye no sólo una réplica de los argumentos darwinistas de Salisbury, sino también una nueva reflexión sobre la historia de España y el primer episodio de una nueva manera de entender la historia nacional, en la línea de una historia de la civilización (Asín Vergara, 1997).

La derrota militar fue seguida de otra diplomática como se estableció en el Tratado de París, de 10 de diciembre de 1898. En virtud del mismo España reconoce la independencia de Cuba y cede a EE UU Puerto Rico, Filipinas y la isla de Guam, en las Marianas. La cesión de Filipinas constituyó un elemento complementario, pues no estaba en el protocolo de paz firmado en Washington cuatro meses antes. En las negociaciones, la intransigencia de EE UU subrayaba la impotencia y aislamiento de España. Ante la exigencia norteamericana, los comisionados españoles se limitaron a consignar una protesta y dejaron que los americanos fijasen libremente los límites del territorio que cedía España. Quedaba así reseñado por el artículo tres del Tratado que quedarían bajo soberanía española aquellos territorios de los cuales no se había hecho especial mención como cedidos a EE UU. Ese era el caso de las islas Marianas, de las Palaos, de las Carolinas y de dos islas del archipiélago filipino: Sabutú y Cagayán de Joló, unos territorios que apenas duraron dos años, pues acabaron pasando a manos alemanas tras la firma del Tratado Hispano-alemán de 30 de junio de 1899: España cedía a Alemania las Islas Carolinas y las islas Palaos contra un pago de 25 millones de marcos (Jover, 1999).

La pérdida de los restos del imperio colonial se llevó a cabo en medio de unas negociaciones de extrema debilidad, bajo los esquemas del darwinismo social y con el criterio de reparto de los restos coloniales de las potencias declinantes. Tanto es así que, en medio de las negociaciones, se vio amenazada la integridad territorial española cuando se planteó la posibilidad de que las Islas Canarias fueran objeto de reparto. Como ha señalado el embajador francés en Washington durante la guerra hispano-norteamericana, Jules Cambón: “Cuando negociaba en 1898, en Washington, los preliminares de la paz entre España y Estados Unidos, precipitamos la firma para evitar la partida inminente de la expedición proyectada por los americanos sobre las Canarias, pues codiciaban la posesión de ese archipiélago” (Niño, 2000). No es de sorprender, por tanto, que la posición española fuera la de ceder de inmediato todos esos territorios para preservar la integridad del territorio español y salvaguardar la Monarquía. Como señaló Eugenio Montero Ríos tras la firma del Tratado: “Todo se ha perdido, menos la Monarquía”. Tras la derrota colonial, España daba inicio a una nueva etapa, circunscrita en sus dimensiones territoriales a la Península Ibérica y mostrando una mirada colonial de carácter más defensivo en el norte de Africa, para lo cual necesitaba reajustar sus relaciones exteriores. A ello dedicó sus esfuerzos en la década siguiente, bajo el paraguas ofrecido por la entente franco-británica.

6.3.La política exterior española (1902-1917)

Tras la crisis de fin de siglo, España aparece como una potencia de tercer orden, sumida en una fuerte crisis de identidad, que ha salvado la Monarquía y el sistema político, pero que debe iniciar un proceso regenerador que alcanza su redefinición en el orden internacional, pues ha sido derrotada militarmente, humillada diplomáticamente y reconvertida en su dimensión territorial a la península, con intereses estratégicos exclusivamente regionales localizados en el Mediterráneo occidental y la zona del Estrecho. Por su situación geográfica y debilidad militar, quedaba situada en una posición marginal respecto de las grandes cuestiones que se dirimían en el centro de Europa.

A pesar de este carácter marginal que le confiere la pérdida de los territorios ultramarinos de América y el Pacífico, su enclave geográfico, sin embargo, la convierte en objeto de atención de las potencias europeas y será en ese ámbito en el que desenvuelva lo fundamental de su acción exterior. En el marco de relaciones y equilibrios de la Europa de principios del siglo XX, España era importante para controlar un amplio espacio estratégico que alcanzaba de las Canarias a las Baleares y que tenía por centro la región del Estrecho, de vital importancia estratégica para la conexión de Inglaterra con su imperio, pero también para Francia y sus posesiones africanas.

La débil posición española necesitaba, en consecuencia, un sistema de alianzas que dieran garantía a su integridad territorial y, al mismo tiempo, facilitara la culminación de una débil pero sentida necesidad de fortalecer su flanco sur en Marruecos. En la coyuntura de redistribución colonial, la actitud española devino en abiertamente defensiva y temerosa, pero, al mismo tiempo, necesitaba asegurarse que las potencias no tomaban decisiones que lesionasen sus intereses. El problema central fue, pues, la defensa de su territorio peninsular, de los dos archipiélagos y las plazas de soberanía en la costa de Marruecos. Al tratarse de una nación desarmada, económicamente débil con una urgente necesidad de reorganizarse interiormente, sólo quedaban dos soluciones: establecer una organización militar y naval capaz de defender las cosas de la península y las islas, lo que permitiría una política exterior de neutralidad internacional o de aislamiento, o bien buscar la seguridad en la protección de potencias amigas más poderosas. La primera fórmula no se podía improvisar y resultaba muy onerosa para la situación del país, por másque en los años siguientes Maura llevó a cabo una reestructuración de la flota. La neutralidad de España, necesitaba de una capacidad militar disuasoria que no se correspondía con la situación española de 1900. La fórmula habría de ser una aproximación a Inglaterra, cuya flota podía garantizar la debilidad marítima española. Para la defensa del territorio, Alfonso XIII confiaba en la reorganización de un Ejército de tierra que pudiera garantizar la independencia nacional. La realidad de los años siguientes mostraría la dificultad de desarrollar una política exterior autónoma, la dependencia efectiva que España tuvo de sus vecinos Francia e Inglaterra y la necesidad de acompasar sus intereses con la acción de ambos países y, en menor grado, con Alemania. Como señalaba un aforismo español del momento: “Cuando Inglaterra y Francia marchen de acuerdo, seguirlas; cuando se opongan entre sí, abstenerse”. Ése iba a ser el marco y actitud de la posición española en el orden internacional en la primera década del siglo XX, preocupada básicamente por la búsqueda de una garantía en la región del Estrecho, por la consolidación de un espacio de seguridad interior que hizo del eje Baleares-Estrecho-Canarias el fundamento de su política exterior.

Esta nueva situación internacional de España, su centralidad en el ámbito peninsular y el eje Atlántico y Mediterráneo, marcaron un giro en las líneas maestras de la acción exterior, abandonando las directrices que habían insertado España en la Triple Alianza (1887-1895), de la mano de las relaciones bilaterales hispano-italianas. El giro diplomático vino marcado por la nueva personalidad del rey Alfonso XIII, de reconocida filiación anglofila, y por el peso de las relaciones comerciales y política con Francia, un socio y competidor en el norte de Africa, que habría de marcar profundamente las relaciones exteriores españolas antes de la Primera Guerra Mundial. Después de Fashoda, las relaciones entre Francia e Inglaterra experimentaron un cambio considerable que llevó a la firma de la entente franco-británica de 1904. Fue la firma de la Entente la que marcó las líneas básicas de la acción exterior de esos países en el norte de Africa y que habría de dominar el marco de relaciones de las cuatro potencias de la zona: Inglaterra, Francia, Italia y España.

Tras el fracaso colonial de 1898, la situación de España pasaba por encontrar algún tipo de acomodo en el norte de África, donde el regeneracionismo español de entre siglos había centrado su atención. Ya fuese por afirmación nacional tras el desastre, por la actitud e intereses de algunos grupos económicos por la misma personalidad del rey, la acción colonial en Marruecos se presentaba como la única manera de estar presente en el nuevo orden de las relaciones coloniales. En España, la presencia en Marruecos siempre se había visto como un elemento de seguridad interior, como una cobertura para las ciudades de Ceuta y Melilla y, sobre todo, como el terreno natural de expansión de la raza española en un momento en el que las concepciones darwinistas dominaban el discurso colonialista. Marruecos pasó a ser, pues, el eje de la política exterior de la España alfonsina. No en vano se llamó al rey Alfonso “el africano”, dada su proclividad a fortalecer la acción colonial en la zona.

El interés y presencia española en el norte de Africa no era reciente, pues databa del siglo XV, durante el reinado de los Reyes Católicos. Desde entonces España controló enclaves concretos y estableció plazas fuertes y presidios sin llegar a una ocupación efectiva del territorio. No puede decirse que España en los siglos XVI al XIX desarrollara una acción colonial sostenida, pero el interés y la presencia en la zona fue constante. A la altura de 1880 poseía cinco bastiones: Ceuta, Melilla, Peñón de Vélez, Alhucemas e Islas Chafarinas. A la confirmación de ese estatus contribuyó la conferencia Internacional en Madrid de 1880, ratificado mediante el acuerdo anglo-italiano de 12 de febrero de 1887, al que de inmediato se adhirió España. A partir de entonces Marruecos fue una constate en la política internacional de España, en las concepciones regeneracionistas de la Sociedad Geográfica y en los objetivos inmediatos de un sector de los intereses económicos, sobre todo mineros. Marruecos devino en un factor básico de la regeneración nacional, donde se fundieron frustraciones nacionalistas, concepciones darwinistas y la búsqueda de la seguridad en tiempos de crisis y decadencia. Y junto a Marruecos, la singular relación de hermandad y tensión con Portugal, y la política hispánica en América Latina constituyen los ejes más sobresalientes de la política exterior española tras la crisis de fin de siglo.

6.3.1.España y la entente franco-británica de 1904.

Los Acuerdos de Cartagena de 1907.

El Protectorado d2e Marruecos

La política exterior española a principios el siglo XX tuvo como eje de sus actuaciones la reacomodación a la nueva relación entre Inglaterra y Francia tras Fashoda y la participación, en cierto modo subordinada, en la ocupación de Marruecos. La expansión española en Marruecos, en grandes líneas limitada a los intereses en la zona de las tres potencias europeas, tuvo que definirse en función de los equilibrios estratégicos tanto de alemanes como de franceses e ingleses. Para Gran Bretaña, la posición española constituía, a su vez, un freno al dominio de Francia sobre un territorio que podía poner en peligro la seguridad de Gibraltar. La firma de la entente cordiale con Francia en 1904 representaba un freno a las aspiraciones comerciales y militares de Alemania en la zona, pero resultaba imprescindible también que el país galo no tuviera un control excesivo del norte de Africa, lo que facilitó la inserción de España en la misma.

Es así como España se incorpora a la entente, quedando definidos los intereses comunes de los dos países de la zona, la “marginación” de Alemania y la “garantía” de que el acuerdo recogía las legítimas aspiraciones españolas. Francia reconocía la tradicional presencia de España en Marruecos, Inglaterra garantizaba el statu quo a través de una zona de influencia española en el norte de Marruecos que en términos prácticos representaba un cortafuegos a las posiciones de Francia y Alemania, en la costa marroquí frente a Gibraltar y el paso del Estrecho. Como señalaba el artículo VIII del Acuerdo: “Los dos gobiernos, inspirándose en sus sentimientos sinceramente amistosos para España, toman en particular consideración los intereses que tiene por su posición geográfica y por sus posesiones en la costa marroquí del Mediterráneo y a propósito de los cuales el Gobierno francés concertará con el Gobierno español”. Con el convenio franco-británico de 1904, Inglaterra ganaba libertad de acción en Egipto y se comprometía, en cambio, a brindar su apoyo diplomático a Francia en Marruecos. Francia, por su parte, concede a España una esfera de influencia en el norte de Marruecos, lo que fue interpretado en Alemania como una amenaza directa a sus intereses en el imperio jerifiano, de ahí el apoyo a la posición del Sultán.

En términos prácticos, el acuerdo firmado tras la entente dejaba al descubierto que España recibía un trato menos preferente que el que en 1902 le había ofrecido Francia y que no ratificó el Gobierno español. En 1904, con el acuerdo entre Londres y París, el margen de maniobra español era prácticamente nulo. Es así como de ofrecer Francia en 1902 los dos tercios del imperio marroquí, pasó a reconocer una franja marítima que, de hecho, representaba una garantía para el propio equilibro en la zona de los dos firmantes de la entente. El acuerdo entre España y Francia firmado en octubre de 1904 —y secreto hasta enero de 1912— no fue otra cosa que un acatamiento de los acuerdos de las dos potencias, que a ellas benefició de un modo prioritario y que se firmó con el propósito principal de garantizar tanto el equilibrio entre ellas como de marginar a Alemania. La presencia de esta última y sus relaciones con el Sultán habrían de ocasionar múltiples problemas a la acción española en su zona de influencia. La intervención del Kaiser a favor de una Conferencia Internacional que diera garantías a la independencia del imperio marroquí tuvo como contrapartida la convocatoria de la Conferencia de Algeciras en enero de 1906.

Los resultados de la Conferencia dejan de manifiesto que las expectativas del Sultán y del Kaiser no se cumplieron y que el Acta final daba garantías al ejercicio del libre comercio en los puertos más importantes de la costa marroquí, bajo control español y francés. Al mismo tiempo, se acordaba fortalecer la hacienda del Sultán con la introducción del monopolio de tabaco y el aumento del derecho de aduanas, pero una serie de cláusulas daba garantías a la penetración de los intereses económicos europeos. En el Acta sólo se mencionaba a España y Francia como responsables de los acuerdos fijados en sus respectivas zonas de influencia. En términos prácticos, los acuerdos firmados representaron una división efectiva del territorio marroquí fijando las zonas de influencia. A partir de entonces se observó también que la política francesa en la zona, más agresiva, dejaba poco espacio a la intervención española que hubo de apoyarse en la posición británica, afirmada a partir de la anglofilia de Alfonso XIII, fortalecida además por el matrimonio del rey con la princesa Ena, sobrina de Eduardo VII (Jover, 1999). De un modo u otro, entre los tres países se llevó a cabo una línea de colaboración estrecha, anudando sus nexos políticos y ampliando el radio de acción diplomática sobre nuevas regiones. Sería en las Declaraciones de Cartagena en 1907 cuando se alcanzara su mejor expresión la unidad de criterio en la diplomacia de las tres naciones.

La posición internacional de España se fortaleció tras la firma de las Declaraciones de Cartagena en mayo de 1907. El proceso de su realización no fue largo, pero hubo de ajustarse en su formato para dar satisfacción a la percepción y fines distintos que tuvieron España, Francia e Inglaterra. Pensado originariamente como un Tratado quedó reducido a un intercambio de notas con el fin de no incomodar a otros países. A través de esos acuerdos, España ratificaba su voluntad de vincularse de un modo más firme a Inglaterra y Francia, sellando de un modo definitivo la estrategia de la Triple Alianza de 1887 y encontrando unas claras garantías para sus posesiones insulares y los intereses en el norte de África. “Los acuerdos de Cartagena —señaló Antonio Maura- eran el reflejo de un conjunto de realidades incoercibles, imperativas, evidentes.” España se incorporaba de pleno derecho a la realidad estratégica de sus socios comerciales más fuertes. Encontraba en Gran Bretaña el apoyo naval para garantizar sus islas y costas. Con Francia establecía una defensa del statu quo que llevaba a fortalecer la posición en Marruecos. Como ha señalado E. Rosas Ledesma (1981), con ello recuperaba su posición en el orden internacional tras el 98, se aseguraba la integridad territorial, se asociaba a Francia en la colonización de Marruecos y, por su alianza con Gran Bretaña, se alejaba el peligro de un contencioso con el gobierno lusitano. La firma de los acuerdos se realizó, por lo demás, sin referencia alguna a las reclamaciones que podía desarrollar España sobre Gibraltar. De hecho, la posición inglesa no se podía entender si no fuera por las garantías que los acuerdos ofrecían a la integridad territorial española, pero también equivalía a resaltar que el Peñón era vulnerable y que con los acuerdos se solventaba cualquier tentación de debilitar esa posición estratégica para Inglaterra. España se sentía lo bastante débil como para no introducir el tema en las relaciones y de este modo se establecía que el statu quo territorial del Mediterráneo occidental equivalía a una renuncia a cualquier reclamación del Peñón. Para España se trataba, en definitiva, de una alianza básicamente defensiva, que le permitía salir de su ostracismo internacional y obtener garantías de sus territorios insulares y aun de la península. Los efectos de los acuerdos fueron duraderos, pero no impidieron que la amistad y cooperación en Marruecos frenara la presión de Francia y generara una sensación de inseguridad en coordinación de la política colonial de ambos países. La situación fue superada cuando en 1912 se firmó el Tratado Hispano-francés de noviembre de 1912, que dio acta de nacimiento al Protectorado español en Marruecos.

Una vez reinsertada en el ámbito internacional tras la conferencia de Algeciras y los Acuerdos de Cartagena España inició su andadura colonial en el norte de Marruecos siempre con la sensación de que Francia venía actuando sin el menor respeto a lo acordado en Algeciras y desarrollando una política de mayor alcance, que limitaba el desarrollo de una política autónoma por parte de España. El desarrollo de la política marroquí y la relación con Francia se llevaron a cabo, pues, en medio de la tensión permanente entre ambos países. Francia que había obtenido una zona de influencia muy superior presionaba para debilitar los intereses españoles. La conciencia en el país vecino de que la acción colonial española no contaba con el respaldo de la población ni de todas las fuerzas políticas, como mostraba la oposición republicana y socialista, y la resistencia a la acción colonial que mostraron los sucesos de la Semana Trágica acentuaron la presión, estimulada a su vez por los acuerdos firmados por franceses y alemanes sobre el libre comercio en Marruecos (Bachoud, 1988). El resultado de estas tensiones, junto a una permanente sensación de que Francia no cumplía ni la letra ni el espíritu de lo tratado, fue una crisis diplomática que obligó a España a buscar amparo en Gran Bretaña y que expresaba de un modo transparente las dificultades de la posición española en el norte de Africa ante un socio extremadamente incómodo. La contundencia de Canalejas en la defensa de la posición española y la sustitución de Caillaux por Poincaré en enero de 1912 abrieron un período de mayor confianza que culminó tras la muerte del político español, en la firma del Tratado entre ambos países en noviembre de 1912.

Con el acuerdo firmado por ambos países se daba carta de naturaleza a la ocupación efectiva que venía desarrollando España desde 1907. Esta no había sido sencilla, pues España tuvo que desarrollar diversas campañas militares para someter un territorio que le era hostil, muy accidentado y que, además, no estaba sometido al sultán. Las campañas de Melilla y de Kert ya habían mostrado las dificultades del dominio militar. Las condiciones estipuladas en el tratado no fueron muy favorables a España ya que tuvo que renunciar a una parte considerable del territorio (unos 45.000 km en el flaco sur de su zona de influencia) y aceptar el principio de internacionalización de Tánger, así como el compromiso de no fortificar la zona rifeña. Para España quedaba un territorio dividido, cuya pieza clave, el Rif, presentaba grandes dificultades geográficas y cuya base social y económica era de difícil dominio militar y administración.

Es evidente que el Tratado, sin embargo, vino a suavizar las tensiones con Francia, pero no daba solución a los problemas centrales el colonialismo español. Los acuerdos de mayo de 1913 con Italia significaban el reconocimiento de la libertad de acción en Marruecos, pero la cooperación francesa no satisfizo las expectativas que en ella habían puesto Romanones y el mismo rey Alfonso XIII. Francia permitió la ocupación de Tetuán en 1913 y el viaje a París del rey español se llevó a cabo en un ambiente de gran cordialidad, pero estaba lejos de expresar una afinidad clara entre los dos países. Había sintonía en el terreno comercial y de ordenación del territorio, pero las dificultades españolas para un dominio efectivo del Rif molestaban claramente a Francia, ya que lo interpretaba como un síntoma de desestabilización de la zona. Esta inestabilidad habría de sentirse en los años siguientes, sobre todo cuando, tras la Primera Guerra Mundial, Marruecos pasó a ser uno de los problemas centrales el Estado liberal. La actuación del general Berenguer, alto comisario, se dirigió a un control efectivo del territorio de Yebala y a la sujeción de las actuaciones de El Raisuni y, en el Rif, a la sublevación de Abd-el Krim. Desde 1919 el problema de Marruecos dejó de ser un problema colonial para convertirse en uno de los factores centrales en la propia crisis del Estado liberal, como quedó de manifiesto en Annual, cuyas repercusiones no fueron ajenas a la acción de Primo de Rivera y a la instauración de un régimen dictatorial en 1923 (La Porte, 2001).

Otro de los ámbitos significativos de la política internacional española tras el 98 fue el de sus relaciones con Portugal. España y Portugal padecieron una crisis del fin de siglo que acentuó los componentes nacionalistas y que no hizo otra cosa que fortalecer una percepción mutua de desconfianza, acentuada por la vinculación histórica de Portugal a Gran Bretaña y el impacto que sobre España ejerciera su vecina Francia. Abandonada definitivamente la posibilidad de una unión ibérica, ambos países vieron cómo se acentuaba su nacionalismo y en Portugal se percibieron con inquietud ciertos resabios dominantes de un vecino que no asumía su propia decadencia. El resultado de estas percepciones mutuas iba a ser una política de desdén hacia un vecino del que se hacían referencia retóricas que no acaban de madurar una política de vecindad y colaboración, y que durante décadas se mantendría en la esfera de influencia inglesa mucho más que en una simbiosis o alianza peninsular en beneficio mutuo. Traa el triufo de la República en Portugal, el discurso nacionalista, por un lado, y la propia posición intervencionista de Alfonso XIII; por otro, darían por concluida de un modo definitivo cualquier alianza estable entre los dos países ibéricos.

6.3.2.España y la Primera Guerra Mundial

Constituye un lugar común en la historia de España que la neutralidad del país durante la Primera Guerra Mundial venía determinado tanto por una tradicional política de aislamiento como por las propias dificultades por las que pasaba tras la crisis de 1898. También se ha reiterado que si bien es cierto que España no entró en la guerra de una manera activa ésta sí lo hizo en España, provocando transformaciones profundas en su sistema productivo y generando serios problemas sociales y políticos. Es cierto que desde la primera década del siglo España mantenía una relación intensa con Inglaterra y Francia, pero también que había llegado a una especie de equilibrio en el área mediterránea que tampoco la enfrentaba con Alemania. En 1914, como ha señalado Manuel Espadas Burgos (2000), España no tenía ningún compromiso que le obligara a una alineación con alguno de los contendientes, una realidad que era conocida tanto dentro como fuera de España.

La neutralidad fue así sostenida de un modo claro y, ya fuera planteada como una manifestación de debilidad, como un alejamiento de los motivos originales del conflicto o como resultado de ese equilibrio entere los contendientes, o cierto es que no se alteró a lo largo de toda la guerra. Con todo, esa imagen simple de una España neutral no es del todo cierta, ya que en la confrontación entre aliadófilos y germanófilos, y por la permanente recepción de presiones de los contendientes, España sí estuvo activa durante la guerra. En primer lugar, llevando a cabo una intensa actividad diplomática en defensa de los intereses que le demandaban los países beligerantes -por ejemplo de los belgas tras la invasión alemana- o para atender los prisioneros de guerra de los dos bandos, una actividad que encabezó de un modo directo el rey Alfonso XIII. De una forma u otra, la situación de España, a pesar de esa neutralidad que le llevó a no tomar parte en las hostilidades, fue muy activa en el suministro de materias primas y de productos manufacturados, sobre todo a los países aliados con quienes desarrollaba la mayor parte de su actividad comercial. En otra parte de este volumen ya se ha prestado atención a las profundas transformaciones que durante la guerra conoció el sistema productivo y la crisis social que de ello se derivó. En su dimensión internacional, la neutralidad, sin embargo, no propició la victoria de la democracia tras el triunfo aliado, ni menos aún una integración en primera línea en las instituciones internacionales dados los recelos que algunos países beligerantes —Portugal— manifestaron ante la presencia de España. Con todo, las gestiones de Romanones ante W. Wilson y el presidente francés Clemeanceau permitieron el ingreso español en la Sociedad de Naciones. En los años siguientes la ambigüedad española y su propia situación interna generaron una situación de inestabilidad que se acentuó en los años de la dictadura de Primo de Rivera.
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La sociedad española (1868-1917)

Cuando en 1868 triunfa la revolución Gloriosa es España una nación de casi 16 millones de habitantes (15.649.100 en 1860), atrasada, dominada por una economía agraria, con una tasa de urbanización reducida y con una población cuyos modos de vida están aún anclados en la sociedad tradicional. Podemos encontrar elementos más dinámicos en algunas regiones donde la economía capitalista ha producido transformaciones notables, donde el cambio social, la alfabetización y la incorporación a nuevos modelos productivos han facilitado una cierta modernización demográfica y nuevos modos de vida asociados a la cultura y sociabilidad burguesa. Sin embargo, la España que conoce la Monarquía saboyana, la Primera República y la proclamación de Alfonso XII era aún una sociedad en gran medida sometida a modos de vida y comportamientos bastante arcaicos. La Restauración es el período en que se llevan a cabo las transformaciones sociales que alumbran la modernidad: la revolución demográfica, la urbanización, el desarrollo de los nuevos modos de vida y los conflictos sociales propios de la sociedad de masas y, en definitiva, la plena contemporaneidad de un país que entre la crisis ferroviaria de la década de los sesenta y el fin de la Primera Guerra Mundial se ha transformado de una manera considerable.

Aunque no podemos olvidar el retraso que España presenta respecto de los países de su entorno, la historia económica (Sánchez Albornoz, 1977; Prados de la Escosura, 1988; Palafox, 1991) ha mostrado que a lo largo del siglo XIX y primeras décadas del XX el país experimentó un cambio considerable, en el que convivieron la estructura productiva y los modos de vida tradicionales con una nueva sociedad en vías de modernización. La sustitución del mito del fracaso español por el paradigma del retraso (Ringrose, 1996), incluso de un cierto éxito, no debe ignorar, sin embargo, que la España de 1868 a 1917 aparece como una sociedad dual, con centros urbanos dinámicos, abiertos a los retos que ofrece la nueva sociedad industrial, coexistiendo con amplias capas de la población que se mantiene sometida a los designios de modos de vida, jerarquías sociales y formas de sociabilidad bastante arcaicos. El peso de los poderes tradicionales reflejaba la persistencia de formas de vida comunitarias, bajo el control del cacique y del cura, que frenaron la emancipación personal y el reconocimiento de los derechos individuales, más allá de su afirmación y defensa jurídica formal. La literatura realista y naturalista dibuja un panorama social donde viejos y nuevos modos de vida coexisten y disputan, y a la vida burguesa y bohemia que conocen ciudades como Madrid o Barcelona se le opone la dura vida del terruño -esa intrahistoria a que ha hecho referencia Unamuno en En torno al casticismo (1895)— de la crisis agraria, de la emigración y del hambre, y en el mejor de los casos, la aburrida vida social de la capital de la provincia o de la cabecera de comarca. En 1877 el 64 % de la población se ocupaba en el sector primario; en 1900 el 63,7 % de los españoles era analfabeto y hasta la primera década del siglo XX el país no experimentó la revolución demográfica que otros países como Gran Bretaña o Francia habían conocido medio siglo antes. España era, por lo tanto, un país en vías de modernización, no tan atrasado como nos había mostrado la historiografía española y extranjera hasta la década de los setenta, pero tampoco un paraíso de modernidad, como en ocasiones parece apuntarse (Núñez, 1992). Basta recordar el conjunto de medidas legislativas emprendidas por el Gobierno Largo de Sagasta en la segunda mitad de los ochenta para comprobar que fue en esos años cuando el poder político legisló para una sociedad nueva que reclamaba un marco jurídico adecuado a los nuevos horizontes sociales y económicos en que vivía la población española.

7.1.La transición demográfica. Emigración y urbanización

El proceso que genéricamente conocemos como transición demográfica es un fenómeno que se alcanza en España en la primera década del siglo XX y exige para su realización un conjunto de exigencias de carácter económico y social que no se produjeron en todas las regiones españolas de un modo simultáneo. A lo largo del siglo XIX la población española había conocido un crecimiento de población considerable, una vez que la mortalidad catastrófica originada por la peste hubo desaparecido desde el siglo anterior. La fuerte extensión de la superficie cultivada y la introducción masiva en el consumo de los españoles de productos como el maíz y la patata, permitieron que, en ausencia de una revolución agrícola o industrial, pudiera sostener el crecimiento demográfico que se constata hasta 1860. Ello no impidió que a lo largo del siglo XIX se repitieran epidemias como la de la viruela, el tifus, la fiebre amarilla o el cólera, ni que aparecieran crisis de subsistencia periódicas como las de 1823-1825, 1837, 1847, 1856-1857, 1868, 1879, 1882, 1887 y 1898 (Sánchez Albornoz, 1963). De 1800 a 1860, la población española aumentó en cinco millones, a una tasa anual del 0,63%, en contraste con el 0,45 que lo hace entre esa fecha y el final de siglo por efecto de las citadas crisis de subsistencia, de la epidemia del cólera y de una crisis agrícola que obligó a la población a una emigración transoceánica que llegó a arrojar una pérdida de población de 359.683 habitantes entre 1880 y 1896. El despegue demográfico se produjo a partir del cambio de siglo, con una tasa de crecimiento de 0,70 en la primera década, una recuperación que no habría de parar en las décadas siguientes a pesar de los efectos terribles de la gripe de 1918 (Rodríguez Osuna, 1985).

CUADRO 7.1. Población de España (por sexos y total) y tasas de crecimiento acumulativo anual (1860-1920)
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Fuente: Censos de Población. Tomado de Roser Nicolau, “La población”, en VV AA. Estadísticas históricas de España. Siglos XIX-XX. Madrid, Fundación Banco Exterior, 1989, p. 68.

El crecimiento demográfico del siglo XIX fue todavía de carácter tradicional, sujeto a las crisis de tipo antiguo que hemos señalado: economía premoderna, crisis de subsistencias, epidemias y emigración. Hay que resaltar, sin embargo, que estas características dominantes en la mayoría del país conocieron excepciones como Cataluña, que experimentó a lo largo del siglo XIX una verdadera modernización demográfica, gracias al desarrollo económico que proporcionó su más temprana industrialización. El resto de España no conoció transformaciones sustanciales en sus principales indicadores demográficos. En algunos casos, como Extremadura, se percibe un notable incremento de población gracias no sólo a la industrialización, sino a las transformaciones estructurales que siguieron a las reformas liberales de los años treinta, con el paso de una agricultura pastoril a una economía agraria basada en el cultivo más intenso de la tierra, lo que facilitó el sustento de un mayor número de población. En la segunda mitad del siglo el crecimiento de la población se diversifica tanto por la peculiar evolución de las tasas vitales en cada región como por la complejidad de los movimientos migratorios exteriores e internos. Las tasas más bajas de crecimiento demográfico la ofrecen Navarra, Aragón, Castilla y León y Galicia, unas regiones que no conocen cambios económicos sustanciales y que protagonizarán desplazamientos de población de la que se beneficiarán los núcleos industriales del País Vasco o Barcelona, o Madrid y otras capitales de provincia, así como el incremento de una emigración transoceánica que habría de ser muy fuerte en algunos momentos (véase cuadro 7.2).

CUADRO 7.2. Tasas medias de crecimiento demográfico intercensal de las regiones históricas españolas (por mil habitantes)
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Fuente: Censos de población de 1797, 1857, 1900 y 1930. Tomado de Vicente Pérez Moreda, “La modernización demográfica, 1830-1930. Sus limitaciones y cronologías”, en N. Sánchez Albornoz (comp.), La modernización económica en España, 1 8 3 0 - 1 9 3 0 , Madrid, Alianza, 1985, p. 32.

En el cambio de siglo la transición demográfica es un hecho, con el cambio de los índices de natalidad y mortalidad y con un conjunto de fenómenos que señalan la transformación que ha experimentado la población española de entre siglos. Lo que denominamos modernización demográfica remite a un conjunto de variables que se vinculan a dimensiones económicas, pero también al éxito en la lucha contra la muerte y a otros factores de carácter social: la transición demográfica, la transformación del ciclo vital anual, el cambio del modelo matrimonial, la urbanización y la transformación de la estructura de ocupación (Pérez Moreda, 1985). La primera manifestación de esa transición demográfica viene dada por el cambio de comportamiento de las tasas de mortalidad y natalidad. Si en el régimen antiguo dominan las tasas vitales altas y el débil crecimiento natural, en el moderno se produce una baja tasa y un crecimiento vegetativo igualmente reducido. Entre una y otra etapa se produce un período de transición caracterizado por un retraso en el declive de la tasa de natalidad frente a la caída de la tasa de mortalidad que va a generar un alto crecimiento de población en el tránsito de un régimen a otro. En este cambio influyen factores tan distintos, pero complementarios, como el desarrollo económico y la eficiencia de la lucha contra la muerte, alejando el comportamiento demográfico de los factores “naturales” que han dominado durante siglos la vida de las sociedades.

Con independencia de algunos islotes, Cataluña, País Vasco, islas, y zonas costeras del Este y Norte del país, el descenso de la mortalidad fue en España un fenómeno asociado a las décadas de entre siglos. Si se analiza la esperanza de vida de los españoles se observa que apenas ha aumentado desde el siglo XVIII (27 años), para pasar a 29 en el período de 1860 y 1867, y a 35 en 1900. La caída de la fecundidad fue también leve durante el siglo XIX en el conjunto de la población española, pero importante en Cataluña y las Islas Baleares, donde se inició desde 1860. El declive de la fecundidad se aprecia pues desde la primera mitrad del siglo XIX en Cataluña y otras zonas del nordeste peninsular donde se observan, además del desarrollo económico, prácticas masivas de control de la natalidad. El grado relativo de industrialización y urbanización debió ejercer un efecto considerable sobre la limitación de la natalidad, y tanto los niveles de ingresos como las preferencias económicas de amplios sectores de la población acabaron influyendo en sus pautas de fecundidad. Sus niveles fueron muy bajos en Madrid, lo que ayudaría a explicar el mínimo descenso de la región de Castilla la Nueva a lo largo del siglo XIX. Por efecto de contigüidad esas prácticas acabaron extendiéndose al resto del país. Así, Baleares, Valencia y Aragón. Murcia y Andalucía experimentaron una notable reducción de la fecundidad entre 1860 y 1910. La población española conoció, de este modo, inicios parciales y muy localizados de la transición demográfica en la segunda mitad del siglo XIX. En el último cuarto de siglo todavía el 60% de las provincias españolas mostraban una tasa bruta de natalidad del orden del 36-42 por mil, y una mortalidad situada entre el 30 y el 37 por mil. Habría de ser en la primera década del siglo XX cuando la mortalidad descienda por debajo del 30 por mil, mientras que las zonas más avanzadas del Este peninsular ya tienen registros cercanos al 22, similares a los del Norte, 22-23, que permiten obtener medias del 25 por mil en el conjunto del país. Sin embargo, la tasa bruta de natalidad sigue siendo superior al 36 por mil en dos quintas partes del país, y sólo conoce índices inferiores al 30 por mil en Cataluña y las islas, seguidas de cerca por Madrid y por parte de la región vasco-navarra.

El descenso definitivo de la fecundidad en el resto del país sólo se inicia lentamente en la segunda década del siglo XX. Vista en su conjunto, la modernización demográfica española es un fenómeno de este siglo que implica, a su vez, cambios significativos en la transformación del ciclo vital anual y en el modelo matrimonial español. En el régimen antiguo la natalidad y la mortalidad presentaban una distribución estacional peculiar. El máximo de nacimientos se producía en invierno y el de defunciones en el período estivootoñal. El crecimiento demográfico era así muy fuerte en la primera parte del año y se contraía en la segunda. Este ciclo es perceptible en España hasta la segunda mitad del siglo XIX, y sólo desde 1900 se observa un ciclo vital parcialmente distinto. Los nacimientos siguen predominando en invierno y en primavera y el máximo estacional de las defunciones se ha desplazado ya a los meses invernales. El cambio de ciclo de nacimientos y defunciones hacia una fórmula más moderna proviene sobre todo de los cambios experimentados en el sistema productivo, en la ruptura creciente con el modelo de estacionalidad vinculado a las actividades agrarias. El cambio de estacionalidad de las defunciones, por su parte, está vinculado a la progresiva lucha contra las enfermedades infectocontagiosas que eran responsables de gran parte de las muertes, sobre todo en la población infantil. Las mejores condiciones sanitarias, especialmente en los servicios de agua potable y la progresiva higiene de los alimentos han permitido ese cambio, asociado a las nuevas condiciones de vida que trae el desarrollo económico.

El modelo matrimonial, por su parte, también ha experimentado cambios significativos. Se caracterizaba por la existencia de un alto porcentaje de personas que permanecía soltero hasta edades avanzadas de la vida y por el retraso de la edad media a que se celebraban las primera nupcias. Una vez que esta pauta respondía a razones de carácter económico y social pueden ser indicativas de la cronología y modalidades del proceso en España. Ya Livi Bacci (1968) puso de manifiesto el aumento de la edad media al casarse que se dio en España a lo largo del siglo XIX, un fenómeno simultáneo al de la disminución del celibato definitivo, siendo en ambos movimientos más intenso entre los hombres. Los efectos contrapuestos de ambas tendencias mantuvieron equilibrado a largo plazo el volumen global de nupcialidad femenina, prácticamente invariable en el siglo XIX. La reducción del celibato perpetuo, motivado entre otras razones por la disminución del clero a lo largo del siglo XIX, fue otro elemento que contribuyó a disminuir la soltería definitiva. En su conjunto, como ha apuntado Pérez Moreda, fueron los cambios institucionales y legales, relacionados con la progresiva secularización y con un mayor grado de modernización social, las circunstancias que motivaron el descenso del celibato en la España del ochocientos.

Otro elemento del cambio proviene de la edad de acceso a las primeras nupcias, que a lo largo del siglo XIX se fue retrasando. Si a finales el siglo XVIII los hombres se casaban a los 24 años y medio, un siglo después demoraban su boda dos años. Las mujeres, por su parte, de los 23 pasaban a hacerlo un año más tarde. En este caso parece que pudieron ser circunstancias de índole económica, vinculadas con la explotación campesina y el acceso a la propiedad, así como la coyuntura agraria, lo que influyó en esa tendencia. Por unas u otras razones, el modelo matrimonial español sólo alcanzó a homologarse con el europeo a lo largo del siglo XIX.

7.1.1.Urbanización y emigración

Uno de los rasgos distintivos de la modernización económica y social es la creciente urbanización, derivada de cambios generales en el sistema productivo: aumento de productividad de las actividades agrarias, aparición de excedentes para el mercado y, de un modo creciente, la transformación de las tasas de ocupación en los distintos sectores económicos. A mediados del siglo XIX España no había experimentado un cambio fuerte en sus ciudades y su población urbana no era muy superior a la del siglo anterior. Había heredado de los siglos anteriores una densa red urbana desarrollada desde la Edad Moderna a partir de sus relaciones comerciales con las colonias. A mediados del siglo XIX España tenía un grado de urbanización semejante al de Francia. En 1858 Francia tenía el 27,3 % de la población viviendo en núcleos de más de 2.000 habitantes, frente a un 24,6 % de la población española que vivía en localidades de más de 5.600 habitantes (Artola, 1974). Para 1900 el 32,5% de la población española residía en municipios de más de 10.000 habitantes. La tasa de urbanización habría crecido en España en menos de medio siglo tanto como la italiana en todo un siglo, bastante inferior en ambos países a la experimentada por Alemania, Inglaterra o Bélgica. En Alemania, entre 1800 y 1910 la tasa de urbanización se había multiplicado por cuatro y en Bélgica por tres.

El proceso de urbanización se acentuó en España a partir de la reforma de Javier de Burgos, experimentando un fuerte impulso hasta mediados de siglo. En la segunda mitad prosiguió el crecimiento urbano, aunque a una tasa algo inferior, para intensificarse desde 1900. En las tres primeras décadas del siglo XX la población española adquiere rasgos urbanos más acentuados. Si a comienzos del siglo XIX sólo Madrid y Barcelona sobrepasaban los 100.000 habitantes, y en 1857 los superaban también Sevilla y Valencia, a las que se sumaron en 1900 Málaga y Murcia, en 1930 eran ya once las ciudades que tenían esa población; a las anteriores se sumaron: Zaragoza, Bilbao, Granada, Córdoba y Cartagena. De la misma manera, en esas décadas la población residente en núcleos de más de 10.000 habitantes pasó de representar el 32 % al 43 % de la población total, mientras que la proporción de los municipios estrictamente rurales —inferiores a 2.000 habitantes- descendió de un 27,5 % a un 20,5%.

Si en la primera mitad del siglo fueron los elementos administrativos los que estimularon la urbanización, en la segunda habrían de ser factores productivos (industria, minería) los que hicieron que el País Vasco, Murcia o Asturias conocieran un fuerte impulso. En Vizcaya, bajo el fuerte crecimiento económico de las décadas finales del siglo XIX, Bilbao pasó de tener 32.734 habitantes en 1877 a 83-306 en 1900 (Fusi, 1975); Gijón, de 30.300 en 1887 a 42.700 en 1900 (Alvargonzález, 1977); Barcelona, de 248.943 en 1877 a 533-000 en 1900, y Madrid, la capital, de 397.816 a 539.835.

CUADRO 7.3. Evolución de la población de algunas ciudades españolas (1877-1900)
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Fuente: Manuel Tuñón de Lara, El movimiento obrero en la Historia de España, Madrid, Taurus, 1972, p. 305.

Pero la transformación urbana no sólo era una cuestión de población. En estos años se produjo una profunda mutación de las ciudades españolas como efecto de la nueva morfología que siguió desde mediados del siglo XIX el derribo de las murallas interiores y la apertura espacial de las ciudades a través de los ensanches y el desarrollo de los arrabales y barrios periféricos. A una nueva sociedad correspondía un nuevo tipo de ciudad, con sus sistemas de representación y con una articulación interna y externa muy distinta de las viejas ciudades medievales y modernas. La estructura material de la ciudad -calles y plazas, edificios y viviendas— quedaba pequeña y era necesaria su ampliación a través de los “ensanches”, característicos de las principales ciudades españolas desde la segunda mitad del siglo XIX. Barcelona, Madrid, Valencia, Bilbao y San Sebastián fueron protagonistas de un cambio morfológico que lo fue también social. A las viejas formas de compartimentación social horizontal, según barrios y calles, y vertical, según planos o “pisos”, desde el principal a la “buhardilla”, se le sumó aquella que habría de caracterizar la ciudad contemporánea, una clara distinción de zonas burguesas y obreras, a partir de una segregación que tenía componentes económicos, sociales y espaciales bien definidos. El ensanche aparece como el nuevo espacio destinado a las clases medias, articulado a partir de un plano reticular, trazado a cordel, que rompe con el esquema comunitario que presidía la estructura urbana de la ciudad precedente. Grandes avenidas, palacetes, viviendas donde residen las clases emergentes del nuevo sistema social, donde se ubican los grandes edificios de la Administración -ministerios, gobiernos civiles, ayuntamientos, diputaciones, sedes del Banco de España- y en los que la fusión de la arquitectura y escultura constituyen una manifestación externa de la magnificencia y el poder del nuevo orden socioeconómico.

Contrastan los ensanches con los nuevos espacios segregados: los barrios obreros, donde los excluidos del bienestar han de ubicar sus hogares en zonas alejadas de los centros, en asentamientos más baratos, donde las clases populares deben cohabitar frecuentemente en condiciones de pauperismo. Aquí las calles no aparecen bien trazadas ni saneadas y las plazas apenas existen. Se trata de un espacio segregado, donde la concentración de población es muy alta y el tugurio, la chabola, el barracón y la caseta constituyen el marco urbano de las nuevas clases populares. Del mismo modo los cascos históricos, abandonados por las clases más pudientes, se van deteriorando y quedan ocupados por sectores residuales, de personas de mayor edad, poco poder adquisitivo y de un artesanado y unos oficios que paulatinamente van desapareciendo ante el crecimiento del nuevo modelo productivo.

El nuevo orden social se corresponde con la nueva ciudad, con la segregación espacial y con nuevos modos de sociabilidad y de recreo. A la vida del café, del casino burgués, del club y del baile de salón, de los espacios de sociabilidad burguesa, se opone el espacio de la taberna, el lugar del ocio del trabajador que, recién llegado a la ciudad, forma parte de esa masa creciente de obreros con empleo precario que ha abandonado su lugar de nacimiento por la presión de la fuerte crisis agraria de final de siglo.

7 .1.2. La emigración exterior e interior

Una de las notas más características del comportamiento demográfico de la España de entre siglos se refiere a la presencia de unos fuertes movimientos migratorios. Al fortalecimiento del proceso de urbanización ya señalado se ha sumado una fuerte emigración exterior, como resultado, principalmente, de la fuerte crisis agraria que conoció la economía española de final de siglo. Se han apuntado explicaciones generales que muestran los fenómenos migratorios como resultado de los cambios económicos y demográficos, de la integración de la economía internacional, por la revolución de los transportes o el desarrollo de los países de Ultramar y las diferencias salariales. De una forma más o menos intensa todos esos elementos han estado presentes en la corriente migratoria que se llevó a cabo en la Europa del siglo XIX. La emigración española de final de siglo se sitúa en esa corriente general de toda Europa y adquiere todo su significado en relación con el conjunto más amplio de las corrientes migratorias de la Europa del Sur mostrando que, lejos de tratarse de un caso aislado, fue el reflejo de unas circunstancias repetidas en Portugal e Italia, bien es cierto que con tipologías y ritmos específicos en cada caso.

CUADRO 7.4. La emigración de la Europa del Sur (1880-1930) Tasas de crecimiento anual (%)(ajuste exponencial)
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Fuente: Blanca Sánchez Alonso, Las causas de la emigración española, 1 8 8 0 - 1 9 3 0 , Madrid, Alianza, 1995, p. 141.

Aunque la emigración fue en España un hecho cotidiano, por razones económicas o vinculadas a la evasión del servicio militar, en las décadas finales del siglo XIX, por efecto de la crisis agraria, alcanzó unos niveles hasta entonces desconocidos. El atraso agrario y el lento crecimiento industrial, con una baja demanda de mano de obra y bajos salarios, acentuaron las malas condiciones de la vida campesina fomentando una sangría de trabajadores que buscaron en el extranjero una alternativa (Nadal, 1983). Aunque con circunstancias particulares se trató de una realidad que afectó a todas las regiones del país y se orientó preferentemente a América latina (Argentina, Uruguay, Cuba y Brasil), al norte de África, sobre todo desde las regiones del sur y este de España, y desde 1914 a Francia, quienes en su conjunto acaparan el 90 % de la emigración española entre 1880 y 1930. El hecho de que se trataba de antiguas colonias determinó esas preferencias americanas, y la cercanía de Argelia explica, a su vez, la fuerte corriente migratoria del sudeste español al país magrebí.

En cuanto a su composición se advierte una presencia masculina y una acusada concentración en los grupos de edad productivos, con mayoría de agricultores y ganaderos. Sin embargo, ese predominio de jornaleros no se corresponde con una baja tasa de alfabetización paralela. En su conjunto, con la excepción de Brasil, los emigrantes españoles presentan unas tasas de alfabetización elevadas, lo que muestra que fueron los individuos más dinámicos los que apostaron por la emigración como un modo de mejorar sus condiciones de vida.

Otra de las características que presenta la emigración española, en su comparación con países de su entorno, como Portugal e Italia, es su acusada concentración cronológica en las primeras décadas del siglo XX, sobre todo entre 1904 y 1914. Hasta entonces en España no se dio la importancia debida a un fenómeno tradicional, pero que no se contemplaba como un verdadero problema para el país. A raíz de la crisis de 1898 y como resultado del regeneracionismo se estudió la emigración como un problema nacional, como un signo de la decadencia española. De ahí el retraso de una ley de emigración (1907) en comparación con otros países. Según los historiadores de la emigración (Robledo, 1988; Sánchez Alonso, 1995), la variable que tuvo una mayor incidencia en las fluctuaciones de la emigración fue la protección de la agricultura española desde finales del siglo XIX y, en especial, la protección derivada de la depreciación de la peseta. La adopción de una política proteccionista a partir de 1891, con un doble artificio de protección arancelaria y devaluación de la peseta, retuvo durante años a los campesinos en sus tierras. Una vez que la peseta se comenzó a apreciar, la emigración experimentó una aceleración paralela, poniendo de manifiesto cómo la protección retrasó los efectos de la crisis agraria, que no se dejaron sentir hasta la primera década del siglo XX. La protección se refleja así como un poderoso freno a un mayor crecimiento de la población (Sánchez Alonso, 1995).

Aunque la emigración fue un fenómeno ampliamente difundido en todo el país resulta evidente que no tuvo el mismo comportamiento en todas partes. Contrasta que algunas regiones como La Mancha, Extremadura y Andalucía se mantuvieran al margen del proceso migratorio, en contraste con Galicia, Asturias o Canarias. Todo apunta a que allí donde menor era el número de hectáreas por trabajador en la agricultura, la propensión a emigrar era mayor, lo que implica que donde la presión sobre los recursos era más fuerte, la propensión a emigrar se intensificaba. Del mismo modo aquellas provincias con mayor producto agrario por trabajador presentan una relación negativa con la emigración, poniendo de manifiesto que los aumentos de productividad laboral media frenaron la emigración. Por otra parte, parece que la relación entre el tamaño de la propiedad es un elemento directamente relacionado con la intensidad de la emigración. Donde predomina la pequeña propiedad parece que la emigración estaría fomentada con el fin de no fragmentarla, de consolidarla y evitar su pauperización.

En resumen, todo apunta a que las regiones más proclives a la emigración fueron aquellas que conocieron un crecimiento de la población elevado en las décadas anteriores, una agricultura atrasada incapaz de proporcionar empleo a esa población, un predominio de pequeños campesinos y arrendatarios con problemas de dotación de capital pero con posibilidades mínimas para afrontar el coste de la emigración, un sistema de herencia desigual que impulse la emigración de los desfavorecidos, tasas de alfabetización no demasiado bajas que permitan el acceso y la difusión rápida de información, bajos niveles salariales, escaso desarrollo urbano e industrial como alternativa a la emigración exterior y, finalmente, una emigración preexistente, una tradición migratoria exterior que permita el uso de una red familiar o vecinal que facilite los contactos y facilite la decisión de emigrar

Son éstas las circunstancias que propiciaron la fuerza emigratoria en Galicia, Asturias y, en general, en toda la cornisa cantábrica. En Galicia la excesiva fragmentación de la propiedad, junto con el sistema foral, se convirtieron en los mayores determinantes de la emigración, así como en Canarias y en algunas zonas castellanas como León y Zamora. De otro lado, en regiones de menor emigración como Andalucía, las provincias donde predominó la emigración fueron aquellas donde había más fragmentación de la propiedad -Almería, Málaga y Granada—, frente a aquellas donde el latifundio se presentaba como dominante —Sevilla, Córdoba y Jaén—. Algo semejante ocurrió en Extremadura y Castilla-La Mancha, donde la gran propiedad también estaba muy representada (Sánchez Alonso, 1995; Robledo, 1988).

Uno de los factores centrales en la emigración lo constituye la diferencia de rentas y salarios entre las zonas urbanas y las rurales. Aunque no resulta sencillo establecer de un modo definitivo la diferencia salarial entre la ciudad y el campo, todo apunta a que ese diferencial se produjo y que una parte de la emigración a los núcleos urbanos se llevó a cabo por las mejores condiciones salariales de las actividades económicas en las ciudades. Esas diferencias alcanzaron en ocasiones un valor estimable, estimulando el traslado a las zonas industriales y urbanas ante las mejores condiciones de trabajo (véase el cuadro 7.5). Con todo, como ha mostrado J. Simpson (Simpson, 1997), no queda probado que ese nivel de renta constituya en la España de finales del siglo XIX un factor determinante de la emigración rural. En términos prácticos, como se ha señalado, la política proteccionista representó un estímulo al retraso en la urbanización de la sociedad, ya que retuvo a los trabajadores en el campo a costa de mantener explotaciones poco productivas y precios agrarios artificialmente altos. En este sentido, el retraso de la urbanización española en relación con otros países de su entorno es claro.

CUADRO 7.5. Diferencial salarial entre el campo y la ciudad, varios años (1860-1930)
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Calculado dividiendo los salarios urbanos (nominales y diarios) entre los salarios agrícolas diarios.

Fuente: J. Simpson, La agricultura española, 1 7 6 5 -1 9 3 6 : la larga siesta, Madrid, Alianza, 1997, p. 264.

CUADRO 7.6. La agricultura y la urbanización en España (1887-1930)
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* Empleo masculino en la agricultura, porcentaje sobre el total.

** Porcentaje de la población residente en ciudades de más de 10 .000 habitantes.

Fuente: J. Simpson, La agricultura española, 1 7 6 5 -1 9 3 6 : la larga siesta, Madrid, Alianza, 1997, p. 90.

7.2.La sociedad española del Sexenio democrático y de la Restauración

Las tensiones sociales y políticas que marcan el cambio de sistema político en la década de los setenta expresa bien los grandes desequilibrios -renta, modos de vida, ocupación, hábitat, servicios, oportunidades sociales— que padecía la sociedad española del siglo XIX. El cambio de régimen en la década de los treinta había conformado un sistema social donde las clases altas —nobleza y burguesía ascendente- habían gestionado sus intereses frente al conjunto de la población campesina, a partir de un conjunto de medidas desamortizado ras y de una legislación social que siempre tuvo como efecto el desplazamiento de las clases populares. No es de sorprender pues que éstas frente al componente monárquico, católico y centralista del proyecto sociopolítico de la burguesía opusieran el de una república federal, laica y de carácter declaradamente popular. La Restauración, como sistema político y social de las burguesías, no haría sino fortalecer esos elementos de segregación y de distancia en un momento en que la consolidación de la sociedad capitalista dejaba atrás el orden social tradicional.

La sociedad española de la Restauración se caracteriza por sus desequilibrios. El primero de ellos se refiere a la estancada proporción de actividad y en la relación arcaica de los distintos sectores entre sí. En 1877, de más de 16, 6 millones de habitantes, sólo se consideran activos el 42% (unos 7 millones de personas); en 1900, para 18,6 millones, son activos el 41%. Los efectos de la crisis agraria han ocasionado un descenso del nivel de ocupación, en un momento en que los países europeos inician la segunda revolución industrial. En España, por el contrario, no sólo descendía el nivel de ocupación, sino que además se fortalecía el peso del sector primario, manteniendo una agricultura tradicional y poco productiva que acentúa los desequilibrios y el retraso económico. Solo a partir de 1900 se inicia un despegue con la expansión industrial y un proceso de terciarización de la economía que alcanzó su culminación en 1930, cuando la agricultura desciende por debajo del 50% de la población ocupada y la industria se acerca a un tercio de la misma.

Como se puede observar, el peso del sector primario, sometido a la presión de una mano de obra barata y una baja tecnificación, con bajos niveles de productividad, constituye un elemento retardatorio de la estructura productiva y social de España hasta avanzado el siglo XX. Esa crisis agraria, a la que se ha hecho mención, habría de fomentar las tensiones en el campo, sobre todo en Andalucía donde la violencia social adquirió todo su sentido, acentuada por la combinación de una estructura de propiedad latifundista y unas crisis de susbsistencias que llevaron a la movilización anarquista y la represión subsiguiente. El cuadro 7.7 muestra las dificultades del proceso industrializado^ su bajo peso en el conjunto de la economía y la circunstancia de su cambio en condiciones excepcionales como la guerra mundial. Si en los años ochenta experimenta un cambio en el conocido período de la fiebre del oro, el estancamiento de los noventa hace que sus niveles sean aún muy bajos a principios del siglo XX, y siempre en la línea de atender las necesidades de vestir, habitar y comer. El sector terciario, por su parte, muestra una clara exigüidad y un apego a las formas tradicionales que se expresa en la presencia de un servicio doméstico que ocupa el 26,1% de los ocupados en este sector. En estas circunstancias cabe concluir que, ateniéndonos a los parámetros de desarrollo económico, movilización social y participación política que remiten al llamado proceso de modernización social, España ha avanzado muy poco en las décadas finales del siglo XIX (Carasa, 2000).

CUADRO 7.7. Distribución porcentual de la población activa (total) por sectores de actividad (1877-1920)
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Fuente: R. Nicolau, “La población”, en Estadísticas históricas de España. Siglos XIX-XX, Madrid, Fundación Banco Exterior, 1989, p. 79

La sociedad de la Restauración no ha conocido fuertes embates y se mantuvo durante años estable, a pesar de los acusados desequilibrios que presentaba. La idea de orden que había orientado a Cánovas chocaba necesariamente con una realidad social que habría de experimentar nuevas demandas y ante las cuales sólo la represión pareció satisfacer las necesidades de las clases dominantes. Aunque gran parte de la sociedad vivía aún en un universo tradicional, bajo el dominio de la comunidad campesina y con el amparo y estilo de vida de la familia extensa, los cambios generados por la penetración de los modos productivos del capitalismo y las doctrinas sociales adscritas al incipiente movimiento obrero fueron poco a poco poniendo en cuestión los valores y fundamentos sociales del régimen. Los trabajadores de la industria y del campo van poco a poco articulando movimientos de oposición frente a los cuales el sistema reacciona con las medidas represivas del Ejército y con el apoyo de la doctrina social de la Iglesia, poniendo de manifiesto el componente social restrictivo que nutre al sistema restaurado. Por otra parte, la propia ineficiencia del sistema va a acentuar la contradicción en la cúpula del mismo, una vez que las élites coloniales, inicialmente adscritas al mismo, ven cómo sus intereses se derrumban, dando paso a una nueva fase crítica que se habría de acomodar al reformismo descentralizador que representa la Lliga. Dados estos desequilibrios cuantitativos y cualitativos de la sociedad de la Restauración resulta difícil mantener el proyecto de armonía y sumisión social sobre el que descansaba el régimen; no es de sorprender, pues, que la resistencia a los mismos adquiera a menudo el carácter de una violencia revolucionaria que hizo del anticlericalismo y del antimilitarismo dos formas específicas de resistencia (Núñez Florencio, 1998).

7.2.1.Las clases dirigentes

No cabe en la España de la Restauración hablar de ruptura social, sino más bien de una continuidad que se abre a las nuevas circunstancias de una acomodación a las oportunidades que ofrece la implantación y desarrollo de las relaciones capitalistas. La estructura básica de la sociedad de la segunda mitad del siglo XIX fue conformada por el proceso de revolución liberal y por el conjunto de elementos que en el medio siglo permitió el desarrollo de las clases altas, al amparo de una actividad mercantil que se vio estimulada por la construcción ferroviaria, por los negocios mercantiles y la formación de sociedades que favorecieron el ensamblaje de una tupida red de intereses económicos y políticos desde la era isabelina. Tras el transitorio obstáculo del Sexenio democrático, incapaz por sí mismo de modificar las pautas sociales de la España liberal, la llegada de la Restauración significó el triunfo de los sectores más acomodados al viejo orden liberal, a esa alianza entre nobleza y alta burguesía, de los negocios y el control del poder político, que tan bien ilustra el proceso de restauración política. Si en la era isabelina esa nobleza se había encastillado en el Senado, tras la Gloriosa recupera posiciones, se abre a nuevas actividades económicas y actúa como un elemento más de la nueva dinámica social: se incorpora al mundo de los negocios, se abre a nuevas estrategias matrimoniales con la burguesía ascendente y, sobre todo, es el baluarte de un nuevo pacto social en la alianza entre Monarquía, Ejército e Iglesia. Como estrato superior de las clases altas la nobleza nunca dejó de ser un elemento fundamental de la vida social de la España liberal. El mismo Amadeo de Saboya trató de fortalecer su posición concediendo numerosos títulos nobiliarios con el fin de no aislarse de un grupo social fuertemente cohesionado y clave en la supervivencia de la propia Monarquía. El fracaso de la Monarquía democrática no fue ajeno al vacío que ese sector social concedió a la nueva dinastía. Tanto Galdós en Amadeo /, como el padre Coloma en Pequeñeces, reconstruyeron el rechazo de la aristocracia al nuevo monarca, al resaltar cómo los palacios de Medinaceli, Villahermosa o Miraflores no mostraron sus elegantes reposteros como homenaje a los nuevos monarcas. No podía ser de otro modo en una nobleza que se afirmaba católica y borbónica y que no podía acoger con agrado a un miembro de la casa Saboya, la unificadora de Italia y la vencedora del Santo Padre.

Esta nueva nobleza que está en la base de la Restauración es, sin embargo, ya distinta de la que vio nacer el régimen liberal. Se ha incrementado en número y, sobre todo, se ha abierto a nuevas actividades, ha emparentado con la burguesía ascendente, a su vez ennoblecida, y al mismo tiempo se ha introducido en el mundo de los negocios. El peso de la tierra sigue siendo alto, pero es cada vez más frecuente que los títulos estén formando parte de compañías ferroviarias, de consejos de administración de las empresas protagonistas de la industrialización, y sus redes familiares adquieran cada vez un componente más heterogéneo, a través de una amplia red de cooptación con los nuevos grupos sociales emergentes. La tierra, la camarilla de palacio y el Senado han dejado de ser los medios naturales de la nobleza y se muestra abierta a grupos que poco antes le eran ajenos: militares, políticos, funcionarios, burgueses enriquecidos, formando conjuntamente una élite económica. Se encuentra ahora protagonizando empresas de diverso tipo, pero siempre bajo los elementos simbólicos de la Iglesia y de la Corona. La obtención de un título nobiliario constituía un elemento fundamental en el reconocimiento social de la Restauración. Así lo entendieron los reyes, y con escasas excepciones la mayor parte de la alta burguesía mostraba su agrado en recibir un título. Una buena muestra de ello es que después de 1875 se crearon en España 214 marquesados, 167 condados y 30 vizcondados, convirtiendo a la nobleza española en una de las mas abiertas y pujantes de Europa. Tal y como resalta Martínez Cuadrado, de los casi trescientos títulos creados entre 1875 y 1902, el 14% eran terratenientes, el 12% profesionales liberales, el 11% militares, el 8% políticos y el 6% financieros e industriales. De ellos había un 20% mujeres, y desde el punto de vista de la procedencia, casi una quinta parte lo hacía de Cuba y Puerto Rico, y le siguen Andalucía (17%) las dos Castillas (24%), Cataluña (12%) y País Vasco (9%) (Martínez Cuadrado, 1979).

El fenómeno social más llamativo de esta etapa histórica en lo relativo a las clases altas fue la convergencia de intereses en un momento de creciente imposición del proteccionismo, de una barrera defensiva frente a la competencia exterior que selló una alianza económica y social antes imposible entre la burguesía industrial catalana, los empresarios de la siderurgia vasca y la burguesía agraria. El giro proteccionista en lo económico lo fue también en lo social, y la tupida red de negocios, lazos familiares y cargos políticos constituye una de las características más acusadas de este estrato superior de la sociedad española de la Restauración. Algunos ejemplos son modélicos. Así, en el País Vasco en la década de los ochenta, al amparo del desarrollo de la siderurgia y de las explotaciones mineras, el lobby vasco quedaba bien reflejado en la formación del primer Consejo de Administración de Altos Hornos de Vizcaya, con Chavarri, Urquijo, Gandarias, Zubiria, Rodríguez San Pedro, Girona y otros. Allí figuran miembros de la burguesía vasca recién enriquecida y ya con títulos de nobleza: el conde Eleta, el marqués de Urquijo y el conde de Villalonga, más otros que lo serían con posterioridad (González Portilla, 1994). La defensa de sus intereses a través de canales corporativos -Liga Vizcaína de Productores, Fomento del Trabajo Nacional- se fortaleció a través de una fuerte endogamia y de una relación preferente con las instituciones del Estado, a través de su participación en la red clientelar del sistema.

Estas estrategias se fueron consolidadando desde la década de los ochenta, a medida que el sistema económico se cerraba al mercado exterior, practicaba políticas proteccionistas y construía un modelo de tendencia nacionalista e incluso autarquizante, la formación de este grupo de poder económico adquirió más relevancia. Su vinculación con las instituciones del Estado, con el régimen caciquil y a través de su control con el Parlamento y el Senado representan una imagen perfectamente reconocible de la España de entre siglos. Son identificados grupos de interés en Andalucía, Castilla, Valencia, Cataluña o en Asturias, al amparo de las diversas iniciativas económicas, compartiendo numerosos consejos de administración y representando a la nación en el Parlamento o en el Senado por derecho propio. Aunque se escapa de la cronología de este volumen, una buena muestra de esta alianza entre negocios, títulos y representación política lo ofrece el cuadro 7.8.

Desde la perspectiva política este núcleo apostó decididamente por cauces conservadores de representación, por su afinidad a los partidos del sistema y por la adhesión a un catolicismo que, más allá de sus planteamientos como religión, vieron en él una garantía del orden social vigente.

CUADRO 7.8. Senadores y diputados de las Cortes de 1922 que participan en 10 o más consejos de administración de S. A. de más de 500.000 pesetas de capital social
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Fuente: Manuel González Portilla, “Industriales y política en la Restauración: la formación de una nueva élite política”, en Pedro Carasa (ed.), Élites. Prosopografía contemporánea, Valladolid, Universidad de Valladolid, 1994, p. 130.

7.2.2.Las clases medias y la sociabilidad burguesa

Con el nombre de clases medias se hace referencia a un conjunto social, de carácter numérico no muy amplio, entre un 5 y 10% de la población, que habitaba las capitales de provincias y se ocupaba preferentemente de profesiones liberales (abogados, médicos…), y con ellos algunos empresarios, periodistas, comerciantes e, incluso, financieros, profesores de universidad, de institutos, o los militares de grado medio que por su renta y, sobre todo, cultura formaban parte de los estratos medios de la sociedad. Dado el retraso económico del país estos grupos constituyen un sector constreñido entre una élite social y económica que es la que controla los resortes del poder y unas clases populares de las que se encuentra muy alejado por cultura y modos de vida en muchas ocasiones. En este estrato intermedio sobresalen los profesores de enseñanza superior y media, a quienes los estudios les otorgan una posición de relativa relevancia social, consolidada tras la Ley Moyano, como un tipo de mesocracia y a través de unos títulos que ofrecen relevancia social (ingenieros, médicos, abogados…), que permiten la aparición de un profesional que es imprescindible en la nueva sociedad capitalista y crecientemente especializada: directores de empresa, arquitectos, los catedráticos de universidad y los funcionarios de tipo superior necesarios para la Administración. De ellos salía la clase política que ambos partidos del turno necesitaban para controlar la Administración local y provincial.

El volumen de universitarios y de profesiones liberales fue reducido en un país con índices de analfabetismo extremadamente altos. Con un 63,4% de analfabetos en 1900, la universidad tuvo necesariamente un reclutamiento abiertamente burgués. A ella concurren necesariamente los miembros pertenecientes a la alta y media burguesía o se identifican con ella, en la medida que conocen su papel de mediación en la promoción social y en la escala de los cursus honorum que llevan a la posición dominante o a los centros de decisión más importantes. De los títulos que ofrece la universidad el que más promociona en el nuevo orden sociopolítico es el de abogado, a través del cual se penetra en la política, la magistratura, el foro, la economía, la diplomacia, la prensa o la función pública. Cuando el título va acompañado del blasón y de la riqueza proporciona un lugar de preeminencia que garantiza el triunfo social y sitúa a quien lo posee en lo más alto de la escala social. De la abogacía salió gran parte del personal político que gestionó el Estado liberal. Pero no fue solamente el abogado el representante de las clases medias. Una pléyade de médicos, boticarios, veterinarios, cirujanos y otros especialistas ocuparon la segunda posición en las profesiones liberales tituladas. El médico fue un referente de la vida social de las ciudades en la España de fin de siglo, por su influencia social también tuvo un papel en la vida política, y junto a ellos, un tercer grupo profesional, los ingenieros y los arquitectos, conoció un ascenso social que vino favorecido por el impulso industrial y constructor de la sociedad contemporánea. A medida que se desarrolla la economía, en las décadas finales del siglo XIX, el ingeniero es ya un figura relevante del universo social burgués. Las escuelas superiores devienen así en un instrumento de formación técnica, pero también de reclutamiento de directivos de empresa y de figuras representativas del nuevo orden económico y social. Junto a ellos, pero ya en un nivel inferior, aparecen otros profesionales como los profesores mercantiles, náuticos, aparejadores y maestros de obras. Esta estructura social dominante en la España liberal habría de experimentar cambios notables desde el momento en que el desarrollo industrial abrió la sociedad a nuevos horizontes, pero su realización efectiva fue en España tardía, toda vez que ni el desarrollo económico, ni la alfabetización fueron realizaciones consolidadas antes del siglo XX (Martínez Cuadrado, 1979).

Estas clases medias estaban separadas de las clases populares por razones de renta, de cultura y, sobre todo, porque su vida social discurría por cauces muy distintos a los desarrollados por el pueblo. Son las clases medias las que no están ni en el salón aristocrático ni en la taberna plebeya. Su marco de sociabilidad es el café, ese espacio burgués y mesocrático, que se extiende por las capitales de provincia, que rompe con el doble carácter socialmente hermético y promiscuo de la sociedad estamental dominante el siglo anterior. El café puede definirse por oposición al modelo de sociabilidad ilustrado, donde el salón y la academia, junto al teatro y la iglesia, constituyen los lugares de referencia de los estratos medios y superiores de la sociedad. De otro lado, constituye una alternativa civilizada a la castiza plaza de toros, a su significado estético y a los modos de conducta que fomenta. Café, casino, liceo y ateneo constituyen los espacios de sociabilidad burguesa que se han ido imponiendo a lo largo del siglo XIX. Ateneos y liceos poniendo la atención en la instrucción y en la cultura; casinos y círculos en las actividades recreativas. Desde sus orígenes el Estado tratará de controlar sus pasos a través de la legislación de sociedades, sobre todo tras la aprobación de la Ley de Sociedades de 1887. Primero en las grandes ciudades, pero también en las medianas o pequeñas, las formas de sociabilidad urbana progresaron de un modo evidente.

Una clasificación de sus actividades lleva a reconocer sociedades de recreo, científicas, musicales, de Amigos del País y de todo tipo. En algunos casos representaban un mecanismo de asimilación de los estratos más altos de las clases populares que a través de ellas lograban mejorar su posición cultural e incluso representaba un estímulo para el ascenso social. Desde mediados del siglo XIX estas sociedades proliferaron por toda España. Si hacemos referencia solamente a los casinos, conocieron una fuerte expansión desde la Restauración. Con anterioridad se ubicaban en gran medida en unas diez provincias: Gerona, Navarra, Barcelona, Zaragoza, Cádiz, Guipúzcoa, Sevilla, Jaén, Logroño y Baleares. A finales del reinado de Isabel II tres polos se destacaban netamente en la España asociativa: Cataluña, Andalucía y el País Vasco.

La Restauración fue, sin duda, el período de auge del asociacionismo. En las sociedades de Amigos del País se produjo un incremento notable desde la década de los sesenta. Se pasó de 32 en 1861 a 40 en 1867, y en los años del Sexenio y de la Restauración su incremento fue igualmente notable, sobre todo en el número de socios: de 5.742 en 1870 se pasó a 11.079 en 1882. Los cambios también fueron sensibles en cuanto a los ateneos y sociedades científicas, cuyo número se duplicó en doce años (de 73 en 1870 a 143 en 1882) y cuyos miembros superaron los 30.000 en la década de los ochenta. Las estadísticas muestran que fue en Barcelona donde mayor ímpetu asociativo se mostraba, sobre todo de recreo (285, el 18 % del total), mientras que en Madrid predominaron las científicas (46, el 57 %), las dramáticas (46), 25 asociaciones de beneficencia y 17 artísticas.

El modelo asociativo más seguido fue, sin duda, el ateneo, que tomó el de Madrid, creado en 1835, como el referente que habría de reproducirse en todas las ciudades y villas. A partir del de Madrid iban a nacer otros de indudable proyección local, como el de Vitoria creado en 1866, el de Sevilla en 1887 o el de Santander, o en Cataluña el Ateneo Barcelonés y el Centro de Lectura de Reus. El ateneo constituyó un referente cultural de origen burgués pero que en su posterior desarrollo fue mostrando su acomodación a otras clases sociales, como se observa en la formación de decenas de ateneos obreros o casinos de artesanos desde mediados del siglo XIX (Guereña, 1999).

7.2.3.Las clases populares

Es bien conocida la circunstancia de que la noción de clases populares aparece en la literatura histórica de un modo impreciso y que remite a esa frontera ambigua entre las llamadas clases medias y un conjunto de elementos que por modos de vida, renta y cultura se asocia al genérico pueblo, con límites no bien delimitados con el obrerismo, el artesanado y otros sectores de la población. En siglo XVIII se han concebido por aquello que no era, por su oposición a las clases privilegiadas, a la aristocracia y a la burguesía. Roger Chartier caracterizaba las clases populares de la Francia ilustrada como aquellas que no pertenecían a ninguna de las tres togas: la negra (de los clérigos), la corta (de los nobles) y la larga, la de los funcionarios o profesiones liberales. En el siglo XIX, tras la revolución, constituyen ese espectro amplio que en el discurso republicano remite a la oposición entre pueblo y oligarquía (Pérez Ledesma, 1991), que integra a los que trabajan tanto en el mundo urbano como en el rural y que excluye a los marginados. Su horizonte cultural, su lenguaje, se diferenciaba notablemente del de las grandes burguesías y oligarquías, ya que éstas se caracterizaban por la defensa de la propiedad y de los privilegios individuales, de la educación de los menos, de los favores de las leyes y derechos censitarios para una minoría y la ausencia de prerrogativas ciudadanas de los más.

El imaginario de las clases populares se centra en el ciudadano, a pesar de que dentro de sus límites se incubaron culturas políticas distintas: republicanas, anarquistas, socialistas, católicas, etc. Fue durante el Sexenio democrático cuando se produjo la eclosión política de las clases populares, cuando se llevó a cabo una escisión, y la cohesión precedente dio paso a una separación de horizontes que habría de generar con posterioridad culturas políticas y estrategias sociales bien diferenciadas y hasta antagónicas. Las clases populares fueron las protagonistas de las revoluciones el medio siglo, de la sublevación de Noja, de las luchas sociales por la abolición de quintas y consumos, y, más tarde, de la experiencia cantonal, pero al mismo tiempo en la Restauración estuvieron detrás de experiencias tan distantes y antagónicas como las movilizaciones anticlericales y las peregrinaciones católicas de final de siglo. El universo social, complejo y cambiante, que alcanzaría desde esa pequeña burguesía comercial, de comerciantes -que tras la revolución del 68 y la experiencia cantonal derivó hacia el conservadurismo social (Núñez Seixas, 1996)- hasta el campesinado, artesanado, obreros, jornaleros, sirvientes y asimilados, habría de ser un elemento que dio movilidad y diseñó imaginarios, modos de vida y culturas totalmente distintas (Lida, 1997). El propio proceso de industrialización y urbanización, con los límites ya reseñados, representa el marco económico y social en que se desenvolvió esa parcela de la sociedad en cambio permanente.

Son estas clases populares las verdaderas protagonistas del movimiento asociativo que se desarrolló en la España liberal, y que alcanzó desde finales del reinado isabelino un nivel considerable. Científicas, recreativas, de socorros mutuos, de Amigos del País, cultural-instructivas, las asociaciones populares reflejan el ambiente social de un país tradicionalmente dominado por el individualismo y la falta de solidaridad. Si en la década de los sesenta del siglo XIX predominaron las sociedades recreativas, poco a poco fueron expandiéndose las de carácter cultura-instructivo -casinos y círculos-, encontraste con aquellas Sociedades de Amigos del País, de perfil ilustrado, que fueron decayendo a lo largo del siglo. Tras la aprobación de la Ley de Asociaciones de 1887 la proliferación de sociedades encontró un acomodo legal que antes no existía. De la información proporcionada por las estadísticas nacionales se deduce que de 3.108 asociaciones censadas, más de la mitad (1.668) eran recreativas, seguidas por las de socorros mutuos (664), el 21,3% del total, y a distancia las de carácter cultural e instructivo (254), el 8,17%, que agrupaba literarias, artísticas, musicales y educativas. De menor importancia numérica fueron las de carácter político, de carácter diverso: librepensadoras, republicanas, liberales, conservadoras, etc., que alcanzaron apenas un centenar, el 3,02%, igual que las de intereses materiales, y algo superior a las económicas vinculadas a sectores productivos (agricultura, dehesas, ganadería, industria y minería), el 2,76%. El resto fueron cooperativas (2,57%), asociaciones católicas (2,54%), de resistencia (1,38%), benéfico-caritativas (1,38%) y un resto del 0,12% dedicadas a la construcción de casas y otras dos dedicadas al salvamento de náufragos.

En su distribución territorial este impulso asociativo de la sociedad española de la Restauración muestra el mayo peso del área mediterránea, sobre todo en Cataluña, donde Barcelona se sitúa a la cabeza con 458 asociaciones, seguida de Gerona (297), Tarragona (285) y Valencia (133). El contraste con Madrid es notable, ya que la capital registraba solamente 73 sociedades. Los datos ofrecidos por el Instituto de Reformas Sociales muestran el fuerte impulso asociativo de principios del siglo XX, al contabilizar 5.609 en 1904 y 18.986 en 1916 (Maza Zorrilla, 1995).

De ese universo asociativo de las clases populares resaltan, sobre todo, los ateneos populares o sociedades instructivo-recreativas, muy abundantes en Cataluña, Levante o Asturias, en las que cabe destacar su impronta interclasista y su destacado papel en la organización de conferencias, veladas, bibliotecas populares, sesiones cinematográficas o actividades corales. A pesar de su carácter inicialmente apolítico, generalmente se orientaron hacia una posición republicana o radical, por más que podamos encontrar sedes bien definidas por su posición ideológica como Casas del Pueblo, de orientación socialista, o Ateneos libertarios, orientados a instruir y orientar a las clases populares hacia una movilización política (Uría, 2003). En dirección contraria, la Iglesia también llevó a cabo un proceso de reclutamiento y movilización de las clases populares que encontró eco de un modo especial en las décadas de entre siglos. Junto a este universo asociativo de carácter preferentemente urbano hay que resaltar que la gran mayoría de la población española vivía en comunidades y vecindades agrarias, con vínculos y dependencias territoriales, biológicos y religiosos vividos y reproducidos de un modo tradicional. El analfabetismo, el sometimiento al poder del señorito, la dependencia de una vida social comunitaria controlada por la Iglesia, y el cacique, a su vez, muchas veces el propietario de la tierra, el heredero de la propiedad señorial, desamortizada o desvinculada, constituyen un armazón social donde el individuo encontraba pocos resortes para experimentar una verdadera emancipación. Las repercusiones de esta situación para el sistema económico fueron tan decisivas como para al atraso social (Núñez, 1992).

Sometidas a unas condiciones de vida extremadamente duras, las clases populares fueron las que soportaron con mayor dureza las crisis agrarias, las protagonistas de motines y levantamientos y las que en el Sexenio democrático protagonizaron el salto desde ese contenido popular hacia otro de carácter obrerista, consolidando un lenguaje y unas prácticas que derivaron en una cultura política autónoma, declaradamente militante ya de filiación anarquista o socialista. Frente a ese movimiento social autónomo del obrerismo organizado en sociedades de resistencia, en partidos (PSOE) y en sindicatos (UGT, CNT) se levantaron las organizaciones católicas, ya a través del sindicalismo católico, ya desde unas organizaciones estimuladas y controladas por los empresarios en un sindicalismo amarillo concebido para confrontar con las organizaciones obreras de clase. Su nutriente básico estuvo en la Encíclica Rerum Novarum (1891) del papa León XIII, donde se definió la doctrina social de la Iglesia, tanto frente al liberalismo gobernante como a los fundamentos doctrinales y luchas sociales del obrerismo consciente. Ante ese conflicto social el Estado, por su parte, fue paulatinamente abandonando su abstencionismo, y ya a través de la Comisión de Reformas Sociales (1883) primero, y del Instituto de Reformas Sociales (1904) más tarde, buscó una política reformista que permitiera la superación de la guerra de clases y la sustituyera por la negociación, cerrando así el ciclo del liberalismo clásico para acomodarse a los registros del nuevo liberalismo de la Europa de entre siglos.

Las condiciones de vida de estas clases populares fueron, sin duda, muy variadas, pero en su conjunto se caracterizaron por la precariedad de recursos: económicos, sociales y culturales. Su estructura interna apunta a una enorme diversidad determinada por factores laborales, por su carácter rural o urbano, por la categoría profesional, pues no fue lo mismo la calidad de vida de un aprendiz y de un especialista, hasta el punto que ha podido hablarse de una aristocracia obrera para separar a los trabajadores cuyos salarios eran más altos y regulares, tenían trabajo estable, mayor seguridad ante la enfermedad y vejez e incluso podían desarrollar estrategias defensivas más fuertes ante los patronos. Esa diversidad de situaciones en el mundo laboral apunta a una dependencia de factores climáticos y productivos en el mundo agrario (el 70% de la población activa). Allí donde predominaba la pequeña propiedad gestionada por dueños y familiares, el trabajo era escaso, en comparación con aquellas otras zonas, como en el Sur, donde en momentos de siembra y recolección se demandaba la presencia de braceros del campo siempre en jornadas laborales muy duras. El obrero agrícola con trabajo permanente era el que se encontraba en una mejor posición. En el resto el trabajo nunca sobrepasaba los 220 días al año. Como ya se ha mostrado en el cuadro 7.5 las diferencias salariales fueron fuertes entre el campo y la ciudad, pero también oscilaron de un modo notable en los distintos sectores productivos rural y urbano. Como nos recuerda Juan Pablo Fusi (Fusi, 1975), el jornal medio en las minas vizcaínas era de 3 pesetas (1880-1890) y de 3,30 (1989-1914), en contraste con el de los braceros agrícolas (1,00-1,50 pts/día), muy por debajo a su vez de las 4,50-5,00 pts/día), que recibían los mineros asturianos en 1910. Aunque esas cifras remiten a unas condiciones laborales específicas, son una muestra de la gran variedad de situaciones que vieron las clases trabajadoras -rurales y urbanas- en la España de la Restauración (Rodríguez Lavandeira, 1991; Soto Carmona, 1989).

Las condiciones de trabajo —jornadas laborales, condiciones de salubridad, trabajo de mujeres y niños- constituyen otros elementos significativos de los modos de vida de las clases populares. La jornada laboral oscilaba desde la turrullada, cuando el trabajador hacía un servicio de 24 horas sin abandonar la factoría, como lo establecido en los Altos Hornos de Vizcaya por el que el trabajador percibía el jornal más primas por exceso de trabajo, hasta una media de 12-14 horas que representaba la jornada laboral hasta que en 1900 se redujo a unas 10-12 horas. La demanda de una jornada de ocho horas, que se introdujo en Europa a finales de siglo, constituyó una de las reivindicaciones laborales básicas de los trabajadores españoles, una conquista que solamente se implantó en 1919, precedida por el descanso dominical en 1904.

Respecto de las condiciones laborales -higiene, seguridad, enfermedades profesionales- cabe resaltar las continuas denuncias que hicieron los periódicos obreros y los inspectores del Instituto de Reformas Sociales. Su imagen más característica es aquella que nos ofrece la novela realista y naturalista de fin de siglo que tiene por ejemplos La Tribuna de Pardo Bazán o Teresa de Clarín. Más acre se percibe todavía la condición laboral de las mujeres, cuyas retribuciones en ocasiones son un tercio o la mitad más bajas que la de los hombres. Si los salarios son estables y bajos, sin embargo, los precios experimentan oscilaciones muy fuertes. Algunos cálculos establecen incluso en un 50% el aumento de los precios a lo largo del último cuarto del siglo XIX. Además esa subida fue muy brusca en los años noventa generando la proliferación de motines de subsistencia en los momentos más críticos.

En estas condiciones laborales la posibilidad de mantener unos estándares de vida dignos constituye todo un reto. Los niveles de consumo fueron necesariamente muy bajos y la renta de la clase trabajadora se agotaba en sus dos terceras partes para satisfacer las necesidades elementales de nutrición. La reposición o renovación del vestido, calzado y otros gastos adquirían en ocasiones el carácter de excepcionales. Los datos oficiales muestran que en el momento de la crisis agraria a final de siglo la población tuvo serias dificultades para alimentarse. La falta de un mercado nacional y de un sistema de distribución adecuado obligaba a que el campesino se alimentara de los productos de su entorno, y aunque no puede hablarse de una dieta uniforme, cabe señalar que la base de la comida obrera en toda España fueron las verduras, legumbres, patatas, arroz, arenques, bacalao y, en ocasiones, algo de tocino. Naturalmente, la carne estaba lejos de sus posibilidades dado su precio (2 pesetas el kilo de vacuno y 1,5 el de cordero, con grandes oscilaciones en las zonas). Según estimaciones realistas la alimentación de una familia con dos hijos podía estar en torno a las 3,50 pesetas diarias. El pan, por su parte, estaba por encima de los 30 céntimos el kilo. En estas circunstancias, una buena alimentación y el ahorro sólo estaban al alcance de los obreros especializados. La mayoría de la población obrera solamente podía mantenerse un poco por encima de su nivel de subsistencia (Núñez Florencio, 1998).

Esa familia proletaria media habitaba en sótanos, buhardillas o pequeños cuartos, a veces compartidos con otros parientes. Los que tuvieron más recursos o suerte pudieron ubicarse en los barrios obreros que de un modo tímido comienzan a construirse en las grandes ciudades. Sus condiciones de habitabilidad estaban lejos de ser buenas: olores, humedad, ambiente enrarecido, insectos, roedores y aguas sucias en los patios convierten esos barrios en focos de enfermedades, donde las infecciones contagiosas proliferan y hacen de la vivienda obrera un hábitat de enfermedad que es objeto de denuncia por médicos, higienistas, arquitectos y reformadores sociales. En Castilla, muchas viviendas obreras estaban hechas de adobe o tapial con habitaciones que carecían de las más elementales condiciones higiénicas y de salubridad. La denuncia de esta situación se complementó con proyectos de desarrollar una vivienda obrera digna. En esa línea el IRS publicó en 1907 las bases de un Proyecto de ley de Casas Baratas, cuya aprobación lo convierte en Ley el 12 de junio de 1911, años después acompañada por su reglamento en la etapa primorriverista, convertido en ley por el gobierno republicano en 1931. En términos prácticos, la aplicación de la ley fue muy limitada y las viviendas construidas se caracterizaron por su bajo coste y escaso equipamiento (Palomares, 2004).

7.3.El desarrollo de los movimientos sociales: socialismo y anarquismo (1875-1917)

Es un hecho reconocido por toda la historiografía que el desarrollo de un movimiento obrero autónomo a partir de la asimilación de una cultura política específica se consolida tras el fracaso de la Primera República. La experiencia de la Primera Internacional, la constatación de que entre el proyecto político del republicanismo más avanzado y el de los trabajadores había afinidades, pero también considerables diferencias, constituyó un elemento decisivo para que en el seno de las clases populares se fuera asimilando una cultura política obrerista, de clase. Este proceso no fue inmediato ni se desarrolló de una manera mecánica. Por el contrario, desde finales de la década de los sesenta y hasta fin de siglo la conformación de una cultura obrera coexistió con diferentes modos de asimilar una identidad obrera propia. No debemos olvidar que el genérico “pueblo” que caracterizaba las clases populares asumió desde la década de los cincuenta diversos significados dentro de la tradición republicana, y que políticos como Pi y Margall se mantuvieron como fieles defensores de las aspiraciones sociales y políticas del obrerismo. No es por ello de extrañar que hasta muy entrado el siglo XX la clase obrera, crecientemente conformada como tal clase a partir de una cultura propia, mantuviera fuertes nexos con el movimiento republicano, sobre todo en su versión federal y que, en ocasiones, ese vínculo se articulara a partir de una doble militancia republicana y anarquista. El mejor ejemplo de esa relación lo expresa el programa federal de 1894, donde los temas relativos a la cuestión social, los contratos de trabajo y la tenencia de la tierra ponían de manifiesto que se trataba de un partido con una declarada vocación obrerista.

La cultura obrera, base imprescindible para la gestación de un verdadero movimiento obrero autónomo, se fue abriendo paso con grandes dificultades en la España de fin de siglo a partir de la necesaria decantación de aquellos elementos que le eran propios frente a la cultura republicana u otras manifestaciones culturales de las clases populares, sobre todo del artesanado y del campesinado. Cabría, pues, discernir entre aquella cultura obrera conformada a partir de ideas, lenguajes, acciones, símbolos y rituales propios del obrerismo organizado, de aquellas otras subculturas de las clases populares que se mantuvieron inscritas en el interior del republicanismo o de un catolicismo social que pugnó con fuerza por establecer su propio espacio político y sindical tras la publicación de la Encíclica Rerum Novarum, a partir de la cual la Iglesia católica estableció su propio programa social. La génesis del obrerismo en el último tercio del siglo XIX conoció, pues, culturas políticas, formulaciones doctrinales y prácticas sociales declaradamente diferenciadas, como ponen de manifiesto las experiencias republicana, anarquista, socialista y, finalmente, católica.

Dado el atraso industrial en España, no es de sorprender que las manifestaciones de esa cultura obrera estuvieran mediadas por una sociedad tradicional, por la pervivencia de modos de convivencia y formas productivas que no facilitaron la extensión de una cultura propiamente obrera, si por tal entendemos preferentemente una cultura de clase. El proceso de identificación de los intereses de clase se presenta por ello más lento que en otros países y'su definición política, problemática porque, tras la desaparición de la Internacional, a lo largo de los años ochenta y noventa del siglo XIX, el movimiento obrero se organiza en torno a formas asociativas muy variadas -socorros mutuos, cooperativismo, sociedades de oficios, etc.- y de influencias diversas, algunas de peso considerable como la ya apuntada del federalismo. No será hasta 1900 cuando aparezcan formas de militancia cada vez más diferenciados en torno a dos programas de filiación concreta —anarquismo y socialismo-, con el consiguiente debilitamiento del republicanismo en el interior de la clase obrera. En este proceso de decantación cultural y de ensayo organizativo, el movimiento obrero vivió una fase presindical que habría de durar hasta bien entrado el siglo XX. Los precedentes de las organizaciones sociales contemporáneas se conformaron como un conjunto variopinto de sociedades de socorros mutuos, de oficios y de resistencia, una organización obrera incipiente poco vertebrada y que no alcanzaba más allá del ámbito local. Su movilización o modos de organización reivindicativa se asentaban sobre prácticas muy combativas que, genéricamente, respondían a un espontaneísmo característico de las primeras fases de formación del movimiento sindical.

A este tipo de organización correspondían unas relaciones laborales no regladas, con acuerdos entre patronos y obreros que, en ocasiones, constituían pequeños códigos de trabajo relativamente estables pero que, en general, fueron más tendentes a la confrontación que al pacto, que, de haberlo, fue casi siempre individual y esporádico (Barrio Alonso, 1999). Fueron pues, relaciones laborales, dominadas por el individualismo económico que caracterizaba el contrato individual de trabajo, en las que el trabajador encontraba pocas garantías y estaba sometido a los deseos del empresario. En estos momentos el movimiento societario no era homogéneo y hasta los primeros años del siglo XX las diferencias de estrategia entre las sociedades de predominio anarquista y las de tendencia socialista no siempre estuvieron completamente claras, hasta el punto de observar en algunas una militancia mixta.

Todo apunta, pues, a que la diferencia entre unas prácticas reglamentistas, características de los socialistas —moderación y prudencia en el uso de la huelga—, y el desarrollo de prácticas más espontáneas, con el dominio de la acción directa, aún no tenía en sus primeras etapas el sentido y distinción que habría de alcanzar más tarde como elemento diferenciador de concepciones socialistas y anarquistas. Nos encontramos, pues, ante un tipo de organizaciones obreras y de relaciones laborales que correspondían a un modelo determinado de estructura productiva, con diseminación de los talleres, poca especialización, predominio del peonaje, baja productividad, y también malas condiciones de trabajo, bajos salarios y largas jornadas laborales, propias de una sociedad poco especializada, sin desarrollo social y altas tasas de analfabetismo. El tránsito hacia un concepto de relaciones laborales más modernas, con reconocimiento de la negociación colectiva, con un contrato colectivo de trabajo, la intervención del Estado, una regulación de las condiciones de trabajo y un respeto entre las partes -empresarios y trabajadores- hubo de pasar por una fase de fuerte confrontación. La década de los ochenta fue así una etapa de duros enfrentamientos entre clases, de configuración de dos movimientos bien diferenciados, el socialista y el anarquista, y no menos del esfuerzo por parte de sectores del reformismo social de alumbrar un nuevo modelo de relaciones laborales en un momento en que la confrontación alcanzó su expresión más violenta.

7.3.1.El movimiento anarquista. La Confederación Nacional del Trabajo

La historia del anarquismo español tras la derrota de la Primera República estuvo marcada por la persecución y, como ocurrió desde 1874 hasta 1881, se desenvolvió en la más absoluta clandestinidad, lo que habría de influir de un modo decisivo en sus planteamientos ideológicos y modos de organización. De una concepción de organización pacífica de masas durante los primeros tiempos de la AIT, la Comisión Federal y el grupo aliancista que lo dirigía se inclinarán hacia posiciones insurreccionales, en línea, al mismo tiempo, con los planteamientos tácticos del bakuninismo. Como consecuencia de ello, paulatinamente se fue extendiendo por algunas zonas de Andalucía una corriente partidaria de acciones violentas y combate radical contra personas e instituciones que se vería refrendada por el programa de realización inmediata de la Federación Regional de 1878.

Frente a esta posición de los aliancistas, otros núcleos obreros sindicalistas reconstruyeron el Centro Federativo de Sociedades Obreras que llevó a una pérdida importante de federaciones a la organización anarquista que, entre 1876 y 1877, vio disminuir sus efectivos en un 35%. Pero no habría de ser hasta 1880 cuando algunos sectores internacionalistas comprendieron que era imprescindible conectar con las organizaciones sindicales, aprovechando el escaso margen legal que permitía el régimen canovista. La llegada al poder del gobierno Sagasta al año siguiente (febrero de 1881) permitió al grupo internacionalista agrupado en torno a Farga Pellicer, Llunas, Pellicer Paraire, Tomás y Serrano Oteiza salir de la clandestinidad y constituir en Barcelona en septiembre de 1881 la Federación de Trabajadores de la Región Española (FTRE) heredera de la FRE.

En estos años de clandestinidad los anarquistas tuvieron que sobrevivir a la política represiva, lo que marcó de un modo decisivo las ideas, lenguajes y prácticas. La clandestinidad fue así una táctica consciente de resistencia contra los crecientes mecanismos de coerción del Estado y de quienes lo sostenían, y obligó a adoptar un modelo de organización en pequeñas unidades que pudieran sobrevivir en los centros de trabajo y en las zonas agrourbanas, lo que permitió mantener una mínima estructura organizativa hasta su salida a la luz pública en la década de los ochenta. Como ha señalado Clara Lida (1997), hubo una cierta geografía de la clandestinidad. En zonas manufactureras, los obreros pudieron continuar asociados públicamente mientras no fuera con fines políticos explícitos, garantizando así no sólo reivindicaciones económicas, sino también la cohesión y movilización gremial o sindical colectivas, tal y como en 1881 ya había percibido Kropotkin. Sin embargo, allí donde la economía estaba menos desarrollada, esta vida pública fue prácticamente imposible. Los trabajadores de pequeñas áreas urbanas y del campo no sólo carecían de un espacio sindical para sus reivindicaciones, sino que, por el carácter mismo de sus aspiraciones —colectivización de la tierra y los talleres, del trabajo y de su producto, abolición de la propiedad y sus privilegios, defensa de la organización del trabajo-, chocaban directamente con los derechos y aspiraciones de las oligarquías locales y nacionales. En estos universos desiguales, los pequeños grupos exigían y defendían la autonomía y libertad de acción, y cumplían con la consigna de la Comisión Federal de reorganizarse en grupos de diez (decurias). Esta estructura no fue original del anarquismo, sino que se nutría de una tradición organizativa que, en el siglo XIX, se remonta a las logias masónicas y carbonarias, pero que en el Antiguo Régimen tenía su origen inmediato en las hermandades y en los gremios. Al desaparecer la Internacional en España y acentuarse la contracción de los espacios públicos, los anarquistas se aprestaron a resistir en secreto, recuperando del pasado expresiones organizativas cuya vitalidad se había probado el sobrevivir los siglos. Esta mezcla de modernidad y antiguo régimen quedó plasmada, por ejemplo, en las pequeñas asociaciones anarquistas andaluzas, como se ha podido comprobar en los análisis sobre la organización llamada Mano Negra.

En la década de los ochenta el movimiento anarquista español organizado en la FTRE trató de combinar su estructura interna, de pequeños grupos con una vertebración del movimiento sindical que estaba articulando el movimiento obrero español. A partir de las capitales de provincia, particularmente Barcelona, Sevilla y Málaga, el anarquismo se extendió por todo el país, contando en los meses posteriores a la formación de la FTRE con la adhesión de 218 federaciones locales y 57.934 afiliados, que se concentraban en Andalucía, con 38.349 miembros. Lejos de estas cifras quedaban Cataluña con 13.021, Valencia con 2.355, Castilla La Vieja con 936 (Morales Muñoz, 2002). En los dos núcleos más numerosos del movimiento anarquista, Cataluña y Andalucía, se fue desarrollando una acomodación a las ideas de Bakunin (Cataluña) y Kropotkin (Andalucía) en línea con las tradiciones culturales, sistema de propiedad y estructura productiva de cada región.

En este proceso confluyeron tanto la polémica sobre el carácter legal o clandestino que debía presidir la vida de la organización y, en consecuencia, sobre los medios tácticos a emplear, como el debate que enfrentaba a colectivistas (bakuninistas) y comunistas (kropokinianos) a propósito del modelo de sociedad futura. Este debate no sólo tenía consecuencias ideológicas, sino que afectaba a la misma organización y la estrategia en el movimiento anarquista. Para Bakunin la revolución sólo podía ser obra de las masas y la organización prerrevolucinaria no podía dejar de responder a los principios esenciales de la organización social postrevolucionaria, esto es, libre, espontánea y democrática. Desde estos planteamientos, la revolución no podía proceder de la conspiración ni los individuos organizados a su servicio sustituir o suplantar a las masas. Este planteamiento se acomodaba mejor al ámbito catalán, donde el movimiento asociativo obrero parecía un buen soporte para desarrollarlo, en contraste con el caso andaluz, más proclive a la recepción del ideario kropotkiniano. La polémica sobre el carácter legal o clandestino de la organización, sobre los medios tácticos a emplear y la confrontación entre colectivistas y comunistas fueron por ello recurrentes en los congresos anarquistas en la década de los ochenta. La situación del anarquismo español era muy diversa en aquellos años. Los grupos que siguieron ligados al sindicalismo defendían la conveniencia de impulsar la organización específicamente clasista como punto de confluencia de distintas ideologías, militancias y grados de radicalidad. Afirmaban que su experiencia asociativa, reivindicativa y anticapitalista crearía las condiciones para la revolución social. Estas posiciones fueron mayoritarias en el anarquismo de principios de los ochenta conformando un movimiento anarcosindicalista que habría de caracterizar en lo sucesivo al movimiento obrero de orientación libertaria.

La corriente anarcosindicalista logró extenderse sin dificultad entre trabajadores de diversas ideologías y los manifiestos se inclinaron a defender las posiciones que preocupaban al conjunto del societarismo: instrucción, tácticas y formas de organización más adecuadas para el triunfo de las reivindicaciones laborales (federaciones de oficio, cajas de resistencia, criterios para aprobar las huelgas…), la exigencia de dignidad en el trato que recibían por parte de los patronos, las libertades de asociación y otras. Con el tiempo, sus posiciones “sindicales” les enfrentaron a otras tendencias anarquistas. A ello conducía su defensa de la organización pública de masas frente a su instrumentalización al servicio de la agitación y la propaganda del ideal revolucionario, y su interés por definir estrategias encaminadas a mejorar las condiciones laborales en el presente.

Otros sectores del anarquismo, por el contrario, optaron por una definición más claramente ideológica de sus objetivos organizativos y por un mayor eclecticismo respecto de los procedimientos de lucha. En ello subyacía un cambio en el sujeto revolucionario y en el modelo de sociedad del porvenir heredado del sindicalismo belga por la FRE. Tanto la FRE de la época clandestina como la organización revolucionaria anarquista Los Desheredados (en parte su heredera y también secreta, partidaria e la propaganda por el hecho) dejaron de considerar el sindicalismo como agente de la revolución, abandonaron los debates sobre quién debía considerarse obrero y pensaron en una insurrección popular y campesina menos ligada a la posición en las relaciones de producción de sus participantes. En la FTRE se fue operando el mismo cambio, su estructura se fue reduciendo a pequeñas secciones de individuos muy identificados con los ideales insurreccionales y progresivamente separados de los objetivos puramente sindicales (López Estudillo, 2002).

La coexistencia en el interior del anarquismo de grupos orientados por esa diversidad de posiciones hace muy difícil una caracterización única, toda vez que entre el sector anarcosindicalista y el revolucionario conspirativo no siempre hubo una comunicación interna directa, dificultada ésta por la propia actividad represiva de las autoridades. Por otro lado, la vida de las agrupaciones anarquistas se veía sometida a las provocaciones policiales, denunciadas reiteradamente por los líderes obreros. Es en este medio de luchas sociales, de represión y de guerra abierta entre trabajadores y autoridades donde se plantea el problema de la llamada Mano Negra en Andalucía (Castro Alfin, 1986). Las primeras noticias sobre la Mano Negra aparecieron relacionadas precisamente con provocaciones policiales, en un contexto presidido por el hambre, los robos de pan, las represalias y la gestación de intentonas insurreccionales. Las provocaciones fueron preparadas como complemento a un proceso contra las organizaciones clandestinas anarquistas, a través de la infiltración de confidentes y, sobre todo, de la manipulación de documentos que inculpaban a los anarquistas en la quema de cosechas y la preparación de la revolución. El protagonista de estos hechos, el jefe de la guardia rural de Jerez, Tomás Pérez Monforte, instigó delitos para los que seleccionó a sus organizadores, detuvo a los incautos que les siguieron e implicó con sus declaraciones a otros trabajadores con antecedentes revolucionarios. La historiografía reciente ha demostrado la falsedad de estas acusaciones, resaltando cómo el Ayuntamiento de Jerez había abonado con sus fondos a los confidentes y cómo muchos de los hechos denunciados sólo existieron en la imaginación de algunos periodistas, sirviendo para justificar la represión de la Guardia Civil. No obstante, las provocaciones, el sensacionalismo periodístico y la escasa garantía de certeza de las confesiones efectuadas ante la Guardia Civil, dados los métodos seguidos para obtenerlas, no deben ocultar la existencia de actos ilegales concertados (López Estudillo, 2001).

Desde mediados de la década de los ochenta las organizaciones anarquistas se vieron así sometidas a la presión oficial, a la necesidad de redefinir su relación con el movimiento sindical y a una difusión cultural que hizo dela edición de folletos y revistas una de sus principales manifestaciones. Así, en 1888, tras la disolución de la FTRE, el sindicalismo de ascendencia anarquista se separaría del anarquismo que creó la Organización Anarquista de la Región Española. Su única manifestación visible fue una oficina de correspondencia que mantuvo su funcionamiento, al menos hasta 1900, y se ocupó de traducir y publicar folletos, dedicándose al registro de direcciones de grupos y sociedades anarquistas para facilitar su relación y coordinación en movilizaciones generales. En este nuevo marco, la Federación de Resistencia al Capital (1888), el Pacto de Unión y Solidaridad (1881-1893) y la FRE de Sociedades de Resistencia a partir de su segundo año adoptaron estrategias sindicalistas revolucionarias muy distintas de las del Sexenio e inicios de los ochenta. En el sindicalismo revolucionario, la aceptación del espontáneísmo constituía un medio para superar el rechazo que muchos anarquistas obreristas fueron acumulando frente a las prácticas sindicales que consideraban burocráticas, como las cajas de resistencia y las normas para acceder a los subsidios, y que desde el Sexenio se habían utilizado para atraer al sindicalismo a sus federaciones regionales. El espontáneísmo fue desde finales de los años ochenta la base de una nueva relación entre anarquismo y sindicalismo, en el que éste sólo gozaría de un apoyo más circunstancial e instrumental, y sólo de parte de los anarquistas. Como señalaban los acuerdos del congreso fundacional de la Federación de Resistencia al Capital {Acracia, 15-VI-1888), la resistencia espontánea y natural, y no la que presupone una organización universal, paciente y calculada, para alcanzar unos céntimos de jornal o una hora menos de trabajo, era la nueva base de las luchas anarquistas. La afirmación del espontáneísmo equivalía a limitar su apoyo a aquellas secciones obreras dispuestas a transformar reivindicaciones localizadas en situaciones prerrevolucionarias mediante huelgas generales. También suponía anteponer la legitimidad de las iniciativas revolucionarias impulsadas por grupos anarquistas o secciones aisladas frente a las decisiones mayoritarias de afiliados o secciones, más atentos a las mejoras laborales y a la preservación de la continuidad organizativa de sus sociedades.

El sector anarquista, por su parte, fiel al culto a los principios, tendió a organizarse en grupos de afinidad y en algunas ciudades importantes se formaron Círculos de Estudios Sociales para el debate y a difusión del ideal. El cambio organizativo y la buena relación entre escuelas favoreció el avance del anarcocomunismo, que en España se produjo con una década de retraso respecto a otros países de Europa por la oposición que suscitó su rechazo inicial en toda organización estable y su propensión a la violencia (López Estudillo, 2002).

De especial interés para la difusión de las ideas anarquistas fue el mantenimiento de una red de publicaciones que hizo del periódico y de la revista instrumentos esenciales del movimiento libertario. Muchos anarquistas abrazaron los ideales inspirados en la lectura de sus periódicos. Ricardo Mella, que era federal, se convirtió por la influencia de La Revista Social y Antonio del Pozo, a través de La Anarquía. Como señalaba Tierra Libre de Barcelona (11-VIII-1908): “el periódico es la acción más universal, más eficaz para la propaganda, la defensa y aun el ataque”. La publicación de periódicos y revistas se extendió por todo el país. Resaltan por su influencia y la calidad de sus artículos La Revista Blanca, dirigida por Soledad Gustavo y Federico Urales en Madrid, y Acracia y Natura en Barcelona. Salían también los grandes periódicos anarquistas de la España de entre siglos: El Productor de Barcelona, El Corsario de La Coruña, El Rebelde de Zaragoza y otros de no menor importancia: Tierra y Libertad, Solidaridad Obrera, Acción Libertaria, La Anarquía, La Huelga General y El Porvenir del Obrero, entre otros. Los libertarios trataron de establecer una red de comunicación periodística que, por una parte permitiese la participación de las actividades de la lucha social y, por otra, se opusiese a la información burguesa denunciándola como arma del capital. No es casualidad que muchos periódicos anarquistas trajesen una columna especialmente dedicada a desvelar y criticar ciertos artículos de la prensa burguesa. En todos ellos se resalta la corrupción existente en la prensa enemiga, incluso, en ocasiones, aquella de inclinación socialista. Con la extensión de una red informativa propia, el movimiento anarquista trataba de alterar el consumo pasivo de la información, abierta por lo demás a casi todos los temas del mundo moderno: la ciencia, la tecnología, la difusión de los ideales científicos, la eugenesia, el naturismo y un amplio conjunto de ámbitos temáticos que no se escapaban a los ideales de libertad y emancipación humana inscritos en los ideales del anarquismo (Litvak, 1995).

No obstante esta doble vinculación con la cultura y con las bases obreras societarias, lo que caracterizó al anarquismo en la década final del siglo XIX fue el uso de la violencia como un arma para destruir el sistema social burgués. Esta etapa de recreación de la violencia se desarrolló en medio de la recepción de un individualismo de filiación nietzscheana, de un nihilismo que hacía de la propaganda por el hecho el elemento central de su acción revolucionaria. Los atentados se sucedieron a lo largo y ancho del país, siendo seguidos por una represión policial que acentuó la dinámica reacción/revolución. Con todo, no toda la propaganda por el hecho significaba inequívocamente violencia, sino que incluía parte de robos y agresiones armadas, la deserción militar, la negativa a pagar los alquileres de las casas o cánones agrícolas, las ceremonias laicas o cualquier otra forma de rebeldía práctica (Alvarez Junco, 1976).

Tal vez, lo que caracterizaba de un modo más claro a esta propaganda por el hecho era que, además del despegue que reflejaba ante las masas, su falta de objetivos claros desde un punto de vista revolucionario ya que, salvo algunas excepciones, en la mayoría de los casos el resultado para la causa anarquista constituyó un claro retroceso. Más que a una estrategia bien definida, los atentados individuales contra personas, instituciones o bienes materiales llevaron a un refugio en el misticismo o a la idea de que la sangre derramada habría de dar inevitablemente sus frutos (Núñez Florencio, 1983). Este ensalzamiento del individuo, que recorrió el ambiente del terrorismo anarquista del fin de siglo, debe ser ubicado en el ambiente ideológico de los pequeños grupos anarquistas, asentados sobre un ingenuo optimismo revolucionario y en una fe desproporcionada en las posibilidades del individuo como tal, en un momento que, por el contrario, se daba paso a la emergencia de los movimientos sociales colectivos, en la acomodación hacia una sociedad de masas. En contra de lo que muchos anarquistas creyeron, la sangre de los mártires no trajo como fruto la revolución, sino una dura represión como recuerdan las torturas de Montjuïc, el asesinato de Cánovas por Angiolillo en 1897 o el posterior atentado contra el joven rey Alfonso XIII. Desde 1890 hasta la formación de la CNT en 1910 el atentado anarquista se repitió bajo la mítica de la violencia revolucionaria y el individualismo.

Con el cambio de siglo, en medio de una creciente confrontación obrero patronal, la propaganda de la huelga general movilizó a grandes sectores sindicalistas a convertir buena parte de las huelgas parciales y conflictos laborales en huelgas generales con vocación revolucionaria. La difusión del mito de la huelga general preocupaba de un modo especial a los socialistas, temerosos de que su uso representara un riesgo para la estabilidad de las organizaciones obreras. Quedaba así demostrada la distancia que había entre el gradualismo socialista y el peso de los planteamientos más radicales de los anarquistas. Con todo, la recepción por parte de éstos de los presupuestos del sindicalismo revolucionario abrió una nueva etapa que habría de tener su reflejo en la organización anarquista desde 1908. Para entonces era perfectamente reconocible la existencia en su interior de tres corrientes ideológicas que iban a ser las fuentes doctrinales del nuevo sindicalismo anarquista en el momento de la formación en 1910 de la Confederación Nacional del Trabajo (CNT): el anarquismo, el sindicalismo y el sindicalismo revolucionario (Bar Cendon, 1981). Para llegar a su constitución fue necesaria la convergencia de varios factores: la reorganización interna de Solidaridad Obrera en Cataluña, la Semana Trágica de julio de 1909 y la formación por el Partido Socialista de la Conjunción Republicano Socialista en otoño de 1910.

Desde 1909 Solidaridad Obrera ya había intentado reunir a todas las organizaciones sindicalistas de España con el objetivo de establecer unas bases de funcionamiento unitarias, pero los sucesos de la Semana Trágica lo impidieron y el proyectado Congreso se pospuso. Al año siguiente, los días últimos de octubre y el primero de noviembre tenía lugar, finalmente, en Barcelona aquella iniciativa de Solidaridad Obrera, que reunió a 129 delegados de toda España representando a más de un centenar de sociedades, de ellas 35 de fuera de Cataluña. Con ello se iniciaba el proceso constitutivo de la Confederación Nacional del Trabajo (CNT).

La CNT era desde el punto de vista doctrinal una síntesis de elementos diversos entre los que predominaban los propios de las raíces del bakuninismo internacionalista, junto a los nuevos del sindicalismo revolucionario. Pero en su carácter de alternativa específicamente sindicalista al socialismo, la CNT representaba el proyecto más ambicioso desde el punto de vista organizativo del anarquismo español y en el Congreso de Barcelona quedaron claras las dos líneas de actuación que demandaban las necesidades, por un lado, de los principios y las definiciones y, por otro, las de la organización dada la coyuntura política del momento. Por ello, las dificultades del Congreso para satisfacer todos los compromisos implícitos en su celebración fueron enormes y el resultado fue una cierta indefinición en aspectos cruciales para la organización que se constituía en sus sesiones y grandes declaraciones de principios en otros no tan decisivos para el futuro de la CNT, aunque no menos importantes para el desarrollo de una cultura política cenetista, característica a partir de entonces.

En cuanto a los dogmas básicos, la CNT no se apartaba de la formulación habitual de la sociedad de clases característica de la Internacional española, aunque el peso de los sectores sindicalistas era manifiesto en las formulaciones de los medios de lucha que se resumían en la reafirmación de la acción directa -la única posible frente a la acción política, interpuesta y mediatizada de los socialistas— y la huelga general como el instrumento por excelencia de la acción sindical. En cuanto al sistema de vertebración orgánica, la tradición anarquista defendía para la CNT la aplicación de los principios de descentralización y autonomía sindical por oposición al centralismo y a la burocracia. Otros sectores integrados en el Congreso, sin embargo, pensaban que la descentralización no era incompatible con el establecimiento de algunos nexos confederales, con lo que el debate quedó aplazado a un supuestamente próximo Congreso. Otros temas relacionados con el sindicalismo quedaron igualmente en suspenso y a la espera de una mayor definición, o llevaron a una discusión más filosófica que práctica que tampoco dio resultado.

La falta de rigidez en los planteamientos teóricos, la negación del centralismo y de la disciplina orgánica hicieron de la CNT un organismo muy sensible a las crisis. Así, cuando en septiembre de 1911, también en Barcelona, se celebró el primer Congreso oficial de la CNT, la organización ponía de manifiesto el efecto de las huelgas y la represión sobre los sindicatos. Quizá por ello y para resolver todas las cuestiones pendientes del anterior, el Congreso adoptó acuerdos que, a pesar del pluralismo y la variedad de tendencias, ponían de manifiesto la voluntad de los sectores sindicalistas revolucionarios de establecer líneas de actuación sindical más definidas y alejadas de la acción política, de la meramente reivindicativa o del simple cooperativismo. Al mismo tiempo, y en previsión de los posibles descalabros que la represión pudiera ocasionar a la estructura confederal, el Congreso confirmó la tendencia comunalista, característica de la Internacional, de hacer de la organización local el núcleo por excelencia.

Las federaciones locales fueron desde ese momento la esencia orgánica de la CNT y las que le permitieron sobrevivir a crisis gravísimas, como la que comenzó para la organización cuando, inmediatamente al cierre del Congreso, se declaró la huelga general y la CNT fue declarada ilegal. Finalizado su proceso constitutivo, la CNT iniciaba su primera etapa de clandestinidad, de la que no salió hasta 1915, una situación excepcional que se repetiría con frecuencia en lo sucesivo y no sin perjuicios graves para la estabilidad de su orientación y para la integración de sus propios sindicatos y federaciones en la estructura confederal.

La coyuntura de la guerra europea fue un reactivo para la izquierda obrerista y en ello España no iba a ser una excepción. Los sentimientos nacionales que había exacerbado la guerra entre los socialistas europeos habían puesto en crisis el espíritu internacionalista. Los anarquistas, que en su aborrecimiento del Estado habían estado en contra del nacionalismo y del militarismo, también habían modificado posiciones y el caso de la CGT francesa era el mejor exponente de cómo la guerra había supuesto una inflexión. En España, sin embargo, los anarquistas reaccionaron alzando los principios por encima de cualquier apoyo eventual a la causa de la democracia que latía detrás de la polémica sobre la neutralidad. Con todo, un sector del anarquismo español, representado por Acción Libertaria, mostraba su apoyo al “Manifiesto de los 16” a favor de la causa de Francia que llevó a una dura polémica con Tierra y Libertad. Acción Libertaria, bajo la influencia de Eleuterio Quintanilla, confiaba en que la guerra debía servir para reflexionar sobre el papel del anarquismo en la sociedad del siglo XX, en el sentido de actualizar sus propuestas y adecuarlas a la realidad sin falsas inhibiciones en un pacifismo que no dejaba de calificar de ambiguo. Un sector del anarquismo que desde principios del siglo XX se mostraba abierto a los logros de la democracia resaltaba que, más allá de carácter nacional de la guerra, la posición de Gran Bretaña y Francia era más defendible que la del imperialismo alemán. El anarquismo español no podía estar al margen y la apertura hacia las posiciones de los demócratas españoles reclamaban una revisión de sus formulaciones de estricta neutralidad (Barrio Alonso, 1988, 2004).

7.3.2.El socialismo español. Partido Socialista Obrero Español y Unión General de Trabajadores

Junto a esta cultura obrera de carácter anarquista, de defensa del espontaneísmo y de una crítica moral sistemática a la sociedad burguesa, en el interior de la primera Internacional se gestó un núcleo de filiación marxista que en 1879 formó el Partido Socialista Obrero Español (PSOE). Frente al carácter mayoritario de los internacionalistas de sustentar la lucha económica, este pequeño grupo se caracterizaba por la defensa de la acción política y por su esfuerzo en crear una organización nacional alternativa al bakuninismo. Formado en su mayoría por tipógrafos de la capital, su primera meta era la transformación revolucionaria de la sociedad a través de la posesión del poder político por parte de la clase trabajadora y la conversión de la propiedad individual en propiedad social que quedaría en manos de “colectividades obreras unidas entre sí por la reciprocidad y el Ínterés común”. En concordancia con este planteamiento, la actuación política del nuevo partido debía caracterizarse por su total separación de los partidos definidos como “burgueses”. Una posición que habría de mantenerse a lo largo de varias décadas impidiendo cualquier nexo con los partidos republicanos. El frente de clase fue un elemento decisivo de la política socialista bajo la dirección de su líder indiscutible hasta su muerte en 1925: Pablo Iglesias.

Junto al núcleo de tipógrafos madrileños, en Barcelona los dirigentes del Centro Federativo de Sociedades Obreras, reorganizado en 1876-1877, intentaban revitalizar el movimiento sindical catalán con unos planteamientos doctrinales y prácticos moderados, en el que la defensa del cooperativismo se mezclaba con la prudencia a la hora de plantear reivindicaciones laborales. Con un medio de expresión propio, El Obrero. Revista Social, este grupo denominado Las Tres Clases de Vapor, bajo la dirección inicial de José Pamias, sostuvo que la moderación sindical debía ir acompañada de la defensa de los derechos democráticos y de las reformas legales favorables para los trabajadores. Se identificaba, pues, con unos planteamientos reformistas que le alejaban del radicalismo socialista, ya que postulaba una alianza con los sectores más avanzados del republicanismo.

A pesar de esas diferencias, la necesidad de encontrar un punto de encuentro entre los reformistas catalanes y los socialistas madrileños era una evidencia si se deseaba hacer frente a las corrientes anarcosindicalistas. Aunque no era posible una fusión entre dos concepciones tan distintas de los cometidos del nuevo partido, durante algún tiempo ambas corrientes colaboraron. Así, en 1882 se creó la Asociación Nacional de los Trabajadores de España (ANTE) en un congreso celebrado en Barcelona con asistencia de delegados de 152 sociedades obreras, en su mayoría catalanas. Organizada a partir de Federaciones locales de los distintos oficios y Uniones nacionales en cada oficio, la nueva asociación se diferenciaba claramente de la FTRE tanto por la personalidad de sus promotores como por el tono moderado y la actitud política de que hizo gala. En Madrid, por su parte, los socialistas crearon en 1882 la Federación Tipográfica, una primera experiencia sindical donde imprimieron una táctica de prudencia reivindicativa, expresando las ideas de Pablo Iglesias de que la huelga solamente se podía poner en marcha una vez agotadas todas las posibilidades de diálogo. Como señalaba su órgano de expresión, La Unión Tipográfica, la calma y la prudencia debían constituir la seña de identidad de la nueva organización. Cuando en 1887 se aprobó la Ley de Asociaciones, los socialistas emprendieron la tarea de crear una nueva organización sindical de todos los oficios alternativa a la FTRE. Con el apoyo de varios centros obreros de Cataluña (Mataró, Barcelona), Madrid y otras ciudades, en agosto de 1888 se celebró en Barcelona el nacimiento de la Unión General de Trabajadores (UGT), con la participación de 25 delegados, representando a 47 sociedades, y 5.154 trabajadores.

Aunque resultaba evidente el perfil socialista de la nueva organización sindical, los líderes rehuyeron toda definición ideológica o política y se presentó a la UGT como una organización autónoma, abierta a todas las sociedades y federaciones de oficio que estuvieran interesadas en mejorar las condiciones de trabajo. Desde entonces, y siempre en oposición a los planteamientos de la FTRE los ugetistas se caracterizaron por su moderación y por la estructura fuertemente centralizada, en la que se otorgaba al Comité Nacional la decisión sobre la oportunidad y adecuación de las huelgas. Estas líneas directrices se fortalecieron en los años siguientes cuando en el Congreso de Málaga (1892) se hizo más explícito el rechazo de toda definición ideológica, en la idea de que así se lograba una mayor atracción entre la clase obrera. El cometido de las luchas sindicales, junto a la defensa de las condiciones de trabajo, aparecía como un instrumento para la difusión y refuerzo de la conciencia obrera (Pérez Ledesma, 1987, 2000). Examinando los estatutos fundacionales de 1888, los reformados de 1892 y los acuerdos de los congresos celebrados por la UGT entre 1890 y 1905, se pueden establecer tres rasgos básicos de la central sindical: el primero es la ausencia de una definición ideológica rígida, un reflejo de los intentos por presentarse como una organización autónoma para atraer así a la mayoría de las sociedades obreras que no estuvieran ligadas directamente a las posiciones anarcosindicalistas; el segundo fue la moderación ante las luchas sindicales, tomada en gran parte de las posiciones previas de la Federación Tipográfica; el tercer rasgo fundamental fue el carácter centralizado, en clara oposición a las tendencias favorables a la autonomía de las secciones pertenecientes a la FTRE. La estrategia de la UGT hacía hincapié en que para alcanzar el éxito en las luchas obreras eran necesarias tres condiciones básicas: el fortalecimiento de la organización y de la unión de la clase trabajadora; la combinación de la lucha económica y la actividad política y el abandono de toda aventura revolucionaria, como las sostenidas por el anarquismo de fin de siglo. Junto a ellas, algunos socialistas como Morato y García Quejido defendieron la necesidad de impulsar el desarrollo económico del país, como paso previo a la edificación del socialismo. Por el contrario, Pablo Iglesias se limitaría a la difusión sistemática de las condiciones señaladas y a la formulación de una serie de postulados estratégicos y tácticos derivados de las mismas (Pérez Ledesma, 1987).

Con el Partido Socialista, en su cometido político, y la UGT, en el sindical, el movimiento socialista se articuló como una nueva formación de la clase trabajadora, marcada por su fuerte componente clasista, opuesto a todas las formulaciones ideológicas y organizaciones políticas de la clase antagónica, la burguesía. Desde la perspectiva ideológica, el PSOE se nutrió del marxismo en su versión francesa, a partir de los postulados de Jules Guesde, de afirmación de una dicotomía fundamental entre los universos burgués y obrero, que Pablo Iglesias impuso al partido desde las páginas de El Socialista y a través de un férreo control del partido. Aunque también se impregnó de los valores del evolucionismo y del positivismo, el peso de las doctrinas marxistas fue dominante, pero no impidió que, al igual que en un sector del anarquismo, el evolucionismo impregnara el pensamiento del primer socialismo español (Fernández, 1981; Girón Sierra, 1996). La insistencia en la organización obrera separada de un modo total de cualquier contacto con el mundo burgués afectó a la concepción del partido en un sentido muy cercano al de la socialdemocracia alemana: un partido revolucionario, no un partido que hace revoluciones; revolucionario en su identidad colectiva, en su rechazo global de la sociedad capitalista y burguesa, en la esperanza de que la “revolución” alumbre una nueva sociedad; reformista, sin embargo, en su práctica diaria, en la búsqueda permanente de mejoras para la clase obrera, en el intento de estar presente en los órganos del Estado. A diferencia de la socialdemocracia alemana, que tuvo una fuerte organización de partido y una amplia representación parlamentaria, los socialistas españoles constituyeron durante décadas una secta de creyentes más que un verdadero partido de masas, incapaz de movilizar a una clase obrera que se mantenía leal a los partidos republicanos y al anarquismo, y que hasta 1910 no llevó a un socialista al Parlamento (Juliá, 1997).

Las consecuencias de ese antagonismo con el republicanismo habrían de ser muy elevadas, pues una vez implantado el sufragio universal en 1890, el Partido Socialista decidió acudir en solitario a las elecciones. Los resultados, sobre todo en las elecciones al Congreso de los Diputados, fueron exiguos: en 1891 3.872 votos, más de diez mil en 1896 y 23.900 en 1899. Más allá de la veracidad de estas cifras, casi siempre manipuladas por el control caciquil, resultaba evidente que el PSOE tenía en la década de los noventa, tras quince años de vida pública, unas dimensiones muy reducidas en comparación, sobre todo, con los resultados y estructura de partido de los socialismos alemán, francés o italiano. El número de agrupaciones socialistas aumentó con la misma lentitud que sus votos: si en 1888 había 22, en 1899 se elevaba a 53, y sólo con el cambio de siglo se alcanzaron 82 en 1902. La distribución geográfica mostraba que el Partido Socialista crecía allí donde se transformaba el sistema productivo y la industria y la minería alcanzaban significación en la economía de las distintas regiones. Asturias, con 20 agrupaciones, y Vizcaya, con 10, eran las más fuertes; en cambio, Barcelona mostraba un decaimiento que contrastaba con la pujanza del anarquismo y del radicalismo lerrouxista en la ciudad.

Tampoco para la UGT fueron propicios los años noventa del siglo XIX (la travesía del desierto en palabras de Juan José Morato). Si en el Congreso fundacional (1888) habían estado representados 4.994 afiliados, cinco años después se acercaba a los 9.000, pero en 1896 cayó a poco más de 6.000. Los intentos de atraer a sociedades o federaciones de oficio ya existentes, como las Tres Clases de Vapor o la Unión Nacional de obreros en hierro y otros metales, no habían resultado positivos. Tampoco sus esfuerzos por crear una federación en el sector textil ni las tentativas de organizar sociedades en otros oficios produjeron los resultados esperados. Estos registros, tal vez, tuvieron que ver con la falta de flexibilidad del Comité Nacional en la aplicación de los estatutos de la organización, en el sentido de controlar de un modo férreo las huelgas. De 1900 a 1902, el Comité denegó las peticiones de huelga reglamentaria presentadas por unas treinta secciones porque consideraba que no se ajustaban a los requisitos establecidos. En ese período sólo se celebraron cuatro huelgas reglamentarias, todas ellas de escasa duración y con un número limitado de trabajadores implicados. También pudo contribuir a ello la ubicación en Barcelona del Comité Nacional en una ciudad caracterizada por la presencia de núcleos anarquistas muy críticos con la nueva central sindical. El traslado a Madrid del Comité en 1899 tuvo consecuencias positivas a corto plazo, ya que poco después contaba con quince mil afiliados; tres años más tarde, alcanzaba los cuarenta mil y en 1905 llegó a 56.905, integrados en 373 secciones. Con el traslado a Madrid, se efectuó una cierta centralización de la UGT ya que en 1900 el 70% de los afiliados estaban radicados en la capital. Con estos referentes encontramos que el movimiento socialista en la década de los noventa, tanto en el terreno político como en el sindical, estaba en las antípodas de lo más característico del movimiento anarquista (Pérez Ledesma, 2000).

A partir de 1900 la situación interna del Partido Socialista y de la UGT experimentó algunos cambios. En el interior del PSOE, un sector trató de romper la tradicional política de confrontación con el republicanismo. Para que ello se produjera fue necesario no sólo la transformación del liberalismo en el cambio de siglo, con la recepción de las nuevas ideas de reforma social e intervención del Estado que de un modo u otro propugnaron en Europa el socialismo de cátedra alemán, el solidarismo francés y el new liberalism inglés. Desde comienzos de siglo la doctrina del socialismo español se vio enriquecida con el intento de una síntesis teórica nueva. En ella se olvidó el derrumbamiento inmediato del capitalismo y se abandonó el esquema simplista de burguesía frente a proletariado que obviaba la necesidad de un cierto desarrollo industrial inexistente en España. García Quejido, Morato, Vera, Barrio y otros líderes socialistas buscaron un medio teórico adecuado para la incubación del socialismo en la realidad. De este modo desapareció todo próximo revolucionario y la visión catastrofista de las crisis del capitalismo para subrayar en su lugar las relaciones entre reforma y revolución. Este planteamiento partía además del reconocimiento de que no todo el proletariado estaba asociado al proyecto socialista y de la necesidad de establecer alianzas con los sectores más avanzados de la burguesía, con los republicanos. Fue necesaria una década y varios congresos para que Pablo Iglesias aceptara esta posibilidad que solamente pudo desarrollarse tras la experiencia de la Semana Trágica, con la formación de la Conjunción Republicano Socialista en noviembre de 1909.

El cambio de línea política se llevó a cabo sin una elaboración teórica previa ni un plan estratégico que permitiera un tránsito entre dos etapas tan diferenciadas del partido. La vieja dualidad de proletariado y burguesía se sustituyó por aquella otra que enfrentaba al interés nacional con la monarquía. Con independencia de sus lagunas teóricas, el movimiento socialista alcanzaba ahora nuevas y más importantes dimensiones. El partido aumentó su actividad y la pertenencia a la Conjunción le permitió abrirse a las masas rurales y urbanas que eran afines al republicanismo. Se produjo un cambio en la distribución geográfica de las fuerzas socialistas hacia 1912, producto más que de la actividad huelguística, de la campaña de Marruecos, de la asimilación del anticlericalismo y de los nuevos objetivos políticos a corto y medio plazo (Robles Egea, 2004). La campaña anticolonialista le permitió ampliar su espectro social acercándose a las masas campesinas, aunque hubo que esperar a 1918 para que el partido llevara un programa agrario al congreso (Bligino, 1986).

La campaña le permitió reacomodar su discurso en la dirección de reclamar la implantación del servicio militar obligatorio para que, una vez conseguido, la protesta contra la guerra se extendiera a todas las clases sociales (Bachoud, 1988). Por otro lado, la asimilación del discurso anticlerical, que durante décadas había rechazado Pablo Iglesias, se convirtió en un nuevo eje de las proclamas socialistas, como muestran los artículos publicados en Revista Socialista y en la recepción del discurso anticlerical de socialistas italianos como Enrico Ferri (Suárez Cortina, 1998). Además, la Conjunción facilitó la presencia de algunos intelectuales en sus filas, pues salvo la presencia de Unamuno durante un corto período (1895-1897), la militancia de intelectuales en el partido era inexistente. En 1909 la apertura del socialismo a un conjunto de intelectuales fue un hecho con la llegada de Núñez de Arenas, Araquistáin, Fabra Ribas, Torralba Beci, Óscar Pérez Solís y Besteiro, entre otros. La mayor parte de ellos no eran marxistas, lo que acabó teniendo su peso en la posterior vida del partido.

Con la Conjunción se abría, pues, una nueva etapa el socialismo español que habría de durar hasta 1919 y que le permitió por vez primera acceder al Parlamento cuando Pablo Iglesias fue elegido diputado en las elecciones de 1910. Años después, tras la crisis del verano de 1917, otros cinco socialistas accedieron a las Cortes. Aunque exiguo comparado con sus afines alemanes, franceses e italianos, el socialismo español salía de su marginalidad para convertirse en una fuerza política con capacidad de incidir en la vida nacional (Suárez Cortina, 1986).

En el interior de la UGT el cambio de siglo trajo también notables cambios. Tras la crisis de militancia producida a mediados de la década, desde 1910 se vio sometida a un profundo proceso de cambio: la frágil malla de sociedades de oficio se iba a convertir en una federación sindical dedicada a la lucha de intereses que en el verano de 1917 se involucró por vez primera en una lucha directa por la democratización del país. El origen de estas transformaciones se sitúa en los importantes cambios cualitativos y cuantitativos de la composición de los afiliados. Si en 1910 el perfil de los asociados no había cambiado mucho respecto de 1900, años después la recepción de un importante número de un nuevo tipo de obrero industrial, sobre todo de los sectores minero y ferroviario, iba a modificar la realidad interna del sindicato que experimentó, además, un fuerte crecimiento para alcanzar los 100.000 miembros en 1917. Los cambios experimentados por la UGT estaban relacionados directamente con la extensión de los problemas sociales y con el recrudecimiento de la crisis política que estaba viviendo España. Los conflictos laborales dejaron de ser escaramuzas de carácter local para transformarse en movilizaciones que afectaban a sectores industriales enteros. Al mismo tiempo que los sindicatos crecieron las organizaciones patronales maduraron su propia estructura y desarrollaron una nueva estrategia corporativa (Cabrera y Del Rey, 2002). De todo ello daba cuenta la formación de la CNT y la unificación de las organizaciones patronales de ámbito local o regional en varias entidades a escala nacional. Finalmente, la intensificaciónde la intervención estatal en problemas laborales y sociales iba a acrecentar de manera considerable el impacto de las actuaciones de la UGT.

De las transformaciones experimentadas por el sindicato socialista la más significativa era la incorporación de los obreros industriales, un proceso que conllevaba un fuerte impulso para la innovación organizativa y estratégica. Un buen testimonio de ese cambio lo constituyó la formación del Sindicato de Obreros Mineros Asturianos (SOMA), en 1910, bajo la dirección de Manuel Llaneza. Bajo el impulso del SOMA los mineros asturianos pudieron mejorar de un modo sensible su posición ante las presiones patronales, sus negociaciones a favor de contratos colectivos para el conjunto del sector y establecer comisiones paritarias para vigilar su cumplimiento. En poco tiempo el sindicato minero se convirtió en el actor fundamental en la gestión de las relaciones laborales en la minería asturiana. Esta línea se vio reforzada por la formación en 1914 del Sindicato Obrero Metalúrgico de Vizcaya (SOMV y por el Sindicato Obrero Minero de Vizcaya en 1917.

Aunque la introducción de los nuevos modelos organizativos y estratégicos en las secciones y federaciones ugetistas no se produjo de un modo inmediato, no tardaría en tener consecuencias sobre las relaciones entre la cúpula dirigente y las secciones. Para la UGT la integración de un gran número de obreros constituía un importante reto, al tiempo que creaba nuevos dilemas y riesgos desconocidos. Algunos de ellos provinieron de la confrontación entre dos ideas de funcionamiento de los sindicatos, entre quienes como Perezagua potenciaban la movilización como un método de presión para la obtención de mejoras salariales o de trabajo, y quienes, como Llaneza, eran partidarios de un talante moderado y negociador. Las tensiones entre ambas posiciones habría de generar la división interna de la Federación Nacional de Mineros de España (FNM) que en el congreso de 1915 vio cómo el SOMA le dejaba sin su apoyo principal. Esta división generó un momento difícil que sólo pudo superarse cuando en 1917 se llegó a la refundación de la FNM, esta vez bajo el liderazgo de las organizaciones mineras asturianas. La crisis del verano de 1917 habría de marcar un momento clave en la evolución y desarrollo del movimiento sindical en España. En los años que median entre la crisis y el fin del sistema parlamentario se aceleraron las transformaciones de la UGT bajo el impulso de los profundos cambios políticos y sociales que impregnaron los años de la posguerra (Fesefeldt, 2004).

7.4.El Estado y la reforma social

En su evolución histórica desde los inicios de la contemporaneidad, el Estado ha experimentado una fuerte evolución desde sus presupuestos abstencionistas hasta la definición de un modelo intervencionista que es el antecedente de lo que hoy conocemos como Estado Social de Derecho. Fueron varios los factores de carácter filosófico, económico, político y social que están en la base de esa transformación. Sin lugar a dudas, el primero de ellos fue la denominada “cuestión social”, el reconocimiento de que el sistema socioeconómico liberal no cubría las necesidades de una población que en una parte considerable vivía en unas pésimas condiciones de vida. Si el primer liberalismo estableció una clara distinción entre Estado y sociedad, y responsabilizaba al individuo de su condición moral y material, desde mediados del siglo XIX se llevó a cabo una fuerte crítica de ese modelo social y económico. Fue, primero, la economía social la que abrió un frente crítico con la economía clásica. Más tarde las diversas teorías sociales de filiación radical y socialista: el socialismo utópico, el marxismo, el radicalismo, el propio desarrollo del positivismo y el nacimiento de las ciencias sociales, mostraron la insuficiencia de los principios e instituciones del liberalismo clásico.

En la década de los setenta, cuando ya en Europa empiezan a percibirse las limitaciones de ese modelo social, las críticas desde el movimiento obrero, el conocimiento de que la pobreza era un problema sociológico, científicamente reconocible, estadísticamente medible y estrechamente dependiente de condiciones ambientales, sociales y económicas, facilitó la elaboración de unos nuevos principios liberales -el nuevo liberalismo— y la aplicación por parte de los Estados de medidas correctoras que tendieran a neutralizar las aristas más acusadas del problema social. La legislación social nacería de este modo en la Europa de entre siglos, en Alemania, Inglaterra y Francia. En Alemania, Bismarck ensayó una política claramente intervencionista a partir de la aplicación de las ideas de los “socialistas de cátedra” (Wagner, Schmoller), que reclamaban una revisión de los principios del liberalismo clásico y veían la intervención del Estado como el instrumento más adecuado para neutralizar la revolución social. En Inglaterra, desde la década final del siglo XIX, los trabajos de Hobson y Hobhouse constituyeron una nueva corriente del liberalismo que llevó en los primeros años del siglo XX a la política social del gobierno de Lloyd George. En Francia, por otra parte, el solidarismo conformó una corriente de pensamiento opuesta al individualismo liberal. La publicación de la obra de León Bourgeois, Solidarité, en 1897, abrió una nueva fase en la que la coexistencia de las ideas liberales, la acción del Estado y la paz social constituyeron los ejes de la política nacional.

De un modo u otro, en los principales países europeos la nueva política reflejaba la necesidad de superar el dominio del individualismo y el convencimiento de que el futuro sólo se podía construir con la solidaridad de clases, con la neutralidad del Estado en las luchas sociales y con la aplicación de una legislación social más justa en la que el Estado y su sistema de orden publico y seguridad nacional no estuvieran al servicio de la burguesía, sino al de toda la nación, entendida como el conjunto de todas las clases. La publicación de la encíclica Rerum Novarum por León XIII en 1891 contribuyó a facilitar el giro intervencionista entre las clases conservadoras, ya que sus críticas al liberalismo clásico y la proclamación de la propiedad como un bien de interés social abrieron el camino de un catolicismo fuertemente comprometido con lo social (Montero, 1983).

La recepción de estos planteamientos en la España de la Restauración ya había dado lugar desde mediados de los setenta a debates intensos sobre la naturaleza de la “cuestión social” y la mejor manera de abordarla. En el Ateneo, en las Reales Academias, en revistas como el Boletín de la Institución Libre de Enseñanza,, Revista de España o desde la Revista General de Legislación y jurisprudencia,, liberales, republicanos y conservadores debatieron sobre la necesidad, oportunidad y límites de la legislación social. Gumersindo de Azcárate en un conocido libro, Resumen de un debate sobre la cuestión social (1881), planteó las ideas que el krausoinstitucionismo tenía sobre las relaciones laborales, la libertad de asociación y el papel de los distintos organismos sociales en la superación del problema. El ambiente intelectual, primero, y el político, más tarde, parecían estar en situación de revisar los principios y el modelo social que dominaba la España restaurada. Este es el marco internacional e interior que daba cobertura al proceso de creación de la Comisión de Reformas Sociales (1883) y del Instituto de Reformas Sociales en 1903. Con ellas nace en España una política de reformas sociales en la que podemos distinguir tres fases: una primera entre 1883 y 1903, de aproximación al problema y debate sobre su naturaleza y un primer acercamiento a la realidad concreta en que se desenvuelve; una segunda, 1903-1917, en la que el Instituto de Reformas Sociales lleva a cabo una intensa actividad: negociación, instrucción, legislación, etc., y se forma el Instituto Nacional de Previsión y, por último, una etapa final, correspondiente a la crisis de la Restauración, coincidente con la crisis europea de posguerra, donde se aceleran los impulsos reformistas, se renueva el IRS, la aprobación de nuevas leyes laborales y, sobre todo, la creación del Ministerio de Trabajo en 1920.

El nacimiento de la Comisión de Reformas Sociales se debe a la iniciativa de Segismundo Moret por Real Decreto de 5 de diciembre de 1883, por el que se crea una Comisión para el estudio de las cuestiones que interesan a la mejora o bienestar de las clases obreras tanto agrícolas como industriales y que afectan a las relaciones entre el capital y el trabajo. Más tarde, en 1890 se reestructuró y pasó a llamarse definitivamente Comisión de Reformas Sociales. Su creación supone el nacimiento de la primera institución oficial encargada del estudio y del aporte de soluciones de la llamada “cuestión social”, en definitiva, la aplicación de una primera política social del Estado (De la Calle, 1989).

Su cometido era estudiar los problemas sociales y elaborar trabajos preparatorios y dictámenes sobre medidas legales concretas. El propio Decreto enunciaba de modo expreso sus prioridades: el fomento de los jurados mixtos encargados de favorecer la relación entre obreros y patronos, la instauración de cajas de retiros y socorros para enfermos, la regulación del trabajo de mujeres y niños, medidas de higiene y salubridad en los talleres, creación de instituciones de crédito agrícola, reforma de las leyes desamortizadoras y, finalmente, la adopción de disposiciones destinadas a favorecer las sociedades de socorros mutuos y las cooperativas, así como el estímulo de la construcción de viviendas obreras. El horizonte social de la Comisión se asentaba sobre los principios de cooperación y solidaridad, en la idea de que el crecimiento de la nación se asentaba sobre la colaboración de clases, sobre la regulación de los conflictos desde la negociación y el reconocimiento de los derechos de las partes. La idea de la conciliación de intereses, de la armonía entre capital y trabajo, así como la sustitución del contrato individual de trabajo por el contrato colectivo de trabajo, constituyen el eje del pensamiento social que nutrió su desrrollo. Su doctrina no era de dominio social por la fuerza, sino de un cambio gradual estimulado por la reforma educativa, ética y jurídica, con el fin de afrontar de un modo adecuado la lucha de clases y la confrontación social.

Concebida como un organismo suprapartidista, como un órgano de la Monarquía, la CRS agrupaba conservadores, liberales y republicanos. Cuando los liberales ocupaban el poder, nombraron a Cánovas del Castillo como presidente; cuando éste volvió al gobierno, devolvió la presidencia a su fundador, Moret. En la misma figuró al principio como secretario Azcárate, más tarde vicepresidente y años después presidente del IRS.

La Comisión nació con el propósito de recabar datos, información, opiniones y todo aquello que contribuyera a ilustrar el problema social, en el objetivo de propiciar medidas tendentes a su solución definitiva. Para ello elaboró un amplio cuestionario destinado a informar de la verdadera situación de las clases trabajadoras en el país. Se instauraron comisiones provinciales en todas las capitales, excepto en Madrid, sede de la Comisión central, y comisiones locales en poblaciones especialmente relevantes por el nivel de pobreza o el índice de conflictividad. Inicialmente, la representación era paritaria entre obreros y patronos, aunque con posterioridad se fue inclinando a favor de profesiones liberales de los ámbitos jurídico, educativo y de la Administración. De su tarea merece destacarse la encuesta que lleva a cabo y que aún hoy constituye una fuente de información decisiva para la comprensión del problema social y de las condiciones de vida de las clases populares en la España de fin de siglo. Forjada desde los presupuestos del reformismo, fue, sin embargo, rechazada por el incipiente movimiento obrero, una vez que anarquistas y socialistas la consideraron representativa de los intereses de la burguesía y de un Estado que no reconocía los derechos de los trabajadores. Como señalaba García Quejido: “Nosotros consideramos totalmente ilusoria la labor de esta Comisión”. Por su parte, los anarquistas la desestimaron al provenir del Estado, el “opresor de la libertad natural del ser humano y conservador de las desigualdades sociales” (De la Calle, 2004). Los sectores del obrerismo que sí participaron en la Comisión fueron núcleos de oficios y varias sociedades de socorros mutuos y cooperativas del entorno del republicanismo, el verdadero motor del ideario reformista que representaba la Comisión. No en vano fue en el marco de la cultura institucionista donde nació el proyecto de reforma social que representaba la Comisión.

De los institucionistas nació otro proyecto que impulsó Canalejas en 1901, cuando encargó a Afolfo Buylla, Adolfo Posada y Luis Moro te la formación del Instituto del Trabajo, el antecedente de lo que dos años después, por impulso de Silvela sería la formación del Instituto de Reformas Sociales, creado por Real Decreto de 23 de abril de 1903. El Instituto, que, en lo esencial, recoge los objetivos y el proyecto de Canalejas, constituye el desarrollo más completo de la reforma social en la España de la Restauración y se inscribe en el abandono de las concepciones benéficas y paternalistas que habían dominado el pensamiento social de nuestro liberalismo. Agrupaba en su interior a católicos sociales, conservadores, liberales, republicanos y socialistas, y junto a ellos a representantes de los empresarios y de los trabajadores. Siendo en gran medida inspiración del pensamiento institucionista, no es de sorprender que se nombrara a Gumersindo de Azcárate como su presidente hasta su muerte en 1917. Con su creación se trataba de que el Instituto asumiera las funciones que en otros países correspondían al Ministerio de Trabajo, pero eludiendo que fuera una Dirección general política y simplemente burocrática. Actuando como un organismo autónomo, debía desarrollar una amplia tarea de representación (patronos, obreros, vocales de designación gubernamental), de elaboración de estadísticas de trabajo, de preparación de leyes y de edición de textos diversos sobre la relación entre el capital y el trabajo. El Instituto se dividió en tres secciones bajo la dirección de tres expertos: la de Legislación e información bibliográfica (Adolfo Posada), la de Inspección (general Marvá) y la de Estadística (Adolfo Buylla). El Instituto se convirtió así en un eficaz órgano de información, asesoramiento y apoyo técnico de las organizaciones sociales y del Estado (Gobierno y Parlamento), desarrollando una labor de carácter pedagógico imprescindible para acomodar la política española a los rumbos que tomaba la acción gubernamental en la Europa de su tiempo (Palacio Morena, 1988, 2004a y 2004b).

La experiencia del IRS constituye un elemento clave en la modernización de las relaciones laborales en la España contemporánea. Sus trabajos, muchas veces a petición de las partes en conflicto, representaron una especie de instancia de control, de asesoramiento y de educación tanto cívica como laboral, ya que su tarea se asentó en una fase clave de las relaciones laborales, la del reconocimiento de la negociación colectiva como un elemento central en la resolución de los conflictos laborales, en un momento de sustitución del contrato individual de trabajo por el contrato colectivo de trabajo. Con agilidad y transparencia en su gestión, el contacto directo con la realidad social y la participación y efectivo control de patronos y obreros, el Instituto fue un instrumento decisivo en el cambio de concepción, mentalidad y ejercicio de las relaciones laborales en España. Expresión del dominio del positivismo social y jurídico, los trabajos del IRS estuvieron caracterizados por el rigor estadístico, por el profundo conocimiento jurídico de sus directores y por el convencimiento de que una nación moderna y democrática debía regular sus conflictos bajo el imperio de la ley y el reconocimiento de los derechos y deberes que deben asumir el capital y el trabajo. Es por eso que, en línea con el pensamiento de la Institución Libre de Enseñanza, el reformismo social proclamara la neutralidad del Estado en las luchas sociales y el reconocimiento jurídico de la libertad sindical como el instrumento fundamental para esa modernización de las relaciones laborales (Suárez Cortina, 2000).

Nacido con el propósito de constituir un apoyo a un modelo de relaciones laborales propio de la democracia moderna, el IRS hubo de pasar por varias experiencias críticas y poco a poco fue desvirtuándose su esquema inicial. A partir de 1917, con la crisis de los partidos, la presión a favor de una sindicación obligatoria y la formación del Ministerio de Trabajo (1920), los presupuestos iniciales del Instituto fueron desvirtuándose. El resultado habría de ser la institucionalización de un Estado de carácter corporativo tras el triunfo de la dictadura de Primo de Rivera que dio por concluida su vida cuando Eduardo Aunós impuso su disolución en 1924 (Palacio Morena, 2004).

7.5.La Iglesia y el Ejército

Dos de los pilares fundamentales de la España liberal fueron la Iglesia y el Ejército. Cada una de ellos hubo de acomodarse a los nuevo tiempos impuestos por la revolución y si el Ejército fue un eje decisivo para el triunfo y consolidación del régimen liberal, la Iglesia, una vez superada la fase de acomodación al nuevo sistema, tras la firma del Concordato de 1851, pasó ser una pieza central del nuevo orden sociopolítico. En el Sexenio democrático ambos grupos adoptaron posiciones muy distintas, pues mientras que un sector del Ejército apoyaba abiertamente la revolución de septiembre, el conjunto de la Iglesia reaccionó con temor ante el tratamiento que los revolucionarios dieron a las relaciones Iglesia-Estado y a la defensa de la libertad de cultos. En pleno tiempo de neocatolicismo y en medio de una cruzada por la unidad religiosa, los liberales del Sexenio no pudieron esperar otra cosa de la Iglesia que una abierta confrontación y un apoyo a la causa del carlismo que hacía imposible una relación normal entre democracia y catolicismo, más aún en tiempos en que la Iglesia había denostado abiertamente el liberalismo tras la Quanta Cura y el Syllabus y cuando el Concilio Vaticano I proclamó la infalibilidad del Papa. Quedaba una vez más de manifiesto que la Iglesia española estaba dominada por sus sectores más críticos con el liberalismo y aquellos reducidos grupos que trataban de cohabitar con las autoridades revolucionarias encontraron serias dificultades en el mismo interior de la Iglesia, ya que la aceptación del catolicismo liberal era muy reducido y había que recurrir a figuras como Juan Valera, Concepción Arenal o Eugenio Montero Ríos para encontrar una convergencia entre catolicismo y libertad. El Sexenio democrático vino de este modo a marcar una ruptura definitiva con una jerarquía que rechazaba cualquier transacción con el orden liberal y democrático que marcaba la Constitución de 1869, llamada a su vez a ser regida por una nueva dinastía protagonista de la unificación de Italia.

7.5.1.La Iglesia

La monarquía de Saboya encontró desde el principio en la Iglesia uno de sus más vivos adversarios, los defensores de la ortodoxia más extrema y quienes, a menudo, apoyaron la sublevación carlista. Con el advenimiento del general Serrano en 1874 y, más tarde, con la posición adoptaba por el Vaticano, la posibilidad de un acercamiento de las clases conservadoras al pretendiente quedó neutralizada, pero la Iglesia habría de mostrar toda su fuerza en la defensa de la unidad religiosa como un factor decisivo para la confirmación de España como nación católica. La sublevación de Martínez Campos en diciembre de 1874 y la restauración posterior dieron por concluida una etapa extremamente molesta para la Iglesia española. No obstante, siguiendo su línea de adaptación a las circunstancias históricas, la Iglesia no rompió de un modo claro con el orden revolucionario. Aunque la legislación anticlerical de la primera fase de la Gloriosa y, más tarde, su continuación en la Monarquía democrática fueron objeto de ásperas críticas por casi todos sus miembros, el episcopado español se acomodó en líneas generales a las directrices generales emanadas de la Secretaría de Estado, que provocaron en algunos prelados un problema de conciencia, dada su inclinación abierta hacia posiciones carlistas. Tras la caída de la Primera República, la jerarquía reforzó su aparente neutralidad en materia de formas de Gobierno, confiada en que la espada del duque de la Torre conformara un sistema semejante al del general McMahon en Francia, donde el catolicismo florecía sin problemas. En su fidelidad a los dictados de Roma, la gran mayoría de los prelados no manifestó su fidelidad al carlismo, excepción hecha del clero regular vasconavarro que formó un bloque sin fisuras a favor de la causa teocrática. El problema no fue demasiado grave una vez que, tras el golpe de Sagunto, la Santa Sede, y con ella la gran mayoría del episcopado, se mostró como uno de los pilares fundamentales de la Restauración.

Es cierto que ese apoyo no se llevó a cabo sin un reajuste con el espíritu del siglo que el propio Cánovas tuvo que imponer para garantizar la catolicidad oficial con una tolerancia religiosa que la Iglesia, por un lado, y el viejo Partido Moderado, por otro, rechazaron abiertamente. Se aprobaba la Constitución de 1876 con el famoso artículo 11, que proclamaba la religión católica, apostólica y romana como la religión del Estado, pero al mismo tiempo daba garantías de que nadie sería molestado en territorio español por sus opiniones religiosas ni por el ejercicio de su respectivo culto, salvo el respeto debido a la moral cristiana. No se permitían, sin embargo, otras ceremonias ni manifestaciones públicas que las de la religión del Estado. Aunque un sector de la Iglesia se mostró totalmente contrario al contenido de dicho artículo, éste satisfizo a la mayoría de los miembros de la Unión Liberal y de los antiguos moderados y aunque Pío IX protestó oficialmente por ello, por el agravio que ocasionaba a los derechos de la Iglesia y el contenido del Concordato, se dispuso a una abierta colaboración con el nuevo orden político. Aunque algunos sectores de la Iglesia, como el cardenal Moreno de Toledo, se negaban a jurar la nueva constitución y solicitaron del Papa la ruptura de relaciones diplomáticas, tras la experiencia del Sexenio el régimen alfonsino constituía una nueva etapa de esperanza para la Iglesia católica. Cuando el nuevo Partido Liberal se acomodó a formar la izquierda del sistema, se podía esperar de él alguna que otra manifestación anticlerical, pero en su conjunto quedaba sellada la fórmula del catolicismo oficial con tolerancia religiosa que no satisfacía ni a los católicos intransigentes ni a los anticlericales, facilitando una política pragmática a la que se sumaron tanto el papado como conservadores y liberales.

El problema central del catolicismo español provino básicamente de la difícil cohabitación de aquellos católicos de la Unión Católica, que acabaron aceptando el sistema canovista y que en 1884 se incorporaron al régimen bajo la dirección de Pidal, y aquellos otros intransigentes que, bajo la dirección de Cándido Nocedal, apostaban por una relación directa de los católicos con el carlismo. Desde el principio, El Siglo Futuro y los Nocedalatacaron violentamente a Pidal y la Unión Católica, calificándolos de traidores al catolicismo. Aunque el papa Pío IX, con la publicación de la Encíclica Cum Multa en 1882, trató de evitar la confrontación entre ambos sectores, la división del catolicismo español fue un hecho. Años después, tras la muerte de Cándido Nocedal, su hijo Ramón, crítico con la posición del carlismo, fundó una nueva organización, en 1889 el Partido Integrista, que aumentó la división del catolicismo.

En medio de esta fragmentación, de reacomodo de la Iglesia oficial con el sistema canovista, el catolicismo español, al igual que el europeo de su tiempo, desarrolló un nuevo movimiento bajo el impulso del papa León XIII. Aunque no fue posible la formación de un partido católico, dada la posición de los integristas, el movimiento católico experimentó un fuerte impulso a través de las movilizaciones sociales, de los congresos católicos y de la formación de unos sindicatos que, tras la aprobación de la Rerum Novarum, trataron de acercar la doctrina social de la Iglesia a la clase trabajadora (Montero, 1983). Una vez que no era posible la unidad de acción en política, parecía imprescindible una acción social concertada, sobre todo en un momento de secularización creciente y cuando la clase obrera estaba formando partidos y sindicatos al margen de las doctrinas de la Iglesia.

Es en este contexto donde se inscribe la iniciativa de los seis congresos católicos nacionales: Madrid (1889), Zaragoza (1890), Sevilla (1892), Tarragona (1894), Burgos (1899) y Santiago (1902). Al igual que otras experiencias anteriores en el catolicismo europeo, los congresos españoles representaron un intento de respuesta católica organizada frente al avance y consolidación de una sociedad más secularizada. Constituyeron plataformas unitarias de propaganda doctrinal y de prácticas muy variadas frente a iniciativas públicas y privadas de carácter secularizador. Desde el principio, los congresos católicos trataban de “defender los intereses de la religión, los derechos de la Iglesia y del Pontificado. Difundir la educación e instrucción cristianas, promover las obras de caridad, y acordar los medios para la restauración moral de la sociedad”. En su acción, los congresos fueron un modo de presión para que la constitución fuera aplicada del modo más favorable a los intereses de la Iglesia, para la cohesión interna del movimiento y para facilitar la maduración del primer catolicismo social en España (Montero, 1993).

Aunque no fue posible ni la formación de un partido católico ni la constitución de un movimiento católico coordinado, durante las dos primeras décadas del siglo XX asistimos a una serie de manifestaciones sectoriales de este movimiento: Semanas Sociales, Asambleas de la Buena Prensa, Congreso Catequístico, Ligas Católicas electorales, etc., destinadas a fortalecer la presencia de la Iglesia en todos los ordenes de la sociedad. De todas ellas, sin duda, la educación y la apertura hacia el mundo obrero constituyeron losdos fenómenos más importantes de la presencia de la Iglesia en la sociedad de la Restauración.

En el ámbito educativo, las ordenes religiosas se apoyaron en una política permisiva de los gobiernos conservadores, que permitieron una expansión considerable de las ordenes y de su implantación en el sistema educativo. Al amparo del reconocimiento de la libertad de enseñanza en la Constitución de 1876, que hizo posible la creación de la Institución Libre de Enseñanza, las grandes beneficiarlas fueron las órdenes religiosas que llegarían a dominar una parte de la enseñanza elemental y el sector más amplio e influyente de la secundaria, en el que formaron durante muchos años la burguesía y las clases medias. Por otro lado, a través del derecho reconocido a la jerarquía eclesiástica sobre el control y la inspección de la enseñanza oficial en todos los aspectos relativos a la ortodoxia doctrinal, la Iglesia ejerció una poderosa influencia en la consolidación del tradicionalismo pedagógico imperante en las escuelas, institutos y colegios particulares de todo el país. Además, fueron los religiosos protagonistas de experiencias educativas singulares, donde se trataba de fundir el universo y moral católica con iniciativas de integración de sectores sociales marginales como la que en Granada desarrollaron el padre Andrés Manjón en las llamada Escuelas del Ave María o la de Pedro Poveda en Guadix. Más tarde, Poveda fundó y dirigió la Institución Teresiana, el movimiento católico más significativo en el campo de la instrucción de la mujer (Escolano Benito, 2002).

Aunque la publicación de la Rerum Novarum en 1891 no significaba el nacimiento de una doctrina social católica, ya que ésta encontraba sus raíces profundas en la tradición cristiana y en España en la obra de Balmes y otros autores, lo cierto es que es con ella cuando se desarrolla en toda su extensión lo que genéricamente se denomina como catolicismo social. Como tal movimiento, abarcaba propuestas múltiples de tipo económico, social y cooperativo que se abordaban desde una perspectiva armonicista, centrada en la concepción orgánica de la sociedad y del derecho que tenía el pensamiento neotomista de figuras como Ortí y Lara y Fray Ceferino González. Declarados adversarios de las concepciones sociales del socialismo y del liberalismo, la doctrina social de la Iglesia rechazaba por igual las teorías del conflicto sobre las que se asentaba la doctrina marxista, como el individualismo y la idea de libertad del pensamiento liberal. Su pensamiento organicista destacaba que en la sociedad había un orden jerárquico, impuesto por la propia necesidad de que exista en él autoridad. En este sentido, la búsqueda de la igualdad no sólo resultaba innecesaria, sino que podía ser antisocial. Es en este marco que el catolicismo social apostaba por un sistema social corporativo y por el desarrollo de unas relaciones entre trabajo y capital de tipo armónico, donde cada uno ha de cumplir un papel social y la desigualdad constituye un elemento de la naturaleza que el hombre no podía alterar.

El origen de la acción sindical católica tuvo lugar cuando en el Sexenio buscó fórmulas para oponerse a la implantación y desarrollo del internacionalismo. En Alcoy se observa ya en 1872 una reacción patronal y católica al desarrollo del movimiento obrero, al estimular la formación de círculos obreros alternativos y opuestos al internacionalismo. Los círculos tuvieron así cometidos múltiples: religiosos, instructivos, económicos y recreativos. Los propósitos de los círculos quedaron bien determinados por sus promotores. “Con el Círculo católico de obreros […] pedimos a Dios tres cosas: guardarnos del contagio socialista, por desgracia harto generalizado, estimular a los católicos obreros de las demás ciudades a que imiten nuestro ejemplo y cortar cabezas de hidra, haciendo que no retoñen a lo menos por apatía culpable a nuestra parte” (Andrés-Gallego, 1984). La iniciativa habría de ser la base de una amplia red de círculos que desde los setenta se extendió por todo el país.

El sindicalismo católico que se nutre de ese pensamiento va a tener siempre como referente la idea de la desigualdad y la necesidad de combatir el movimiento obrero que desde los planteamientos anarquistas y socialistas ponían en cuestión los fundamentos sociales, jurídicos y políticos del orden social. A los obreros les prometía Casañas, obispo de Urgel en 1890, que el cristianismo les enseñaría “los fundamentos del derecho natural y la desigualdad de clases” (Andres-Gallego, 1984). La acción social de la Iglesia nacía, pues, desde el intento de armonizar las relaciones sociales, desde la afirmación de la propiedad como función social, pero, al mismo tiempo, desde la idea de que el orden social jerárquico era el querido por Dios y el derecho natural. No es, pues, de sorprender el calificativo de sindicalismo amarillo que el sindicalismo de inspiración católica recibió más tarde, pues la participación de los empresarios en la formación de sindicatos tenía como cometido principal neutralizar la expansión del sindicalismo de clase entre los trabajadores.

Este vínculo de patronos y sindicatos amarillos encontró en la figura del marqués de Comillas su mejor expresión. Como presidente desde 18 de junio de 1900 de la Junta Central de los Congresos Católicos, Comillas impulsó un sindicalismo católico como el mejor instrumento para frenar la acción sindical de socialistas y anarquistas. Fueron creados de este modo sindicatos en aquellas zonas de más actividad industrial y minera: en Valladolid, con la iniciativa del padre Nevares y la formación del Sindicato Católico de los Ferroviarios Españoles, en las Minas de Riotinto (Huelva), en La Unión (Murcia), en Ponferrada (León) o el Valle de Aller (Asturias) se crearon distintas iniciativas que fundían al mismo tiempo la doctrina social de la Iglesia, la protección patronal y el combate a los sindicatos de clase (Castillo, 1977). Con todo, no siempre esta mediación patronal fue tan clara. En ocasiones, dentro del catolicismo social se dieron experiencias en las que la organización obrera era independiente de los empresarios. El padre Gerard intentó desarrollar un sindicalismo libre, donde la doctrina social de la Iglesia no aparecía mediada por la acción patronal, pero su experiencia fue desautorizada por las propias autoridades religiosas, bajo la imputación de que se trataba de una experiencia modernista, en un momento en que el papa Pío X acababa de desautorizar las doctrinas del modernismo religioso. Algo semejante le ocurrió al jesuita Vicent en Barcelona. Bajo el control férreo de las autoridades religiosas y de Comillas, al frente del Consejo Nacional de las Corporaciones Católico-Obreras, resultaba imposible una acción sindical católica que no respondiera a los principios de control patronal y conservadurismo social. Desde estos presupuestos, los intentos de Gerard, Arboleya o Vicent fueron neutralizados por las propias autoridades eclesiásticas. Con ello quedaba eliminada la posibilidad de un sindicalismo católico independiente (Andres-Gallego, 1993).

7.5.2.El Ejercito

A lo largo de la España liberal, el Ejercito constituyó un elemento esencial de la vida social y política del país. Clave en el triunfo y consolidación del liberalismo, no dejó de ser pieza central de su vida política. Como miembros de las dos cámaras, como jefes del Ejército y como efectivos de las clases dirigentes desde sus posiciones en las Fuerzas Armadas los militares fueron reclamados permanentemente como aliados de unas y otras fuerzas políticas, en el Partido Moderado, en el Progresista o en la Unión Liberal. El pretorianismo fue un elemento constitutivo de la vida política española en la misma medida que lo fueron el regalismo o el motín. Dado el exclusivismo de partido del régimen isabelino, un sector de las Fuerzas Armadas se unió a la revolución para acabar con la monarquía borbónica en 1868. Prim, Serrano y Topete figuraron así entre los motores y representantes del nuevo orden político, y a pesar de la muerte del primero durante la monarquía de Amadeo de Saboya, el Ejército como institución no se mostró contrario a la nueva dinastía.

Habría de ser tras el fin de la monarquía de Amadeo y en el marco de la Primera República, con varios frentes militares abiertos -el cantonal, el colonial y el carlista-, que el Ejército como colectivo empieza a mostrar una nueva tendencia que podría caracterizarse por dos rasgos: su inclinación hacia posiciones políticas conservadoras y el componente corporativo que va a dominar en las décadas siguientes. El carácter conservador se fue acentuando a medida que evolucionaba la política republicana y en medio de una acción proselitista de Cánovas que inclinó una parte considerable de la oficialidad hacia posiciones alfonsinas. Por otro lado, en el tránsito del Sexenio a la Restauración, la misma semántica del término Ejército experimentó una notable mutación. Hasta el Sexenio, el Ejercito se identificaba a la institución armada; desde entonces empezó a entenderse por tal un grupo social formado básicamente por los oficiales y, dentro de ellos, a los formados en una academia militar. A ello hubo de contribuir la propia dinámica de la política restauradora que bajo el pretendido cometido de su carácter civil permitió a las Fuerzas Armadas un amplio campo de autonomía en sus cuestiones internas. A partir de la Restauración, este grupo, erigido en representante de la institución armada, se presentará ante la sociedad, con el consentimiento tácito del resto de los poderes públicos, como el árbitro y letra del texto constitucional, y gestor único de las competencias que sus leyes orgánicas le encomendaban (Puell de la Villa, 2000).

La raíz de este fenómeno debe buscarse en las convulsiones políticas y castrenses que, durante la primavera y verano de 1873, pusieron en peligro la supervivencia del Estado y de la institución armada, en la percepción de los oficiales. El golpe militar de Pavía y la posterior política macmahonista del general Serrano convirtió al Ejercito en el eje de la vida política, en su afán por la “normalización” de la vida nacional. El golpe de Pavía, de naturaleza genuinamente castrense, se limitó a disolver el Parlamento que amenazaba el ejecutivo de Castelar, el único Gobierno que parecía capaz de someter las insurrecciones carlista y cantonal. Resuelto el problema, devolvió la soberanía a los representantes legítimos del pueblo con el apoyo mayoritario de la sociedad. Como resaltara Galdós en su episodio De Cartago a Sagunto, el pueblo de Madrid contempló indiferente el fin de la Primera República, las tiendas abrieron y la gente fue con normalidad a su trabajo. Tras el nuevo golpe de Martínez Campos, con la consiguiente molestia de Cánovas que no deseaba fundar el nuevo sistema por una iniciativa militar, el Ejército aceptó pasar a un segundo plano siempre que se le concediera una amplia autonomía en sus asuntos internos (Seco Serrano, 1984; Cardona, 1991).

Con todo, esta imagen civilista de un Ejército ajeno a las batallas políticas, centrado en sus asuntos profesionales y guardián de sus intereses corporativos, es una realidad muy incompleta, pues, como tal institución, no sólo se le reservó la defensa nacional, sino que los militares actuaron en política como diputados o senadores, a través de una prensa militar propia y, sobre todo, en aquellas circunstancias que la propia Constitución determinaba su actuación (estado de excepción, sitio, guerra, etc.). El Ejercito fue el garante de la unidad e independencia del Estado, pero también fue utilizado en el mantenimiento del orden social, apoyado por un derecho penal que consideraba las movilizaciones de la clase obrera como una alteración del orden público. No fue infrecuente que tras una manifestación obrera fuera decíarado el estado guerra y que la Guardia Civil —ahora militarizada— y el mismo Ejército fueran utilizados para imponer el orden social (Ballbé, 1983). La percepción del Ejercito como expresión del interés nacional quedó alterada por esta atención a los intereses de un Estado que se comportaba como un defensor de las clases dominantes y que no se formaba por un reclutamiento universal, sino por unas quintas cuya eliminación constituyó una de las reivindicaciones populares más firmemente sentidas.

La separación entre Ejercito y cuerpo social fue, pues, evidente. Por un lado, en las décadas de entre siglos, las Fuerzas Armadas vieron con recelo las distintas tentativas reformistas que liberales y conservadores intentaron desarrollar. Mal equipado y con una sobrecarga de mandos, el Ejército español de la Restauración estaba más pensado para mantener el orden social interno que para una verdadera defensa nacional, como se habría de comprobar en la crisis de fin de siglo. La Restauración heredó un enorme cuerpo de oficiales del régimen isabelino, engrosado durante el Sexenio por las guerras cantonal, cubana y carlista, que provocó el ascenso de 3.000 sargentos durante la revolución. Cuando se trató de disminuir los gastos militares, se comprobó la imposibilidad de hacerlo sin reducir plantillas, ya que el capítulo de personal absorbía las cuatro quintas partes de los recursos. De este modo, al final del siglo se había creado una inmensa superestructura burocrática y el Ejército era un gran organismo autónomo con 536 generales, 23.940 oficiales y unos 80.000 soldados, capaz de autoabastecerse en todos los campos, desde la enseñanza a la justicia o de la panificación a la farmacia. Como el número de unidades operativas apenas había sufrido modificaciones, más de la mitad de esta oficialidad permanecía en situaciones de reemplazo o de reserva u ocupaban destinos sin mando de tropas. El desproporcionado crecimiento de los cuadros obligaba a sobredimensionar las plantillas y a sostener destinos innecesarios. Por ello, el oficial de la Restauración fue abandonando paulatinamente su papel de guerrero para derivar en una especie de funcionario del Estado.

Con recursos escasos que obligaban a recortar los presupuestos y en la necesidad de reformar este aparato sobredimensionado, los distintos gobiernos se encontraron con la necesidad de una reforma militar que fue interpretada desde el interior de las Fuerzas Armadas como un atentado a la autonomía militar (Cardona, 1991). De un modo gradual, el cuerpo de oficiales se sintió marginado socialmente y frustrado en sus expectativas profesionales. Educado en un ambiente elitista y aristocratizante, el militar profesional se autoexcluyó de la clase media a la que pertenecía por origen y posibilidades económicas y fue poco a poco creando un universo cultural ajeno a la realidad de su entorno y exigió que el Estado compensara las estrecheces financieras con privilegios políticos, distinciones sociales y reconocimiento público de su singularidad.

Por otro lado, el contacto cotidiano con la tropa, extraída de las capas más bajas de la sociedad, le llevó a renegar del sistema socioeconómico que amparaba tales extremos de miseria e ignorancia y su mentalidad comenzó a teñirse de ciertas dosis de anticapitalismo. Si a ello se une el temor al ascenso del anarquismo y del socialismo, y de la emergencia de los nacionalismos periféricos, se puede observar que en la mentalidad de aquellos hombres laten muchos rasgos que años después definirían al fascismo.

La guerra colonial y la derrota generaron un sentimiento de crisis nacional de la que el Ejército se sintió injustamente imputado. Casi sesenta mil muertos, innumerables heridos e inútiles mostraban las limitaciones de un Ejército que disponía de una tropa de un escaso nivel de profesionalización, con unos cuantos meses de instrucción y con dificultades de asimilar las exigencias del medio. La mayoría de las bajas de la guerra colonial no lo fueron en combate, sino por efecto de las enfermedades. Tras la crisis de fin de siglo pareció abrirse una separación entre la política y los mandos militares, pero también entre éstos y la tropa. Tradicionalmente provenientes del campesinado, hijos de asalariados o de los pequeños propietarios y arrendatarios urbanos, poco a poco fueron cambiando su procedencia al ingresar en filas obreros de las ciudades, ante los cuales los oficiales empezaron señalar el riesgo de su afinidad a identificarse con los planteamientos de los anarquistas o socialistas y no con los de la tradición liberal burguesa.

La inmensa mayoría de los soldados llegaba a los cuarteles sin haber pisado nunca una escuela ni haber salido previamente de su aldea. Ignoraban todo lo que tenía que ver con el mundo urbano y encontraban incluso graves problemas para la comunicación si sus pautas de conducta se veían sometidas a situaciones para ellos desconocidas. La diferencia social que les separaba de sus jefes se vio incrementada por el abismo cultural que se abría entre ambos grupos. Este conjunto de factores condicionó que el material más moderno se pusiera en manos de los mandos intermedios y la tropa fuera considerada útil únicamente como carne de cañón y para adorno vistoso de las festividades patrióticas y religiosas (Puell de la Villa, 1996, 2000).

Con una más que real aparente distancia de los asuntos políticos, con una abierta reticencia a los distintos intentos de reforma militar, con fuertes divisiones internas y con un declarado despecho ante los nuevos movimientos sociales y políticos de la España de fin de siglo, el Ejército pareció entrar en un período de incomodidad y reajuste que acabaría llevándole a la formación de las Juntas de Defensa, una experiencia de sindicalismo corporativo que puso en tela de juicio el mismo sistema político. En este ambiente de creciente militarismo, no es de sorprender la aparición de fuertes tensiones con la sociedad de su tiempo y que el antimilitarismo recibiera acogida en algunos sectores de la sociedad.

De hecho dos de las manifestaciones más claras de la resistencia popular al orden establecido lo constituyeron los motines anticlericales y antimilitaristas, al identificar Iglesia y Ejército como dos apoyos básicos de un orden social injusto. La lucha contra el sistema de reclutamientos, las injustas quintas y la movilización anticlerical de principios de siglo constituyeron dos señas de identidad de las aspiraciones populares en la España de entre siglos. En la Semana Trágica, ambos ingredientes se sumaron para caracterizar una violenta reacción ante el embarque de tropas para Marruecos que llevó a la quema de conventos e iglesias. En el imaginario popular ambas instituciones representaban el viejo orden de la España liberal, en la que la libertad y la igualdad estaban sometidas a las necesidades de las clases dominantes (Núñez Florencio, 1998). Ni el Ejército ni la Iglesia expresaban la voluntad de la nación, sino dos órdenes de dominio al servicio de la Monarquía. No es de sorprender pues la afinidad que el antimilitarismo y el anticlericalismo mantuvieron con la oposición republicana. El intento de neutralizarla por parte de Canalejas con sus reformas —La Ley del Candado (1910), por un lado, y la Ley de reclutamiento (1912) que regulaba el servicio militar obligatorio, por otro—, respondió a esa línea reformista de buscar un nuevo horizonte de integración entre democracia, Monarquía y Estado.

La implantación del servicio militar obligatorio fue muy complicada en España. La supresión del sistema de quintas con redención a metálico era una medida de los liberales a la que se opuso el Partido Conservador. Los generales se encontraban también divididos, y Luque, el ministro que llevó adelante la reforma, chocó con la oposición firme de Weyler y Polavieja. Su reforma se llevó a cabo en el gobierno de Canalejas y en el marco de una política de reformas del Estado. La Ley de Bases de 29 de junio de 1911 y la Ley del Servicio Militar de 12 de febrero de 1912 suprimieron la redención a metálico y establecieron la igualdad teórica de los españoles ante el servicio militar. Un mecanismo legal garantizaba que, aunque todos eran iguales ante el reclutamiento, se perpetuaba un aliviadero para los ricos: el soldado de cuota, una redención a metálico matizada. Sobre la base de un proyecto precedente del general Cassola, la ley de 1912 creó dos tipos de soldado de cuota. El primero debía pagar 1.000 pesetas al Estado y servir diez meses en el Ejército; el segundo pagaba 2.000 pesetas y estaba cinco meses en filas. Ambas cuotas pagaban igualmente su equipo, manutención y caballo. Aquellos que no podían pagar una cuota harían un servicio militar de tres años (Cardona, 1983). Frente al modelo anterior de privilegio, de un modo u otro todos los españoles debían servir en el Ejercito, pero esta legislación no estableció una igualdad ante los riesgos de la guerra y permitió su subsistencia, ya que no fue abolida por las reformas de Azaña durante el primer bienio republicano.
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Estado de la cuestión

La historia contemporánea de España ha sido objeto de una revisión considerable a partir de las investigaciones desarrolladas en las últimas décadas. Tanto desde la historia económica como de la social, la política o la cultural, la historiografía ha ofrecido nuevas interpretaciones de la historia española de los dos últimos siglos. A esa nueva manera de observar el proceso histórico hacia la modernidad han contribuido autores extranjeros, pero, sobre todo, una nueva generación de académicos españoles que a la luz de las aportaciones de las diversas ciencias sociales y humanas han planteado que, frente al paradigma del fracaso que había dominado la historiografía española de los sesenta y setenta, había que ofrecer el del retraso que ubicaba la experiencia española en línea con otros países de su entorno y permitía una mirada más optimista sobre su realidad pasada y presente. A este cometido ha contribuido un mejor conocimiento de la historia de Europa y la constatación de que gran parte de los procesos desarrollados en España se dieron en otros países, tal vez con alguna antelación, pero siempre dentro de unos parámetros comprensibles en el marco de una historia comparada, lo que proporcionaba una visión más ponderada de la situación real de nuestro país.

La modernización de España, con sus posibilidades y límites, ha sido objeto de una historiografía numerosa que ha indagado en todos y cada uno de los registros del pasado español. 1868-1917 se presenta como un período central en este sentido. La historiografía se ha aproximado a esos procesos en medio de su propia renovación generacional, temática y metodológica. De todo ello trata esta parte segunda señalando de antemano que su propósito está lejos de ser sistemático y que, por el contrario, lo que se pretende es presentar unos perfiles genéricos de cómo los temas centrales de la historia española de entre siglos han sido tratados por la historiografía, haciendo hincapié en sus logros más recientes, entendidos éstos, a su vez, en un sentido amplio, aquel que remite a las dos décadas últimas.

8.1.El Sexenio democrático en la historiografía

En los últimos años la investigación sobre el Sexenio democrático ha experimentado un impulso considerable. Ya en su dimensión social, económica, política e incluso cultural, disponemos de monografías que estudian las diversas manifestaciones de ese convulso Sexenio denominado unas veces revolucionario, otras democrático, pero que siempre fue considerado como una fase crítica de la historia contemporánea española. No es de sorprender que sea así, porque a la imagen de fracaso habría que unir el hecho de que fue un período en el que se pusieron de manifiesto todas las tensiones y confrontaciones que más adelante iban a caracterizar la España contemporánea: el problema social, la cuestión colonial, la articulación del Estado, la democracia, el problema de la secularización y la confesionalidad, etc. Frente al modelo liberal dominante, los intentos por desarrollar una democracia hicieron que estallaran todas las aspiraciones sociales generando unas demandas del poder imposibles de atender toda vez que gran parte de ellas eran no sólo antagónicas, sino totalmente incompatibles. No es aquí el momento de detallar todas y cada una de las investigaciones que se han realizado en las últimas décadas, una tarea que ya abordaron en diversos momentos J. L. Guereña (1980), Gregorio de la Fuente (1987), Mikel Urquijo Goitia (1993) o Rafael Serrano (2001), sino señalar algunos títulos que permitan reconstruir los avances más significativos en esta investigación.

Uno de los temas que más ha ocupado a la investigación histórica sobre el proceso revolucionario de 1868 es el que se refiere a su naturaleza como revolución burguesa. ¿Estamos ante la fase definitiva de la revolución burguesa o, por el contrario, se trata de un proceso donde las clases populares no sólo buscaron la definitiva liquidación de los vestigios del Antiguo Régimen, sino el triunfo de una democracia efectiva que diera respuesta a unas demandas sociales ya plenamente concretadas y que, al amparo de la Constitución de 1869, consolidara algunas conquistas entre las demandas sociales que eran ajenas y antagónicas a las de la burguesía triunfante tras la revolución? La naturaleza del proceso, con la intervención de una parte considerable de las clases socialmente dominantes que no compartían la política isabelina, y la crisis económica y financiera que estaba en la base de la sublevación de Cádiz no ocultan la complejidad de un proceso que afectó a todos los órdenes de la sociedad. Si la dimensión económica ha sido bien estudiada por Vicens Vives, Nicolás Sánchez Albornoz, Gabriel Tortella y, sobre todo, por Josep Fontana desde los años sesenta y setenta, en los últimos tiempos han sido los componentes políticos los que han merecido la atención de la historiografía. A nadie se le oculta el trasfondo económico y financiero de la revolución, pero la naturaleza del Sexenio con su complejidad remite a problemas sociales y políticos de mayor alcance que el descontento de un sector de las clases dominantes con el sistema de dominio moderado y la particular conducta de la reina Isabel II.

Las raíces sociales de la revolución, la posible naturaleza burguesa de la misma con el fin de “liquidar” todo vestigio de Antiguo Régimen, había sido objeto de atención ya por parte de autores como Tuñón de Lara y Jutglar. Más recientemente, desde una posición marxista, Enric Sebastiá y J. A. Piqueras (1987, 1992) han estudiado la relación entre revolución democrática y pervivencias feudales en tiempos del Sexenio. Este análisis desde una perspectiva social y económica contrasta con aquel otro que Gregorio de la Fuente (2000) ha desarrollado al estudiar los elementos de continuidad entre las elites pre y posrevolucionarias. Centrado en la dimensión política de la revolución, De la Fuente ha subrayado que revolucionarios e isabelinos tendrían los mismos orígenes e intereses y que la revolución, como tal, no supuso una ruptura especial en la historia de España, sino que se trataba básicamente de un conflicto entre élites políticas de distinto signo.

Partiendo de todas esas premisas, recientemente se ha hecho una revisión global de todos los factores que incidieron en la revolución, desde la propia dinámica de las juntas revolucionarias que estudió Antonio Moliner Prada (1997) a la difícil articulación social y política de las distintas fases del proceso a lo largo de los años 1868-1874. Porque, si bien la revolución representa un punto de ruptura, la sucesión de hechos, regímenes y sistemas políticos daría al Sexenio una fisonomía de utopía y desajuste entre las ambiciones sociales de cada sector -y territorio— considerables. En este sentido, Rafael Serrano García (2001) ha resaltado la necesidad de compaginar los anteriores análisis con una explicación de la génesis de la Gloriosa que ligara la difusión de una incipiente cultura política democrática a través de la prensa y de determinados espacios de sociabilidad a la beligerancia con el trono de partidos como el Progresista o el Demócrata, así como la incorporación al proceso de sectores populares con un imaginario y ambiciones sociales y políticas poco compatibles con los límites impuestos por los revolucionarios de septiembre de 1868.

Una vez que las interpretaciones marxista y liberal, en su propia confrontación, no avanzan mucho más en la comprensión y análisis de los procesos sociopolíticos y culturales del Sexenio, tal vez sea necesario acudir al ámbito de las culturas políticas en confrontación y a los modos de sociabilidad que estaban en la base de cada movimiento social. De una manera más o menos directa, ésta es la línea que se está imponiendo en un conjunto de monografías locales y provinciales que indagan en los complejos ingredientes doctrinales, sociales y políticos del Sexenio. No resulta necesario describirlos aquí en detalle pues Mikel Urquijo (1993) y Rafael Serrano (2001) lo han desarrollado de un modo casi minucioso. En todo caso, cabe ahora sólo resaltar algunas monografías cuya lectura apunta en esta dirección, poniendo de manifiesto los diversos ámbitos que cubren unos y otros, desde aquellos que hacen un recorrido por la evolución política en diversas regiones y provincias a aquellos otros de carácter temático que abordan situaciones tales como la revolución, la cuestión federal, las relaciones Iglesia-Estado, la búsqueda del rey, los marcos constitucionales de 1869 y 1873 o los diversos problemas a que se enfrentaron los distintos gobiernos: cuestión cantonal, guerra carlista o sublevación colonial.

Los análisis del Sexenio, más allá de la caracterización de sus etapas internas, desigualmente tratadas, necesitan de estudios detallados, a nivel local y provincial, donde dimensiones como la sociabilidad y la cultura política representan referentes imprescindibles para caracterizar adecuadamente los procesos y conflictos en que se vieron envueltos los españoles en esos años en que la confrontación entre modelos de sociedad, conflictos de clase, de modos de vida e imaginarios alcanzó un paroxismo notable. Modos de sociabilidad, imaginarios y culturas políticas constituyen referentes a los que solamente en las dos últimas décadas ha prestado atención preferente la historiografía. Para ello ha sido necesario percibir el estancamiento que para una explicación de la complejidad del Sexenio tuvieron visiones reduccionistas de la revolución y sus consecuencias políticas. Ha sido ésta una mirada muy reciente a la que se van sumando autores que previamente habían abordado los análisis desde una perspectiva más clásica, ya dentro de una orientación liberal o marxista, pero que solamente desde los noventa se han acomodado a los nuevos registros que ofrece la nueva historiografía europea. Una buena muestra de ello son las dos monografías recientes coordinadas por Rafael Serrano (2001, 2002), que incluyen diversos trabajos de carácter local y regional que indagan en nuevos modos de entender e interpretar los conflictos sociales y políticos del período. Del universo de la sociabilidad democrática, de sus facetas y pluralidad de registros da cuenta la investigación de Manuel Morales Muñoz (1999, 2002) sobre Málaga, Pere Gabriel (1995) sobre Cataluña o Gutiérrez Lloret (1985) sobre Alicante, y de las culturas políticas que subyacen en la confrontación entre las diversas familias republicanas de la Primera República, la tesis doctoral de Román Miguel González (2005), de la que ha adelantado algunos resultados (Ayer, 2004), facilita la determinación de los factores que explican la división y confrontación entre los republicanos.

Los estudios del Sexenio democrático en su dimensión regional o provincial gozan de buena salud desde la década de los setenta. Allí donde el problema agrario alcanzó su expresión más dura, el tema tierra/burguesía/jomaleros fue dominante. En Extremadura, Sánchez Marroyo (1991, 1992) estudió el complejo universo de la confrontación de clases y la formación de la oligarquía agraria desde mediados del siglo XIX. En Andalucía, por su parte, ha predominado el análisis de la relación entre revolución, federalismo y cuestión obrera, como muestran los trabajos de Morales Muñoz para Málaga o la confrontación entre jornaleros y burgueses que estudia Diego Caro (1990) en Jerez de la Frontera. Andalucía conforma un territorio especialmente adecuado para observar el complejo mundo de las relaciones entre movimiento obrero, sobre todo en su versión anarquista, y revolución democrática, como han visto en distinto grado J. Maurice (1990) y López Estudillo (2001). La Primera República deviene en una experiencia fundamental en ese tránsito hacia nuevos modelos de organización obrera, donde la relación entre República, cuestión social y organización cantonal adquiere dimensiones sólo comprensibles desde el análisis detallado de las relaciones sociales y políticas locales. La dialéctica represión/revolución y las esperanzas frustradas en el advenimiento al poder del federalismo estarían en la base de una movilización cantonal cuya interpretación ha repasado recientemente Gloria Espigado (2002).

Con todo, como período histórico específico, la experiencia de la Primera República reclama un análisis detallado, con nuevos instrumentos analíticos y una distancia emocional y política que hasta ahora no siempre se ha logrado. Hace ya años que José María Jover (1982, 1991) hizo hincapié en los efectos políticos e historigráficos de la experiencia republicana, de su efecto devastador para la sociedad del orden que le siguió. Esa contraposición entre orden (Restauración) y utopía (República) reclama en nuestros tiempos una explicación más fina. No basta con acentuar el contraste entre una República cargada de tensiones, desequilibrios y antagonismos, y en potenciar una imagen de fracaso, para presentar después un orden monárquico cargado de serenidad y “diálogo” bajo el modelo del turnismo. En realidad, las tensiones no fueron resueltas, sino sometidas y décadas más tarde fueron apareciendo, bien es cierto que de un modo acomodado a los “nuevos” tiempos, todas y cada una de las contradicciones que se vislumbraron en los años de la experiencia republicana. Ese olvido historiográfico de la Primera República ha sido resaltado recientemente por Diez Cano (2002) en un sugerente artículo que nos recuerda la exigencia de revisar en detalle la verdadera naturaleza del “fracaso” republicano de 1873. Aún hoy siguen siendo una referencia los libros ya clásicos de Hennessy (1966) y de Juan Ferrando Badía (1973), sin que hasta el momento se haya intentado un nueva síntesis con las aportaciones de las investigaciones posteriores.

Si la cuestión obrera parece que orienta los estudios andaluces sobre el Sexenio, la burguesía también ha sido objeto de interés. En Cataluña, González Casanova (1979) y Pere Anguera (2001), entre otros, han ido clarificando el complejo proceso de decantación entre federalismo, regionalismo y nacionalismo catalán. En el País Valenciano, Rosa Monlleó ha estudiado el proceso revolucionario y la posterior posición de la burguesía, en su relación con el librecambismo y la cuestión social, en tanto que Piqueras y Sebastiá (1987) analizaban la relación entre las pervivencias del viejo régimen, el desarrollo burgués y las luchas sociales, con especial atención a la cuestión colonial (Piqueras, 1992). Por su parte, Rafael Serrano (1986, 1992) ha estudiado el comportamiento de la burguesía castellana ante el proceso revolucionario y la posterior evolución política y social del Sexenio, una dinámica no del todo ajena a la desarrollada por la burguesía santanderina que Andrés Hoyo (1993) ha analizado con detalle. En el País Vasco, por el contrario, el Sexenio no sólo recibió atención por el conjunto de transformaciones que trajo consigo la ley minera, sino por el papel que en la misma tuvo la cuestión foral y la posterior guerra carlista. Los estudios de Mikel Urquijo (1994) sobre la relación entre revolución y fueros, y de J. Fernández Sebastián y Coro Rubio sobre la relación entre liberalismo y foralismo muestran la diversidad de situaciones que trajo consigo el Sexenio democrático en cada lugar.

Si atendemos al análisis de las distintas fuerzas políticas, observamos que el interés de los historiadores fue para el Partido Federal, en detrimento del monarquismo y del radicalismo que apenas tienen monografías recientes. J. Ciará (1986) lo analizó en las comarcas gerundenses, X. M. Moreno González en Galicia, Termes (1977) en Cataluña y, sobre todo, Cármen Pérez Roldán (2001), que ha analizado el proceso general del Partido Federal a partir de la experiencia madrileña. El carlismo, por su parte, ha sido objeto de monografías detalladas de Aróstegui (1970) para el caso alavés, mientras que Vicente Garmendia (1976) estudiaba la segunda guerra carlista y Montero Díaz (1992) indagaba en la naturaleza y alcance del Estado carlista establecido en tiempos de la guerra.

La aproximación a otros movimientos políticos vino a menudo de las biografías. Si exceptuamos el estudio sobre el progresismo de Jorge Vilches (2001), y del alfonsismo (Espadas, 1975), gran parte de la información de la vida política nacional proviene de las biografías políticas de Pi y Margall (Jutglar, 1975), de Prim (Anguera, 2003; Emilio de Diego, 2003), de Castelar (Vilches, 2001, Sánchez Recio 2001), de Sagasta (Milán, 2001; Ollero, 2000) o del general Serrano (Ortuzar Castañer, 1999). Entre tanto, Isabel II ha recibido la atención de Germán Rueda (2001), Carlos Cambronero (1996), J. S. Pérez Garzón (2004) y de Isabel Burdiel (2004) -aunque esta última no alcanza el período revolucionario-. Montpensier ha sido estudiado por Carlos Ros (2000) y Amadeo de Saboya ha tenido la atención de Gigi Speroni (1989), al tiempo que Carmen Bolaños (1999) ha analizado la monarquía constitucional durante su reinado. El problema de la Monarquía durante el Sexenio también recibió la atención de varios historiadores preocupados ya de las dimensiones sociales de la revolución y el problema de la legitimidad monárquica (Oliet Palá, 1989), ya por papel de la cuestión dinástica en las relaciones internacionales (Rubio García-Mina, 1989).

Respecto de la Constitución de 1869 y de los derechos recogidos en ella ha sido abundante la literatura, ya que los historiadores del constitucionalismo han prestado atención detallada a todas y cada una de nuestras constituciones. No obstante, de una manera específica el texto de la constitución revolucionaria ha sido estudiado por Javier Donezar (1985) evaluando su relación con el problema del cumplimiento de la revolución burguesa y por Joaquín Oltra (1972) al indagar en las influencias que sobre ella tuvo el constitucionalismo norteamericano. Por otra parte, Antonio Calero se ha ocupado de revisar el contenido de los discursos parlamentarios para caracterizar las distintas posiciones respecto de la cuestión monárquica. De especial interés se presenta el monográfico de Revista de Derecho Político , n.os 55-56 (2002), dedicado en exclusiva a la Constitución española de 1869, con colaboraciones de Rafael de Mendizabal, C. J. Fernández Carnicero González sobre liberalismo y libertad religiosa en la Constitución, M. Carlina Rovira sobre los derechos humanos, y Gonzalo Maestro sobre derechos ilegislables y derechos contingentes en la misma.

Las constituyentes representaron un territorio extremadamente útil para conocer el ideario y los debates sociales y políticos respecto de casi todos los temas candentes en la revolución: la cuestión del régimen, de los derechos individuales, de la sociedad y, finalmente, del problema de la libertad religiosa, uno de los ámbitos de mayor debate y tensión parlamentaria. Pedro Antonio Perlado (1970) ya dedicó un libro a unos debates parlamentarios que trataban de delimitar los derechos individuales en la cuestión religiosa, en un enfrentamiento durísimo con quienes, entonces y más tarde, sostuvieron la unidad católica. Esa nueva situación daría lugar a una reformulación de las relaciones Iglesia y Estado que Santiago Petschen (1975) ha contemplado en su revisión de la obra de las constituyentes. Las relaciones Iglesia-Estado en el Sexenio representaron un territorio especialmente sensible, como nos han mostrado los estudios de R. M. San Diego (1999) sobre el cardenal Antolín Monescillo y Viso y José Manuel Cuenca Toribio (1985) en su repaso sobre las relaciones entre la Iglesia y el Estado en la España contemporánea. De hecho, una tradición historiográfica dentro de la Iglesia o liderada por clérigos o seglares de vocación católica militante ha desarrollado una producción extremadamente crítica con la política religiosa de los liberales. Así, Francisco José Fernández de Cigoña (1996) y, de un modo especial, Vicente Cárcel Ortí (1979) en su estudio sobre las relaciones entre el Estado y la Iglesia en el período 1868-1874. En esa misma línea crítica con la política de los gobiernos del Sexenio se pronuncia Francisco Martí Gilabert (1999) al analizar la política religiosa bajo el reinado de Amadeo de Saboya.

8.2.La Restauración (1875-1902). Una mirada historiográfica

La Restauración es, tal vez junto a la Guerra Civil, la etapa histórica que ha recibido una mayor atención por la historiografía de las últimas décadas. La naturaleza del régimen, los logros y limitaciones del sistema, su longevidad constitucional y política, los resultados electorales o su interés para la aparición de fenómenos sociales, políticos y culturales de gran impacto han podido ser elementos centrales de esa atención que le ha brindado la historiografía reciente. No viene al caso repasar sus aportaciones de un modo exhaustivo, pues disponemos de varios análisis que permiten una reconstrucción de esa bibliografía. Carlos Forcadell (1996), Manuel Suárez Cortina (1997, 2000) y Borja de Riquer (1999) han caracterizado los rasgos más llamativos de esa historiografía.

Una mirada global sobre las aportaciones historiográficas sobre el sistema político de la Restauración en las últimas décadas muestra cambios notables en la línea de la renovación que ha experimentado la historiografía española, sobre todo en lo referente a lo que genéricamente podríamos denominar el retorno a la política. La Restauración ha sido observada de una manera muy distinta según las diversas escuelas historiográficas. Si en la década de los sesenta, bajo el peso de la mirada regeneracionista, se tildaba al sistema de falto de representación, de una adulteración de la voluntad nacional desde el fraude y la corrupción electoral, y en los setenta se hacía hincapié en la idea del bloque de poder que divulgó el magisterio de Tuñón de Lara, en los ochenta se generalizó el análisis del sistema restauracionista bajo la caracterización de las relaciones clientelares. En esta línea, aún hoy en vigor, el peso de los componentes caciquiles, de unas relaciones sociopolíticas mediadas por las redes clientelares en su dimensión nacional y local, parece ser el centro de un sistema que siempre ha mostrado claros déficit democráticos, pero que en su propia evolución fue acomodándose a las realidades y demandas de su entorno. La reflexión sobre la naturaleza política del sistema de la Restauración no queda así determinada por factores morales o por el reconocimiento de que en ningún caso constituía un camino hacia una democracia que no parecía viable en la España de fin de siglo por razones sociales, políticas y hasta culturales.

La aportación de numerosos estudios locales y regionales ha permitido conocer la compleja red de intereses que se tejían bajo el denominador de caciquismo. La realidad de que no se trataba de una imposición de arriba abajo, sino que el mismo caciquismo respondía, sobre todo, a las relaciones y equilibrios de las élites sociales locales y provinciales. Con el auxilio de disciplinas como la ciencia política, la antropología y la sociología, la historiografía del caciquismo ha caracterizado de un modo casi completo la naturaleza y alcance de las redes clientelares, el papel que les correspondió en la gestión de las ofertas y demandas que la sociedad restaurada reclamaba de su sistema político y los déficit que esa misma realidad presenta desde la perspectiva de su potencial tránsito hacia una democracia plena.

Esa caracterización de la Restauración como el reino de las relaciones clientelates cuenta con aproximaciones muy distintas dentro de la historiografía española. Si desde la perspectiva de la teoría de la modernización (Herr, Carnero, Castells…) se hacía hincapié en los desfases entre modernización social, económica y política de la España de entre siglos, por parte de la explicación de la política como resultado de las relaciones patrón cliente, se ha ido evolucionando desde una caracterización estrictamente política (Varela Ortega, Tusell, Romero Maura…) hacia una integración de factores sociales y económicos vinculados a las relaciones dominantes en cada medio social. Es aquí donde el caciquismo, aún observado desde las relaciones patrón-cliente, ha necesitado de unos estudios locales como el medio más indicado para una caracterización ajustada de su naturaleza que, aunque claramente política, no fue ajena a determinadas realidades sociales en las que, como tal fenómeno clientelar, el caciquismo adquiría su verdadero sentido. Los estudios de María Sierra sobre Sevilla, de María Antonia Peña sobre Huelva, de Aurora Garrido sobre Cantabria son algunos de estos estudios locales y regionales que han permitido caracterizar de un modo exhaustivo esa realidad política que genéricamente se conoce como el caciquismo restaurado. Esta perspectiva provincial y local nos ha permitido determinar la variedad de registros que se han desarrollado en la España restauracionista al observar la diferencia de funcionamiento de la política en las áreas rurales tradicionales, menos desarrolladas, y aquellas otras que conocieron ya el impulso de un cambio social determinado por el desarrollo económico o la emergencia de propuestas políticas de tipo nacionalista que facilitaron la “superación” de los modelos clientelares tradicionales.

Desde mediados de los ochenta, esa “mirada política” sobre la evolución y funcionamiento político de la Restauración ha ido enriqueciéndose por las aportaciones de la historia social y cultural, hasta el punto que podemos percibir líneas de trabajo que podríamos encuadrar dentro de lo que genéricamente denominaremos historia social de la política que tiene logros tan interesantes como los de Salvador Cruz Artacho (1994) para Granada o el coordinado por Robles Egea (1996) para todo el país. En ellos ha quedado mostrada la naturaleza social que está en la base de las redes clientelares y, sobre todo, el componente común que el clientelismo español tiene con el desarrollado en otros países de la Europa del Sur. La Restauración ha quedado caracterizada así como un sistema sociopolítico muy afín a aquellos de la Europa de su tiempo, sobre todo Italia y Portugal. La mirada sobre esos sistemas políticos se ha ido ampliando a través de nuevas metodologías y, sobre todo, desde la ampliación del campo de observación, no sólo en la relación entre dirigentes y base social, sino también en los distintos registros en que se desarrolla la realidad política en todas sus dimensiones, en el ámbito de las instituciones políticas y parapolíticas, en los imaginarios y universos que determinan la cultura política de una determinada sociedad.

En los últimos años se ha producido una coexistencia de las diversas maneras de abordar el estudio del sistema político (desde la teoría de la modernización, de las relaciones patrón-cliente…), pero, a mi juicio, es desde la historia social de la política y desde la historia de las culturas políticas desde donde se observa un mayor potencial explicativo de la naturaleza y sentido de la política en la España de entre siglos. La primera consecuencia que se deriva de estos nuevos estudios es la ruptura con divisiones tajantes en la historia española. No parece oportuno determinar de un modo radical distinciones rudas entre los períodos históricos (era isabelina, Sexenio, Restauración, etc.) ya que, a pesar de sus diferencias, es posible encontrar entre esos sistemas políticos continuidades que no se pueden explicar desde el análisis constitucional o de los protagonistas políticos. Por otro lado, la afinidad entre los sistemas clientelares de los diversos países (caciquismo en España, rotativismo en Portugal y transformismo en Italia) apuntan a una naturaleza no exclusivamente nacional de los sistemas de representación y muestran la necesidad de estudiar el fenómeno clientelar desde una perspectiva comparada, como ya han apuntado los libros publicados por V. Zamagni y L. Prados de la Escosura (1992) desde la historia económica y S. Casmirri y M. Suárez Cortina (1998), E García Sanz (2002) y R. Gutiérrez Lloret, R. Zurita y R. Camurri (2003) desde la historia económica, social y política. De ese mismo espíritu comparado se nutre la investigación sobre elecciones y partidos en España y México de J. Varela Ortega y Luis Medina (2000).

El resultado combinado de estas novedades historio gráficas muestra los elementos de afinidad y de distinción que presenta el caso español, sobre todo cuando es estudiado desde su capacidad para ser un cauce o un freno para el desarrollo de sistemas democráticos. La capacidad o incapacidad del sistema para encauzar las demandas sociales, su adecuación o sus limitaciones para facilitar el tránsito a un sistema verdaderamente democrático están, pues, en la base de los distintos estudios sobre la Restauración. Suárez Cortina (1997), Salvador Forner (1997) y Varela Ortega (2001), entre otros, han coordinado proyectos para determinar esa supuesta o real viabilidad democrática del sistema. El resultado combinado de las aportaciones por ellos recogidas han facilitado una nueva mirada que ha permitido a Mercedes Cabrera y Fernando del Rey (2003) caracterizar el sistema político de la Restauración de una manera nueva, menos determinada por exigencias evolucionistas o teleológicas que, reconociendo al sistema una falta de representatividad, no excluía su papel como un vehículo efectivo de las demandas que se le hacían desde la sociedad de su tiempo.

Más allá de la historiografía sobre el caciquismo y la naturaleza del sistema, las aportaciones de las últimas décadas han sido muy abundantes en diversos campos: la biografía, el marco constitucional, la Corona, las reformas de los ochenta, la crisis finisecular o la política colonial. En todos y cada uno de estos registros se aprecia, de una manera directa o indirecta, la naturaleza del sistema, pero de un modo más claro se observa en los estudios sobre los partidos Conservador y Liberal, que aún hoy carecen de monografías solventes como tales partidos e ideologías.

En el terreno de la biografía han sido, sin duda, Cánovas y Sagasta quienes han recibido más atención. Cánovas es el protagonista de una amplia historiografía en la que lo biográfico, lo político e ideológico se han fundido, de modo que un conjunto nada desdeñable de trabajos articula la evolución del sistema político con la figura de su principal promotor. La primera obra política de interés para el origen de la Restauración se refiere a las tareas de Cánovas en la creación y desarrollo del alfonsismo, al que han prestado atención Manuel Espadas Burgos (1975), Varela Ortega (1977) y Remedios Sánchez Férriz (1984). Espadas Burgos ha analizado el fenómeno del alfonsismo para determinar los registros que movieron la política canovista en tiempos del Sexenio y para mostrar cómo su planteamiento distaba radicalmente de los presupuestos del moderantismo. Varela Ortega lo ha hecho para resaltar que en él se situaban ya gran parte de los elementos que habrían de determinar la distinción entre los partidos Liberal y Conservador, y, finalmente, Sánchez Férriz para establecer la relación entre canovismo y Constitución de 1876. Resulta evidente que Cánovas fue una pieza central en el diseño del sistema político y que dentro de él la Constitución de 1876 debe mucho a las ideas y planteamientos del político malagueño. Es por ello que una parte considerable de las investigaciones solapan la biografía política de Cánovas, sus ideas y las instituciones construidas desde 1875. De ese amplio repertorio de libros tal vez el que mejor recoge la diversidad de realidades del sistema político restaurado es el coordinado por Javier Tusell y Florentino Portero (1998), donde varios autores hacen un recorrido por diversos campos (economía, sociedad, ideas, política exterior, colonias, Iglesia-Estado, etc.), de la España de fin de siglo. Una mirada global sobre la naturaleza del sistema político que en sus dimensiones doctrinales, sociales y políticas ya había caracterizado de un modo magistral José María Jover Zamora (1981).

También con atención expresa a su obra política, pero con mayor presencia de la dimensión biográfica y desde una perspectiva más afín al protagonista, se encuentran las biografías de José Luis Comellas (1997) o el libro homenaje que le dedicó la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas (1997) en el centenario de su muerte, así como el coordinado por A. Bullón de Mendoza y Luis Togo res (1999). De distinta naturaleza se presenta la imagen que encontramos en la obra Cánovas y la Restauración (Dardé, 1997), que, pese a mostrar inclinación por la obra del político malagueño, suaviza el componente de “exaltación” de los anteriores. La imagen de hombre de Estado, de gran estadista que sobresale del resto de la clase política que nutre estas obras, contrasta con aquella otra crítica que Esperanza Illán Calderón (1985) había dedicado a un Cánovas que era presentado como un hombre extremadamente conservador, como un enemigo de la democracia y que tenía una idea providencialista de España. La producción historiografía sobre el período ha venido a suavizar ambas percepciones, mostrando el carácter conservador del político malagueño, pero también resaltando su capacidad para neutralizar políticamente el moderantismo y facilitando una superación tanto del exclusivismo de partido de la era isabelina, como la utopía política inserta en el desarrollo de la política del Sexenio. Los trabajos de Fidel Gómez Ochoa sobre el pensamiento de Cánovas y la biografía política del marqués de Orovio, publicada por Gonzalo Capellán de Miguel y Fidel Gómez Ochoa (2003), permiten ajustar adecuadamente el personaje en su compleja relación con el proyecto moderado, el liberalismo conservador y las aspiraciones democráticas de su tiempo.

A una compresión más ajustada de este proceso y del papel de Cánovas en la construcción y consolidación del sistema restaurado hubieran contribuido estudios consistentes sobre las complejidades que presenta la formación de los partidos Conservador y Liberal. Más allá de un análisis descriptivo, lo que recientemente se está imponiendo es una mirada desde la reconstrucción de las distintas culturas políticas que confrontaron el Sexenio democrático. Así, los trabajos de X. R. Veiga Alonso (2005) sobre el papel del Sexenio en la cristalización de una cultura política conservadora y de Fidel Gómez Ochoa (1997, 2003) sobre la complejidad que tuvo la formación del Partido Conservador desde los inicios del régimen ponen de manifiesto que el tránsito de una política de “desorden” y utopía democrática a otra de orden y jerarquía social fue un proceso de múltiples registros, donde los diversos intereses sociales jugaron un papel determinante en su desarrollo. Tras el impulso del centenario de su muerte, Cánovas parece hoy una figura histórica estudiada de un modo intenso, pero dados los componentes ya panegíricos, ya de rechazo de su obra, no parece que haya sido posible establecer un consenso sobre su figura, como nos ha recordado Fidel Gómez Ochoa (2000).

Si de la dimensión biográfica pasamos al territorio de las ideas, al conservadurismo como ideología y fuerza política y a su implantación en las distintas zonas del país, se observa un notable desequilibrio en la producción historiográfica. Una imagen general del conservadurismo en todo el país no es posible, pues no existe una monografía global y los estudios de diversas regiones y provincias muestran que por conservadurismo se entienden realidades que expresan culturas políticas bien distintas. Resulta difícil unir bajo un mismo paraguas la experiencia del conservadurismo catalán que estudió Borja de Riquer (1998), con el caso sevillano que tan bien ha caracterizado María Sierra a través de la Familia Ybarra, o de los conservadores alicantinos investigados por Rafael Zurita. La historia de las ideas sí que ha brindado buenas aproximaciones al significado del canovismo y del conservadurismo. Desde perspectivas distintas, Antonio Elorza (1974), E. Martínez Conde (1977), Diego López Garrido (1987) y Antón Mellón (1992) habían resaltado los componentes autoritarios y profundamente antidemocráticos del pensamiento de Antonio Cánovas. Más recientemente, en varios trabajos Pedro González Cuevas (1998, 2000) ha ubicado el pensamiento de Cánovas en el marco de una tradición conservadora que se extiende desde la Ilustración hasta nuestros días.

De distinta naturaleza se presenta la investigación sobre Práxedes Sagasta y el Partido Liberal, incorporados más tardíamente como objeto de estudio por parte de la historiografía. Hasta la década de los noventa no parece que la figura de Sagasta hubiera llamado la atención de una investigación más preocupada por las dimensiones constitucionales, la figura de Cánovas y los resultados electorales. Tras el breve libro de José Cepeda Adán (1995) y años después el de José Ramón Milán (2001), y como resultado de varias exposiciones, la figura de Sagasta, en su dimensión de ingeniero, o como político fundamental del turno, ha sido objeto de varios libros colectivos. De ellos tienen interés los coordinados por Carlos Dardé (2000) y José Luis Ollero (2002). Ollero es a la vez autor de una biografía política de Sagasta en la que ha hecho un recorrido detallado por la vida y obra del autor riojano hasta los años del Sexenio (2004). Frente al dominio de los componentes doctrinales que parecen caracterizar la figura de Cánovas, Sagasta se nos aparece como un hombre pragmático, capaz de acomodarse a las exigencias del momento y figura esencial para conducir a las diversas familias del progresismo histórico y del democratismo templado a los terrenos de la Monarquía constitucional. Los textos parlamentarios reunidos por Carlos Dardé (2003) recientemente dan muestra de este componente pragmático y poco dogmático del político riojano.

Cánovas y Sagasta constituyen el referente de dos opciones políticas complementarias, la conservadora y la liberal, destinadas a dirigir la dinámica política prevista por el texto constitucional de 1876 y que solamente pudo cumplir todo su recorrido tras la incorporación de los liberales al poder desde 1881. La Constitución ha sido analizada así desde su propia historia constitucional, pero también desde su capacidad de ordenar una vida política dominada hasta entonces por el exclusivismo de partido (época isabelina) o por la debilidad institucional (Sexenio). M. Martínez Sospedra (1981) ha estudiado las fuentes de la Constitución, y Pérez Prendes, los elementos de cambio y continuidad que contiene, mientras que M. García Canales (1981) ha hecho mención a las diversas tentativas de reforma desarrolladas en la España de entre siglos. En las aportaciones clásicas de D. Sevilla Andrés (1969), J. Tomás Villarroya (1976), o en las más recientes de R. Sánchez Férriz (1984) y de Bartolomé Clavero (1984), la Constitución aparece así tratada. Ir más allá de los elementos estrictamente constitucionales y verificar el grado de acomodación que un texto constitucional ofrece a la sociedad de su tiempo, ha sido una de las preocupaciones recurrentes en la historia del constitucionalismo español. Determinar si la Constitución de 1876 era útil para una sociedad en pleno cambio es el referente que se encuentra detrás de la investigación realizada por Solozábal Echevarría (1997), donde la naturaleza de la Constitución se plantea como un elemento central de la definición del sistema de la Restauración como una Monarquía constitucional, más que parlamentaria.

La historia parlamentaria es aún una asignatura pendiente. Son pocos los historiadores que han prestado atención detallada al Parlamento y su evolución en la España liberal. Los estudios de Marcuello y Pérez Ledesma (1992), de Luis Arranz y Mercedes Cabrera (1995), Gonzalo Capellán de Miguel (2000) y de J. L. Pérez Díaz (1993) sobre el Parlamento en la época liberal, y de Pérez Ledesma (1998) sobre el Senado representan una referencia básica en medio de un casi desierto sobre el tema. A. Bar Cendón (1983) , por su parte, se ha ocupado del papel del presidente del Gobierno, mientras que F. Fernández Segado (1992) lo ha hecho sobre la presidencia del Consejo de Ministros y A. Menéndez Rexach (1979) sobre la Jefatura del Estado en el Derecho público español.

Resulta evidente que la figura del rey y su tratamiento en la Constitución de 1876, así como las consecuencias políticas que se derivaban de su diseño, constituyen un elemento de relevancia principal en la historia política y constitucional de la Restauración. El conocimiento de todo ello ha provenido tanto de los historiadores de la política, como de los constitucionalistas o los biógrafos de los monarcas. El estudio del papel de la Corona en el desarrollo político de la España de entre siglos ha contado con dos trabajos de A. M. Calero (1984, 1987), pero es, sobre todo, Angeles Lario (1999) quien ha estudiado en detalle la dimensión constitucional y la práctica política de la Corona entre 1876 y 1902. Historiadores, constitucionalistas y biógrafos han mostrado la importancia del papel del rey en la vida política y cómo la Corona, diseñada por la Constitución como eje de la vida política a través de la “prerrogativa regia”, fue un factor determinante en la difícil parlamentarización de la vida pública. Cada monarca desarrolló su función de acuerdo con determinados rasgos de la cultura política de su tiempo, como han mostrado Carlos Dardé (2001) para el caso de Alfonso XII, y Javier Tusell y G. Queipo de Llano (2001), Javier Moreno (2003) y Morgan C. Hall (1999), entre otros, para Alfonso XIII.

La crisis de fin de siglo representa un momento de especial interés para comprender la realidad internacional e interior de España. El problema colonial, la guerra cubana primero, y con Estados Unidos más tarde, y la aparición del regeneracionismo finalmente, constituyen tres elementos clave de la historiografía reciente sobre el fin de siglo. Por el efecto benéfico de los centenarios la crisis de fin de siglo ha conocido una enorme producción historiográfica que ha sido comentada recientemente por Elena Hernández Sandoica (1997), J. Pan-Montojo (1998), S. Balfour (1997), A. Morales Moya (1998), C. González Martínez (1998), C. Naranjo y A. Santamaría (1999), M.a D. Elizalde (2000) e Inés Roldán de Montaud (1998, 2004), entre otros.

Una serie de congresos sobre el 98 ha permitido un repaso general sobre multitud de cuestiones sociales, políticas y económicas del fin de siglo. No obstante, esa historiografía de los noventa se ha instalado en un territorio ya desbrozado con anterioridad por los trabajos de Espadas, Jover y otros que han permitido estudiar la cuestión colonial en el marco de la crisis internacional que trajo consigo la imposición del darwinismo en las relaciones internacionales y permitió caracterizar el signo de los tiempos desde la perspectiva de naciones emergentes y moribundas, como nos recuerda José María Jover en su 1898: Teoría y práctica de la redistribución colonial, un texto central para el desarrollo de una escuela que ha hecho de la política colonial y de las relaciones internacionales un objeto de estudio consolidado. Elena Hernández Sandoica, Rosario de la Torre o J. C. Pereira Castañares han desarrollado investigaciones que ya desde las relaciones internacionales (J. C. Pereira Castañares), desde la política colonial (E. Hernández Sandoica) o desde la política exterior (De la Torre) han permitido abrir el campo de la política española en función no ya de sus esquemas de política interna, sino del alcance que sobre ella mantenía la política colonial y exterior.

De esa enorme masa de publicaciones algunos trabajos colectivos constituyen un referente básico para observar el alcance de la crisis de fin de siglo tanto en su dimensión exterior como interior. De las dos grandes áreas en que se desenvuelve la realidad internacional de España, el Caribe y el Pacífico es sin duda la primera la que mayor atención ha merecido de la historiografía, sobre todo por el peso incuestionable que ha tenido Cuba para la política española. Aun contando con una Asociación propia y una revista especializada (Revista Española del Pacífico), los estudios sobre la España del Pacífico muestran en contraste con los del Caribe una considerable debilidad por más que haya que observar las aportaciones individuales y colectivas de autores como M. D. Elizalde, B. Pozuelo, Luis Togores y otros. Las Antillas, sin embargo, han contado con varias escuelas historiográficas que se han ocupado de su evolución histórica y del proceso de revolución y descolonización, desmenuzando las dimensiones económicas, geopolíticas y hasta culturales de Cuba y Puerto Rico, sobre todo de la primera. Desde los trabajos sobre la economía esclavista y su declinar en la segunda mitad del siglo XIX-H. S. Klein y S. J. Engerman (1983), R. J. Scott (1996)- hasta la relación entre imperio y crisis colonial -Ph. S. Foner (1973), Louis A. Pérez (1982), J. L. Offner (1992), C. Schmidt-Novara (1998)- se ha puesto de manifiesto que Cuba tuvo una presencia considerable en la historiografía norteamericana, pero también en la inglesa (H. Thomas, 2004).

Desde la perspectiva cubana a los trabajos clásicos de Moreno Fraginals se ha sumado una historiografía que ha puesto su interés en la dimensión nacional de las guerras con España. Los trabajos recientes de María del Carmen Barcia, Gloria García y Eduardo Torres Cuevas han relacionado emancipación nacional y cambio estructural en Cuba. Julio Le Riverend, P. Estrade, H. Pichardo Viñals, César García del Pino, Alicia Melis Cappa, Olga Cabrera y otros han indagado en las diversas manifestaciones de la vida cubana en la época colonial, con interés especial a sus relaciones con la metrópoli. Esta historiografía cubana se ha desarrollado ya desde las últimas décadas en fructífero diálogo con la española, generando unos trabajos de colaboración que han quedado perfectamente registrados en los libros coordinados por Consuelo Naranjo y Tomás Mallo (1994), Consuelo Naranjo (1992, 1998) y, sobre todo, Naranjo, Puig-Samper y García Mora (1998) en esa nación soñada que permite a especialistas españoles y extranjeros enriquecer su mirada sobre la colonización española en las Antillas y el Pacífico y los procesos de construcción nacional en ambos ambientes coloniales.

La historiografía española ha desarrollado aquí programas muy diversos, como queda contemplado en las ponencias presentadas a los encuentros sobre la crisis del 98, con registros de todo tipo. Entre ellos hay que destacar el dela Universidad Complutense que permitió la publicación de varios volúmenes coordinados por A. Niño y J. P. Fusi (1997), y por Octavio Ruiz-Manjón y Alicia Langa (1999), el que bajo el título de Los 98 ibéricos y el mar (1998) recogía en cuatro volúmenes el congreso del mismo título celebrado en Lisboa, el editado por R. Sánchez Mantero (1998) y el desarrollado en la Universidad del País Vasco.

La política colonial constituye, sin duda, un territorio privilegiado para determinar la realidad española al otro lado del Atlántico. Antonio Elorza y Elena Hernández Sandoica (1998) llevaron a cabo una caracterización de la política española y las consecuencias que ella tuvo para el fortalecimiento del nacionalismo cubano. Inés Roldán (2001) analizó en detalle la Unión Constitucional y el fracaso de los proyectos reformistas en Cuba, al tiempo que M. Esteban de Vega (1998), Paz Alonso Romero (2002), García Mora, Antonio Elorza y Marta Bizcarrondo (2001) en la historiografía española, y en la cubana M. A. de la Torre (1998) y P. Estrade (1999), entre otros, se ocuparon de estudiar el autonomismo antillano. Este conjunto de investigaciones permiten disponer hoy de aproximaciones a la realidad política de las colonias, la composición sociológica de los partidos, su orientación ideológica y su evolución política. La dimensión social y económica de las relaciones coloniales, de la propia estructura productiva cubana y de sus cambios en la segunda mitad del siglo XIX ha sido estudiada por A. Bahamonde y J. G. Cayuela (1993), mientras que J. Paniagua y J. A. Piqueras (1998), y C. Barcia (1998) han centrado su interés en la relación entre intereses económicos y grupos de presión.

De otro sesgo se presenta la historia social de Cuba en el último tercio del siglo XIX. Se trata de un territorio poco estudiado por la historiografía si se exceptúan los trabajos sobre el tráfico de esclavos, muy atendido por los historiadores norteamericanos y cubanos desde hace décadas e impulsados en España por el centenario de la abolición de la esclavitud en 1986. Como nos han recordado O. Zanetti (1994), A. Santamaría y C. Naranjo (1999) y finalmente I. Roldán de Montaud (2004), la realidad historiográfica sobre la sociedad cubana está experimentando cambios notables, se está ensanchando y se asiste a la aparición de estudios renovadores sobre otros grupos de aquella sociedad, compleja cultural, étnica y socialmente, que se fue fraguando al tiempo que desaparecían el trabajo forzado y crecían en las ciudades grupos de asalariados, con la urbanización y la modernización demográfica.

La dimensión interior de la crisis de fin de siglo constituye un ámbito específico. En el aspecto económico y social ya ha quedado perfectamente establecido el alcance de la crisis agraria que remite a una realidad económica internacional anterior y posterior. En un período de dominio de las politicas proteccionistas y de fuerte crisis agraria (Garrabou, 1985, 1988), la historiografía ha medido con fiabilidad el alcance de la crisis, el proceso de construcción del mercado nacional y sus límites, así como el repunte económico que representó la pérdida de las colonias a principios de siglo. A. Gómez Mondoza (1984) resaltó el papel del ferrocarril para la construcción del mercado nacional; José María Serrano (1987) y Marcela Sabaté Sort (1996) han explicado los marcos de la política proteccionista y su alcance antes y después del fracaso colonial, mientras que los efectos sociales y económicos expresados en la emigración han quedado bien determinados en los estudios de R. Robledo (1988) y Blanca Sánchez Alonso (1992, 1995).

Resulta evidente que la relación entre crisis agraria, protección arancelaria y estrechez del mercado interior constituyen elementos centrales de la crisis de fin de siglo en sus dimensiones sociales y económicas. Juan Martín Fernández (2005) ha estudiado las limitaciones de ese mercado interior en el proceso de consolidación y desarrollo del capitalismo español y Jordi Maluquer de Motes (1999) ha analizado el impacto de la guerra, de la repatriación de capitales y la política económica de los gobiernos de fin de siglo para evaluar las repercusiones reales de la pérdida colonial en España. Una realidad interior que, como ya había establecido la historiografía previa, tenía un alcance mucho mayor en lo que se refiere a la dimensión social y cultural. La crisis fue, sobre todo, una crisis de conciencia, lo que ha permitido una abundante bibliografía sobre el problema de España, sobre el regeneracionismo y finalmente sobre la aparición y desarrollo de los intelectuales (Santos Juliá, 2004).

Dentro de esa amplísima bibliografía cabe resaltar algunos trabajos que permiten al mismo tiempo un análisis detallado y una presentación sintética sobre las diversas realidades de la España finisecular. Vicente Cacho Viu (1997, 1998) ha hecho hincapié en la dimensión cultural, en la necesidad de observar la crisis de fin de siglo a través de sus componentes intelectuales y, sobre todo, resaltar el papel fundamental que para la regeneración del país presentaban las dos morales colectivas más importantes del momento, la que se asentaba sobre la ciencia y que representaba el institucionismo, y la del nacionalismo catalán, interpretado como un elemento básico para la modernización de España. Este universo cultural, donde la pugna entre modernización y tradición era constante, vio la aparición de un nuevo sujeto colectivo, los intelectuales, que Juan Marichal, E. Inman Fox, Vicente Cacho Viu, E. Valay, J. Casassas, Antonio Elorza, Paul Aubert, Carlos Serrano, Javier Varela, Santos Juliá, José Alvarez Junco, M. Suárez Cortina y otros han escrutado a través de su producción científica y cultural, de sus compromisos políticos o simplemente a través de una presencia pública que hizo de ellos un ingrediente central de la crisis de fin de siglo.

Esa España finisecular que pugnaba por entrar en el mundo desarrollado, que aún tenía dos terceras partes de su población analfabeta, observaba las resistencias internas para su efectiva modernización, como han resaltado los historiadores de la economía (C. E. Núñez, 1991), mostraba una clara desarticulación entre unas zonas más avanzadas y otras que aún sostenían modos de vida propios de tiempos precedentes, donde la cultura de la violencia (E. González Calleja, 1998) constituía un ingrediente cotidiano de la vida social y de la política, y donde el universo burgués de la Barcelona de fin de siglo contrastaba con la violencia anarquista en Andalucía, la represión de Montju'íc, y las movilizaciones populistas que Carlos Serrano, José Alvarez Junco y Ramir Reig han mostrado para Barcelona y Valencia. Es en este medio social de tránsito hacia la modernidad, de agudos contrastes sociales, de culturas políticas confrontadas, donde se observa con nitidez la dualidad de la España de 1900 que se han ocupado de caracterizar los autores de Más se perdió en Cuba (1998), magnífico cuadro de la realidad económica, social, política y cultural de la España de entre siglos. Una España bifronte, entre la caducidad que expresaba la derrota militar y diplomática de 1898 y una nueva España de regeneración que, a la vista de la historiografía más reciente, se presenta ajena a la imagen del fracaso y más ajustadamente ha de ser observada en su misma transición a la modernidad desde el paradigma del retraso que nos ha brindado la historiografía económica y social de las últimas décadas, de un modo específico J. Palafox y Juan Pablo Fusi (1998), pero también David Ringrose en su compromiso por rebatir el mito del fracaso (1996).

El regeneracionismo, visto como una corriente cultural y política central a la vida española de 1900, dispone de una abundante bibliografía, donde se han cruzado los resultados de la historia política, de la literatura y de la ciencia. José Carlos Mainer (1994, 2004) ha buscado en la cultura y la creación literaria los ingredientes básicos de la historia nacional para apostar por la definitiva superación del antagonismo entre modernismo y 98 y su clausura a partir de la denominación de fin de siglo que parece acoger mejor el conjunto de transformaciones conocidas por la España de 1900. La emergencia de la sociedad de masas, la eclosión de los intelectuales, la aparición de nuevos mercados culturales, las tentativas de democratización y la “civilización” de las luchas sociales, con el respeto a las legítimas reivindicaciones de las clases populares, parecen avalar esa nueva realidad de una España de fin de siglo que da por culminada una etapa e inicia otra, más ajustada a su dimensión peninsular, y a una modernización que todavía encuentra serias dificultades. El fin del Imperio, como nos recuerda Sebastian Balfour (1997) se llevó a cabo en un momento de difícil acomodación a la modernidad, con grandes quebrantos como se observaría en la Monarquía de Alfonso XIII.

8.3.La Monarquía de Alfonso XIII (1902-1917) en la historiografía reciente

La Monarquía de Alfonso XIII ha sido considerada habitualmente por la historiografía como una etapa autónoma dentro del conjunto de la Restauración. Si el período 1875-1902 constituye el núcleo básico del sistema, la quiebra colonial, la reducción de España a su dimensión peninsular, la experiencia de regeneración, reforma y frustración democrática, hacen de la Monarquía alfonsina un momento histórico con perfil específico, abierto además a unos cauces de modernización social que estaban ausentes en el período precedente. La historiografía de la etapa 1902-1917 ha hecho hincapié en estos elementos de ruptura con la etapa pre 98 y ha resaltado que regeneración, reforma y crisis expresan muy bien el momento de cambio que experimenta España a principios del siglo XX.

El regeneracionismo, como experiencia cultural y política de la España de entre siglos, ha tenido una atención desigual por parte de la historiografía, muy atenta al fenómeno regenerador en la década de los setenta, pero con una limitada aportación desde los ochenta. Cheyne (1981) y Ara Torralba (1994) han repasado la historiografía y bibliografía sobre el regeneracionismo, sobre todo en sus dimensiones literarias y ensayísticas. Desde la perspectiva política, sin embargo, han sido varias las aportaciones recientes. Sin duda, ha sido la figura de Joaquín Costa la que ha merecido más atención. Alfonso Ortí (1975, 1996) ha hecho un análisis detallado desde la perspectiva marxista y psicoanalítica de su obra y de sus presupuestos populistas, así como de la naturaleza social y política de las propuestas de reforma. Fernández Clemente (1989, 1998), Carlos Serrano y Jacques Maurice (1977), a su vez, han repasado su vida y obra para determinar el alcance de su aportación a la sociedad y cultura del fin de siglo, haciendo hincapié en su pensamiento económico, como pedagogo y africanista. La reedición de la literatura regeneracionista, sobre todo Costa, Maeztu, el primer Unamuno, Ganivet, Altamira, y de figuras de segundo orden como Vidal Fité, Enrique Diego Madrazo o Giménez Valdivieso, ha permitido reconstruir el universo intelectual y político de una generación que vio diversas maneras de sacar a España de su crisis nacional. Aunque desde la perspectiva ideológica el regeneracionismo se nos muestra como una realidad multivalente, resulta evidente, sin embargo, que la España de 1900 se presenta como un universo abierto a la regeneración. La idea de que era necesario aplicar fuertes reformas y regenerar al país fue un común denominador de las distintas fuerzas políticas, empezando por el propio Alfonso XIII, que se consideraba a sí mismo un regenerador más. Esa simbiosis entre regeneración y reforma que estaba en la base de los procesos de modernización que iniciaba España tras el 98 han quedado bien determinados, en sus potencialidades y límites, en el libro colectivo coordinado por Mercedes Cabrera y Javier Moreno Luzon (2002), Regeneración y reforma. España a comienzos del siglo XX.

La figura de Alfonso XIII, en su doble dimensión como hombre de su tiempo y como monarca, ha sido objeto de muy diversas interpretaciones. Javier Moreno (2003) ha reconstruido pormenorizadamente esa imagen que ha proyectado la historiografía sobre el rey desde los años veinte y treinta. Desde la tradición encomiástica que hacía del rey un patriota, un caballero, hasta aquella otra que lo consideraba un perjuro y un rey autoritario, la literatura ha estado cargada de valores a favor y en contra. Esa literatura estuvo mediada sobre todo por su posición política y tiene poco que ver con aquella otra que ha ido construyendo la historiografía de las últimas décadas, donde el análisis riguroso ha mostrado perfiles contradictorios en el monarca. Alfonso XIII, como hombre de su tiempo, osciló entre la modernidad y la tradición, imbuido de una cultura política gestada en el ambiente monárquico del siglo XIX, pero con las exigencias de tener que gobernar en un medio de profundos cambios sociales y políticos. Guillermo Gortázar (1986) ha mostrado esa faceta moderna del rey, como un hombre activo en el mundo de los negocios y abierto a las novedades técnicas de su época. Sin embargo, donde los debates historiográficos de ámbito académico han sido más significativos ha sido en el análisis de la acomodación de la Corona a las funciones que le asignaba la Constitución de 1876. Ya en los ochenta Antonio María Calero (1984) había indagado en el alcance que la prerrogativa regia concedía al rey, poniendo de manifiesto que la realidad social y política, el caciquismo, la debilidad de los partidos y el fraude electoral reclamaban la intervención del rey para el desarrollo de la alternancia política. En ese análisis desde el derecho constitucional, tanto M. García Canales (1987) como Solozábal Echevarría (1997, 1998) han resaltado que con Alfonso XIII, lejos de fomentarse un sistema parlamentario, por el contrario, el sistema se inclinó hacia posiciones autoritarias que culminaron en la dictadura de Primo de Rivera, poniendo de manifiesto hasta qué punto las decisiones del rey pesaron a la hora de concretar las atribuciones que le otorgaba la Constitución. Miguel Martorell (1997) ha estudiado la quiebra de las relaciones parlamentarias entre el final del turno y la crisis del verano de 1917. Recientemente ha sido Morgan C. Hall (1999) quien ha mostrado cómo esa intervención del rey en la dinámica política disminuía cuando los dos partidos estaban más cohesionados y tenían a su frente a políticos fuertes. No es de sorprender, pues, que los biógrafos del rey hayan puesto su atención en el carácter de Alfonso XIII como “rey polémico” -J. Tusell y G. Queipo de Llano (2001)- o como “un político en el trono” (J. Moreno, 2003).

Esa intervención adquiría una significación mayor sobre todo en dos territorios, el de la política exterior y el del Ejército. En el primero José María Jover (1999) ha señalado que el rey mostraba un alto conocimiento de los problemas y que actuaba de acuerdo con sus gobiernos. Pero no parece así en lo relativo al Ejército. Han sido varios los historiadores que han resaltado que la conducta del rey siempre se inclinaba a favor de las posiciones de los militares, dejando en una situación de debilidad a sus ministros de la guerra. Carolyn Boyd (1990), Gabriel Cardona (1983) y J. L. Gómez Navarro (1991) han encontrado al rey afín a las posiciones militares antes que a las civiles, más acorde con la idea de rey-soldado que de un monarca totalmente constitucional y parlamentario. Por su parte, Carlos Seco (1979, 1995, 2001) ha visto a Alfonso XIII como un apaciguador de las tensiones entre civiles y militares. Dejando a un lado la posición del monarca ante el golpe de Primo de Rivera, que ha facilitado un debate historiografía) de interés, lo cierto es que Alfonso XIII desde su acceso a la Corona siempre se identificó con la imagen de un regenerador que debía controlar a sus políticos, antes que éstos pudieran dominarle a él. El intervencionismo formaba, pues, parte de una cultura política que se había gestado en un medio poco proclive a la parlamentarización de la Monarquía.

El conocimiento de la evolución política tras el fin de siglo es hoy bastante detallado gracias a un conjunto de monografías que permiten radiografiar tanto la evolución de los partidos, como la vida y cultura política de sus líderes. En el terreno del conservadurismo hoy se conoce bien la evolución del partido gracias a los trabajos de Carlos Seco Serrano (1979, 1995, 1998), Javier Tusell (1995) y María Jesús González Hernández (1997). Los dos primeros a partir de un análisis de la evolución política del régimen, y M. J. González Hernández (1997) desde un detallado estudio de las concepciones políticas de Antonio Maura, de su labor de gobierno y de la naturaleza de la “socialización conservadora” que aplicó para la regeneración del país desde una perspectiva conservadora y católica. Del lado del Partido Liberal, Salvador Forner (1993) ha analizado el papel de Canalejas en la formación de un reformismo que inclinaba al partido hacia los planteamientos del nuevo liberalismo, y Carlos Ferrera (2002) ha mostrado la trayectoria política de Segismundo Moret y su componente fronterizo con la democracia. El liberalismo dinástico tenía, pues, una condición ambivalente, deseosa de abrirse a su izquierda, como en Moret, o con un programa social de amplio contenido que ubicaba al nuevo liberalismo en la línea del europeo del momento, como intentaba Canalejas.

Más allá de su contienda interior, liberales y conservadores mostraron también sus limitaciones, el fuerte componente clientelar y las dificultades de que sus estructuras de partido se acomodaran a las necesidades de una verdadera política democrática, como han mostrado los estudios de J. Varela Ortega (2000), Teresa Carnero (1997), Salvador Forner (1997) y M. Suárez Cortina (1997), entre otros. El proceso hacia una efectiva parlamentarización que caracterizó el tránsito del liberalismo a la democracia no fue posible en España, pues, cuando rompió el sistema de turno y el electorado se mostraba más interesado por la participación política, los gobiernos encontraron mayores dificultades para manejar las mayorías parlamentarias y optaron cada vez más por posiciones de corte autoritario o restringiendo mediante la reforma del reglamento de las Cortes su capacidad de frenar las posiciones gubernamentales, como han estudiado M. Cabrera y su equipo (1998).

La defensa de unos planteamientos democráticos en la España de principios del siglo XX provino, sobre todo, de esa oposición que representaron los republicanos, del radicalismo estudiado por J. Romero Maura (1989, 2000), José Álvarez Junco (1990), Ramir Reig (1982, 1986) y J. Cullá i Clara (1986), y de los institucionistas que tras la Semana Trágica lograron integrar a los intelectuales en un proyecto de reforma que contemplaba la accidentalidad de las formas de gobierno (M. Suárez Cortina, 1986, 2000). Hasta entonces la confrontación entre liberales y conservadores, dentro del sistema, y de monárquicos y republicanos fue constante. Esa tensión política se desarrolló en un momento fundamental de la vida europea, cuando se estaban incorporando las masas a la política y la cultura de la violencia iba poco a poco canalizándose en los sistemas representativos. España, como un síntoma de sus dificultades para una verdadera modernización, hubo de pasar por un motín popular, la Semana Trágica, que ha sido estudiada por J. Connelly Ullman (1972) de una manera completa, poniendo en estrecha relación las raíces económicas del anticlericalismo que caracterizó la sublevación de Barcelona.

La crisis del turno provocó la desarticulación de los partidos y el nacimiento de unas fracciones que han sido contempladas por la historiografía sobre todo a través de sus líderes. Antonio Maura a través de los trabajos de M. Cabrera (1985), J. Tusell y M. J. González Hernández; Eduardo Dato por el estudio de Carlos Seco Serrano (1978) ; Romanones por Javier Moreno (1998), y Santiago Alba por los de M. Cabrera, F. Comin y J. L. García Delgado (1989) y J. M.a Marín Arce (1990). El resultado combinado de estas biografías es un repaso a los problemas del sistema y a las diversas formulaciones que conservadores y liberales dieron a las demandas de la sociedad. Unas exigencias que se ponían de manifiesto en las presiones que los partidos extrasistema y las organizaciones sindicales y patronales ejercieron sobre un sistema político cuyas bases comenzaron a resquebrajarse a partir de 1914. El acceso a la política de masas, a la cultura parlamentaria y democrática se desarrollaba en España en plena mutación social, cuando entre sistema politico y cuerpo social se producían fuertes desajustes que representaban una amenaza clara de ruptura política y sin que los partidos, el sistema en su conjunto y la Corona alcanzaran a ofrecer soluciones viables a tamaños problemas. La crisis de 1917 fue su expresión más clara.

La historiografía sobre los efectos sociopolíticos de la Primera Guerra Mundial y la crisis del verano de 1917 han sido objeto de interés, pero aún requieren una investigación más exhaustiva que permita caracterizar en detalle la verdadera conformación de los hechos, los intereses en juego y la responsabilidad de los distintos agentes participantes. El impacto económico y la crisis social subsiguiente han sido bien estudiados por José Luis García Delgado y Santiago Roldán (1973, 1974) primero, y por J. L. García Delgado (1984), más tarde. La guerra mundial no sólo provocó una fuerte crisis social, sino transformaciones generales en los equilibrios económicos que se tradujeron, como se ha visto, en la potenciación de núcleos burgueses en Asturias, País Vasco y Cataluña y en una fuerte restricción de las condiciones de vida, del mundo proletario urbano y sobre todo del rural que generó un proceso de luchas sociales y de radicalización del movimiento obrero estudiados en sus líneas generales por Gerald Meaker (1978) y Carlos Forcadell (1978). El resultado iba a ser la reconstrucción del movimiento obrero, en su dimensión política y sindical, apostando por nuevos horizontes de organización y ensayando modelos de democracia industrial (A. Barrio Alonso, 1996) que representaron una experiencia novedosa, aunque fallida, en la cultura sindical del movimiento obrero español.

El resultado de ese impacto social y económico, pero también político, fue la crisis del verano de 1917 que la historiografía ha caracterizado en su triple dimensión: militar, política y social. Ya en los setenta J. A. Lacomba (1970) reconstruyó ese triple conflicto que hizo del Ejército y la Corona un elemento decisivo para el fracaso de la revolución, a la que se sumaron republicanos y socialistas. Más recientemente, E J. Romero Salvado (2002) ha reconstruido el proceso sociopolítico que arrancando de 1914 ha llevado a la crisis múltiple del verano de 1917 y cómo la Monarquía liberal sobrevivió al reto del verano, pero al precio de consolidar la alianza entre el trono y el Ejército, a expensas de las desacreditadas élites políticas, un proceso que C. Boyd (1990) ha revisado en detalle, en su análisis de la política pretoriana de Alfonso XIII.

La historiografía de la Monarquía de Alfonso XIII ha mostrado, pues, el potencial renovador que expresaba el regeneracionismo, pero también los límites que el sistema, de un lado, y los agentes sociales, de otro, presentaban para una efectiva modernización, para que ésta se desarrollara mediante cauces democráticos y no en la vía autoritaria que se percibe en los años que siguieron a la crisis de 1917. La derecha autoritaria estudiada por Gil Pecharromán (1994) y P. C. González Cuevas (2000, 2002), el movimiento maurista, en su doble componente democristiano y autoritario que nos han descrito M. J. González Hernández (1990) y J. Tusell y M. Avilés (1986), están en la base de esa confrontación que llevó a la izquierda a afirmar sus planteamientos revolucionarios, mientras la derecha se inclinaba hacia soluciones no parlamentarias. En ese proceso, la confrontación callejera entre anarquistas y sindicatos libres (C. Winston, 1989), la eclosión de la cuestión marroquí (La Porte, 2001) y el desgaste general del sistema habrían de impedir una salida parlamentaria y democrática que parecía apuntarse en el Gobierno de concentración dirigido por García Prieto desde diciembre de 1922. España encontraba, pues, dificultades para modernizarse mediante los supuestos de un Estado democrático y de reformas sociales. La vía autoritaria y corporativa tuvo más fuerza.

8.4.La oposición al sistema canovista en la historigorafía

Como en el resto de los diversos ámbitos cronológicos y temáticos, la oposición al sistema de la Restauración experimentó igualmente una notable renovación historiográfica, en unos casos desde las propias organizaciones y proyectos sociopolíticos -especialmente en el caso del carlismo y de los nacionalismos periféricos—, otras veces como resultado de la renovación general que ha experimentado en las décadas últimas la historiografía española sobre la contemporaneidad.

El carlismo ha sido uno de los campos donde la historiografía reciente ha volcado parte de sus recursos, al unísono de los propios procesos adaptativos que el proyecto carlista ha conocido tras el fin del régimen franquista. A la “vieja” tradición historiográfica del carlismo representada por autores clásicos del movimiento tradicionalista como Rodezno, Oyarzun, Gambra, Ferrero Del Burgo, desde la tradición democrática se ha generado una nueva generación que ha tratado de explicar el fenómeno del tradicionalismo a la luz de los nuevos retos que le ofrecía la situación política española de finales del franquismo y de la democracia. En ellos es perceptible tanto la militancia carlista como una respuesta a las demandas interiores del movimiento, en algunos casos con escisiones internas como resalta el fenómeno del socialismo autogestionario representado por Carlos Hugo de Borbón Parma. En este ambiente de debate interno del movimiento tradicionalista, y en medio de una nueva línea de investigación, cabe señalar varias tendencias historiográficas, unas de carácter más o menos ortodoxo, de afirmación de la tradición carlista, otras de abierta inclinación a la renovación y a una mirada más “progresista” de esa tradición que pusieron en cuestión el vínculo entre carlismo y franquismo y que en los setenta abordaron el estudio del carlismo haciendo hincapié en su dimensión popular y en el nexo que hubo entre el carlismo y el origen de los nacionalismos periféricos. Con mayor o menor grado de ajuste ésta fue la línea seguida por los estudios de Josep Caries Clemente (1990, 1995), de Evaristo Olcina (1974), de Emilio López Adán (Beltza) (1978) o de Javier Real Cuesta (1985). En todos ellos se trata de ofrecer una versión de la tradición carlista asociada a fenómenos populares y a nuevas demandas sociales y políticas que le separarían de una interpretación más conservadora, asociada a la derecha más dura de la historia de España y, sobre todo, al régimen franquista que habría manipulado y usurpado el potencial renovador y reformista atribuido a la doctrina tradicionalista.

Esta historiografía carlista conoció un fuerte impulso desde la década de los ochenta, cuando a la clásica historiografía académica sostenida por la “Escuela de Navarra”, bajo el liderazgo intelectual de Suárez Verdaguer, llevó a una nueva generación de jóvenes tradicionalistas a la formación de un frente historiográfico que se dotó de una revista y editoriales propias. Bajo el apoyo de la cúpula del tradicionalismo, la formación de la sociedad Aportes, S. A., se dio paso a la edición de una revista, Aportes, primero, y de una editorial más tarde, Actas, que tienen como cometido significativo el estudio de la historia e ideas del tradicionalismo. Esta iniciativa ha permitido un fuerte impulso de los estudios sobre el carlismo a través de las aportaciones diversas de autores como Alfonso Bullón de Mendoza, Francisco Asín Remírez de Esparza o Gabriel Alférez (1995). Su producto historiográfico es así doble. De un lado, desarrollaron una investigación acorde con los nuevos métodos de la historia, al tiempo que sitúan su trabajo en línea con la reivindicación y difusión de una tradición doctrinal y política en la que se encuentran plenamente inmersos. Esta línea investigadora, perfectamente perceptible al manejar la revista Aportes y una parte considerable de los títulos editados por Actas, tiene como cometidos el conocimiento del pasado carlista, pero también el fuerte sentido vindicativo de una tradición española que encuentra su fuerza en la religión católica y en el sentido “descentralizador” que caracterizó la propuesta política del tradicionalismo, en claro contraste con el centralismo que hubo en gran parte de la tradición liberal. En este marco cabe situar también los estudios sobre el carlismo de algunos historiadores extranjeros como Alexandra Wilhelmsen (1995) y de Stanley Payne (1996), de contenido católico y liberal conservador.

Con todo, no es necesariamente dentro de la historiografía interna al tradicionalismo donde encontremos los trabajos más interesantes para determinar el papel del carlismo y del tradicionalismo en la España contemporánea. Es indudable que a la tradición interna del carlismo debemos el rescate y reproducción de una amplia base documental, pero su “militancia” y lainserción en el interior del movimiento carlista resta en gran parte de fuerza a sus estudios, que son más una vindicación del movimiento que una investigación “independiente” del fenómeno tradicionalista. Esta historiografía externa, independiente, a menudo crítica con el fenómeno carlista, ha conocido notables aportaciones desde los años sesenta y setenta desde que autores como C. Seco Serrano, Jaume Torras y Julio Arostegui abordaran diversos planos de la experiencia carlista. Tras ellos, en los setenta y ochenta los trabajos de Vicente Garmendia (1984) sobre las relaciones entre carlismo y primer nacionalismo vasco, de Begoña Urigüen (1986), sobre las relaciones entre carlismo y neocatolicismo, de Eduardo González Calleja (1998, 1999), sobre la relación entre orden público, carlismo y violencia, o aproximaciones al desarrollo general del carlismo como Jordi Canal (1998), o bien sobre territorios o aspectos parciales como en Arostegui, de nuevo, Anguera, Pérez Ledesma, Vails, Rújula, Toledano González (1999) y algunos otros, cuyos trabajos han permitido reconstruir no ya la historia evenemencial del carlismo, sino el papel que en la historia contemporánea de España tuvo el fenómeno del tradicionalismo político, de su imaginario, recursos humanos y de la naturaleza de un proyecto que siempre se movió entre su tentación conservadora, arraigada en un sentido católico declaradamente “contrarrevolucionario” y el perfil popular que antes y después de la guerra civil mantuvo en algunas zonas del país.

Es el momento de buscar una convergencia entre esa historia interna, que han desarrollado los historiadores carlistas, con aquella otra que desde su exterior trata de ubicar adecuadamente el alcance del fenómeno tradicionalista, de sus ideas, bases sociales y, sobre todo, de la naturaleza y aportación a la historia de España en su proceso de modernización, cuando pugnaba por determinar su carácter reactivo o, por el contrario, sumarse al proceso de cambio que inevitablemente ha tenido la historia española del siglo XX. El vínculo del carlismo con la experiencia franquista vendría a limitar el supuesto carácter “progresista” con que trataron de dotarlo sus historiadores más comprometidos. Una confrontación entre las interpretaciones internas (Bullón, Asín, Alférez…), las afines (Payne) y las críticas (Canal, Pérez Ledesma, Rújula…) muestra que existen dificultades insalvables para establecer un consenso sobre la naturaleza y realidad de la tradición carlista en la España contemporánea. No es necesario incidir más aquí en las distintas aportaciones de la historiografía reciente sobre el carlismo entre 1868 y 1917, realizada con detenimiento por Jordi Canal en su síntesis reciente sobre el carlismo (2000).

También la historiografía sobre el republicanismo español de entre siglos ha conocido una fuerte renovación en las últimas décadas. De los estudios pioneros de Antonio Eiras Roel (1961) sobre el Partido Democrático, de Hennessy (1966) sobre el federalismo, de Gumersindo Trujillo y Antoni Junglar sobre Pi y Margall, o de Carlos Dardé (1974) sobre los programas republicanos hasta 1890, la nueva historiografía del movimiento republicano ha indagado no sólo en la relación entre federalismo y nacionalismo, en las diversas familias republicanas, sino también en los elementos de definición del republicanismo como una cultura política, diversa en su interior, pero bien determinada en su oposición tanto a las culturas liberales del sistema oligárquico como a la que sostuvieron socialistas y anarquistas. Son de resaltar en este sentido los trabajos colectivos coordinados por Nigel Townson (1994), José Antonio Piqueras y Manuel Chust (1996), y Casas Sánchez (2002), que permiten un acercamiento más detallado a los diversos perfiles que ofrece el movimiento republicano en sus diversas manifestaciones territoriales, sociales y políticas, pero sobre todo en la fisonomía de cada partido político y en los componentes centrales de su cultura política.

Una mirada al movimiento republicano desde el Sexenio democrático pone de manifiesto que bajo el enunciado de republicanismo encontramos un conjunto extremadamente variado de proyectos sociopolíticos que alcanzan desde los límites del sistema restaurado, de un republicanismo que se afirma a partir de los principios de la liberaldemocracia, hasta un federalismo radical que se introduce casi de un modo directo en las ambiciones e imaginario del anarquismo, con el que comparte tanto un individualismo como un radicalismo comunitario de difícil adscripción en las instituciones. Aún no disponemos de una síntesis completa de este complejo mundo republicano, pero los estudios territoriales, de los diversos partidos y las biografías de ilustres republicanos permiten conocer en detalle la naturaleza y alcance de los diversos proyectos sociopolíticos del republicanismo. La primera nota de los estudios recientes ha sido el carácter regional o provincial en que se han ubicado las investigaciones. No son pocas las regiones que disponen de monografías sobre el republicanismo: las de Gutiérrez Lloret (1989) para Alicante, de Ángel Duarte (1990) para Cataluña, de Fernando Martínez (1986) para Almería, de Arcas Cubero (1986) para Málaga, de Germán Reguillo (2001) para Castellón, Masdias Quiniela (2000) para La Coruña, Villanueva Herrero(1993) para Teruel, y Frías Corredor para el Alto Aragón, entre otros, han permitido establecer una fisonomía de la implantación social y de los resultados electorales de las diversas familias republicanas en cada lugar.

Más allá de esta caracterización global del republicanismo como un fenómeno “unitario”, opuesto al carlismo y al liberalismo oligárquico, llama la atención la existencia de algunas monografías sobre los diversos partidos republicanos, como el que desarrolló Pérez Roldán (2001) sobre el Partido Federal madrileño en el Sexenio democrático. Aunque está concebido de un modo clásico, descriptivo y poco acomodado a la explicación de las diversas culturas políticas que subyacen al proyecto federal, permite un acercamiento detallado a la evolución de sus comités y a la dinámica interna del mismo. De otra naturaleza se presentan los estudios de López Casimiro (1992), donde analiza la relación entre republicanismo y masonería en Badajoz, o el más reciente de Morales Muñoz (1999) sobre la sociabilidad republicana en Málaga, aplicando una metodología tomada de la historiografía francesa sobre sociabilidad y política.

Aunque el movimiento republicano es de difícil caracterización social, pues ha sido apoyado por sectores tan distintos como una élite intelectual, grupos de las burguesías comercial y agraria, y unas clases populares rurales y urbanas de componentes muy variados, la relación entre republicanismo y sociedad ha sido objeto de interés muy reciente, sobre todo en Cataluña y en Andalucía. En Cataluña la relación entre movimiento obrero y republicanismo ha merecido la atención detallada de Pere Gabriel, que ha mostrado la persistencia de una relación intensa entre ambos movimientos en el marco de la modernización social y política catalana. En Andalucía, por su parte, López Estudillo (2001) ha estudiado las relaciones mantenidas entre el republicanismo y el anarquismo, en medio de una profunda revisión de las estructuras sociales y políticas en tierras de latifundio. El republicanismo rural no fue una exclusiva andaluza, pues en gran parte del país los republicanos encontraron un arraigo considerable entre pequeños propietarios y, sobre todo, en arrendatarios de Castilla y León, de Asturias y especialmente en Cataluña, donde resalta el carácter republicano de la Unió de Rabbasaires estudiada por A. Balcells (1968) y por Jordi Pomés (2000).

De otra naturaleza se presentan los estudios que vinculan el movimiento republicano con la ciencia, el pensamiento y las diversas corrientes culturales y filosóficas. La relación entre ciencia, progreso y pensamiento secularizado ha sido una constante en el movimiento republicano desde sus inicios. El movimiento republicano siempre había sostenido el papel central de la educación como un ingrediente básico del progreso humano y del futuro triunfo del republicanismo. Los estudios de Capitán Díaz (2002) sobre la relación entre educación, escuela y República muestran el compromiso del republicanismo con la escuela obligatoria y gratuita financiada por el Estado para toda la población. Ya desde el krausismo (Capellán de Miguel, 1999), desde el krausoinstitucionismo (Suárez Cortina, 2000) o desde el pensamiento hegeliano (García Casanova, 1982), la relación entre filosofía del progreso y ciencia fue una constante entre las diversas culturas políticas republicanas. Un análisis detallado de los procesos de formación de las diversas culturas republicanas lo ha desarrollado Román Miguel González en una tesis doctoral leída en la Universidad de Cantabria (2005) y de la que ha presentado recientemente algunos avances.

Con todo, es seguramente desde el terreno de la biografía donde el republicanismo ha encontrado mejor respuesta en la historiografía reciente. Desde la ya clásica biografía política de Antoni Jutglar sobre Pi y Margad (1975), los estudios biográficos sobre diversas figuras republicanas han ido en aumento. En unos casos desarrollando la biografía junto al análisis ideológico y la caracterización del movimiento político, como ha hecho Alvarez Junco para estudiar el populismo y la demagogia política de Alejandro Lerroux (1990). En mayor o menor grado, los grandes líderes del republicanismo histórico disponen de biografías que permiten reconstruir los diversos horizontes intelectuales y las propuestas políticas de las diversas familias republicanas. Así, Castelar ha recibido atención por parte de Maria Jesús Cava Mesa (1984), Pedro Farias García (1999), José Luis Bazán López (1999), Glicerio Sánchez Recio (2000) y, sobre todo, de Jorge Vilches (2001). Gumersindo de Azcárate, por su parte, ya dispone de una magnífica biografía intelectual elaborada por Gonzalo Capellán de Miguel (2005), y Ricardo Macías Picavea ha merecido la atención de Fernando Hermida de Blas (1998) y de Laura Serrano Blanco (1999). De todos los republicanos, quien tal vez ha ocupado mayor atención, ya por su perfil literario y periodístico (Laguna Platero, 1999), ya por el directamente político, ha sido Blasco Ibáñez, primero por León Roca (1978) y más tarde por Ramir Reig (1987) y Joan Mira (2004). Otros republicanos como Labra (Hernández Sandoica), Posada (Laporta) o Melquíades Álvarez (Suárez Cortina, 1986; José Girón, 2002) también han encontrado acomodo en la historiografía reciente.

El ámbito temático que ha encontrado un auténtico boom historiografías ha sido el que se refiere al desarrollo de los nacionalismos y regionalismos periféricos. Al amparo del Estado de las Autonomías y del nacimiento de programas editoriales de las instituciones locales y regionales, la historia de los nacionalismos y regionalismos ha sido muy prolífica, sobre todo en Cataluña, País Vasco y Galicia. El resultado ha sido la multiplicación de historias locales y regionales que a menudo hace difícil la síntesis nacional. Tras la potenciación de los nacionalismos periféricos, la nación como sujeto histórico e historiográfico está viviendo una fuerte confrontación entre aquella que se refiere a España como Estado y nación, y aquella otra que remite a los nacionalismos y naciones sin Estado, sobre todo Cataluña y el País Vasco. Unas y otras han conocido un conjunto de estudios que han hecho del proceso de construcción nacional, de la creación de una identidad, un elemento significativo de su comprensión a partir de los procesos de la invención de la tradición -Juaristi, (1987), De la Granja (1995), Elorza (2001), Suárez Cortina (1994), I. Fox (1997)…-o de la construcción de la nación (nation building) -Beramendi (1994), Nuñez Seixas (1993).

Frente al carácter general de los estudios sobre los nacionalismos vasco, catalán y gallego, el nacionalismo español de la época liberal ha recibido una atención desigual, pues si bien es cierto que España como objeto historiográfico ha conocido una atención permanente, no es menos cierto que ésta no se ha ocupado del mismo modo del proceso de nacionalización español, hasta el punto que historiadores como Borja de Riquer han resaltado que la emergencia y fuerza de esos nacionalismos ha provenido de la propia debilidad nacionalizadora del Estado liberal español. Esa dialéctica fuerza/debilidad del nacionalismo español frente a la emergencia del catalán y el vasco ha reanimado una línea de investigación sobre el nacionalismo español que ya ha dado sus primeros frutos en los trabajos de Borja de Riquer (2000), Fusi (2000) y más recientemente José Alvarez Junco (2001). De este incipiente debate está surgiendo una línea de investigación sobre los mecanismos de socialización del nacionalismo español que ya han ofrecido unos primeros resultados ofrecidos por el monográfico de Afers (2004) sobre la construcción de España en el siglo XIX. Unos y otros han venido a mostrar la complejidad de la construcción de la nación española, la diferencia de intensidad que ese proceso ha tenido en cada zona y la coexistencia durante décadas de proyectos regionales y nacionales complementarios, como muestra la cultura catalana del siglo XIX estudiada por J. L. Marfany (1995) y José María Fradera (2002).

Fuera por razones de debilidad del proceso nacionalizador español, por la propia capacidad de los nacionalismos periféricos de leer la realidad política e histórica desde sus propios intereses y perspectivas, lo cierto es que la historiografía de las últimas décadas ha experimentado un enorme impulso bajo el desarrollo y consolidación del sistema autonómico. En Cataluña, País Vasco y Galicia, más que en ningún otro lugar, la historia se ha puesto al servicio de la política, y las polémicas historiográficas, de una forma directa e indirecta, expresan a su vez posiciones políticas confrontadas. El mejor ejemplo ha venido dado en Cataluña por el debate entre varios historiadores, bien representados en las figuras de Enric Ucelay da Cal (1990) y Albert Balcells (1994). La cuestión nacional -catalana, vasca, gallega o española— ha contribuido a fortalecer la asociación entre nacionalismo e historiografía nacional, ya sea interpretado éste como español, catalán o vasco. Una muestra de este estado de la cuestión se puede consultar en los trabajos de Borja de Riquer para Cataluña, De la Granja para el País Vasco y Beramendi para Galicia recogidos en el libro Tuñón de Lava y la historiografía española (1999).

El nacionalismo catalán ha conocido desde mediados de los sesenta una investigación permanente, derivada no sólo del propio proceso histórico que hizo de la cultura y lengua catalanas elementos básicos de su propia identidad, sino del peso que Cataluña, y dentro de ella el propio nacionalismo catalán, tenía para España en su conjunto. Al dominio que la erudición nacionalista y localista tuvo desde la década de los sesenta, a partir de la transición y en medio de la expansión universitaria los estudios sobre el nacionalismo -su origen histórico, ideología, resultados electorales, estructuras sociales, etc.- han conocido una pléyade de publicaciones. De esa abundante literatura cabe resaltar un conjunto de investigaciones que, más allá de su adscripción nacionalista o crítica con el fenómeno nacional catalán, han proporcionado un buen conocimiento de las diversas dimensiones -sociales, políticas e ideológicas- que presenta el catalanismo político. Desde finales de los sesenta son muchos los estudios sobre los diversos partidos catalanes de la época liberal. A la obra ya clásica de Solé Tura (1970) sobre la relación entre catalanismo y revolución burguesa, de Trías Vejarano (1975) sobre Almirall y los orígenes del catalanismo, de J. A. González Casanova (1979) sobre la relación entre federalismo y autonomía desde el Sexenio democrático, de Borja de Riquer (1977) sobre la Lliga Regionalista, de A. Balcells (1977) sobre la relación entre marxismo y catalanismo, los estudios sobre el nacionalismo catalán en sus diversas facetas culturales y políticas han seguido creciendo. Ya a través de obras de síntesis (Balcells, 2004; Roig Obiol, 1998), del estudio del nacionalismo como un factor de modernización (Cacho Viu, 1998), de la conexión del hecho nacional con el republicanismo (A. Duarte), o de las diversas propuestas catalanistas, como las Bases de Manresa (Gasol, 1989; J. Termes y A. Colomines, 1992) el fenómeno nacional catalán ha sido analizado desde todos sus registros.

De esos aspectos el más fecundo ha sido el de la biografía política, con buenos resultados tanto en lo relativo a políticos del espectro nacionalista como fuera de él. Cómo no llamar la atención sobre los trabajos de Fradera sobre Jaume Balmes (2003) o de Anguera sobre el general Prim (2004). En la órbita directamente catalanista las biografías sobre Cambó de E. Jardí (1995), de Riquer (1999 ) y de Ucelay (2003), que se escapan a la cronología de este volumen, representan una investigación fundamental para la comprensión de la figura humana y política del líder nacionalista catalán. Sobre Valentín Almirall, al libro ya clásico de Trías Vejarano se le suman los de J. M. Figueres e I. Molas, y Prat de la Riba ha conocido aproximaciones diversas de Solé Tura, J. Benet, E. Jardí, E. Ucelay y otros. Duran i Bas, Pi, Bastardas, etc., han realizado igualmente trabajos específicos. Producto de estas investigaciones tan diversas es la existencia de varias historias de Cataluña contemporánea donde el catalanismo, en su sentido más amplio, y el nacionalismo catalán, en su dimensión más específica, han conocido estudios detallados. Por el volumen de los equipos de investigación, la presencia de un universo editorial -en catalán y en español- muy fuerte, y por el peso que en la sociedad catalana se concede al conocimiento histórico, habría que concluir que dentro de España Cataluña es, sin duda, el ámbito más estudiado de todo el Estado.

De distinta naturaleza se presentan los estudios sobre el fenómeno nacional en el País Vasco. Como nos ha recordado José Luis de la Granja, el estudio científico del nacionalismo vasco es muy reciente, proviene de la década de los sesenta, cuando poco a poco fue relegando la producción científica de la erudición. Dentro de la historiografía vasca de los setenta el fenómeno nacional tuvo que ser asociado a dos procesos básicos de su realidad histórica: el declinar del carlismo y la emergencia de la sociedad industrial y minera que caracterizó el mundo vasco desde las décadas finales del siglo XIX. La dimensión socioeconómica de esos cambios ha quedado bien caracterizada por los estudios de J. P. Fusi (1975), M. González Portilla, M. Montero, L. Castells y E Luengo, entre otros. La derrota del carlismo y la radicalización del fuerismo se asocia a la propia emergencia del nacionalismo vasco, y de ello son buena muestra los estudios de J. Fernández Sebastián sobre el fuerismo en el siglo XIX, de J. Real Cuesta sobre el carlismo en el fin de siglo, de Castells sobre fuerismo y concierto económico (1978) y de J. Corcuera sobre el primer nacionalismo vasco.

Desde entonces la historiografía sobre el nacionalismo vasco ha mostrado perfiles muy distintos, según la adscripción ideológica y profesional de los historiadores. A una historiografía de carácter abiertamente nacionalista, a menudo poco rigurosa con los hechos históricos, se suma una amplia gama de investigaciones provenientes de la antropología, de la ciencia política, del derecho constitucional, del periodismo o de la historiografía propiamente dicha. Desde una perspectiva crítica con la mitología del nacionalismo, Elorza, Aranzadi, Juaristi, De la Granja y algún otro historiador han puesto en cuestión algunos de los mitos fundamentales del nacionalismo vasco. Juan Pablo Fusi (1984) ha resaltado el carácter plural de la sociedad vasca y la necesidad de crear marcos de convivencia entre nacionalistas y no nacionalistas. L. Mees ha analizado la relación entre nación y clase, entre movimiento obrero y cuestión nacional (1991, 1992). J. Aranzadi (1981), J. Juaristi (1987), J. L. de la Granja (1994) y J. M. Sánchez Prieto (1993) han puesto en cuestión gran parte de las construcciones identitarias vascas, asentadas sobre la afirmación de la hidalguía universal y una supuesta independencia que trata de sustentarse sobre la herencia foral. De esta amplia historiografía nos queda una imagen bien definida del nacionalismo vasco como una experiencia histórica que nace como reacción al declinar de la vieja sociedad tradicional, a la derrota del carlismo y del fuerismo y que se postula como una respuesta a las bruscas transformaciones experimentadas por la sociedad vasca en las décadas finales del siglo XIX. La ideología aranista, xenófoba, intransigente y de un catolicismo integrista ha ido evolucionando con los años para propiciar un nacionalismo vasco en los años treinta más flexible y abierto a las realidades de la política moderna. Las monografías de José Luis de la Granja (1995, 2000), y Mees, De Pablo y Rodríguez Ranz, (2001) ofrecen una visión muy ajustada de los límites y realidades de un movimiento político que recorre la historia vasca de la época contemporánea.

La historiografía gallega también ha prestado atención al regionalismo y nacionalismo. Desde la década de los ochenta se ha asistido a un fuerte impulso de la investigación, y desde la antropología, la sociología, la ciencia política y sobre todo la investigación histórica se dispone de una amplia producción sobre la relación entre estructura económica y social y desarrollo político, de la naturaleza del provincialismo gallego y de su consolidación como regionalismo primero y nacionalismo después, tras la formación de las Irmandades do fala. Los principales líderes del regionalismo y nacionalismo -Murguía, Brañas, Risco o Castelao- ya disponen de sus biografías, y el nacionalismo como fenómeno ideológico y político ha recibido la atención detallada de Ramón Máiz (1984), de X. R. Barreno (1977) y sobre todo de Justo Beramendi (1981, 1997) y Xosé Manuel Núñez Seixas (1992).

De menor entidad se presenta la realidad del resto de los regionalismos y nacionalismos periféricos que en Valencia, Andalucía o Aragón se desarrollaron desde principios del siglo XX. La historiografía sobre estos movimientos y partidos regionalistas ha experimentado igualmente un fuerte impulso tras la transición democrática. Así, los trabajos de González Molina y Sevilla Guzmán (1987) y Lacomba (1988) para Andalucía, los de A. Peiró y B. Pinilla (1981) para Aragón, los de E. Orduña para Castilla y León, los de A. Cucó para Valencia o los de J. Sánchez para Extremadura, ponen de manifiesto esa realidad plural de una España que a menudo fue leída en términos centralistas, que ignoraban la presencia de propuestas descentralizadoras que no siempre pusieron en cuestión España ni como Estado ni como nación. Una buena muestra de todos esos registros ha quedado bien determinada en la magnífica síntesis que sobre los nacionalismos periféricos han ofrecido recientemente De la Granja, J. L., Beramendi, J. y Anguera, P. (2001).

8.5.La política exterior española ( 1868-1917) en la historiografía

La política exterior española en el período que va desde la Gloriosa hasta 1917 ha sido objeto de atención de disciplinas tan afines, pero a la vez distintas, como la historia diplomática, la historia de la política exterior y la de las relaciones internaciones. Manuel Espadas ha mostrado el complejo universo y la pluralidad de referentes que debe contemplar una política exterior, y José Luis Neila (2001) ha resaltado los marcos estructurales, culturales y conceptuales que han llevado a la formación de una disciplina dedicada a las relaciones internacionales. José María Jover (1999), por su parte, ha establecido las líneas maestras de la evolución de la política exterior española a lo largo de los siglos XIX y XX, resaltando que a pesar de la necesaria acomodación a la situación de cada época o lugar, la política exterior española no ha experimentado cambios profundos y que se movió, en sus líneas generales, bajo los esquemas diseñados en la década de los treinta del siglo XIX: en el entorno de la cuádruple alianza, siempre condicionada por su posición geográfica y el carácter débil que la caracterizó como Estado.

Dentro de estas líneas genéricas la historiografía ha ahondado en las política específicas en cada momento histórico, prestando atención a aquellos marcos de referencia a que obligaba la presencia de las colonias en las Antillas y el Pacífico, la relación bilateral con Francia, Alemania, Italia, Estados Unidos y el Vaticano y, en conjunto, por la presencia española en América latina, por la vecindad con Portugal y finalmente por la política colonial con el norte de Africa, el otro polo de atracción de España en el marco de las relaciones internacionales.

Los estudios sobre política exterior durante el Sexenio democrático muestran que España hizo el cambio político sin alterar sustancialmente sus relaciones exteriores, por más que los ideales democráticos, insuflados de una utopía armonista y europeísta, quisieran sustituir la cautela mostrada por Balmes y Donoso Cortés, de ánimo aislacionista, por otra de fuerte contenido utópico, como nos ha mostrado María Victoria López Cordón (1975, 1981). La situación internacional de España iba a mostrar todos sus registros en el momento en que la búsqueda de un rey delataba la compleja malla que movía el equilibrio europeo. Los estudios de Javier Rubio (1989) y Manuel Espadas (1975) explican las filigranas y equilibrios que hubo que ajustar para lograr un monarca aceptable por Francia, Inglaterra y Alemania. Y cómo en la búsqueda del rey español se produjo el leit motiv que llevó a la guerra francoprusiana de 1870. De otro lado, la presencia de Amadeo de Saboya en el trono español iba a generar una difícil situación con el Vaticano que, desde el reconocimiento del reino de Italia por el Estado español, hizo de la cuestión romana un elemento básico pero, al mismo tiempo, como ha estudiado I. M.a Pascual Sastre (2001), abrió una nueva etapa en la$ relaciones de los demócratas españoles con el Reino de Italia.

La cuestión cubana, por su parte, iba a focalizar gran parte de los esfuerzos diplomáticos, ante la sublevación de Céspedes, los intentos de compra de la isla por parte de EE UU y la acción de la diplomacia bismarckiana que estudió Luis Alvarez Gutiérrez (1988). La posición española se mostraba cargada de dudas, porque al optimismo mostrado por progresistas y demócratas en su concepción de las relaciones internacionales se imponía una debilidad que alcanzó su mejor expresión tras la implantación de la Primera República, cuyo aislamiento no pudo suavizar el reconocimiento de Suiza y EE UU. Más aún, fue con esta última potencia que España tuvo un conflicto —el hundimiento del Virginius- que pudo generar en guerra de no mediar una ágil gestión de Castelar ante las autoridades americanas (M. Espadas, 1981).

Los componentes progresistas y utópicos del pensamiento internacional republicano han sido minuciosamente estudiados por María Victoria López Cordón (1975), mientras que el intento de fundir España y Portugal, a imagen y semejanza de las uniones alemana e italiana a través de la Unión Ibérica, iba a resultar un fracaso considerable, por más que el ideal iberista permaneciera como un elemento clave del progresismo y democratismo español hasta el fin de siglo. López Cordón (1975) y José Antonio Rocamora (1993), de parte española, y Fernando Catroga y Antonio J. Telo (2001) del lado portugués, han contemplado los diversos elementos culturales y políticos que movieron durante décadas el iberismo español resaltando, a su vez, las resistencias y temores que el proyecto tuvo entre los lideres políticos de la nación vecina. Con posterioridad al proyecto iberista las relaciones entre los dos vecinos peninsulares pasaron por muchas dificultades, como nos han mostrado los estudios detallados de Hipólito de la Torre. Desconocimiento mutuo, temor, sospecha de intereses colonialistas en España, sobre todo de parte de Alfonso XIII, dieron lugar a unas relaciones bilaterales teñidas de desconfianza. Los diversos trabajos de H. de la Torre sobre las relaciones hispanolusas (1983, 1984, 1988, 2002), de Antonio J. Telo (2001) sobre las percepciones recíprocas, o de Alicia Alted (1998) constituyen una aportación decisiva para la comprensión, no ya de las relaciones entre ambos países, sino de la propia naturaleza de Portugal, de sus encrucijadas y del papel que en ellas correspondió a España, ese vecino que infunde inquietud y temor.

La Restauración iba a marcar un giro considerable en la percepción de cuál debía ser la política exterior española. Antonio Cánovas, sensible a la idea de la decadencia de España, resaltaba que lo prioritario estaba en consolidar la nueva Monarquía y practicar una política de “recogimiento” que ha estudiado minuciosamente Julio Salom Costa (1967, 1999). Más allá de ese proteccionismo practicado en las relaciones exteriores, España se encontró en la necesidad de lograr el reconocimiento de las diversas potencias al nuevo reinado. Manuel Espadas (2000) y Javier Rubio (1998) han caracterizado ese proceso en su complejidad, mostrando la rapidez del mismo en el caso de Alemania e incluso con Francia, pero al mismo tiempo las dificultades encontradas con el Vaticano, que pugnaba por que en España se impusiera la unión católica. Cristobal Robles (1985), Javier Rubio y el mismo Espadas han diseccionado ese momento de incertidumbre con un papado que con posterioridad iba a manifestar un gran interés por los asuntos españoles y se mostraría como un aliado firme de la política canovista.

El recogimiento de Cánovas derivó en una mayor apertura que Moret dio a la política exterior que desarrollaron los liberales con su vinculación a la Triple Alianza, en una política de acercamiento a Italia que trataba de poner en práctica su “política activa”, como una clausura del aislamiento o recogimiento practicado por el político conservador. La lógica del momento estaba presidida por el impacto de la Conferencia de Berlín, y por el desarrollo de un darwinismo en las relaciones internacionales que fomentó los acuerdos bilaterales y la búsqueda de garantías para los territorios ultramarinos. Julio Salom Costa (1997) ha señalado los tres momentos de esos acuerdos que llevaron del recogimiento a un aislamiento que se hizo visible en 1896 en la guerra con Cuba primero y con EE UU más tarde. Es el momento en que las relaciones diplomáticas estuvieron muy mediadas por los intercambios comerciales y la percepción que las distintas sociedades tenían de la situación internacional de su país. Rosario de la Torre (1997) ha mostrado las líneas maestras de esa política exterior en la década final del siglo a partir del viraje proteccionista, contemplando los lugares más sensibles para la situación internacional de España: Gibraltar y la situación estratégica del Mediterráneo, el fracaso de la renovación de la Triple Alianza, los problemas planteados en Filipinas, los intentos de lograr una garantía internacional para Cuba y la negociación del memorándum de 1896.

En tiempos de darwinismo social, como ha mostrado José María Jover (1979), la búsqueda de protección a los intereses nacionales llevó a acuerdos bilaterales entre países. Las relaciones hispanobritánicas en el fin de siglo han sido estudiadas en detalle por Rosario de la Torre (1988), explicando las circunstancias que rodearon sus relaciones y el papel que dentro de ella tuvo el tema de Gibraltar (Jover, 1976). Fernando García Sanz (1993) ha analizado las relaciones entre España e Italia, en el marco de las bases de intercambio comercial, y por su parte Antonio Niño (1988) ha reconstruido el territorio común de la cultura y las relaciones exteriores entre Francia y España a lo largo de la Restauración.

La cuestión colonial marcó de una manera decisiva las políticas externas y la diplomacia española en el fin de siglo. A mediados de los setenta J. W. Cortada (1977) había realizado un recorrido por las directrices que habían presidido las relaciones entre Estados Unidos y España en el tiempo largo, y Javier Rubio García-Mina (1995), en los noventa, lo hizo para los inicios del reinado de Alfonso XII. La realidad de esas relaciones que acabarían llevando a la guerra de 1898 ocuparon de un modo significativo a varios historiadores anglosajones como Gerard F. Linderman (1974), D. F. Trask (1981),R. Carr (1984) o J. L. Offner (1992, 1997), que ha explicado la trayectoria de EE UU en Cuba y las claves internas en que se movió su política en los momentos previos a la guerra. Ante la inminente guerra con Estados Unidos, España trató de movilizar todos sus recursos diplomáticos para evitar la confrontación. Se buscaron apoyos para la Reina Regente en Austria-Hungría (L. Álvarez Gutiérrez, 1988) y se intentó, sin éxito, una mediación del Vaticano en el marco de las alianzas europeas del momento, estudiada por Cristóbal Robles (1991).

La situación en el Pacífico también ha sido revisada por la historiografía reciente a través de un conjunto de trabajos coordinados por M. D. Elizalde (1997) que presta atención a las dimensiones coloniales y culturales desde el siglo XVIII hasta el período poscolonial. Florentino Rodao (1989) y Luis Eugenio Togo res (1997) han hecho un repaso general a esas relaciones entre España y las colonias del Pacífico que están presentes igualmente en los trabajos coordinados por C. Naranjo.

Otros dos territorios de especial relieve para la política exterior española de la Restauración han sido Hispanoamérica y el norte de África. El caso de las relaciones con las repúblicas hispanoamericanas pasó por una singular situación, de alejamiento e incomprensión del sentido que tuvo la emancipación de unas colonias con las que se podía haber mantenido una intensa relación diplomática. Tal vez el mantenimiento de Cuba y Puerto Rico desvió la atención de la importancia de sostener con las repúblicas del centro y sur una relación más intensa. Llama la atención la crisis nacional que representó en el fin de siglo la pérdida de las Antillas con la indiferencia con que se había vivido la quiebra de la gran parte del imperio colonial en el primer tercio del siglo XIX. A lo largo de todo el siglo la política española no se ocupó de mantener unas relaciones comerciales y culturales sólidas con las repúblicas americanas, prestando atención a sus elementos internos, con una acentuada pasividad político-internacional, y su marginalidad respecto a los centros de decisión y de poder de la política mundial y su aislamiento. Las líneas maestras de esa relación con las repúblicas han sido estudiadas por Jerónimo Becker, Javier Delgado y Jorge Castel, y más recientemente por Carlos M. Rama (1982), Carlos Malamud (1992), Juan Carlos Pereira y Ángel Cervantes (1992), Isidro Sepúlveda Muñón (1994) y Celestino del Arenal (1994). Lorenzo Delgado Gómez-Escalonilla (1995), por su parte, ha revisado con detenimiento la historiografía sobre la política exterior española con América latina entre 1898 y el final del régimen franquista.

En la Restauración un conjunto de efectivos del institucionismo -Labra, Altamira, Posada— reiteraron la necesidad de fortalecer la relación con las repúblicas sudamericanas, de restablecer un hispanismo que debía hacer de la cultura un elemento central en la recuperación de las relaciones con las viejas colonias (Almudena Mejías Alonso, 1999). Este hecho no fue efectivo hasta comienzos del siglo XX, cuando la idea de regeneración desarrolló como uno de sus derivados el fortalecimiento de las relaciones con el universo social y cultural de Hispanoamérica. El hispanoamericanismo nació así como un revulsivo más de nuestra identidad nacional, como un producto de la experiencia traumática del desastre y cuando, como resultado del cuarto centenario de 1492 primero, y con el de Cervantes en 1905 poco después, se dio salida a una idea de cultura hispana antes no desarrollada. Los trabajos de F. B. Pike (1971), de Ángel Martínez de Velasco (1984) y de Antonio Niño (1993), representan una recuperación de un territorio que en la política exterior española aparece claramente desdibujado. El conjunto de trabajos reunidos por P. Pérez Tabernero y N. Tabanera (1993) así lo dejan de manifiesto. ¿Qué rasgos definen ese nuevo americanismo, complejo a veces desde la perspectiva ideológica? Se trata, como han resaltado Antonio Niño (1987) y Celestino del Arenal (1994), de una variante liberal del movimiento regeneracionista, con una incidencia sobre todo en medios intelectuales, con un peso de la iniciativa privada, que muestra una clara confianza en la capacidad de España para ejercer su liderazgo en América latina, y finalmente se presenta como un intento de contrarrestar la política panamericanista desarrollada por Estados Unidos. Aunque ese acercamiento a las repúblicas hispanas es nítido tras el 98 habría que esperar, sin embargo, a la década de los veinte para que se observaran sus resultados. Como ha mostrado Juan Carlos Pereira (1986) es con Primo de Rivera cuando se dieron los pasos más firmes para redefinir la diplomacia española en Hispanoamérica.

El norte de África, y sobre todo Marruecos, constituye el otro eje importante de la política colonial española y al que la historiografía ha prestado atención. El panorama de la política exterior en el norte de África estuvo mediado por la reinserción internacional que tras el desastre llevó a España a una incorporación subordinada a la entente francobritánica, cuyos contenidos para España ha reseñado José María Jover (1995). La política española en el norte de África, lejos de ser autónoma, hubo de acomodarse a esas reglas del juego que planteaban los equilibrios en la zona de Alemania, Francia e Inglaterra. Enrique Rosas Ledesma (1981) ha caracterizado la significación de las “Declaraciones de Cartagena” para la política exterior, y Antonio Niño (2000) ha inscrito estos acuerdos en el marco de la política regeneracionista.

La cuestión marroquí representa un capítulo particular de la historia de España, tanto en su dimensión internacional como interna. La atención a la cuestión marroquí tiene por ello una larga tradición que ocupó a diplomáticos, estadistas, geógrafos e historiadores (Juan de España, 1926; Vial de Moría, 1947; José María Campoamor, 1951; Jorge Castel, 1954; Alonso de Guisando, 1955; Miguel Martín, 1972…) En las últimas décadas esa historiografía se ha ido ampliando, permitiendo un conocimiento razonable de los factores territoriales, diplomáticos, políticos y culturales que caracterizaron la presencia española en el norte de Africa, así como los costes internos y externos que esa presencia ha conllevado. La intervención española en los primeros años de la Restauración ha sido analizada por Manuel Fernández Rodríguez (1985), el desarrollo y ampliación de dicha intervención hacia el Sáhara y el sur de Marruecos por J. M. Martínez Millán (2003), los equilibrios diplomáticos de los años 1907-1909 por J. M. Allendesalazar (1990) y las líneas directrices de la política colonial española en la zona a través de una amplia bibliografía que han elaborado V. Morales Lezcano (1976, 1986, 1988, 1993), R. Salas Larrazábal (1992) y J. L. Villanova (2004). Las dimensiones internas del colonialismo francés han sido considerables, como muestran los estudios de A. Bachoud, sobre la posición de los españoles ante las campañas marroquíes de principios del siglo XX, y el de Pablo La Porte (2002), donde pone de manifiesto el alcance europeo de la campaña de Annual. El Protectorado español, logrado el acuerdo con Francia en 1912, no dejaba de ser una pequeña compensación a los esfuerzos que España desarrolló desde principios de siglo, en medio de una colaboración interesada y a la vez “desleal” de los vecinos del Norte, cuyas singularidades en los aledaños de la Primera Guerra Mundial estudió hace casi dos décadas Carlos Seco Serrano (1987). La relación entre España y Francia en la primera mitad del siglo XX estuvo preñada de elementos de colaboración, de la presencia de una corriente de hispanismo muy fuerte en Francia, pero también de la idea de que, finalmente, España era un país decadente y que debía acomodarse a las exigencias e intereses de Francia. Dos coloquios celebrados en Madrid en 1982 (1986) y 1986 (1989) sobre las relaciones entre España y Francia dan buena muestra de estos registros que dominaron las relaciones hispanofrancesas desde la Restauración.

La neutralidad española durante la Primera Guerra Mundial constituye una página especifica de la historia social y política española. La historiografía ha hecho hincapié en los efectos internos de la guerra en España y cómo esa neutralidad, efectiva en el terreno de las armas, no evitó una intensa actividad diplomática por parte de los contendientes para inclinar la posición española en su beneficio. Alemanes e ingleses financiaron la prensa española para modificar a su favor la opinión pública, como nos muestran los estudios de Enrique Montero (1983) sobre Luis Araquistáin y la propaganda aliada en España, o los intentos alemanes por compensar la influencia francesa en España en los prolegómenos de la guerra (L. Alvarez Gutiérrez, 1986). La guerra de palabras, a que ha hecho referencia G. Meaker (1988), muestra muy bien la naturaleza de la confrontación interna durante el conflicto. El mismo Meaker (1978), Francisco Romero Salvado (2002) y, de un modo sintético, Manuel Espadas (2000) han caracterizado de una forma concluyente ese capítulo de la historia española en su dimensión internacional. La imagen de España, potenciada por el trabajo solidario del rey ante las víctimas de los dos bandos, ha sido considerada de un modo detenido por Juan Pando (2002).

8.6.La sociedad española de la Restauración. Una aproximación historiográfica.

A diferencia de la historia política, la historia social, en sus diversas variantes, no ha conocido el impulso que ha tenido aquélla en las últimas décadas. Es evidente que, al igual que el resto de los campos, la historiografía reciente ha avanzado considerablemente, pero esos avances han sido muy distintos en cada uno de los campos que hemos contemplado bajo el epígrafe de “sociedad”. Demografía, clases sociales, reforma social, Ejército, Iglesia y género han sido objeto de líneas de trabajo muy independientes y han estado sometidos a singularidades determinadas por factores metodológicos, pero también ideológicos y de modas dentro de nuestra reciente historiografía.

La evolución de la población española cuenta ya con una cierta tradición historiográfica, sobre todo desde que su estudio se institucionalizó con la formación de la Asociación de Demografía Histórica desde 1983. En esas dos últimas décadas la investigación ha conocido un fuerte impulso, y tal y como nos han mostrado Vicente Pérez Moreda y David-Sven Reher (1988), a finales de la década la demografía histórica iniciaba una nueva fase de expansión. De aquellos estudios iniciales, sencillos metodológicamente, se ha pasado a un análisis mucho más sofisticado de la demografía, contemplando variables y registros que permiten determinar con precisión las diversas magnitudes que se esconden bajo el genérico enunciado de “población”. De una forma sintética habría aquí que recoger sobre todo aquellos estudios, como los de los citados Reher y Pérez Moreda, que se ocupan del rico y complejo proceso de la transición demográfica de tanta importancia para la sociedad española de entre siglos. Esa transición ha sido contemplada por el propio Pérez Modera (1980, 1985), a partir de una caracterización de varios procesos que en su conjunto determinan la modernización demográfica: cambios en las tasas de natalidad y mortalidad, descenso de la fecundidad, transformación del ciclo vital anual y del modelo matrimonial, urbanización de la sociedad. En fin, un conjunto de elementos que la historiografía ha ido escudriñando en las diversas regiones españolas, mostrando que, como en otros ámbitos de la vida social y política, la demografía no se comporta con variantes naciónales, sino que en relación directa con factores económicos y sociales ha experimentado en cada región una evolución específica.

Al tiempo que nos proporcionan síntesis adecuadas para la comprensión de esos procesos, los historiadores de la población han ido indagando en cada una de esas dimensiones de la modernización demográfica. Pérez Moreda (1980) y Fausto Dopico (1998) han estudiado la crisis de mortalidad en la España interior desde la época moderna, y David-Sven Reher y María Nieves Pombo han coordinado un proyecto que contempla la realidad española a la luz del Censo de 1887. Junto a estos estudios del proceso de modernización demográfico, la historiografía ha analizado la estrecha relación que presenta la demografía con las realidades sociales y económicas: crecimiento económico, educación, instituciones sociales y emigración. Modernización económica, estructura de la propiedad, crisis agraria, emigración y educación son otros tantos factores que han sido resaltados por la historiografía. M.a X. Rodríguez Galdo (1981, 1993) y Fausto Dopico (1981) han analizado la relación entre crecimiento económico y crisis agrarias en la Galicia del siglo XIX. Blanca Sánchez Alonso (1995) ha mostrado la estrecha relación que existe entre desarrollo económico, estructura de la propiedad y educación para determinar los flujos y ritmos de la emigración. César Yáñez Gallardo (1994) ha caracterizado la dimensión y rasgos fundamentales de la emigración a América durante los siglos XIX y XX. Así, gran parte del país conoció importantes flujos migratorios como muestran las monografías de J. A. Yanes Mesa (1997) y Julio Hernández García (1987) para Canarias, de L. A. Martínez Cachero (1976), Rafael Anes (1993) y Pedro Gómez (2000) para (Asturias), de A. M. Arrieta (1992) para Álava, de Elias de Mateo (1993) para Andalucía, de Consuelo Soldevilla (1992) para Cantabria, de E. Fernández de Pinedo (1993) para el conjunto del País Vasco o de R. Villares (1993) para Galicia. Así como estas regiones del norte y de las islas Canarias tenían como destino preferente América, otras regiones del este y sur peninsular desde la época moderna se habían orientado hacia el norte de África, como se muestra en la síntesis de Juan Bautista Vilar y María José Vilar (1999).

La abundancia de estudios demográficos permiten hoy reconstruir con bastante precisión los flujos de población, los factores propiedad, renta o miseria que están en la base de esa modernización demográfica, asociada al cambio económico, a la urbanización y al conjunto de cambios que conlleva el desarrollo del capitalismo y la sociedad moderna. El cambio demográfico remite, pues, a un cambio social y económico que trae consigo nuevos sistemas productivos, modos de vida y de sociabilidad que en España se han producido con tensiones considerables en las décadas de entre siglos. James Simpson (1997) lo ha revisado desde el mundo rural resaltando que España, a diferencia de otros países que conocieron el cambio agrario con másrapidez, se caracterizó por esa larga siesta que alcanza hasta la década de los sesenta del siglo XX. Y al mantenimiento o transformaciones productivas también se corresponden otros cambios de especial importancia, como es el de la estructura social agraria y de las familias que los historiadores sociales y de la economía han visto con precisión. Rafael Domínguez Martín (1995) ha observado cómo las familias campesinas del norte de España se acomodaban a las demandas del mercado. Ese campesino adaptativo mostraba elasticidad ante los estímulos externos, pero también aplicaba estrategias que le permitieran minimizar los efectos más negativos de ese proceso sobre sus modos de vida. María del Pilar Muñoz López (2003) ha estudiado los diversos elementos que han caracterizado la familia en la España de la Restauración, resaltando el cambio que experimentó bajo el impulso de los cambios sociales, económicos e institucionales.

Ya desde el estudio de las variantes demográficas, de los efectos del cambio económico, resulta evidente que la sociedad española desde mediados del siglo XIX experimentó un conjunto de transformaciones que permiten hablar en este período de un auténtico cambio social, de un proceso modernizador que, aunque estuvo frenado por la crisis agraria de fin de siglo y por la persistencia de factores retardatarios, acababa abriéndose a modos de vida y de pensar propios de la modernidad: individualismo, proletarización, secularización, meritocracia, etc. La estratificación y la movilidad social fueron así elementos permanentes de esa sociedad que acentuó las diferencias de clases y que, en cada una de sus capas, clases o estratos, experimentó mutaciones más que considerables.

Aunque la sociedad de la Restauración fue prioritariamente agraria resulta evidente que es el momento de las transformaciones urbanas, donde la emigración y el desarrollo de las actividades industriales, mineras y mercantiles iban a hacer de los núcleos urbanos la expresión y referente de la nueva ciudad. Allí se reubicaron las clases altas y medias, y en los barrios periféricos los trabajadores se hacinaban en condiciones sanitarias y alimenticias muy adversas. La historia urbana se conforma, pues, como una línea significativa de la historia social de la Restauración, a través de la cual se pueden determinar las líneas maestras de la nueva sociedad. El desarrollo urbano ha sido objeto de interés desde la sociología urbana, la historia social y económica y la geografía urbana, poniendo de manifiesto las diversas dimensiones que la ciudad tiene como radiografía de la propia sociedad.

Una buena muestra de ese componente multidisciplinar a que empuja el universo de la ciudad son los volúmenes coordinados por J. L. García Delgado (1992) sobre las ciudades en la modernización de España en los decenios interseculares y de E Bonamusa y J. Serrallonga (1994) sobre las diversas magnitudes que adquiere la sociedad urbana en la España contemporánea.Cambio social, desarrollo económico, ampliación de mercados y nuevas jerarquías sociales y del espacio y nuevos sistemas de representación conforman ese nuevo universo que la sociedad moderna presenta como imagen de la modernidad. En esa nueva ciudad la relación entre poder económico y político ha acentuado el desarrollo de unas nuevas élites que, resultado de la simbiosis de viejas y nuevas clases medias y altas, ha permitido la gestación de unas clases dirigentes donde negocios inmobiliarios, inversiones industriales, propiedad agraria, representación política y títulos de nobleza van de la mano. Son esas élites las que han sido objeto de los estudios de prosopografía dirigidos por Pedro Carasa (1995) sobre Castilla y León, los que estudian la relación entre poder económico y dominio social, J. Paniagua y J. A. Piqueras, 1998) o los que muestra el estudio de Manuel González Portilla (1995) sobre la relación de industriales, poder político y títulos nobiliarios en los consejos de administración de las grandes empresas. Esa conexión entre poder económico, representación política e influencia social se presenta como uno de los rasgos distintivos de la España de entre siglos.

No es de sorprender que los estudios sobre la burguesía, ya sea desde la perspectiva económica y social como el de Andrés Hoyo (1991, 1998) para la burguesía mercantil santanderina; de las inversiones industriales y mineras como las de F. Erice (1980, 1995) para Asturias; del desarrollo global de la burguesía como clase social de A. Jutglar (1984), o de David Martínez López (1996) sobre las relaciones entre tierra, herencia y matrimonio en la burguesía andaluza, hagan de la burguesía la protagonista central de la sociedad y sistema político de la Restauración. No en vano hace ya una década Borja de Riquer (1994) ha resaltado que el propio origen del sistema político se correspondía con la alianza de las diversas burguesías del país. Un sector de esa burguesía había sido protagonista de la revolución del 68, como la valenciana que estudió R. Monlleó Peris (1996), que como otras pasaría de una defensa de la revolución y el librecambio a la protección social y económica, a una concepción conservadora que encontraba acogida en los dos partidos del sistema de turno. Una buena muestra de esa simbiosis la representan en Andalucía los Ybarra, que ha estudiado María Sierra (1992). En distinto grado, las diversas burguesías de la España de entre siglos acentuaron ese giro desde las posiciones revolucionarias de la primera mitad del siglo XIX a un conservadurismo social que se nutrió de ideas y marcos de defensa social frente a unas clases populares que fueron conformando doctrinas y organizaciones de clase.

Estas burguesías se dotaron de organizaciones que les permitieran la defensa corporativa, tanto frente a la competencia de otros sectores, como de las demandas sociales que la clase obrera organizada estaba desarrollando desde las décadas finales del siglo XIX. Figuras como Nicolás María de Urgoiti (Cabrera, 1996) o instituciones como la Liga Vizcaína (Ignacio Arana Pérez, 1988), el Fomento del Trabajo Nacional (Soledad Bengoechea, 1992, 1994), la Cámara de Comercio de Madrid ( A. Bahamonde, J. Martínez, Del Rey Reguillo, 1988), o la política de las organizaciones económicas en la crisis de la Restauración estudiada por Del Rey Reguillo (1992), muestran que la historia de la patronal y de los empresarios constituye un elemento central para la comprensión de la historia social de la Restauración. De nobles y burgueses, considerados en la historiografía de los setenta como explotadores de la clase obrera, se ha ido pasando al estudio de las élites, de las organizaciones de empresarios y, sobre todo, a la investigación de la actividad económica y política del empresario. La historia empresarial deviene así, desde la década de los ochenta, en una nueva línea de trabajo que, lejos de concepciones dualistas y maniqueas, ha revalorizado el papel del liderazgo social y la iniciativa de unos hombres que constituyeron la verdadera élite de la sociedad española de entre siglos. Los harineros castellanos que estudiaron Andres Hoyo (1993) y Javier Moreno Lázaro (1995), los industriales y mineros vizcaínos a que remite Fermin Allende Portillo (1995), los coruñeses estudiados por Elvira Lindoso Tato (1999), o las relaciones entre política e intereses verificadas por Cabrera Calvo Sotelo y Del Rey Reguillo (2002), abren una nueva perspectiva para el estudio social y económico de las clases dirigentes. Así lo ha mostrado la historia empresarial como una nueva línea de trabajo de la historia económica, al amparo de nuevas miradas sobre los hechos económicos y su naturaleza social. Aquí la división entre historia económica y social ha desaparecido, y junto a ella la biografía -individual o corporativa- y los estudios del conflicto social y de la acción colectiva han facilitado una ampliación de la mirada sobre la naturaleza compleja de los fenómenos sociales.

De otro lado, el estudio de las clases populares ha sido uno de los que mayor atención ha merecido por parte de la historiografía, sobre todo en la dimensión de la formación de la clase obrera y de las estrategias sociales y políticas desarrolladas para suavizar las malas condiciones de vida. Clara E. Lida (1997) ha hecho un esfuerzo por categorizar ese amplio espectro social, de fronteras imprecisas y diversidad de condición social y cultural que conocemos con el genérico clases populares. Desde la perspectiva económica y social disponemos de dos acercamientos globales a las condiciones de trabajo rural (Rodríguez Lavandeira, 1991) y urbano (A. Soto Carmona, 1989), que permiten una primera aproximación a las condiciones de vida de los dos grupos centrales de la sociedad restaurada. El universo de las clases populares, caracterizado por la penuria material, la escasez de recursos y la escasa o nula formación cultural, ha merecido la atención de Juan Luis Guereña y Alejandro Tiana (1989) y de Alejandro Mayordomo (1995). Las condiciones de vida, la diferencia de salarios entre el mundo rural y el urbano, han sido descritos por James Simpson (1996), mientras que un conjunto de investigaciones locales o regionales han hecho hincapié en las condiciones laborales de obreros industriales, mineros y asalariados en general. El resultado de estas investigaciones ha sido un conocimiento bastante ajustado de las condiciones de vida -empleo, salario, jornadas de trabajo, seguridad, vivienda, niveles de consumo y alimentación, educación, ideas y creencias- de unas clases populares que pone de manifiesto la necesidad de corregir los modos de ver el “problema social” por parte de las clases pudientes y, a su vez, ayuda a comprender las razones de las clases populares para orientarse hacia proyectos sociopolíticos alternativos al sistema restaurado (J. M.a Palomares, 2004).

Esta situación, que apuntaba a una opulencia burguesa y a una decrepitud de las clases populares, con un Estado que configuraba su marco representativo de una manera declaradamente antidemocrática, está en la base de la penetración y posterior desarrollo de un movimiento obrero que se mantuvo en el horizonte de la afirmación revolucionaria, ya desde los planteamientos del anarquismo o de un socialismo de corte reformista que se aislaba de cualquier relación orgánica con los partidos de la burguesía. La historiografía de las últimas décadas ha estudiado este proceso modificando sus registros, haciendo menos hincapié en los determinantes económicos e ideológicos que habían caracterizado la historiografía española del movimiento obrero de las décadas setenta y primeros ochenta para acomodarse a los registros de una nueva mirada que hace hincapié en los elementos de sociabilidad, de movilización colectiva, de una cultura política que acerca cada vez más la historia social y la política. Con ello, ha disminuido el análisis de las organizaciones y estructuras de sindicatos y partidos para prestar atención a ese universo de la cultura, de la sociabilidad y de los imaginarios que están en la base de los comportamientos individuales y colectivos, y que ha acentuado la colaboración interdisciplinar de historiadores, sociólogos, politólogos y antropólogos. A través de ellos se ha podido estudiar en su conjunto las diversas culturas populares -obreras, populistas, católicas, etc.—, mostrando la complejidad del mundo asociativo, cultural y político de esas clases que siguieron ocasionalmente a republicanos, anarquistas, socialistas y católicos, según tradiciones y alternativas que pugnaron entre sí por la incorporación de las clases populares (J. Uría, 2003). Acomodándose a una metodología que ha dado sus frutos en la historiografía francesa, los estudios sobre sociabilidad y cultura popular y obrera han hecho en España unos avances considerables. Jorge Uría (1996), Pere Gabriel (1994, 2000), Ángeles Barrio (1999, 2000, 2003), Manuel Morales (2002), Antonio López Estudillo (2001) y otros han estudiado la pluralidad de fuentes de una cultura obrera que mantuvo durante décadas intensos contactos con el movimiento republicano. Esos planteamientos se han asentado sobre una serie de investigaciones regionales y locales que permite conocer muy bien la evolución orgánica y política de sindicatos y partidos obreros.

Esa nueva mirada queda bien ilustrada en las revistas Historia Social y Ayer, donde desde diversos monográficos se percibe el alcance y posibilidades de estos nuevos enfoques. El anarquismo ha visto aportaciones significativas recogidas en monografías sobre Cataluña (J. Termes, 2000; X. Cuadrat, 1976), Andalucía (T. Kaplan, 1977; J. Maurice, 1989; A. López Estudillo, 2001) y Asturias (Barrio Alonso, 1988), pero sobre todo en colectivos como los coordinados por Hoffman, Joan i Tous y Yietz (1995), y Susanna Tavera (2002) que permiten observar un nuevo estadio en los estudios del movimiento anarquista. Sin duda, esos trabajos son deudores de obras básicas para el conocimiento de los fundamentos doctrinales del movimiento anarquista como el de José Alvarez Junco (1976) y el posterior de Antonio Bar Cendón (1982), donde se estudian las diversas corrientes que ilustraron la formación de la CNT.

Si el anarquismo ha conocido el impulso de una nueva historiografía, también el movimiento socialista se ha visto beneficiado de los nuevos modos de mirar los movimientos sociales. Ya desde los setenta un conjunto de trabajos habían permitido reconstruir al detalle el nacimiento y evolución del socialismo utópico español. Antonio Elorza (1975), Eliseo Aja (1976) y Jordi Maluquer de Motes (1977), entre otros, habían dedicado varias monografías a los orígenes de un movimiento que nació como una manifestación plural de socialismo utópico, de tanta trascendencia para el desarrollo de culturas solidarias y cooperativas de la España de mediados del siglo XIX. Desde los ochenta, autores como Manuel Pérez Ledesma (1987) y Santos Juliá (1986, 1997) estudiaron su evolución ideológica, las relaciones entre partido y sindicato y los factores doctrinales y orgánicos que dominaron el panorama socialista en las primeras décadas. Desde la Filosofía del Derecho, Eusebio Fernández (1981) estudió el peso de los componentes positivistas, y las diversas manifestaciones del socialismo en Asturias (D. Ruiz), País Vasco (J. P. Fusi, 1975; Jesús Eguiguren, 1994) o en Valladolid (J. M.a Palomares, 1988) han tenido tratamientos específicos que se han visto complementados con estudios recientes sobre el sindicalismo socialista, como el coordinado por Redero San Román para la UGT de Castilla y León, el de Gutiérrez Lázaro y Santoveña (2002) para Cantabria o el de L. G. Germán (1979) para Aragón. La historia de la UGT ha tenido una atención preferente por parte de Santiago Castillo (1998), que ha desarrollado una síntesis del sindicato socialista en sus primeras décadas.

La historiografía del socialismo nos ha presentado la imagen de un movimiento dominado por su carácter social —obreros industriales y mineros de Vizcaya y Asturias-, doctrinal -el pensamiento del marxismo francés- y la ausencia de los intelectuales que hasta la primera década del siglo XX estuvieron ausentes del mismo. El peso de Pablo Iglesias durante décadas en la configuración del partido y del sindicato constituye un elemento central en la evolución de un socialismo que estuvo bajo su control durante décadas y que fue protagonista fundamental de la toma de conciencia de la clase trabajadora y de una movilización y acción colectiva que recientemente ha sido objeto de atención por Rafael Cruz, Manuel Pérez Ledesma, José Alvarez Junco (1997), E. Moral Sandoval y S. Castillo (2002), entre otros.

La presencia de dos movimientos sociales -socialista y anarquista- nutridos por idearios, culturas de movilización y prácticas sindicales bien distintas marcó las décadas de entre siglos y ambos se mostraron claramente opuestos a la cultura social y política que alimentaba el movimiento católico, y pusieron de manifiesto las limitaciones del pensamiento social, paternalista, que nutrió la Restauración en sus inicios. La confrontación del movimiento obrero, con las políticas del Estado de un lado, y del catolicismo social de otro, expresaban la necesidad de reformular las concepciones sociales que nutrieron el ideario de las clases dominantes. Los intentos de la cultura institucionista por revisar los principios del liberalismo abstencionista y las concepciones represoras del Estado ante la cuestión social habrían de facilitar el giro hacia la reforma social que estaba en la base de la formación de la Comisión de Reformas Sociales primero y del Instituto de Reformas Sociales más tarde. El apoyo de los socialistas y la colaboración de los católicos sociales hicieron viable una línea de reforma social que ha sido estudiada en detalle por la historiografía reciente (J. I. Palacio Morena, 2004).

En la historiografía de la reforma social convergen varios campos: la historia social, la del derecho y las instituciones, la historia económica, la de las ideas e incluso la de las religiones, toda vez que el catolicismo social fue un ingrediente importante para la acomodación del conservadurismo a las nuevas ideas de la reforma. En el campo de la historia de las ideas resulta imprescindible la crítica de los fundamentos filosóficos, morales y políticos del liberalismo abstencionista, una tarea que en España se llevó a cabo desde los presupuestos del organicismo institucionista que estudiaron M. Suárez Cortina (2000), Jorge Uría (2002), J. I. Palacio Morena (2004) y G. Capellán de Miguel (2005), entre otros. El institucionismo fue así una de las principales corrientes que facilitaron en España la transición a un nuevo liberalismo que acomodaba el liberalismo español a los vientos que discurrían por Europa (M. Suárez Cortina, 2003). Sus planteamientos de democracia política, régimen representativo y reforma social chocaban con las ideas paternalistas, autoritarias y de orden social de un conservadurismo que poco a poco fue acomodándose a la necesidad de una reforma que a finales del siglo XIX vino facilitada por la doctrina social de la Iglesia tras la Rerum Novarum (E Montero, 1983). El catolicismo social, a pesar de la crítica sobre los componentes laicistas del institucionismo, compartía con él, sin embargo, el rechazo del abstencionismo del liberalismo clásico.

Las investigaciones sobre la reforma social muestran un largo recorrido que cubre desde la legislación laboral (Martín Valverde, 1987) hasta la formación de los distintos marcos de estudio sobre la cuestión social que arrancan de la Comisión de Reformas Sociales (J. M.a Palomares, M.a C. Fernández, 1985; M. D. de la Calle, 1989) y se continúan con el Instituto de Trabajo y el Instituto de Reformas Sociales (J. I. Palacio Morena, 1988). La reforma social viene así a constituir un ámbito de investigación central para la comprensión de los procesos que llevaron a la construcción de lo que hoy conocemos como Estado del bienestar. En la España de entre siglos, su emergencia constituyó un punto central del nuevo orden de ideas y la acogida por parte de diversos sectores de la administración y de la vida política de la exigencia de llevar a cabo una política de reformas que diera solución a un problema que no podía ser resuelto por los métodos tradicionales. La experiencia del IRS como ha mostrado Palacio Morena (2004), constituye un esfuerzo notable por fundir reforma social y democracia política, una realidad que a la altura de la segunda década del siglo XX se mostraba incapaz de cumplir sus cometidos ante el carácter defensivo que adquirió la política española que acabaría derrumbando el sistema parlamentario en 1923.

Otro de los ambientes donde se llevó a cabo la necesidad de apoyar los proyectos de reforma social proviene del campo de la Iglesia, que tras la Rerum Novarum se planteó como uno de sus objetivos la solución de la cuestión obrera desde los principios del catolicismo social. La historiografía eclesiástica de las últimas décadas no pasa por su mejor momento. Un reconocido especialista en historia de la Iglesia española ha resaltado el atraso metodológico que esta rama del saber histórico presenta respecto de la evolución experimentada en otros ámbitos de la historiografía española (J. M. Cuenca Toribio, 2001). Otros autores también han evaluado de un modo diverso esta situación de la historia de la Iglesia y de la religión en España (J. Andrés Gallego, 1995; E. Berzal de la Rosa, 1999; F. Montero, 2004; Julio de la Cueva, 1990, 2004). Una dependencia extrema de los propios miembros de la institución, una concepción muy a menudo hagiográfica de sus obras y una mirada en extremo conservadora, cuando no reaccionaria, ha dominado el escenario de la historiografía reciente sobre la Iglesia española.

No obstante, este panorama pesimista de conjunto no impide observar logros individuales significativos que permiten caracterizar de un modo más ajustado territorios como el de las relaciones Iglesia-Estado, las órdenes religiosas, el catolicismo social, las relaciones entre educación e Iglesia, el movimiento católico en su conjunto y, finalmente, el territorio más interesante de la historiografía reciente, el que remite a la confrontación entre confesionalidad y secularización que está en la base de las movilizaciones anticlericales de principios del siglo XX. Una de las limitaciones más fuertes que presenta la historiografía de la Iglesia española es su falta de análisis globales que a partir de los estudios concretos permitan una revisión de la ya clásica Historia de la Iglesia española coordinada por Ricardo García Villoslada, una exigencia que no puede cubrir en todo su campo el esfuerzo notable de J. Andrés Gallego y A. Pazos (1999).

Si la Restauración se ha caracterizado por ser una etapa donde la Iglesia ha conocido una fuerte recuperación, al amparo de la política conservadora, no es menos cierto que su actuación se llevó a cabo en un período histórico en el que la secularización hizo avances considerables. No resulta excesivo resaltar esa “alianza” entre Iglesia y canovismo que no oculta las dificultades iniciales de unas relaciones con el Vaticano que estuvieron mediadas por la exigencia eclesiástica de la unidad católica y la presencia de un carlismo que se confesaba católico, apostólico y romano. Los estudios de Ma. E Núñez Muñoz (1976), C. Robles (1988) y Manuel Revuelta (1991) han mostrado esas dificultades iniciales, pero también la posterior recuperación de una Iglesia que contó con el apoyo decidido de los conservadores y con la benevolencia y pasividad de los liberales, potencialmente críticos con la Iglesia pero que, mientras Sagasta llevó las riendas del partido, no alteraron el statu quo diseñado por los conservadores. Esta posición de “privilegio” eclesiástico (F. Lannon, 1990; W. Callahan, 2003) permitió el fortalecimiento de las órdenes religiosas que pudieron desarrollar su labor de consolidación a partir de una intervención en la enseñanza que hizo de ellas pieza clave del diseño social restauracionista. Los estudios de T. García Regidor (1985), de Ana Yetano (1988), de E. González Rodríguez (1988) y de B. Bartolomé Martínez (1997) para el conjunto del país, los de M. P. Diz Pintado (1987) para Salamanca, de Julio de la Cueva para Cantabria (1994), o el de Maitane Ostolaza (2000) para Guipúzcoa muestran el peso de las congregaciones para el fortalecimiento del catolicismo entre las clases medias y el combate contra el proceso secularizador.

Catolicismo defensivo y de combate el de la Restauración tuvo que confrontar con el integrismo de Sardá i Salvany (M. Campomar Fornielles, 1984; A. Moliner Prada, 2000) y los Nocedal y mostró un carácter fuertemente reactivo ante aquellas propuestas de acomodación a la modernidad. Ese rechazo no estuvo sólo en la confrontación con la secularización, sino que se expresó en una dura crítica del modernismo religioso que sólo pudo encontrar acomodo en el universo de los institucionistas y en figuras como Miguel de Unamuno (Alfonso Botti, 1987). Esa fuerza reactiva encontró su mejor exponente entre los jesuitas, cuya historia ha sido biografiada de una manera exhaustiva por Manuel Revuelta (1984-1991).

Los dos territorios que, a mi juicio, ofrecen más interés en la historiografía reciente nos remiten a la acción social de la Iglesia, a la formación de círculos y sindicatos, de un lado, y a la confrontación clericalismo/anticlericalismo, de otro. En el primer campo, tras la obra inicial de José Andrés-Gallego (1984, 1993), donde estudiaba las concepciones y las iniciativas que promovió la Iglesia española en el terreno social, cabe señalar los trabajos de José Manuel Cuenca Toribio (2001, 2003) y de Feliciano Montero (1983, 1993), cuya tarea por caracterizar los logros y las limitaciones del movimiento católico en la España contemporánea facilitan una comprensión de los diversos registros que movieron el universo ideológico, social y político de la Iglesia española. Movimiento católico y sindicalismo conforman dos dimensiones del intento de la Iglesia por avanzar en la sociedad contemporánea, por resolver desde la perspectiva católica la cuestión de la confrontación entre patronos y obreros y a través de la acción sindical de un lado, y de las ligas católicas de otro, neutralizar el avance secularizador. Esta realidad ha quedado bien documentada por los estudios regionales o locales de Pere Fullana (1990, 1994) para Mallorca, el de José Leonardo Ruiz Sánchez (1994) para la Liga Católica de Sevilla o el citado de De la Cueva para Cantabria (1994).

De todos estos campos el que parece haber suscitado un mayor interés es aquel que remite a la confrontación entre secularización y confesionalidad y está en la base del anticlericalismo de la España de entre siglos. Aunque el anticlericalismo ya había ocupado a autores españoles (V. M. Arbeloa, J. Caro Baroja) y extranjeros (P. Conard, J. S. Schapiro, J. Devlin, J. C, Ullman…) ha sido en las dos últimas décadas cuando se ha producido una eclosión de estudios y una renovación notable en los modos de abordar el tema del anticlericalismo en la España contemporánea. Desde la historia de la Iglesia (M. Revuelta, 1999), desde la antropología, (D. Gilmore, M. Delgado) o desde la historia (J. Alvarez Junco, D. Castro, J. de la Cueva, M. Suárez Cortina, M. Pérez Ledesma, Pilar Salomón…), el fenómeno del anticlericalismo ha constituido uno de los centros de atención más productivos de la historiografía reciente. Ya haciendo hincapié en la dimensión intelectual y política, ya mostrando el anticlericalismo a la luz de la acción colectiva y los movimientos sociales, como han resaltado en sus análisis historiográficos M. Pérez Ledesma (2001) y De la Cueva (2004), el fenómeno anticlerical representa una de las manifestaciones más importantes de la vida colectiva de principios del siglo XX. Anticlericalismo y antimilitarismo se han configurado como dos registros centrales de las luchas populares por ubicarse en la modernidad, interpretando que tanto la Iglesia como el Ejército constituían dos baluartes fundamentales para sostener un orden sociopolítico básicamente injusto.

El papel político del Ejército en la Restauración también ha sido objeto de debate en la historiografía de las últimas décadas. A las ya clásicas obras del hispanismo americano (D. R. Headrick, 1981; S. G. Payne, 1976,) o de la historiografía española (J. R. Alonso, 1974), desde la década de los ochenta se ha desarrollado una confrontación suave entre aquellos que hacían hincapié en el carácter civilista de la Restauración (C. Seco Serrano, 1984) y aquellos que reconociendo que el Ejército ya no ocupaba el lugar preferente dentro de la política que había tenido en la época isabelina, sin embargo, rechazaban la imagen civilista ofrecida por Seco Serrano, resaltando que las Fuerzas Armadas mantenían posiciones de control político indirecto a través de su participación en las Cámaras, de su incuestionable posición al frente de la cartera de Guerra y, sobre todo, porque la Constitución les hacía garantes tanto de la unidad de España como del orden social. En esta dirección, y con distinta perspectiva, Manuel Ballbé (1983), Vanaclocha (1981) y Lleixá (1986) han insistido en el componente militarista encubierto que conllevaba el sistema restaurado. Resulta evidente que el Ejército constituyó un factor fundamental en el origen del sistema y que el peso de los componentes coloniales resultó decisivo para el triunfo de la Restauración, como ha mostrado Manuel Espadas (1988), pero no lo es menos que, efectivamente, la posición de primera línea que desde la revolución liberal había adoptado el Ejército español pasó a una nueva fase donde formalmente fueron respetadas las reglas del juego. Con todo, no podemos olvidar que ante las reivindicaciones obreras y el desarrollo del catalanismo el Ejército siempre actuó como un garante del orden y que, como ha mostrado R. Núñez Florencio (1991, 1992), las concepciones que sobre España tuvieron las Fuerzas Armadas y la opinión política vertida por su prensa hacen menos creíble esa marginación de la acción política.

Es cierto que la cesión de la primera línea fue producto de una negociación y que Cánovas logró “civilizar” el sistema a partir de la figura del reysoldado y de aceptar una autonomía considerable en los asuntos internos de las Fuerzas Armadas. El resultado no fue otro que una enorme dificultad para abordar las reformas que la institución militar reclamaba para adaptarla a las necesidades de la sociedad contemporánea. Gabriel Cardona (1983), Puell de la Villa (1996) y otros autores han demostrado las enormes dificultades que tuvieron los distintos gobiernos para desarrollar reformas militares. La historiografía ha resaltado que ese Ejército fue un factor de freno a la democratización, que su equipamiento y capacidad profesional estaban más orientado al mantenimiento del orden interno que a la defensa nacional, como se mostró en la crisis de 1898 (R. Núñez Florencio, 1997) y que, en definitiva, como otros muchos ámbitos de la realidad española de la época, representaba un freno para una verdadera modernización del país. O si se preñere, el Ejército era un buen símbolo de las numerosas deficiencias que aún presentaba la España de 1900.

La historiografía sobre el Ejército ha tratado de explicar las razones sociológicas, políticas e ideológicas de esta realidad. A menudo ha hecho hincapié en la presencia de enemigos del régimen - carlistas y republicanos primero, más tarde obreros y catalanistas- para sostener la necesidad de un papel vigilante ante sus adversarios. José María Verdejo Lucas (2004) ha resaltado que el Ejército español del reinado de Alfonso XIII era una institución muy mal dotada, con enorme escasez de recursos y que fue en ese momento cuando se empezó a establecer una escisión entre Ejército y sociedad. A esa escisión, que se correspondía con el giro conservador de las Fuerzas Armadas y la burguesía que ha estudiado con detalle M. Martínez Cuadrado (1973), respondieron las clases populares con una declarada posición antimilitarista. Si el Ejército se convertía en una garantía de un orden social injusto, jerárquico, en beneficio de las clases pudientes, y la leva era soportada por los trabajadores, la respuesta antimilitarista estaba más que justificada. Núñez Florencio (1997) ha recorrido esa confrontación entre Fuerzas Armadas y antimilitarismo desde la última sublevación republicana hasta la Ley de Jurisdicciones, dos momentos estelares del papel del Ejército como el garante del orden social, político y territorial de la España de la Restauración.

En ese orden social férreamente defendido desde las Fuerzas Armadas y desde las diversas legislaciones sobre participación política, o desde las distintas codificaciones, sobre todo el Código Civil, es donde el papel de la mujer ha quedado planteado como el de un ciudadano/a de rango inferior. En el orden educativo, en el laboral, en el político y hasta en el familiar, la mujer ha constituido un elemento social de segundo orden. La historiografía de género, tal vez una de las disciplinas que más ha avanzado en sus planteamientos teóricos y metodológicos, ha aportado desde la década de los ochenta una considerable cantidad de productos que permiten conocer con un alto grado de fiabilidad la situación de la mujer en la España restaurada. Los trabajos de Rosa Capel (1986) sobre la situación de la mujer ante el trabajo y la educación, los de G. Scanlon (1986) sobre el debate feminista en la España del Sexenio democrático y los de Concha Fagoaga (1985) sobre el voto femenino son sólo algunos ejemplos de la primera generación que hizo del género el objeto y cometido de sus inquietudes intelectuales e historiográficas. Desde entonces la historia del género, de las mujeres, se ha instalado con solidez desarrollando multitud de investigaciones empíricas al tiempo que perfilaba sus herramientas metodológicas.

La historiografía del género, como antes lo hiciera la política o la social, ha conceptualizado la experiencia de la mujer como una realidad específica, clave de la distinción de sexos, de la diferencia social que se establece para hombres y mujeres en todas y cada una de las manifestaciones sociales: en el espacio público y en el privado, en las relaciones entre hombre y mujer, en la distinta y jerárquica posición que en la España contemporánea en general -y en la Restauración en particular- tuvo la mujer ante las distintas dimensiones de la vida colectiva. Ese “ángel del hogar”, que había construido la cultura liberal de mediados del siglo XIX ha escindido lo social en dos dimensiones si se quiere complementarias, pero en modo alguno equivalentes. La tarea de la historiografía de género ha sido, pues, la de rescatar del pasado las diversas manifestaciones de la mujer como ser social: en el hogar, como hija, madre, hermana o esposa, pero también en el trabajo, en el espacio público, como militante de diversas fuerzas políticas, en el sistema educativo, en la Iglesia, como intelectuales o en otras muchas manifestaciones de la vida social, para arrancarla de un modo definitivo del discurso de domesticidad que ha sido dominante hasta hace poco tiempo. En esta tarea, la historia del género se ha nutrido de la renovación conceptual y metodológica de otras ramas como la historia social, de la que lucha por ser algo más que una parte, y de la historia cultural.

Desde estos presupuestos, la mujer en la Restauración empieza a configurar una imagen de participación en múltiples ámbitos de la vida por más que el discurso oficial de la burguesía conservadora, y sobre todo la Iglesia, la remitan a ese territorio de lo doméstico que ha mostrado la novela realista (G. Gómez Ferrer, 1986) y que han estudiado Inmaculada Blasco (2003) y Rebeca Arce Pinedo (2005). Ese modelo católico de mujer, establecido sobre la domesticidad (M. Nash, 1993) y la distinción social y funcional de los géneros, habría de experimentar cambios, pero constituyó a lo largo de casi un siglo una constante en el discurso de género de la derecha española. Como ángel del hogar, primero, como hija de María más tarde, la Iglesia trató de retener a la mujer ante la rápida desmasculinización experimentada por la Iglesia. La mujer devino así en pieza clave de la propia estrategia defensiva de la Iglesia en su intento por desarrollar el movimiento católico y difundir una ciudadanía católica que el movimiento católico de damas convertía en la práctica en una ciudadanía católica femenina.

Pero la mujer de la Restauración no era solamente esa mujer burguesa que se asociaba a conservadurismo social y rol doméstico. M. Arbaiza (2000), C. Borderías, C. Carrasco y C. Alemany (1994) y Gloria Nielfa (2004) han caracterizado las luchas sociales de las mujeres por la implantación de una reforma social que rompiera con los modelos diseñados por los códigos y la legislación laboral, mostrando las diversas fórmulas que la legislación aplicaba a la mujer: maternidad, condiciones de trabajo, salarios, consideración laboral, compromisos sindicales y políticos, etc. Rosa Capel ha estudiado la relación entre trabajo y nivel educativo (1982). Poco a poco empiezan a aparecer estudios locales o regionales donde la relación entre género e historia del trabajo constituye el eje de la investigación, como los conocidos casos de la telefónica que estudió C. Borderías o las trabajadoras de la fábrica de Tabacos de La Coruña, o la conflictividad social estudiada por C. Campos Luque (2001) para la Málaga en la crisis de la Restauración. La presencia en los movimientos anarquista y socialista ha sido revisada ya en la década de los setenta por T. Kaplan (1971) y recientemente por Ana Aguado (1999) y Gloria Espigado (2002).

Si el trabajo, la educación y la política constituyen espacios en los que la mujer española de la Restauración adquirió protagonismo es posible por el esfuerzo que algunas pioneras del feminismo desarrollaron desde mediados del siglo XIX. La biografía nos permite identificar, reconocer y valorar el trabajo de aquellas protagonistas fundamentales para la aceptación de la mujer en la esfera pública. Los casos de Concepción Arenal estudiada por M.a José La Calzada, y los de Belén Sárraga y Victoria Kent que nos muestra Dolores Ramos constituyen referentes centrales de una presencia femenina que ejemplifica de un modo transparente la figura de Emilia Pardo Bazán, todas ellas antecesoras de las intelectuales de las primeras décadas de siglo que Shirley Mangini (2001) ha caracterizado como “las modernas de Madrid”. La sociedad liberal era una sociedad pensada para los hombres, y la cultura que se generó destinaba a la mujer a una posición subalterna que la obligó a un esfuerzo notable para acceder a la esfera pública, para lograr un reconocimiento y un tratamiento —laboral también— no diferenciado del varón.

Sin duda, la sociedad española de la Restauración está sometida a esa tensión permanente entre tradición y modernidad que la historiografía actual ha ido desvelando para mostrar que el cambio social, la modernización de la vida colectiva española en la Restauración, es un fenómeno complejo, cargado de rémoras y de esperanzas. A la altura de 1917, por el efecto de la propia guerra, esa sociedad iba a abandonar sus lastres más fuertes para adentrarse en un medio muy distinto de aquella sociedad que vio la Gloriosa revolución. Si aquélla apuntaba al universo social del romanticismo, ésta se asoma a la tensión central entre totalitarismo y democracia que caracterizó la Europa de entre siglos.


Textos y documentos

Documento I

La transición de la alfabetización en Europa

[image: ]

* Diferencia entre los Varones y las Hembras.

FUENTE: M. E. Núñez, “La educación como FUENTE de crecimiento”, en Papeles de Economía Española, 73 (1997), pp. 233-234.

Documento 2

¡España con honra!

Españoles: La ciudad de Cádiz puesta en armas con toda su provincia […] niega su obediencia al gobierno que reside en Madrid segura de que es real intérprete de los ciudadanos […] y resuelta a no deponer las armas hasta que la nación recobre su soberanía, manifieste su voluntad y se cumpla. […] Hollada la ley fundamental […], corrompido en sufragio por la amenaza y el soborno, […] muerto el Municipio; pasto la Administración y la Hacienda de la inmoralidad; tiranizada la enseñanza; muda la prensa […]. Tal es la España de hoy. Españoles: ¿Quién la aborrece tanto que no se atreve a exclamar: “Así ha de ser siempre”? […] Queremos que una legalidad común por todos creada tenga implícito y constante el respeto de todos. […] Queremos que un Gobierno provisional que represente todas las fuerzas vivas del país asegure el orden, en tanto que el sufragio universal echa los cimientos de nuestra regeneración social y política. Contamos para realizar nuestro inquebrantable propósito con el concurso de todos los liberales, unánimes y compactos ante el común peligro; con el apoyo de las clases acomodadas, que no querrán que el fruto de sus sudores siga enriqueciendo la interminable serie de agiotistas y favoritos; con los amantes del orden, si quieren ver lo establecido sobre las firmísimas bases de la moralidad y del derecho; con los ardientes partidarios de las libertades individuales, cuyas aspiraciones pondremos bajo el amparo de la ley; con el apoyo de los ministros del altar, interesados antes que nadie en cegar en su origen las FUENTEs del vicio y del ejemplo; con el pueblo todo y con la aprobación, en fin, de la Europa entera, pues no es posible que en el consejo de las naciones se haya decretado ni se decrete que España ha de vivir envilecida. […] Españoles: acudid todos a las armas, único medio de economizar la efusión de sangre […], no con el impulso del encono, siempre funesto, no con la furia de la ira, sino con la solemne y poderosa serenidad con que la justicia empuña su espada. ¡Viva España con honra!”

FUENTE: Cádiz, 19 de septiembre de 1868: Duque de la Torre, Juan Prim, Domingo Dulce, Francisco Serrano, Ramón Nouvillas, Rafael Primo de Rivera, Antonio Caballero de Rodas, Juan Topete.

Documento 3

Decreto sobre el derecho de sufragio universal masculino en noviembre de 1868

Cuando la soberanía nacional es la única FUENTE de donde se han de derivar todos los poderes y todas las instituciones de un país, al asegurar la libertad más absoluta del sufragio universal, que es su legítima expresión y su consecuencia indeclinable, constituye el deber más alto y de más inflexible responsabilidad para los Gobiernos que, brotando de esa misma soberanía en los primeros instantes de la revolución, son los depositarios de la voluntad nacional. […]

La misma gravedad de los problemas que la Nación está llamada a resolver, ha obligado también al Gobierno a restringir sus naturales deseos de dar al sufragio la mayor extensión posible. Al fijar la edad en que puede ejercerse éste tan preciado derecho; porque sin desconocer el verdadero estado de la ilustración del país, para lo cual no puede servir de pauta un número muy reducido de poblaciones importantes, no es posible dejar de comprender el peligro que hay en conceder derechos políticos a aquellos a quienes la ley no concede la plenitud de los derechos civiles. Tal vez en circunstancias menos solemnes, acaso en momentos menos difíciles, pueda hacerse sin los inconvenientes de hoy el ensayo de conceder el sufragio a edad más temprana, en que si bien el desarrollo intelectual ya es completo y vigoroso, las pasiones y la inexperiencia falsean o tuercen los verdaderos impulsos de la voluntad. […]

El Gobierno acepta la provincia como unidad electoral, excepto en las islas adyacentes por sus especiales circunstancias, convencido como está además de ofrecer por este medio defensa segura contra el peligro de que el sentido del Cuerpo electoral sea pervertido por la ambición de mando permanente en las localidades, y resulto como se halla a no intervenir de modo alguno en las elecciones, a poner término a la dominación abusiva de candidatos oficiales, y rechazar con indignación a los que, faltos de influencia personal entre los electores, se atrevieran a suponer que el Gobierno actual iba a continuar la funesta senda que otros desgraciadamente siguieran, degradando y envileciendo la condición política de algunos votantes para formar a su gusto la voluntad del pueblo. […]

La libertad completa y la extensión ilimitada del voto activo traen como consecuencia forzosa la libertad absoluta y sin trabas en el voto pasivo, toda vez que sería coartar la primera el establecer condiciones para los elegibles, y el obligar al elector a depositar su confianza en personas de condiciones determinadas. Por eso el Gobierno cree que las de elegibilidad deben ser las mismas que las de elección, y que las incompatibilidades e incapacidades deben reducirse única y exclusivamente a lo que exige el servicio de la Nación, al alejamiento de influencias bastardas e ilegítimas, tratándose de las elecciones generales; y a lo que el buen sentido y es espíritu laudable de localidad y de provincia prescriben cuando se trata de las elecciones de Ayuntamientos o Diputaciones. […]

En la confianza de haber interpretado los deseos de la mayoría del país […] vengo a dictar y promulgar el siguientes DECRETO SOBRE EL EJERCICIO DEL SUFRAGIO UNIVERSAL […]

Artículo l.° Son electores todos los españoles mayores de 25 a los inscritos en el padrón de vecindad […]

FUENTE: Madrid, 9 de noviembre de 1868. El Ministro de la Gobernación, Práxedes Mateo Sagasta. Gaceta de Madrid, 10-XI-1868.

Documento 4

La farsa de la revolución de septiembre

¿Así han falseado los aventureros de Alcolea los principios revolucionarios? Pero ¡qué entienden esos ambiciosos de los derechos del hombre!

Naturalezas corrompidas ven en las dificultades humanas resortes manejables; ambiciosos de oficio ven en los derechos materia de apropiación y lucro, y truenan contra la tiranía para hacerse tiranos del más reverso carácter, porque unen al despotismo la hipocresía.

Bien saben ellos que la libertad no reside en el espacio, sino que vive en el hombre, y que por consiguiente no pueden formarse solamente con la ley política, sino con el mecanismo de la sociedad.

Los hombres no pueden ser verdaderamente libres en tanto que no se encuentren en condiciones de satisfacer sus necesidades todas, ni iguales ni hermanos mientras algunos carezcan de los recursos precisos para sostener la vida. […]

Carece el pueblo de derechos, y le dicen las revoluciones hipócritas: “levántate que ya eres libre e igual a los demás hombres y hermano de todos ellos. Si piensas, libremente puedes expresar tu pensamiento; si te asocias, hacerlo puedes a tu voluntad; si concibes a Dios de una manera nueva, derecho tienes a amarlo como te lo presente tu conciencia. Levántate y cruza libremente el anchuroso mar de la vida, porque ya estás redimido”.

Pero cuando estas consoladoras palabras se dicen a un desgraciado que desfallece de hambre, desvanecido en el primer momento, suele escucharlas como palabras de salvación, y entusiasmarse y bendecir la obra revolucionaria. Más bien pronto conoce que su espíritu permanece en la oscuridad y casi no tiene pensamiento, porque lo agobia el trabajo; y la huelga, en lugar de ser un consuelo, es la desesperación del hambre, frecuente para mayor desventura; conoce que el asociarse no puede asociar más que desgracias, y que hasta cuando busca a Dios y logra distinguirlo de alguna manera, no pude adorarlo bajo ninguna forma, porque no encuentra en la sociedad, obra en su sentir del Hacedor, remedio para su miseria,

[…]

Mientras las revoluciones no tomen un carácter social y alcancen a modificar todas las manifestaciones de la vida, serán incompletas en sus resultados. Ciertamente son indispensables las libertades políticas: puesto que el hombre vive en sociedad, y la sociedad tiene gobierno, preciso es que cada ciudadano forme parte integral de los poderes, y en ellos influya directamente con su voluntad y con su inteligencia; que se reúna, que se asocie, que piense; pero al mismo tiempo, absolutamente indispensable es también que se mueva con su actividad y su trabajo en un medio social, que deje sus fuerzas expeditas y le suministre lo que, según su naturaleza, necesita para vivir. Sacrificar una necesidad a un derecho es no comprender la sublime armonía de la naturaleza, y desgajar del ciudadano una parte de la personalidad del hombre por medio de una mutilación absurda e inhumana.

Cuando las revoluciones entrañen un carácter social y resuelvan eficazmente el problema de la miseria, podrá decirse que los hombres han conquistado la libertad y establecido la igualdad y la fraternidad en las sociedades modernas.

FUENTE: José Paul y Angulo, “La farsa de la revolución de septiembre”, en Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, pp. 472-476.

Documento 5

Amadeo de Saboya visto por Pi y Margall

Amadeo de Saboya era joven, si de algún corazón, de corto entendimiento. Desconocía de España la historia, la lengua, las instituciones, las costumbres, los partidos, los hombres: y no podía por sus talentos suplir tan falta grave. Era de no muy firme carácter. No tenía grandes vicios, pero tampoco grandes virtudes: poco moderado en sus apetitos, era aún menos cauto en satisfacerlos. Una cualidad buena manifestó, y fue la de no ser y parecer ambicioso. Mostró escaso afán por conservar su puesto: dijo desde el principio que no se impondría a la nación por la fuerza, y lo cumplió, prefiriendo perder la corona a quebrantar sus juramentos. Esta lealtad puede asegurarse que fue su principal virtud y la única norma de conducta.

No eran dotes éstas para regir a un pueblo tan agitado como el nuestro. El día de su elección había tenido Amadeo 191 votos: en contra, 120. No le querían ni los republicanos, ni los carlistas, ni los antiguos conservadores, que estaban por Don Alfonso. Recibíanle de mal grado los unionistas, que habían puesto en el duque de Montpensier su esperanza, y algunos progresistas, que deseaban ceñir la diadema real a las sienes de Espartero. No le acogía nadie con entusiasmo, y era evidente que sólo un príncipe de grandes prendas habría podido hacer frente a tantos enemigos, y venciendo en unos la indiferencia, en otros la prevención, en otros el amor a viejas instituciones, reunir en torno suyo, y como en un haz, a cuantos estuviesen por la libertad y el trono.

Aun así la tarea habría sido difícil. Surgían de la misma constitución del Estado graves obstáculos. Los crea en todo tiempo la contradicción, y la contradicción allí era manifiesta. Se consignaba, por una parte, la soberanía de la nación; se establecía, por otra, la monarquía hereditaria, y se terminaba con que por un simple acuerdo de las Cortes cabía reformar la ley fundamental en todos sus artículos, sin exceptuar los relativos a la forma de gobierno. Ni es soberana la nación que vincula a una familia la primera y más importante de las magistraturas; ni hereditaria, ni siquiera vitalicia, la monarquía en que una asamblea puede alterar y aun derogar la ley que le dio vida. ¿Qué fundador de dinastía ha de poder gobernar tranquilo, sobre todo en los primeros días de su reinado, teniendo pendiente una espada sobre su cabeza?

Han visto muchos para el rey otra dificultad en los derechos individuales, entonces latos y absolutos; pero no es comparable con la anterior, por más que no cupiera suspenderlos cerradas las Cortes, y, por la rapidez con que se alteran la opinión y gastan las ideas y los hombres, fuesen poco o nada compatibles con magistraturas perpetuas. Un monarca inteligente que sepa hacerse superior a los partidos, puede, sin grande esfuerzo, seguir los cambios de la opinión con los que sus consejeros, y en los casos en que verdaderamente peligren la libertad y el orden, tomar, aunque sea en menoscabo del derecho de algunos ciudadanos y sin el beneplácito del Parlamento, las medidas que la necesidad exija: que ante la necesidad enmudeció siempre la justicia y pudieron muy poco las pasiones. El mal para la monarquía estaba en que no era Amadeo hombre de gran temple.

FUENTE: Francisco Pi y Margall, El reinado de Amadeo de Saboya, Madrid, Seminarios y Ediciones, 1970, pp. 54-56.

Documento 6

Fernando Garrido y la revolución social en el Sexenio

Lo que ha sucedido a las clases medias, lo mismo que a las que la precedieron en la dirección de la sociedad, sucede a las clases trabajadoras, al cuarto estado, que hoy llega a formar parte activa en la vida política, en la dirección de los negocios públicos, nótese bien, no en la lucha abierta contra las clases medias, no después de una victoria sangrienta contra las clases conservadoras, no como éstas llegaron a ocupar el puesto que antes ocuparon en las esferas del poder la teocracia y la alta nobleza, sino invitadas, convocadas por las mismas clases medias y conservadoras, que, viéndose por su debilidad y flaqueza incapaces de resistir por sí solas a la reacción política y teocrática, que pretendían poner en cuestión y hasta negar las grandes reformas realizadas después de medio siglo de revolución, han llamado en su auxilio a las clases trabajadoras para poder asegurar las conquistas de la Revolución, a trueque de darles amplia participación en las gestiones de los negocios públicos.

Si hay hoy, entre esas clases conservadoras, ingratos sin la inteligencia suficiente para comprender que toda reacción es no sólo un atentado contra la libertad sino contra el orden, que toda lucha contra las clases trabajadoras, que toda negativa a satisfacer sus legítimas aspiraciones es además de un atentado contra la Revolución una provocación a la guerra civil, a la guerra de clases y de castas, abrigamos la confianza de que la mayoría de las clases medias comprende que su misión no es resistir las tendencias de las clases obreras de campos y ciudades, sino, al contrario, dirigirlas y encauzarlas, porque en realidad la satisfacción más completa de esas aspiraciones no es incompatible con sus intereses, como lo eran éstos con los de la teocracia y la nobleza en otros tiempos.

Nosotros lo declaramos bien alto, porque tal es nuestra convicción; la consolidación de la libertad en nuestra patria depende hoy de la buena armonía, de la solidaridad de los intereses de las clases medias y de las clases trabajadoras. […]

La revolución social comenzada por las clases medias, que en su lucha contra la teocracia y el despotismo tuvieron a las masas, especialmente a las del campo, por enemigas, pudo hacerse sin que participaran directamente de sus beneficios esas cíases proletarias que, contra sus propios intereses, defendían, con valor digno de mejor causa, el despotismo y la teocracia; peor hoy, que las clases trabajadoras, lejos de servir de rémora a la Revolución le sirven de vanguardia, y que son el baluarte en que se estrellaría la reacción si intentara destruir la obra revolucionaria, no hay razón plausible, ni pretexto siquiera, para que los beneficios de la revolución social no lleguen hasta ellas directamente. La desamortización favoreció hasta ahora casi exclusivamente a las clases medias y acomodadas; justo es que lo que aún queda por desamortizar, que vale muchos miles de millones, se desamortice de tal manera que las clases trabajadoras puedan adquirirlo y conservarlo.

No hay nación en Europa que tenga tantos medios como España para extender a mayor número de familias los beneficios de la propiedad. Las Cortes Constituyentes deben inspirarse en esa idea fecunda, tanto porque aumentará considerablemente la riqueza del país como porque resolverá en gran parte el problema del proletariado, convirtiendo además en conservadoras, transformándolas en propietarias, a las clases desheredadas.”

FUENTE: Fernando Garrido, “La revolución social. Artículo Primero”, en La Igualdad, Madrid, n.° 209, 10-VII-1869.

Documento 7

Manifiesto de Sandhurst. I de diciembre de 1874

He recibido de España un gran número de felicitaciones con motivo de mi cumpleaños, y algunas de compatriotas nuestros residentes en Francia. Deseo que con todos sea usted intérprete de mi gratitud y mis opiniones.

Cuantos me han escrito muestran igual convicción de que sólo el restablecimiento de la monarquía constitucional puede poner término a la opresión, a la incertidumbre y a las crueles perturbaciones que experimenta España. Dícenme que así lo reconoce ya la mayoría de nuestros compatriotas, y que antes de mucho estarán conmigo todos los de buena fe, sean cuales fueren sus antecedentes políticos, comprendiendo que no pueda tener exclusiones ni de un monarca nuevo y desapasionado ni de un régimen que precisamente hoy se impone porque representa la unión y la paz.

No sé yo cuándo o cómo, ni siquiera si se ha de realizar esa esperanza. Sólo puedo decir que nada omitiré para hacerme digno del difícil encargo de restablecer en nuestra noble nación, al tiempo que la concordia, el orden legal y la libertad política, si Dios en sus altos designios me la confía.

Por virtud de la espontánea y solemne abdicación de mi augusta madre, tan generosa como infortunada, soy único representante yo del derecho monárquico en España. Arranca éste de una legislación secular, confirmada por todos los precedentes históricos, y está indudablemente unida a todas las instituciones representativas, que nunca dejaron de funcionar legalmente durante los treinta y cinco años transcurridos desde que comenzó el reinado de mi madre hasta que, niño aún, pisé yo con todos los míos el suelo extranjero.

Huérfana la nación ahora de todo derecho público e indefinidamente privada de sus libertades, natural es que vuelva los ojos a su acostumbrado derecho constitucional y a aquellas libres instituciones que ni en 1812 le impidieron defender su independencia ni acabar en 1840 otra empeñada guerra civil. Debióles, además, muchos años de progreso constante, de prosperidad, de crédito y aun de alguna gloria; años que no es fácil borrar del recuerdo cuando tantos son todavía los que los han conocido.

Por todo esto, sin duda, lo único que inspira ya confianza en España es una monarquía hereditaria y representativa, mirándola como irreemplazable garantía de sus derechos e intereses desde las clases obreras hasta las más elevadas.

En el entretanto, no sólo está hoy por tierra todo lo que en 1868 existía, sino cuanto se ha pretendido desde entonces crear. Si de hecho se halla abolida la Constitución de 1845, hállase también abolida la que en 1869 se formó sobre la base inexistente de la monarquía.

Si una Junta de senadores y diputados, sin ninguna forma legal constituida, decretó la república, bien pronto fueron disueltas las únicas cortes convocadas con el deliberado intento de plantear aquel régimen por las bayonetas de la guarnición de Madrid. Todas las cuestiones políticas están así pendientes, y aun reservadas, por parte de los actuales gobernantes, a la libre decisión del porvenir.

Afortunadamente la monarquía hereditaria y constitucional posee en sus principios la necesaria flexibilidad y cuantas condiciones de acierto hacen falta para que todos los problemas que traiga su restablecimiento consigo sean resueltos de conformidad con los votos y la convivencia de la nación.

No hay que esperar que decida yo nada de plano y arbitrariamente; sin cortes no resolvieron los negocios arduos los príncipes españoles allá en los antiguos tiempos de la monarquía, y esta justísima regla de conducta no he de olvidarla yo en mi condición presente, y cuanto todos los españoles están ya habituados a los procedimientos parlamentarios. Llegado el caso, fácil será que se entiendan y concierten las cuestiones por resolver un príncipe leal y un pueblo libre.

Nada deseo tanto como que nuestra patria lo sea de verdad. A ello ha de contribuir poderosamente la dura lección de estos últimos tiempos que, si para nadie puede ser perdida, todavía lo será menos para las honradas y laboriosas clases populares, víctimas de sofismas pérfidos o de absurdas ilusiones.

Cuanto se está viviendo enseña que las naciones más grandes y prósperas, y donde el orden, la libertad y la justicia se admiran mejor, son aquellas que respetan más su propia historia. No impiden esto, en verdad, que atentamente observen y sigan con seguros pasos la marcha progresiva de la civilización. Quiera, pues, la Providencia divina que algún día se inspire el pueblo español en tales ejemplos.

Por mi parte, debo al infortunio estar en contacto con los hombres y las cosas de la Europa moderna, y si en ella no alcanza España una posición digna de su historia, y de consuno independiente y simpática, culpa mía no será ni ahora ni nunca. Sea la que quiera mi propia suerte ni dejaré de ser buen español ni, como todos mis antepasados, buen católico, ni, como hombre del siglo, verdaderamente liberal.

Suyo, afmo., Alfonso de Borbón.

Nork-Town (Sandhurst), 1 de diciembre de 1874.

Documento 8

Abolición del sistema foral en el País Vasco (1876)

Art. Io. Los deberes que la Constitución política ha impuesto siempre á todos los españoles de acudir al servicio de las armas cuando la ley los llama, y de contribuir en la proporción de sus haberes á los gastos del Estado, se extenderán, como los derechos constitucionales se extienden, á los habitantes de las provincias de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava del mismo modo que á los de las demás de la Nación.

Art. 2o. Por virtud de lo expuesto en el artículo anterior, las tres provincias referidas quedan obligadas desde la publicación de esta ley á presentar, en los casos de quintas ó reemplazos ordinarios y extraordinarios del Ejército, el cupo de hombres que les correspondan con arreglo á las leyes.

Art. 3o. Quedan igualmente obligadas desde la publicación de esta ley las provincias de Vizcaya, Guipúzcoa y Álava á pagar, en la proporción que les correspondan y con destino á los gastos públicos, las contribuciones, rentas é impuestos ordinarios y extraordinarios que se consignen en los presupuestos generales del Estado.

Art. 4o. Se autoriza al Gobierno para que, dando en su día cuenta á las Cortes, y teniendo presentes la ley de 19 de septiembre de 1837 y la de 16 de agosto de 1844, y el decreto de 29 de octubre del mismo año, proceda á acordar, con audiencia de las provincias de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya si lo juzga oportuno, todas las reformas que en su antiguo régimen foral lo exijan, así el bienestar de los pueblos vascongados como el buen gobierno y la seguridad de la Nación.

Art. 5o. Se autoriza también al Gobierno, dando en su día cuenta á las Cortes:

Primero. Para dejar al arbitrio de las Diputaciones los medios de presentar sus respectivos cupos de hombres en los casos de quintas ordinarias y extraordinarias.

Segundo. Para hacer las modificaciones de forma que reclamen las circunstancias locales y la experiencia aconseje, á fin de facilitar el cumplimiento del art. 3o de esta ley.

Tercero. Para incluir entre los casos de exención del servicio militar á los que acrediten que ellos ó sus padres han sostenido con las armas en la mano, durante la última guerra civil, los derechos del Rey legítimo y de la Nación, sin que por estas exenciones se disminuya el cupo de cada provincia.

Cuarto. Para otorgar dispensas de pago de los nuevos impuestos por los plazos que juzgue equitativos, con tal que ninguno pase de diez años, á las poblaciones vascongadas que se hayan hecho dignas de tal beneficio por sus sacrificios de todo género en favor de la causa legítima durante la pasada guerra civil, así como á los particulares que hayan tenido que abandonar sus hogares por la misma causa ó sido por ella objeto de persecuciones.

Art. 6o. El Gobierno queda investido por esta ley de todas las facultades extraordinarias y discrecionales que exija su exacta y cumplida ejecución.

Por tanto:

Mandamos, etc.

Dado en Palacio á 21 de julio de 1876. Yo el rey

Documento 9

“Mito y nostalgia de la sociedad patriarcal”.

Visión de Alejandro Pidal y Mon (1877)

[…] Pero hoy ya la negra locomotora atruena con los prolongados silbidos de las válvulas de sus calderas los ecos de los valles, anunciando que la civilización, con todo su cortejo de miserias, crímenes y deformidades, ha hecho irrupción en las comarcas asturianas.

Así lo atestiguáis tristemente vosotros, hermosos valles de Mieres y de Langreo, con vuestros altos hornos encendidos y con la sorda trepidación de las máquinas de vuestros talleres. El negro carbón, arrancado del seno de vuestros montes por la insaciable codicia de los extranjeros, cubre de espesa nube de polvo las verdes hojas de los árboles y los claros manantiales de vuestras fuentes. Montañas de sucia escoria interrumpen el curso de vuestros ríos […]; el hacha del minero tala incesantemente vuestros poblados bosques […]; vuestros honrados moradores joviales, sanos, limpios y robustos, parecen hoy espectros o demonios cuando, tiznados los rostros y las manos, con el hacha o el pico en la cintura y la agonizante linterna en la montera, salen, como fieras de sus guaridas, de las entrañas de la tierra para consumir el precio de su salud y de su trabajo en el innoble seno de algún chigre, donde la blasfemia entrándose por los oídos, toma carta de naturaleza en los labios; y donde, perdido el cariño y respeto a toda creencia, a toda tradición y a toda autoridad, que constituían su peculiar fisonomía, se convierten en estúpidos soñadores de las concupiscencias socialistas, esclavos del primer charlatán que los explote, y déspotas y verdugos de su familia y de su alma.

Celebren en buena hora los entusiastas adoradores de los intereses materiales la riqueza mineral de este suelo […]. Nosotros amantes de lo bello y de lo bueno antes de lo útil, preferiríamos que Asturias permaneciese siempre en su primitivo aspecto de país patriarcal, feudal por tradición y naturaleza, conservase sus piadosas creencias y sus antiguas costumbres en el seno de sus aldeas, entregado a la ganadería y a la agricultura, a la caza y la pesca, viviendo bajo la autoridad paterna del venerable párroco que le asiste, remedia y consuela en sus necesidades y dolores, y a la sombra de los muros de su iglesia, que como madre cariñosa, le llama con la sonora voz de sus campanas para que levante la vista al cielo, que le señala con la cruz que se eleva sobre sus torres.

Sí, tenemos ese mal gusto, y lo confesamos sin rebozo […]; nos satisface más el honrado aspecto de nuestros fornidos labradores, que el demacrado rostro y la miseria torva de nuestros infelices mineros, y cuando, cruzando por las ásperas veredas de nuestras sierras, descubrimos las arruinadas murallas de un monasterio, recordamos la piedad, la instrucción, la defensa, el socorro que nuestros mayores hallaban entre sus muros, e involuntariamente se nos viene a la imaginación nuestras fábricas, donde nuestros hermanos encuentran todos los males y miserias que corroen, en una sociedad que ha renegado de su Dios, el corazón del proletariado.

Y, sin embargo, aquéllos se llamaban siervos; éstos son soberanos, gozan de derechos ilegislables y disponen del sufragio universal.

[image: ]

Dejemos, pues, seguir el inevitable curso del progreso, que sin duda para grandes fines empuja con su mano la Providencia, y mientras los estadistas lo fomentan y los sacerdotes lo purifican, retirémonos a llorar al fondo de alguna ignorada gruta, como las antiguas divinidades moradoras de los bosques, la profanación de la naturaleza.

FUENTE: A. Pidal y Mon, “El campo en Asturias”, en Revista Cántabro-Asturiana, 18 77, pp. 11 0 -112.

Documento 10

Manuel Pavía y el caciquismo

En España, la falta completa de patriotismo y de desinterés, aun en los que más obligados están á inspirarse en ellos, ha sido el origen de los más pavorosos y funestos males de la Patria. […]

El sistema de satisfacer todas las ambiciones produce la pérdida total de toda clase de ilusiones, y rebaja hasta la más mínima significación el mérito de todos los puestos públicos, de todos los empleos y de todas las recompensas y condecoraciones. […]

El rebajamiento de la sociedad ha producido el personalismo. Este contribuye á perturbar la sociedad, no crea caracteres y se perjudica mucho á sí mismo. El personalismo consigue aislarse de todo lo que es serio y digno, y únicamente se encuentra rodeado de la servidumbre. No se comprende cómo los hombres que tienen gran talento é instrucción, que poseen condiciones de carácter y que inspiran confianza y simpatía, no se aprovechen de todas esas brillantes y poderosas cualidades para imponerse lícita, sólida y honradamente á los demás, y en vez de esto, apelen á exigencias, medios y procedimientos deshonrosos, con los cuales jamás logran ver realizado su único pensamiento!!! El personalismo padece el funesto error de querer medir con un mismo rasero á todos, pretendiendo nivelar todas las condiciones de carácter. El personalismo concluye siempre por suicidarse.

No hay caracteres. No puede haberlos. No es posible que sobresalga ninguno. En el acto que se apercibe el nacimiento de uno, es perseguido encarnizadamente y á muerte por toda clase de medios, incluso el del ridículo, con un tacto de codos sublime, que debía emplearse para bien de la Patria en defensa de aquellos y otros deberes sagrados.

Uno de los efectos más perjudiciales que produce la falta de patriotismo y de desinterés, es el caciquismo perturbador y destructor. La debilidad de carácter de los Gobiernos; el deseo vehemente de perpetuarse en el poder; la impaciencia febril por adquirir éste por las vías ilegales; la poca virilidad del cuerpo electoral; el insensato pensamiento de confeccionar Cortes con mayoría excesivamente numerosa, que ahogan siempre al autor; la constante idea de querer demostrar que no tienen vida propia ni arraigo los partidos de oposición, pretendiendo hacer creer que la forma de gobierno que existe no posee más que un solo partido y una sola política que puedan defenderla y consolidarla; la poca fuerza moral y material que tienen los Gobiernos por representar fracciones ó agrupaciones de éstas; la poca fe que poseen los Gobiernos en la política que representan y en la estabilidad de las formas de gobierno; la desconfianza justificada y acreditada que abrigan los Gobiernos, de los jefes de Estado, porque éstos no les dan las correspondientes y necesarias garantías de seguridad, y otras razones de segundo orden son las que han desarrollado y consolidado el detestable y corruptor caciquismo que impera en el País de una manera funesta.

El sistema constitucional y parlamentario no puede prescindir en absoluto del caciquismo; pero existe una notable diferencia del caciquismo que obedece á los Gobiernos, al que se impone á éstos y gobierna al País. El primero es necesario y auxilia poderosamente á los Gobiernos. El segundo es altamente perjudicial al País; concluye con los Gobiernos, y socava las instituciones que éstos representan. Hay varias clases de caciquismo. El español no se asemeja á ninguno de su clase. Representa una perturbación y una degradación profundas.

El caciquismo es el mayor enemigo que tienen los intereses generales del Estado, y especialmente los del ejército. El principal pensamiento del caciquismo es multiplicar sus intereses particulares, lo que casi siempre realiza á costa de los del ejército y del Estado. El caciquismo se ha apoderado directa é indirectamente de muchos de los derechos de aquéllos, y se opone constantemente á que éstos los recobren.

[..]

Es insaciable el caciquismo cuando, siéndole concedido todo esto, dirige sin responsabilidad alguna la política civil, provincial y municipal para multiplicar, ilegalmente, sus intereses de todas clases, y para perseguir encarnizadamente á sus enemigos personales. Cuando los Gobiernos se resisten á las multiplicadas exigencias del caciquismo, ó se las niegan porque son de reconocida inmoralidad é injusticia, en el acto quieren imponerse con la amenaza, y concluyen por descomponer el partido, ingresando en algún grupo disidente, ó se pasan, sin pudor político, á la oposición. El caciquismo rara vez rompe con el partido de la oposición que debe heredar el poder, ni defiende nunca con coraje ni energía, al Gobierno que representa.

FUENTE: Manuel Pavía, “Reflexiones políticas”, Revista Contemporánea, 151 (15-III-1882), pp. 5-9.

Documento 11

J. Sánchez de Toca y la Unión Católica

La Unión Católica no es un partido político; no ha encerrado sus miras en el exclusivismo de los fines políticos, ni en intereses ni formas de jerarquía y agrupación que pudieran confundirla con partido político alguno. Con la experiencia de los desastres comunes, brotó á un tiempo en la conciencia de muchos católicos de uno y otrobando monárquico la convicción de que es principal deber, y redundará siempre en beneficio de toda buena causa, el servir, ante todo, á los intereses de la religión, en vez de servirse de ellos. Por esto buscaron un terreno neutral donde hacer paces, no como vencedores y vencidos, sino como náufragos que se acogen á una esperanza de salvación común. Para concertar de esta manera sus esfuerzos, no necesitaron sacrificar ni la lealtad, ni la justicia, ni las convicciones: les bastó contener el espíritu de discordia, cumpliendo el precepto de la caridad cristiana; y se hallaron naturalmente unidos por el convencimiento del propio deber, que les descubrió á todos á un tiempo que en la hora de los grandes peligros el instinto de conservación llama, ante todo, á la defensa de los grandes principios y de los intereses comunes. Así, sin renunciar nadie á ninguna convicción ni á ninguna lealtad, sin que tuviera nadie que replegar ninguna bandera política que quepa dentro del orden cristiano, se vieron reunidos en un campo neutral donde cabe todo lo noble, todo lo digno, todo lo lícito, pero donde únicamente se combate por la causa católica, empleando para ello las armas, recursos y derechos que constituyen las libertades de la ciudadanía. Triste experiencia les había demostrado que la manera más eficaz de conjurar las grandes destrucciones que el espíritu revolucionario produce en el orden religioso, estriba en la unión de todas las fuerzas y elementos católicos que encierra la sociedad española; y comprendieron, al mismo tiempo, que, dadas nuestras discordias, el procedimiento de unión más viable y permamanente (sic) entre católicos, el modo mejor de agrupar en un solo haz todas las fuerzas de la conservación social, para rechazar los grandes asaltos revolucionarios, consiste en reservar las soluciones políticas á la acción de los partidos políticos, y limitar ellos su concordia á la defensa de los más altos intereses sociales, colocando por cima de las discordias de partido el principio fundamental que ha de informar todas las instituciones del orden civil y del orden político: principio tan capital, que sin él pierden los pueblos el fruto de diez y nueve siglos de progreso cristiano y caen en la barbarie.

No tiene, pues, la Unión Católica ninguna condición de partido político; su propia naturaleza se lo impide. Por una parte tiene á su frente á la jerarquía episcopal, que si bien defenderá siempre hasta llegar al martirio, como tesoro inapreciable, el arca santa de las verdades fundamentales, no descenderá jamás al palenque de las luchas meramente políticas. Y por otra parte, á diferencia de todo partido político, carece la Unión Católica de soluciones concretas en lo referente á formas é ideales de gobierno. Todo su vínculo de cohesión consiste nada más que en mantener las doctrinas é intereses religiosos en lugar más alto que las doctrinas e intereses de los partidos. Por esto es regla principal de conducta para cada uno de sus miembros, y principal deber de honor y lealtad que á todos se impone, el aplaudir y ayudar á toda obra que redunde en beneficio de la religión, aunque esta obra la inicie el adversario político y censurar, por el contrario, al amigo y hasta apartarnos de él cuando produzca daños á la Iglesia.

FUENTE: J. Sánchez Toca, Católicos y conservadores, Madrid, Tip. de las Huérfanas, 18 85, pp. 19 4-20 1.

Documento 12

Poder de la Corona en la Monarquía constitucional.

Memorial de Agravios, 1885

Antes de entrar en materia hemos de tratar una cuestión preliminar contenida en la siguiente pregunta:

¿Por qué acudimos directamente al poder real, y no a las cortes o al ministerio?

¿Por qué comparecemos ante su presencia directamente?

Porque al estudiar la situación del país, lo primero en que hemos debido fijarnos es en la Constitución que nos rige, y la Constitución reconoce un solo poder permanente, que es el poder real. Todos los demás poderes son según ella temporales en su ejercicio y transitorios. Los dos cuerpos colegisladores que componen las cortes están sujetos a renovación o modificación periódica. Los diputados del congreso son elegidos por cinco años; los senadores electivos cada cinco años se renuevan por mitad. Bien es verdad que en el senado hay senadores por derecho propio y los hay también vitalicios, pero la misma Constitución previene que el número de unos y otros no podrá exceder del de los senadores electivos, lo cual hace que el senado no sea en conjunto un poder permanente. Los senadores vitalicios son, además, nombrados directamente por la corona; gran número de los de derecho propio lo son indirectamente, pues que al rey corresponde la otorgación de los altos cargos o empleos que dan a los favorecidos el derecho propio a la senaduría.

La corona está en función constante de sus prerrogativas, en tanto que las cortes no pueden ejercer las suyas propias sin el beneplácito de aquélla. Las cortes no pueden funcionar sino estando constitucionalmente reunidas, y no lo están sin que el rey las convoque, y dejan de estarlo en cuanto el rey suspende o cierra sus sesiones. La parte electiva de las cortes, además, o sea el congreso y la mitad a lo menos del senado, no tienen seguridad alguna de durar todo el período por el que fueron elegidos, pues que en cualquier tiempo y ocasión puede el rey disolverlos simultánea o separadamente. Y la prerrogativa de la corona es tan ejecutiva en todas estas manifestaciones, que por el mismo hecho de ejercitarse suspende la función de las cortes, que ni siquiera pueden ultimar los asuntos pendientes, ni terminar una discusión que tengan empeñada, ni dejar concluir un discurso que hayan empezado a escuchar.

Inútil es demostrar que los ministros no forman un poder permanente. Ni siquiera son poder del estado, y por ello se les llama autoridades; y su autoridad es tan precaria, que el rey los nombra y separa libremente, sin que constitucionalmente deba fundar su suprema resolución en motivo alguno.

No sólo el rey es el único poder permanente y en función constante de sus prerrogativas, sino que éstas se extienden a contribuir a la confección de las leyes. La potestad de hacerlas reside, no en las cortes solas, sino en las cortes con el rey. El rey interviene en la formación del senado, no sólo por la designación directa de los senadores vitalicios e indirecta de una parte de los de derecho propio, como hemos dicho antes, sino que para cada legislatura nombra, de entre los mismos senadores, el presidente y los vicepresidentes del senado. El rey abre y cierra las cortes en persona o por medio de sus ministros, y tiene la iniciativa de las leyes, ni más ni menos que cada uno de los cuerpos colegisladores. Puede además el rey negar la sanción a cualquier proyecto de ley aprobado ya por las cortes, y si bien la Constitución no dice explícitamente si el veto es absoluto, se desprende evidentemente de su contexto que lo es en sus efectos, pues que negada la real sanción a un proyecto en una legislatura, no se podrá en la misma volver a proponer otro sobre el mismo objeto, y si vuelve a presentarse en una posterior, podrá de nuevo serle negada la sanción regia, y lo mismo podría según la Constitución repetirse indefinidamente en las legislaturas sucesivas.

No seguiremos detallando las prerrogativas y potestades que la Constitución en vigor asienta en la corona. Bástenos recordar, por su grande importancia, que en el rey reside la potestad de hacer ejecutar las leyes; que él tiene el mando supremo del ejército y armada, y dispone de las fuerzas de mar y tierra; que declara la guerra y hace y ratifica la paz, dando después cuenta documentada a las cortes, y que concede los grados, ascensos y recompensas militares con arreglo a las leyes, así como, con arreglo a las mismas, confiere los empleos civiles y concede honores y distinciones de todas clases. Otra prerrogativa de la corona nos ha de ser permitido analizar con alguna amplitud por la relación que guarda con uno de los objetos de la presente Memoria, y es la que se refiere a los tratados con las potencias extranjeras. Según el párrafo quinto del artículo 54 de la Constitución, corresponde al rey dirigir las relaciones diplomáticas y comerciales, y el sentido de este párrafo se completa en el artículo 55, el que, al determinar los asuntos para los cuales necesita estar el rey autorizado por una ley especial, enumera entre ellos, en su párrafo cuarto, la ratificación de los tratados de alianza ofensiva y los especiales de comercio. […]

FUENTE: Memoria en defensa de los intereses morales y materiales de Cataluña, 1885, pp. 17-21.

Documento 13

La abolición de la esclavitud en Cuba.

Real Decreto de 7 de octubre de 1886

Ministerio de Ultramar

Exposición

SEÑORA: El reinado de D. Alfonso XII (Q.S.G.H.) pertenece la gloria de haber borrado para siempre de las leyes y dominios españoles el estado de esclavitud conservador por causas diferentes en las hermosas provincias de la isla de Cuba. Al magnánimo corazón de V.M., digna compañera de tan Augusto Monarca, corresponde hacer desaparecer los últimos recuerdos de una institución que pugna con los principios cristianos, con los delicados sentimientos que tanto enaltecen a V.M. y con los ideales jurídicos y agrupaciones políticas de nuestra patria.

Iniciada la abolición de la esclavitud por la ley de 4 de julio de 1870, terminó felizmente en la isla de Cuba merced a la que en 13 de febrero de 1880 sancionó D. Alfonso XII, bajo cuyo reinado y la Regencia de V.M. ha sido aplicada con rara fortuna.

Puede esto decirse en elogio, tanto de los antiguos propietarios de esclavos, como de estos mismos; pues ninguna de las complicaciones que pudieron temerse y que por otra parte suelen acompañar a las grandes transformaciones sociales han empañado el brillo de la ley, ni debilitado el honrado convencimiento con que el Gobierno y las Cortes españolas acometieron la reforma.

Entonces como ahora, las voluntades estaban conformes en realizar la abolición de la esclavitud; pero ante un problema de incuestionable gravedad y que en territorios próximos á las Antillas españolas había amenazado los intereses supremos de la civilización, no hubo en cuanto al procedimiento aquella unanimidad de pareceres que es garantía de acierto, y que asegura el éxito de las reformas. El procedimiento de la ley de 1880 ha producido excelentes efectos y satisfecho las esperanzas de sus autores; sin embargo, el patronato sustituido a la esclavitud, aunque no fuese un estado intermedio entre el antiguo régimen y la libertad, constituye un recuerdo de lo pasado, que era menester borrar sin menoscabo de los intereses públicos y particulares.

Que esa necesidad se sentía por todos prueban la magnanimidad de pareceres con que el Senado y el Congreso otorgaron la autorización consignada en el primero de los artículos adicionales de la vigente Ley de Presupuestos y la conformidad que se advierte en la Junta de Agricultura y entre los hacendados de Cuba consultados por el Gobierno, como era natural antes de adoptar una media que pudiera lastimar intereses amparados por recientes preceptos legislativos. Verdad es que si en el suelo de nuestra patria la esclavitud ha tenido por desgracia un asilo como en las naciones más cultas, nuestro carácter, las creencias religiosas ú otras causas que sería prolijo investigar, han establecido entre los señores y los siervos relaciones menos violentas é injustas de las que la institución llevaba consigo. Por esto, ni la abolición ha sido resistida por los primeros ni pretendida por los segundos, como un arma con que perseguir y ofender a sus antiguos dominadores.

Facultado el Gobierno para la abolición del patronato, dentro y bajo las condiciones de la ley de 1880, ha estudiado cuantos inconvenientes pudiera tener una reforma que al seguir los impulsos de su corazón habría propuesto a V.M. sin dilación alguna. Por fortuna, de este estudio resulta que puede acometerse la abolición del patronato.

El mismo número reducido de patrocinados, que en la actualidad apenas excede de 25.000, muchos de los cuales están destinados á servicios domésticos, pueden ejercer poca influencia en la vida de la agricultura y de las industrias de Cuba, á cuyas necesidades el Gobierno procura atender estimulando el amor al trabajo y fomentando la inmigración por medio de mayores ventajas de las que hoy ofrece el suelo feracísimo y la envidiable posición mercantil de la Gran Antilla.

De otro lado, la vagancia y el bandolerismo, que han solido ser obligado cortejo de la abolición de la esclavitud, pueden en la isla de Cuba encontrar correctivo rápido y eficaz en la mera observancia y prudente aplicación de los Reales decretos de 23 de enero de 1866 y 17 de octubre de 1879, por los cuales se declaró vigentes en aquellas provincias las leyes de 17 de abril de 1821 y 8 de enero de 1878, y se invistió á los Gobernadores de facultades moderadas con que pudieran hacer frente á aquellos males.

Ningún temor existe, por tanto, de que la supresión del patronato, aceptada por las más completa unanimidad de pareceres, lleve á la isla de Cuba perturbación alguna que altere el desenvolvimiento de la producción, en tanto que será sumamente grato á los delicados sentimientos de V.M. acabar con las sombras y recuerdos de la esclavitud en provincias españolas.

Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de acuerdo con el Consejo de Ministros, tiene la honra de someter a la aprobación de V.M. el siguiente proyecto de decreto.

Madrid 7 de octubre de 1886

SEÑORA:

A.L. R. P. de V.M.

Germán Gamazo

Documento 14

Memoria sobre política internacional, 1888

ANTECEDENTES

A la muerte del Rey Don Alfonso XII, España no tenía política internacional; más aún, puede decirse, sin temor de equivocarse, que la Restauración no la había tenido. Atenta, por una parte, a sus dificultades interiores; necesitada, por otra, de evitar cuidadosamente las exteriores, había permanecido ajena a las transformaciones que en Europa se habían operado después de la gran guerra entre Francia y Alemania y de la unidad del Imperio Germánico. Por grande que fuese la significación de estos hechos, España había permanecido o parecido indiferente a ellos, primero por las convulsiones internas que la dividieron y trabajaron hasta 1875; después por la situación en que se encontró la Restauración en sus primeros años.

[…]

Solicitado por tan diversas tendencias y falto de iniciativa propia, el partido conservador, simbolizado en el Sr. Cánovas del Castillo, no tuvo más política internacional que la de rehuir toda cuestión, alejarse de todo peligro, empequeñecerse y empequeñecer al país para librarle de toda complicación exterior, llegando a complacer sistemáticamente a Francia, hasta el punto de que su Embajador era quien inspiraba la política, a quien se acudía en los conflictos y a quien se procuraba agradar a toda costa.

La política internacional de España era, pues, al morir el Rey Alfonso XII, para sus Gobiernos un sistemático aislamiento y una separación completa de todo el mundo; para la masa del país, la ignorancia de cuanto en Europa pudiera interesarnos; y para las grandes potencias, el menosprecio en unas y la indiferencia en las más.

ADVENIMIENTO DE LA REGENCIA. En esta situación murió el Rey y se encontró la Reina frente a una situación inesperada e imprevista, en la cual el menor de los peligros era el de la incertidumbre. Tuvo, en cambio, a su lado desde el primer momento la fuerza poderosísima del interés y de la profunda simpatía que España y la Regencia inspiraban, y que se manifestó en la poderosa corriente que desde todas las Cortes y pueblos de Europa refluyó en España y se formuló clara y solemne en Madrid, en los funerales del Rey. Europa entera, por medio de sus representantes más ilustres, saludaba a la nueva Regencia y la consagraba con su homenaje, ante el cual, quizás por la vez primera, sintió sin quererlo, a pesar suyo, por ella y por la voluntad de las demás naciones en lucha por sus encontrados intereses. Por eso, si los Gobiernos españoles, desconociendo esta verdad y sin conciencia de su fuerza real se empeñasen en aislarse en el mundo y en hacerle permanecer extraña a sucesos que han de afectar profundamente, no ya a Europa, sino al mundo entero, el desenlace de esta política sería la desmembración del territorio y la humillación de España.

Por otra parte, la vida de las instituciones de los pueblos va unida, no sólo al acuerdo con que gobiernan, sino al prestigio de que saben rodearse. Una Monarquía indiferente a Europa, pero, sobre todo, una Monarquía menospreciada, no puede sostenerse largo tiempo; una Regencia aplaudida, rodeada de la consideración de los Soberanos, enaltecida por su prestigio en el mundo, engrandece a la nación y transmite a los españoles la estimación que a los demás inspira. […]

LA REGENCIA ANTE LOS DEMÁS PAÍSES. No bastaba, sin embargo, desearlo; era, además, preciso saber aprovechar las circunstancias, y para ello responder ante todo a una pregunta ha tiempo no formulada en España, donde todo el mundo está tan convencido, gracias a la conducta de sus gobiernos, de nuestra insignificancia, por no decir de nuestra impotencia y de la ninguna estimación que de nosotros se hace, que a fuerza de menospreciarse a sí propios han debido deducir los españoles de estos tiempos la poca estimación que a los demás países merecen y lo poco que su nación pesa y vale en los consejos de Europa […] Esa pregunta era la de si España tiene una política internacional: la Regencia contestó resuelta y varonilmente con la afirmativa. Y hecha esta afirmación, no vaciló tampoco en definir su política. He aquí su respuesta. […]

NECESIDAD DE UN A POLÍTICA ACTIVA. De suerte que estos tres elementos de la política española, la forma monárquica, sus intereses en Marruecos y sus aspiraciones en América, le dictan a su vez una política en Europa que no podrá ser nunca la de neutralidad o la de indiferencia. Los indiferentes no tienen amigos el día de la desgracia; y los neutrales, sobre todo si son débiles, están destinados a servir de presa a los combatientes y de trofeo a los vencedores; con lo cual se llega a la conclusión de que las dos bases de toda política internacional, la que se origina en su historia y la que arranca de las condiciones geográficas en que se halla, concurren y se identifican en un punto: en el de imponerle una serie de inteligencias y una política de aproximaciones que le den seguridad en sus dominios, tranquilidad en las contingencias del porvenir y fortaleza bastante para el caso de un ataque imprevisto o de una amenaza desconsiderada.

España tiene, pues, una política; la tiene por su historia, por sus condiciones, por sus necesidades geográficas, por las circunstancias del tiempo en que vive. La tiene aun sin quererlo, a pesar suyo, por ella y por la voluntad de las demás naciones en lucha por sus encontrados intereses. Por eso, si los Gobiernos españoles, deseonociendo esta verdad y sin conciencia de su fuerza real se empeñasen en aislarse en el mundo y en hacerle permanecer extraña a sucesos que han de afectar profundamente, no ya a Europa, sino al mundo entero, el desenlace de esta política sería la desmembración del territorio y la humillación de España.

Por otra parte, la vida de las instituciones de los pueblos va unida, no sólo al acuerdo con que gobiernan, sino al prestigio de que saben rodearse. Una Monarquía indiferente a Europa, pero, sobre todo, una Monarquía menospreciada, no puede sostenerse largo tiempo; una Regencia aplaudida, rodeada de la consideración de los Soberanos, enaltecida por su prestigio en el mundo, engrandece a la nación y transmite a los españoles la estimación que a los demás inspira. […]

RESUMEN

Con todo lo cual viene en último término a decirse, como resumen de todas estas consideraciones, que son el poder monárquico y la persona de la Reina Regente tienen condiciones para comprender y realizar la política internacional de España. De ella lo espera todo el país, que empieza a conocer la bienhechora influencia que su ejemplo y sus consejos ejercen en todos los órdenes de la vida, y que ha visto palpablemente en Barcelona lo que representa en Europa y significa para España su prestigio personal. Pero por eso mismo se la hará responsable de todo fracaso y se la atribuirá en primer término la falta de éxito en una política tan brillantemente iniciada. Los Ministros pasan y se olvidan: los Reyes quedan, y recogen las consecuencias de sus errores o de sus aciertos.

FUENTE: Víctor Morales Lezcano, España, de pequeña potencia a potencia media, Madrid, UNED, 1991 , pp. 81-86.

Documento 15

Nacimiento de la UGT. Agosto de 1888

Ayer se inauguró en el teatro Jovellanos el congreso obrero anunciado. Estuvieron representadas cuarenta y cuatro sociedades obreras, de las cuales veintiocho son de Cataluña y las dieciséis restantes de otros puntos de España, formando un total de 4.668 miembros. Constituyóse la mesa interina, siendo presidente el señor Ferrer y secretarios los señores Garrigó y Reoyo. Por no haber llegado aún el tren de Valencia se retardó la apertura de la sesión hasta las once. La concurrencia era escasa. Se aprobó el dictamen de la comisión revisora de actas, quedaron admitidos los delegados y se leyeron los temas que han de discutirse en el Congreso que son los siguientes:

¿Qué alcances debe tener la Federación nacional española dentro de la lucha económica? ¿Debe formarse esta federación de sociedades aisladas, de federaciones locales, comarcales, regionales o nacionales? ¿Se debe considerar constituida la federación española después del Congreso, y pueden adherirse a la misma las sociedades que lo deseen? Si queda constituida, dividendo mensual que ha de satisfacer cada federado y designación de la localidad donde debe nombrarse y residir el Comité directivo. Relaciones que debe establecer la federación con los trabajadores de todos los países. Asuntos y proposiciones generales.

Este último fue suprimido por orden del señor gobernador de la provincia, de lo que protestó uno de los concurrentes por creerlo atentatorio al derecho de reunión.

Se procedió a la elección de la mesa definitiva y quedaron elegidos el mismo señor Ferrer, presidente, que encargó a los oradores mucha circunspección, y secretarios los señores Perramón y Martínez. Se acordó que en vez del tema 2.° se discutiera el 4.°, y que quedaba constituida la Federación Obrera Española. Hoy, a nueve, debía verificarse la segunda sesión.

FUENTE: Diario de Barcelona, lunes 13 -VIII-l888.

Documento 16

Cánovas del Castillo y el sufragio universal

El sufragio universal, que es en sí mismo una malísima institución política, una institución incompatible con todo ordenado régimen político, y más si ese régimen es el monárquico, el sufragio universal, aun cuando sea verdad (y sobre todo ha de ser verdad), es incompatible á la larga con la propiedad individual, con la desigualdad de las fortunas y con todo lo que no sea un socialismo desatentado y anárquico. El sufragio universal no puede ser más que un instrumento de socialismo ó una farsa vil, y, en estos últimos tiempos, es bajo ese título postrero, como he juzgado conveniente calificarlo. Cualesquiera que sean los peligros y los inconvenientes del sufragio universal, es inútil discutirlo ahora. ¿Quién piensa, quién ha dicho siquiera que, después de que en España se haya votado una ley de sufragio universal, las opiniones de las muchedumbres, de los pobres, de los que nada tienen, estarán representadas en las urnas electorales? ¿Hay alguien que sospeche esto siquiera? ¿A qué, pues, discutir el sufragio universal? Ya he indicado brevemente a qué consecuencias puede llegar ese sufragio. En otras ocasiones lo he discutido; y, si llegara el caso, como un simple tema académico, podría discutirlo de nuevo.

Pero, no es ése el peligro delante del cual estamos. No; ni socialismo ni democracia hay en el sufragio universal que se nos ofrece. El sufragio universal es un instrumento de intimidación en las grandes poblaciones, agitado por la demagogia contra todos los intereses del orden; y es, en las pequeñas poblaciones agrícolas, un instrumento vil de actas en blanco en manos de los gobernadores de la provincia. De esto le acuso, hoy por hoy, y no tengo que acusarle de más.

El partido conservador entiende que hay una verdadera y profunda necesidad de establecer en España un sufragio verdad, que ofrezca á la Corona criterios para renovar, refrescar y robustecer el poder, en lugar de obligarla á ejercitarse como poder personal, comprometiéndola en actos sujetos al juicio apasionado de los opuestos bandos. El partido conservador entiende que la primera necesidad del país es proporcionar á la Corona los medios de cambiar de gobierno, sin comprometer sus propias funciones, y sin comprometer las supremas ventajas de la paz pública. El partido conservador está pronto á entrar en toda clase de reformas que conduzcan á este fin; y, si fuera verdad que una extensión del sufragio lo produjese, yo no titubearía en aconsejarla á mi partido; pero, con la seguridad de que esto no ha de hacerse por el actual Gobierno, y de que no se ha de dar garantía ninguna para corregir la corrupción electoral, que, más o menos antigua, se ha llevado ahora á sus últimos extremos; yo he de tomar el sufragio como se pretende proponerlo en esta legislatura, y ya os he dicho en dos palabras lo que es y será.

No temo equivocarme en esta profecía; el sufragio universal no es más que la intimidación de las grandes capitales por las turbas de ciudadanos que intervienen en la cosa pública de la manera que habéis visto en Sevilla y en Zaragoza, y el falseamiento del voto en el resto de la monarquía. Yo lo he visto funcionar: ha estado obrando á nuestra presencia durante el período revolucionario; y puedo decir que es un sistema confuso, que impide á todo interés legítimo encontrar en él su verdadera representación.

Lo combato ahora, como no lo combatí hace un año, porque ahora hay personas que se ocupan de presentarlo en esta forma; y lo combato, además, porque lleva dentro de sí propio una idea que ya he juzgado también como cumple á mi deber; pues, á pesar de esa falsedad intrínseca del sufragio universal, hay muchos que, al pretender establecerlo, quieren hacer que se derive de él la soberanía; hay muchos que le buscan como pretexto para disputar á la Corona los fundamentos sustanciales de sus derechos; hay muchos que aspiran á que por él se pueda contrarrestar la eficacia del principio monárquico, dentro de las ideas conservadoras.

FUENTE: A. Cánovas del Castillo, Discurso pronunciado en la Casa-Lonja de Sevilla, 08-XI-1888. Madrid, Miguel y Guijarro, 1888, pp. 28-32.

Documento 17

Ley del sufragio universal, de 26 junio de 1890

Del derecho electoral

Artículo 1. Son electores para diputados á Cortes todos los españoles varones, mayores de veinticinco años, que se hallen en el pleno goce de sus derechos civiles y sean vecinos de un Municipio en el que cuenten dos años al menos de residencia.

Las clases é individuos de tropa que sirvan en los ejércitos de mar ó tierra no podrán emitir su voto mientras se hallen en las filas.

Queda establecida la misma suspensión respecto de los que se encuentren en condiciones semejantes dentro de otros Cuerpos ó Institutos armados dependientes del Estado, la Provincia ó el Municipio.

Art. 2. No pueden ser electores:

Primero. Los que por sentencia firme hayan sido condenados á las penas de inhabilitación perpetua para derechos políticos ó cargos públicos, aunque hubiesen sido indultados, á no haber tenido antes rehabilitación personal por medio de una ley.

Segundo. Los que por tendencia firme hayan sido condenados a pena aflictiva, si no hubieran obtenido rehabilitación dos años, por lo menos, antes de su inscripción en el Censo.

Tercero. Los que habiendo sido condenados a otras penas por sentencia firme no acreditaren haberlas cumplido.

Cuarto. Los concursados ó quebrados no rehabilitados conforme á la ley, y que no acrediten documentalmente haber cumplido todas sus obligaciones.

Quinto. Los deudores á fondos públicos como segundos contribuyentes.

Sexto. Los que se hallen acogidos en establecimientos benéficos, ó estén, á su instancia, autorizados administrativamente para implorar la caridad pública.

Art. 3. Son elegibles para el cargo de diputado á Cortes todos los españoles varones, de estado seglar, mayores de veinticinco años, que gocen de todos los derechos civiles.

FUENTE: Lo que debe saber todo buen republicano, Madrid, Cosmopolitas, 1904, pp. 35-38.

Documento 18

Bases de Manresa, 1892

BASES PARA LA CONSTITUCIÓN REGIONAL CATALANA

PODER CENTRAL

Base 1 .a Sus atribuciones. A cargo del poder central estarán:

      a) Las relaciones internacionales.

      b) El ejército de mar y tierra, las obras de defensa y la enseñanza militar.

      c) Las relaciones económicas de España con los demás países y en consecuencia, el fijar los aranceles y demás derechos de aduanas.

      d) La construcción y conservación de carreteras, ferrocarriles, canales y puertos que sean de interés general. En los de interés interregional podrán ponerse de acuerdo libremente las regiones interesadas, interviniendo el poder central únicamente en caso de desacuerdo. Las vías de comunicación de interés regional serán de exclusiva competencia de las regiones. Igual criterio se seguirá en los servicios de correos y telégrafos.

      e) La resolución de todas las cuestiones y conflictos interregionales.

      f) La formación del presupuesto anual de gastos que en lo que no sea cubierto por las rentas de aduanas, deberá distribuirse entre las regiones en proporción de su riqueza.

Su organización. El poder central se organizará bajo el concepto de separación de las funciones legislativa, ejecutiva y judicial. El poder legislativo central radicará en el rey o en el jefe del Estado y en una asamblea compuesta por representantes de las regiones, elegidos en la forma que cada uno estime conveniente; el número de representantes será proporcional al de habitantes y a la tributación, teniendo tres la región a la que correspondan menos.

El Poder ejecutivo central se organizará por medio de secretarías o ministerios, que podrán ser: de Relaciones Exteriores, de Guerra, de Marina, de Hacienda y del Interior.

Constituirá el poder supremo judicial un alto tribunal formado por magistrados de las regiones, uno por cada una de ellas, elegidos por las mismas; cuidará de resolver los conflictos interregionales y de las regiones con el poder central y de exigir la responsabilidad a los funcionarios del poder ejecutivo. Este tribunal no se considerará superior jerárquico de los tribunales regionales, que funcionarán con completa independencia.

Disposiciones transitorias. Teniendo en cuenta que las relaciones que, según los preceptos constitucionales vigentes, unen el Estado y la Iglesia, han sido sancionadas por la potestad de ésta, se mantendrán aquéllas, mientras los dos poderes de común acuerdo no las modifiquen.

El poder central procurará ponerse de acuerdo con el Santo Padre en el modo de contribuir a la dotación del culto y clero y de proveer las dignidades y beneficios eclesiásticos en armonía con la organización regional; y tanto si se mantiene el patronato real, como si se restablece la disciplina general de la Iglesia, deberá procurarse que, respecto a Cataluña, se prevea en el concordato que cuantos ejerzan jurisdicción eclesiástica propia o delegada, así como los que ostenten alguna dignidad o beneficio, sean catalanes.

La Deuda pública hoy existente estará a cargo del poder central; pero éste no podrá aumentarla, quedando a cuenta de las diversas regiones la deuda que contraigan en el futuro para su sostenimiento y las cargas del poder central.

PODER REGIONAL

Base 2.a En la parte dogmática de la Constitución Regional Catalana se mantendrá el carácter amplio de nuestra legislación antigua, reformando, para ponerlas de acuerdo con las nuevas necesidades, las sabias disposiciones que contiene respecto a los derechos y libertades de los catalanes.

Base 3.a La lengua catalana será la única que con carácter oficial podrá usarse en Cataluña y en las relaciones de esta región con el poder central.

Base 4.a Unicamente los catalanes, ya lo sean por nacimiento o bien por naturalización, podrán desempeñar cargos públicos en Cataluña, aun tratándose de los gubernativos y administrativos que dependan del poder central. También deberán ser desempeñados por catalanes los cargos militares que supongan jurisdicción.

Base 5.a La división territorial sobre la cual se basa la gradación jerárquica de los poderes gubernativo, administrativo y judicial, tendrá como base la comarca natural y el municipio.

Base 6.a Cataluña será la única soberana de su gobierno interior; por tanto, dictará libremente sus leyes orgánicas; cuidará de su legislación civil, penal, mercantil, administrativa y procesal; del establecimiento y percepción de impuestos; de la acuñación de la moneda, y tendrá todas las demás atribuciones inherentes a la soberanía que no correspondan al poder central, según la base 10.

Base 7.a El poder legislativo regional radicará en las Cortes catalanas, que deberán reunirse todos los años en una época determinada y en lugar distinto.

Las Cortes se formarán mediante sufragio de todos los cabezas de familia, agrupados en clases basadas en el trabajo manual, en la capacidad o en las carreras profesionales y en la propiedad, la industria y el comercio, teniendo en cuenta la correspondiente organización gremial en lo que sea posible.

FUENTE: María del Carmen García Nieto, Restauración y desastre, 1874-1898. Bases documentales de la España Contemporánea, IV, Madrid, Guadiana, 1972, pp. 17 0-17 2.

Documento 19

Sabino Arana y los maketos

“Los invasores”

Con este título ha visto últimamente la luz pública en un semanario de Bilbao un bien escrito artículo que se ocupa en las varias clases de maketos y en su pestífera influencia. Si en él no se tratase el asunto desde el punto de vista regional (que, sobre no ser de bizkaina pureza, no puede ser tampoco base de quejas fundadas y sólida argumentación), defecto que aunque el único que le empaña es de esencia y fundamental, me vería precisado a confesar que al cabo y al fin ha aparecido en periódico bilbaíno un escrito verdaderamente patriótico. Mas como éste haya sido el primero que en cuantos periódicos han salido y salen al público en esta villa ha atacado de frente y sin viles respetos a la invasión maketa, no puedo menos de enviar a su autor la más bizkaina enhorabuena. Por otra parte, ese camino del odio al maketismo es mucho más directo y seguro que el que llevan los que se dicen amantes de los Fueros, pero no sienten rencor hacia el invasor. Si fuese moralmente posible una Bizkaya foral y euskelduna (o con Euskera), pero con raza maketa, su realización sería la cosa más odiosa del mundo, la más rastrera aberración de un pueblo, la evolución política más inicua y la falsedad más estupenda de la historia.

El artículo citado concrétase casi exclusivamente a clasificar al maketo y señalar los efectos de su inmigración; pero poco o nada ha creído conveniente su autor ocuparse en estudiar al elemento que favorece la irrupción, esto es, a los maketófilos, ni el remedio de tan serio mal. Respecto de este último punto, algo he dicho ya en el artículo anterior y queda insinuado en todos los escritos. Cuanto al primero tan vasto es, que en esta hoja renuncio a tratarlo aun someramente. Hay maketismo o españolismo en todas las esferas de la sociedad bizkaina: le hay en las autoridades eclesiásticas y civiles; en la prensa periódica y no periódica, en las sociedades políticas y de recreo, en las asociaciones religiosas y profesionales, en las órdenes y congregaciones religiosas, en el clero, en la industria, en el comercio, en la propiedad, en el trato social, y por último, en el matrimonio, que, como generador de la familia que lo es de la sociedad, es la llave de las posiciones y el elemento más trascendental. Para tratar con la debida extensión la cuestión maketológica, preciso fuera un volumen infolio de mil páginas cuando menos. Sería un libro curioso y de indudable conveniencia, y yo lo escribiría con el mayor gusto, si no tuviese el tiempo empleado en otros trabajos de mayor necesidad y urgencia. Si de él dispone suficientemente el autor de Los invasores, encarecidamente le recomiendo este trabajo, asegurándole en ello prestaría a Bizkaya un excelente servicio, como lo llevase a cabo dentro del criterio nacionalista, que es (no me podrá negarlo) el que está naturalmente arraigado en su espíritu.”

FUENTE: Sabino Arana, Antología de textos políticos. San Sebastián, Haramburu, 19 9 5 , pp. 19 2-19 3.

Documento 20

Montero Ríos y el Tratado de París, 1898

Yo, con un gran temor de errar, por efecto de mi insuficiencia, no era partidario, no lo fui jamás, ni lo sería hoy, del régimen colonial que España, desde los tiempos de los Reyes Católicos, había establecido para sus posesiones de América; yo no fui nunca partidario de ese régimen que se llamaba de asimilación y que consistía en considerar a las colonias como provincias de la monarquía. Siempre fui partidario de la autonomía colonial, y como era un sistema que aquí no imperaba, que no había imperado jamás en los tres siglos que precedieron al actual, y que, en efecto, estaba en oposición con todas nuestras instituciones coloniales, suponía yo que estaría en un error, ¡cómo no había de suponerlo, enfrente de la experiencia de tres siglos; enfrente de la manera de pensar de los hombres de gobierno que tuvo España desde el siglo XVI hasta aquí, si bien con alguna excepción de que pronto habré de ocuparme!

Por esta razón no tenía para qué intervenir en nada, absolutamente en nada, de aquello que tanto agitó a la opinión pública durante los últimos treinta años del siglo XIX. Os voy a decir más.

Recuerdo que cuando el Congreso americano hizo su declaración conjunta, proclamando la independencia de la isla de Cuba, que dio por resultado que el gobierno español entregara sus pasaportes al ministro de los Estados Unidos en Madrid, ante la gravedad que envolvía la situación que se iniciaba…, me tomé la libertad de ir a manifestar al que era entonces jefe del gabinete, mi opinión de que debía el gobierno español reconocer la independencia de la isla de Cuba, negociando con ella, para la aceptación por la misma de toda o parte de la deuda colonial. Recuerdo también que el ocho de mayo, después de saberse en Madrid el desastre de Cavite, reiteré mi visita, manifestando mi opinión de que el gobierno español debía proponer inmediata y directamente al de Washington un armisticio para negociar la paz, pues eran incalculables los desastres que esperaban a nuestra patria. El gobierno tomó en consideración lo que le expuse; pero negociaciones que tenía pendientes, según tuvo la bondad de manifestarme al siguiente día su presidente, no le permitieron dirigirse entonces, en el sentido que acabo de indicar, al gobierno de Washington. Tales negociaciones, cuyas circunstancias nunca conocí, tengo, no obstante, la seguridad de que no pudieron ser ciertas conferencias de que entonces se habló y que consideré siempre inverosímiles, por la más que infantil candidez que hubieran revelado, en quien se suponía que las estaba sosteniendo con un representante de la Unión americana.

Nuestro enemigo era lo bastante astuto para aprovecharse de aquellas circunstancias, y, durante ellas, desembarcó en la isla; destruyó nuestra escuadra enfrente de la bahía de Santiago de Cuba; tomó esta plaza, y concluyó por desembarcar sus tropas en Puerto Rico y apoderarse de esta isla.

[…]

Es lo cierto, señores, que en nuestro país se ha formado una opinión, fuerza es reconocerlo, bastante general y se cree que los gobernantes de hoy (al referirme a los de hoy, no me refiero a los de este día ni a los de hace un año, ni dos, sino a los gobernantes de nuestro tiempo, a los gobernantes que tuvo España, ya que no durante todo el régimen constitucional, por lo menos en la segunda mitad del siglo XIX), se cree, repito, que los gobernantes de hoy, los partidos políticos y las clases directoras, son los responsables de nuestros últimos desastres. Eso es lo que la mayoría de las gentes cree, y yo tengo para mí que eso es un profundo error.

Procuraré ver si llevo a vuestro ánimo la convicción de lo que acabo de decir.

FUENTE: Eugenio Montero Ríos, El Tratado de París, pp. 6-8.

Documento 21

Tras el Desastre, Francisco Silvela, “Sin pulso”.

      Varones ilustres, ¿hasta cuando seréis de corazón duro? ¿Por qué amáis la vanidad y vais tras la mentira?

Isaías, Salmo IV

Quisiéramos oír esas o parecidas palabras brotando de los labios del pueblo; pero no se oye nada; no se percibe agitación en los espíritus, ni movimiento en las gentes.

Los doctores de la política y los facultativos de cabecera estudiarán, sin duda, el mal; discurrirán sobre sus orígenes, su clasificación y sus remedios; pero el más ajeno a la ciencia que preste alguna atención a asuntos públicos observa este singular estado de España: dondequiera que se ponga el tacto, no se encuentra el pulso.

Monárquicos, republicanos, conservadores, liberales, todos los que tengan algún interés en que este cuerpo nacional viva, es fuerza se alarmen y preocupen con tal suceso. Las turbulencias se encauzan; las rebeldías se reprimen; hasta las locuras se reducen a la razón por la pena o por el acertado régimen; pero el corazón que cesa de latir y va dejando frías e insensibles todas las regiones del cuerpo, anuncia la descomposición y la muerte al más lego.

La guerra con los ingratos hijos de Cuba no movió una sola fibra del sentimiento popular. Hablaban con elocuencia los oradores en las Cámaras de sacrificar la última peseta y derramar la postrer gota de sangre… de los demás; obsequiaban los Ayuntamientos a los soldados, que saludaban y marchaban sumisos, trayendo a la memoria el Ave César de los gladiadores romanos; sonaba la marcha de Cádiz; aplaudía la prensa, y el país, inerte, dejaba hacer. Era, decíamos, que no interesaba su alma en una lucha civil, una guerra contra la naturaleza y el clima, sin triunfos y sin derrotas.

Se descubre más tarde nuestro verdadero enemigo; lanza un reto brutal; vamos a la guerra extranjera; se acumulan en pocos días, en breves horas, las excitaciones más vivas de la esperanza, de la ilusión, de la victoria, de las decepciones crueles, de los desencantos más amargos, y apenas si se intenta en las arterías del Suizo y de las Cuatro Calles una leve agitación por el gastado procedimiento de las antiguas recepciones y despedidas de andén de los tiempos heroicos del Sr. Romero Robledo.

Se hace la paz, la razón la aconseja, los hombres de sereno juicio no la discuten; pero ella significa nuestro vencimiento, la expulsión de nuestra bandera de las tierras que descubrimos y conquistamos; todos ven que alguna diligencia más en los caudillos, mayor previsión en los Gobiernos hubieran bastado para arrancar algún momento de gloria para nosotros, una fecha o una victoria en la que descansar de tan universal decadencia y posar los ojos y los de nuestros hijos con fe en nuestra raza; todos esperaban o temían algún estremecimiento de la conciencia popular; sólo se advierte una nube general de silenciosa tristeza que presta como un fondo gris al cuadro, pero sin alterar vidas, ni costumbres, ni diversiones, ni sumisión al que, sin saber por qué ni para qué, le toque ocupar el Gobierno.

FUENTE: Francisco Silvela, “Sin pulso”, El Tiempo, 16-VIII-1898.

Documento 22

20 de diciembre de 1906. Los prelados españoles a su Majestad el Rey contra la aprobación del proyecto de Ley de Asociaciones.

Señor:

Los prelados españoles, amantes de la paz y leales servidores de la Monarquía, y, en nombre y con autorización de los mismos, el infrascripto de Toledo, acuden hoy, profundamente apenados, ante el trono augusto de vuestra real majestad en demanda de protección, a fin de impedir la aprobación y sanción, en caso que más tarde fueren requeridas, del proyecto de ley regulando el ejercicio del derecho de asociación, leído en el Congreso de Diputados por el señor ministro de la Gobernación el mes de octubre último.

2. Mirado desde el punto de vista moral, al menos en los artículos referentes a las asociaciones e instituciones religiosas, es el susodicho proyecto notoriamente malo y contrario a las sanciones de la Iglesia. Es tal su gravedad, que la aprobación del mismo pondría en grandes conflictos la conciencia recta y timorata, no sólo de los fieles, sino también de los obispos y ministros subalternos de la religión; porque no podrían cumplir sus ordenamientos sin hacerse culpables de pecado moral y de incurrir en excomunión y censuras canónicas, impuestas contra los que invaden la jurisdicción eclesiástica y menosprecian los sagrados derechos que exclusivamente corresponden a la Santa Sede Apostólica en todo lo pertinente a la aprobación y reglamentación de la vida religiosa, así como también a los medios de mantener la observancia disciplinar y subsistencia temporal de los que voluntariamente se consagran a su propia santificación por medio de la práctica de los consejos evangélicos, según el llamamiento de Dios.

3. Dígnese Vuestra Majestad acoger con su habitual bondad estas respetuosas preces y dispensarnos el auxilio que pedimos al tenor de los preceptos contenidos en los artículos 43 y 43 del Concordato de 16 de marzo de 1851.

Besamos reverentemente las reales manos de Vuestra Majestad sus fieles servidores.

FUENTE: Documentos Colectivos del Episcopado Español, Madrid, 1974, pp. 87-88.

Documento 23

La neutralidad española durante la Primera Guerra Mundial.

Correspondencia de Eduardo Dato y Antonio Maura.

EL PRESIDENTE DEL CONSEJO DE MINISTROS

Madrid, 25 de agosto de 1914

Querido amigo Maura:

Abrigamos el propósito de no salimos “voluntariamente” de la norma de conducta que trazamos al estallar la conflagración. De la neutralidad sólo nos apartaría una agresión de hecho o una conminación que se nos dirigiere en términos de ultimátum para prestar nuestro concurso activo a algunos beligerantes. Ni lo uno ni lo otro es de temer, en buena hora lo digo. Alemania y Austria parecen satisfechísimos de nuestra neutralidad, que sin duda tuvo algo de sorpresa para ambas naciones, que nos creyeron comprometidos con la triple Entente. Inglaterra y Francia no nos han podido dirigir el menor reproche, ya que nuestros pactos con ambos países estaban circunscritos a la actuación de Marruecos. Nada les debemos, por otra parte, pues en la hora suprema del despojo de que fuimos víctimas en 1898 nada hicieron por España. Hablé en San Sebastián con los cuatro embajadores: Lema está con ellos en relación continua y ninguno ha manifestado propósitos distintos de los de mantener las más cordiales relaciones. ¿Durará esta situación? ¿Nos empujarán los aliados a tomar partido con ellos o contra ellos? No lo espero, aunque no deja de inquietarme la hipótesis. Y no lo temo porque deben saber que carecemos de medios materiales y de preparación adecuada para auxilios de hombres y elementos de guerra, y que aun en el caso de que el país se prestare a emprender aventuras, que no se prestaría, tendría escasa eficacia nuestra cooperación. ¿No serviremos mejor a los unos y a los otros conservando nuestra neutralidad para tremolar un día la bandera blanca y reunir, si tanto alcanzásemos, una Conferencia de la paz en nuestro país que pusiera término a la presente lucha? Para eso tenemos linaje y autoridad moral, y quién sabe si a ello iremos requeridos. Por de pronto, gestionaremos con los Estados Unidos, y aun con Italia, para apercibirnos a esa intervención.

Realizamos esfuerzos gigantescos para librarnos de la ruina económica. Hasta ahora parece que Dios nos va auxiliando, y si no se pierde la serenidad, tal vez seamos nosotros de los que menos padezcan. El Rey saldrá hoy para San Sebastián, de donde regresará a Madrid el sábado o domingo próximo, para permanecer aquí una semana y hacer otra escapatoria a visitar a su familia. Está convencido de que no debemos separarnos de la conducta que venimos siguiendo. El artículo de Romanones, o de su periódico, hizo daño en nuestro mercado y no nos ha favorecido en el extranjero. En todas partes se le dio un alcance que, sin duda, no tiene. Los moros están muy soliviantados con motivo de la guerra europea y la disminución del contingente de los franceses en la zona de su protectorado. Es probable que esa actitud de las “kábilas” nos obligue a alguna operación importante, que Marina viene preparando para el caso de que sea indispensable. Esto es todo por hoy, pues las noticias de Prensa que recibimos no son oficiales y resultan confusas o contradictorias. Parece, sin embargo, seguro que las armas de los aliados han experimentado serios descalabros en Bélgica y en Alsacia-Lorena, y que los rusos avanzan en territorio alemán. Reciban ustedes nuestros recuerdos, y usted disponga de su devotísimo amigo y admirador.

E. Dato

FUENTE: Recogido en Duque de Maura y Fernández Almagro, Por qué cayó Alfonso XIII, Madrid, Ambos Mundos, 1948. Apéndice, pp. 472-473.

Documento 24

Carta de Antonio Maura a Eduardo Dato ante la neutralidad

Solórzano, 27 de agosto de 1914

Amigo Dato: Recibí ayer su carta de la víspera y la leí con interés redoblado por lo que a todos, con harto motivo, nos inspira la guerra desencadenada entre las más poderosas naciones. Sea cual sea su final desenlace, deberá influir hondamente en el porvenir de España, que, al presente, poco pesa en la balanza. Resulta angustioso para el amor patrio sentirse tan a merced del albedrío ajeno, o de las azarosas contingencias del conflicto extraño, y claro es que nos preocupa a todos nuestra líneade conducta, de que trata la carta de usted. Cuando he visto levantar pública controversia sobre si nos convendría terciar en la pugna, me he preguntado en vano, porque ni lo dicen ni lo adivinan, con qué elementos disponibles hoy contarían los partidarios de la beligerancia; elementos a falta de los cuales el concepto que se ha de formar del simulacro de opción deliberada es mejor para callado que para expresado en sus debidos términos. Con esto queda dicho cuán fuera de duda me parece el acierto con que el Gobierno se propone no salir voluntariamente de la neutralidad. Mantenerla no será difícil, Dios mediante, mientras se riñan las batallas de ahora, adonde nos hubiera sido difícil legitimar nuestra comparecencia, aunque fuésemos libres para elegir y nos conviniese entrometernos. Pero cuando acontezca trabarse en el Estrecho o en el Mediterráneo los combates que, por de pronto, parecen diferidos y sin los cuales no terminará esta guerra, aunque las hostilidades se interrumpan con apariencias definitivas, entonces hallaremos invertidos los términos y nos quedarán menguadas expectativas de apartamiento e indemnidad. Si esta segunda fase, para nosotros principal del conflicto sobreviene, seguidamente se harán palpables, con estéril amargura, las consecuencias del desvalimiento marítimo que ahora hace treinta años comencé a tratar en las Cortes; del olvido en que quedó la parte de la Ley de 1909 relativa a las bases navales de nuestro litoral, y la postergación que lo demás de aquel ya tardío intento ha venido padeciendo, y de la inversión en la zona marroquí de nuestros exiguos y descabalados elementos de milicia terrestre.

FUENTE: J. A. Lacomba, La crisis española de 1917, Madrid, Ciencia Nueva, 1997, pp. 389391.
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Region

1797-1833 1834-1857 1797-1857 1858-1900 1900-1930

Andalucia
Aragén

Asturias

Baleares
Canarias
Castilla la Nucva
Castilla la Vicja
Caralutia
Extremadura
Galicia

Leon

Murcia

Navarra

Valencia

Pais Vasco
Espaiia

6,5
3,1
49
57
39
31
0,1
54
68
7.1
0.8
59
1,1
4,1
04
43

82
7.6
79
5.7
6,6
30
10,2
19,4
10,7
79
12,6
8,6
10,6
11,1
153
9,6

7.3
49
6,1
57
5.0
31
4,1
11,0
8,4
7.4
5.5
7,0
49
6,9
63
64

45
0,8
42
4,0
10,0
6,1
24
4,1
5.2
25
3,1
7.9
0,8
56
8,8
43

8,8
4,1
7.8
53
14,7
13,5
35
11,7
8,9
4,0
2,6
6,1
39
5.9
13,1
7.9






images/00003.jpeg
Tasa de

lndi‘” de crecimiento
Adios Hombres  Mujeres Total — poblacidn base i
1900-100 0
anual (%)
1860 7.740.842 7904230 15.645.072 84 0,34
1877 8125862 8496313 16622175 89 036
1887 8.601.333 8948275 17.549.608 94 0,54
1897 8779240 9329370 18.108.610 97 031
1900 9.071.965 9522440 18.594.405 100 0,89
1910 9.674.168 10252982 19.927.150 107 0,70
1920 10315655 21.303.162 115 0,67

10.987.507
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Afios 1880-1913 1880-1900 1900-1913 1920-1930

Espafia 5,16 2,16 11,70 6,02
Iralia 6,66 6,58 473 -10,94
Portugal 3,79 3,01 9,90 -3,63
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Ciudad 1877 1887 1900
Madrid 397.816 470.283 539.835
Barcelona 248.943 272.481 533.000
Valencia 143.861 170.763 213.530
Sevilla 134318 143.182 148.315
Mdlaga 115.882 134.016 130.109
Murcia 91.805 98.538 111.539
Cartagena 75.908 84.230 99.871
Zaragoza 84.575 92.407 99.118
Bilbao 32734 50.772 83.306
Granada 76.005 78.006 75.000
Lorca 52.934 58.327 69.836
Cidiz 65.028 62.531 69.832
52.181 62.012 68.789

Valladolid
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1887* 1930* v 1930
Norte 778 48,6 103 211
Interior 76,2 53,2 16,6 29,3
Andalucfa 70,1 58,8 41,5 52,9
Mediterrdnea 62,8 388 42,5 54,0

Espana 72,3 49,7 26,0 383
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1860 1896 1914 1930
Andalucia 1,35 2,05 1,67 1,31
Norte (Galicia, Vizcaya) 163 165 164 151
Mediterrénco 151 1,67 174 137
Intcrior 1,60 175, 168 153
Espafia 153 1,80 167 144
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Sectores 1877

1887 1900 1910 1920

Agricultura y pesca 66,1
Industrias extractivas

Industrias manufactureras 144
Construccién

Transportes y comunicaciones 3,3
Comercio 2,7
Otros servicios 135
Total poblacién activa 100

En miles 62253

65,3 66,3 66,0 57,2

12 1.4 23

173 107 104 156

4,1 4,0 4,1

27 2,1 22 29

34 45 47 59

13 1,1 113 120
100 100 100 100
6.1757 6.620,9 7.091,3 7.516.2






